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INFORME DE LA COMISIÓN DE FAMILIA Y ADULTO MAYOR RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY INICIADO EN UN MENSAJE DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE ESTABLECE REFORMA INTEGRAL AL SISTEMA DE ADOPCIÓN EN CHILE.
__________________________________________________________________
Boletín N° 9119-18
HONORABLE CÁMARA:


La Comisión de Familia y Adulto Mayor pasa a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, originado en un Mensaje del entonces Presidente de la República, don Sebastián Piñera Echenique, ingresado a tramitación el 8 de octubre de 2013. 

Posteriormente este proyecto fue objeto de cuatro indicaciones Las primeras fueron formuladas el 4 de noviembre de 2014, por la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria. Luego, el 16 de junio de 2015, formuló nuevas indicaciones para sustituir los artículos del 1° al 26; y el 4 de agosto de 2015, formuló indicaciones al resto de los artículos del proyecto. Finalmente, el 26 de junio de 2018, el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, presentó una indicación sustitutiva del proyecto.


Concurrieron a dar su opinión a su ingreso las siguientes personas e instituciones:

- El señor Sebastián Valenzuela Agüero, Subsecretario (S) de Justicia. 


- Por la Fundación Chilena de Adopción, asistió la Directora Ejecutiva señora María Elena González Zamorano, junto a la abogada señora Irene González Leziuz.

- En representación de la Fundación Instituto Chileno de Colonias, Campamentos y Hogares de Menores, concurrió el Rvdo. Manuel Alejandro Abarca Morales, Vicepresidente de la Fundación y Director del Programa Adopción.


- Por la Fundación Mi Casa asistieron las señoras Delia del Gatto Reyes, Gerente General, Denissa Donaire Rousseau, Jefa del Programa de Adopción y Lorena Calquín Pavez, abogada del Programa de Adopción. 


- Por la Fundación San José para la Adopción concurrió la señora Paula Arroyave Escaffi, abogada encargada de los Programas de Adopción y Protección de esa institución.


- Asimismo, la Comisión contó con la opinión de los siguientes académicos: señor Hernán Corral Talciani, Profesor de Derecho Civil de la Universidad de Los Andes; señora Carolina Salinas Suárez, Profesora de Derecho Civil de la Universidad Católica de Chile; y la señora Alejandra Illanes Valdés, Profesora de Derecho Civil de la Universidad Católica de Valparaíso.

- Magistrados: señora Gloria Negroni Vera, Jueza del Tercer Juzgado de Familia de Santiago y Coordinadora del Centro de Medidas Cautelare de esa ciudad; 

- Los investigadores del Instituto Libertad y Desarrollo señores Pablo Kangiser Gómez y Sergio Morales Cruz.

- La señora Claudia Hernández del Solar, Coordinadora de Infancia y Niñez del Centro de Estudios Abierto La Pala; y el señor Matías Marchant Reyes, psicólogo de la Corporación Casa del Cerro. 
- Por el Ministerio de Justicia: la señora Paulina Vodanovic Rojas, Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Felipe Rayo Cortés, abogado de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y señor Pedro Pacheco Salas, abogado del Departamento de Reinserción Social Juvenil del Ministerio de Justicia.
- Por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos: el señor Hernán Larraín Fernández, el Subsecretario de Justicia, señor Juan José Ossa Santa Cruz; el Jefe de la División Jurídica, señor Sebastián Valenzuela Agüero, los abogados de la División Jurídica, señora Paula Recabarren Lewin y señor Mario Bustos Ponce, el asesor de la División de Reinserción Social Juvenil, señor Pedro Pacheco Salas, la Jefa del Departamento de Reinserción Social Juvenil, señora Danae Fuentes Ferrera y el Jefe de la División de Reinserción Social, señor Alejandro Fernández González .
· Por el Servicio Nacional de Menores, la señora María Fernanda Galleguillos, Jefa de la Unidad de Adopción, la abogada de dicha Unidad, señora Berta Carolina Von Schakmann y la asesora jurídica de la Dirección Nacional, señora Consuelo Gazmuri.
· Por el Movimiento de Integración y Liberación Homosexual, el presidente señor Rolando Jiménez Pérez.
· Por la Fundación de la Niñez UMICH, Unidad de Ministerios Infantiles de Chile, la directora señora Carolina Ester Espinaza Aschieri.
· Por el Organismo América por la Infancia, el Director Ejecutivo señor Esteban Gómez Muzzio.
· Por la Facultad de Psicología de la Universidad Alberto Hurtado, la académica señora Irene Salvo Agoglia.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS

1.- Idea matriz o fundamental deL proyecto

La iniciativa legal pretende, por una parte, establecer un nuevo enfoque en materia de adopción, garantizando la subsidiariedad de ésta, y centrado en restablecer en el menor plazo posible, el derecho vulnerado más fundamental de los niños y adolescentes como es el de vivir en familia, y, por otra parte, después de 14 años de la entrada en vigencia de la actual Ley N°19.620, subsanar diversos vacíos y deficiencias mediante la incorporación de mecanismos más eficientes y plazos más acotados que resguarden, fomenten y favorezcan tanto el respeto del interés superior del niño, estableciendo requisitos y condiciones tanto para que un niño, niña o adolescente pueda ser adoptado, como para que las personas interesadas en adoptar puedan convertirse en madres y o padres.

2.- NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Para los efectos de lo establecido en el N° 2 del artículo 302 del Reglamento de la Cámara de Diputados, vuestra Comisión hace constar que el artículo 10 del proyecto, en relación con lo dispuesto en el artículo 8° inciso segundo de la Constitución Política de la República, tiene el carácter de norma de quórum calificado, toda vez que establece la reserva de tramitaciones, documentos y registros

Asimismo, los artículos 15, 16, 40, 49, 56, 67 y artículo 2° transitorio, que inciden en materias relativas a la competencia de los Tribunales de Justicia, tienen el carácter de normas de ley orgánica constitucional.
3.- ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

A juicio de la Comisión deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, el inciso tercero del artículo 5° y el artículo 3°, en conformidad a lo establecido en el artículo 304 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

4.- Aprobación eN general

La idea de legislar fue aprobada el 22 de enero de 2014, por la unanimidad de las diputadas y diputados presentes en la sesión celebrada en esa fecha, diputadas señoras María Angélica Cristi (Presidenta), Karla Rubilar; María Antonieta Saa, Marcela Sabat, Mónica Zalaquett, y diputados Ramón Barros, Eugenio Bauer, Issa Kort y Jorge Sabag.

5.- ARTÍCULOS E indicaciones rechazadas por la Comisión.


El texto de los artículos e indicaciones rechazadas se inserta al final del informe. 
II.- ANTECEDENTES 
DE HECHO

1. Trabajo previo de la Comisión de Familia

a).-Mociones de diputadas y diputados.

En abril de 2013, la Comisión acordó poner en Tabla para tramitación, todas las mociones radicadas en la Comisión que proponían diversas modificaciones en la actual Ley N° 19.620 sobre Adopción. Al efecto, se realizó una audiencia general en la Sala de la Cámara de Diputados, del Edificio del Congreso Nacional, en Santiago, a la que asistieron representantes del Ejecutivo, académicos y de las organizaciones acreditadas ante el Sename con programas de adopción. A su término, fue aprobada la idea de legislar, en el absoluto convencimiento de sus integrantes de la necesidad de reformar la actual ley, de 1999, respecto de la cual, igualmente existió consenso de que ha funcionado bastante bien, pero por el tiempo que ha pasado, la experiencia acumulada y las nuevas circunstancias, hacen conveniente introducir cambios en el sistema que, sin transformarlo radicalmente, ayuden a perfeccionarlo y a ponerlo al día con los cambios de la realidad social del país.


Las mociones refundidas a las que se refiere esta Secretaría, son las siguientes, y tratan las materias que brevemente se describen, las que proponen modificaciones tanto en el proceso previo de declaración de la adopción, como sobre las personas susceptibles y habilitadas para adoptar y en cuanto al procedimiento posterior.
1) Boletín N° 3847-18. De iniciativa de los diputados Javier Hernández, Patricio Melero, Pablo Prieto e Ignacio Urrutia, de la ex diputada María Angélica Cristi, y de los ex diputados José Antonio Kast, Salaberry, Sergio Correa, Gonzalo Uriarte y Andrés Egaña.

El proyecto modifica el artículo 31 de la ley N° 19.620, sobre adopción de menores, por parte de matrimonios extranjeros no residentes en Chile, disponiendo que el juez sólo puede otorgar la adopción de un menor a un matrimonio extranjero no residente en Chile, cuando se trate de cónyuges de diferente sexo.


2) Boletín N° 4616-18. De iniciativa de los diputados Pablo Lorenzini, Jaime Mulet, José Miguel Ortiz, Gabriel Silber; de las ex diputadas Carolina Goic y María Antonieta Saa; y de los ex diputados Jorge Burgos, Eduardo Saffirio, Patricio Vallespín y Patricio Walker.

Modifica la ley N° 19.620, sobre adopción de menores en la parte que tipifica como delito el ofrecimiento de entrega de menores en gestación, esto es, respecto de  quien solicita o acepta recibir una contraprestación por facilitar la entrega de un menor en adopción, contemplado actualmente en el artículo 42; a su respecto, este proyecto propone que cuando dicha conducta sea realizada por la madre antes del nacimiento del hijo, ésta sea sancionada con presidio menor en su grado medio a máximo.


3) Boletín N° 6108-18 .De iniciativa del diputado Tucapel Jiménez y de los ex diputados Marcos Enríquez-Ominami y Alvaro Escobar.


El proyecto modifica la Ley N° 19.620, sobre adopción de menores, con el objeto de incorporar a las parejas que mantienen relación de convivencia estable, como sujetos aptos para solicitar en forma conjunta la adopción de un menor.


En resumen, propone:

a) Reconocer la existencia de las uniones de hecho, entre un hombre y una mujer, que cohabiten y tengan entre ellos una relación de afectividad análoga a la conyugal, para poder adoptar conjuntamente a un menor en los mismos términos que los cónyuges.

b) Cambiar el orden de prelación existente, en el sentido de que las personas solteras, viudas y divorciadas interesadas en adoptar y que cumplan los requisitos que la ley establece puedan tener preferencia por sobre los matrimonios residentes en el extranjero.


4) Boletín N° 6745-18. De iniciativa de la diputada Alejandra Sepúlveda; de las ex diputadas Marta Isasi, Adriana Muñoz, Claudia Nogueira, Denise Pascal y Laura Soto, y del ex diputado Ramón Farías.


Esta iniciativa otorga prioridad para ser adoptantes, a quienes hayan sido declarados guardadores, por el Servicio Nacional de Menores o los organismos acreditados, respecto de un niño menor de dos años, del que estén a cargo por un periodo igual o superior a 6 meses ininterrumpidos.


5) Boletín N° 7943-18. De iniciativa de los diputados Issa Kort y Celso Morales, de las ex diputadas María Angélica Cristi y Mónica Zalaquett, y de los ex diputados Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Ramírez, Giovanni Calderón, Romilio  Gutiérrez, Gustavo Hasbún, Cristián Letelier y Jorge Ulloa.


Esta moción modifica el artículo 20 de la Ley N° 19.620 sobre Adopción de Menores, estableciendo que podrán adoptar aquellos cónyuges que hayan contraído el vínculo matrimonial según el artículo 102 del Código Civil, esto es, el celebrado entre un hombre y una mujer. 


6) Boletín N° 8244-18. De iniciativa de la diputada Alejandra Sepúlveda; de los diputados José Pérez, Jorge Sabag y Pedro Velásquez; de las ex diputadas Marta Isasi y Ximena Vidal, y de los ex diputados Roberto Delmastro y Germán Verdugo.


El proyecto modifica la Ley N° 19.620, con el objeto de facilitar la declaración de susceptibilidad del menor para la adopción. Propone, a propósito de las situaciones para la procedencia de la declaración judicial de susceptibilidad del menor, contemplados en el artículo 12 de la Ley N° 19.620, que el Juez tenga la facultad y el deber de decretar mediante resolución fundada la susceptibilidad de ser adoptado el menor, cuando de los antecedentes se presuma gravemente que las intervenciones del padre, madre o a quien se le haya confiando su cuidado, tengan por objeto sólo el entorpecimiento del proceso de adopción, o si éstas son manifiestamente perjudiciales para él.


7) Boletín 8249-18. De iniciativa de la diputada Alejandra Sepúlveda; del diputado Jorge Sabag; de las ex diputadas María Angélica Cristi y Mónica Zalaquett, y de los ex diputados Gustavo Hasbún y Nicolas Monckeberg.

Propone una serie de modificaciones para fortalecer ciertos mecanismos como las presunciones y apercibimientos para dar mayor certeza al procedimiento, y, por otra parte, reduce ciertos plazos para la celeridad del proceso teniendo en vista el interés superior del niño o niña y el beneficio que implica la pronta adopción cuando existe la seguridad de que no puede estar con su familia de origen.


8) Boletín N° 8718-18. De iniciativa de los diputados Ramón Barros, Nino Baltolu, Issa Kort, Patricio Melero y Celso Morales; de las ex diputadas María Angélica Cristi y Mónica Zalaquett, y de los ex diputados y de los ex diputados Eugenio Bauer, Giovanni Calderón y Jorge Ulloa.

Elimina como requisito para la declaración de susceptibilidad de adopción de una niña o niño, la autorización de uno de los padres que haya abusado de ellos.

Específicamente, la propuesta incorpora una nueva parte final en el numeral 1° del artículo 9° de la Ley 19.620, señalando que, “en caso que uno de los padres o ambos hayan sido condenados por delitos sexuales y cuya víctima fuere el menor que se pretende adoptar, no se requerirá el consentimiento de el o los condenados.”

La ley actual establece como requisito para ser considerado susceptible de adopción el hecho que los padres del menor no se encuentran capacitados o en condiciones de hacerse cargo responsablemente de él y que expresen su voluntad de entregarlo en adopción ante el juez competente.

En esta línea, la iniciativa consagra, a partir de las implicaciones fundamentalmente psicológicas, no contar con esta autorización, es decir, eliminar de la exigencia legal al padre o madre hechor de estos delitos, lo que en este caso puede revestir innecesarias dilaciones en el proceso de adopción. Asimismo, se platea eliminar toda posibilidad de retracto a que alude la misma normativa, entendiéndose que perdieron su derecho de otorgarlo.


b)-Proyectos sobre guardadores:

Con posterioridad, a la audiencia pública realizada y a la aprobación en general de los proyectos anteriormente individualizados, ingresa a la Comisión de Familia el proyecto iniciado en moción, Boletín N° 9013-18, de iniciativa de la diputada Alejandra Sepúlveda, de los diputados Fidel Espinoza, Issa Kort, Pablo Lorenzini y Marcelo Schilling; de las ex diputadas Adriana Muñoz, Clemira Pacheco y María Antonieta Saa, y de los ex diputados Alfonso De Urresti y Ricardo Rincón, que propone modificar la Ley N° 19.620, sobre adopción de menores, en relación con los guardadores y familias de acogida.


A su respecto, y en consideración al debate público suscitado en los medios de comunicación a raíz de la negativa de una familia de acogida o guardadora de entregar,- luego de tenerla bajo su cuidado por dos años-, a una niña declarada susceptible de adopción, la Comisión acordó centrar su trabajo en dos proyectos que incorporan en la Ley de Adopción, a la institución de los padres guardadores o familias de acogida, materia que no se encuentra regulada en esa ley sino que forma parte del Sistema de Atención a la Niñez y Adolescencia a través de la Red de Colaboradores del Sename y su Régimen de Subvención, contemplado en la ley N° 20.032. En consecuencia, se autoriza por la Sala de la Corporación, el estudio en conjunto del proyecto contenido en el Boletín N° 9013-18, enunciado en el párrafo anterior, y del Boletín N° 6745-18, que otorga prioridad para ser adoptantes a aquellos padres guardadores que estén a cargo de un niño menor de dos años, por un periodo igual o superior a 8 meses ininterrumpidos, de iniciativa de la diputada Sepulveda; de las ex diputadas Isasi, Nogueira, Pascal y Laura Soto, y del ex diputado Farías. 

c) Informe de la Corte Suprema

En oficio N° 10.496, de 8 de octubre de 2013, la Cámara de Diputados remitió a la Corte Suprema el proyecto de ley que promueve una reforma integral del sistema de adopción. El 26 de noviembre de 2013, la Corte Suprema emitió su pronunciamiento en conformidad a lo que disponen los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. 

Señala el informe que la iniciativa legal pretende establecer un nuevo enfoque en materias de adopción abarcando también los vacíos y deficiencias de la actual ley, que permitirá orientar a los distintos actores sociales en la toma de decisiones que puedan afectar a los niños, niñas y adolescentes gravemente vulnerados en sus derechos, luego de agotar todas las posibilidades de inserción en su propia familia.


Agrega que se incorporan los principios que sustentan y orientan el sistema de adopción en Chile, garantizando la subsidiariedad de ésta, otorgando agilidad en sus procedimientos con la incorporación de mecanismos más eficientes y plazos más acotados para dar respuesta con mayor celeridad. Al mismo tiempo, la propuesta legislativa establece requisitos y condiciones tanto para que un niño, niña o adolescente pueda ser adoptado, como para que las personas interesadas en adoptar puedan convertirse en padres o madres.


Indica que las normas sobre competencia que contiene la propuesta no merecen observaciones por parte de este Tribunal, y que, en términos generales, el proyecto está bien estructurado y tiene un loable objetivo central, cual es el de acortar los tiempos del proceso de adopción, en beneficio de los menores.


Un grupo de ministros formularon algunas observaciones, entre las cuales cabe consignar las siguientes materias:


El texto del proyecto entrega un concepto de adopción que no constituye un concepto jurídico propiamente tal, pues define la institución como "una medida de restitución de derechos", y que si bien este proyecto de ley busca derogar la ley actual, de la lectura de la iniciativa se advierte que los efectos de la adopción son los mismos que actualmente se contemplan, esto es el proyecto de ley incluye la misma redacción de la Ley N° 19.620. 

Respecto del programa de adopción, el artículo 5° del proyecto de ley no especifica el conjunto de actividades que comprende dicho programa, sólo menciona que serán diseñados y ejecutados por el SENAME y por los organismos acreditados ante éste; 

En cuanto al financiamiento, resulta poco eficiente que este quede subordinado a la aprobación de proyectos previos con el fin de obtener la subvención de parte del SENAME. Al no encontrarse la figura de "programas de adopción" dentro de las líneas de acción subvencionares que menciona la Ley N° 20.032, resulta forzoso concluir que el financiamiento a que se refiere el proyecto que se analiza no tendría fundamento legal. 

Por primera vez el legislador entrega un concepto de "interés superior del niño", cuestión que ni siquiera hace la Convención de los Derechos del Niño, y se amplían considerablemente las causales de adoptabilidad.

Se contiene la obligación de garantizar la conservación de la información relativa a la identidad de la familia de origen y demás antecedentes vinculados a la adopción, 


Se considera positiva la incorporación en el nuevo sistema de adopción de la posibilidad de iniciar el proceso de adoptabilidad respecto de personas mayores de dieciocho y menores de veinticuatro años de edad, como también
El Derecho del menor a ser oído en todos los asuntos que le afecten, debiendo ser consideradas sus opiniones atendiendo a su edad y al grado de madurez que manifieste.

En relación con el orden de prelación propuesto en el artículo 31 del proyecto, se valora positivamente que por motivos calificados, basados en el interés superior de la niña, niño o adolescente, pueda alterarse dicho orden de prelación.


Se estima que el inciso final del artículo 31 de! proyecto viene a zanjar el problema respecto de las familias de acogida o guardadoras que manifiesten interés en adoptar al menor que tienen bajo su cuidado, 

No se incluye el principio de la inseparabilidad de los hermanos y sobre los requisitos para la adopción nacional,  se considera que el proyecto establece una discriminación que no se justifica, pudiendo igualmente eximir o rebajar los límites de edad o la diferencia de años respecto de los demás adoptantes y adoptados. También llama la atención que la ley entregue a un reglamento que pueda establecer rangos de edad máximos entre los solicitantes y los adoptantes.


Asimismo el texto propuesto, a diferencia de la actual legislación, es poco flexible en cuanto a la exigencia del número de años de matrimonio de los cónyuges adoptantes, estableciendo un mínimo de dos años de matrimonio. 


En lo referente a la adopción internacional, el artículo 45 del proyecto, se advierte que la norma propuesta no establece ninguna flexibilidad en el cumplimiento de los requisitos de los postulantes, como ocurre con la adopción nacional Tampoco entrega al reglamento la regulación de los rangos de edad entre los solicitantes y los adoptados, como lo establece el artículo 32 de la iniciativa legal.

En cuanto a las causales establecidas para ser declarado susceptible de adopción, el proyecto, al igual que la Ley 19.620, contiene en primer lugar una regla de "entrega voluntaria del menor por parte de sus padres o guardadores", para luego enumerar las causales de adoptabilidad, que corresponden a las causales de susceptibilidad que recoge la actual normativa. 

En materia de personas susceptibles de ser adoptadas, la gran innovación de la propuesta está referida a la inclusión como sujetos de adopción de los adolescentes entre 18 y 24 años, cuestión que hoy no es posible. 

A propósito de los órdenes de prelación y en comparación con la actual regulación, se aprecia que hoy se privilegia a los matrimonios extranjeros residentes permanentes en Chile por sobre los solteros, divorciados o viudos. El proyecto de ley ubica a estos últimos en el mismo lugar de prelación de aquéllos. 

En cuanto al procedimiento para realizar la Entrega Voluntaria se puede señalar que el proyecto en esta causal omite la audiencia preparatoria actualmente existente, para referirse únicamente a una audiencia preliminar y a otra audiencia de ratificación, y eventualmente, sí en esta última hay retractación, queda a criterio del tribunal citar a audiencia de juicio para aclarar los fundamentos y seriedad de la retractación. 

Sobre la facultad de retractarse respecto de la entrega voluntaria, se establece en el proyecto una audiencia de ratificación, respecto de la que, en caso de inasistencia del solicitante, se presume de derecho la retractación del mismo. Lo anterior podría resultar atentatorio de la garantía del debido proceso.

En relación con la declaración de susceptibilidad de adopción (actual ley) o de adoptabilidad (proyecto de ley). En la actual ley se establecen dos audiencias, una preparatoria y otra de juicio. En cuanto a la preparatoria básicamente es el mismo procedimiento, citando a ascendientes hasta el tercer grado inclusive, quienes se pueden oponer. El proyecto de ley contiene una novedad consistente en la exclusión del proceso de adoptabilidad a la madre o padre condenados por abuso sexual cuya víctima hubiese sido el niño, niña, o adolescente, de la misma manera ya referida para la entrega voluntaria. En cuanto a la audiencia de juicio, no se advierten mayores cambios.

Sobre los recursos, en la actual ley ya sea en caso de denegación o declaración de susceptibilidad, la apelación se otorga en el solo efecto devolutivo, en tanto que en el proyecto de ley, la sentencia que declara el derecho de adoptabilidad es susceptible de apelación en el solo efecto devolutivo. En caso de rechazo es apelable en ambos efectos, lo cual parece acertado.

Con respecto al proceso de adopción nacional, tanto la actual ley como el proyecto le dan competencia para conocer de la solicitud al tribunal con competencia en materia de familia del domicilio de la niña, niño o adolescente, o persona mayor de 18 y menor de 24 (caso del proyecto). Asimismo, se reconoce el carácter no contencioso del procedimiento.

La adopción de niño, niña o adolescente residentes en el extranjero por personas residente en Chile, constituye una novedad y está regulada en pocos artículos, sometiéndose a la Convención de la Haya sobre adopción internacional ratificada por Chile en 1999.


2. MENSAJE PRESIDENCIAL

El 8 de octubre de 2013, ingresó el proyecto de ley, Boletín N°9119-18, con el nombre de Reforma integral al Sistema de Adopción en Chile, el cual, dentro de sus antecedentes específicos, indica que, entre otras fuentes, ha tenido a la vista las diversas iniciativas parlamentarias que han sido presentadas en los últimos años sobre la materia, las que han sido estudiadas con esmero porque representan la preocupación de los legisladores ante la Adopción.

I.-Antecedentes generales contenidos en el Mensaje

La iniciativa presidencial precisa que con la ratificación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, el país asumió el compromiso de realizar los cambios legislativos, institucionales y programáticos que permitiesen responder a una nueva visión y posición del niño frente a la familia, la sociedad y el Estado.


Hoy, transcurridas más de dos décadas desde dicha ratificación, se ha recorrido un largo camino, en el cual es imposible dejar de considerar las iniciativas que han sentado las bases de este contexto de reforma y verdadero cambio cultural, como lo son, la Ley de Erradicación de los Niños de las Cárceles; las leyes de Violencia Intrafamiliar y de Maltrato Infantil en el año 1994; así como las normas de Protección a la Maternidad; la Ley N° 19.585 de Filiación y la Ley N° 19.617 que modifica el Código Penal y otros cuerpos normativos en materia de delitos sexuales, en 1999; la creación de los Tribunales de Familia y la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, ambas en el año 2005; el Programa Chile Crece Contigo en el año 2009 y la Ley Nº 20.595, sobre el Ingreso Ético Familiar, de mayo de 2012, entre las más relevantes. 


Añade el Mensaje que la institución de la adopción, no quedó ajena al cambio de paradigma, basada en el interés superior del niño, considerando a éste como sujeto pleno de derechos y orientando su quehacer en la necesidad de otorgar una familia al niño que ha sido vulnerado en este derecho esencial. 


Dentro de los avances en este ámbito, destacan la promulgación de la Ley Nº 19.620, que dicta Normas sobre Adopción, la ratificación de la Convención sobre Protección del Niño y Cooperación en Materia de Adopción Internacional, ambas en el año 1999, y la ley que incorpora el Permiso Post Natal Parental, en el año 2011, la que se extiende también a las familias adoptivas sin distinguir la edad del niño o niña.  

Agrega, que de este modo, el país ha ido avanzando paulatinamente en el reconocimiento y protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes; sin embargo, aún queda camino por recorrer, para realizar un completo proceso de modernización de las leyes y de las políticas públicas que se orientan hacia la promoción y protección integral de la infancia y de la adolescencia, integrando, fortaleciendo y defendiendo con mayor fuerza sus derechos.


En este contexto, expresa que el Gobierno ha presentado ante el Honorable Congreso el proyecto de ley de protección de derechos de los niños, niñas y adolescentes y el proyecto de ley que crea dos nuevos servicios de atención a la infancia y la adolescencia y, en esta oportunidad, un proyecto de reforma integral del sistema de adopción vigente.


II.-Fundamentos de la iniciativa

La actual ley de adopción

La iniciativa presidencial considera que con la entrada en vigencia, de la actual Ley Nº 19.620, que dicta normas sobre adopción de menores, en octubre de 1999, se consagra un modelo único de adopción, constitutiva de filiación, distinguiendo sólo si es otorgada a personas residentes en Chile o en el extranjero. Se regula por primera vez la adopción internacional, penalizando conductas constitutivas de tráfico, se asigna al Servicio Nacional de Menores el rol de órgano rector del sistema de adopción nacional. Asimismo, se crean programas de adopción a lo largo del país, ejecutados por el Servicio u organismos privados acreditados ante éste, a cargo de profesionales especializados en el tema. A su vez, para efectos de la Convención sobre Protección del Niño y Cooperación en materias de Adopción Internacional, se designa al Servicio Nacional de Menores como autoridad central.


Por otra parte, se contempla un procedimiento previo a la adopción, destinado a constatar la situación del niño o niña respecto de su familia de origen, independiente del procedimiento de adopción propiamente tal.

Asimismo, se indica que la aplicación de esta ley ha sido positiva, permitiendo, restituir a través de la adopción, el derecho de 6.580 niños y niñas a vivir y crecer en el seno de una familia, residente en Chile o en el extranjero, otorgando a aquellas personas y matrimonios interesados en adoptar, la posibilidad de concretar o ampliar un proyecto familiar. En este contexto, se cuenta con un sistema de adopción reconocido y valorado a nivel internacional por sus buenas prácticas en la materia, lo cual ha llevado a que varios países se hayan inspirado en el modelo chileno.

Los elementos a enmendar

Constata que, sin embargo, a catorce años de la entrada en vigencia de la ley, su implementación ha permitido detectar diversos vacíos y deficiencias. En efecto, la actual regulación de los procedimientos previos a la adopción, supone una tramitación que muchas veces se dilata en demasía, perjudicando directamente a las niñas, niños o adolescentes que deben permanecer institucionalizados mientras se resuelve su situación. Así, durante el año 2012, el tiempo promedio de tramitación de las causas de susceptibilidad de adopción fue de 8 meses con 26 días, superando, respecto del 20% de las causas, largamente el año. Lo anterior incide también en el tiempo de postulación de las familias que se incorporan al Registro de Postulantes, una vez que son evaluadas como idóneas. Al respecto indica que durante el año 2012, dicho tiempo fue de 9 meses y 6 días, subiendo a casi un año en el caso de aquellas familias que acogieron a una niña o niño menor de un año de edad.


En este sentido, también es posible señalar que, tratándose, de niñas, niños y adolescentes egresados con fines de adopción, el tiempo promedio de permanencia en la red institucional de Sename, es de 2 años con 15 días, debido a la dificultad que actualmente existe para acreditar las causales de susceptibilidad de adopción.


Precisa el Mensaje que, en atención a lo expuesto precedentemente, y tomando en cuenta la experiencia y evidencia acumulada, unidos a los cambios presentados por nuestra sociedad e institucionalidad, el Gobierno de Chile ha estimado necesario impulsar una reforma integral al sistema de adopción, que resguarde, fomente y favorezca con mayor ímpetu el respeto por el interés superior de los niños en esta materia. 


III.-Objetivo

El proyecto de ley que se somete a consideración establece los lineamientos y criterios esenciales a ser considerados para impulsar la reforma integral al sistema de adopción.


Dicho marco jurídico pretende establecer un nuevo enfoque en materias de adopción, abarcando también los vacíos y deficiencias de la actual ley, que permitirá orientar a los distintos actores sociales en la toma de decisiones que puedan afectar a los niños, niñas y adolescentes gravemente vulnerados en sus derechos, luego de agotar todas las posibilidades de inserción en su propia familia.


Así, en términos generales, se incorporan los principios que sustentan y orientan el sistema de adopción, garantizando la subsidiariedad de ésta, otorgando agilidad a sus procedimientos con la incorporación de mecanismos más eficientes y plazos más acotados para dar respuesta con mayor celeridad. A su vez, se establecen requisitos y condiciones tanto para que un niño, niña y adolescente pueda ser adoptado, como para que las personas interesadas en adoptar puedan convertirse en madres y o padres. 


IV.-Antecedentes específicos que contempla el Mensaje

La propuesta tiene su base en antecedentes recopilados en el proyecto “Elaboración de un estudio de sistemas de adopción y legislación comparados y definición de bases para una propuesta de reforma integral del régimen regulador de la adopción en Chile”, realizado con apoyo del Fondo de planificación estratégica e implementación de reformas autofinanciadas en Chile, creado al amparo de los convenios de cooperación técnica suscritos entre la Agencia de Cooperación Internacional de Chile (AGCI) y la Agencia de Cooperación Alemana GTZ, que se ejecutó entre los años 2008 y 2011, permitiendo contar con la asesoría de destacados especialistas en la materia.


En el marco de dicho proyecto, se realizaron estudios de legislación comparada en siete países de reconocidas buenas prácticas en la materia: tres Estados de Origen (Brasil, Filipinas y Lituania) y cuatro Estados de Recepción (España, Noruega, Bélgica y Canadá). Se realizó asimismo un encuentro con los principales actores vinculados al tema de la adopción.


Sobre la base de esos insumos, se elaboró una propuesta de reforma de la legislación nacional, que se compartió en diversas jornadas técnicas tanto con los organismos acreditados para desarrollar programas de adopción y las unidades de adopción del Servicio Nacional de Menores, así como en talleres regionales en las ciudades de Iquique, Antofagasta, Valparaíso, Temuco y Valdivia, con la participación de jueces, abogados de las Corporaciones de Asistencia Judicial, instituciones de la red Sename y el Servicio de Registro Civil e Identificación.


Asimismo, señala también que se han tenido a la vista las diversas iniciativas parlamentarias que han sido presentadas durante los últimos años, como asimismo, han sido consideradas las autorizadas opiniones de diversos académicos, que han tenido la generosidad de acudir a reuniones de trabajo y compartir sus observaciones al proyecto.

3.-Comparación entre las mociones y el mensaje


Del análisis comparativo del contenido de cada una de las mociones en tramitación mencionadas, con el Mensaje Presidencial, se puede concluir que este último recogió algunas de las propuestas de las mociones señaladas y prescindió de otras
. Entre las ideas que recoge se observan las que dicen relación con las siguientes materias: 

· Realizar acciones de seguimiento de las adopciones otorgadas a residentes extranjeros; 

· En la adopción por entrega voluntaria del hijo, prescindir del consentimiento del progenitor cuando ha sido condenado por delitos sexuales contra su hijo;
· En el procedimiento de adoptabilidad, exigir la individualización de los parientes del niño para su citación y delimitar el contenido de la publicación por avisos que se efectúa a los padres y parientes del niño; y
· Reglas especiales para la adopción por los guardadores del niño en el marco de un programa de acogimiento familiar.


II.-ANTECEDENTES DE DE DERECHO

Marco normativo de la adopción en Chile


El estatuto jurídico que regula la filiación adoptiva en Chile está contenido en las siguientes normas:


•Ley N° 19.620 de Adopción de Menores, que regula íntegramente la materia
; 

•Decreto N° 944, de 2000, del Ministerio de Justicia, que fija el Reglamento de la Ley N° 19.620;


•Ley N° 19.585, que modifica el Código Civil en materia de filiación;


•Ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia;


•Decreto N° 830, de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que promulga la Convención sobre los Derechos del Niño
;

•Decreto N° 1.215, de 1999, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que promulga la Convención sobre Protección del Niño y Cooperación en materia de Adopción Internacional (Convenio de La Haya); 



 Decreto N° 2160, de 1999, del Ministerio de Relaciones  Exteriores, que designa al Servicio Nacional de Menores como Autoridad Central para los efectos contemplados en la Convención sobre Protección del Niño y Cooperación en materia de Adopción Internacional;

•Decreto N° 24, de 2002, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que promulga la Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes en materia de Adopción;

Se refieren también a la adopción normas contenidas en otros cuerpos normativos, como el Código del Trabajo, que otorga a la madre adoptiva o en proceso de adopción (siempre que se le haya otorgado el cuidado personal del menor de edad): permiso postnatal cuando el menor tenga menos de 6 meses (artículo 200 Código del Trabajo); permiso postnatal parental cualquiera sea la edad del niño o niña (artículo 200, Código del Trabajo) y; derecho a fuero laboral (artículo 201, inciso 2, Código del Trabajo).


Adopción en Chile: principios y regulación



Principios de la filiación adoptiva en Chile


A continuación, se señalan los principales principios reconocidos por la doctrina en materia de adopción nacional:


Principio del interés superior del niño

Se encuentra consagrado en la Convención sobre los Derechos del Niño
 y en la Ley N° 19.968, que Crea los Tribunales de Familia
 y consiste en la plena satisfacción de los derechos de los niños. Este principio debe guiar las actuaciones de las instituciones, tribunales, autoridades y órganos legislativos del país, quienes, al momento de tomar medidas que afecten a los niños, niñas y adolescentes, deben considerar la máxima satisfacción de sus derechos y la menor restricción de ellos. 


El principio es recogido expresamente en el artículo 1º de la Ley N° 19.620 que establece como objeto de la adopción “velar por el interés superior del adoptado”. Asimismo, se manifiesta en el deber del juez que conoce de procesos de adopción, de tener debidamente en cuenta las opiniones del niño en función de su edad y madurez y, de resolver siempre considerando las ventajas que la adopción representa para el niño o niña
.


Principio de subsidiaridad de la adopción y prioridad de la familia biológica


La filiación adoptiva procede de manera supletoria a la filiación natural, siendo la familia biológica la llamada a cuidar y criar a los niños que provienen de ella. Por tanto, los Tribunales de Justicia deben agotar las instancias que permitan mantener a un niño junto a su familia biológica
.


La aplicación de este principio se observa claramente en sentencias de los Tribunales Superiores del país, los que han señalado:



“Aunque la madre sea alcohólica y tenga limitantes personales, sociales y económicas, si ha mantenido interés en contactarse y visitar al menor, no procede la declaración de susceptibilidad del menor”
;



“Los artículos 1º, 7º y 15 de la Ley de Adopción, recogen el principio de subsidiaridad del estatuto de la adopción que se manifiesta en que la filiación natural es el estado normal y la filiación adoptiva solo es procedente en carácter supletorio, vale decir, es la familia de carácter biológico la llamada a cobijar al menor y dispensarle la crianza y cuidados necesarios (…)”
.


Principio de la verdad biológica o derecho a la identidad


Este principio consiste en el derecho de los niños a conocer sus orígenes, es decir, a sus padres biológicos. Se encuentra consagrado tanto en la Convención de los Derechos del Niño
 que exige a los Estados Parte velar por la aplicación de este derecho en su legislación nacional, como en la Ley N° 19.585 de Filiación, que permite una amplia investigación de paternidad y maternidad con el objeto de garantizar el ejercicio del derecho a la identidad
.


En la doctrina, Gómez de la Torre
 ha considerado que “para que una persona logre desarrollar su personalidad necesita conocer su identidad, es decir, conocer su origen, saber quiénes son sus padres y quienes constituyen su familia”.

Principio de la inseparabilidad de los hermanos


Se manifiesta en el mandato que la ley realiza al Juez para que procure que los hermanos en situación de ser adoptados, lo sean por los mismos solicitantes. La justificación de este principio radica en que la adopción no cause un nuevo daño al niño en desamparo, separándolo de sus hermanos biológicos
.

Principio de preferencia de la familia matrimonial


Si bien la Ley N° 19.620 permitió la adopción a personas solteras, viudas o divorciadas, estableció una clara prioridad de la adopción matrimonial por sobre la adopción uniparental
.


Así se desprende de su texto, al establecer que: la adopción por personas individuales procede si son residentes en Chile y siempre que no existan cónyuges interesados en adoptar (artículo 21); y, que la adopción internacional sólo procederá respecto de adoptantes casados (artículo 31).


Reseña de la Ley N° 19.620 sobre Adopción de Menores


La Ley N° 19.620 regula íntegramente la institución de la adopción en Chile. En su artículo 1° establece como objeto de la adopción “velar por el interés superior del adoptado y amparar su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde el afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen”. 


A continuación se desarrollan las principales materias que aborda la Ley N° 19.620.


Personas que pueden ser adoptadas


Sólo pueden ser adoptadas las personas menores de edad que se encuentren en algunas de las situaciones contempladas en el artículo 8º de la Ley N° 19.620. Estas son
: adopción por entrega del niño; adopción del propio hijo o nieto y adopción por desamparo del niño.


Adopción por entrega del niño


-Procedencia: Procede en casos en que los padres estén incapacitados o no se encuentren en condiciones de hacerse cargo responsablemente de su hijo, y expresen su voluntad de entregarlo en adopción ante el juez competente.


-Manifestación de voluntad de entregar al hijo en adopción, antes de su nacimiento: Si bien, según la regla general la voluntad de entregar en adopción a un niño se expresa después de su nacimiento, la Ley N° 19.620 innova al permitir que dicha voluntad se pueda expresar antes del nacimiento del menor. “De este modo se busca incentivar a las madres que quieran abortar que recapaciten en su decisión ante la posibilidad de poder dar al menor en adopción, evitando de este modo la interrupción del embarazo.”


Algunos autores
, sugieren la eliminación de esta norma, por considerar que la vulnerabilidad a la que se ve expuesta la mujer en ese período, puede llevarla a tomar una decisión de la que posteriormente se arrepienta.


-Procedimiento: El procedimiento aplicable se regula en el artículo 9° de la Ley N° 19.620 y se inicia con la declaración de voluntad del padre y/o madre de entregar al hijo en adopción. Se desarrolla en dos audiencias, una preparatoria y otra de juicio. Si sólo uno de los progenitores ha expresado su voluntad en este sentido, el juez debe citar al otro progenitor.


Al respecto, se genera la interrogante, como lo plantea Corral
, de si otros parientes biológicos, como los abuelos del niño, debieran ser también citados a fin de que señalen su parecer respecto de la efectiva incapacidad de los padres. El autor concluye que, si bien legalmente el juez que conoce de este procedimiento no tiene la obligación de citar a los parientes por consanguinidad, podría hacerlo en virtud de sus amplias atribuciones para decretar una o más medidas
 y debería realizarlo, considerando especialmente el principio de prioridad de la familia biológica del niño ya referido.


Ejecutoriada la sentencia, ella es puesta en conocimiento del Servicio Nacional de Menores (Sename), para la inscripción del niño en el Registro de personas que pueden ser adoptadas.


- Posibilidad de retractación: El progenitor que manifestó su voluntad de entregar a su hijo en adopción, puede retractarse dentro de un plazo de 30 días, contado desde la fecha en que se haya hecho la solicitud al Tribunal.


Según Corral
, aunque la ley no lo señala expresamente, la solicitud de entregar a un hijo en adopción, debe entenderse como revocable en cualquier momento del proceso mientras no haya quedado ejecutoriada la resolución judicial que declara la adoptabilidad del menor. Ello en virtud de los principios que inspiran la nueva legislación de adopción, esto es, prioridad de la familia biológica y subsidiaridad de la adopción. 


Adopción del propio hijo o nieto


-Procedencia: Procede en aquellos casos en que el menor es descendiente consanguíneo de uno de los adoptantes.
 Así, se distinguen dos posibilidades: adopción del hijo de uno de los cónyuges adoptantes (reconocido por uno solo de sus padres, por ambos padres o con filiación matrimonial) y; adopción del nieto por parte del abuelo y su actual cónyuge.


-Procedimiento: En caso que el menor haya sido reconocido por sólo uno de los cónyuges que lo quieren adoptar, se aplica directamente el procedimiento de adopción propiamente tal, contemplado en el Título III de la Ley N° 19.620, que se describe más adelante.


Ahora bien, si el niño ha sido reconocido por ambos padres o tiene filiación matrimonial, se requerirá el consentimiento del otro padre o madre, aplicándose, en lo pertinente, el procedimiento previsto para la adopción por entrega del niño
.


Si falta el otro progenitor o si éste se opusiere a la adopción, el juez resolverá si el menor es susceptible de ser adoptado en conformidad con el artículo 12 y siguientes de la Ley N° 19.620, que se analiza a continuación.


Adopción por desamparo del niño


-Procedencia: Procede en aquellos casos en que el menor ha sido declarado judicialmente susceptible de ser adoptado por encontrarse en una situación de desamparo que se configura cuando el padre, madre o persona a quienes se haya confiado su cuidado se encuentren en una o más de las siguientes situaciones.

· Se encuentren inhabilitados física o moralmente para ejercer el cuidado personal en conformidad al artículo 226 del Código Civil
;
· No le proporcionen atención personal, afectiva y económica durante el plazo de dos meses, o de treinta días en caso de que el menor no haya cumplido la edad de un año, o
· Entreguen al menor a una institución de protección de menores o a un tercero con ánimo de liberarse de las obligaciones paternas.


-Presunciones: La ley establece algunas presunciones respecto del ánimo de entregar al menor en adopción en dos situaciones: cuando el menor se mantiene a cargo de una institución o de un tercero sin una causa que lo justifique y; cuando los progenitores no visiten al menor en la institución donde se encuentre, por lo menos una vez durante el plazo de dos meses (o treinta días si el menor tuviere menos de un año) salvo causa justificada.


Así, podría sostenerse que procedería la adopción por desamparo del menor cuando su permanencia en una institución de protección de menores sea injustificada, aún cuando el menor sea visitado por su padre y/o madre dentro de los plazos que la ley señala.


-Procedimiento: El procedimiento judicial se inicia de oficio por el juez o a petición del Sename o de la entidad que tenga a su cargo el niño. Sin embargo, deberá iniciarlo siempre el Sename, si el niño no tiene filiación determinada respecto de sus dos progenitores.


Se desarrolla en dos audiencias, preparatoria y de juicio, y deben ser citados los ascendientes y otros consanguíneos de grado más próximo del niño para que expongan lo que sea conveniente a los intereses del menor de edad. La citación se realiza bajo apercibimiento de que si no concurren, se presumirá su consentimiento a la declaración de adoptabilidad del menor.


La ley no fijó un plazo determinado para citar a los parientes sino que señala que debe hacerlo una vez recibida la solicitud “a la brevedad posible”
. Sin perjuicio de ello, respecto de la celebración de la audiencia preparatoria, sí se establece un plazo (al igual que en el procedimiento de adopción por entrega voluntaria del menor), según el cual la audiencia debe realizarse entre el décimo y décimo quinto día posterior a su inicio.


La sentencia ejecutoriada que declare que el menor de edad puede ser adoptado, debe ser puesta en conocimiento del Sename, para los efectos del Registro de personas que pueden ser adoptadas, que esta entidad debe mantener.


Personas que pueden adoptar


La Ley N° 19.620 establece quienes pueden adoptar, distinguiendo entre matrimonios con residencia permanente en Chile y matrimonios no residentes. Considera también la adopción uniparental, permitiendo la adopción a personas solteras, viudas y divorciadas. 


Además, se establecen preferencias, priorizando la residencia por sobre la nacionalidad de los adoptantes. Así, prioriza la adopción de matrimonios chilenos o extranjeros con residencia permanente en Chile sobre los matrimonios chilenos o extranjeros sin residencia en Chile. Por su parte, prefiere también la adopción matrimonial por sobre la adopción uniparental de personas solteras, viudas o divorciadas.


Adopción por personas residentes en Chile


Las personas residentes en Chile podrán adoptar si cumplen con las siguientes condiciones:


a) Ser matrimonios chilenos o extranjeros con más de 2 años de matrimonio
. También se permite la adopción por parte de personas solteras, divorciadas y viudas, en los siguientes casos y cumpliendo los demás requisitos:

· A falta de matrimonios interesados o legalmente idóneos. Entre ellos, se preferirá a quien sea pariente consanguíneo del niño, y en su defecto, a quien tenga el cuidado personal;

· Puede entregarse la adopción al viudo cuando su cónyuge difunto hubiere iniciado junto a él la tramitación de adopción o manifestado de manera irrefragable su voluntad en ese sentido. En este caso, otorgada la adopción, el niño será inscrito como hijo de ambos cónyuges;

· Puede entregarse la adopción a los cónyuges que lo hayan solicitado, aún después de declarada su separación judicial o divorcio, siempre que convenga al interés superior del niño.


b) Haber sido evaluados como física, mental y psicológica y moralmente idóneos por el Sename u organismo acreditado por éste;


c) Tener más de 25 años y menos de 60;


d) Tener 20 o más años de diferencia de edad con el adoptado.


Los límites y la diferencia de edad, pueden ser rebajados prudencialmente por el juez en un máximo de 5 años y no proceden si uno de los adoptantes fuere ascendiente por consanguinidad del niño.


Adopción de personas no residentes en Chile sean chilenas o extranjeras.

Con anterioridad a la Ley N° 19.620, la Ley N° 18.703 establecía que la adopción de menores en el extranjero debía regirse por la ley del país en que se otorgara. Si bien, para que el niño pudiera salir del país se requería autorización judicial, la protección de sus intereses era deficiente, por lo que la Ley N° 19.620 cambió completamente la figura, exigiendo que este tipo de adopción se verifique en Chile, sujetándose a las leyes chilenas y cumpliendo con una serie de exigencias adicionales
.


Las personas no residentes en Chile sólo pueden adoptar a un niño cuando no existan matrimonios chilenos o extranjeros con residencia permanente en Chile interesados e idóneos para hacerlo, circunstancia que debe acreditar el Sename. La adopción se otorgará según lo dispuesto en la Ley N° 19.620 y, cuando corresponda, a las Convenciones y Convenios Internacionales ratificados por Chile.


La regla anterior puede excepcionarse, es decir, puede acogerse a tramitación la solicitud de adopción de un niño, realizada por un matrimonio no residente en Chile, aun cuando también existan interesados residentes en Chile, si existen razones de mayor conveniencia para el interés superior del menor.


Los cónyuges deben cumplir con requisitos de idoneidad ya señalados, y su solicitud debe ser siempre patrocinada por el Sename o un organismo acreditado ante éste.


Asimismo, deben presentar al Tribunal de Familia correspondiente al domicilio del menor o de la persona o entidad a cuyo cuidado se encuentre, documentos traducidos al castellano, autenticados, autorizados y legalizados, para acreditar especialmente: su identidad, estado civil, idoneidad, requisitos que el menor adoptado debe cumplir para ingresar al país de residencia de los solicitantes, legislación vigente del país de procedencia de los solicitantes en relación con la adopción y la nacionalidad del futuro adoptado; capacidad económica, entre otros.


Durante el procedimiento los solicitantes deberán comparecer personalmente al tribunal al menos en una oportunidad y su cuidado puede ser entregado a los solicitantes, pero no podrán salir del país sin autorización judicial. 


Procedimientos necesarios: Previo a la adopción y de adopción propiamente tal 



- Procedimiento previo a la adopción (Título II, Ley N° 19.620)


Consiste en un procedimiento de carácter preparatorio a la adopción, en el que el juez determina si el menor se encuentra en algunos de los supuestos legales para ser adoptado. Finaliza con la inscripción del niño (si procede) en el Registro de personas que pueden ser adoptadas, que lleva el Sename. 


Este procedimiento preparatorio, depende de la hipótesis de adoptabilidad en la que se encuentre en el niño, según fue analizado en el número 1 precedente de este informe.



-Procedimiento de adopción propiamente tal (Título III, Ley N° 19.620)

El segundo procedimiento necesario para otorgar la adopción de un niño, corresponde al de adopción propiamente tal, cuyas principales características son:

· Es un procedimiento no contencioso, en el que no se admite oposición;

· Es tribunal competente el juez de familia del domicilio del niño;

· El tribunal tiene facultades para decretar de oficio las diligencias necesarias para comprobar las ventajas de la adopción y la idoneidad de los solicitantes;

· El tribunal puede otorgar el cuidado personal del niño a quienes hayan manifestado su voluntad de adoptarlo siempre que se cumplan con los requisitos contemplados en la ley;

· La sentencia que otorgue la adopción ordenará la cancelación de la inscripción de nacimiento anterior y ordena una nueva;

· Procede recurso de apelación en contra la sentencia definitiva, suspendiéndose su aplicación mientras se resuelve.

Efectos de la adopción


La adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo de los adoptantes, sin distinción legal alguna, respecto de la filiación biológica. Sus efectos se producen desde la fecha de inscripción de nacimiento en el Registro Civil.


La inscripción de la adopción extingue los vínculos de filiación de origen para todos los efectos civiles, salvo los impedimentos para contraer matrimonio. Es irrevocable, salvo que haya sido obtenida por medios ilícitos o fraudulentos.

Las principales conclusiones del material de estudio expuesto, puede resumirse de la siguiente manera:

1. Los principios fundamentales que inspiran la filiación adoptiva son: el interés superior del niño; la subsidiaridad de la adopción respecto de la familia biológica; principio de la verdad biológica; la inseparabilidad de los hermanos y; de la preferencia matrimonial.


2. Existen tres hipótesis en las que puede encontrarse un niño para ser adoptado: haber sido entregado voluntariamente por sus padres en adopción; ser consanguíneo de uno de los cónyuges adoptantes; o, encontrarse en estado de desamparo. El procedimiento judicial difiere según el caso.


3. La ley prefiere la residencia permanente por sobre la nacionalidad de los solicitantes y la adopción matrimonial por sobre la uniparental. 


4. Existen dos procedimientos judiciales para otorgar la adopción: uno para determinar la susceptibilidad para ser adoptado y otro para otorgar la adopción del niño a sus futuros padres adoptivos;


5. La adopción confiere irrevocablemente el estado civil de hijo respecto de los adoptantes, extinguiendo los vínculos de filiación de origen.


PERSONAS QUE PUEDEN ADOPTAR EN EL DERECHO COMPARADO


Se revisan las normas de España, Francia, México y Colombia, como una muestra de países con sistemas de tradición de derecho continental similar a Chile. 


España


La materia se regula principalmente en el Código Civil, y en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor.

Los requisitos que deben cumplir las personas que desean adoptar, son los siguientes:


1.-Ser mayor de 25 años y, si se trata de cónyuges, basta que uno de ellos haya alcanzado esa edad. 


2.-Tener el adoptante por lo menos 14 años más que el adoptado.


De la regulación del Código Civil sobre la materia se advierte que: 


Se permite, al igual que en Chile, la adopción uniparental: así se entiende del artículo 175.4, que dispone: “Nadie puede ser adoptado por más de una persona, salvo que la adopción se realice conjunta o sucesivamente por ambos cónyuges”.


Para otorgar la adopción siempre deberá tomarse en cuenta el interés del niño y la idoneidad del adoptante o los adoptantes, no existiendo mención expresa que otorgue preferencia a los matrimonios
, frente a otros candidatos.


Francia


El Código Civil francés establece que la adopción puede ser solicitada por:


1.- Dos esposos, sin separación de cuerpos, casados desde hace más de dos años o mayores de 28 años;


2.- Cualquier persona mayor de 28 años, salvo que se trate del hijo del cónyuge, en cuyo caso no se exige dicha edad;


3.-Tener el futuro adoptante más de 15 años de diferencia con el futuro adoptado, salvo que se trate de los hijos del cónyuge, en cuyo caso la diferencia de edad se rebaja a 10.


De la regulación del Código Civil en esta materia, sobre la materia se advierte que se contempla la adopción uniparental y no se consigna preferencia en razón del estado civil de los postulantes. 


México

a. 
A nivel nacional


En México, el Código Civil dispone los siguientes requisitos para quienes deseen adoptar:


1.-Ser mayor de 25 años, libre de matrimonio.


2.-Tener 17 años más que el adoptado y acreditar: medios para proveer a la subsistencia, educación y cuidado de la persona que trata de adoptarse; que es benéfico para ésta y, que se es apto para adoptar. 


Los matrimonios pueden adoptar si ambos desean considerar al adoptado como hijo, aunque sólo uno cumpla la edad de 25 años, pero siempre que exista una diferencia de 17 años entre adoptantes y adoptado.


Se prohíbe la adopción por más de una persona, salvo que se trate de matrimonios.


A pesar de que el Código Civil federal admite la figura del concubinato, no contempla la posibilidad de que los concubinos adopten como tales. Así, está prohibida la adopción por más de una persona, salvo que se trate de un matrimonio.


No existe mención expresa a la preferencia de los matrimonios, sólo se establece que debe primar el interés superior del adoptado en la determinación de la viabilidad de la adopción y se establece una regla de preferencia basada en la nacionalidad, según la cual, en igualdad de circunstancias se dará preferencia en la adopción a mexicanos sobre extranjeros


b. 
Nivel estadual: Distrito Federal


El Código Civil del DF permite la adopción por parte de:


Cónyuge o concubinos, con al menos 2 años de casados o convivencia ininterrumpida.


Los solteros mayores de 25 años.


El tutor al pupilo una vez aprobada las cuentas de su administración.


El cónyuge o concubino al hijo de su compañero.


Se prohíbe la adopción por más de una persona, salvo que los adoptantes sean cónyuges o concubinos.


No se establece preferencia legal entre los eventuales adoptantes, sino que siempre deberá considerarse, en primer lugar, el interés superior del NNA (niño, niña o adolescente).


Colombia

El Código de la Infancia y la Adolescencia de Colombia, en su artículo 68, dispone quienes pueden adoptar y los requisitos que deben cumplir.


Pueden adoptar:


1.-Las personas solteras.


2.-Los cónyuges conjuntamente.


3.-Conjuntamente los compañeros permanentes, que demuestren una convivencia ininterrumpida de por lo menos dos (2) años. Este término se contará a partir de la sentencia de divorcio, si con respecto a quienes conforman la pareja o a uno de ellos, hubiera estado vigente un vínculo matrimonial anterior.


4.-El guardador al pupilo o ex pupilo una vez aprobadas las cuentas de su administración.


5.-El cónyuge o compañero permanente, al hijo del cónyuge o compañero, que demuestre una convivencia ininterrumpida de por lo menos dos (2) años.


-El límite de edad no se aplica en el caso de adopción por parte del cónyuge o compañero permanente respecto del hijo de su cónyuge o compañero permanente o de un pariente dentro del tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.


Todas ellas deben, ser capaces, haber cumplido 25 años de edad, tener al menos 15 años más que el adoptable, y garantizar idoneidad física, mental, moral y social suficiente para suministrar una familia adecuada y estable al niño, niña o adolescente. 


No se advierte preferencia entre los adoptantes respecto de su estado civil, pero si respecto de su nacionalidad. Así, se establece una prelación en virtud de la cual, en igualdad de condiciones se preferirán las solicitudes de adopción de las familias colombianas residentes en Colombia en relación con las familias extranjeras. Asimismo, frente a la solicitud de dos familias extranjeras, se preferirá aquellas proveniente del país que haya adherido a la Convención de la Haya u otro convenio bilateral o multilateral en el mismo sentido.

FAMILIAS DE ACOGIDA: CHILE Y DERECHO COMPARADO

Junto a la adopción existe en Chile, como en la experiencia comparada, la institución de familias cuidadoras o familias de acogidas, la que, al igual que la adopción, constituye una medida de protección del NNA. Sin embargo, ambas instituciones difieren por cuanto la adopción representa una solución permanente e irrevocable en el tiempo, que extingue los vínculos filiativos con la familia biológica, mientras que las familias de acogida constituyen una medida de protección transitoria que proporciona al NNA los cuidados necesarios mientras éste pueda ser adoptado.


La Convención de Derechos del Niño, dispone expresamente en su artículo 20, el deber de los Estados Partes de garantizar a los niños que temporal o permanentemente deban ser privados de su medio familiar, protección y asistencia espaciales. 


Entre esos cuidados se mencionan la ubicación en hogares de guarda, la kafala
 del derecho islámico, la adopción, o bien la colocación en instituciones adecuadas para su protección. La solución que se adopte, deberá considerar la conveniencia de dar continuidad a la educación, origen étnico, religioso, cultural y lingüístico.


Programa de Familias de Acogida 


El Decreto N° 841, del Ministerio de Justicia, de 2005 establece el Programa de Familias de Acogida
, dirigido a niños, niñas y adolescentes (0-18 años) que se encuentran separados de su medio familiar a razón de una vulneración grave de sus derechos (situaciones de maltrato grave, explotación sexual, situación de calle, consumo abusivo de drogas, transgresiones a la ley penal, entre otras razones), con el objeto de asegurar una atención de calidad bajo condiciones fundamentales de protección, afecto, contención y desarrollo en una familia de acogida. Dicha familia puede ser un grupo familiar perteneciente a su familia extensa o consanguínea, así como también en una familia externa sin vínculos de consanguinidad si no existe adulto responsable de asumir su cuidado dentro de las redes familiares existentes

El programa busca “asegurar una atención de calidad bajo condiciones fundamentales de protección, afecto, contención y desarrollo en una familia de acogida, a niños y niñas que se encuentran separados de su medio familiar, mientras se restablece su derecho a vivir en una situación familiar estable, a través de su integración a una familia adoptiva” .

Para lograr su propósito, dicho programa se centra en tres objetivos fundamentales, por una parte el reclutamiento, selección, apoyo y supervisión de las familias de acogida, por otra, procura la intervención y apoyo al niño, niña o adolescente  que ingresa al programa, y finalmente en la intervención con la familia de origen para que al momento del egreso puedan desarrollar una parentalidad competente, todo con la finalidad de favorecer las condiciones para que, en el más breve plazo, la situación pueda estabilizarse y el NNA pueda residir con su familia. 


De no ser posible el retorno a su familia de origen, el programa familias de acogida debe realizar con oportunidad la búsqueda de una familia permanente donde el niño, niña o adolescente pueda residir de manera estable.


Tratándose de una medida de protección, para la incorporación al programa debe mediar una autorización judicial del Tribunal de Familia competente, conforme lo dispone el artículo 68 de la Ley N° 19.968, que Crea los Tribunales de Familia.


Requisitos de selección y capacitación de familias de acogida


El sistema de familias de acogida no forma parte de la Ley Nº 19.620, la que dicta las normas sobre la adopción de menores, sino que del Sistema de Atención a la Niñez y Adolescencia a través de la Red de Colaboradores del Sename, y su Régimen de Subvención (Ley Nº 20.032). Esto hace que desde su origen, los procesos de adopción y de familia de acogida, corran por canales completamente separados y con requisitos diferentes.


Si bien en la Ley Nº 20.032 sólo se menciona el programa de acogida, pero no se especifican sus características, en las Bases Técnicas Línea de Acción Programas, sobre el programa de Familias de Acogida Especiales, elaborado por el Gobierno de Chile en el año 2012, se establecen los criterios en los que el equipo de selección y reclutamiento deben fijarse a la hora de seleccionar una familia de acogida, los cuales se estructuran en dos grandes grupos, las competencias de protección y cuidado que tenga la familia, así como también los aspectos de infraestructura, seguridad, calidez e higiene del hogar de acogida. Se aclara además que, si bien la familia de acogida recibe de parte del Sename una transferencia económica para apoyar la labor de cuidado que ésta realiza, la familia debe contar con ingresos constantes previos y permanentes que permitan su sustentabilidad económica.


Estos requisitos son concordantes con los expuestos en un documento sobre familias guardadoras de la Fundación Chilena para la Adopción:

· Ser madre y padre con hijos mayores de 5-6 años, idealmente en etapa escolar, de manera de garantizar que la guardadora contará con el tiempo y la disponibilidad emocional para dedicarse exclusivamente al cuidado del niño que tendrá temporalmente a su cargo.

· Adecuada capacidad para manejarse en situaciones de estrés.

· Salud física y mental compatible con la labor.

· Ser dueña de casa o tener un trabajo de horario flexible.

· Contar con una red familiar de apoyo importante, donde la decisión de ser familia guardadora haya sido conversada, garantizando que la guardadora pueda sentirse apoyada en su labor.

· Contar con una vivienda (propia o arrendada) con espacios adecuados y seguros para recibir un niño/a.

· Capacidad para tolerar frustraciones y postergar la propia gratificación en pos de los demás.

· Criterio y flexibilidad, buena disposición a recibir apoyo y orientación del equipo técnico de FAS.


En conjunto con el proceso de selección, viene un completo proceso de capacitación a las guardadoras y familias de acogida, donde la Fundación Chilena de la Adopción, “se encarga de que las personas que se desempeñan como “cuidadoras” sean “sensibles y eficientes” en los cuidados del niño pequeño, favoreciendo su sano desarrollo”. Además, existe una capacitación permanente en relación a distintas temáticas del desarrollo del niño, de crecimiento personal y auto cuidado. 


Según la pagina web del Sename habría cuatro organizaciones acreditadas para desarrollar programas de adopción: Fundación Chilena de la Adopción, Fundación San José, Fundación Mi Casa e Instituto Chileno de Colonias y Campamentos, cada uno con su propia lista de requisitos para el proceso, por ejemplo:

Fundación Chilena de la Adopción


Además de los exigidos en la Ley de Adopción Nº 19.620, esta fundación establece los siguientes requisitos institucionales:

· Requisitos de edad: para postular a un niño menor de tres años, hasta 45 años de edad ambos padres.

· De 46 a 49 años postulan a niños mayores de 3 años.

· Solteras hasta 48 años, niños mayores de 3 años.

· Renta Mínima: $600.000 como ingreso familiar (para un niño).

· Nivel educacional: 4° medio.

· Certificación de infertilidad en caso que corresponda.

· No se aceptan postulaciones paralelas.

Fundación San José

La institución declara que exige el cumplimiento de ciertos requisitos adicionales y complementarios, los que han sido determinados según la experiencia y la investigación:

· La pareja debe estar casada civilmente.

· La edad promedio entre los cónyuges no debe superar los 42 años para la adopción de niños de 0 a 5 años, y no debe superar los 49 años para la adopción de pre-escolares (niños de 2 a 5 años).

· Presentar infertilidad o incompatibilidad genética con el embarazo, sólo en caso de adopción de niños menores de 2 años.

· Los postulantes deberán tener domicilio en la Región Metropolitana; V, VI y VII regiones
.

· En el caso de los matrimonios extranjeros, éstos deberán tener residencia permanente en Chile.

· Tener ingresos económicos que permitan un adecuado bienestar del niño.

· Enseñanza media completa en ambos cónyuges.

· Que no existan enfermedades invalidantes crónicas o con riesgo de muerte.

· Postulación a la adopción, únicamente con una sola institución.



Familias de acogida y familias adoptantes


Los procesos a los cuales ingresan las familias de acogida y las familias de adoptantes corren absolutamente por líneas diferentes y complementarias, lo que hace casi imposible que una persona que ha ejercido como guardador sea candidato a adoptante, esto por varias razones. 


Primero y como ya se mencionó, tienen requisitos legales completamente distintos que cumplir unos y otros. Segundo, las organizaciones que están acreditadas ante el Sename para la adopción en Chile son sólo cuatro: Fundación Chilena de la Adopción, Fundación San José, Fundación Mi Casa e Instituto Chileno de Colonias y Campamentos, y cada una de ellas tiene su propia lista de niños susceptibles de ser adoptados, su propia lista de requisitos y, por tanto, su lista de espera de padres adoptivos, mientras la lista que ofrece el Sename sobre organizaciones que tienen programas de acogida en Chile son aproximadamente 22, donde cada una recluta y selecciona sus propias familias de acogida. 


Cuarto, si bien la fundación Mi Casa y al Fundación Chilena de la Adopción tienen tanto programas de familias guardadoras como de adopción, ambos programas son absolutamente distintos y se aspira que postulen personas con motivaciones distintas, ya que el primero se entiende como un programa de cuidado temporal, mientras en el otro, en el de adopción, se buscan las personas idóneas para un niño en particular, con sus características e historia de vida. Esto queda claro en la página web de la Fundación Chilena de la Adopción, cuando al expresar los requisitos para ser guardadora, se constituye en un criterio expreso, y resaltado como lo más importante, “el que la guardadora debe estar consciente de que cuidará a un niño/a en forma temporal y que ésta no es una vía para acceder a la adopción”. Mientras que la misma Fundación, cuando habla de adopción dice “Este programa busca ofrecer al niño/a una alternativa de familia capaz de entregarle un adecuado desarrollo integral y un ambiente familiar, en el que pueda encontrar la seguridad emocional que necesita y sentirse aceptado/a y querido/a tal cual es, con su historia de origen, características y necesidades”.

3.-Situación de familias cuidadoras de niños ante la adopción en el Derecho comparado


1.
España y Madrid

a. 
Código Civil español


En términos generales y, como se desprende de los requisitos que debe cumplir quien desee adoptar ya revisados, las personas que prestan acogimiento familiar, no disponen de una preferencia legal para la adopción de los NNA que se encuentran bajo su cuidado.


El acogimiento familiar consiste en una medida de protección, que consiste en integrar a una familia a un niño, hasta que éste pueda volver con su familia o se determine a su respecto otra medida de protección más apropiada, como puede ser la adopción. Uno de los tipos de acogimiento familiar, es el “acogimiento en familia seleccionada”, que constituye la alternativa al acogimiento residencial, cuando la familia biológica (incluida la extensa) no puede o no es conveniente que se haga cargo del NNA.


El acogimiento familiar presenta tres tipos: 

· Simple: Medida transitorio, pues se prevé el pronto retorno del niño a su familia de origen.

· Permanente: Medida de duración indefinida, pues no se prevé el retorno del NNA a su familia a corto o mediano plazo.

· Preadoptiva: Ligada al procedimiento de adopción, por lo que supone, al igual que el permanente una imposibilidad de retorno del NNA a su familia de origen. Su solicitud y selección se rigen por las normas de la adopción de NNA.


A su respecto, el Código Civil español dispone que, se les exime de la obligación de iniciar una propuesta de adopción ante la entidad pública, a quienes llevan más de un año acogido a una medida de acogimiento preadoptivo. De esta manera se advierte que respecto de las familias de acogida, la existencia sólo de un beneficio de carácter administrativo.


b.
Ley de Garantías de los Derechos de la Infancia y la Adolescencia de la Comunidad de Madrid


Por su parte, la Ley 6/1995, de 28 de marzo, de Garantías de los Derechos de la Infancia y la Adolescencia de la Comunidad de Madrid, establece las siguientes valoraciones y preferencias a tener en cuenta en el proceso de adopción, tales como: en el ofrecimiento de adopción se deberá valorar, entre otros aspectos, la convivencia mínima de 3 años en caso de las parejas; Respecto de los solicitantes de adopción de menores de 3 años de edad, se les otorga preferencia a los matrimonios y parejas. No contempla la existencia de la medida de acogimiento familiar previo, como un factor a valorar.

Francia

En Francia, el Código de la Acción Social y de las Familias, dispone que las personas de la familia de acogida, previamente seleccionadas por el Servicio Nacional de Ayuda Social, pueden adoptar a los niños que cuidan cuando los vínculos afectivos establecidos entre ellos justifican esa medida. 


El Código Civil dispone en su artículo 345, que la adopción sólo se permite en favor de niños menores de 15 años, siempre que hayan sido acogidos en el hogar del o de los adoptantes desde al menos 6 meses.


Sin embargo, si el niño tuviera más de quince años y hubiera sido acogido antes de haber alcanzado esta edad por personas que no cumplen las condiciones legales para adoptar podrá solicitarse su adopción, si se cumplen las condiciones, durante la minoría de edad del niño y en los dos años siguientes a su mayoría de edad. 


De esta manera, se advierte que en Francia, si bien no se establece una regla de preferencia para la adopción de la familia de acogida del NNA, se explicita que para adoptarlos deberá existir un vínculo afectivo que justifique la medida.

México

a. 
Nivel Federal


El Código Civil Federal otorga a la familia (con parentesco o sin él) que asumió  que la protección permanente del NNA, ofreciéndole condiciones adecuadas, un ambiente armónico integral, derecho de audiencia y defensa en el procedimiento de adopción, pudiendo oponerse a la adopción del NNA, sólo en caso de que algunos de sus integrantes deseen adoptar, materialice su intención, en la gestión de trámites administrativos y judiciales y reúna condiciones de adoptabilidad.

b. Nivel Estadual: Distrito Federal


El Código Civil del DF, en su artículo 392 bis, establecía expresamente que, en igualdad de condiciones, se debía preferir al que haya acogido al menor que se pretende adoptar. El artículo fue derogado por decreto el año 2010.

4.
Colombia

Dentro de las Medidas de Restablecimiento de los Derechos de NNA, se contempla su ubicación en un hogar sustituto. Ésta constituye una medida de protección provisional, mediante la cual la familia se compromete a da a NNA cuidados necesarios en reemplazo de la familia de origen.


Debe decretarse por el menor tiempo posible según las circunstancias y en principio, no debe exceder los 6 meses.

No se advierte preferencia legal para la solicitud de adopción de estas familias.



5.- Adopción por Familias de Acogida en Estados Unidos

El sistema estadounidense, que tenía un sistema similar a Chile hasta el año 80, que establece que las personas que postulan a dichos programas tengan requisitos diferentes a la adopción, en la medida que los primeros son entendidos como parte de un programa de cuidado temporal, mientras en el otro, en el de adopción, se busca las personas idóneas para un niño en particular, con sus características e historia de vida, lo que hace que sea prácticamente imposible que una familia de acogida pueda adoptar al niño que tiene bajo su cuidado-, sin embargo, mediante la aprobación de Federal Adoption Assistance and Child Welfare Act of 1980, apoya la adopción de las familias de acogida, facilitando el acceso a subsidios a aquellas familias que quisiesen adoptar. De este modo, en la actualidad, las familias de acogida son la principal fuente de familias adoptivas del sistema social estadounidense. La base de este cambio es que las familias de acogida que estén disponibles para adoptar, deben a la vez cumplir con los requerimientos y el proceso de habilitación para padres adoptivos. De este modo, estas familias tienen habilitación y licencia para ejercer en cualquiera de los dos roles.


Según los documentos elaborados por el Children`s Bureau de Estados Unidos, ha existido en los últimos 40-50 años un viraje fundamental en lo que refiere a la posibilidad de adoptar de las familias de acogida.


Según refiere el documento Preparing and supporting foster parents who adopt durante los años 70 había un claro desincentivo a que las familias de acogida se constituyeran en padres adoptivos; de hecho a mediados de esta década dos de cada tres Estados prohibía o desaconsejaba esta práctica. Esta situación hacía que el sistema social tuviera claras distinciones para elegir una familia de acogida y otras muy distintas para elegir a las familias adoptivas, ya que las primeras eran vistas como cuidadoras temporales, mientras los padres adoptivos eran elegidos para hacer una combinación perfecta con un niño en particular, con miras a lograr una residencia permanente.


Además, si una familia de acogida decidía descontinuar su labor como familia de acogida luego de adoptar o, si el número de niños en el hogar después de la adopción excedía al número permitido, la agencia de servicios sociales perdía a esa familia de acogida.


Para los años 80, la influencia lograda por el activismo de las familias de acogida, sumado a los resultados positivos que mostraban planes pilotos de permanencia en los hogares de acogida, dieron como resultado la aprobación del Federal Adoption  Assistance and Child Welfare Act of 1980, el cual apoyaba la adopción de las familias de acogida y facilitaba el acceso a subsidios a las familias de acogida que quisieran adoptar. 


En la actualidad, las familias de acogida son la principal fuente de familias adoptivas del sistema social estadounidense. Según el Adoption and Foster Care Analisis and reporting System en el año 2011, el 54% de los niños adoptados en el sistema con familias de acogida, lo hicieron por sus familias de acogida. Mientras, en 26 Estados se les da la prioridad para adopción a los parientes del niño cuando ellos entran a un sistema de cuidado fuera de su hogar, en 28 Estados existen procedimientos establecidos para que las familias de acogida puedan acceder a la adopción de los niños que tienen bajo su cuidado, cuando éstos pueden ser susceptibles de ser adoptados.


Habilitación de las familias de acogida

Las familias guardadoras deben primero cumplir con los requerimientos básicos para postular al programa de acogida, los que en la mayoría de los estados son:


Tener 21 años.


Personas en pareja o solteras
.


Ninguno de los miembros de la familia puede tener antecedentes de condena por ciertos delitos y ninguna denuncia por abuso o negligencia infantil.


En algunos Estados piden tener solvencia económica, salud acorde para el cuidado infantil, no sufrir de ninguna enfermedad contagiosa o grave que pudiera afectar la salud o el cuidado del menor; no tener enfermedades mentales que pudieran poner en riesgo al menor y licencia de conducir, medio de transporte propio y seguro automotriz.


Sin embargo, dado que lo importante que es el cuidado infantil, se considera fundamental las características personales y la habilidad de proveer un ambiente seguro y nutricio para los niños y adolescentes. Del mismo modo, se considera fundamental la habilidad para lidiar con las necesidades de los niños y la de las familias de origen. Finalmente, la disponibilidad para trabajar con los servicios sociales y cumplir con los requerimientos del programa.


Posteriormente, las familias de acogida deben ser habilitadas (obtener una licencia) a través de un curso de capacitación con un número definido de horas en variados temas, entre los que se encuentran: políticas y procedimientos del Child Protective Service-CPS; roles y responsabilidades de las familias de acogida; desarrollo infantil; manejo conductual y métodos adecuadas de disciplina; apego, separación y las pérdidas, etc.


Las familias de acogida que estén disponibles para adoptar, deben a la vez cumplir con los requerimientos y el proceso de habilitación para padres adoptivos. De este modo, estas familias tienen habilitación y licencia para ejercer en cualquiera de los dos roles.

Familias de acogida que acceden a la adopción


El sistema norteamericano de cuidado fuera del hogar y adopción infantil, considera tres opciones: familias guardadoras, familias de acogida dispuestas a adoptar
 y familias adoptantes. Esto hace que el sistema de cuidado de familias de acogida sea la base para dos tipos de procedimientos en la adopción: Legal risk placement y concurrent planning.


Legal risk placement

En términos generales, un niño es dado en adopción cuando la Corte ha terminado los derechos parentales de los padres biológicos (por lo tanto, son susceptibles de ser adoptados), sin embargo, no es poco frecuente que existan complicaciones legales y circunstancias psicosociales que alarguen este proceso. A fin de ofrecerle una situación de mayor estabilidad al niño, niña o adolescente, los servicios sociales estadounidenses (Child Protective Service-CPS), pueden considerar una familia de acogida dispuesta adoptar, que estén disponibles para correr el riego de que ese menor pueda no ser declarado susceptible para adoptar o, que este dispuestas a esperar que las circunstancias psicosociales se resuelvan, con todas las complicaciones que eso pueda conllevar. En este sistema de adopción, el CPS no tiene como asegurar que el niño no volverá con sus padres biológicos o alguien en la familia extendida (por eso se considera una acción de alto riesgo), pero por otra parte, el niño es puesto en un familia de acogida esperando que si es declarado susceptible de ser adoptado, pueda ser adoptado rápidamente por esta familia.

Concurrent planning

El sistema de concurrent planning se refiere a un particular proceso que se lleva a cabo en el camino de la adopción, donde la Corte busca en forma paralela, el trabajar con los padres biológicos del menor para que éste se reintegre a su familia de origen, al mismo tiempo que busca una residencia definitiva del menor mediante la adopción. Si bien está considerado para niños, niñas y adolescentes de todas las edades, está recomendado para infantes de entre 0 a 3 años.


Este sistema también es de alto riesgo para los padres adoptivos, razón por la cual se considera fundamental el rol de las familias de acogida con disponibilidad para adoptar, quienes le ofrecen al infante una situación de estabilidad mientras el proceso en la Corte se resuelve, y se constituyen en la primera opción de adopción, en caso que el menor sea susceptible de ser adoptado.


Beneficios de la adopción por familias de acogida

En este tipo de adopción, las familias ya han pasado tiempo viviendo juntos antes de que se inicie el proceso de adopción, lo que les ha permitido hacer algunos de los ajustes iniciales. Además, estudios en la materia han mostrado que los niños, niñas y adolescentes adoptados por sus familias de acogida tienen menos probabilidades de experimentar conductas disruptivas, que los niños que son adoptados por padres adoptivos que no son parte de su familia extendida. Dentro de las ventajas en particular, que este sistema tendría, se encuentran:

· Para los niños, niñas y adolescentes

· Continuar y legalizar una situación de seguridad con las familias de acogida, a quien ya conocen y en quienes confían.

· La posibilidad de mantenerse en una comunidad, barrio y colegio que ya conocen.

· El proceso de adopción por parte de familias guardadoras es en general más corto.

· Mayor probabilidad de mantener conexión con la familia biológica.

· Padres con mayores habilidades para manejar las necesidades de los menores (incluidos los desafíos emocionales y conductuales que presentan estos niños a razón de los posibles traumas y complicadas vidas).

· Darle permanencia legal a un menor a una familia, que de otra forma estaría bajo la protección legal de la Corte.

· Para la familia adoptiva

· Continuar una relación ya establecida con el menor.

· Tener un mayor conocimiento del background infantil, que el que tendría cualquier padre adoptivo que no es familia de acogida. 


Medidas legislativas comparadas para asegurar la celeridad de procedimientos adoptivos


El tiempo es un factor esencial en los procedimientos adoptivos, dada su capacidad para generar perjuicios en el adoptado. Comparativamente, diferentes países han establecido medidas para asegurar su celeridad. Es el caso de Francia, Perú, México y Uruguay. Las medidas comprenden tanto la naturaleza del procedimiento, como aspectos relacionados con su tramitación. Desde esta perspectiva, los ordenamientos pueden fijar o pretender establecer deberes de denunciar el vencimiento de ciertos plazos, como también soluciones frente a la falta o demora de pronunciamientos por parte de los órganos técnicos especializados, participantes en el procedimiento de adopción. 


Importancia de la celeridad 


Los perjuicios derivados del transcurso de un tiempo relativamente prolongado en la tramitación de procedimientos de adopción pueden ser diversos. Según O’Donovan
, no sólo desde el punto de vista emocional, sino también por el desarrollo de aspectos vinculados a la vida en la institución de cuidado. La desvinculación con una figura parental en la edad temprana puede llevar a que el niño pierda cierta capacidad para mantener vínculos afectivos. Esto puede influenciar incluso el que pueda ser adoptado.


Tales aspectos deben considerarse en procedimientos adoptivos como el chileno. En efecto, en Chile la adopción de menores de edad se encuentra regulada, principalmente, en la Ley N° 19.620. En términos generales, requiere dos procedimientos judiciales. Uno previo o preparatorio de la adopción, y otro de adopción propiamente dicho. Ambos caracterizados por la tardanza que pueden implicar el desarrollo de su tramitación.


Naturaleza del procedimiento y fijación de plazos 


Dadas las demoras del procedimiento judicial y la vinculatoriedad de sus plazos, algunos países han establecido procedimientos de adopción de naturaleza administrativa. Es el caso del Perú, mediante la Ley Nº 26.981, de procedimiento administrativo de adopción de menores de edad declarados judicialmente en abandono. Conforme a su artículo 1, el titular del proceso es la Oficina de Adopciones y de la Adolescencia del Ministerio de Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano, siendo aplicable a todo niño declarado en abandono conforme al Código de la Niñez y de la Adolescencia. El procedimiento se compone de las siguientes fases:

· Evaluación de solicitud (15 días);

· Designación del menor que será adoptado (siguiendo la lista de espera);

· Emisión de un informe de empatía (día hábil siguiente a la designación);

· Aceptación del adoptante (dentro de los 7 días siguientes a la designación);

· Colocación familiar e informe sobre el resultado (7 días siguientes);

· Resolución de adopción, comunicada al Juzgado de Familia que declaró el abandono y oficio al Registro de Identificación Civil.

Al igual que Perú, México también posee un procedimiento administrativo de adopción. A nivel federal, se establecen los siguientes plazos, que en total suman 16 meses, aproximadamente:

· Dos meses, máximo, para completar y presentar el expediente de adopción, los cuales empiezan a contar a partir de la entrevista con el área de Trabajo Social de los centros nacionales de dichos Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (SNDIF)
, la que debe realizar los estudios socioeconómicos y psicológicos correspondientes;

· Tres meses, máximo, para la entrega de los resultados de los estudios por parte del área de Trabajo Social. En caso de ser aprobados, se ingresa a la lista donde permanecerá hasta la asignación del niño;

· Seis a ocho meses, en los que los solicitantes deben asistir a la Escuela de Padres Adoptivos;

· Tres meses de convivencia con el menor, en caso de haber sido aprobados luego de asistir a la escuela de padres adoptivos, hasta que se concluya el proceso legal de adopción.



Obligación de denunciar los incumplimientos de plazos


La obligación de denunciar el incumplimiento de plazos, en el proceso de adopción, se prevé en el sistema francés, en el Código de la infancia y de la adolescencia. La medida se consagra en el artículo L 225-1 del Código de la Acción Social y de la Familia referido a los pupilles de l’Etat, esto es, menores de edad a cargo del cuidado de los servicios de asistencia social. La disposición señala que respecto de ellos el procedimiento de adopción debe concluirse a la brevedad posible (“dans les meilleurs délais”).


Conforme al inciso final de esta disposición, los dossiers de pupilles de l’Etat respecto de los cuales no se ha constituido un  proyecto de adopción, transcurridos seis meses luego de su admisión en esta calidad, deben ser comunicados al ministro a cargo de los asuntos de la familia, indicando las razones o fundamentos que justifican el retardo.  

Lógicamente, este deber de denuncia debe vincularse con la potestad disciplinaria que posee la Administración, mediante la cual podrán hacerse efectivas las responsabilidades administrativas del funcionario, derivadas del incumplimiento de los plazos previstos para el procedimiento. 


Efectos jurídicos del retardo 


Más allá del establecimiento de plazos vinculantes (Perú, México) y de deberes de denuncia sobre su incumplimiento (Francia), otros países, como Uruguay, han pretendido fijar efectos jurídicos directos, pese a la falta de pronunciamiento o el retardo en la emisión de informes técnicos que permitan fundar la decisión judicial acerca de la procedencia de la adopción, modificando incluso la naturaleza del órgano resolutor. Ello se pretende, en el caso de Uruguay, mediante la Propuesta de Modificación a la Ley de Adopciones (Ley Nº 18.590)

El artículo 132.2 del proyecto, sobre duración del proceso de adopción y responsabilidades funcionarias, señala lo siguiente: “la duración total del proceso por aplicación del artículo 132 hasta el 132.3 inclusive, en ningún caso excederá de los plazos máximos previstos para la institucionalización por franjas etarias en este código (45 y 90 días para menores de dos y de 7 años, respectivamente) (…) La no actuación dentro de los plazos previstos generará la más severa responsabilidad de los funcionarios actuantes omisos”. El mismo artículo 132.2 propuesto, posteriormente señala: 


“A los efectos de evitar sean sobrepujados los plazos dispuestos en la norma, se hayan o no recibido los informes correspondientes, los expedientes serán puestos a despacho del Juez, a cuyos efectos habrán sido colocados en termino por el Actuario.  

De producirse el vencimiento de los plazos legales de 45 o 90 días según correspondiera, sin que existiere pronunciamiento judicial, el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay propondrá la desinstitucionalización o el egreso del niño, niña o adolescente de la familia de acogida en que se encuentre según el caso, y la integración con quien o quienes resulten seleccionados del Registro Único de Aspirantes. El Juez deberá adoptar decisión dentro de las 72 horas de recibida la propuesta. Si la Sede Judicial no resolviera dentro del plazo, se tendrá por decisión de la misma la propuesta presentada por el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay”.


III.-Descripción del proyecto

El Mensaje ingresado el 8 de octubre de 2013, consta de dos artículos permanentes y tres disposiciones transitorias. En cuanto a los permanentes, el artículo primero deroga la Ley N° 19.620, que dicta normas sobre adopción de menores, y el artículo segundo, contiene la proposición de la nueva Ley de Adopción, la que se divide en ocho títulos que consideran 68 artículos. 


En líneas generales, los ocho títulos del artículo segundo permanente, regula los diferentes aspectos del nuevo sistema de adopción, como se indica a continuación.


Título I

Trata las disposiciones de carácter general que se refieren a diversas definiciones para la correcta inteligencia de los preceptos legales del proyecto de ley. Asimismo, se establece la facultad del Servicio Nacional de Menores y los organismos acreditados nacionales para hacerse parte en todos los asuntos que son regulados en este proyecto y la obligación de mantener registros indispensables para el adecuado funcionamiento del sistema de adopción.


Título II

Contiene los principios que informan la ley, siendo éstos los siguientes: i) el interés superior del niño; ii) el derecho del niño a vivir en familia; iii) fa subsidiariedad de la adopción; iv) el derecho del niño a ser oído; y) el derecho a conocer los orígenes, y vi) el derecho de la reserva. 


Título III
Se establece el procedimiento de adoptabilidad. Al respecto se hace una distinción entre la entrega voluntaria con fines de adopción y la declaración de adoptabilidad motivada en las otras causales que este proyecto introduce.


Título IV

Se refiere a la adopción propiamente tal, quiénes pueden adoptar, orden de prelación que el juez debe considerar y que puede alterar si el interés superior del niño o niña así lo aconseja. Asimismo, se regula el procedimiento de adopción nacional y sus efectos. 


Título V

Establece el procedimiento acerca de la adopción internacional. Al respecto se distingue entre la adopción de niños y niñas residentes en Chile por personas que no residen en nuestro país, y la adopción de niños y niñas residentes en el extranjero por personas residentes en Chile.


Título VI

Trata sobre la conservación de información y búsqueda de orígenes, estableciendo el derecho de cualquier persona mayor de edad y capaz de solicitar al Servicio de Registro Civil e Identificación que le informe si su filiación es el resultado de una adopción y, en tal caso, le indique la individualización del proceso. Se establece también el deber del Estado, a través de los organismos señalados, de prestar asesoramiento a quienes estén interesados en iniciar un proceso de búsqueda de orígenes. 


Título VII

Regula la adopción por integración y la protección intrafamiliar. 


Título VIII

Establece las prohibiciones y sanciones regulando diversas figuras delictivas, cuyo objetivo es la protección más eficaz de las niñas y niños que participan en el sistema de adopción.


Disposiciones transitorias

Los artículos transitorios se refieren, el primero, a los efectos de la eventual nueva ley respecto de aquellas adopciones establecidas según las leyes N°s 7.613 y 18.703; el segundo, se refiere a los organismos acreditados nacionales y extranjeros que están autorizados conforme al artículo 6° y el tercero regula los efectos de esta ley respecto a los procedimientos que a la fecha de su entrada en vigencia se encuentran en tramitación.


IV. Audiencias PÚBLICAS

Síntesis de las exposiciones formuladas en la Comisión

Señor Sebastián Valenzuela Agüero, Subsecretario (S) de Justicia, quien señaló que la iniciativa que modifica de manera integral la Ley N° 19.620, del año 1999, sobre adopción, es parte de un conjunto de reformas impulsadas por el Ejecutivo en materia de infancia y adolescencia, junto con el proyecto de ley de Protección de Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes y el proyecto que modifica la estructura actual del Servicio Nacional de Menores, estableciendo dos servicios nuevos y especializados en dos grandes áreas, por una parte, la protección de la infancia, a cargo del Ministerio de Desarrollo Social y, por la otra, justicia juvenil, a cargo del Ministerio de Justicia.


En relación al actual sistema de adopción, explicó -en términos muy generales- que la Ley N° 19.620 consagró por primera vez un solo mecanismo de adopción que ya establecía el estado civil de hijo de los adoptantes, consagró dos procedimientos, por una parte el de susceptibilidad de adopción, y por otra, el de adopción propiamente tal y reguló la forma de acreditar la idoneidad respecto de los padres adoptivos.


Asimismo, manifestó que la actual legislación adecuó la normativa a la Convención sobre los Derechos del Niño y que ha tenido un amplio reconocimiento a nivel internacional, liderando programas de capacitación a países, tales como, Guatemala y Haití, e integrando el grupo Montreal, para la implementación de un sistema de adopción en Haití.


En cuanto a las cifras que reflejan la tendencia de niños enlazados entre los años 2000 y 2012, el señor Valenzuela expuso un gráfico que refleja que se han producido 6.580 enlaces adoptivos entre adopciones nacionales e internacionales. Respecto a estas últimas, sostuvo que en los últimos dos años se ha experimentado un aumento considerable de ellas, y en tal sentido, expresó que Chile ya no sólo es un país de origen de enlaces, sino también de recepción de los mismos, por cuanto, cada vez es más recurrente que matrimonios residentes en Chile adopten niños provenientes de país extranjero.


En relación a la génesis de la iniciativa presidencial manifestó que se tuvieron en vista los siguientes antecedentes:


1.- Bases del proyecto: Estudio realizado con el apoyo técnico de la Agencia de Cooperación Alemana (GTZ), sobre sistemas de adopción y legislación comparada, que analizó la legislación de adopción de siete países de reconocidas buenas prácticas: Bélgica, Brasil, Canadá, España, Filipinas, Lituania y Noruega (2008 -2011).


2. Mociones. Estudio e incorporación de las iniciativas legales presentadas en los últimos años. 


3. Participación de académicos y sociedad civil. El proyecto fue trabajado con los organismos colaboradores de Sename y posteriormente presentado a la consideración de reconocidos académicos y jueces de familia. 


Destacó que tras 14 años y con la experiencia acumulada se ha asumido el desafío de promover una reforma integral al sistema, cuyos objetivos son:


- Agilizar los procedimientos que permitan restituir al niño/a su derecho a vivir en familia.


- Regular instituciones que permitan adecuar el sistema de adopción a la realidad actual de Chile. 


Respecto del primer objetivo explicó que actualmente un procedimiento de susceptibilidad de adopción tarda, en promedio, 8 meses y 26 días y que en el 20 por ciento de los casos el tiempo se extiende por más de un año, por lo que se requiere urgentemente de mecanismos que agilicen los procedimientos.


Así mismo señaló que en los enlaces producidos bajo la vigencia de la actual ley, el tiempo promedio de institucionalización de los NNA (desde que es separado de su familia hasta que finalmente se concreta la adopción) es de 2 años y 15 días. En efecto, se trata de tiempos excesivamente largos que deben ser urgentemente acortados mediante nuevos mecanismos legales y de gestión.


Respecto del segundo objetivo expresó que uno de los aspectos destacables del proyecto de ley es el establecimiento de un catálogo de nuevas causales de adoptabilidad, que facilitará la prueba de las mismas, como también la regulación de la adopción internacional pasando Chile a ser un país no solo de origen sino también de recepción.


Explicó que los aspectos que se conservan del actual sistema son los siguientes: existencia de un solo tipo de adopción, que otorga la calidad de hijo/a al adoptado respecto de los adoptantes; Programas de Adopción, ejecutados por SENAME y organismos acreditados, Regulación de un procedimiento previo de adoptabilidad y otro de adopción, Regulación de la adopción internacional en calidad de país de origen y Regulación de delitos tendientes a prevenir el tráfico de niños/as. 


A continuación expresó que las principales modificaciones son las que a continuación se indican:


1.- Incorporación de principios que sustentan y orientan el sistema de adopción:


a) Interés superior del niño, b) Derecho de la niña, niño y adolescente a vivir en familia, c) Subsidiariedad de la Adopción, d) Derecho a ser oído, e) Derecho a conocer los orígenes, f) Reserva de la adopción.


2.- Modificación del catálogo de causales de adoptabilidad.


3.- Agilización de los procedimientos de adoptabilidad.


4.- Modificación del orden de prelación de los postulantes a la adopción.

5.- Regulación de la adopción internacional como país de recepción.


6.- Perfeccionamiento de la adopción por integración y creación de la protección intrafamiliar.


7.- Nuevas conductas prohibidas y sancionadas.


También destacó dentro de las modificaciones, un nuevo concepto de adopción, estableciéndola como un mecanismo de restitución de derechos. Agregó que esta nueva definición constituye el punto de partida del actual sistema ya que pretende restituir al menor el derecho de vivir en familia y, a su vez, no mantenerlo institucionalizado en la red del Sename, más allá de lo necesario. 


Asimismo, manifestó que el proyecto de ley regula de manera distinta los organismos colaboradores acreditados del Sename, distinguiendo si son organismos colaboradores nacionales o internacionales que participan en la adopción internacional.


Luego, respecto de la agilización de los procedimientos de adoptabilidad, explicó que actualmente existen distintas prácticas llevadas a cabo por los tribunales de familia para cumplir con el trámite de citar a los parientes, muchas veces incluso, ejerciendo una función de búsqueda de los mismos, lo que conlleva a extender en demasía el procedimiento, por lo que el proyecto propone que los tribunales no ejerzan una labor investigativa respecto de los parientes del menor que se pretende adoptar, sino que deberán citar a los parientes que consten en el procedimiento. Ahora bien, en el evento de concurrir el citado pariente, expresó que la iniciativa contempla la posibilidad de que éste ejerza una oposición fundada, a diferencia de lo que ocurre en el actual sistema, toda vez que los parientes pueden oponerse sin fundamento alguno, obstaculizando de esta manera el proceso.


Un segundo aspecto que aborda el proyecto de ley para agilizar el procedimiento es permitir la reapertura del proceso de adoptabilidad en aquellos casos en que el tribunal haya denegado la declaración de susceptibilidad, si dentro de los tres meses siguientes desde que la sentencia que la denegó quedó firme no se cumplen los presupuestos para el egreso del niño, niña o adolescente, o bien, habiéndose cumplido tales presupuestos, el NNA reingresa a una residencia o programa de familia de acogida.


Un tercer aspecto en este sentido es regular los efectos de la sentencia que declara la susceptibilidad de la adopción, lo que constituye un avance importante, toda vez que en la actual ley existe un vacío en la materia. Agregó que el proyecto de ley junto con establecer los efectos de la sentencia, pone fin al cuidado personal y a la relación directa y regular que pudo haber existido hasta ese momento. Ahora bien, explicó que el cuidado personal puede continuar ejerciéndose por la institución en la que ha permanecido el niño/a, o bien, puede otorgarse un cuidado preadoptivo hasta que se produzca el enlace definitivo, siempre y cuando los padres se hayan sometido a una evaluación de idoneidad.


Respecto de la modificación del orden de prelación de los postulantes a la adopción, manifestó que si bien no se innova en cuanto a mantener en el primer lugar a los matrimonios residentes en Chile, si lo hace al incluir en este primer orden a aquellos matrimonios entre chilenos o donde uno de los cónyuges es chileno, no obstante vivan en el extranjero. 


Asimismo, resaltó la innovación consistente en situar en un plano de igualdad, incorporando al segundo orden de prelación (actualmente tercero), a las personas solteras, viudas o divorciadas y a los matrimonios entre cónyuges extranjeros sin residencia permanente en Chile.


Expresó, que sin perjuicio del orden de prelación establecido, el proyecto contempla la excepción de que por motivos fundados en el interés superior del NNA, puede alterarse dicho orden.


Hizo presente que en esta materia, el proyecto incorporó la figura de las familias de acogida, reconociendo al guardador o guardadora de un programa de acogimiento familiar la posibilidad de adoptar cuando cumpla con ciertos y determinados requisitos para adoptar previstos en la ley.

Respecto de la regulación de la adopción internacional como país de recepción, expresó que el proyecto se hace cargo del creciente interés de connacionales en adoptar a niños extranjeros y agregó que, en estos casos, el proyecto sigue la regulación establecida en el Convenio de la Haya de 1993, sobre Protección de Menores y la Cooperación en materia de adopción internacional, introduciendo normas para reglamentar esta situación no regulada en la Ley N° 19.620.


Sobre el perfeccionamiento de la adopción por integración al NNA cuyo cuidado lo ejerce su madre o padre biológico, quien junto a su cónyuge desean integrarlo como hija o hija del matrimonio, señaló que no obstante existir la figura en la actual ley, ésta es perfeccionada, por cuanto -basándose en el interés superior del NNA- el proyecto pretende dar estabilidad al mismo, exigiendo para su aplicación, una edad mínima de 5 años de edad por parte del NNA que se pretende integrar, como asimismo, un plazo de 5 años de relación entre la madre o padre biológico y el cónyuge respectivo.


En cuanto a la creación de la protección intrafamiliar manifestó que se trata de una medida destinada a brindar protección al NNA que tiene una relación de parentesco con la o las personas que han asumido o desean asumir su cuidado personal de manera definitiva, sin romper el vínculo de origen del NNA con su madre o padre biológico. Explicó que esta nueva figura viene a regular las situaciones en que -habiendo incompetencias parentales- existen abuelos que deseen hacerse cargo en forma definitiva del NNA. Agregó que se trata de una medida definitiva que no constituye un enlace adoptivo, toda vez que se pretende no alterar el vínculo de origen.


Expresó que con el objeto de brindar una protección más eficaz de los NNA que participan en el sistema de adopción, el proyecto crea un catálogo de prohibiciones sancionadas mediante el no inicio o término inmediato del proceso. En este ámbito se establecen prohibiciones, tales como la obtención de beneficios materiales o de otra índole, donde puede estar encubierto un consentimiento viciado para propender a la adopción.


Manifestó que dentro de las prohibiciones establecidas se encuentra el reconocimiento de un niño/a por parte de quien no es su padre o madre biológica, con el objeto de facilitar su posterior adopción por el cónyuge. 


Finalmente, recalcó que se sancionan nuevas conductas, como por ejemplo, la coacción para la obtención del consentimiento para la adopción, como también, el ingreso irregular de una niña, niño o adolescente a Chile con fines de adopción.


ORGANISMOS ACREDITADOS 


La Comisión recibió a representantes de los siguientes organismos acreditados para desarrollar programas de Adopción: 

Fundación Chilena de Adopción, Fundación Instituto Chileno de Colonias, Campamentos y Hogares de Menores, Fundación Mi Casa, Fundación San José y Sociedad Protectora de la Infancia, quienes presentaron conjuntamente un documento denominado “Aspectos relevantes de la propuesta de reforma a la ley N° 19.620 Organismos Acreditados”.


Manifestaron que la elaboración del proyecto corresponde a un trabajo sistemático y técnico, realizado en un primer momento por Sename, entre los años 2007 al 2010, para luego entre los años 2010 al 2013 incorporarse a través del Comité Consultivo (Subcomisión de Adopción) los organismos acreditados para desarrollar programas de Adopción:


Luego, se refirieron a la experiencia que cada una de estas instituciones tiene en materia de adopción, señalado que la Fundación Chilena de la Adopción, tiene 28 años de experiencia; Fundación Mi Casa, cuenta con 68 años en el Área de Protección, y 5 años en el Área de Adopción; Fundación San José con 19 años en el Área de Adopción y 2 años en la Protección, y Sociedad Protectora de la Infancia (institución colaboradora) con más de 100 años de experiencia.


Puntualizaron que la iniciativa presidencial recoge la experiencia de 14 años de funcionamiento de los Programas de Adopción, ejecutados tanto por los Organismos Acreditados, como por Sename, bajo la actual Ley N° 19.620, siendo esta propuesta una oportunidad de mejora a las dificultades observadas en la práctica.

Precisaron que la iniciativa busca incluir a la adopción en una visión sistémica de la infancia, en relación a otros dos mensajes presentados (Rediseño institucional y Ley de Protección).


Expresaron que la adopción surge como una opción para niños y niñas, que han sido gravemente vulnerados en sus derechos, por situaciones de maltrato y/o graves negligencias (y no alejados de sus familias por pobreza material), y que han sido privados de los cuidados parentales que merecen, de modo que puedan tener una alternativa de familia protectora, evitando la institucionalización prolongada y los graves efectos que esto produce en su salud física y mental.


Sostuvieron que en este contexto, se mantiene como eje central, que la adopción sea una medida de restitución del derecho de los niños y niñas a vivir en familia, siendo subsidiaria a la re inserción en sus familias de origen.


Explicaron que la propuesta se ha elaborado de modo que se optimicen los tiempos y se agilicen los procesos administrativos, en pro del bienestar de los niños/as y de las familias.


Recalcaron que el proyecto busca anteponer la mirada en la restitución de derechos para el NNA y no en las necesidades de los adultos. 


Luego, enunciaron los puntos más relevantes que han considerado necesario destacar para el mejoramiento del sistema de adopción, a través de la reforma a la ley los que se entienden como ventajas para el niño y se señalan a continuación:


- Existencia de causales específicas para la declaración de adoptabilidad y procedimientos detallados con precisión, tales como: orfandad, maltrato por negligencia, la drogadicción grave sin rehabilitación, abuso y/o explotación sexual infantil, que en la práctica son las circunstancias que llevan a la imposibilidad que los padres puedan asumir el cuidado de sus hijos. Actualmente la Ley N° 19.620 indica causales genéricas e indirectas.


- A objeto de evitar largas institucionalizaciones, la familia de origen debiera tener las oportunidades suficientes, pero no indefinidas, para demostrar que cuentan con las competencias parentales para hacerse cargo responsablemente de sus hijos. En este sentido, la oposición deberá ser fundada.

- Se propone la posibilidad de reabrir el procedimiento de adopción en caso que la familia de origen no cumpla con los compromisos adquiridos o no logre rehabilitarse, de modo de optimizar los tiempos para el niño/a y no comenzar de fojas cero.


- Se incorporan prohibiciones con el objeto de impedir el inicio o continuación de causas con vicios. 


- Se incorporan figuras como Adopción por Integración (hijo del cónyuge) y Protección Intrafamiliar. Otorga garantías y beneficios para el niño sin romper el vínculo de filiación.


- Se regula el procedimiento de búsqueda de orígenes, asegurando al adoptado el derecho a conocer su historia, velando así, por el respeto a su identidad.

Respecto de las ventajas que el proyecto de ley contempla para los padres adoptivos, consideraron las siguientes:


- Imposibilidad de reconocimientos voluntarios posteriores a la sentencia que declara adoptables a los niños.


 - Resguardos para mantener la reserva frente a terceros y familia de origen, cuando el niño ya es declarado adoptable.


- Presentación al Tribunal de la familia idónea seleccionada por organismo acreditado o el Servicio, puesto que son estas instituciones quienes más conocen las necesidades de los niños y el perfil de los solicitantes, ya que los han evaluado, preparado y acompañado en este proceso. Con esto se garantiza técnicamente asignar la mejor familia para un niño, niña o adolescente. 

- Trámites administrativos posteriores a la sentencia de adopción reordenados en su procedimiento, acortando plazos.


- Se incluye la posibilidad de un recurso administrativo para los postulantes, al ser evaluados como no idóneos.


Asimismo, manifestaron que el proyecto también contempla ventajas para la mujer que cede un hijo en adopción, por cuanto garantiza el respecto a la voluntad de la madre mayor de edad, al no notificar a los demás parientes y citar sólo al otro progenitor que haya reconocido al niño. También se elimina la posibilidad de iniciar proceso de cesión antes del nacimiento del niño, de modo de dar mayores garantías a la madre biológica. Agregó que además se considera legislación comparada para esta propuesta.


Finalmente, señalaron que los organismos acreditados valoran la iniciativa presidencial y comparten, en general, el contenido de la misma, sin embargo, advierten las siguientes oportunidades de mejora:

Respecto de la citación a parientes en procesos de adoptabilidad expresaron que se hace del todo necesario tomar en consideración para una mayor agilidad en los procesos y en el acortamiento en los plazos en que un niño pueda ser declarado adoptable, acotarlos a los parientes que se hayan vinculado efectivamente con el niño o su entorno más próximo.


En relación a la incorporación del artículo 31 que dice relación con  el niño, niña o adolescente sujeto al cuidado de un guardador o guardadora de un programa de acogimiento familiar que solicite la adopción del primero y que cumpla los requisitos previstos por la ley para adoptar, se considera una medida excepcional, que puede beneficiar a un porcentaje importante de niños/as y adolescentes, sin embargo se estima necesario considerar como tiempo mínimo de permanencia a lo menos 24 meses, ello en consideración a que un proceso de susceptibilidad de adopción tarda aproximadamente 8 meses, y por ende, la gran mayoría de los niños que se encuentran en familias de acogida va a pasar más de 6 meses con esa familia.


En cuanto a la consideración de contar con distintas modalidades de familias de acogida, ya sean estas familias de acogida de urgencia, familias de acogida con fines de adopción y familias de acogida de familia extensa, se estimó que la modalidad debiera estar prevista considerando la particularidad de cada caso.

Expresaron que existe preocupación en el potencial retroceso de un sistema que por años se ha ido perfeccionando, dada la posibilidad de pasar por alto el proceso exhaustivo al que se someten los postulantes a padres adoptivos, el que es totalmente diferente al que viven las familias guardadoras.


En este contexto estimaron relevante contar con un sistema de familias de acogida previamente seleccionadas, con capacitación adecuada, supervisión permanente y con un acompañamiento sistemático. 


Señalaron que la experiencia indica que las motivaciones para ser padres adoptivos son radicalmente diferentes a las motivaciones para ser familias guardadoras, siendo de la esencia del guardador la transitoriedad y el cuidar por cuenta de otro, mientras que la esencia de adoptar es querer ser padre y es permanente. 


Por lo anterior, se recalcó la importancia de la excepcionalidad de que una familia de acogida se acepte como adoptante y solo si el caso lo amerita de acuerdo a las consideraciones técnicas.


Agregaron que otras características que hacen distintos estos roles son las habilidades y competencias parentales específicas, que también la experiencia ha mostrado que son requeridas en padres adoptivos para poder acompañar de manera adecuada a un hijo adoptivo en las distintas etapas del desarrollo y en los desafíos específicos que implica la adopción. 

Finalmente, expuso el Rvdo. Manuel Alejandro Abarca Morales, Vicepresidente de la Fundación Instituto Chileno de Colonias, Campamentos y Hogares de Menores y Director del Programa de Adopción, quien hizo hincapié en la importancia de que el proyecto de ley introduzca la figura de la  oposición fundada, dado que constituye un mecanismo clave para acortar los plazos en los procedimientos de susceptibilidad.


Expresó que la institución que representa por tratarse de un Centro de Protección de menores está vinculada estrechamente con la adopción. Respecto de la adopción internacional puntualizó que cuando el niño se va a un país extranjero es porque dentro de su país no se encontraron personas idóneas o interesadas en adoptarlo.


Manifestó que valora el debate sobre esta iniciativa legal, sin embargo, advirtió que ninguna ley tiene efectividad real si no se encuentra acompañada de una base sociocultural sólida. Consideró que en nuestra sociedad se ha estigmatizado a la institución de la Adopción, por cuanto se ha instaurado la creencia de que “el acto de la adopción es un acto injusto ya que quien da en adopción es el pobre y quien adopta es el rico”. 


Asimismo, precisó que para contar con un sistema eficaz de adopción, se requiere además de una regulación normativa y cambios culturales, del presupuesto suficiente para solventar el trabajo de profesionales idóneos que intervienen en el proceso de susceptibilidad. 


Afirmó en este sentido, que existiendo  más recursos económicos que signifiquen un real apoyo a las familias que desean adoptar, el número de éstas se vería incrementado y, de esta forma, se vería reflejado de mejor manera el derecho de la niña, niño y adolescente a vivir en familia.


Señor Hernán Corral Talciani, Profesor de Derecho Civil de la Universidad de Los Andes.


En primer lugar expuso que la actual ley de adopción, la Ley Nº 19.620 de 1999, ha funcionado bastante bien, sin embargo, por el tiempo transcurrido, la experiencia acumulada y las nuevas circunstancias, parece conveniente introducir cambios en el sistema que, sin transformarlo radicalmente, ayuden a perfeccionarlo y a ponerlo al día con los cambios de la realidad social del país. 


Realzó lo positivo de que se intente una iniciativa legal, sobre la base de un informe previo como el que da cuenta el Mensaje de la iniciativa.


Enseguida se refirió a los aspectos destacados del proyecto, entre los cuales mencionó la unificación de las causales de adoptabilidad, la flexibilización de este trámite a través de la oposición fundada (que ofrezcan alternativas) de los parientes que se citen y la posibilidad de reapertura de una adoptabilidad rechazada o suspendida. 


En cuanto a la entrega voluntaria, resaltó que se exija que el niño haya nacido, lo que se aviene con lo establecido en la Convención de la Haya. 


Valoró positivamente el perfeccionamiento que se hace sobre el derecho del adoptado a conocer la identidad de sus progenitores biológicos, consagrando en la ley la oficina que puede ayudarlo a enfrentar esta situación, lo mismo que a sus padres biológicos. 


Se manifestó conteste con la idea de formular mejor la adopción por integración y con impedir que la adopción por parte de un ascendiente trastoque los vínculos de filiación de origen del menor. 


Finalmente, expresó que es un avance que se regule la adopción internacional no sólo como país de origen, sino también como país de recepción.


Posteriormente, indicó algunos aspectos que podrían mejorarse o que requieren de una mayor profundización.


Estimó necesario reflexionar más sobre la conceptualización de la adopción como una "medida" de satisfacción de un "derecho" del niño a tener una familia. Explicó que esta idea de que la adopción es la forma de cumplir un derecho que tendría todo niño a una familia idónea se integra en el fenómeno de nuestras sociedades modernas que se conoce como la “inflación de los derechos”, en el que todo tipo de pretensión o aspiración busca revestirse de la calidad de "derecho". Suena bien, pero es sumamente riesgoso, porque si hay un derecho hay siempre un deber del Estado de satisfacerlo, a cualquier costo, y que resulta exigible incluso judicialmente. Con ello, podría haber demandas de responsabilidad contra el Estado simplemente por no haber procurado oportunamente una familia a un niño que carecía de ella, o por haberlo hecho de manera insatisfactoria, conforme a las aspiraciones del adoptado. Expresó además, que la palabra "medida" para calificar la adopción tiene un significado pobre: la adopción es mucho más que una "medida", es una institución jurídico-social que se estructura con carácter de permanencia y estabilidad. 


Enfatizó que la definición de adopción que actualmente contiene la Ley Nº 19.620 es superior a la que ofrece el proyecto de ley, pues pone más de relieve que la adopción es una institución subsidiaria que sólo procede cuando la familia de origen no puede otorgar una protección debida al menor adoptable.  

Hizo presente, que si bien ha destacado positivamente el que no se permita la manifestación formal de la voluntad de entrega antes del nacimiento del niño, como establece la actual Ley Nº 19.120, entiende que se protegería mejor la libertad de la madre y la posibilidad de que el niño permanezca en su familia de origen si se pone un plazo aunque sea breve. Manifestó que el Código Civil español dispone un plazo de 30 días (art. 177) y que el proyecto de Código Civil argentino exige un plazo de 45 días (art. 607 letra b). 


En relación a las causales de adoptabilidad establecidas en el artículo 15 del proyecto, advirtió que sería recomendable relacionarlas con las causales de emancipación judicial del artículo 271 del Código Civil, y así establecer por economía procesal, que se faculte a solicitar conjuntamente la emancipación judicial y la adoptabilidad del menor de edad. 


Otro punto que debería repensarse es la alteración que se propone del orden de prelación de los adoptantes, poniendo en igualdad de términos a los matrimonios residentes en el extranjero con las “personas solas” (solteras, viudas o divorciadas). Recordó que la Ley de Matrimonio Civil, Ley Nº 19.947, de 2004, dispone que es el matrimonio la base principal de la familia, y no hace distinciones entre matrimonios según la residencia de los cónyuges (artículo 1º). De este modo, de manera general, siempre un matrimonio será un núcleo familiar más idóneo para proporcionar al menor una nueva familia: es jurídicamente estable y ofrece al niño la posibilidad de contar con filiación paterna y materna a la vez. La adopción unipersonal, aunque pueda ser meritoria y favorable para un menor vulnerable, es siempre uniparental y, más aún, definitivamente es así, ya que ese menor nunca podrá contar con la filiación del otro progenitor, puesto que se impide que éste lo reconozca o reclame la filiación si la adopción ya se ha perfeccionado. Por estas razones, precisó la conveniencia de no alterar en la ley la prelación que pone en tercer lugar a las personas solas. 


Asimismo, expresó que si bien puede haber casos en que una persona sola pueda proporcionar beneficios mejores que un matrimonio residente en el exterior, e incluso que uno residente en Chile, esa situación quedaría resuelta con la existencia de la norma que faculta al juez para alterar la prelación si el interés del adoptado así lo exige. 


En relación a la adopción internacional, estimó necesario aclarar en su regulación, que sólo se entenderán parejas casadas las compuestas por un hombre y una mujer, en consideración a lo previsto en el art. 80 de la Ley de Matrimonio Civil y el art. 102 del Código Civil. 


Respecto de la protección intrafamiliar, señaló que no obstante estar de acuerdo con la idea de que la adopción por un abuelo no establezca un nuevo estado civil filiativo que rompe los vínculos biológicos, y hace que el niño devenga en hermano de su madre, tío de sus hermanos, etc., no le parece adecuada la denominación “protección intrafamiliar”, por cuanto da la idea de que se trata de una medida de protección que pueden adoptar los tribunales de familia y que no es más que una forma de tuición o cuidado personal. Agregó que lo que se pretende es que el abuelo sea el adoptante del niño y por ello ejerza con preferencia a los padres biológicos los derechos propios de la maternidad o paternidad, es decir, constituye una forma de adopción simple, que concurre y no extingue la filiación de origen. De esta manera, esta adopción debería ser permanente (como por lo demás lo anuncia el mismo Mensaje) y no que quede a merced de lo que estime el juez sobre la pérdida de las finalidades que se tuvieron presentes en su otorgamiento (artículo 60). 


Asimismo, estimó que en la adopción por integración, establecida en el artículo 56 (por el cónyuge del progenitor biológico), podría considerase la mantención de ciertos vínculos con el otro progenitor o con parientes de la familia de origen si el juez estima que ello va en beneficio del menor. Así, por ejemplo, si el progenitor biológico ha muerto pero los abuelos de su línea están presentes, el juez podría acceder a la adopción por integración dejando a salvo los lazos del niño con sus abuelos. Puede verse en este sentido lo dispuesto en los arts. 630 y 621 del proyecto de Código Civil argentino. 


Concluyó su presentación, exponiendo algunas observaciones formales, entre las cuales, destacó la constante utilización de la expresión "niña, niño, adolescente" que hace engorrosa la regulación del proyecto. Al respecto, sugirió como posible solución utilizar la expresión "niño" en los términos de la Convención de Derechos del Niño que dispone que "se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad" (artículo 1º), o bien, la expresión “persona adoptable”, y precisar en el precepto dedicado a las "definiciones" que ella comprende a una niña, niño o adolescente, en los términos de la Ley de Tribunales de Familia (artículo 16, Ley Nº 19.968).



Declaró estar de acuerdo con la dictación de un nuevo cuerpo legal, en el que se adopta la nueva técnica de titular cada artículo, sin embargo, señaló inconveniente que se apruebe la ley como un artículo 2º de otra ley, dado que ello genera muchas complicaciones a la hora de citar o invocar el cuerpo legal. En efecto, recomendó la adopción de una técnica legislativa diferente a la empleada, consistente en dictar la nueva ley de adopción con su articulado correspondiente, y en sus disposiciones finales incluir un precepto por el cual se deroga la Ley Nº 19.620.


Finalmente, observó algunos aspectos particulares respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 4: No parece ser apropiado, desde el punto de vista jurídico, calificar a la adopción como "incondicional". Seguramente lo que se quiso decir es que no es susceptible de modalidades (cfr. art. 189 inc. 2 del Código Civil). 


- Artículo 5: Consideró incorrecto conceptualizar el programa de adopción como destinado a "restablecer el derecho...". Primero porque, en rigor, no existe un derecho exigible judicialmente a tener una familia idónea. Y segundo porque si existiera el programa no puede "restablecerlo" como si el menor lo hubiera perdido. Es mejor lo que señala el artículo 7 de la actual Ley Nº 19.620: destinado a "procurar al menor una familia responsable". 


- Artículo 6: La disposición alude a corporaciones o fundaciones, sin tener en cuenta que puede haber personas jurídicas mixtas (cfr. art. 545 del Código Civil) y que además, después de la reforma de la Ley Nº 20.500, las corporaciones se llaman también asociaciones. Se propone hablar mejor de "personas jurídicas sin fines de lucro". Además, señaló que  este artículo utiliza el término de "menores de edad" a pesar de que en el proyecto se trata de erradicar esta expresión. 


- Artículo 8, letra b: Sugirió suprimir la expresión "de una niña, niño o adolescente". 


- Artículo 10: Recomendó reformular este artículo para que la adopción aparezca como una institución remedial, pero no satisfactiva del derecho subjetivo a tener una familia idónea. 


- Artículo 12: La expresión "debiendo", quedaría mejor si se reemplazara por "debiéndose". Expresó no estar seguro de la conveniencia de dar al juez la posibilidad de otorgar la adopción contra la voluntad de un adolescente. En todo caso, habría que otorgarle al adolescente la posibilidad de recurrir de apelación frente a la sentencia que concede la adopción contra su expresa voluntad. 


- Artículo 13: Sugirió, siguiendo el artículo 7° de la Convención de Derechos del Niño, que el derecho a conocer los orígenes se limite a "en la medida de lo posible", ya que puede que haya casos de abandono en que no quede constancia de la identidad de los progenitores biológicos o no es posible localizarlos. 


- Artículo 15, letra b. Debe precisarse que se trata de filiación no determinada por ninguno de los padres. 


- Artículo 15, letra d: se habla de adopción del hijo del cónyuge. Estimó que tal vez sea mejor darle el nombre técnico: "adopción de integración". 


- Artículo 15 letra f: Manifestó no compartir el calificativo de "problemático" al consumo de drogas o alcohol, pues basta con exigir que es un impedimento para ejercer el cuidado personal. 


- Artículo 15 letra h: Señaló que no se entiende por qué se exige que la explotación sexual sea "comercial". 


- Artículo 15 inciso final: Expresó que por su importancia esta regla debería ir en un artículo independiente.


- Artículo 20: En el inciso tercero, recomendó señalar como imperativo que el tribunal "deberá" citar a los ascendientes. 


- Artículo 21: Consideró inconveniente que se dé al juez la facultad de perseverar en el proceso de adoptabilidad en caso de entrega voluntaria si los padres se retractan. Precisó que lo único que procedería sería la conversión del proceso en uno de adoptabilidad pero por otras causales (abandono, maltrato, etc.).


- Artículos 27, 29 y 30: Estimó que debieran ser comunes a todos los procedimientos de adoptabilidad. 


- Artículo 32: No parece conveniente dejar al reglamento el establecimiento de rangos de edad máximos entre adoptantes y adoptado. Como requisito de la adopción debiera estar en la ley. Respecto de la declaración de idoneidad debiera ser general y no para un determinado menor. 


- Artículo 33: Expresó estar de acuerdo en que se restrinja esta forma de adopción a los casos en que ya se ha iniciado la tramitación judicial; sin embargo, debiera ser certificado por el tribunal y no por organismo acreditado o por el Sename. 


Además, señaló que hay que coordinar el inciso segundo que habla sólo de tramitación (no exige que sea judicial). Quizás convenga precisar que se trata del proceso de adopción y no del adoptabilidad. 


- Artículo 38: Señaló que basta con decir artículo 31 de la Ley de Registro Civil, sin hacer mención de que su texto está refundido por D.F.L. Nº 1 del año 2000. 


- Artículo 54: en el inciso cuarto precisó que por su importancia debiera constituir un artículo independiente. 


- Artículo57 letra a): sugirió indicar que la rebaja nunca puede ser inferior a un año. 


- Artículo 59: Señaló que debiera agregarse al final "y todos los demás derechos derivados de la paternidad o maternidad, salvo el de relación directa y regular".


Señora Alejandra Illanes Valdés, abogada, Pontificia Universidad Católica de Valparaíso (PUCV).

Señaló que el proyecto que se somete a vuestro análisis y discusión por parte del Ejecutivo plantea la necesidad de introducir modificaciones sustanciales al proceso de adopción, con el objeto de lograr que este resguarde, fomente y favorezca con mayor ímpetu el respeto al interés superior del niño en esta materia.


Dentro del contexto de ese objetivo general es posible constatar que el mayor énfasis de la iniciativa está dada por la necesidad de introducir mejoras en el proceso de susceptibilidad de adopción con el objeto de evitar que la dilación de estos procedimientos y muchas veces lo engorroso de su tramitación terminen frustrando la opción de un niño de alcanzar el legítimo derecho a tener un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social (art. 27 de la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN)).


El objetivo antes descrito importa una toma de posición importante en la materia: una postura pro adopción, que aparece con mucho más nitidez en este proyecto que en la Ley N° 19.620, actualmente vigente, porque al elevar el principio del interés superior a regla fundamental, a regla de resolución de conflicto, asumimos que ante el eventual conflicto entre la familia de origen y el derecho del niño a alcanzar la plana satisfacción de los derechos que le reconoce la CDN, el interés de la familia cede y el del niño prepondera. 


Podría estimarse a primera vista que la idea antes señalada no es novedosa por cuanto el interés superior es actualmente un principio orientador de la legislación actualmente vigente; pero al observar la aplicación práctica de ésta última es posible constatar cómo sobre la base del principio de subsidiaridad mal entendido, según su parecer, se ha terminado frustrando la única opción viable para muchos niños de nuestro país que aun continúan institucionalizados.

En efecto, la normativa actualmente vigente obliga en todos los casos al juez a verificar la imposibilidad de disponer otras medidas que permitan la permanencia del niño en su familia de origen y las ventajas que la adopción representa para él. Consideración que en muchos casos se ha llevado al extremo de constituir una barrera insalvable para permitir la adopción de algunos niños, situación que entendemos requiere de una modificación profunda, y en este sentido concordamos con la necesidad de reformar la legislación vigente en la materia.


Es claro que el Estado de Chile tiene la obligación de apoyar a todas las familias de origen con el objeto de que estas logren alcanzar las mejores condiciones que les permitan satisfacer las necesidades de sus miembros, y por cierto de sus hijos; es el contexto natural de desarrollo de toda persona, pero si las condiciones no permiten dicha satisfacción, aun en el evento de que esto obedeciere a una falla del Estado, la legislación debe establecer un procedimiento de adopción (solución de carácter subsidiaria) que permita a sus niños alcanzar la plena satisfacción de sus derechos.


En este nuevo contexto, el carácter subsidiario de la adopción no desaparece, sigue siendo un principio orientador pero lo entendemos siempre como subordinado al interés superior.


Se manifiesta, en el plano administrativo en la existencia de una orgánica destinada a dar protección de los niños vulnerables que debe trabajar por que los niños se mantengan en lo posible en sus familias de origen; se manifiesta en el plano legislativo en la existencia de causales específicas que justifican la declaración de adoptabilidad, todas las cuales dan cuenta de la inexistencia de una familia de origen en condiciones de hacerse cargo del niño; y en el plano judicial debe manifestarse en la exigencia de una causa legal comprobada que autorice la adopción, pero no puede importar, como lo asumen algunos jueces en el contexto de la ley actual, que el proceso de susceptibilidad se transforme en una nueva oportunidad para que la familia sobre la base de promesas que en muchos de los casos resultan incumplidas, no puedan adoptar.

En cuanto al proyecto concreto, considera relevante referirse a los siguientes aspectos:


Principios orientadores.

1. Procedimiento de adoptabilidad, y dentro de esto a las causales.

2. La adopción por guardadores de un programa de acogimiento familiar.
3. Figuras de adopción por integración y acogimiento familiar.

4. Temas finales.
I. Principios orientadores

El Título II del proyecto en comento se denomina principios, sin embargo en su contenido es posible encontrar una mezcla, que a su juicio sería importante corregir, entre: (1) principios, esto es, ideas relevantes y reveladoras de la orientación del proyecto con los (2) derechos que le asisten al niño en un proceso de adopción y que el legislador, el juez y los distintos actores dentro del proceso de adopción están obligados a respetar.

En efecto, por una parte hay principios: interés superior y subsidiaridad que orientan la regulación, el segundo entendemos subordinado al primero y por otra derechos: de vivir en familia, de ser oído, de conocer los orígenes.

En lo que respecta a los principios, el proyecto innova en el sentido de incorporar una noción de interés superior (IS), innovación que no resulta fácil de asimilar si tenemos en cuenta que la fuente del principio en cuestión, a lo menos en su concepción actual, como lo es la CDN; no lo define.


Si bien la ausencia de un concepto en el referido instrumento fue algo que pesó por algún tiempo, ha ido siendo superado a nivel doctrinal y jurisprudencial al haberse acuñado como concepto de IS: la plena satisfacción de los derechos de los niños; satisfacción plena que puede ser difícil de alcanzar, más bien resulta ser una aspiración, pero que es derechamente imposible que esa satisfacción sea “simultánea”, menos aún en el contexto de la adopción, donde se está sacrificando el derecho del niño a ser cuidado por sus padres y su familia de origen por la satisfacción de un interés mayor como lo es el tener un nivel de vida adecuado que le permita para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social (art. 27 de CDN).


En lo que respecta a la subsidiaridad de la adopción, si bien el principio tiene un alcance más acotado en el contexto de este proyecto debe aparecer subordinado al interés superior con el objeto de que este último cumpla la función reconocida en el propio proyecto como regla de resolución de conflicto.


En lo que respecta a los derechos, centró su atención en particularmente dos:


Derecho del niño a ser oído: El derecho del niño a ser oído y de que sus opiniones sean tenidas en cuenta en función de su edad y madurez es un principio que encuentra su fuente inmediata y directa en el artículo 12 de la CDN que lo formula en los mismos términos. A pesar de existir consenso acerca de su vigencia y de su importancia a la hora de determinar el interés superior, bien conocido es el conflicto suscitado a nivel de tribunales de familia, respecto a la obligatoriedad de su observancia por parte del juez.


En efecto, hay quienes sostienen que si bien a la luz de lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley de Tribunales de Familia es un principio orientador, sólo es vinculante respeto de aquellos procedimientos en que la ley ha dispuesto expresamente la obligación de escuchar a los niños fijando la oportunidad en que el trámite debe tener lugar, como es lo que ocurre en materia de medidas de protección.


La revisión del proyecto sólo se refiere expresamente a la obligación de escuchar al niño en el proceso de adopción (art. 36) y no en el de adoptabilidad; cuestión que estimamos conveniente corregir con el objeto de garantizar la satisfacción de este derecho, evitando de este modo una disparidad de criterio a la hora de aplicar las normas.


Derecho a conocer los orígenes: El derecho a conocer los orígenes es un derecho integrante de la identidad, y que en el caso de las personas adoptadas se traduce en la posibilidad de obtener información acerca de la identidad de la familia de origen y antecedentes vinculados a la adopción. Si concordamos en que este es un derecho, vale la pena discutir acerca de la justificación que tiene la necesidad de obtener autorización judicial, en un proceso no contencioso, para poder ejercitar dicho derecho. ¿Significa entonces esto que el juez podría denegar el acceso a los antecedentes?

II. Procedimiento de adoptabilidad
1.El proyecto en comento innova en lo que respecta a las causales que autorizan la declaración de adoptabilidad de un niño, niña o adolescente, logrando una ampliación de las mismas, las que en la legislación vigente son fundamentalmente dos: abandono e inhabilidad, y además logrando una mejor descripción de las situación que justifican declarar que un niño se encuentra en condición de ser adoptado; vinculándose de una mucho mejor manera la inhabilidad o incapacidad del padre con su imposibilidad de desarrollar adecuadamente su rol parental; lo que a su juicio es demostrativo de que el proyecto satisface a este respecto el principio de subsidiaridad considerado más arriba como uno de los principios rectores. En este sentido, difiere sobre el comentario contenido en el informe de la Corte Suprema en el sentido que se estaría vulnerando el derecho de las personas  afectas a alguna discapacidad a ejercer la parentalidad, dado que precisamente en este proyecto se destaca que no basta con la discapacidad sino que es menester comprobar que esta no permite el ejercicio responsable de su rol parental.


2.- En cuanto a la oposición de los parientes, tema clave en estos procedimientos, el proyecto incorpora la exigencia de que la oposición sea fundada, indicando alternativas viables y concretas de egreso a corto plazo, de la niña, niño o adolescente que permanezca en una residencia o programa de acogimiento familiar; 


En la actualidad, conforme al artículo 14 de la ley vigente, los parientes son citados a exponer lo que sea conveniente a los intereses del niño; sin que estén obligados a fundar su oposición ni ofrecer una alternativa real destinada a satisfacer el derecho del niño a vivir en el seno de una familia. Oposición que es causante en gran medida de la dilación y frustración de procesos de susceptibilidad de adopción.


Hoy es posible comprobar cómo algunos elevan el estándar de exigencia a la hora de evaluar la oposición de los parientes, sana doctrina que alaba que sea incorporada en la norma.


3.- Vinculado a lo anterior, es importante destacar que se incorporan normas que apuntan a lograr un ejercicio responsable del derecho de oposición; como son el hecho de tener por rechazada la oposición respecto del pariente que se negare o no concurriere, en forma injustificada a la práctica de exámenes o pericias decretadas e la audiencia preparatoria (artículo 25) y por otra la reapertura del proceso de adoptabilidad (artículo 28) si transcurrido un plazo de tres meses contados desde que la sentencia que denegó la adoptabilidad del niño, no se cumplen con los presupuestos para su egreso o reingresa a la residencia o programa de acogimiento familiar. 

III. Adopción por parte de guardadores de programas de familias de acogida.

La noticia del año recién pasado en que una familia guardadora había tenido a una niñita por más de 2 o 3 años y había sido conminada a entregarla a terceros con fines de adopción, es claro que nos impactó fuertemente; no pudiendo sino sensibilizarnos con la historia del carabinero y su señora dispuestos a quedar en condición de prófugos con el objeto de evitar la entrega de la niña que tenían en virtud del programa de acogimiento familiar. 


Resulta evidente que el programa en el caso concreto de la familia del carabinero falló; aunque la regulación de la institución quedó en evidencia que era manifiestamente insuficiente. La pregunta que deja en suspenso es si ¿podemos permitir que se utilice el programa de familia de acogida, como la puerta de entrada de procesos de adopción?

¿Vale la pena hacer a partir de un caso, claramente desastroso, la construcción de una regla?


El artículo 31 del proyecto, zanja el vacío normativo existente sobre el particular, admitiendo expresamente la posibilidad de que guardadores de programas de acogimiento familiar puedan solicitar la adopción del niño, niña o adolescente que tienen en este cuidado; indicando que en esto casos deberá tomarse en consideración a la hora de conocer de la solicitud el tiempo en que el menor ha estado bajo custodia de la familia de acogida.


El tema es complejo, porque a su juicio no sólo contraviene los actuales lineamientos de los programas de acogida, sino que además, la admisión expresa de este derecho podría terminar institucionalizando una nueva forma de adopción en que los postulantes tendrían a la opción de tener a prueba a niños en condiciones de ser adoptados y seleccionarlo por esta vía.

IV. Adopción por integración y acogimiento familiar

El artículo 8° de la Ley N° 19.620 establece que son susceptibles de ser adoptados: b) el menor que sea descendiente consanguíneo de uno de los adoptantes, de conformidad con el artículo 11.


Es, fundamentalmente, a partir de la norma antes citada, que el proyecto de Ley sometido a vuestra consideración extrae dos figuras nuevas como son la adopción por integración y el acogimiento familiar.


La adopción por integración se encuentra regulada en los artículos 56 y siguientes del proyecto;  definiéndose en esta disposición como la que resulta aplicable a la niña, niño o adolescente cuyo cuidado lo ejerce su madre o padre biológico, quien junto a su cónyuge desea integrarlo como hija o hijo del matrimonio.


Dicho en términos simple corresponde a la adopción de hijos del cónyuge.


El reconocimiento de esta figura como una figura especial dentro de lo que es la adopción no es una novedad en el concierto del derecho comparado, porque es posible comprobar como otras legislaciones (España, Argentina y otras) también la han dotado de fisionomía propia a esta figura, sobre la consideración de que objetivamente tiene particularidades que justifican un tratamiento separado: no estamos en la situación típica del niño entregado con fines de adopción, abandonado o vulnerado en sus derechos, sino que frente a un niño que se desea integrar de manera más completa en la nueva familia (matrimonial) formada por el padre o madre. 


Ahora bien, qué es lo que ocurre en particular con esta figura en el proyecto: no se visualizan diferencias en la regulación que justifiquen el tratamiento separado, y que por el contrario sí la han justificado en otros países: por ejemplo, estableciendo que la adopción no implicará la extinción del vínculo con la familia de origen.

Las diferencias en el tratamiento de esta figura respecto de la adopción en general son bastante pocas, llamando la atención el hecho de que el legislador establezca mayores exigencias en este tipo de adopción que en otra cualquiera; aceptando en todo caso que se proponen mayores facultades a los jueces para flexibilizar los requisitos.


La segunda de las figuras corresponde a la protección intrafamiliar; el artículo 59 del proyecto la define como una medida destinada a dar protección a la niña, niño o adolescente que tiene una relación de parentesco con la o las personas que han asumido o desean asumir su cuidado personal de manera definitiva.


La figura que se presenta se hace cargo de una situación bastante frecuente en nuestro país, en la cual parientes, normalmente abuelos, asumen el cuidado personal de niños cuyos padres no están inhabilitados en los términos del artículo 226 del Código Civil, sin embargo no quieren o no pueden (por una razón distinta de la inhabilidad) hacerse cargo de sus hijos.


Si bien es claro que en la discusión de la nueva Ley de Cuidado Personal de los Hijos se hizo presente la necesidad de analizar y eventualmente reformar el artículo 226 del Código Civil, en el sentido de ajustarlo más a la realidad antes descrita; no parece ser este proyecto de adopción la instancia para regular la figura en comento.


En efecto, si hablamos de cuidado personal, estamos ante una figura de naturaleza completamente distinta a la adopción, y que como tal debiera estar regulada en el Código Civil.


La formulación del proyecto en esta parte es además débil: no especifica cuáles son los derechos-deberes que en virtud de esta protección pasan a radicar en el pariente protector ni cuáles son los efectos de mantener el vínculo de origen con el padre o madre.

V. Temas finales

1. Se destaca el cambio observado en la regulación de la entrega voluntaria de niños; en el sentido de que el procedimiento de adoptabilidad sólo pueda iniciarse después del nacimiento del niño. Solución acorde con la Convención de la Haya en materia de adopción internacional y que también parece más acorde con el carácter subsidiario de la adopción.


2. Parece relevante restablecer la norma que desarrolla entre nosotros el principio de inseparabilidad de los hermanos, contenida en la actualidad en el inciso final del artículo 23 que dispone que “En caso de que dos o más menores que se encuentren en situación de ser adoptados sean hermanos, el tribunal procurará que los adopten los mismos solicitantes”; regla que se encuentra en directa relación con los principios orientadores del proyecto.


Señora Gloria Negroni Vera, Jueza del Tercer Juzgado de Familia de Santiago y Coordinadora del Centro de Medidas Cautelares de esa ciudad; y los investigadores del Instituto Libertad y Desarrollo, señores Pablo Kansiger Gómez y Sergio Morales Cruz.


Propusieron las siguientes modificaciones:


1°  Definir de mejor manera cuál es el objetivo de la Ley de adopción. 

a.- Restablecer el derecho del niño a vivir en familia,

b.- Y /o asegurar a la familia biológica el derecho a criar a ese niño, objetivos que a veces son contradictorios tratándose de familias negligentes o incapaces.

c- Aclarar el rol de las instituciones acreditadas en materia de adopción. 
También al parecer hay objetivos no declarados en la ley como que los niños vivan en familias intactas y con altos estándares, lo cual ha vuelto el proceso de adopción algo excepcional y muchas veces elitista.

2° Necesidad de despeje de la familia de origen y extensa en causa de protección.

3° La internación como una vulneración de derechos para el NNA, y la adopción como el resultado de una medida de protección.

En este sentido sería pertinente acumular la causa a (procedimiento previo de adoptabilidad y adopción propiamente tal) a la causa de protección que le antecedió, ya que el proceso de adoptabilidad es la última medida de protección respecto del niño ante una vulneración extrema, (art. 16 proyecto de ley).

4°. Etapas previas a la adopción. Parámetros distintos según la edad de los niños. Criterios proporcionales para definir la mejor intervención del  NNA ingresado a un sistema residencial, una coherencia entre las distintas etapas.

5°. Notificaciones  de los  parientes conforme al artículo 23 propuesto señala carta certificada, se propone que sea notificación por cédula.

6°. Respecto a las causales de adoptabilidad, sería necesario precisar varios aspectos:

- Que la orfandad por sí sola, no puede constituir causal ya que se podría interpretar que es necesario judicializar casos de niños que se  encuentren en esa situación, pero que cuenten con un adulto responsable.

- Asimismo, que se revisen conceptos muy genéricos como los establecidos en la letra i) del artículo 15, precisar qué se entiende por "sin causa justificada" en la letra J del mismo artículo, y la de la letra K que es muy amplia y deslinda con la aplicación de la medida de protección, lo que podría llevar a pensar que inmediatamente declarada la vulneración por las causales señaladas en las letras D,E, F, G, H, I y K, el juez tendría que iniciar de oficio el procedimiento de adoptabilidad atentando con las normas dispuestas en la Convención sobre los Derechos del Niño, artículos 3, 18 N°2, 19°, 27 N°3.

7°. En cuanto a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 25 propuesto, resulta aconsejable que el juez celebre la audiencia de juicio contando con los informes periciales técnicos que acrediten la procedencia de las causales de adoptabilidad, teniendo en cuenta para ello, los plazos acotados para la fijación de dicha audiencia y que en muchos casos no permitirían contar con dichos informes. 

8° Formas de adopción que necesita el país conforme a su dispersión demográfica, y requisitos que debiese tener la o las adopciones.

Adopción de NNA por personas que no están casadas, los solteros y los viudos, a fin de aumentar el espectro de sujetos que pueden adoptar y que hoy por una situación administrativa no declarada están impedidos de hacerlo. 

Modificar el orden de prelación entre los solicitantes para adopción, resguardando el interés del menor en permanecer en su país de origen.

9°. En cuanto a lo dispuesto en el artículo 28 del proyecto, aparece muy breve el plazo de tres meses señalado, se sugiere ampliar dicho plazo a seis meses, atendido que es un plazo más prudente para desarrollar de mejor manera el trabajo con la familia. 

10. En cuanto a los efectos de la sentencia de adoptabilidad y teniendo en cuenta el derecho del niño a vivir en familia y mantener contacto con sus adultos significativos, y así como se dispone un plazo para la reapertura del procedimiento de adoptabilidad, es necesario en consecuencia indicar un plazo para la realización del enlace, ya que en no pocos casos los niños son declarados susceptibles y quedan a la espera de una familia por tiempos prolongados, es así que el poner término a la relación directa y regular (ya que el cuidado personal está en manos del director de la Institución cuando el niño está en residencia), aparece como una medida que debería estar acotada al tiempo establecido para el enlace, y vencido ese plazo el juez podría ordenar restablecer el régimen comunicacional con dichos adultos, considerando que la sentencia de adoptabilidad no constituye estado civil y por ende el cambio de circunstancias que ameritaron dicha sentencia podrían variar.

En este mismo contexto la ley no regula el procedimiento para dejar sin efecto una declaración de adoptabilidad, lo que resulta necesario atendido que mientras no se produzca el enlace las circunstancias de la familia pueden haber variado positivamente para el niño y su revinculación con ella.


Finalmente, en el artículo 30, inciso tercero del proyecto, no se indica el plazo desde el cual se contarían los cinco días para la realización de la audiencia especial de cuidado personal con la familia seleccionada para el cuidado preadoptivo.

11. Seguimiento respecto de adopciones de niños (a) chilenos (as) en el extranjero.


12. Modificación de notificación a parientes del niño (a) a adoptar: simplificar, poner límites de edad como en adopción, 25 -60 años, notificar por aviso en diario de circulación nacional (sin señalar nombre de parientes), al inicio de la causa de susceptibilidad. 

13. Establecer procedimiento para la declaración de susceptibilidad de niños extranjeros, traídos a Chile por razones diversas a la adopción, por ejemplo, motivos de salud, caso niños haitianos. Y dificultades en la aplicación del Convenio sobre Protección del Niño y Cooperación en materia de Adopción Internacional (Convención de la Haya) ratificado por Chile. 

14. Causales para declarar la susceptibilidad, por ejemplo en caso de "inhabilidad de los padres o incapacidad o falta de condiciones por parte de los padres o quien tenga su cuidado". La nueva ley debería declarar el alcance de la norma y actualizar la misma, revisando las causales por las cuales los niños puedan ser declarados susceptibles de ser adoptados.


15. Respecto del permiso laboral de padres que adoptan a niños mayores de 6 meses, debiendo otorgarse a toda persona que obtenga el cuidado personal de un menor en proceso de adopción independiente de la edad de éste.


16. Acompañamiento, formación y preparación para la adopción y post- adopción, a padres adoptivos, sin limitar la intervención del organismo meramente a la declaración de idoneidad.

17. Que en el procedimiento de susceptibilidad el tiempo debe ser acotado, lo que a su vez se debe traducir en que los informes deben estar disponibles por las instituciones en la respectiva audiencia. 

18. Posibilidad de adoptar a mayores de edad. 

19. Regular figuras de guardadores.

20. Determinar efectos de causas de NNA con adopciones fallidas, pero con familias o terceros interesados en asumir un cuidado responsable.
V.- Discusión y Votación del proyecto 

EN GENERAL

Los integrantes de la Comisión coincidieron en que el proyecto se ha elaborado de modo que se optimicen los tiempos y se agilicen los procesos administrativos, en pro del bienestar de los niños y niñas y de las familias, el cual, recoge la experiencia de catorce años de funcionamiento, bajo la actual Ley N° 19.620 y pone la mirada en la restitución de derechos para el niño, niña o adolescente y no en las necesidades de los adultos. 


Por otra parte, destacaron las ventajas que representa en cuanto a la existencia de causales específicas para la declaración de adoptabilidad y procedimientos detallados con precisión, como, asimismo, coincidieron en que es positivo que la familia de origen tenga las oportunidades suficientes para claudicar en la adopción, pero no indefinidas.


De la misma forma, destacaron como ventaja para los niños y niñas la posibilidad de reabrir el procedimiento de adopción en caso de que la familia de origen no cumpla con los compromisos adquiridos o no logre rehabilitarse, como asimismo, las prohibiciones, y la incorporación de la Adopción por Integración (hijo del cónyuge). 


Particularmente positivo encontraron la regulación del procedimiento de búsqueda de orígenes. 


En cuanto a las ventajas para los padres adoptivos, subrayaron la mantención de la reserva frente a terceros y familia de origen, y el concepto de familia idónea seleccionada por organismo acreditado. 


En definitiva, sostuvieron que las medidas propuestas acortan los plazos de trámites administrativos y aceleran el proceso, todo ello, sin duda en beneficio de todos los involucrados en el proceso de adopción

Por otra parte, los diputados y diputadas estuvieron muy de acuerdo en legislar, pero reconocieron que el proyecto aún puede mejorar acortando los plazos del procedimiento de adoptabilidad y regulando de mejor manera el sistema de Familias Guardadoras y Acogimiento Familiar.

En relación con la aplicación de la adopción por integración a la Comisión les llamó la atención la razón de la exigencia consistente en que el menor deba tener un mínimo de 5 años de edad.


Respecto de la búsqueda de los orígenes, igualmente se manifestaron inquietudes en cuanto a cómo será el asesoramiento que los organismos otorgarán a los interesados en iniciar el proceso de búsqueda.

También formó parte del debate el costo económico que una familia debe asumir tanto en un procedimiento de adopción nacional como internacional.

El señor Sebastián Valenzuela, Subsecretario de Justicia (S), señaló en relación con las exigencias impuestas para la aplicación de la figura de adopción por integración, que se imponen dos requisitos para dar inicio a la evaluación de idoneidad, a saber, el NNA deberá tener un mínimo de 5 años de edad y deberá existir un mínimo de 5 años de convivencia entre el NNA y el cónyuge de su padre o madre biológico, con el objeto de establecer resguardos al primero y, a la vez, establecer prueba de que existe cierta estabilidad entre el NNA y la pareja que pretende integrarlo.


Enfatizó que los requisitos mencionados pueden ser analizados en la discusión del proyecto, en cuanto a la duración de los plazos, sin embargo, señaló que debe reforzarse la idea de establecer exigencias cuando ellas van en resguardo del NNA.


Respecto al programa de búsqueda de orígenes, manifestó que se han realizado diversos seminarios en materia de adopción, en los que se ha concluido la importancia de trabajar en servicios post adoptivos, es decir, la relevancia que tiene todo el proceso de adopción una vez que ésta se configura, vale decir, qué pasa con la familia después de que se ha constituido la adopción.


Agregó que las cifras han demostrado que el 100 por ciento de las personas que conocen su calidad de adoptados desean conocer su historia de origen, y en este sentido, el programa tiene por finalidad proporcionar a esa persona el asesoramiento y contención adecuada para afrontar esa experiencia de vida. Explicó que esta búsqueda se puede hacer desde que el NNA cumpla la mayoría de edad. 


En relación con las cifras consultadas indicó que, hoy en día, hay 341 niños declarados susceptibles de ser adoptados, y respecto de los postulantes declarados idóneos para adoptar, señaló que hay 618 postulantes nacionales y 118 postulantes internacionales. 

Votación

Vuestra Comisión de Familia, después de haber recibido las opiniones, observaciones e indicaciones de las personas e instituciones individualizas precedentemente, lo que permitió a sus miembros formarse una clara idea acerca de las bondades y deficiencias que presentaba el proyecto del Ejecutivo, y compartiendo plenamente los fundamentos y el contenido general de la iniciativa como los que presentan las nuevas indicaciones del mismo, procedió a dar su aprobación, por unanimidad, a la idea de legislar. Votaron las diputadas María Angélica Cristi Marfil (presidenta), Karla Rubilar Barahona, María Antonieta Saa, Marcela Sabat y Mónica Zalaquett Said, y los diputados Ramón Barros Montero, Eugenio Bauer Jouanne, Issa Kort Garriga y Jorge Sabag Villalobos.
*********************

2.-DISCUSIÓN Y VOTACIÓN en particular

A) Indicación del Ejecutivo


Con fecha 4 de noviembre de 2014, en la sesión 86ª, se dio cuenta de una serie de indicaciones formuladas por la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet. 

Al respecto, el Ministro de Justicia, don José Antonio Gómez, explicó que la propuesta pone el foco principal en el interés superior del menor y especificó que se privilegiará la mantención de los niños, niñas o adolescentes dentro del seno familiar de origen o dentro de su familia extendida. Además, indicó que se eliminó el orden de prelación para los candidatos a una adopción y especificó que serán los tribunales de justicia, sobre la base de informes técnicos elaborados por el Sename, los que determinarán las mejores opciones para los menores.


La Comisión, integrada luego del cambio de período legislativo por los diputados y diputadas Daniela Cicardini Milla, Marcos Espinosa Monardes, Ramón Farías Ponce, Juan Enrique Morano Cornejo, Claudia Nogueira Fernández, Sergio Ojeda Uribe (Presidente), José Miguel Ortiz Novoa, Denise Pascal Allende, Karla Rubilar Barahona, Marcela Sabat Fernández, David Sandoval Plaza, Marisol Turres Figueroa y Germán Verdugo Soto, manifestaron su satisfacción por las esperadas indicaciones del Ejecutivo al proyecto iniciado en Mensaje durante la administración del Presidente Sebastián Piñera, que moderniza el sistema de adopción en Chile y promueve reducir la institucionalización de los menores en estado de vulnerabilidad.

Valoraron la reactivación del trámite legislativo de la propuesta legal y el perfil más innovador que tomó el proyecto con la introducción de las nuevas disposiciones, como, asimismo, destacaron el hecho que se promueva la celeridad en los procesos de adopción, la preocupación por el bienestar de los NNA y la idea de fomentar la relación familiar por sobre la institucionalización.

Por otra parte, para algunos, el hecho más relevante es el de terminar con la prelación respecto de quienes quieren adoptar y que sea el juez, conforme a determinados criterios, el que va a definir quiénes son los más idóneos teniendo en vista el interés superior del NNA.


Igualmente, todos los integrantes valoraron el que sea el Sename la institución que va a centralizar el tema de la adopción porque abre la puerta para que los niños puedan ser adoptados por cualquier persona que esté en condiciones de hacerlo, independiente de su sexo y de si están casados o no.

El Ministro de Justicia señor Gómez, recalcó que las indicaciones tienen como objetivo claro lograr que los niños puedan, en general, instalarse nuevamente en sus familias de origen o, en su defecto, en su familia extendida (tíos, abuelos, primos) o con familias de acogida, de modo de evitar la institucionalización de los menores. Especificó que, de no lograrse este evento, se avanzará en el proceso de adopción con una preocupación especial del Estado para que la integración de esos niños a las familias o personas que quieran adoptarlos sea lo más eficaz posible.

Informó que se terminará con la prelación con el objetivo de que los NNA tengan mayores posibilidades de adopción y que sean los tribunales, de acuerdo a informes técnicos, los que determinen la viabilidad de los postulantes atendiendo el interés superior del niño. Indicó que el proyecto no aborda el tema de la adopción por parte de parejas de un mismo sexo, aunque reconoció que puede ser un asunto a debatir durante la discusión. En todo caso, sin presentar una postura a favor o en contra sobre el punto, insistió en que el objetivo del Gobierno es que muchos niños que llevan años en residencias, puedan ser integrados en alguna familia.

CONTENIDO DE LA INDICACIÓN

La propuesta del Ejecutivo establece que "la adopción tiene por objeto velar por el interés superior del adoptado y amparar su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde el afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen.”

La iniciativa destaca la responsabilidad que le cabe al Estado en velar por el bien superior de los menores y releva el papel del Servicio Nacional de Menores (Sename) en materia de adopción. Además, determina los procedimientos a seguir en las audiencias preliminar y de ratificación; las formalidades en torno a las solicitudes de adoptabilidad y la reapertura de los procesos de adoptabilidad; y fija los efectos de la sentencia que declara la adoptabilidad.

La indicación también señala el deber del Estado de promover la adopción de niñas, niños y adolescentes con necesidades especiales, desarrollando las medidas adecuadas para tales efectos; y define que la adopción es siempre subsidiaria y sólo procederá en aquellos casos en que se acredite la imposibilidad de disponer de otras medidas que permitan la permanencia de los menores en su familia de origen.

La norma propuesta señala que la “adopción procede como una institución que tiene por objeto restituir el derecho a vivir en una familia idónea a aquél niño, niña o adolescente cuya familia de origen no le pueda proporcionar los cuidados que le permitan satisfacer su necesidades tendientes a alcanzar su desarrollo integral".

El Ejecutivo propone en su indicación que podrán postular para ser adoptantes los matrimonios y las personas solteras, divorciadas o viudas con residencia permanente en Chile. Sólo a falta de los anteriores, podrá considerarse para la adopción a matrimonios con residencia permanente en el extranjero.

Además, se precisa que en caso que un guardador o guardadora de un programa de acogimiento familiar solicite la adopción de una niña, niño o adolescente sujeto a su cuidado, junto con cumplir los requisitos previstos por esta ley para adoptar, el Sename, los organismos acreditados nacionales y los tribunales deberán considerar especialmente, a efectos de seleccionar al postulante y acoger la adopción, respectivamente, el tiempo transcurrido bajo su cuidado, el que no podrá ser inferior a seis meses ininterrumpidos.

Asimismo, se señala que el Sename evaluará a los guardadores o guardadoras de un programa de acogimiento familiar interesados en adoptar a la niña, niño o adolescente a su cargo, para determinar su idoneidad; y se recalca que no se podrá declarar la falta de idoneidad por causales que constituyan discriminación arbitraria.

En el caso que dos o más niñas, niños o adolescentes que se encuentren en situación de ser adoptados sean hermanos, se plantea procurar que los adopten los mismos padres. Si ello no fuere posible, el juez intentará establecer un régimen comunicacional que permita mantener el vínculo entre ellos.

Finalmente, entre otras normas, se establecen los procedimientos sobre información de adopción y para que el Registro Civil oficie a los ministerios de Educación y de Salud para que se ajusten los antecedentes relativos a la filiación de origen de la niña, niño o adolescente adoptado y se incorpore en su reemplazo su nueva identidad, sin que puedan vincularse ambas.

********************
ACUERDOS ALCANZADOS EN LA DISCUSIÓN PARTICULAR

Artículo 1°.- Derógase la Ley N° 19.620.


Este artículo dispone la derogación de la Ley N° 19.620, de 5 de agosto de 1999, que dicta normas sobre adopción de menores.


La Comisión, por técnica legislativa, dejó su votación para el final de la tramitación de este proyecto

************************


Artículo segundo. Apruébase la siguiente Ley de Adopciones:
Ley de Adopción

Título I

Disposiciones generales

“Artículo 1°.- Adopción. La adopción es una medida de restitución de derechos, mediante la cual se proporciona una familia declarada idónea a aquellas niñas, niños y adolescentes declarados judicialmente adoptables, estableciendo un vínculo de filiación entre personas que no lo tienen por naturaleza.


La adopción confiere al adoptado el estado civil de hija o hijo respecto del o de los adoptantes en los casos y con los requisitos que la presente ley establece.”

La Ley N°19.620
 no entrega un concepto de adopción, sólo menciona su objeto, cual es, velar por el interés superior del adoptado y amparar su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde el afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen.


El texto propuesto entrega un concepto de adopción que no constituye un concepto jurídico propiamente tal, pues define la institución como una medida de restitución de derechos. Al respecto, la Corte Suprema conociendo el proyecto de ley de conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, sobre el artículo 1°, opinó que “La ley vigente no entrega un concepto de adopción, sólo menciona su objeto cual es velar por el interés superior del adoptado y amparar su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde el afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen.

El texto propuesto en el proyecto parte entregando un concepto de adopción que no constituye un concepto jurídico propiamente tal, pues define la institución como "una medida de restitución de derechos". Al respecto se estima que la adopción no es una medida en sentido estricto, porque ello supone admitir que el niño, niña y adolescente ha sido privado de todos o algunos de sus derechos, los cuales le serán restituidos mediante un procedimiento de adopción, pero no con respecto de la familia de origen sino que en relación a la familia adoptante.

Además, en general, el uso del término medida alude a una decisión de carácter transitorio y no a una situación jurídica definitiva. Huelga mencionar que la propia iniciativa, en el Título VIII relativo a las prohibiciones y sanciones, establece en el artículo 61 que "La adopción es una institución social de protección".


Finalmente se desestimó su inclusión en la ley, por estimarse que era innecesario entregar un concepto en atención a lo preceptuado por el artículo 20 del Código Civil, el cual prescribe que las palabras de la ley se entienden en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras. Este sentido natural y obvio del término "adopción" es el señalado por el Diccionario de la Lengua de la Real Academia Española, que señala que la adopción es "recibir como hijo, con los requisitos y solemnidades que establecen las leyes, al que no lo es naturalmente".


Doctrinariamente, la adopción ha sido definida como "una institución jurídica por la que, con las solemnidades y requisitos legales, se crea entre dos personas que pueden ser extrañas entre sí, relaciones de parentesco y filiación". Hay quienes la definen como "una filiación exclusivamente jurídica, que descansa no sobre una verdad biológica, sino sobre una realidad jurídica".


Indicación N° 1. La Presidenta de la República formuló indicación para reemplazar el inciso primero del artículo 1° por el siguiente:


“Artículo 1°.- Adopción. La adopción tiene por objeto velar por el interés superior del adoptado, y amparar su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde el afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen.”.


Los representantes del Ejecutivo
, explicaron que todas las indicaciones presentadas por el Ejecutivo fueron consensuadas -tras un acabado análisis- por el Ministerio del ramo, el Servicio Nacional de Menores y el Consejo Nacional de la Infancia.


Agregaron que la indicación propuesta pretende fortalecer la definición de adopción entregando una redacción más acorde al espíritu del proyecto de ley y a los principios que contempla, como, asimismo, armonizar la normativa a los tratados internacionales ratificados por Chile en esta materia. 


Complementando lo anterior, indicaron que la redacción de la indicación del Ejecutivo viene a hacerse cargo de la observación que la Corte Suprema emite sobre la definición de adopción que contiene el proyecto, en el sentido de que conceptualizarla como “medida” no se condice con el estatus de una institución del Derecho Civil, por cuanto el uso del término alude a una decisión de carácter transitorio y no a una situación jurídica definitiva.


Además, señalaron que la redacción propuesta agrega ciertos objetivos de la adopción como lo es el derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde afecto y le procure cuidados para satisfacer sus necesidades espirituales y materiales.

Algunos integrantes de la Comisión manifestaron aprensiones por el hecho de que la indicación del Ejecutivo no proporcione una definición de adopción, sino que solo haga una referencia al objeto de la misma, reproduciendo el artículo 1° de la Ley 19.620, actualmente vigente. Estimaron necesario establecer un concepto, pues de esa manera las personas podrán entender cabalmente la institución y, agregaron, que si la Corte Suprema estimó que definirla como una “medida de restitución” no es lo más adecuado, debiese considerarse otra definición que entregue una visión integral y jurídica del término. Finalmente, se consultó la razón por la cual el Ejecutivo desechó el concepto de adopción proporcionado por el proyecto de ley, en su artículo 1°.

La señora Paulina Vodanovic, Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, explicó que la decisión de retomar la definición de adopción de la ley vigente, obedece a que se coincidió con la opinión de la Corte Suprema, en tanto estimó innecesario entregar un concepto en atención a lo preceptuado por el artículo 20 del Código Civil, el cual prescribe que las palabras de la ley se entienden en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras. Enfatizó que este sentido natural y obvio del término "adopción" es el señalado por el Diccionario de la Lengua de la Real Academia Española, que establece que la adopción es "recibir como hijo, con los requisitos y solemnidades que establecen las leyes, al que no lo es naturalmente".


Agregó que, como las materias de adopción se vinculan particularmente con el Código Civil, les pareció razonable mantener la armonía entre ambos cuerpos normativos y bajo esa lógica se valoró la opinión de la Excelentísima Corte.


-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0).

-Puesto en votación el artículo 1°, con la indicación aprobada y el inciso segundo del proyecto que no fue objeto de indicaciones, fue aprobado con la misma votación anterior (7-0-0).
**********************

Artículo 2°.- Definiciones. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por:

a) Convenio: Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional.
b) Niña, niño: Toda persona que no ha cumplido los 14 años de edad. 

c) Adolescente: Toda persona, desde los 14 hasta los 18 años de edad. 

d) Servicio: Servicio Nacional de Menores.

e) e) Registro Civil: Servicio de Registro Civil e Identificación.


Puesto en votación el artículo 2°, se aprobó, sin debate, por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0). 
********************

“Artículo 3°.- Adopción nacional e internacional. La adopción puede ser nacional o internacional. 


La adopción es nacional si la niña, niño o adolescente a ser adoptado y el o los solicitantes de la adopción tienen su residencia permanente en Chile al momento de presentar la solicitud. La adopción nacional siempre se constituirá en Chile. 


La adopción es internacional si la niña, niño o adolescente a ser adoptado tiene su residencia habitual en un Estado, denominado Estado de origen, y los solicitantes de la adopción tienen su residencia habitual en otro Estado, denominado Estado de recepción, al cual va a ser trasladado la niña, niño o adolescente. De esta clase de adopción se trata en el Título V.”


Respecto de este artículo el Ejecutivo explicó que la finalidad de la disposición es distinguir ambas modalidades de adopción, nacional e internacional, precisamente, para evitar conflictos al adoptar en Chile a niños extranjeros. 

Indicación N° 2. De la Presidenta de la República para agregar el siguiente inciso final al artículo 3°: “Para los efectos de lo dispuesto en el Convenio, la autoridad central en materia de adopción internacional es el Servicio.”.


Los diputados fundamentaron su decisión en lo acertado que resulta que el proceso se centralice en el Servicio Nacional de Menores.


Puesto en votación el artículo con la indicación del Ejecutivo, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0).
**********************

“Artículo 4°.- Características y legislación aplicable. La adopción es una medida de orden público, incondicional e irrevocable, sin perjuicio de la acción de nulidad que pueda deducirse en su contra. 


En su constitución y efectos se tendrán en consideración las normas de esta ley y todos los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Política de la República y leyes nacionales, el Convenio, la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás instrumentos internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.


En cuanto a su tramitación, en lo no previsto por esta ley, le serán aplicables las disposiciones contenidas en el Título III de la Ley N° 19.968.”

Indicación N° 3. De la Presidenta de la República, para reemplazar en el inciso primero, la voz “incondicional” por “pura y simple”.


Respecto de este artículo, referido a las características de la adopción y su legislación aplicable, el señor Pedro Pacheco, abogado del Departamento de Reinserción Social Juvenil del Ministerio de Justicia y la señora Consuelo Gazmuri, asesora jurídica de la Dirección Nacional de Sename, fundamentaron la indicación en que tiene un carácter formal y que su importancia radica en que en el lenguaje jurídico cuando un acto jurídico no es susceptible de modalidades, como lo es la adopción, se denomina con la expresión de “puro y simple”.


Puesto en votación el artículo con su respectiva indicación fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0).

**************************

“Artículo 5°.- Programa de adopción. Es el conjunto de actividades destinadas a restablecer el derecho de la niña, niño o adolescente a vivir en una familia idónea. Para tales efectos, se desarrollarán los subprogramas que sean necesarios para dar cumplimiento a los objetivos de la presente ley.


Los programas de adopción serán diseñados y ejecutados por el Servicio, y por los organismos acreditados ante éste. Los subprogramas de adopción se determinarán y regularán en el reglamento de la presente ley.


El financiamiento de los programas de adopción se regirá por las disposiciones contenidas en la Ley N° 20.032 y su Reglamento.”


Los programas de adopción, cuyo sentido es el desarrollo de una serie de actividades para restablecer el derecho del NNA a vivir en una familia idónea, se ejecutan a través de subprogramas, regidos por la ley sobre subvenciones al Sename N° 20.032 y su reglamento
.

La referida ley menciona sobre la materia los siguientes programas:


1.-Programa de Protección de Derechos: destinado a ofrecer al niño, niña o adolescente la atención ambulatoria necesaria para la adecuada protección, reparación o restitución de sus derechos (...), y los subprogramas:


a.) Programa de protección en general: destinado a la protección, reparación o restitución de los derechos del niño, niña o adolescente frente a situaciones de vulneración de los mismos que por su entidad no requieran de una intervención especializada.


b) Programa de protección especializado: destinado a otorgar intervención reparatoria especializada frente a situaciones de graves vulneraciones de derechos, tales como: situación de calle, consumo abusivo de drogas, maltrato infantil grave, explotación sexual comercial infantil u otras problemáticas que atenten gravemente contra el normal desarrollo del niño, niña o adolescente.


c) Fortalecimiento familiar, destinado a afianzar la capacidad de los padres o de quienes puedan asumir responsablemente el cuidado personal del niño, niña o adolescente que se encuentre en un centro residencial para ejercer directamente dicho cuidado, propiciando su pronto egreso y su reinserción familiar.


Indicación N° 4. De las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y de los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo, para agregar en el inciso primero, a continuación de la palabra “cumplimiento” la voz “total y efectivo”.


El diputado Farías fundamentó la indicación en la necesidad de garantizar que los subprogramas que se desarrollarán cumplan los objetivos establecidos en la ley.

El Ejecutivo se manifestó de acuerdo con la propuesta. 


Por otra parte, los integrantes de la Comisión manifestaron aprensiones sobre los términos “familia idónea” que emplea el artículo, requiriendo información al Ejecutivo sobre sus alcances, como asimismo, respecto de si las personas solteras al adoptar un niño serán consideras como tales.


Los asesores presentes indicaron que el legislador no ha definido qué se entiende por tal, ni en la Ley N° 19.620, ni en el Código Civil, y al efecto, consideraron que definirla en este contexto excedería el ámbito de esta ley.


Sobre el concepto de familia, en relación con las personas solteras que desean adoptar, aclararon que tanto la Ley N° 19.620, como el proyecto en estudio, mantienen la posibilidad de que las personas solteras puedan ser adoptantes y, en efecto, el sentido de la norma es que las personas solteras también constituyen familia, una vez que hayan concretado la adopción. 


En segundo lugar, agregaron que la idoneidad a la que alude la disposición es un concepto técnico que actualmente utiliza el Servicio para calificar la aptitud de un padre o madre y que tiene que ver con el objeto de la adopción, principalmente, con el derecho del niño a vivir en familia. Añadió que el certificado que emite el Servicio, por el cual incorpora a ese padre o a esa madre al registro de personas idóneas para adoptar, atiende principalmente a que éstos cumplen con los requisitos que establece la ley y que aseguran que ese niño cuente con el respaldo de protección debido, a fin de no vulnerar sus derechos.


En igual sentido, subrayaron que el proyecto de ley elimina el orden de prelación y bajo esa lógica lo que se establece es una evaluación tanto de matrimonios como de personas solteras o viudas y, en tal sentido, son los criterios técnicos los que predominan. 


Ante la pregunta de cuál es la distribución del porcentaje de adopciones por parte de matrimonios y de personas solteras, desde el punto de vista estadístico, se señaló que la mayoría de las adopciones son concretadas por matrimonios. Durante el año 2014 se llevaron a cabo 11 adopciones por  parte de personas solteras.


Sometido a votación el artículo 5° con la indicación incluida, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0).
************************


“Artículo 6°.- Organismos acreditados nacionales y autorizados extranjeros. Son organismos acreditados nacionales las corporaciones o fundaciones que cumpliendo los requisitos dispuestos para la ejecución de programas de adopción, son reconocidos en esta calidad por resolución fundada del Director Nacional del Servicio.


Dicha acreditación se otorgará únicamente a corporaciones o fundaciones que tengan entre su objeto la asistencia o protección de menores de edad, demuestren competencia técnica y profesional para ejecutar programas de adopción, y sean dirigidas por personas idóneas.


Son organismos autorizados extranjeros aquéllos que con el objeto de actuar como intermediarios en materia de adopción internacional de niñas, niños y adolescentes residentes en Chile, han sido autorizados por el organismo competente del Estado al que pertenecen y por el Servicio. 


Dicha autorización se otorgará a instituciones sin fines de lucro, en las condiciones y dentro de los límites fijados por las autoridades competentes del Estado que lo haya acreditado, que sean dirigidos y administrados por personas cualificadas por su formación o experiencia para actuar en el ámbito de la adopción internacional y que estén sometidos al control de las autoridades competentes de dicho Estado, en cuanto a su composición, funcionamiento y situación financiera.


El reglamento de la presente ley regulará el procedimiento para la concesión, denegación, suspensión, revocación, y renovación de la acreditación o autorización del organismo, según corresponda, la que se dispondrá por resolución fundada del Director Nacional del Servicio.”

Indicación N° 5. Del diputado Farías, para 
a) intercalar, en el inciso segundo, entre la palabra “asistencia” y la conjunción “o” el término “cuidado”.

b)  y para intercalar entre las palabras “adopción” y la conjunción “y”, la siguiente frase: “que posean la infraestructura necesaria”.


En cuanto a la primera de las indicaciones tanto el Ejecutivo como los parlamentarios, estuvieron de acuerdo en que viene a complementar el objeto de las corporaciones y fundaciones para ser merecedoras de la acreditación a que se refiere el artículo. Añadieron que lo que se pretende con la propuesta no es sino salvaguardar el cuidado de los niños que van a ser adoptados. 

Puesta en votación la indicación signada con la letra a) fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0).


Sin embargo, respecto de la indicación signada con la letra b), la gran mayoría de los parlamentarios manifestaron que la infraestructura no debe estar regulada en la ley, ya que los requisitos que deben tener estos organismos son materia de regulación reglamentaria.


Puesta en votación la indicación signada con la letra b), fue rechazada por mayoría. Votó a favor la diputada Cicardini; en contra votaron los diputados Espinosa, Ojeda, Ortiz y Verdugo, y se abstuvo la diputada Turres (1-4-1).

Puesto el artículo en votación con la indicación aprobada, fue sancionado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini y Turres, y los diputados Espinosa, Ojeda, Ortiz y Verdugo (6-0-0).
*********************

“Artículo 7°.- Facultad de hacerse parte. El Servicio y los organismos acreditados nacionales podrán hacerse parte en todos los asuntos que regula esta ley, en defensa de los derechos de la niña, niño o adolescente. Esta facultad podrá ejercerse hasta que produzca efectos la adopción y, con posterioridad, sólo para intervenir en el juicio de nulidad de la misma.”

Respecto de este artículo que se refiere a la facultad que tiene el Servicio y los organismos acreditados nacionales para hacerse parte en todos los asuntos que regula esta ley, se consultó al Ejecutivo por el alcance de la norma y precisar específicamente a qué asuntos se refiere, señalando algunos integrantes que otorgar una facultad tan amplia podría eventualmente perjudicar el interés superior del niño.


Sobre el punto, el Ejecutivo explicó que actualmente la Ley N° 19.620 otorga esta facultad en los mismos términos expuestos en el proyecto, y enfatizó que la norma tiene por objeto que tanto el Servicio como los organismos acreditados tengan legitimación activa para actuar –sin mayor dilación- en aquellas causas judiciales en que deba resguardarse el interés superior del niño.

Sometido a votación el artículo fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0).

***********************

Artículo 8°.- Registros. El Servicio deberá mantener, a lo menos, los siguientes registros: 

a) Registro de personas declaradas adoptables.
b) Registro de matrimonios y personas declaradas idóneas para la adopción de una niña, niño o adolescente, distinguiendo entre aquellas que tengan residencia en Chile y las que residan en el extranjero.


Los registros deberán ser actualizados permanentemente. Sus características y funcionamiento se regularán en el reglamento de esta ley.


Indicación N° 6 de la Presidenta de la República, para agregar en el inciso primero un literal c), nuevo, del siguiente tenor: “c) Registro de adopciones otorgadas.”.


El Ejecutivo señaló que el artículo tiene por finalidad establecer un “piso” respecto de los registros que necesariamente deberá mantener el Servicio, considerando que en el futuro pudiesen ser necesario otros distintos y en tal sentido la redacción de la norma es facilitadora, porque al incorporarse el registro de adopciones otorgadas, se pretende resguardar la completa información del niño o niña que ha sido dado en adopción. 


Frente a la preocupación de la Comisión sobre el plazo para actualizar los registros, contemplado en el inciso segundo del artículo en estudio, se hizo presente que actualmente los registros se actualizan cada vez que un niño es entregado en adopción y que dicha periodicidad quedará consagrada y será regulada mediante el reglamento.


Además, la actualización permanente de los registros se justifica porque el tribunal de familia al dictar la sentencia que declara la susceptibilidad de la adopción ordena oficiar al Servicio para que incorpore al Registro al niño respecto del cual se haya declarado dicha susceptibilidad, y cuando dicta la sentencia de adopción ordena que se elimine del registro al niño adoptado. Con la indicación también ordenará que lo incorpore al registro de adopciones otorgadas.

Sometido a votación el artículo con la indicación del Ejecutivo fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0).




**************************

Indicación N° 7. De la Presidenta de la República, para intercalar un artículo 9°, nuevo, en el Título I “Disposiciones generales”, pasando el actual a ser artículo 10, adecuándose el orden correlativo de los demás artículos, con el siguiente texto:


“Artículo 9.- Adopción de niñas, niños y adolescentes con necesidades especiales. El Estado deberá promover la adopción de niñas, niños y adolescentes con necesidades especiales, desarrollando las medidas adecuadas para tales efectos.


Se entenderán como niñas, niños y adolescentes con necesidades especiales a quienes presenten alguna discapacidad o cualquier otra condición que dificulte su adopción, como el hecho de haber sido declarado adoptable y compartir tal circunstancia con uno más de sus hermanos; o en razón de su edad u otra condición.”.

El representante del Ejecutivo manifestó que el sentido de esta norma es regular una realidad práctica, dada por la falta de interés en adoptar a niños mayores de 3 años o a aquellos que padecen algún tipo de discapacidad o enfermedad y, al efecto, esta norma procura que el Estado propenda a implementar las medidas conducentes a hacer posible que estos niños sean adoptados.


La Comisión estuvo muy de acuerdo y compartió su texto, sin embargo, presentó una indicación para darle una mejor redacción al inciso segundo, la que se concretó en la siguiente:

“Se entenderán como niñas, niños y adolescentes con necesidades especiales a quienes presenten alguna discapacidad o cualquier otra condición que dificulte la adopción de quienes hayan sido declarados adoptables; compartan tal circunstancia con uno o más de sus hermanos, y a quienes  en razón de su edad u otra condición similar, se les considere como tales.” 

Puesto en votación la indicación con su nueva redacción fue aprobada por mayoría. A favor votaron las diputadas Cicardini y Turres, y los diputados Espinosa, Ojeda, Ortiz y Sandoval, y se abstuvo el diputado Verdugo (6-0-1).
**************************
Título II Principios

“Artículo 9° (que pasa a ser 10). Interés superior del niño. El interés superior del niño es el principio rector y, en consecuencia, obligatorio de todo procedimiento relacionado con la adopción. Se entenderá por interés superior del niño la satisfacción integral y simultánea de los derechos de las niñas, niños y adolescentes consagrados en la Constitución Política de la República y las leyes, el Convenio, la Convención de los Derechos del Niño, y los demás instrumentos internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

El interés superior del niño debe considerarse en la resolución de conflictos de derechos, en la determinación de las políticas públicas en la materia y en toda resolución judicial y administrativa concerniente a la adopción de las niñas, niños y adolescentes.”

Indicación N° 8, de la Presidenta de la República, para suprimir en el inciso primero del actual artículo 9°, que pasa a ser artículo 10, el párrafo final que se inicia con la expresión “Se entenderá” y termina con el punto aparte, es decir, el concepto entregado por la norma del proyecto de ley.

El representante del Ejecutivo manifestó que trabajó este proyecto conjuntamente con el Servicio Nacional de Menores y el Consejo Nacional de la Infancia y fue esta última institución la que solicitó no definir el principio sino enunciarlo solamente, pues estimaron pertinente contemplar su definición posteriormente en el Código de la Infancia y en la ley de derechos fundamentales de la infancia que se encuentran elaborando.


Algunos parlamentarios manifestaron su desacuerdo con la propuesta del Ejecutivo, argumentando que es contradictorio no establecer una definición del principio del interés superior cuando éste constituye el principio rector en esta materia, es nombrado en innumerables ocasiones en el proyecto, y, en consecuencia, obligatorio en todo el procedimiento.


Por otra parte, el Ejecutivo agregó que, tal como consignó la Corte Suprema
 en su informe, es primera vez que el legislador entrega un concepto de "interés superior del niño", cuestión que ni siquiera hace la Convención sobre los Derechos del Niño. Añadió que en nuestra legislación interna este principio está recogido en diversas normas, tales como, el Código Civil, Ley sobre Responsabilidad Penal Juvenil, Ley de Tribunales de Familia, pese a no contemplar una definición del mismo.


Enfatizó que existe suficiente doctrina y jurisprudencia de los Tribunales Superiores de Justicia y de la Corte Internacional de Justicia en la que se ha sostenido que a lo que alude el concepto de interés superior del niño es a la satisfacción integral de los derechos del mismo.


Por todo lo anterior, es que el Ejecutivo estimó inadecuado proporcionar un concepto del referido principio por cuanto se trata de un estándar, de un principio orientador del derecho, cuyo sentido y alcance debe ser determinado por los tribunales de justicia para su correcta aplicación.

Sometida a votación la indicación fue aprobada por mayoría. A favor votaron la diputadas Cicardini y los diputados Espinosa, Ojeda, Ortiz y Sandoval, y se abstuvieron la diputada Turres y el diputado Verdugo (5-2-2).

Puesto en votación el artículo 9°, en los términos expuestos, fue aprobado por mayoría. A favor votaron las diputadas Cicardini y Turres, y los diputados Espinosa, Ojeda, Ortiz, Sandoval, y se abstuvo el diputado Verdugo (6-0-1).
*************************

“Artículo 10 (pasa a ser 11). Derecho de la niña, niño y adolescente a vivir en familia. Toda niña, niño y adolescente tiene derecho a crecer en una familia que le permita un desarrollo integral de su persona.


La adopción procede como una institución que tiene por objeto restituir el derecho a vivir en una familia idónea a aquel niño, niña o adolescente cuya familia de origen no le pueda proporcionar los cuidados que le permitan satisfacer sus necesidades tendientes a alcanzar su desarrollo integral.”

Indicación N° 9, de la Presidenta de la República, para suprimir el inciso segundo del actual artículo 10, que pasa a ser artículo 11.


Los representantes del Ejecutivo fundamentaron la propuesta explicando que el inciso segundo se refiere al principio de subsidiariedad de la adopción y que si bien se vincula con el derecho de la niña, niño y adolescente a vivir en familia no tiene que ver materialmente con el principio aludido. En todo caso, aclararon que el inciso suprimido formará parte de otra disposición.

Puesta en votación la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0).


Puesta en votación el artículo en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0).

************************

“Artículo 11 (que pasa a ser 12). Subsidiaridad de la adopción. Corresponde al Estado adoptar las medidas legales, administrativas y judiciales que permitan mantener a la niña, niño o adolescente en su familia de origen, así como la protección y asistencia especial de las niñas, niños y adolescentes que estén temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo interés superior exija que no permanezcan en ese medio, privilegiando, en tales casos, su incorporación a una familia adoptiva.”

Este artículo fue objeto de dos indicaciones:


Indicación N° 10, de la diputada Cicardini y del diputado Farías, para agregar entre las expresiones “protección” y la conjunción “y” la expresión “cuidado”.

Indicación N° 11, de la Presidenta de la República, para sustituir, en el actual artículo 11, que pasa a ser artículo 12, las expresiones “Subsidiariedad de la adopción” por “Responsabilidad del Estado”.

Por parte del Ejecutivo se explicó, por una parte, que la importancia de la indicación radica en destacar que es el Estado el responsable respecto de la adopción y, por la otra, que la subsidiariedad será tratada en el artículo 13 nuevo que se intercala posteriormente.

Sometido a votación el artículo con sus dos indicaciones fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0).

***********************

“Artículo 12. (Que pasa a ser 13). Derecho a ser oído. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a ser oídos en todos los asuntos que les afecten, debiendo considerar sus opiniones atendiendo a su edad y al grado de madurez que manifiesten.


Tratándose de adolescentes, será necesario su consentimiento expreso ante el juez durante el procedimiento de adoptabilidad, en relación con la posibilidad de ser adoptado y, en el curso del procedimiento de adopción, respecto de la solicitud presentada por él o los interesados.


En caso de negativa por parte de niños o niñas, o falta de consentimiento por parte del adolescente durante el procedimiento de adoptabilidad o de adopción, el juez designará un curador ad litem.


Excepcionalmente, en caso de falta de consentimiento por parte del adolescente, por resolución fundada, el juez podrá resolver que prosiga el respectivo procedimiento, dejando constancia de los motivos invocados por el adolescente, si los hubiere.”

Al respecto, el Ejecutivo presentó tres indicaciones, del siguiente tenor:

Indicación N° 12 de la Presidenta de la República, para reemplazar en el inciso segundo, la expresión “su consentimiento expreso” por la siguiente: “que éste asienta expresamente”.

Indicación N° 13 de la Presidenta de la República, para eliminar los incisos tercero y cuarto.

Indicación N° 14 de la Presidenta de la República, para agregar un nuevo inciso final del siguiente tenor:


“En caso de negativa de la niña o niño, o en caso de que el adolescente no manifieste voluntad, excepcionalmente el juez podrá resolver que prosiga el procedimiento, por resolución fundada, nombrándole un curador ad litem.”.

El representante del Ejecutivo señaló que dentro de la revisión que se hizo del proyecto de ley se consideró importante incorporar el principio del niño a ser oído, tal como se ha ido perfeccionando en la jurisprudencia internacional. Explicó cómo el fallo de la Corte Interamericana de Justicia sobre el “Caso Atala” impuso al Estado el estándar en cuanto a cómo debe aplicarse el referido principio.


Manifestó que tratándose de la adopción, específicamente la declaración de susceptibilidad, asunto de interés para el menor de 18 años de edad, éste debe ser oído, es decir, debe conocerse su opinión en aquello que le va a afectar, de conformidad con el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño.
 


Enfatizó que el citado artículo establece, a propósito de este derecho, una graduación del mismo, distinguiendo desde el punto de vista de los ciclos vitales.


En relación a lo expuesto, explicó que el sentido del nuevo inciso que se agrega es precisar cómo debe considerarse la negativa del niño o niña en el proceso de adopción, en razón de su madurez y es así como la modificación propone que en caso de negativa de menores de 14 años o en caso de que el adolescente no manifieste su voluntad, el juez podrá excepcionalmente por resolución fundada resolver continuar con el procedimiento, nombrándole un curador ad litem, de manera de salvaguardar su interés superior y contar con un proceso de mayor reflexión.


Indicó que bajo los criterios de la Convención y del principio de la autonomía progresiva de la voluntad, se establece que cuando un adolescente manifiesta su voluntad de no proseguir con el procedimiento esa opinión deberá ser respetada. 

Puestas en votación las indicaciones, fueron aprobadas por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0).


Puesto en votación el artículo 12 con las indicaciones señaladas, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Sandoval y Verdugo (7-0-0).

**********************

Indicación Nº 15, de la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente artículo 13, nuevo:


“Artículo 13.- Subsidiariedad de la adopción. La adopción es siempre subsidiaria y sólo procederá en aquellos casos en que se acredite la imposibilidad de disponer de otras medidas que permitan la permanencia de la niña, niño o adolescente en su familia de origen.


La adopción procede como una institución que tiene por objeto restituir el derecho a vivir en una familia idónea a aquél niño, niña o adolescente cuya familia de origen no le pueda proporcionar los cuidados que le permitan satisfacer su necesidades tendientes a alcanzar su desarrollo integral”.


El señor Pedro Pacheco, abogado del Departamento de Reinserción Social Juvenil del Ministerio de Justicia, manifestó que el principio de subsidiariedad de la adopción es piedra angular del sistema, y que en la Ley N° 19.620, actual, solo se alude a éste indirectamente, a propósito del concepto de adopción.


Explicó que la indicación introduce explícitamente este principio, declarando expresamente que la adopción es siempre subsidiaria. Señaló además que la indicación también establece mecanismos para asegurar la operatividad del mismo, así por ejemplo:


a) En el procedimiento de entrega voluntaria, la sola retractación del padre o madre que haya iniciado el proceso, será suficiente para concluir el mismo, egresando a la niña o niño del programa en que se encuentre con su familia (artículo 23).

b) Se exige que se haga un trabajo con la familia de origen antes de iniciar el procedimiento para declarar la adoptabilidad, a fin de precaver que en el proceso de declaración de adoptabilidad se develen situaciones no tratadas, que entorpezcan el desarrollo del procedimiento y, que se acredite, con el certificado correspondiente, el trabajo de intervención realizado con los parientes, el resultado del mismo y la imposibilidad de egreso con su familia de origen (artículo 25).


c)
Previo a la declaración de adoptabilidad, se deberá acreditar la imposibilidad de disponer de otras medidas que posibiliten la permanencia de la niña, niño o adolescente con su familia de origen y las ventajas que la adopción representa, considerando especialmente el interés superior del niño (artículo 26).

Indicación Nº 16, de los diputados señores José Pérez, Ratgheb y Sandoval, para intercalar el siguiente artículo 13 nuevo, adecuando el orden correlativo de los siguientes artículos:


“Artículo 13.- Subsidiariedad de la adopción. La adopción es siempre subsidiaria y sólo procederá en aquellos casos en que se acredite la imposibilidad de disponer de otras medidas que permitan la permanencia de la niña, niño o adolescente en su familia de origen.


La adopción procede como una institución que tiene por objeto resguardar a aquél niña, niño o adolescente cuya familia de origen no le pueda proporcionar los cuidados que le permitan satisfacer sus necesidades tendientes a alcanzar su desarrollo integral.” 

Los autores de la indicación justificaron la indicación señalando que les parecía más acertado emplear el verbo “resguardar” que el vocablo “restituir”, por cuanto la norma trata de derechos y no de cosas.


Por su parte, el diputado Morano expresó estar de acuerdo con la expresión restituir, sin embargo, estimó necesario prescindir del concepto de familia y referirse a “personas”, dado que de esa forma se incluye tanto a matrimonios, parejas y solteros (as).

Indicación Nº 17, de la diputada Cicardini y de los diputados Farías y Ojeda, para agregar en el actual artículo nuevo propuesto por el Ejecutivo, a continuación de la palabra “vivir en una familia “o con una persona idónea”.

Los autores fundamentaron su indicación en que el artículo al referirse al concepto de “familia” estaría excluyendo la situación de las personas solteras y por lo tanto la indicación tiene por objeto reconocer dicha realidad.

El señor Pedro Pacheco, abogado del Departamento de Reinserción Social Juvenil del Ministerio de Justicia, manifestó que la indicación viene a enriquecer el artículo y explicó que cuando una persona adopta siempre constituye familia, independientemente, si se trata de matrimonios o personas solteras.


En cuanto a la indicación primera, manifestó no estar de acuerdo con ella y enfatizó que el lenguaje que utiliza la Convención sobre los Derechos del Niño se refiere a “restituir” el derecho a vivir en una familia idónea, entendiendo que ese derecho el niño lo tiene y le ha sido privado por su familia de origen. Recordó que siempre antes de una adopción, salvo en caso de entrega voluntaria, hay un proceso de protección previo, en donde se trata de revincular al niño con su familia, por tanto, ese derecho existió y, en efecto, a través de la institución de la adopción se restituye.


Estimó, además, que el término resguardar podría inducir a confusión, pues dice relación más bien con una medida de protección -que es por esencia temporal- en circunstancia que la adopción es una medida permanente, por cuanto establece filiación.


Algunos integrantes manifestaron aprensiones en cuanto a que si el procedimiento de evaluación que se realiza a las parejas que deseen adoptar es el mismo para personas solteras.


Sobre el punto, el representante del Ejecutivo explicó que tanto en la Ley Nº 19.620 como en el proyecto de ley en estudio se mantiene, -en la figura de quienes pueden ser padres adoptivos- a los matrimonios y a las personas solteras, y que todas ellas deben pasar por el proceso  de idoneidad que realiza el Servicio.


Igualmente fue motivo de consulta el porcentaje de adopciones por parte de personas solteras en relación a la llevada a cabo por matrimonios. 

El señor Pedro Pacheco, abogado del Departamento de Reinserción Social Juvenil del Ministerio de Justicia, explicó que lo planteado dice relación con las causales por las cuales se puede inhabilitar a un padre o madre para declarar a ese niño como susceptible. Adelantó que el proyecto hace eco de incorporar normas antidiscriminación, y en tal sentido, queda explícitamente establecido en él que por motivos económicos nunca podrá inhabilitarse a sus progenitores. Enfatizó que, por todo lo anterior, es fundamental haber establecido en los artículos precedentes que es el Estado el responsable por el sistema de adopción, ya que si un padre tiene problemas económicos que impiden hacerse cargo de un hijo (a) el Estado debe ser el primero, a través de su sistema de protección social, en apoyarlo.

Puesta en votación la indicación de los diputados Pérez, Rathgeb y Sandoval fue rechazada por mayoría. A favor votaron la diputada Turres y los diputados Rathgeb, Sandoval y Verdugo; en contra votaron las diputadas Cicardini y los diputados Farías, Morano, Ojeda y Ortiz; y se abstuvo la diputada Rubilar (4-5-1).

Puesta en votación la indicación de la diputada Cicardini y de los diputados Farías y Ojeda, fue aprobada por mayoría. A favor votaron las diputadas Cicardini y Rubilar, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, Ortiz, y Rathgeb; en contra lo hizo el diputado Sandoval, y se abstuvo el diputado José Pérez (7-1-1).


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo con la modificación señalada fue aprobada por mayoría. A favor votaron las diputadas Cicardini y Rubilar, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, Ortiz, Rathgeb y Sandoval. En contra votó el diputado José Pérez (8-1-0).



***************************

“Artículo 13- (pasa a ser 15) Derecho a conocer los orígenes. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a conocer sus orígenes con el debido asesoramiento, de acuerdo con lo establecido en el artículo 55 de esta ley.


Para tal efecto, el Registro Civil garantizará la conservación de la información relativa a la identidad de la familia de origen y demás antecedentes vinculados a la adopción.”

Respecto de este artículo, cuya materia se encuentra regulada en el artículo 7° de la Convención sobre los Derechos del Niño, y es conocida como “principio de la verdad biológica”, el Ejecutivo presentó las siguientes indicaciones:


Indicación Nº 18. De la Presidenta de la República, para


a) Reemplazar en el inciso primero la expresión “niñas, niños y adolescentes” por “personas que han sido adoptadas” y la voz “el artículo 55” por “los artículos 56 y 57”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “Registro Civil” por “Estado”.

Respecto a la primera modificación propuesta, el señor Pedro Pacheco señaló que tiene por objeto establecer que el derecho a conocer sus orígenes es de todo aquél que ha sido adoptado, por lo que no se restringe sólo a las niñas, niños y adolescentes, como en la redacción original del proyecto. Por su parte, la remisión corresponde a la adecuación de los textos.


En cuanto a la segunda modificación explicó que la obligación de garantizar la información relativa a la identidad de la familia de origen corresponde al Estado, toda vez, que el título trata de principios, por lo que su redacción debe ser general, sin perjuicio de señalar pormenorizadamente el servicio encargado de esta obligación, en la sección correspondiente del proyecto de ley.


Algunos integrantes de la Comisión manifestaron que coincidían con la observación que hizo la Corte Suprema en cuanto a que la norma no explicita qué comprende el asesoramiento y, por ende, podría tratarse tanto de un simple consejo, como también, el asumir la representación legal del menor en la búsqueda de sus orígenes.


Por otra parte, consideraron que la remisión que hace la indicación a los artículos 56 y 57, tampoco es consistente dado que cuando en dichas normas se establece que las actividades tendientes al proceso de búsqueda serán reguladas por el Reglamento de la ley, igualmente no establece en qué consiste dicho asesoramiento.


En relación a la conservación de la información relativa a la familia de origen, igualmente algunos integrantes coincidieron con el Tribunal Supremo, en el sentido de que ello puede verse vulnerado de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 del proyecto de ley, en atención a que el numeral 4 de dicho precepto establece que el juez de familia debe oficiar al Ministerio de Educación a fin de que se eliminen del registro curricular los antecedentes relativos a la filiación de origen de la niña, niño o adolescente adoptado y se incorpore en su reemplazo su nueva identidad, sin que se puedan vincular ambas, atendida la reserva de la adopción. Finalmente, se solicitó al Ejecutivo revisar la referida disposición.


Agregó que la indicación amplía la redacción original del proyecto de ley, por cuanto establece que el derecho a conocer los orígenes, establecido tanto en la Convención sobre los Derechos del Niño, como en la Convención de la Haya, que rige en materia de adopciones internacionales, no se restringe únicamente a las personas menores de edad, sino que se consagra en favor de cualquier persona que haya sido adoptada.


Luego, manifestó que actualmente -a diferencia de lo ocurrido años atrás- en que las familias adoptantes no develaban que la filiación del hijo era adoptiva, las prácticas internacionales y nacionales sobre la materia es precisamente conciliar -desde la temprana edad- el derecho a vivir en familia con el derecho a la identidad.


Por lo anterior, explicó que la lógica fue establecer que cualquier persona actuando por si o representada por el Servicio o un organismo nacional acreditado puede solicitar al Registro Civil que le informe si su filiación es adoptiva o no. Sin embargo, aclaró, que distinto es conocer el contenido del expediente. Señaló que la experiencia y la evidencia señalan que los procesos de develación de los procesos de adopción son, muchas veces, desestructurantes para la personalidad de un niño, como suele suceder cuando se trata de adolescentes. Por lo tanto, la segunda parte del derecho a conocer los orígenes, que implica conocer en detalle la razón por las cuales se produce la entrega en adopción debe ser mediada y en tal sentido el estándar se eleva.


Finalmente, indicó que los artículos 56 y 57 se refieren a la situación en que el derecho a conocer los orígenes va más allá de tener conocimiento si la filiación es o no adoptiva, es decir, cuando la persona adoptada pretende una vinculación con la familia de origen. Remarcó que -en este contexto- el Estado en su deber de proporcionar asesoramiento debe conjugar dos derechos en colisión, por una parte, el legítimo derecho de quienes dieron en adopción de no querer vincularse con el niño(a) y, por otra parte, el derecho de este último a conocer sus orígenes.


Indicación Nº 19, de la diputada Cicardini y de los diputados Morano, Ojeda y Ortiz, para sustituir en la indicación del Ejecutivo signada con la letra b), el nombre “Registro Civil” por la frase el “Estado a través del Servicio de Registro Civil e Identificación”.


El diputado Morano fundamentó la indicación en el hecho de que, a su juicio, la indicación del Ejecutivo es imprecisa respecto de ante quién finalmente se debe recurrir para solicitar los antecedentes. 

En cuanto a esta última indicación el señor Pedro Pacheco señaló que el artículo analizado dice relación con los principios, pero que la operatividad del mismo se encuentra en el inciso tercero del artículo 56 al establecer que las copias de la sentencia o del expediente de adopción serán entregadas por el Registro Civil únicamente a pedido del adoptado mayor de edad, de los adoptantes o sus respectivos representantes legales. Además, añadió que el Estado de Chile al ratificar la Convención sobre los Derechos del Niño asumió la obligación de resguardar el derecho de conocer los orígenes, por lo que a nivel de regulación de principios generales de la ley se optó por referirse a “Estado”.


La diputada Rubilar reiteró la solicitud de revisión de la redacción del artículo 38 en tanto puede vulnerar el derecho a conocer los orígenes.


El señor Pedro Pacheco, respecto del artículo 38, expresó que la eliminación de la información del registro se refiere a registros que mantiene el Sename sobre las condiciones de susceptibilidad del niño y que la importancia de establecerla es evitar problemas administrativos cuando el niño es declarado en adopción. 


En cuanto a la propuesta del diputado Morano, advirtió que teniendo en cuenta que son varios los organismos que intervienen en la adopción, entre los cuales destacan ministerios, Registro Civil, Sename, organismos acreditados, es más propicia la redacción de la indicación del Ejecutivo, en orden a señalar que es el Estado el responsable y no una institución en particular.


Algunos integrantes fueron de la idea de que el derecho a conocer los orígenes inhibe a las personas a tomar la decisión de dar en adopción, dado que muchas de éstas pretenden con ello desligarse perpetuamente del niño (a), ocultando indefinidamente su identidad, y si bien el proyecto respeta el derecho de la madre o padre a no vincularse con su hijo dado en adopción, no resguarda la identidad de dichos progenitores. Consideraron fundamental conjugar ambos derechos, el del progenitor y el del adoptado, resguardando la identidad cuando quiera reservarse.

El señor Pedro Pacheco enfatizó que si la familia no desea vincularse con el niño que dio en adopción tiene el legítimo derecho de hacerlo y es por ello que el proyecto establece un proceso asesoramiento en donde se le consulta a la madre o padre que dio a su hijo en adopción si quiere o no vincularse con aquél. Explicó que el derecho a la identidad está reconocido en la actual Ley Nº 19.620 y en las que la precedieron. Agregó que se entiende, hace bastante años, que el derecho a la identidad, parte del cual es el derecho a conocer los orígenes, es un derecho fundamental garantizado en la Convención sobre los Derechos del Niño como en otros instrumentos internacionales.


Para otros integrantes, por tratarse de un derecho irrenunciable, el derecho a conocer los orígenes debe primar por sobre el eventual derecho de la madre no querer revelar su identidad.

Puesta en votación la indicación Nº 18, fue aprobada por mayoría. A favor votaron las diputadas Cicardini y Rubilar, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, Ortiz, Rathgeb y Sandoval, y se abstuvo la diputada Nogueira (8-0-1).

Puesta en votación la indicación N° 19 fue aprobada por mayoría. A favor votaron la diputada Ciccardini y los diputados Morano, Ortiz, Ojeda, Rathgeb y Sandoval. En contra votaron en contra las diputadas Nogueira y Rubilar, y el diputado Farías (6-3-0).

Puesto en votación el artículo 13 que pasa a ser 15) con las 2 indicaciones previamente aprobadas fue sancionado por unanimidad Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira y Rubilar, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, Ortiz, Rathgeb y Sandoval. (9-0-0).
********************************

“Artículo 14 (pasa a ser 16) Reserva. Todas las tramitaciones, tanto judiciales como administrativas, y la custodia de documentos a que den lugar los procesos de adoptabilidad y adopción serán reservadas. Los tribunales deberán adoptar todas las medidas de resguardo necesarias para el estricto cumplimiento de este fin.


No obstará la reserva a las certificaciones o copias que pidan los solicitantes durante la tramitación de los procesos que regula la presente ley, a fin de impetrar derechos que les correspondan o realizar actuaciones en beneficio de la niña, niño o adolescente que tienen bajo su cuidado personal.”

Este artículo que se refiere a la reserva y custodia de los documentos involucrados en el proceso de adopción, fue aprobado, sin debate, en los mismos términos, con la misma votación anterior (9-0-0).


Puesto en votación el artículo fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira y Rubilar, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, Ortiz, Rathgeb y Sandoval (9-0-0).
Título III

Procedimiento de adoptabilidad

Párrafo 1°

De las causales de adoptabilidad, la competencia y el inicio del procedimiento


Artículo 15 (pasa a ser 17).-Causales. Podrá iniciarse el procedimiento de adoptabilidad respecto de las niñas, niños o adolescentes, que vean afectado su derecho a vivir en familia por encontrarse en una o más de las siguientes situaciones:


a)
Entrega voluntaria realizada por la madre, el padre o de quienes ejercen su cuidado, con fines de adopción.


b)
Filiación no determinada.


c)
Orfandad de madre o padre, o de ambos.


d)
Abandono, por parte de la madre, del padre o de las personas a quienes se haya confiado su cuidado personal, durante un plazo de dos meses. Si el niño o niña fuere menor de un año, este plazo será de un mes. En el caso de adopción por integración, dicho plazo se extenderá a dos años, cualquiera sea su edad.


Se entenderá por abandono la falta de contacto personal y continuo con la niña, niño o adolescente, mientras se encuentra a cargo de una institución, de un tercero o del otro padre o madre, en caso de adopción del hijo del cónyuge.


En su caso, la institución deberá registrar la periodicidad del contacto.


Los que reciban a una niña, niño o adolescente en tales circunstancias, deberán informar al tribunal competente del hecho de la entrega y de lo expresado por el o los padres, o por las personas que lo tenían a su cuidado.


e)
Incapacidad o discapacidad mental de la madre, el padre o de quienes ejerzan su cuidado, o presencia de alguna enfermedad psiquiátrica o trastorno de personalidad, que les impida el ejercicio responsable del mismo.


f)
Consumo problemático de drogas o alcohol por parte de la madre, el padre o de quienes ejerzan su cuidado, que les impida el ejercicio responsable del mismo.


g)
Maltrato físico o psicológico, de carácter grave, por parte de la madre, del padre o de quienes ejerzan su cuidado.


h)
Comportamiento negligente por parte de la madre, el padre o de quienes ejerzan su cuidado, o lo expongan a situaciones de riesgo para su integridad física, psicológica o moral, tales como explotación sexual comercial, vagancia, mendicidad, consumo y tráfico de drogas.


i)
Presenten una permanencia superior a seis meses en programas de familia de acogida o residencias, sin causa justificada.


j)
Cualquier otra causa justificada que exponga a la niña, niño o adolescente a una situación de amenaza o vulneración grave de sus derechos.


No constituirá causal suficiente para la declaración judicial de adoptabilidad la falta de recursos económicos para atender a la niña, niño o adolescente. Excepcionalmente, podrá iniciarse el procedimiento de adoptabilidad tratándose de personas mayores de dieciocho y menores de veinticuatro años de edad, siempre que éstas consientan en él y que a la fecha de presentación de la solicitud hubieren permanecido al cuidado de quienes desean adoptarlos, en forma continua, durante un plazo mínimo de cinco años.


El proyecto de ley amplía considerablemente las causales de adoptabilidad. Actualmente solo existen las causales de abandono y la inhabilidad física o moral, y, en caso de esta última, la actual ley de adopción se remite al artículo 226 del Código Civil
.

Respecto de este artículo, los diputados con el objeto de analizar en detalle cada una de las causales de adoptabilidad, acordaron la votación separada de cada una de ellas.

Indicaciones


Letra a)

Indicación Nº 20. De la Presidenta de la República, para reemplazar el literal a) por el siguiente:


“a) Entrega voluntaria realizada por la madre o el padre, con fines de adopción, en los casos y con los requisitos que establece la ley.”.

El Ejecutivo precisó que lo quiere dejar de manifiesto con la referida propuesta es que solo los progenitores tienen la facultad de entregar voluntariamente a la niña, niño o adolescente con fines de adopción. Añadió que la redacción original del proyecto incluía también a aquellas personas que ejercen su cuidado, sin embargo, la comisión encargada de revisar el proyecto, integrada por el Ministerio de Justicia, Sename y el Consejo Nacional de la Infancia, determinó que dicha facultad solo debiese estar entregada a los padres.


En el debate, se consultó al Ejecutivo cuál fue el espíritu del proyecto al establecer originalmente que quienes ejercen el cuidado de una niña, niño o adolescente también estaban facultados para realizar su entrega voluntaria. Se agregó que la consulta estaba motivada por su preocupación por la situación de los guardadores.

El representante del Ejecutivo enfatizó que el proceso de adopción siempre es subsidiario y por ende, previo a una causa de adopción hay una causa de protección. A mayor abundamiento, explicó que estas causales no se bastan por sí solas, sino que se trata de hipótesis por las cuales se pueden iniciar los procedimientos de adopción, una vez que han concluido todas las posibilidades de revinculación familiar. En efecto, cada una de estas causales, salvo la entrega voluntaria, presumen que hay un trabajo proteccional previo. Agregó que sería riesgoso que un tercero pudiera entregar en adopción un niño sin pasar previamente por un proceso judicial.

Puesta en votación la indicación del Ejecutivo fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal y Rubilar, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, Ortiz, Rathgeb y Sandoval (10-0-0).
**************************

Artículo 15, letras b) y c).

Sometidos a votación ambos literales, fueron aprobados, sin debate, por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal y Rubilar, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, Ortiz, Rathgeb y Sandoval (10-0-0).
***********************

Artículo 15, letra d).

Respecto de la causal de adoptabilidad establecida en la letra d), el debate de los parlamentarios se centró en qué debía entenderse por falta de contacto personal y continuo, términos exigidos por la ley para conceptualizar el abandono, sin embargo, lo consideraron muy difícil de precisar y fiscalizar, de manera que la mayoría se manifestó por eliminar tales adjetivos, y la Comisión acordó reemplazar el inciso segundo de la letra d) por el siguiente:


Indicación Nº 21.

“Se entenderá por abandono la falta de contacto con la niña, niño o adolescente, mientras se encuentra a cargo de una institución, de un tercero o del otro padre o madre, en caso de adopción del hijo del cónyuge.”


El señor Pedro Pacheco explicó que hay contactos que buscan mantener un vínculo, aun cuando éste no sea de carácter directo, es decir, mediante llamados telefónicos, correos electrónicos, pero que  sin duda buscan que el niño o niña egrese de la residencia.


Para otros integrantes de la Comisión, eliminar la expresión “personal y continuo” no soluciona la situación que se da cuando una madre concurre a la residencia donde se encuentra el (la) menor por un breve lapso de tiempo, con la finalidad de frustrar el proceso de adopción e interrumpir los plazos, pero no con el deseo de hacer egresar al niño o niña. Advirtió que dicho riesgo puede estar presente. Precisó que en el inciso siguiente se establece la obligación de la institución de registrar la periodicidad del contacto y es precisamente a través de esa acción, que debe registrarse, también, la calidad del contacto.


Manifestó que una de las diferencias entre el proyecto en estudio y la Ley N° 19.620, es que diversifica las posibilidades por las cuales se puede iniciar el procedimiento de adoptabilidad, y por regla general, no será una única causal, por tanto, bajo dicho supuesto, tratándose de una madre que ha sido negligente y que instrumentaliza las visitas o los contactos con la niña o niño, se podrá recurrir a otra causal para poder declarar la adoptabilidad del menor.

En cuanto a cómo se mide la calidad de la visita, los asesores del Ejecutivo señalaron que la medición la realizan profesionales, tanto en el caso de familias de acogida, como de las residencias, quienes informan al tribunal dentro del concepto de la medida de protección.


Asimismo, recordaron que las causales se configuran por regla general, dentro de un proceso en que el niño/a se encuentra en una residencia o con una familia de acogida, por lo tanto, no es ante el primer evento del no contacto que aparece la posibilidad de adoptar. Recalcaron que de acuerdo a lo ya aprobado la adopción siempre será subsidiaria, por lo tanto, todo el trabajo previo de revinculación con la familia debe verificarse, antes de iniciar el procedimiento de adoptabilidad. Por otra parte, los informes que se envían al tribunal son, por regla general, trimestrales. En ellos se informa la periodicidad de las visitas o del contacto, y la calidad del mismo, tanto respecto a la asistencia y a su duración.

Subrayó el señor Pacheco que si se está en presencia de contactos estériles, se produce un cuestionamiento respecto a dicha vinculación.


La mayoría de los integrantes se manifestaron a favor de que “la institución deberá registrar la periodicidad y calidad del contacto”, estando todos contestes en que si bien en el inciso siguiente se señala que la institución, en su caso, registrará la periodicidad del contacto, sin embargo, es bueno establecer también lo relativo a la calidad del mismo.


Sobre el particular se formulan dos indicaciones.


Indicación Nº 22, para eliminar en el inciso segundo de la letra d), la expresión “personal y continuo”. 

Indicación Nº 23, para agregar en el inciso tercero de la letra d): “calidad y periodicidad del contacto”.


Puestas en votación ambas indicaciones, fueron aprobadas por unanimidad. A favor votaron las diputadas Cicardini y Rubilar, y los diputados Espinoza, Farías, Ojeda, Ortiz, Sandoval y Verdugo (8-0-0).

Puesta en votación la letra d) fue aprobada por unanimidad. A favor votaron las diputadas Cicardini y Rubilar, y los diputados Espinoza, Farías, Ojeda, Ortiz, Sandoval y Verdugo (8-0-0).


 Artículo 15, letra e) 

Incapacidad o discapacidad mental de la madre, el padre o de quienes ejerzan su cuidado, o presencia de alguna enfermedad psiquiátrica o trastorno de personalidad, que les impida el ejercicio responsable del mismo.

Indicación Nº 24. De la Presidenta de la República, para sustituir la letra e) por la siguiente:


“e) Discapacidad mental, presencia de alguna enfermedad psiquiátrica o trastorno de personalidad del padre, madre o de quienes ejerzan su cuidado, que les impida el ejercicio responsable del mismo.”.

Explicó el representante del Gobierno, señor Pacheco, que la indicación viene a corregir un error conceptual desde el punto de vista de las referencias a las enfermedades de carácter mental. Expresó que en reuniones con el Servicio Nacional de la Discapacidad, Senadis, se les ilustró respecto al lenguaje que debe utilizarse cuando se habla de incapacidad. 


Recalcó que no debe entenderse que por el solo hecho de que una persona tenga la discapacidad se le privará del cuidado del menor.


Para contextualizar la aplicación de la causal, precisó que el primer factor que debe determinarse para que un menor sea susceptible de adopción es que se afecte el derecho de éste a vivir en familia, el segundo, consiste en que la enfermedad mental sea diagnosticada por un facultativo, es decir, debe probarse. Señaló en tercer lugar, que la discapacidad mental debe hacer imposible el ejercicio responsable del cuidado personal. Finalmente, no se debe discriminar arbitrariamente. 

Los integrantes de la Comisión manifestaron algunas aprensiones respecto de los distintos niveles de discapacidad mental, en tal sentido, cómo se protege a una persona que tiene un grado de discapacidad leve para que no sea privada del cuidado del menor, como asimismo, en cuanto a que las enfermedades mentales, como la esquizofrenia u otra, pueden desencadenarse con posterioridad a la maternidad, y puede ocurrir que una madre que no cuente con una red familiar, y padece de una discapacidad mental, pueda ser privada del cuidado de su hijo/a y ser susceptible de adopción. Por lo tanto, por una razón ajena a ella, el día de mañana puede ser privada del derecho de ser cuidada por su hijo/a. 


Por lo anterior, los comisionados precisaron que el alcance de los trastornos debe especificarse con mayor detalle.

El señor Pacheco manifestó que lo fundamental en esta causal es el ejercicio responsable de la paternidad o maternidad según sea el caso.


Agregó que si el padre o la madre, según sea el caso, pierde el cuidado de su hijo/a, y estamos en la situación descrita, el legislador tiene que tomar una decisión al respecto.


Adicionalmente, señaló que no se puede condicionar el futuro de un niño, a la obligación de cuidar a su padre o madre. Precisó que el proyecto, lo que busca, es restablecer el derecho de un menor a vivir en familia.


Destacó que la expresión que se propone en la indicación: “les impida el ejercicio responsable del mismo.” significa que el padre o la madre está inhabilitado de poder hacerse cargo de ese niño/a.



Al respecto, se consultó si la expresión “ejercicio responsable” está definida.


Por su parte, la respuesta del Ejecutivo fue que no hay una definición respecto al ejercicio responsable, pero se entiende que éste consiste en respetar los plenos derechos de los niños y principalmente a estar vinculado con la familia.


Asimismo, también se preguntó por los integrantes de la Comisión si el ejercicio responsable se entiende solo como personal y directo, o bien, puede la persona que tiene un grado de discapacidad contar con el apoyo de otra persona para cumplir lo exigido respecto al ejercicio responsable.


Algunos manifestaron que para los efectos del artículo eran partidarios de que el discapacitado mental sea declarado como tal judicialmente.

El Ejecutivo señaló que el criterio que establece la letra e) no implica que el discapacitado no pueda hacerse cargo del menor. El demente interdicto corresponde a una persona que no puede valerse por sí misma, y, por otra parte, cuando se inicia un proceso de adoptabilidad, hay una causa anterior de protección y es allí donde se analizan las redes de apoyo que tiene una persona que se ve afectada por una discapacidad mental. De lo contrario se puede acreditar en el juicio de adopción.

Puesta en votación la indicación sustitutiva del Ejecutivo a la letra e), fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira y Turres, y los diputados Espinoza, Farías, Ojeda, Ortiz y Verdugo. Se abstuvo la diputada Rubilar (8-0-1).

Artículo 15, letra f) 

Consumo problemático de drogas o alcohol por parte de la madre, el padre o de quienes ejerzan su cuidado, que les impida el ejercicio responsable del mismo.

El señor Pedro Pacheco señaló que la expresión “consumo problemático” ha sido definido por Senda como el uso recurrente de drogas que produce algún efecto perjudicial para la persona que consume o su entorno, esto es, problemas de salud, incluidos los signos y síntomas de dependencia, problemas en las relaciones interpersonales, incumplimiento de obligaciones, entre otros. Dicho consumo es considerado un indicio de abuso de drogas, y se han identificado cuatro áreas de problemas relacionados con el consumo de drogas, a saber: incumplimiento de las obligaciones (laborales, académicas y familiares), riesgos de salud o físicos, problemas legales y conductas antisociales, y problemas sociales e interpersonales.


Precisó que el consumo de drogas o alcohol por parte de los padres no es causal suficiente para iniciar un proceso de adoptabilidad. Añadió que una persona sometiéndose a tratamiento no debiese incurrir en la causal.


La mayoría de los integrantes de la Comisión coincidió en la necesidad de incorporar en la ley la definición de consumo problemático.

El señor Pacheco explicó también que la definición corresponde a un concepto operativo, de carácter administrativo, por lo cual propuso que en el reglamento respectivo se haga una referencia al glosario elaborado por Senda.

A otros integrantes de la Comisión les pareció adecuada la redacción propuesta ya que incorporar la definición viene a rigidizar la causal.

Para las diputadas Rubilar y Cicardini es tal la relevancia de la presente ley, que incluso permite romper un vínculo biológico, de manera que debió definirse la expresión “ejercicio responsable”, como, asimismo, consumo problemático.


Otros integrantes manifestaron que al definir dicho concepto se le deja poco margen de acción a la judicatura, ya que los jueces fallan de acuerdo a la sana crítica y el eje rector del presente proyecto es el interés superior del niño, por lo tanto, consideraron innecesario especificar el concepto en la ley. 

El Ejecutivo precisó que las causales se van a operativizar a través del reglamento. Consideró inconveniente incorporar el concepto en la ley, porque éste está en constante evolución.


Añadió que el “ejercicio responsable” corresponde a la posibilidad del egreso del menor con su familia. 


Agregó que en el proceso proteccional, cuando se ingresa a un menor por vulneración de sus derechos y sus padres tienen problemas con alcohol o drogas, los jueces de familia los derivan siempre a un programa de tratamiento. Aclaró que la causal en estudio se aplica cuando dicho tratamiento ha sido fallido.


Indicación Nº 24. Las diputadas Turres Cicardini y Nogueira y los disputados Morano, Ojeda y Verdugo, para agregar el siguiente inciso segundo en la letra f):

“Se entenderá por consumo problemático aquel definido por el Servicio Nacional de Drogas y Alcohol”.

Puesta en votación la indicación fue aprobada por mayoría. A favor votaron las diputadas Cicardini, Nogueira y Turres, y los diputados Morano, Ojeda, y Verdugo. Se abstuvieron la diputada Rubilar y el diputado Farías. (6-0-2).

Puesta en votación la letra f) fue aprobada por mayoría. A favor votaron las diputadas Cicardini, Nogueira y Turres, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, y Verdugo. Se abstuvo la diputada Rubilar. (7-0-1).

Artículo 15, letra g) 

Maltrato físico o sicológico, de carácter grave, por parte de la madre, del padre o de quienes ejerzan su cuidado.

Los integrantes de la Comisión manifestaron su inquietud respecto de lo que se entiende por “maltrato físico o psicológico de carácter grave”, como también sobre quién deberá determinar la gravedad del maltrato o respecto de la periodicidad del maltrato.

El Ejecutivo advirtió que no se está en presencia de cualquier tipo de maltrato, sino que de uno de carácter grave. Expresó que dicho maltrato está definido en el Código Penal. 


Hizo presente, además, que el Diccionario de la Real Academia Española, define grave, como daño de mucha entidad e importancia. Lo anterior implica que puede haber situaciones de maltrato dentro del ámbito de violencia intrafamiliar, y procederá, ante un daño menor, el trabajo con la familia, habilitar al padre o la madre para que cese el maltrato. 


Agregó que la causal se configurará cuando se trate de maltratos episódicos que sean, de tal entidad, que vulneren gravemente el derecho del menor o la menor. Consignó que estamos en presencia de una situación de violencia que ha vulnerado el derecho del menor. Es el juez, quien debe, de acuerdo a las reglas de la sana crítica, ponderar si el derecho a vivir en familia se ha visto afectado.


Algunas integrantes de la Comisión manifestaron que se debería agregar la habitualidad a la causal, y, por otra parte, que la Unicef define tres tipos de maltrato infantil, a saber: emocional, físico y sexual, de modo que debió tenerse en cuenta.

Por último, el Ejecutivo hizo presente que el maltrato sexual está incorporado en una causal distinta, que corresponde a la de la letra h) del artículo 15. 

Puesta en votación la letra g) fue aprobada por mayoría. A favor votaron las diputadas Cicardini, Nogueira y Turres, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, y Verdugo. Se abstuvo la diputada Rubilar. (7-0-1).


Artículo 15, letra h)


Comportamiento negligente por parte de la madre, el padre o de quienes ejerzan su cuidado, o lo expongan a situaciones de riesgo para su integridad física, psicológica o moral, tales como explotación sexual comercial, vagancia, mendicidad, consumo y tráfico de drogas.


Indicación Nº 25, de la Presidenta de la República, para reemplazar en el literal h), a continuación de la expresión “ejerzan su cuidado,”, las expresiones “o lo expongan” por “que lo exponga”.


Respecto de la indicación del Ejecutivo se consultó la razón por la cual se señala explícitamente que la explotación sexual es “comercial”, dado que dicha conducta siempre lo es.

El representante del Ejecutivo manifestó que la explotación sexual comercial es la denominación utilizada actualmente en la doctrina para denominar a lo que anteriormente se conocía como la prostitución infantil y que constituye una de las peores formas de maltrato infantil. Explicó que la referida explotación tiene lugar cuando el padre o madre que ejerce el cuidado personal expone y explota sexualmente al hijo (a), por lo que se entiende que bajo esa lógica queda inhabilitado y, por tanto, hay que restaurarle ese derecho que está siendo vulnerado. 

Los parlamentarios consultaron si existe la explotación sexual no comercial. El representante del Ejecutivo manifestó que si bien el concepto utilizado a nivel internacional es el mismo que usa la indicación por estar vinculado con un fenómeno económico no existe inconveniente en prescindir del término “comercial en términos generales”.


Añadió, que difícilmente la explotación sexual podría ser no comercial, pues la expresión explotación lleva implícito dicho carácter. De lo contrario podría configurarse el delito de abuso sexual o violación.


Por otra parte, recordó que en la referida explotación se trata de situaciones enunciativas establecidas para explicar o ejemplificar la gravedad de causal genérica, cual es, el comportamiento negligente que exponga a situaciones de riesgo, para su integridad física, psicológica o moral. Precisó que lo anterior significa que si se configura otro delito similar, tales como abuso sexual o explotación sexual sin carácter pecuniario, se configuraría la causal, aun cuando no se establezcan expresamente dichos delitos, por constituir un compartimiento negligente.

Puesta en votación la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira, Rubilar y Turres, y los diputados Espinoza Farías, Morano, Ojeda, y Verdugo. (9-0-0).

Artículo 15, letras i) y j)
i) Presenten una permanencia superior a seis meses en programas de familia de acogida o residencias, sin causa justificada.
j) Cualquier otra causa justificada que exponga a la niña, niño o adolescente a una situación de amenaza o vulneración grave de sus derechos.

En cuanto a la causal referida a la permanencia por más de seis meses en programas de familia de acogida o residencia, sin causa justificada, los diputados (as) preguntaron sobre el alcance de esto último y cómo influye en las familias de acogida que pretendan adoptar.

El Ejecutivo precisó que dice relación con el estándar que la propia Ley de Tribunales de Familia establece para la revisión de las medidas cautelares, que son esencialmente dinámicas y cuyo plazo máximo de duración es de 6 meses. Por ello, se entiende que una internación sin causa justificada es aquella que se extiende por más de ese tiempo sin que el tribunal se haya pronunciado, ya sea renovándola o dejándola sin efecto.


Agregó que una de las hipótesis que se planteó al establecer el plazo es habilitar a los guardadores para poder iniciar un procedimiento de adoptabilidad y, en este sentido, debe entenderse por “sin causa justificada” que todo niño que está en una familia de acogida o en una residencia de protección tiene que haber ingresado al amparo de una orden judicial, lo que releva el proceso de protección previo. En efecto, bajo esa lógica, cuando no hay una causa justificada y el juez ha sido negligente y hay un apego por parte de la familia guardadora, esta causal habilita para poder accionar dicho mecanismo.


Asimismo, hizo presente que en el artículo 17 del proyecto (que pasa a ser 19) relativo al inicio del procedimiento de adoptabilidad se establece que excepcionalmente se puede iniciar el procedimiento, a solicitud de las personas naturales que lo tengan a su cargo, por lo que el guardador se encontraría en la situación enunciada en la disposición.

Puesta en votación la letra i) fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini y Rubilar, y los diputados Espinosa, Farías, Ojeda, Ortiz, y Verdugo (7x0x0).

En cuanto a la causal expuesta por la letra j), “Cualquier otra causa justificada que exponga a la niña, niño o adolescente a una situación de amenaza o vulneración grave de sus derechos”, algunos de los miembros de la Comisión consideraron muy amplia la norma y podría generar situaciones de arbitrariedad, pues un juez podría determinar que un menor se encuentra en una situación de amenaza o vulneración grave, en cambio, otro podría determinar lo contrario frente a un caso análogo, cuestión que hizo ver la Corte Suprema concordando en limitar su alcance. 

El Ejecutivo explicó que esta causal se incorpora como una posibilidad para que el magistrado pueda incorporar situaciones nuevas que no están previstas en letras precedentes e hizo hincapié en que es imposible determinar o prever todas las hipótesis fácticas en las que pueda o no habilitarse la susceptibilidad de adopción. Consideró que la norma no es discrecional, pues exige un estándar que no es bajo, al prescribir, por una parte, que debe tratarse de una” causa justificada”, es decir, le impone al tribunal la obligación de fundamentar su decisión en la sentencia, siendo esa resolución de aquellas revisables mediante recursos ordinarios y, por la otra, al exigir que la amenaza o vulneración de que se trata sea de carácter grave. 


Recordó que se trata de causales para llegar a un tribunal a hacer presente que un niño tiene afectado su derecho en vivir en familia, y, en efecto, la idea es poder comprender la mayor cantidad de causales que nos permitan llegar al tribunal y este en el marco de un debido proceso, donde la familia de origen podrá hacer valer sus derechos, se va a defender, por lo que más que darle más o menos arbitrariedad al juez lo importante es poder, mediante alguna de estas causales, llegar al tribunal para hacer valer que un niño tiene afectado su derecho a vivir en familia y el tribunal, en el marco del debido proceso, resuelva a favor del niño.

Puesto en votación la letra j) fue aprobada por mayoría. A favor votaron con la diputada Cicardini y los diputados Espinosa, Farías, Ojeda, Ortiz, y Verdugo. Se abstuvo la diputada Rubilar (6-0-1).
***************************

Indicación Nº 26, de la Presidenta de la República, para reemplazar en el inciso segundo el punto aparte (.), por una coma (,) seguida de la siguiente expresión: “ni tampoco podrá fundarse en motivos que constituyan discriminación arbitraria en los términos previstos en el artículo 2° de la ley Nº 20.609.”.

Respecto de esta indicación, el Ejecutivo explicó que tiene por objeto hacer presente una normativa vigente en nuestro país, como, asimismo, viene a aclarar, que el espíritu del proyecto no es discriminar a las personas que carecen de recursos económicos. Lo importante es el estándar para hacer cualquier procedimiento de adopción más allá de cualquier consideración económica o de los tópicos que ofrece la ley antidiscriminación.

La diputada Rubilar señaló compartir tanto el artículo como su indicación. Consultó al Ejecutivo si el prescribir que “ni tampoco podrá fundarse en motivos que constituyan discriminación arbitraria en los términos previstos en el artículo 2 de la ley 20.609” podría interpretarse como una posibilidad clara y cierta de la adopción por parte de parejas homosexuales.

Sobre lo consultado, el Ejecutivo explicó que tanto en la actual ley, como en el proyecto en estudio, con la indicación planteada, no se aborda la legitimación activa de la adopción homoparental con doble vinculación, manteniendo la lógica de los matrimonios y de personas solteras.


Enfatizó que desde el punto de vista individual en el proceso de idoneidad no se pregunta la condición sexual; por tanto, un padre o madre que quiera adoptar puede tener una condición homosexual, ya que la ley no lo prohíbe y dicha condición tampoco debiese influir para desvincular a un hijo de su madre o padre biológico.


Aclaró que lo que no está siendo regulado por existir una discusión pendiente en este parlamento, es si se puede adoptar con doble vinculación, es decir, dos hombres o dos mujeres.


Recordó que el artículo que está siendo objeto de estudio dice relación con las causales para pedir la adoptabilidad y no la adopción, es decir, para que el niño quede en situación de poder ser adoptado. Enfatizó que lo fundamental es que no puede quitársele a un padre o madre biológica su hijo por tener una condición sexual distinta. 

Puesto en votación el inciso segundo del artículo 15 con la indicación, fue aprobado por mayoría. A favor votaron las diputadas Cicardini y Rubilar, y los diputados Espinosa, Farías, Ojeda y Ortiz. Se abstuvo el diputado Verdugo (6-0-1).

Inciso final del artículo 15 

Indicación Nº 27, de la Presidenta de la República, para sustituir el inciso final por el siguiente:


“Cuando la niña, niño o adolescente tenga filiación determinada respecto de ambos padres, deberán concurrir en cada uno de ellos, una o más de las causales señaladas en las letras c), d), e), f), g) y h) de este artículo.”.


Se señaló que la sustitución planteada dice relación con resguardar el estándar respecto de los niños que tienen la filiación determinada respecto de ambos padres. No basta con inhabilitar a uno de los padres cuando la filiación esté determinada respecto de ambos, con ello se eleva el estándar ya que tanto el padre o madre deben ser inhabilitados por una o más causales indicadas en el artículo 15.


A mayor abundamiento, se explicó que si una causal concurre solo respecto de uno de los progenitores lo que corresponde es que sea el otro el que se haga cargo y resguarde el derecho de su hijo a vivir en familia. 

Indicación Nº 28, de los diputados Rathgeb, Sandoval y José Pérez, para modificar el artículo 15, de la siguiente forma:

“Solo procederán las causales establecidas en las letras a), d), e), f), g) y h) cuando la niña, niño o adolescente tenga filiación determinada respecto de uno de los padres y cuando al momento de verificarse estas causales sus progenitores vivieran junto con el menor.

El abogado del Ministerio de Justicia, señor Pedro Pacheco, recalcó que su indicación se ajusta plenamente a lo establecido por el artículo 225 del Código Civil, según el cual cuando uno de los padres se encuentre inhabilitado, el juez debe conceder el cuidado personal del hijo al otro, es decir, solo ante la inhabilidad de ambos padres procede que terceros se hagan cargo del cuidado del niño, niña o adolescente.


Los comisionados no compartieron la sustitución del referido inciso, dado que ello implicaría que el Ejecutivo pretende eliminar la posibilidad de que se inicie el procedimiento de adoptabilidad respecto de personas mayores de dieciocho y menores de 24 años. 


Hizo presente que la modificación fue estudiada en profundidad, pues detrás del párrafo que se pretende sustituir hay una aspiración regularizadora y humanitaria válida. Sin embargo, conjugando el objeto del proyecto con las consecuencias jurídicas de los actos de familia se estimó necesario eliminar o sustituir el párrafo que consagra que excepcionalmente, podrá iniciarse el procedimiento de adoptabilidad tratándose de personas mayores de 18 y menores de 24. Recordó que el objeto de la adopción es restituir el derecho vulnerado de la niña, niño o adolescente a vivir en familia, por lo que bajo esa lógica, la adopción es una institución para menores de edad.


Complementando lo anterior, expresó que la adopción tiene por objeto proporcionarle una familia idónea  a aquel niño, niña o adolecente que no la tiene. A su vez, la Convención sobre los Derechos del Niño en el párrafo sexto de su preámbulo establece la misma idea al reconocer que el niño(a) para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad debe crecer en el seno de una familia en un ambiente de felicidad, amor y compresión. Asimismo, el artículo 21 de la referida Convención expresa que “Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adopción cuidarán que el interés superior del niño sea el fin primordial”, vale decir, la adopción es considerada una medida en a favor de niñas, niños o adolescentes.


Por otra parte, señaló que si una familia quiere otorgarle derechos a un niño (a) que ha sido criado (a) por ella y respecto de quien por algún motivo no se solicitó la adopción durante su minoría de edad, existen otros mecanismos distintos la adopción, como lo sería mediante la impugnación de su filiación, caso en el cual deberá rendirse prueba de posesión notoria y por esa vía pasaría a ser hijo. Explicó que si lo que se busca es que el niño lleve el apellido de la familia que lo ha criado, ello puede hacerse efectivo mediante la Ley N° 17.344, que autoriza el cambio de nombre y apellido; o bien, si lo que se pretende es conceder a ese niño derechos hereditarios, ello puede hacerse mediante el otorgamiento de un testamento en su favor.


Los integrantes de la comisión se manifestaron de acuerdo con la indicación del Ejecutivo; sin embargo, no compartieron el hecho de plantearla como una sustitución del inciso final del artículo 15, a pesar de los argumentos recientemente esgrimidos.

Al respecto, el abogado del Ministerio de Justicia, señor Pedro Pacheco, manifestó que con el objeto de llegar a consenso en el tema de la adopción de mayores de edad, el Ejecutivo se ha hecho cargo de los argumentos entregados en el debate y planteó por tratarse de una norma excepcional, trasladar el referido inciso a un nuevo párrafo, que se introducirá a continuación del artículo 58, para una regulación excepcional de la adopción de mayores de edad. 

Puesta en votación la indicación del Ejecutivo con el traslado del inciso final, fue aprobada por la unanimidad de la Comisión. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira, Rubilar y Sabat, y los diputados Farías, Ojeda, Ortiz, Sandoval y Verdugo (9-0-0).
**************************

“Artículo 16. (pasa a ser 18) Competencia. Conocerá del procedimiento de adoptabilidad el tribunal con competencia en materias de familia del domicilio o residencia de la niña, niño o adolescente, o persona mayor de dieciocho años de edad y menor de veinticuatro, en el caso del inciso final del artículo anterior.


Se entenderá por domicilio o residencia de la niña, niño o adolescente el correspondiente a la respectiva institución si se encontrare bajo el cuidado del Servicio o de un organismo colaborador acreditado ante éste. 


El hecho de encontrarse pendiente una medida de protección respecto de la niña, niño o adolescente no será obstáculo para el inicio del procedimiento de adoptabilidad. De tramitarse estas causas ante tribunales distintos, la medida de protección se acumulará al tribunal que conozca la acción de adoptabilidad. Si la causa de protección estuviere terminada, se tendrá a la vista. El tribunal ante el cual se tramite un procedimiento de adoptabilidad será competente para conocer de las medidas de protección que se soliciten respecto de la misma niña, niño o adolescente.”

Respecto de este artículo, el abogado señor Pedro Pacheco, del Ministerio de Justicia, estimó que dado que la Comisión acogió la propuesta de incorporar un párrafo especial para la adopción excepcional de mayores de edad, correspondería someter a votación la indicación (13) para suprimir en el actual artículo 16, que pasa a ser artículo 18, la frase final: “o persona mayor de dieciocho años de edad y menor de veinticuatro, en el caso del inciso final del artículo anterior”.

Indicación Nº 29, de la diputada Nogueira y del diputado Sandoval, para reemplazar, en el inciso tercero, la expresión “la medida de protección se acumulará al tribunal que conozca la acción de adoptabilidad”, por la siguiente “la acción de adoptabilidad se acumulará al tribunal que conozca la medida de protección”.

El abogado señor Pedro Pacheco, del Ministerio de Justicia, explicó que el inciso tercero resuelve una situación que se da en la práctica, cuando en más de una causa proteccional y/o de susceptibilidad de adopción se dictan diferentes sentencias, muchas veces contradictorias. Lo que se quiere, es asegurarse de que el juez que conoce la adoptabilidad tendrá todos los elementos de juicio a su disposición, y podrá fallar según el mérito de estos, sea declarando la adoptabilidad o decretando una medida de protección.

La diputada Nogueira precisó que el fundamento de la indicación radica en que el juez que está constantemente revisando la medida de protección -por ser ella esencialmente transitoria- tiene una visión global de la situación del menor, por lo que es del todo lógico que sea ese tribunal quien conozca, además, la acción de adoptabilidad. 


Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría. A favor votó la diputada Nogueira.  En contra lo hicieron las diputadas Cicardini, Rubilar, Sabat y Turres, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, Ortiz y Sandoval (1-9-0).

Sometido a votación el artículo con la indicación del Ejecutivo fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira, Rubilar, Sabat y Turres, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, Ortiz y Sandoval (10-0-0).
***************************


“Artículo 17. (pasa a ser 19) Inicio del procedimiento. El procedimiento de adoptabilidad de una niña niño o adolescente deberá iniciarse de oficio por el tribunal, a solicitud del Servicio, de un organismo acreditado nacional, del Director del establecimiento público o privado que lo tenga bajo su cuidado personal y, excepcionalmente, a solicitud de las personas naturales que lo tengan a su cargo, y deberá fundarse en alguna de las causales señaladas en el artículo 15.


Cuando se trate de niñas, niños o adolescentes de filiación no determinada respecto de ninguno de sus progenitores, el procedimiento de adoptabilidad no podrá ser iniciado a instancia de las personas naturales que lo tengan a su cargo. 


En las causas iniciadas o patrocinadas por organismos acreditados nacionales para desarrollar programas de adopción no procederá que el tribunal ordene que el Servicio se haga parte, sin perjuicio de la facultad que le otorga el artículo 7° de la presente ley.


Cuando el procedimiento se inicie por personas naturales, éstas deberán acompañar a la solicitud el respectivo certificado de idoneidad a que se refiere el artículo 32, que los habilita a postular a la adopción de la niña, niño o adolescente de quien se trate. La falta de certificado de idoneidad o la circunstancia de encontrarse éste vencido, dará lugar a tener por no presentada la respectiva solicitud de inicio de procedimiento de adoptabilidad.”


Este artículo establece quienes son los legitimados para iniciar una causa para declarar la adoptabilidad de un NNA. Ello porque no se trata de una acción que esté dada para la generalidad de las personas o para “quienes tengan interés en ello”, como en el caso de las medidas de protección.


Indicación Nº 30. De la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero, adecuándose el orden correlativo de los demás incisos: 


“Para iniciar de oficio un procedimiento de adoptabilidad de una niña, niño o adolescente, el tribunal deberá previamente solicitar un informe al Servicio respecto de las posibilidades que una niña, niño o adolescente de la edad y condiciones del sujeto del procedimiento, tiene de ser adoptada o adoptado.”


Respecto de la indicación propuesta se hicieron presente algunas aprensiones respecto de las razones por las cuales el tribunal deberá solicitar un informe al Servicio respecto de posibilidades que una niña, niño o adolescente tiene de ser adoptada o adoptado y no respecto de circunstancias o requisitos concretos. Se estimó que la redacción propuesta podría perjudicar la agilización del procedimiento.

El abogado señor Pedro Pacheco, del Ministerio de Justicia, expresó que la indicación tiene por objeto dar certeza al proceso en cuanto a que el juez, junto con los elementos que debe tener a la vista, debe considerar si la desvinculación tiene una posibilidad real respecto de la expectativa de esa niña o ese niño de ser adoptado. 

Añadió que una de las críticas que actualmente se hace al sistema es que se inician causas de adoptabilidad y con posterioridad no tiene una contrapartida de resguardar y restablecer el derecho de esa niña o niño que ha sido declarado susceptible de ser adoptado para vivir con una familia concreta. Por lo tanto, ante esta lógica la indicación pretende que el Servicio se haga responsable de entregarle al juez esos elementos para que éste evalúe si la posibilidad de seguir buscando familia extensa es la más real para que en definitiva la niña, niño o adolescente no se desvincule de su familia de origen.


También se consultó sobre el riesgo que podría existir al establecer que el informe exigido por el tribunal al Servicio sea una especie de requisito absoluto para determinar las posibilidades que un niño tenga de ser adoptado, ya que ello limita las posibilidades reales de un niño para ser adoptado.


Complementó diciendo que la indicación pretende tener a la vista un antecedente para –antes de romper con un vínculo filiativo- ver las posibilidades reales de arribar a una adopción. Aclaró que no se trata de un requisito, es solo un informe técnico que se tendrá en consideración al momento de declarar la adopción.

Otras integrantes de la Comisión estimaron relevante el informe del Servicio, porque coincidieron en que lo que efectivamente necesita el juez es certeza que al momento de romper el vínculo con su familia de origen el niño tiene reales posibilidades de ser adoptado. Añadieron que hay que confiar en las instituciones.

Sobre el punto el representante Ejecutivo hizo presente que el referido informe procede solo cuando el tribunal inicia de oficio el procedimiento de adoptabilidad. Cuando lo inicia el Servicio u otras instituciones colaboradoras ya existe conocimiento de las posibilidades reales del niño de ser adoptado. Recordó que una vez que se declara la adoptabilidad debe necesariamente desvincularse al niño de su familia de origen.


Luego de un extenso debate sobre el alcance del informe solicitado por el tribunal para iniciar de oficio un procedimiento de adoptabilidad, los diputados estuvieron contestes que -aun cuando dicho informe no sea vinculante para el juez- debe existir mayor claridad en cuanto a que el juez debe considerarlo al momento de tomar la decisión de la adoptabilidad. 


En relación a lo anterior, los integrantes de la Comisión, siguiendo al Ejecutivo, concordaron en perfeccionar la redacción del inciso propuesto agregando en su parte final la frase “el que deberá ser considerado al momento de la dictación de la sentencia”.


Para otros integrantes, debiera la nueva redacción señalar que el juez debe “tener a la vista el informe” más que “considerarlo”.

El Ejecutivo explicó que la consideración eleva el estándar por cuanto esa exigencia le impone al juez hacerse cargo de dicho informe al momento de fundamentar la sentencia, ya sea cuando se pronuncie a favor o en contra del informe.

El texto aprobado en definitiva, es el siguiente:


“Para iniciar de oficio un procedimiento de adoptabilidad de una niña, niño o adolescente, el tribunal deberá previamente solicitar un informe al Servicio respecto de las posibilidades que una niña, niño o adolescente de la edad y condiciones del sujeto del procedimiento, tiene de ser adoptada o adoptado, el que deberá ser considerado al momento de dictarse la sentencia”.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, con la nueva redacción propuesta por la Comisión al final del mismo, fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira, Rubilar, Sabat y Turres, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, Ortiz y Sandoval (10-0-0).


Inciso tercero

“Cuando se trate de niñas, niños o adolescentes de filiación no determinada respecto de ninguno de sus progenitores, el procedimiento de adoptabilidad no podrá ser iniciado a instancia de las personas naturales que lo tengan a su cargo.


Puesto en votación el inciso tercero, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira y Rubilar, y los diputados Espinosa, Farías, Morano, Ojeda, Ortiz, y Verdugo (9-0-0).


Inciso cuarto:

“En las causas iniciadas o patrocinadas por organismos acreditados nacionales para desarrollar programas de adopción no procederá que el tribunal ordene que el Servicio se haga parte, sin perjuicio de la facultad que le otorga el artículo 7° de la presente ley.


Puesto en votación el inciso cuarto resultó aprobado por mayoría. A favor votaron Cicardini, Nogueira y Rubilar, y los diputados Espinosa, Farías, Morano, Ojeda, Ortiz, y Verdugo (9-0-0). Cicardini, Nogueira y Rubilar, y los diputados Espinosa, Farías, Ojeda, Ortiz, y Verdugo. Se abstuvo el diputado Morano (8-0-1).


Inciso quinto:


“Cuando el procedimiento se inicie por personas naturales, éstas deberán acompañar a la solicitud el respectivo certificado de idoneidad a que se refiere el artículo 32, que los habilita a postular a la adopción de la niña, niño o adolescente de quien se trate. La falta de certificado de idoneidad o la circunstancia de encontrarse éste vencido, dará lugar a tener por no presentada la respectiva solicitud de inicio de procedimiento de adoptabilidad.”

Al respecto, surgió la inquietud respecto de la existencia de un plazo para entregar el certificado de idoneidad, como asimismo, por el valor del mismo dependiendo del organismo.


Los integrantes de la Comisión señalaron que es una buena oportunidad para establecer que tanto los organismos públicos como privados cuenten con el mismo plazo para la emisión del certificado, como también, para establecer que los recursos económicos no sean impedimento para poder acceder al certificado, ya que con ello se estaría limitando el acceso a la adopción.

El Ejecutivo agregó que las dudas planteadas en torno al certificado de idoneidad podrían resolverse a propósito de la evaluación de idoneidad que se regula en los artículos 34 y siguientes.


Luego, señaló que los aranceles del Servicio para el informe sicológico y para el informe social son de 7 y 6 UF, respectivamente. Respecto de los organismos acreditados son privados por lo que regulan sus propios aranceles. 

El diputado Morano consideró excesivos los valores de los informes mencionados, y que con ello se estaría mercantilizando la adopción, especialmente el deseo de ser madre o padre. Enfatizó que debe tratarse de un costo simbólico y que en ningún caso pueda inhabilitar una familia para poder adoptar.

Por su parte, la diputada Nogueira advirtió que la evaluación que hacen los especialistas para elaborar un certificado de idoneidad es de tal complejidad, que requiere de profesionales altamente calificados. Recordó que no debe olvidarse que lo que está en juego es el interés superior del niño.

El Ejecutivo sostuvo que el artículo plantea que los padres que quieran adoptar deben contar con dicho certificado. Ahora bien, respecto de equiparar los plazos de emisión señaló que será analizado a la luz de los argumentos planteados. Finalmente, respecto de los altos costos involucrados manifestó que se trata de un tema sensible que está siendo revisado en el marco de la legislación de infancia que pretende instaurar la nueva institucionalidad.


Puesto en votación el inciso quinto, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira y Rubilar, y los diputados Espinosa, Farías, Morano, Ojeda, Ortiz, y Verdugo (9-0-0).


Puesto en votación el artículo 17 se aprobó por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira y Rubilar, y los diputados Espinosa, Farías, Morano, Ojeda, Ortiz, y Verdugo (9-0-0).

********************************
Párrafo 2°

Procedimiento relativo a la entrega voluntaria con fines de adopción

“Artículo 18 (pasa a ser 20) Entrega voluntaria. Tratándose de la niña, niño o adolescente cuya madre, padre o ambos manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción, el procedimiento sólo podrá iniciarse después del nacimiento de la niña, niño o adolescente, con la declaración realizada ante el tribunal, en la que se manifieste su voluntad libre y espontánea en tal sentido.

La madre o el padre que comparezca ante el tribunal, sin haber recibido atención de un programa de adopción, será derivado al Servicio o a un organismo acreditado nacional, a fin de que se le brinde orientación y apoyo profesional. 


Sea que la madre o el padre hayan sido asesorados por un programa de adopción, con anterioridad a su declaración de voluntad, o sean derivados luego de ella, el Servicio o el organismo acreditado nacional que otorgó la orientación y apoyo profesional , deberá hacerse parte en la respectiva causa.”

El Ejecutivo explicó que este procedimiento regula una forma de declarar adoptable a un NNA sin que necesariamente concurran las causales precedentemente señaladas. Privilegia la sola voluntad de los legitimados para actuar. Pero tal voluntad debe ser libre, informada y responsable.


Constituye una vía de escape para sensibles problemas relacionados con personas en conflicto con su paternidad o maternidad (embarazos fruto de relaciones incestuosas o violación, por ejemplo).


La indicación no innova y mantiene el texto sugerido en el proyecto en esta materia, ya que un procedimiento análogo se contempla en la actual Ley Nº 19.620 de Adopción, la que además exige que los padres no se encuentren capacitados o en condiciones de hacerse cargo responsablemente de él.

- Indicación Nº 31, de la diputada Cicardini y de los diputados Espinosa, Farías y Ortiz, para reemplazar en el inciso primero del artículo 18, que pasa a ser 20, la siguiente expresión” sólo podrá iniciarse después del nacimiento de la niña, niño o adolescente”, por la siguiente “se iniciará”. 

Respecto de esta indicación el Ejecutivo se manifestó contrario a la propuesta por cuanto va en contra del espíritu del proyecto. Efectivamente, propone modificar la actual Ley N°19.620 para permitir la posibilidad de entregar en adopción a un niño que aún no ha nacido, en circunstancia que la Convención de la Haya en esta materia establece la exigencia que para entregar un niño en adopción éste tiene que haber nacido.

Puesta en votación fue rechazada por la mayoría. En contra votaron las diputadas Nogueira, Ojeda, Sabat y Turres, y los diputados Sandoval, y Verdugo. Se abstuvieron los diputados Espinosa, Farías, Ortiz y Pacheco (en reemplazo de la diputada Cicardini) (0-6-4).

Indicación Nº 32, de la diputada Nogueira, para suprimir en el inciso primero del artículo 18, que pasa a ser 20, el término “adolescente”, la segunda vez que aparece.

La diputada Nogueira explicó que se trata de una cuestión formal, toda vez que la norma se refiere al recién nacido.


El mayor debate de los integrantes de la Comisión se suscitó en relación a la entrega voluntaria regulada en este artículo; efectivamente, la atención se centró en torno a la edad necesaria para manifestar la voluntad de entregar voluntariamente con fines de adopción a la niña, niño o adolescente. 

Mientras para algunos la norma debe señalar expresamente que solo tratándose de un mayor de edad podrá manifestarse por sí mismo la intención de la entrega voluntaria, ello en consideración a que es incongruente que a un menor de edad se le prohíba comprar alcohol o cigarrillos, y sin embargo, pueda por sí solo, entregar voluntariamente a su hijo con fines de adopción. Para otros, sin embargo, no debe rigidizarse la disposición, dado que lo que está en juego es precisamente el futuro de una persona.

El Ejecutivo explicó que la redacción actual del artículo no señala expresamente qué sucede cuando la entrega voluntaria la realiza un menor de edad, de modo que se aplicarían las reglas generales de la capacidad, es decir, exigiéndosele para tal efecto actuar a través de representante legal. 

Sin embargo, y en igual sentido, los integrantes de la Comisión coincidieron en manifestar su preocupación, fundamentalmente, porque pueden existir situaciones en que la madre está en conflicto con su maternidad precisamente porque el representante legal de la menor ha ejercido algún tipo de violencia en su contra.


La Comisión recogiendo plenamente la recomendación del Ejecutivo formuló la siguiente indicación, para agregar en el inciso primero del artículo 18, a continuación del punto aparte, el siguiente párrafo: “para los casos en que la entrega voluntaria con fines de adopción sea manifestada por una menor de edad, el tribunal deberá de oficio nombrar un curador ad litem que represente los intereses del niño, niña o adolescente”.


Puestas en votación ambas indicaciones, fueron aprobadas por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira, Rubilar y Turres, y los diputados Espinosa, Farías, Morano, Ojeda, Ortiz, y Verdugo (10-0-0).

******************

- Indicación Nº 34, de los diputados (as) Morano, Nogueira y Rubilar, para agregar el siguiente inciso final “el padre o madre solo podrán expresar su voluntad de entregar en adopción si son mayores de 18 años.”.

La Comisión estimó que la indicación es innecesaria, toda vez, que ya se resolvió la situación del menor de edad que manifiesta la voluntad de entregar a su hijo (a) en adopción, mediante la aprobación de la indicación al inciso primero.

Sometida a votación la indicación, fue rechazada por unanimidad. Votaron en contra las diputadas Sabat y Turres, y los diputados Espinosa, Farías, Ojeda, Ortiz, Sandoval, Pacheco y Verdugo (0-9-0). 

*********************

Indicación Nº 35, de la Presidenta de la República, para suprimir el inciso final del actual artículo 18, que pasa a ser artículo 20.

El Ejecutivo precisó que la indicación tiene por objeto eliminar la imposición que el artículo inicialmente efectuaba al Servicio u organismos acreditados de hacerse parte en los casos establecidos por la norma; sin embargo, enfatizó que dicha supresión no obsta a que puedan hacerlo.


Sometida a votación la indicación fue rechazada por no haberse alcanzado el quórum de aprobación. Votaron a favor los diputados Farías, Ojeda, Ortiz y Verdugo; en contra votaron la diputada Nogueira y el diputado Sandoval, y se abstuvieron las diputadas Sabat y Turres. (4-2-2).

Puesto en votación el artículo con todas las modificaciones introducidas, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Nogueira, Sabat y Turres, y los diputados Farías, Ojeda, Ortiz, Sandoval, y Verdugo (8-0-0).
**************************

“Artículo 19 (Pasó a ser 21) Audiencia Preliminar. Recibida la solicitud de entrega voluntaria, el tribunal en forma inmediata efectuará una audiencia preliminar, la que tendrá por objeto:


1.- Que el solicitante exprese su voluntad de entregar a la niña, niño o adolescente en adopción.


A partir de esta audiencia, el solicitante tendrá un plazo de 30 días hábiles para retractarse ante el tribunal.

2.- Que el tribunal informe el plazo con que cuenta para retractarse. 


3.- Que el tribunal cite a una audiencia de ratificación, la que se efectuará vencido el plazo de retractación y a más tardar dentro de quinto día contado desde el vencimiento de dicho plazo, sin necesidad de ulterior notificación.


4.- Que el tribunal informe al solicitante que su inasistencia a la audiencia hará presumir de derecho la no retractación de su voluntad de entregar a la niña, niño o adolescente en adopción.


Si la niña, niño o adolescente tiene filiación matrimonial o ha sido reconocido por ambos padres y sólo uno de ellos ha manifestado su voluntad, se citará al otro padre o madre a la audiencia de ratificación, bajo apercibimiento de que su inasistencia hará presumir su voluntad de entregar a la niña, niño o adolescente en adopción, en dicha audiencia podrán consentir o deducir oposición fundada. 


Si la madre o el padre ha sido condenado por delitos sexuales, cuya víctima fuese la niña, niño o adolescente sujeto a este procedimiento, no se requerirá su consentimiento.


La citación al otro padre o madre que hubiere reconocido a la niña, niño o adolescente, se notificará personalmente, en el domicilio que el tribunal obtenga del Registro Civil y del Servicio Electoral a través del Sistema Informático de Tribunales de Familia. De no establecerse el domicilio o, de no ser habidos en aquel que conste en la causa, la notificación se efectuará por medio de un aviso que se publicará gratuitamente en el Diario Oficial el día 1 ó 15 de un mes o el día hábil siguiente si aquél fuese feriado. El aviso deberá citar a la madre o al padre no compareciente a la audiencia de ratificación que se fije, bajo el apercibimiento previsto en el inciso segundo de este artículo, indicando únicamente la individualización de la niña, niño o adolescente el objeto de la citación y la fecha de la audiencia. La notificación se entenderá practicada tres días después de la publicación del aviso y deberá realizarse con la antelación señalada en el artículo 59 de la Ley N° 19.968.”

***********************


Indicación Nº 36, de la Presidenta de la República, para reemplazar el actual artículo 19 por el siguiente:


“Artículo 21.- Audiencia preliminar. Recibida la manifestación de entrega voluntaria de una niña, niño o adolescente para su adopción, el tribunal efectuará en forma inmediata una audiencia preliminar, la que tendrá por objeto:


a) 
Que el o los comparecientes formalicen su voluntad de entregar a la niña, niño o adolescente en adopción.


b) Que el tribunal informe a él o los comparecientes que pueden retractarse de su manifestación de voluntad hasta la realización de la audiencia de ratificación, la que se fijará para un plazo no inferior a 30 ni superior a 35 días hábiles, contados desde la audiencia preliminar, a la que quedarán citados sin otra notificación, advirtiéndoles que su no concurrencia hará presumir la ratificación de su voluntad de entregar a la niña, niño o adolescente.


c) Que si la manifestación de voluntad la ha hecho uno solo de los padres y la niña, niño o adolescente tiene filiación determinada respecto de ambos, se cite personalmente al progenitor que no ha manifestado dicha voluntad con el fin de que lo haga o deduzca oposición a la entrega en adopción. La notificación se hará en el domicilio que haya señalado el padre o madre que ha comparecido o en el que el tribunal obtenga del Registro Civil o del Servicio Electoral, a través del Sistema Informático de los Tribunales de Familia, o de la autoridad señalada en el artículo 10 del Decreto Ley 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, que establece normas sobre extranjeros en Chile, según el caso. De no establecerse el domicilio por alguno de estos medios o de no ser habido el citado progenitor notificado en aquél que conste en la causa, la notificación se efectuará por medio de un aviso que se publicará gratuitamente en el Diario Oficial el día primero o quince del mes correspondiente, o al día hábil siguiente, si aquél fuera feriado. 


La notificación deberá indicar la individualización del niño, niña o adolescente, los datos del proceso, el objeto de la citación y la fecha de la audiencia.


Que el tribunal derive al o los comparecientes al Servicio u organismo acreditado, para los fines del inciso segundo del artículo precedente.”.

Los asesores del Ministerio de Justicia y del Sename, respectivamente, Felipe Rayo y Berta Carolina Von Schakmann, explicaron que la audiencia preliminar tiene por objeto preparar adecuadamente la entrega voluntaria. De esta manera se pone al tanto a las autoridades correspondientes, se da tiempo a los padres para la reflexión, y se asegura que la decisión se realice de manera informada, libre y responsable.


La nueva redacción que se propone mediante la indicación, viene a subsanar defectos de la redacción primitiva, a saber:


1.-Se amplía el plazo de retractación: hasta la audiencia de ratificación, que deberá realizarse en no menos de 30 ni más de 35 días hábiles contados desde la audiencia preliminar.


2.-Se elimina la presunción de derecho de no retractación en caso de que los solicitantes no comparezcan a la audiencia de ratificación, situación que fue observada por la Corte Suprema en su informe. La indicación permite alegar causa justificada (accidente, enfermedad, prescripción médica) para ausentarse de la audiencia. Tal alegación debe hacerse dentro de los 10 días siguientes (art. 22 inciso final). 


3.- Se elimina la expresión “filiación matrimonial”, ya que no es relevante por estar comprendida en la hipótesis “filiación determinada respecto de ambos”.


4.- Se agrega, para los efectos de la averiguación de domicilios, a “la autoridad señalada en el artículo 10 del decreto ley 1.094 de 1975 del Ministerio del Interior” (Establece normas sobre extranjeros en Chile): Carabineros e Investigaciones, para el caso de migrantes. 


5.- Se elimina la norma que establecía que se entendería practicada la notificación tres días después de su publicación en el D.O., pues se estima que la fecha de esta es cierta y clara, comenzando desde allí a contarse el plazo para que comparezca el notificado, agilizando la tramitación.


Agregaron los asesores, que la norma propuesta regula básicamente dos temas: la solicitud de inicio del procedimiento y la audiencia preliminar, y comprende dos modificaciones a la legislación vigente en materia de entrega voluntaria. La primera de ellas consiste en que ya no se condiciona la entrega a la falta de capacidad o condiciones de los padres para hacerse cargo responsablemente del niño, niña o adolescente, sino que se valida plenamente la voluntad de los padres para entregarlo. El segundo aspecto que se modifica es que ya no se permite la entrega antes del nacimiento del menor.


Respecto de este artículo, se presentaron las siguientes indicaciones:

-Indicación Nº 37, del diputado Farías, para reemplazar en el inciso primero del artículo 19 (que pasa a ser 21) la frase “en forma inmediata” por la siguiente “el día hábil inmediatamente posterior a la recepción”.

- Indicación Nº 38, de la diputada Turres, para reemplazar la frase “en forma inmediata” por la siguiente “día hábil siguiente a la recepción”.


Luego de un breve debate en cuanto a la correcta terminología respecto de la oportunidad en que el tribunal deberá efectuar la audiencia preliminar, la Comisión acordó, -siguiendo la intención de las indicaciones presentadas- refundir ambas indicaciones con el siguiente texto:


“Para reemplazar, en el inciso primero, la frase “en forma inmediata” por la siguiente “a más tardar el día hábil siguiente a la recepción”.

Puesta en votación ambas indicaciones, refundidas, fueron aprobadas por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira, Rubilar, Sabat y Turres, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, Ortiz y Sandoval  (10-0-0).

A continuación la Comisión acordó dividir la votación de la indicación del Ejecutivo.


Letra a)


a) Que el o los comparecientes formalicen su voluntad de entregar a la niña, niño o adolescente en adopción.”


Esta indicación tiene por objeto poner en conocimiento del tribunal correspondiente la voluntad de entregar al NNA en adopción. 

Puesta en votación la letra a) fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira, Rubilar, Sabat y Turres, y los diputados Farías, Morano, Ojeda, Ortiz y Sandoval (10-0-0).


Letra b


El Ejecutivo precisó que la letra b) del artículo 19 relativo a la ampliación del plazo de retractación, debe ser adecuada a lo recientemente aprobado por la Comisión en el artículo anterior, en el sentido de que en el caso que la mujer haya manifestado su voluntad de entregar al niño, en el proceso de gestación, la audiencia de ratificación tiene que hacerse con posterioridad al nacimiento.


Indicación Nº 39, de los diputados (as) Cicardini, Farías, Morano, Nogueira, Ojeda, Ortiz, Rubilar, Sabat, Sandoval y Turres, para un nuevo párrafo en el literal b) del siguiente tenor: 


“Sin perjuicio de lo anterior, en el caso que se inicie el proceso antes del nacimiento del niño o niña, la audiencia de ratificación se realizará en un plazo no inferior a 15, ni superior a 20 días hábiles, contados desde el nacimiento, la que deberá notificarse debidamente.

Sometidas a votación la indicación del Ejecutivo que sustituye el artículo 19, que pasa a ser 21, con la indicación consensuada que le agrega un párrafo final, fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Nogueira, Sabat y Turres, y los diputados Farías, Ojeda, Ortiz y Sandoval (7-0-0).

***************************

- Indicación Nº 40, del diputado Morano, para intercalar en la letra b) de la indicación del Ejecutivo entre la expresión “fijará” y “para” la expresión “en dicha audiencia”. 


Los comisionados no estuvieron de acuerdo con la indicación por considerar innecesario el texto propuesto.

Puesta en votación fue rechazada por no alcanzar el quórum de votación. Votaron a favor los diputados Morano y Ortiz; en contra votaron las diputadas Cicardini, Rubilar y Sabat y los diputados Farías y Ojeda. Se abstuvieron las diputadas Nogueira y Turres, y el diputado Sandoval.  (2-5-3)


Letra c)

- Indicación Nº 41, del diputado Morano, para agregar en la letra c) de la indicación del Ejecutivo, a continuación de la frase “La notificación se hará en el”, la frase “o los”.

Su autor explicó que la idea es otorgar la mayor seguridad en que efectivamente la manifestación de voluntad de entregar al niño o niña en adopción efectuada por uno solo de los padres será notificada al otro progenitor, para lo cual, se otorga la posibilidad de que pueda ser en cualquier domicilio registrado y no solo en el principal.


Sometida a votación la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Nogueira, Sabat y Turres, y lo diputados Farías, Rincón, Ojeda, Ortiz y Verdugo (8-0-0).
**************************

- Indicación Nº 42, del diputado Morano, para intercalar entre el nombre propio “Registro Civil” y la conjunción “o”, la conjunción “y”.

El diputado Morano explicó que sentido de la indicación es el mismo anterior, es decir, otorgar las mayores posibilidades de lograr la señalada notificación.


Sometida a votación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Nogueira, Sabat y Turres, y lo diputados Farías, Rincón, Ojeda, Ortiz y Verdugo. En contra votaron  diputados Farías y Verdugo. (6-2-0). 

*************************


- Indicación Nº 43, del diputado Morano, para agregar después del nombre propio “Diario Oficial”, la frase “y en el sitio web del Servicio Nacional de Menores”. 


La mayoría de los integrantes, entendiendo la intención del autor, en cuanto a dar los mayores espacios para la seguridad de la notificación cuando no haya sido posible obtener el o los domicilios del otro progenitor, sin embargo, no estuvieron de acuerdo con lo propuesto porque estimaron que el Diario Oficial se emplea para cuestiones de carácter legal y no admite discusión ni requiere cumplir otros requisitos en cuanto a los accesos al medio de información.

Sometida a votación resultó rechazada por mayoría de votos. Votaron a favor los diputados Rincón, Ojeda, Ortiz; en contra votaron las diputadas Nogueira, Sabat y Turres, y los diputados Farías y Verdugo (3-5-0). 
************************


- Indicación Nº 44, del diputado Morano, para suprimir el párrafo: “o de no ser habido el citado progenitor notificado en aquel que conste en la causa”.

Puesta en votación la indicación fue rechazada por unanimidad. Votaron en contra las diputadas Nogueira, Sabat y Turres, y los diputados Rincón, Ojeda, Ortiz, Farías y Verdugo (0-8-0).

***************************


Indicación Nº 45, de la diputada Cicardini, y los diputados Espinosa, Farías y Ortiz, para agregar en el inciso tercero del proyecto de ley, a continuación de los términos delitos sexuales la frase “o lesiones graves y menos graves”.


Puesta en votación la indicación fue rechazada por unanimidad. Votaron en contra las diputadas Nogueira, Sabat y Turres, y los diputados Rincón, Ojeda, Ortiz, Farías y Verdugo (0-8-0).


La comisión estimó que esta indicación no correspondía por estar formulada al texto del proyecto de ley, que fue rechazado por haberse acogido la indicación del Ejecutivo que lo sustituye.


Sometida a votación la letra c) con las indicaciones previamente aprobadas fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Nogueira y Turres, y los diputados Farías, Ojeda, Ortiz, y Verdugo; en contra votó el diputado señor Rincón. (6-1-0).
*******************

Indicación Nº 46, de la diputada Nogueira y del diputado Sandoval, para intercalar una nueva letra d), pasando la actual a ser e):

“d) Que en caso de ser ambos padres los que hayan manifestado expresamente su voluntad de entregar al niño, niña o adolescente, el tribunal deberá citar a los ascendientes hasta el segundo grado de consanguinidad, a fin de que éstos puedan oponerse ofreciendo asumir el cuidado del niño, niña o adolescente respectivo”.

Sobre este punto, se produjo debate en atención a sus implicancias y dudas razonables. 


La diputada Nogueira expresó que la indicación se fundamenta básicamente en el hecho de que la relación de parentesco incide naturalmente en la preocupación por el niño de cuya entrega voluntaria se trata, por lo que es lógico que sean sus ascendientes inmediatos quienes quieran brindarle apoyo y protección, y en consecuencia, en virtud del interés superior de éste, debe primar la mantención del niño o niña en su familia de origen. 


Sin perjuicio de lo anterior, reconoció que, en casos puntuales, la decisión de mantener al menor con su familia extendida (ascendientes hasta el segundo grado de consanguinidad) cuando la madre y el padre decidieron entregarlo en adopción, produciría el efecto no deseado, esto es, un conflicto permanente en el núcleo familiar del niño, atentando contra sus intereses.


Por lo anterior, consultó la opinión del Ejecutivo, en base a la experiencia del Sename en la materia, en cuanto a cómo se protege de mejor manera el interés superior del niño, niña o adolescente: si manteniendo a éste en su familia biológica, a pesar de que sus padres decidan entregarlo voluntariamente en adopción; o bien, que en esa circunstancia el cuidado del menor sea proporcionado por una familia adoptiva.

Por su parte, el diputado Rincón consultó por la existencia de las Directrices de Naciones Unidas sobre la materia y, en su caso, solicitó al Ejecutivo referirse a ellas para resolver la inquietud de la Diputada Nogueira, la que declaró compartir plenamente.

Sobre el punto, la representante del Ejecutivo enfatizó que la inquietud de los señores(as) parlamentarios(as) obedece a situaciones excepcionales. Explicó que si la madre y el padre manifiestan la voluntad de ceder a su hijo en adopción, esa decisión generalmente es producto de un largo proceso de reflexión en que- con la asesoría y orientación adecuada y en virtud del interés superior de menor. es adoptada libre y responsablemente.


Hizo presente también que si los padres llegan a esa instancia es generalmente porque no han recibido el apoyo o respaldo adecuado de parte de la familia extensa. 


En la misma línea, señaló que el proceso de entrega voluntaria, cuando ambos padres manifiesten esa voluntad, es de tal complejidad, que existiendo claramente un interés contradictorio entre ese padre o madre respecto de ese hijo, la inquietud que debe sobresalir es si la protección adecuada es acaso que ese niño se mantenga en ese grupo familiar.


Afirmó que debe respetarse esa autonomía cuando, por una parte, ha habido intención manifiesta y responsable de entregar en adopción a un niño(a).


Por su parte, el diputado Rincón preguntó por el principio de la identidad reconocido por la Convención y añadió que el interés superior del niño no es el único principio que debe atenderse.

La señora María Fernanda Galleguillos, Jefa de la Unidad de Adopción del Sename, explicó que la norma que hace prevalecer la voluntad del padre o la madre no contraviene el derecho de identidad, toda vez que el menor adoptado, una vez que llegada la mayoría de edad, tiene el derecho a conocer sus orígenes, en virtud del derecho a la identidad.

-Sometida a votación la indicación fue aprobada por mayoría de votos. A favor lo hicieron las diputadas Nogueira y Turres, y los diputados Rincón, Ojeda, Ortiz, y Verdugo; se abstuvo el diputado Farías (6-0-1).

-Sometida a votación la letra d) [(pasa a ser e)] del artículo 19 que pasa a ser 21 de la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por mayoría de votos. A favor lo hicieron las diputadas Nogueira y Turres, y los diputados Rincón, Ojeda, Ortiz, y Verdugo; se abstuvo el diputado Farías (6-0-1).

-Puesto en votación el artículo 19, que pasa a ser 21, por mayoría de votos. A favor lo hicieron las diputadas Nogueira y Turres, y los diputados Rincón, Ojeda, Ortiz, y Verdugo; se abstuvo el diputado Farías (6-0-1).
********************

“Artículo 20.-Audiencia de ratificación. En esta audiencia, la madre, el padre o ambos, según corresponda, podrán ratificar su voluntad de entregar a la niña, niño o adolescente en adopción y el tribunal resolverá con el mérito de esta declaración y del informe que haya emitido y presente en la audiencia el Servicio o el organismo acreditado nacional que sea parte de la solicitud, y que dé cuenta del proceso de orientación y apoyo brindado a la madre, padre o ambos, a fin de garantizar que su decisión ha sido tomada en forma libre, informada y responsable.


En caso de no asistir a la audiencia de ratificación la madre, padre o ambos, y constando que han sido debidamente emplazados, se aplicará el apercibimiento previsto en el inciso tercero del artículo 23 y se les considerará rebeldes por el solo ministerio de la ley, de forma que, respecto de ellos, las resoluciones sucesivas surtirán efecto desde que se pronuncien.


Excepcionalmente, si la madre o el padre que no hubiere manifestado su voluntad en la solicitud que dio inicio a este procedimiento hubiere fallecido o estuviere imposibilitado de manifestar su voluntad, el tribunal podrá citar a la audiencia de ratificación a sus ascendientes hasta el segundo grado de consanguinidad, quienes podrá deducir oposición fundada. Si no se deduce oposición, el tribunal resolverá en la audiencia de ratificación, en tanto cuente con el informe o los informes a que se refiere el artículo 24 inciso cuarto de esta ley.


En caso de oposición fundada del otro padre o madre o de los ascendientes hasta el segundo grado de consanguinidad en el caso previsto en el inciso anterior, se aplicará el procedimiento previsto en los artículos 24 y siguientes.”


Indicación Nº 47, de la Presidenta de la República, para reemplazar el actual artículo 20, que ha pasado a ser artículo 22, por el siguiente:

“Artículo 22.- Audiencia de ratificación. La audiencia de ratificación tendrá por objeto:


a) Que el padre, madre o ambos, que hayan expresado su voluntad de entregar la niña, niño o adolescente en adopción, ratifiquen dicha voluntad o se retracten de ella. En caso de ratificarla, el tribunal resolverá con el mérito de esta declaración y del certificado que haya emitido el Servicio o el organismo acreditado nacional y que dé cuenta del proceso de orientación y apoyo brindado a la madre, padre o ambos, a fin de garantizar que su decisión ha sido tomada en forma libre, informada y responsable.


b) Que la niña, niño o adolescente ejercite, en su caso, el derecho establecido en el artículo 14 de la presente ley.


c) Que el padre o madre que no haya expresado su voluntad de dar a la niña, niño o adolescente en adopción lo haga o deduzca oposición fundada.


Si la madre o el padre ha sido condenado por delitos sexuales, cuya víctima fuese la niña, niño o adolescente sujeto de este procedimiento, no será parte del mismo.


Si la madre o el padre que no hubiere manifestado su voluntad al inicio del procedimiento, hubiere fallecido o estuviere imposibilitado de hacerlo, el tribunal deberá citar a la audiencia de ratificación a sus ascendientes por consanguinidad hasta el segundo grado, quienes podrán dar su consentimiento o deducir oposición fundada.


Habiendo existido oposición del otro padre o madre o de alguno de los parientes a que se refiere el inciso anterior, se aplicará el procedimiento previsto en los artículos 26 y siguientes.


En caso de no asistir a la audiencia la madre o padre que no hubiere manifestado su voluntad y constando que ha sido debidamente citado, se aplicará el apercibimiento del inciso quinto del artículo 25 de esta ley y se le considerará rebelde por el solo ministerio de la ley, de forma que, a su respecto las resoluciones que se dicten surtirán efecto desde que se pronuncien. 


Sin perjuicio de lo anterior, si el emplazado hubiere tenido causa justificada para no asistir a la audiencia, podrá alegarla, en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 26 de la ley Nº 19.968, para lo cual tendrá un plazo máximo de 10 días hábiles, contados desde la fecha de la audiencia.”. 

Los representantes del Ejecutivo explicaron que esta audiencia básicamente pone delante del juez a todos los involucrados en la decisión de entregar a un NNA con fines de adopción. La prohibición de no tomar el parecer del padre o madre que ha sido condenado por delitos sexuales en contra del NNA sujeto del procedimiento es una concreción de lo dispuesto en el artículo 370 bis del Código Penal.  

En cuanto a la oposición fundada, se trata de proponer una solución contraria a la entrega en adopción, que no implique la institucionalización del NNA. El artículo 26 del proyecto de ley señala que la oposición fundada es aquella que indica alternativas viables y concretas de egreso, a corto plazo, de la niña, niño o adolescente que permanezca en una residencia o programa de acogimiento familiar.


Explicaron que la indicación tiene por objeto:


1.- Subsanar un vacío de la redacción primitiva: se da la posibilidad para que la niña, niño o adolescente hagan uso de su derecho a ser oído en el procedimiento, algo que no estaba contemplado en una oportunidad procesal determinada, si no sólo a nivel de principios.


2.- Establecer la posibilidad de que, el emplazado que no pueda asistir a la audiencia, pueda alegar justa causa para su ausencia y no se apliquen los apercibimientos. Se acoge así una observación del Poder Judicial. 


3.- Dar orden a la secuencia de actos que constituyen la audiencia.

La indicación descrita fue objeto de debate e inquietudes, particularmente, por parte de la diputada Nogueira y el diputado Rincón, quienes hicieron saber al Ejecutivo su desacuerdo, fundamentalmente frente a dos temas ligados entre sí: la citación a los ascendientes, y la certeza jurídica de que efectivamente pueda haber oposición a la manifestación de voluntad expresada por la madre, padre o ambos, en cuanto a continuar con el proceso de adopción, si el procedimiento por el cual se tramitará una vez interpuesta, sea el establecido para los incidentes, es decir, sin suspender la tramitación de la causa principal, esto es, el procedimiento de adopción. 

A mayor abundamiento, igual regla se aplicaría al caso de que el padre o madre que no hubiere manifestado su voluntad y que ha sido debidamente citado, no asistiere a la audiencia por haber tenido causa justificada, la cual deberá  alegarla en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 26 de la Ley N° 19.968, es decir, la norma de procedimiento incidental ante los tribunales de familia, para lo cual tendrá un plazo máximo de 10 días hábiles, contado desde la fecha de la audiencia. Al respecto, coincidieron que el plazo establecido en la disposición atenta contra la certeza jurídica de la audiencia respectiva.


El señor Pedro Pacheco, abogado asesor de la División de Reinserción Social Juvenil del Ministerio de Justicia, señaló que la audiencia de ratificación busca precisamente otorgar la posibilidad al padre o madre que ha manifestado la voluntad de entregar al menor con fines de adopción, de ratificar esa voluntad ante la autoridad, una vez que ha nacido el niño, y, en la medida de lo posible, entrega la posibilidad que los niños sean oídos por el tribunal, lo que constituye un estándar tanto de la autoridad administrativa como judicial, en todo procedimiento que se aplique respecto de un menor.


En relación a la oposición fundada, explicó que tiene por objeto conceder al padre o madre que no haya expresado su voluntad de dar a la niña, niño o adolescente en adopción, la posibilidad de oponerse fundadamente a la entrega voluntaria señalando alternativas o vías concretas de egreso del niño que puede estar bajo el cuidado de una familia de acogida o de una residencia, es decir, constituye la última opción de la familia extensa para materializar la vinculación del niño con su familia de origen.


Adicionalmente, manifestó que la indicación propuesta está en concordancia con la opinión que la Corte Suprema manifestó inicialmente respecto del proyecto de ley, en cuanto a que la no concurrencia a la audiencia de ratificación por parte del padre o madre no haga presumir de derecho la no retractación, sino que dicha inasistencia constituya una presunción simplemente legal, es decir, que admita prueba en contrario, en atención a que puede existir una justificación plausible corno enfermedad, accidente u otra causa que impida asistir a la audiencia respectiva. 


La Comisión, en este punto, solicitó al Ejecutivo reformular su planteamiento porque sus integrantes coincidieron en que el procedimiento incidental no es el adecuado ni pertinente en un tema tan trascendente como la oposición fundada a la adopción.


Por otra parte, en cuanto al inciso tercero de la disposición que impone al tribunal la obligación de citar a la audiencia de ratificación a los ascendientes por consanguinidad hasta el segundo grado, para que éstos puedan dar su consentimiento o deducir oposición cuando la madre o padre que no hubiere manifestado su voluntad al inicio del procedimiento, hubiere fallecido o estuviere imposibilitado de hacerlo, el diputado Rincón, además de recalcar el carácter imperativo de la norma, estimó que dentro del vínculo de parentesco contemplado en la norma debe incluirse a toda la familia extensa, incluyéndose a los hermanos y tíos, ya que de lo contrario atentaría contra el principio de subsidiariedad de la adopción, reconocido tanto por la Convención sobre los Derechos del Niño, como por las Directrices de las Naciones Unidas sobre la materia.


Ante la duda de los integrantes de la Comisión respecto del alcance de la audiencia de ratificación en relación con la audiencia preparatoria, cuando la causal es la entrega voluntaria existe un procedimiento especial que comprende básicamente dos audiencias, la primera de ellas: audiencia preliminar, que sigue a la solicitud y cuyo objeto es que los comparecientes formalicen la voluntad de entregar al niño en adopción, como asimismo, que el tribunal le informe a éstos que tendrán  la posibilidad de retractarse hasta la audiencia de ratificación. La segunda audiencia es la de ratificación, cuyo objeto está descrito en artículo 22 que se está discutiendo. Por otra parte, aclaró que la audiencia preparatoria tiene lugar cuando existe oposición y que se encuentra regulada en el actual artículo 24 que pasa a ser 26.


Explicó que el Ejecutivo distingue entre el procedimiento cuando se trata de la causal de entrega voluntaria y el procedimiento por otras causales. Explicó que si las causales son distintas a la entrega voluntaria el proyecto contempla la instancia para escuchar a los parientes hasta la tercera línea colateral (tíos), sin embargo, señaló que en la entrega voluntaria estamos en presencia de una madre o padre que presenta conflictos con la maternidad o paternidad, por lo que el Ejecutivo estimó que en virtud del interés superior del niño debe primar el derecho del niño a desarrollarse en una familia bien constituida. No obstante lo anterior, manifestó que el criterio señalado podría revisarse si se estimare conveniente por parte de los integrantes de la Comisión.


El diputado Rincón enfatizó que la citación que da cuenta el artículo, en cuanto a los parientes que deben ser citados, debe ser uniformado con la citación que se realiza en la audiencia preliminar.


Luego se produjo un extenso debate en cuanto al vínculo de parentesco que debe considerarse en las citaciones que tienen lugar en la audiencia preliminar y en la audiencia de ratificación.


La Comisión acordó dejar pendiente el referido artículo para que pueda revisarlo el Ejecutivo y adecuar lo que estime pertinente o que eventualmente corresponda.

************************

Indicación Nº 48, de los diputados Cicardini, Espinosa, Farías y Ortiz, para agregar, a continuación de los términos delitos sexuales la frase: “o lesiones graves o menos graves”.

Respecto de esta indicación, el señor Pacheco hizo presente que la norma contempla una sanción gravísima y de carácter excepcional al excluir de este procedimiento a aquel padre o madre que ha sido condenado por delitos sexuales en contra del niño, niña o adolescente sujeto al procedimiento, razón por la que no cree conveniente ampliar la excepción a las lesiones menos graves.

La Comisión, sin embargo, estuvo de acuerdo en considerar en la disposición las lesiones graves, en los términos que se prescriben en los artículos 395, 396, 397 y 398 del Código Penal. 


Finalmente, el artículo analizado que contiene la audiencia de ratificación, y la indicación sustitutiva propuesta por el Ejecutivo, quedó pendiente de su votación por cuanto el Ejecutivo revisaría los argumentos expuestos en el debate referidos a su literal c) que dice relación con la citación de los ascendientes, procurando que en ningún caso implique retrasar el procedimiento, y la incorporación de las lesiones graves, en los términos expuestos. 
***********************************

“Artículo 21.- Retractación. Si en la audiencia de ratificación, la madre, el padre o ambos se retractan de su decisión inicial, el tribunal resolverá respecto a dicha retractación, sobre la base de los fundamentos y seriedad de la misma y del informe a que se refiere el artículo anterior. Si el tribunal estima necesario ampliar dicho informe o decretar otros medios de prueba citará a audiencia de juicio, la que se llevará a cabo dentro de los quince días siguientes a la audiencia de ratificación. 


En caso de que la niña, niño o adolescente se encuentre en una residencia o programa de acogimiento familiar, el solo hecho de la retractación no implicará necesariamente su egreso inmediato, salvo que el tribunal así lo resuelva mediante resolución fundada. 


Decretado el egreso, el tribunal deberá ordenar el seguimiento del caso por un plazo no inferior a tres meses, a través de un programa del Servicio, el cual deberá informar mensualmente al tribunal acerca del estado y situación de la niña, niño o adolescente.”

Indicación Nº 49, de la Presidenta de la República, para reemplazar, en la letra a) del inciso primero, la frase “respecto a dicha retractación, sobre la base de los fundamentos y seriedad de la misma y del informe a que se refiere el artículo anterior. Si el tribunal estima necesario ampliar dicho informe o decretar otros medios de prueba citará a audiencia de juicio, la que se llevará a cabo dentro de los quince días siguientes a la audiencia de ratificación.”, por la frase: “con el sólo mérito de ella.”.

La señora Paulina Vodanovic Rojas, Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, explicó que la indicación releva el principio de la subsidiariedad de la adopción, por lo tanto, con el solo el mérito de la retractación el tribunal debe fallar. A mayor abundamiento, la voluntad manifestada en la audiencia del padre o madre que se retracta produce efecto de inmediato y en mérito de ello se produce la desinternación inmediata, sujetándose en todo caso al plazo de control y seguimiento por parte del Servicio. 


En resumen, la indicación pretende dejar en claro que:

a) Se da preeminencia a la voluntad de los solicitantes cuando decidan retractarse, dando más fuerza al principio de subsidiariedad de la adopción.


b) Se decide alterar la regla establecida en el proyecto de ley ordenando que, una vez producida la retractación se siga como consecuencia el egreso de la niña o niño de la residencia o programa de acogimiento familiar, a fin de avanzar en la desinternación de los niños y privilegiar su reincorporación a su familia de origen. Esto puede ser alterado por el juez, por resolución fundada.

Puesta en votación la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini y Nogueira, y los diputados Farías, Rincón, Ortiz y Verdugo (6-0-0).

Letra b)


Puesta en votación, fue aprobada por unanimidad. Votaron los diputados(as) Cicardini, Farías, Rincón, Nogueira, Ortiz, Turres y Verdugo. (7x0x0)


Letra c) 


Indicación Nº 50, de la Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso segundo, la expresión “así lo resuelva mediante resolución fundada” por “resuelva lo contrario, mediante resolución fundada”.


Al respecto, los representantes del Ejecutivo explicaron que la indicación viene a complementar la estructura del inciso segundo, al modificar el criterio utilizado en el proyecto original en cuanto a que la regla general no era el egreso inmediato. 

En tal sentido sostuvieron que el literal b) de la indicación establece que produciéndose la retractación se genera el egreso inmediato en caso que la niña, niño adolescente se encuentre en una residencia o programa de acogimiento familiar, en tanto la modificación propuesta en la letra c) viene a posibilitar al tribunal que mediante resolución fundada pueda establecer lo contrario y explicó que en dicha situación se deberá seguir el procedimiento por causales.

Previo a la votación, el diputado Rincón dejó en claro que considera que el inciso segundo que se pretende modificar mediante la letra c) de la indicación del Ejecutivo, debiese terminar con la expresión “inmediato”. Hizo presente que su voto será de abstención dado que su redacción es inconsistente por haberse aprobado la indicación anterior, que eliminó la expresión “no”. Además estimó que otorgarle al tribunal la posibilidad de resolver lo contrario implica transgredir todo lo señalado precedentemente en dicho artículo.

Puesta en votación la letra c) fue aprobada por mayoría de votos. A favor votaron las diputadas Nogueira y Turres, y los diputados Farías, Ortiz, y Verdugo. Se abstuvieron la diputada Cicardini y el diputado Rincón. (5-0-2)
*******************************

“Artículo 22.- Notificación de la sentencia. La notificación de la sentencia definitiva se efectuará en la audiencia respectiva a los comparecientes y, en su defecto, por cédula en el domicilio de las partes que conste en el proceso, salvo que éstas hayan solicitado expresamente otra forma de notificación que garantice su debida información para el adecuado ejercicio de sus derechos y la reserva del procedimiento.”

Indicación Nº 51, de la Presidenta de la República, para agregar un inciso segundo al actual artículo 22, del siguiente tenor:


“Una vez ejecutoriada la sentencia, será comunicada al Servicio para efecto de incorporar a la niña, niño o adolescente al registro respectivo.”.

El Asesor del Ministerio de Justicia, señor Felipe Rayo, explicó que la modificación propuesta tiene por objeto subsanar una omisión del proyecto de ley, por cuanto no establece la obligación de comunicar a Sename el hecho de encontrarse ejecutoriada la sentencia de adoptabilidad, para efectos de llevarse a cabo los registros correspondientes. 

Puesta en votación la indicación del Ejecutivo fue aprobada por mayoría de votos. A favor votaron las diputadas Cicardini, Nogueira y Pascal, y los diputados Farías, Ortiz y Verdugo. Se abstuvo el diputado Rincón (6-0-1).

Indicación Nº 52, de la diputada Nogueira y el diputado Sandoval, para agregar un nuevo inciso segundo, del siguiente tenor:

 “En la sentencia en que se acoja la entrega voluntaria del niño, niña o adolescente, se deberá declarar también su adoptabilidad.”

Consultada la opinión del Ejecutivo, la señora Paulina Vodanovic consideró redundante que en la sentencia que acoja la entrega voluntaria se declare también la adoptabilidad, dado que precisamente se trata de un procedimiento de adoptabilidad cuyo objeto es que se declare la misma. Añadió, además, que la norma en cuestión regula la notificación de la sentencia y no se refiere al procedimiento de la misma, pues para ello existen normas supletorias tanto en el Código de Procedimiento Civil, como en la Ley de Tribunales de Familia.

El diputado Rincón manifestó que con la explicación del Ejecutivo le queda absolutamente claro que se está vinculando la entrega voluntaria, concepto que no se encuentra establecido en la Convención sobre los Derechos del Niño, con la adopción. Explicó que la Convención se refiere al término de la guarda, cuidado o protección. Enfatizó que los cuidados alternativos como institución no se agotan en la adopción.

La señora Paulina Vodanovic aclaró que en este tipo de procedimiento la sentencia necesariamente tiene que declarar si se acoge o no la pretensión de adoptabilidad, por lo que insiste en la redundancia de la indicación parlamentaria.

Puesta en votación la indicación fue rechazada por mayoría de votos. A favor lo hizo la diputada Nogueira; en contra lo hicieron las diputadas Cicardini y Pascal y los diputados Rincón y Ortiz. (1-4-0).

Puesto en votación el artículo 22 resultó aprobado con seis votos a favor de las diputadas Cicardini y Pascal, y los diputados Farías, Ortiz, Farías y Verdugo. En contra votó el diputado Rincón (6-1-0).
*************************


Indicación Nº 53, de la diputada Sabat, para incorporar al párrafo segundo del título III del artículo segundo, un artículo 23, nuevo, del siguiente tenor.

"Artículo 23.- Entrega voluntaria al momento de nacer. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 18, la madre que no se encuentre unida por vínculo matrimonial, podrá, desde que tome conocimiento de su embarazo hasta el séptimo mes de gestación, manifestar su intención de entregar voluntariamente al menor en el momento del alumbramiento.


El tribunal citará a audiencia preliminar dentro de los 10 días siguientes de presentada la solicitud, y en dicha instancia fijará como audiencia de ratificación una fecha no anterior a los 30 ni posterior a los 60 días de verificado el nacimiento.


El tribunal entregará a la madre copia certificada de la solicitud y de las resoluciones recaídas en la audiencia preliminar, la que será entregada por esta al director del centro hospitalario para que se adopten los protocolos correspondientes, los que se especificarán en un reglamento que al efecto dictará el Ministerio de Justicia.


Tratándose de lo dispuesto en el presente artículo, no tendrán aplicación las normas del título VI de esta ley”.

Tanto el Ejecutivo, como los integrantes de Comisión se manifestaron en desacuerdo con la indicación parlamentaria, por cuanto contraviene uno de los principios inspiradores del proyecto de ley, cual es, el derecho a conocer los orígenes, consagrado en el artículo 15 de la iniciativa.


Sometida a votación la indicación fue rechazada por unanimidad Votaron en contra las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal y Turres, y los diputados Espinosa, Farías, Rincón, Ojeda y Ortiz. (9-0-0).
********************
Párrafo 3°

Procedimiento relativo a las otras causales de adoptabilidad.

“Artículo 23. Solicitud de adoptabilidad. La solicitud deberá incluir la individualización y domicilio de los padres y demás ascendientes. Para estos efectos, tratándose de causas que sean patrocinadas por el Servicio o un organismo acreditado nacional, éstos estarán facultados para acceder previamente al conocimiento de la o las causas de familia relacionadas que existan.


Recibida la solicitud, el tribunal citará a la audiencia preparatoria a los padres, demás ascendientes y a otros parientes, hasta el tercer grado por consanguinidad en la línea colateral, de los que se tenga conocimiento. 


La citación se notificará personalmente a los padres de la niña, niño o adolescente y por carta certificada a las demás personas, en los domicilios que se proporcionen en la solicitud o en el domicilio que el tribunal obtenga del Registro Civil y del Servicio Electoral, a través del Sistema Informático de Tribunales de Familia, bajo apercibimiento de que, si no concurren a la audiencia, se presumirá su consentimiento favorable al procedimiento de adoptabilidad de la niña, niño o adolescente. De no establecerse el domicilio de alguna de ellas, o de no ser habida en aquél que hubiere sido informado, el tribunal ordenará de inmediato que la notificación se efectúe por medio de un aviso que se publicará en el Diario Oficial, conforme a lo dispuesto en el inciso final del artículo 19.


La notificación de las personas que deben ser citadas conforme a las normas precedentes se realizará con la antelación establecida en el artículo 59 de la Ley N° 19.968.


Si la madre o el padre ha sido condenado por delitos sexuales, cuya víctima fuese la niña, niño o adolescente sujeto de este procedimiento, no será parte de este proceso.


En el caso del artículo 15 letra b), tratándose de niñas, o niños o adolescentes de filiación no determinada respecto de ninguno de sus progenitores, una vez recibida la solicitud, el tribunal citará de inmediato a la audiencia preparatoria.”

Indicación Nº 54, de la Presidenta de la República, para reemplazar el actual artículo 23, por el siguiente: 

“Artículo 25.- Solicitud de adoptabilidad. La solicitud deberá incluir la individualización de los padres, ascendientes hasta el segundo grado por consanguinidad y colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad de los que se tuviere conocimiento, adjuntando un informe de vínculos familiares. Se deberá incluir el domicilio de cada uno de ellos, si se conociere.


Para estos efectos, el Registro Civil otorgará el mencionado informe a requerimiento del Servicio o el organismo acreditado que patrocine la causa. Si el solicitante es una persona natural o si el procedimiento se inicia de oficio, el mencionado informe será solicitado al Registro Civil por el tribunal.


Tratándose de niñas, niños o adolescentes que hayan sido privados de su medio familiar y permanezcan en proyectos residenciales o de familias de acogida, los solicitantes deberán acompañar, además, un informe emitido por la institución encargada de la protección de la niña, niño o adolescente, que acredite la realización del trabajo de intervención con los parientes, el resultado del mismo y la imposibilidad de egreso con su familia de origen, basada en la situación social y psicológica que se haya constatado.


Recibida la solicitud, el tribunal verificará el cumplimiento de los requisitos señalados en los incisos anteriores y citará a la audiencia preparatoria a los padres, los demás ascendientes hasta el segundo grado por consanguinidad y a los colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad de que se tenga conocimiento.


La citación se notificará personalmente a los padres de la niña, niño o adolescente y por cédula a las demás personas, en los domicilios que se proporcionen en la solicitud o en el domicilio que el tribunal obtenga del Registro Civil y del Servicio Electoral, a través del Sistema Informático de Tribunales de Familia o de la autoridad señalada en el artículo 10 del Decreto Ley 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, que establece normas sobre extranjeros en Chile, según el caso, bajo apercibimiento de que, si no concurren a la audiencia, se presumirá su consentimiento favorable al procedimiento de adoptabilidad de la niña, niño o adolescente. De no establecerse el domicilio de alguna de ellas o de no ser habida en aquél que hubiere sido informado, el tribunal ordenará de inmediato que la notificación se efectúe por medio de un aviso que se publicará en el Diario Oficial el día primero o quince del mes correspondiente, o al día hábil siguiente, si aquél fuere domingo o feriado. La notificación deberá indicar la individualización del niño, niña o adolescente, los datos de la causa, el objeto de la citación y la fecha de la audiencia. 


Sin perjuicio de lo anterior, el emplazado que no se hubiere presentado a la audiencia podrá alegar causa justificada, dentro del plazo de 10 días hábiles, lo que se hará en conformidad a lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley N° 19.968. 


La notificación de las personas que deben ser citadas conforme a las normas precedentes se realizará con la antelación establecida en el artículo 59 de la Ley N° 19.968.


Si la madre o el padre ha sido condenado por delitos sexuales, cuya víctima fuese la niña, niño o adolescente sujeto de este procedimiento, no será parte de este proceso.”.


Los representantes del Ejecutivo manifestaron que este artículo establece qué antecedentes son imprescindibles de conocer, por parte del juez, para dar inicio al procedimiento por causales. Señala, además, la obligación de citar a los parientes a los que se considera más próximos al NNA: sus padres, abuelos, hermanos y tíos por ambas ramas familiares. Sin perjuicio de ello, y aunque el texto no lo dice, enfatizaron que nada obsta a que otro pariente interesado pueda comparecer, sólo que el texto establece la obligación de citar a los parientes ya mencionados.


Indicaron que también se exige el informe de vínculos familiares, aun cuando en la práctica ya se realiza.


Apuntaron que la norma también se hace cargo de la incomparecencia prescribiendo que el emplazado que no comparece, puede alegar causa justificada, en el plazo de 10 días hábiles, eliminándose la presunción de derecho establecida en el texto primitivo.


Por último, señalaron que el inciso final excluye la facultad de oponerse al padre o madre que ha sido condenado por delitos sexuales. Al respecto advirtieron que dicho inciso deberá ser complementado con la incorporación de lesiones graves.


La Comisión acordó votar separadamente los incisos primero, segundo, tercero, cuarto, sexto y séptimo.


Puestos en votación los incisos primero, segundo, tercero, cuarto, sexto y séptimo, fueron aprobados por mayoría de votos. A favor votaron las diputadas Cicardini, Nogueira, Sabat y Turres, y los diputados Farías, Ojeda, Ortiz, Sandoval. En contra votó el diputado Rincón y se abstuvo la diputada Pascal. (8-1-1).

Inciso quinto

El diputado Rincón manifestó su disconformidad con este inciso, por cuanto distingue dos formas de citaciones dependiendo del grado de parentesco respecto del NNA, esto es, personalmente a los padres de la niña, niño o adolescente y por cédula a las demás personas, lo que a su juicio atenta contra la certeza jurídica del procedimiento, al no establecer para toda la familia extensa la notificación personal. Hizo presente que la norma al no proporcionar certeza jurídica pone al NNA en una situación de vulneración evidente, la que se verá, en todo caso, incrementada al no existir, por una parte, una ley que establezca el Defensor del Niño, y por otra parte, la ley de garantías de los derechos del NNA.


Los integrantes de la Comisión, compartiendo el planteamiento del diputado Rincón, solicitaron al Ejecutivo reformular el referido inciso. 

Los representantes del Ejecutivo explicaron que la norma al establecer la notificación personal solo a los padres y por cédula a los demás parientes, pretende conjugar razonablemente, por una parte, la seguridad de que se cite a los parientes, y por la otra, la necesidad de otorgarle celeridad al proceso. No obstante lo anterior, se comprometieron a reformular el inciso quinto quedando, en consecuencia, pendiente su votación, y por ende, el propio artículo.


Indicación Nº 55, de la diputada Cicardini y del diputado Farías, para agregar en la indicación del Ejecutivo, a continuación de la expresión “sexuales” la siguiente frase “o lesiones graves”.

Luego de un breve debate en cuanto a la gravedad de las lesiones corporales incluidas en la indicación, particularmente a si se contempla aquellas consideradas por la doctrina como “menos graves”, el Ejecutivo sugirió que para una mayor precisión de la norma debe indicarse claramente que se trata de las lesiones graves contempladas en los artículos 395, 396, 397 y 398 del Código Penal, dejándose de manifiesto que se excluyen las menos graves, como igualmente se hizo en el artículo referido a la audiencia de ratificación donde a modo excepcional se indica que no serán parte en el proceso el padre o la madre respecto de las cuales se hubiese dictado en su contra sentencia por delitos sexuales.

-Puesta en votación la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Rincón, Ojeda y Ortiz. (8-0-0). 

-Puesto en votación el inciso final fue aprobado por unanimidad. Votaron las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Rincón, Ojeda y Ortiz. (8-0-0). 

-Puesto en votación el artículo fue aprobado por unanimidad. Votaron las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Rincón, Ojeda y Ortiz. (8-0-0). 
**********************


A continuación, la Comisión acordó aprobar por unanimidad todas las disposiciones del proyecto de ley respecto de las cuales, el Ejecutivo no presentó indicaciones, y poner en discusión solo los siguientes artículos:
Título VII.-
Prohibiciones y sanciones

Párrafo 2°
De las sanciones


Artículo 63.- Revelación de antecedentes. “El funcionario público que revelare antecedentes de que tenga conocimiento en razón de su cargo y que de acuerdo a esta ley son reservados, o permita que otro los revele, será sancionado con la pena de suspensión del empleo en sus grados mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales.


En caso de reiteración de la conducta señalada en el inciso anterior, la pena será la de inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos en cualquiera de sus grados y multa de veintiuna a treinta unidades tributarias mensuales. La misma pena se aplicará si en razón de la revelación se ocasionare grave daño a la niña, niño o adolescente o a sus padres biológicos o adoptivos.


El que, sin tener la calidad de funcionario público, revelare los mismos antecedentes teniendo conocimiento de su carácter de reservados, será castigado con pena de multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales”.

El Abogado señor Pedro Pacheco, en representación del Ejecutivo, explicó que la norma tiene por objeto establecer una sanción cuando se incumple con el deber de reserva de aquellos antecedentes que tienen el carácter de reservado. Señaló que la norma distingue cuando el sujeto activo es un funcionario público o un particular, estableciendo para el primero de éstos un estándar más elevando y en tal sentido la sanción impuesta es por acción u omisión de la conducta descrita, es decir, tanto por revelar antecedentes de que tenga conocimientos en razón de su cargo, o bien, por permitir que otro los revele. También se establece una sanción en caso de reiteración y en caso de que la revelación causare grave daño a los afectados que intervinieren en el proceso de adopción.


Algunos integrantes de la Comisión manifestaron sus aprensiones respecto de la razón por la cual no se consideró una pena más severa, toda vez, que la revelación de ciertos antecedentes puede dañar gravemente la armonía de una familia. Al respecto, el Ejecutivo precisó que contemplar penas superiores a las ya señaladas implicaría alterar la proporcionalidad del Código Penal, produciéndose el efecto de que conductas más graves que la establecidas por esta norma sean sancionadas con una pena inferior. A mayor abundamiento, se encuentra en armonía con lo que establece la Ley de Bases de la Administración del Estado.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Rincón, Ojeda y Ortiz. (8-0-0). 
********************

“Artículo 64.- Coacción para la obtención del consentimiento para la adopción. El que coaccionare a otro indebidamente a que preste su consentimiento a la cesión voluntaria de una niña, niño o adolescente para su adopción, será sancionado con la pena del artículo 297 del Código Penal.”.

Esta figura no se encuentra contemplada en la actual Ley de Adopción N° 19.620. Tiene por objeto cautelar que la entrega voluntaria se haga en forma libre, informada y responsable, y que no sea el producto de una coacción, lo que fácilmente puede darse ante un embarazo en condiciones de precariedad familiar o económica.


La penalidad está señalada en referencia al artículo 297 del Código Penal, que establece el delito de amenazas de un mal que no constituya delito: reclusión menor en su grado mínimo a medio, pena de simple delito conforme al artículo 21 del Código Penal.

Sometido a votación resultó aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Rincón, Ojeda y Ortiz. (8-0-0). 
************************

“Artículo 65.- Obtención fraudulenta de la entrega de una niña, niño o adolescente. El que con abuso de confianza, ardid, simulación, atribución de identidad o estado civil u otra condición semejante, obtuviere la entrega de una niña, niño o adolescente para sí, para un tercero o para sacarlo del Estado con fines de adopción será sancionado con la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados y multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales”.


Se reproduce la norma del art. 41 de la Ley Nº 19.620 y tiene por objeto cautelar el buen funcionamiento del sistema de adopción nacional e internacional estableciendo esa figura, que no realiza exigencias especiales en cuanto al sujeto activo (puede ser cometido tanto por un funcionario público como por un particular), y asigna penas de simple delito.

 El abogado señor Pacheco explicó que el concepto de Estado se homologa a la terminología empleada en la Convención de la Haya y que es equivalente a territorio nacional. 


Asimismo, ante la inquietud de algunos integrantes de la Comisión acerca de la razón por la cual no se consideró en el sujeto activo la calidad de funcionario público para agravar la conducta y establecer una pena superior, a diferencia de lo establecido en el artículo 63 sobre revelación de antecedentes, el Ejecutivo precisó que la calidad de funcionario público otorga una calidad privilegiada respecto de un particular, exigiéndole por tanto un estándar más elevado en su actuar. En tal sentido advirtió que el artículo 68 del proyecto de ley establece una agravante especial, aumentando la pena en un grado cuando el sujeto activo detenta una calidad especial.


Sometido a votación resultó aprobado por unanimidad. Votaron las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Rincón, Ojeda y Ortiz. (8-0-0). 
*************************

Artículo 68.- Agravante especial. “Las penas contempladas en los artículos anteriores se aumentarán en un grado si el delito fuere cometido por autoridad, empleado público, abogado, médico, matrona, enfermera, asistente social o por el encargado, a cualquier título, del cuidado de la niña, niño o adolescente, cuando ejecutaren las conductas que allí se sancionan abusando de su oficio, cargo o profesión.


Sometido a votación fue aprobado, sin debate, por unanimidad. Votaron las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal y Sabat, y los diputados Farías, Rincón, Ojeda y Ortiz. (8-0-0). 

“Artículo 1°.- La adopción es una medida de restitución de derechos, mediante la cual se proporciona una familia declarada idónea a aquellas niñas, niños y adolescentes declarados judicialmente adoptables, estableciendo un vínculo de filiación entre personas que no lo tienen por naturaleza.


La adopción confiere al adoptado el estado civil de hija o hijo respecto del o de los adoptantes en los casos y con los requisitos que la presente ley establece.”

A continuación, la Comisión procedió a votar el artículo primero del proyecto de ley que deroga la Ley N° 19.620, dado que al inicio de la discusión sus integrantes acordaron postergarlo hasta esta oportunidad.

Sometido a votación fue aprobado por unanimidad. Votaron las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal, Turres y Sabat, y los diputados Farías, Rincón, Ojeda y Ortiz. (9-0-0). 
**************************

Disposiciones transitorias


“Artículo 1º transitorio. Adopción establecida según las leyes N°s 7.613 y 18.703. Los que tengan la calidad de adoptante y adoptado de conformidad a la ley Nº 7.613 o al régimen de adopción simple de la ley Nº 18.703, continuarán sujetos a los efectos de la adopción previstos en estas leyes.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, esos adoptantes y adoptados, cualquiera sea su edad, podrán acordar que se les apliquen los efectos que establece el inciso primero del artículo 40
 de esta ley, de conformidad al procedimiento regulado en el artículo 45 de la Ley N°19.620. 


Puesto en votación fue aprobado por unanimidad. Votaron las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal, Turres y Sabat, y los diputados Farías, Rincón, Ojeda y Ortiz. (9-0-0). 
**************************

“Artículo 2º transitorio. Organismos acreditados nacionales y autorizados extranjeros. “Se entenderá concedida la acreditación o autorización indicada en el artículo 6° de esta ley, a los organismos nacionales o extranjeros que a la fecha de su entrada en vigencia, que ejecuten programas de adopción o actúen como intermediarios en materia de adopción internacional de niñas, niños y adolescentes, en su caso.” 

-Puesto en votación fue aprobado por unanimidad. Votaron las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal, Turres y Sabat, y los diputados Farías, Rincón, Ojeda y Ortiz. (9-0-0). 
************************

“Artículo 3º transitorio. Procedimientos pendientes. Los procedimientos de susceptibilidad de adopción y de adopción, iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente ley, continuarán tramitándose hasta que su resolución final quede firme o ejecutoriada, conforme a las causales, el orden de prelación y las disposiciones procedimentales de la Ley N°19.620.”

Lo anterior no obstará a que en dichos procedimientos tengan aplicación inmediata los artículos 28, 29, 30, 38, 39, 40, 41, 48 y 49.”.


Puesto en votación fue aprobado por unanimidad. Votaron las diputadas Cicardini, Nogueira, Pascal, Turres y Sabat, y los diputados Farías, Rincón, Ojeda y Ortiz. (9-0-0). 
*************************

El texto de los artículos aprobados por unanimidad, en razón de no haber sido objeto de indicaciones son los siguientes:


Artículo 26.- Notificación de la sentencia. La sentencia recaída en el procedimiento de adoptabilidad se notificará por cédula a los consanguíneos que hayan comparecido al proceso, en el domicilio que conste en el mismo, salvo que sea posible efectuar la notificación en forma personal en la audiencia respectiva. Para estos efectos, todo interviniente en el proceso deberá, en su primera gestión judicial, designar un domicilio conocido dentro del territorio nacional, y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra la parte interesada, aun cuando no resida en éste.


Una vez ejecutoriada la sentencia será puesta en conocimiento del Servicio, para que la niña, niño o adolescente sea incorporado, en su caso, al registro a que se refiere el artículo 8°.


Artículo 33.- Caso de fallecimiento de uno de los cónyuges, separación judicial o divorcio. Siempre que concurran los demás requisitos legales, podrá otorgarse la adopción al viudo o viuda, si en vida de ambos cónyuges se hubiere iniciado la tramitación judicial correspondiente, circunstancia que se probará mediante un certificado del organismo acreditado nacional o del Servicio que certificó la idoneidad adoptiva.

En estos casos, la adopción se entenderá efectuada por ambos cónyuges, desde la oportunidad a que se refiere el inciso segundo del artículo 40.


Los cónyuges que hubieren iniciado la tramitación de una adopción podrán solicitar que ésta se conceda aún después de declarada su separación judicial o el divorcio, si ello se justifica, en función del interés superior del adoptado.


Artículo 39.- Inscripción de la adopción. La Dirección Nacional del Registro Civil recibirá los antecedentes del oficial del Registro Civil que haya practicado la inscripción de la adopción. Cumplida dicha diligencia, la Dirección los enviará al Jefe del Archivo General del Registro Civil, quien deberá agregar la ficha individual del adoptado o dejar constancia que éste no posee ficha y, hecho esto, mantendrá todos los antecedentes bajo su custodia en sección separada, de la cual sólo podrán salir por resolución judicial, de acuerdo a lo previsto en el artículo 54.

Artículo 41.- Nulidad. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 4º, el adoptado, por sí o por curador especial, podrá pedir la nulidad de la adopción obtenida por medios ilícitos o fraudulentos.


La acción de nulidad prescribirá en el plazo de cuatro años contado desde la fecha en que el adoptado, alcanzada su plena capacidad, haya tomado conocimiento del vicio que afecta a la adopción.


Conocerá de la acción de nulidad el tribunal con competencia en materias de familia del domicilio o residencia del adoptado, en conformidad al procedimiento ordinario previsto en la Ley N° 19.968.

Título V

De la adopción internacional


Artículo 42.- Procedencia. La adopción internacional sólo procederá con Estados que sean Partes del Convenio o con aquéllos con los cuales Chile haya suscrito un tratado sobre adopción, ratificado por ambos y que se encuentre vigente. 

Cuando Chile sea Estado de origen, la niña, niño o adolescente sólo será trasladado al Estado de recepción después de constituirse la adopción en Chile.
Párrafo 1°

Adopción de niñas, niños y adolescentes residentes en Chile por personas residentes en el extranjero


Artículo 43.- Legislación aplicable. La adopción de una niña, niño o adolescente chileno residente en Chile, por personas residentes en el extranjero, cualquiera sea su nacionalidad, se constituye en Chile, de acuerdo al procedimiento establecido en el presente párrafo y se sujetará, además, a las convenciones internacionales que hayan sido ratificadas por Chile, en especial, a lo previsto por el Convenio.


Artículo 45.- Requisitos de los postulantes. Sólo podrá otorgarse la adopción de que trata este párrafo a los cónyuges no residentes en Chile, sean nacionales o extranjeros, que reúnan los siguientes requisitos:

a) Que la duración del matrimonio no sea inferior a 2 años.

b) Que ambos sean mayores de 25 años de edad y menores de 60 y tengan una diferencia de edad no inferior a 20 años respecto del adoptado.

c) Que hayan sido evaluados y declarados idóneos para adoptar, desde el punto de vista legal, médico, sicológico, social y moral, tanto por la autoridad competente del Estado de recepción, como por el Servicio u organismo acreditado nacional.


Artículo 46.- De la postulación a adopción. La solicitud de adopción deberá ser patrocinada por la autoridad competente del Estado de recepción.


La solicitud en Chile será presentada ante el Servicio o un organismo acreditado nacional, acompañada de los antecedentes que a continuación se señalan, debidamente autenticados, autorizados o legalizados, según corresponda y traducidos al español, en su caso:

a) Certificado de idoneidad emitido por la autoridad competente del Estado de recepción, de conformidad a la Convención y los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes. 

b) Certificado de la autoridad de inmigración del Estado de recepción, en que consten los requisitos que la niña, niño o adolescente adoptado debe cumplir para ingresar al mismo.

c) Certificado en que conste la legislación vigente respecto de la forma de adquirir la nacionalidad de los adoptantes, por parte de la niña, niño o adolescente o del actual Estado de residencia de estos, si es que reside en un país distinto al de su origen.

d) Copia de documentos de identificación de los solicitantes, obtenidos en su país de origen o residencia.

e) Certificados de nacimiento de los solicitantes.

f) Certificado de matrimonio de los solicitantes.

g) Informe social emitido por la autoridad competente del Estado de residencia de los solicitantes.

h) Informe psicológico otorgado por la autoridad competente del Estado de residencia de los solicitantes, conforme a los lineamientos técnicos emanados del Servicio. 

i) Certificados que comprueben la salud física de los solicitantes, descartando la presencia de patologías que sean incompatibles o dificulten la crianza de una niña, niño o adolescente. 

j) Antecedentes fidedignos y actuales que acrediten la capacidad económica de los solicitantes.

k) Fotografías recientes de los solicitantes y de su entorno familiar.

l) Certificado emanado de la autoridad competente del Estado de recepción, en que conste la participación de los solicitantes en cursos, talleres o instancias similares de asesoramiento y preparación para ejercer la paternidad adoptiva de niñas, niños o adolescentes chilenos. Asimismo, se requerirá un certificado en que conste que a lo menos uno de los cónyuges ha aprobado un curso de español o una declaración jurada, prestada ante algún Ministro de Fe, que acredite dominio básico del idioma.

m) Certificados de antecedentes penales

n) Cualquier otro documento que se requiera para acreditar el cumplimiento de exigencias o condiciones establecidas por la legislación del Estado de residencia de los solicitantes. 

Los documentos consignados en las letras h), i), j) y k) no podrán tener una antigüedad superior a dos años, al cabo de los cuales deberán ser actualizados.


Una vez recibida la solicitud de adopción, el Servicio o el organismo nacional acreditado, en un plazo no mayor a treinta días hábiles emitirá un informe técnico-jurídico sobre el cumplimiento de las exigencias contenidas en la presente ley y los convenios internacionales aplicables y, en su caso, procederá a declarar la idoneidad de los solicitantes, ingresando éstos al respectivo registro, lo cual será comunicado a la autoridad u organismo patrocinante.


Para el caso que no se cumplan las exigencias legales o los antecedentes resulten insuficientes, se aplicará el procedimiento que establezca el reglamento de la ley.


La resolución que declare la no idoneidad de los solicitantes deberá ser fundada y en su contra procederá el recurso previsto en el artículo 34 de la presente ley.


Artículo 49.- De los efectos de la adopción y su nulidad. Los efectos de la adopción y su nulidad serán regulados de conformidad a lo establecido en el Párrafo 3° del Título IV. 

Párrafo 2°

Adopción de niñas, niños o adolescentes residentes en el extranjero por personas residentes en Chile


Artículo 50.- Solicitud de adopción de niñas, niños o adolescentes residentes en el extranjero. Las personas con residencia permanente en Chile que deseen adoptar a una niña, niño o adolescente con residencia habitual en el exterior, deberán presentar su solicitud ante el Servicio, o ante un organismo acreditado nacional que haya obtenido autorización para operar en el Estado de origen, con el objeto que se evalúe su aptitud e idoneidad y se les proporcione orientación y apoyo de acuerdo a la legislación de dicho Estado, cumpliendo las demás disposiciones del Convenio.


Artículo 51.- Traslado de la niña, niño o adolescente e inscripción de la adopción. Con el mérito del certificado previsto en el artículo 23 del Convenio, emitido por la autoridad competente del Estado de origen que acredita la conformidad del procedimiento de adopción con las disposiciones del referido instrumento, el Servicio autorizará el traslado a Chile de la niña, niño o adolescente de quien se trate. Una vez llegado el adoptado, con el mérito de dicho certificado, así como de la sentencia que haya otorgado la adopción en el Estado de origen, el Servicio solicitará al Registro Civil que practique la inscripción de nacimiento de la niña, niño o adolescente como hija o hijo de los adoptantes.


Artículo 52.- Efectos de la adopción de niñas, niños o adolescentes residentes habituales en el exterior. Se aplicará al respecto, lo previsto en el Párrafo 3° Título IV de la presente ley.


La niña, niño o adolescente adquirirá la nacionalidad chilena, si se dan los supuestos previstos en el artículo 10 Nº 2 de la Constitución Política de la República. 

En caso de tratarse de extranjeros residentes permanentes en Chile, el Servicio tendrá que verificar, previamente al acuerdo mencionado en el artículo 17 del Convenio, que la niña, niño o adolescente adoptado podrá adquirir la nacionalidad de al menos uno de los adoptantes. 


Artículo 53.- Trámites postadoptivos. El o los adoptantes deberán cumplir en los plazos establecidos los trámites postadoptivos previstos por la legislación del Estado de origen. Serán asesorados para ello por el Servicio o el organismo acreditado patrocinante.


Asimismo, deberán facilitar la información, documentación, entrevistas y visitas domiciliarias que se requieran para la emisión de los informes de seguimiento postadoptivo exigidos por el Estado de origen.


Artículo 55.- Asesoramiento. Las personas interesadas en iniciar un proceso de búsqueda de sus orígenes deberán ser asesoradas por el organismo acreditado que intervino en la adopción, el Servicio u otro en subsidio. 

En caso de tratarse de adopciones internacionales, también podrá intervenir la autoridad competente del Estado de recepción que actuó como intermediario. 


Las actividades que considerará el proceso de búsqueda de orígenes, serán reguladas en el reglamento de esta ley.


Artículo 58.- Idoneidad de los solicitantes. El cónyuge del padre o madre que solicita la adopción por integración de la niña, niño o adolescente, tendrá que ser declarado idóneo, de conformidad al Título IV de esta ley, debiendo acompañarse el respectivo certificado de idoneidad, tanto en la solicitud de adoptabilidad como en la adopción propiamente tal, como documento fundante.


En caso de muerte del padre o madre biológico y de oposición de los abuelos del niño, niña o adolescente a la adopción por integración, el juez podrá conceder la protección intrafamiliar de que trata el párrafo siguiente.


Artículo 67.- Ingreso irregular de una niña, niño o adolescente a Chile con fines de adopción. El que promueva o facilite el ingreso de una niña, niño o adolescente en Chile de forma contraria a lo establecido en la ley, con fines de adopción que no se justifique por razones humanitarias, será sancionado con presidio menor en sus grados medio a máximo. Si mediare ánimo de lucro, se aplicará la pena del artículo 411 bis.


Artículo 68.- Agravante especial. Las penas contempladas en los artículos  anteriores se aumentarán en un grado si el delito fuere cometido por autoridad, empleado público, abogado, médico, matrona, enfermera, asistente social o por el encargado, a cualquier título, del cuidado de la niña, niño o adolescente, cuando ejecutaren las conductas que allí se sancionan abusando de su oficio, cargo o profesión.

*********************************

ANTECEDENTES DE LA TRAMITACION DE ESTE PROYECTO


Durante la tramitación del proyecto de ley en la Comisión de Familia se expresaron diversas visiones acerca del enfoque que aquél debía tener, por lo cual se constituyó una mesa de trabajo entre los Ministerios de Justicia y de Desarrollo Social y el Consejo Nacional de la Infancia, con el objeto de consensuar la incorporación de algunas modificaciones que pudieran facilitar el avance de la citada iniciativa legal.

Como resultado del trabajo de los organismos señalados precedentemente, el 4 de noviembre de 2014, la Presidenta de la República presentó un conjunto de indicaciones al proyecto original, las que fueron retiradas el 16 de junio de 2015, junto con presentar nuevas indicaciones para sustituir los artículos 1° al 26, se trató de conservar gran parte de las redacciones que ya habían sido aprobadas por la Comisión incorporando nuevos aspectos que se estimaron relevantes.

Posteriormente, el 4 de agosto de 2015 se presentó el segundo bloque de indicaciones que desarrolla los temas y materias que completan el texto del proyecto de ley, incorporando entre otras modificaciones y adecuaciones, la regulación de la adopción de mayores de edad, tal como lo había solicitado la Comisión.

Actuó como Secretaria de la Comisión en la tramitación de esta etapa del proyecto de ley, la abogada señora María Eugenia Silva.


Finalmente, el 26 de junio de 2018, el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, presentó una indicación sustitutiva del proyecto.

**************************

En marzo de 2018, en el nuevo período parlamentario, se constituyó la Comisión de Familia y Adulto Mayor, que eligió como presidenta a la diputada Pamela Jiles Moreno, con los siguientes integrantes: Karol Cariola Oliva, Loreto Carvajal Ambiado, Natalia Castillo Muñoz, Eduardo Durán Salinas, Sebastián Keitel Bianchi, Francesca Muñoz González, Luis Rocafull López, René Saffirio Espinoza, Gustavo Sanhueza Núñez, Raúl Soto Mardones, Virginia Troncoso Hellman y Cristóbal Urruticoechea Ríos.

Posteriormente la diputada Carolina Marzán Pinto reemplazó a la diputada Loreto Carvajal Ambiado, y el diputado Álvaro Carter Fernández reemplazó a la diputada Virginia Troncoso Hellman.


Asimismo, en el mes de septiembre de 2018, la diputada Pamela Jiles Moreno presentó su renuncia a la presidencia de la Comisión y fue sucedida en el cargo por la diputada Natalia Castillo Muñoz 


En la primera sesión celebrada el 21 de marzo de 2018, la abogada señora María Eugenia Silva informó a la Comisión sobre los proyectos de ley pendientes y especialmente se refirió a la iniciativa que modifica la ley de adopción. Sobre esta última indicó que el proyecto original presentado por el presidente Sebastián Piñera en el año 2013, fue objeto de varias indicaciones por la ex Presidenta Michelle Bachelet, pero la presentación de otras iniciativas legales interrumpieron la normal tramitación del proyecto de adopción.
En una sesión posterior, la Comisión recibió al nuevo Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Hernán Larraín Fernández, con el cual se analizó la posibilidad de continuar con la tramitación el proyecto de adopción en el estado en que quedó en la legislatura anterior o bien considerar la presentación de un nuevo proyecto de ley o una indicación sustitutiva.

Con el objeto de que la Comisión tuviera un conocimiento más acabado de la ley de adopción vigente y de su posible modificación se acordó, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 223 del Reglamento de la Corporación, recibir la opinión de la Directora de la Fundación de la Niñez UMICH, Unidad de Ministerios Infantiles de Chile, señora Carolina Ester Espinaza Aschieri, del presidente del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual, señor Rolando Jiménez Pérez, del Director Ejecutivo del organismo América por la Infancia, señor Esteban Gómez Muzzio, y de la académica de la Facultad de Psicología de la Universidad Alberto Hurtado, señora Irene Salvo Agoglia. 

En definitiva el Gobierno decidió presentar una indicación sustitutiva, que se empezó a tramitar en el mes de junio de 2018 y terminó su tramitación en enero de 2019.

********************
La diputada Jiles (Presidenta), remarcó la importancia de tratar prontamente el proyecto de ley en discusión, aprovechando el énfasis que el nuevo Gobierno le ha asignado a las materias vinculadas con la infancia. Luego, dio la bienvenida al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, felicitándolo y deseándole el mayor de los éxitos en su gestión, en beneficio de los niños y niñas de Chile.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Hernán Larraín Fernández, agradeció la invitación y expuso conforme a una presentación digital
,afirmando que el Presidente de la República le ha asignado prioridad a diversas temáticas relacionadas con la infancia, por la clara necesidad de incorporar cambios en la legislación actualmente vigente, aunque es evidente que deben privilegiarse ciertas iniciativas, pues no se puede abarcar convenientemente todo al mismo tiempo. A continuación, se refirió al proyecto de ley sobre adopción, recordando que este tuvo su origen el año 2013, siendo objeto de tres indicaciones del Ejecutivo, presentadas durante el gobierno de la Presidenta señora Michelle Bachelet, lo que generó un intenso debate, tras el cual fue posible obtener acuerdos en diversas materias, permitiendo sentar aquellos aspectos más relevantes y transversales, además de concluir la necesidad de unificar las posturas, al menos en lo sustancial.
La diputada Cariola coincidió en la relevancia que debe tener el tratamiento de la infancia, aunque lo realmente importante en este momento es conocer la opinión del actual gobierno, respecto de diversos aspectos vinculados con la competencia de esta Comisión, con especial énfasis en la infancia, con una mirada más amplia, no limitándose solamente a la adopción. 
La diputada Jiles (Presidenta), propuso escuchar primero a los representantes del Ejecutivo, procediendo luego con las preguntas de la comisión.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, en términos generales, estimó relevante analizar los antecedentes del proyecto de ley sobre adopción, que buscaba modificar la Ley N° 19.620, que dicta normas sobre adopción de menores, pues si bien ésta significó un avance respecto de la regulación anteriormente vigente, requiere de una pertinente actualización. En dicho contexto surgió el proyecto de ley (boletín N° 9119-18), que fue el producto de un estudio en legislación comparada, jornadas técnicas asociadas y diversas mociones parlamentarias relacionadas. Luego, mencionó las tres indicaciones sustitutivas presentadas por el Ejecutivo, que fueron acompañadas con diversas observaciones de los parlamentarios involucrados en la tramitación del Mensaje, lo que finalmente redundó en la incorporación de disposiciones convenidas. Sin embargo, la comisión de la época, decidió suspender la tramitación del proyecto en septiembre del año 2015, quedando a la espera de una nueva redacción respecto de aquellos puntos en los que existían discrepancias y dudas por aclarar. 

Teniendo presente lo anterior, señaló que durante el año 2017 el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos planteó la idea de avanzar nuevamente en el proyecto de ley, trabajando en una propuesta de anteproyecto que permitiese resolver los aspectos pendientes, incluyendo lo ya consensuado. Por ejemplo, planteó determinar un solo tipo de adopción, establecer la intervención exclusiva del Sename u organismos acreditados, separar el procedimiento judicial, regular la adopción internacional o precisar delitos asociados. Sin embargo, destacó la existencia de otras materias que han sufrido cambios, como ocurre con la entrega voluntaria, principios generales aplicables, causales específicas de susceptibilidad, elección de la familia adoptante, regulación de adopción por integración, protección intrafamiliar, garantía en relación con la búsqueda de los orígenes (derecho a conocer el expediente, posibilidad de re vinculación con la familia de origen), entre otras. 

De esta forma, concluyó que todo lo anterior responde a una visión general en materia de adopción, que recoge gran parte de los acuerdos a los que se llegó en su momento, aunque también contemplando la regulación de otras cuestiones que suscitaron diferencias de opinión (por ejemplo, oposición de un pariente e inhabilitación), lo que podría servir de base para avanzar en la construcción de un nuevo régimen jurídico aplicable en la materia.
La diputada Jiles (presidenta), agradeció la explicación, pero estimó necesario conocer más detalles sobre la postura actual del gobierno en relación con la adopción, determinando clara y concretamente cómo se va a abordar el proyecto de ley. 
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos aclaró que lo pretendido es iniciar un camino que permita alcanzar el más amplio consenso posible en materia de adopción. Expresó entender la necesidad de conocer la política general del nuevo gobierno en relación con la infancia y otros asuntos de interés para esta comisión, pero consideró que ello no debería obstar a que se avance convenientemente en lo que a la adopción se refiere. En la misma línea, planteó fijar como base de trabajo el anteproyecto elaborado durante el año 2017, con la participación del Ejecutivo de la época y los asesores de los integrantes de esta comisión, ya que sería más provechoso. 

Finalmente, insistió en la importancia de avanzar sobre un acuerdo conjunto, que incluya lo ya realizado, sin perjuicio de los aspectos que presenten más discrepancias, en pos de elaborar un nuevo proyecto de acuerdo, lo que obviamente requeriría el consenso unánime de esta Comisión, para acordar la reapertura del debate.
La diputada Jiles (presidenta), consultó si la indicación sustitutiva comentada por el señor ministro, es anterior o posterior a los artículos ya aprobados en las respectivas sesiones de esta comisión.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, precisó que el referido anteproyecto fue el resultado de un acuerdo al que llegó esta comisión, aunque no fue ingresado formalmente, ya que se requería un nuevo acuerdo de la comisión para su presentación.
La diputada Castillo manifestó que la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño ya es parte de nuestro ordenamiento jurídico, pero no ha sido implementada integralmente. Asimismo, sostuvo que el problema de la infancia en Chile es muy profundo, de modo que resulta de la máxima trascendencia determinar cuál es la visión del nuevo gobierno al respecto, en sentido amplio (protección de niños transgénero, adopción homoparental, garantía de menores, tratamiento del Poder Judicial respecto de la infancia, entre otros), entendiendo que cualquier acuerdo exige conocer de antemano la política general que se espera implementar. 
La diputada Cariola señaló que entendía la voluntad expresada por el ministro, ante lo complejo que ha resultado la tramitación del boletín N° 9119-18, pero reiteró la existencia de otros proyectos de ley sumamente relevantes para asegurar un sistema de protección integral de la infancia. Así, antes de adoptar un acuerdo en materia de adopción -propuesta que compartía-, consideró fundamental conocer la visión general del gobierno sobre infancia, pues de ello depende también cómo se abordarán aspectos concretos del propio boletín en discusión. 
El diputado Saffirio manifestó comprender la urgencia de abordar todos los temas vinculados con la infancia, pero recordó que esta sesión tiene por objeto abocarse al estudio del boletín N° 9119-18, sobre adopción, siendo necesario determinar cómo se habrá de proceder (por ejemplo, mediante una nueva indicación sustitutiva). Así, entonces, propuso que el Ejecutivo señale concretamente cuáles son los planes que tiene para el tema en cuestión, es decir, si presentará una indicación sustitutiva, si retirará el actual proyecto y presentará uno nuevo, o si optará por otra alternativa distinta. Por último, lamentó que los intereses de los niños y niñas no hayan sido prioridad, lo que le resulta inaceptable.
El diputado Urruticoechea agradeció a los representantes del Ejecutivo, especialmente porque se debe recordar que el nuevo gobierno debe enfrentar múltiples materias que han sido pésimamente tratadas por el gobierno anterior, de modo que no es posible esperar que ahora se tengan todas las respuestas. 
El diputado Soto (don Raúl), consideró que lo expuesto por el Ejecutivo genera más dudas que certezas, pues lo que se necesita es conocer la hoja de ruta específica que se plantea en materia de adopción, es decir, si corresponde la presentación de una indicación sustitutiva o avanzar sobre lo ya aprobado.
La diputada Muñoz preguntó sobre el proceso de susceptibilidad de adopción y el rol que tendrá el Ministerio del Trabajo, así como la visión que se pretende aplicar respecto de la figura de cuidadores y preferencia en la adopción.
El diputado Sanhueza reconoció la deuda que esta Cámara de Diputados tiene con los niños, pero coincidió en que existen diversas maneras de entorpecer un proyecto de ley, por lo que se debería avanzar sobre la base de los acuerdos alcanzados, sin perjuicio de obtener el compromiso del Ejecutivo para que luego se aborden los aspectos más conflictivos. 
La diputada Troncoso agradeció la presencia del ministro, entendiendo que no procede exigirle una solución acabada sobre la materia, recordando que en esta misma Cámara no se ha logrado el acuerdo necesario para ello. 
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos manifestó entender las diversas inquietudes en esta sesión planteadas, especialmente en lo que se refiere a la política integral del gobierno sobre la infancia. Sin embargo, recordó que ha asumido recientemente esta cartera, existiendo múltiples aspectos que requieren solución, los que en muchos casos son más urgentes (como por ejemplo, las denuncias por abuso, maltrato y tortura en el Cread Casa Nacional del Niño del Sename, en Ñuñoa), razón por la cual aseguró compartir el diagnóstico, pero bajo el supuesto de abordar aquellos aspectos que presentan mayor urgencia. Respecto de otros proyectos de ley, como el de identidad de género, señaló que están trabajando también en una propuesta, existiendo ya un primer borrador, pero que requiere ser abordado con más profundidad. 

Sobre el boletín N° 9119-18, mencionó dos alternativas: presentar un proyecto de ley que recoja la visión del Ejecutivo o avanzar sobre la base de un acuerdo general que reúna todas las visiones, punto este último en que cobra relevancia el anteproyecto antes mencionado. Aclaró que lo propuesto es que los acuerdos ya adoptados por la comisión se dejen sin efecto, para así elaborar una nueva indicación sustitutiva, centrándose en lo que ya está zanjado y relegando lo más conflictivo para su posterior discusión. Pero de no existir dicha voluntad, señaló que lo más probable será que el Ejecutivo presente un nuevo proyecto de ley, quedando en manos de esta comisión determinar cómo se ha de proceder. 

En conclusión, reiteró la necesidad de avanzar en lo que sea más fácilmente realizable, sin poner trabas infructuosas, llamando a la comisión para que decida cuál de las dos alternativas ya planteadas ha de seguir en lo que a la adopción se refiere, enfatizando la pertinencia de buscar soluciones conjuntas.
La diputada Cariola agradeció al ministro por la explicación de algunas de las principales propuestas del nuevo gobierno, pero insistió en consultar sobre el proyecto de ley vinculado con el sistema de garantías de los derechos de la niñez.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos señaló que el proyecto de ley sobre sistema de garantías de los derechos de la niñez, boletín N° 10.315-18, es de la máxima importancia, pues de este dependerá también el resultado del proyecto de adopción bajo análisis, razón por la que espera que aquel se apruebe lo antes posible. 
La diputada Cariola coincidió en tal punto y, por lo mismo, solicitó que se le aplique la urgencia correspondiente. Insistió en su plena disposición para trabajar todas las medidas que sean necesarias a fin de abordar los temas más urgentes vinculados con la infancia, pero antes pidió conocer la base sobre la cual el Ejecutivo estima que se debería iniciar toda discusión.
La diputada Jiles (presidenta), compartió la necesidad de avanzar lo más rápido posible, valorando como una buena la alternativa de presentación de una indicación sustitutiva. Además, consultó sobre la urgencia simple con que se ha calificado el boletín N° 9119-18.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos expresó que, de existir acuerdo, se retirará la urgencia mientras se esté elaborando la indicación, reingresándola posteriormente.
El diputado Soto (don Raúl), agradeció la explicación, apoyando la idea de trabajar en base a una indicación sustitutiva.
La diputada Cariola insistió en solicitar que se explique el contenido del proyecto sobre adopción, bajo el prisma del nuevo gobierno.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos aclaró que lo propuesto se basa en un texto que ya está elaborado y que se puede enviar hoy mismo a todos los integrantes de la comisión, enfatizando que en dicho texto no ha tenido intervención el nuevo gobierno, pues se originó en el período anterior, el que podría servir como punto de partida, entendiendo que hay puntos en los que no existirá concordancia, pero en lo más amplio y medular, sí es posible avanzar. 

Aclaró que las discrepancias de opinión podrán ser abordadas a través de indicaciones, tanto del propio Ejecutivo, como de los parlamentarios, entendiendo que ello forma parte del proceso de tramitación del proyecto bajo estudio. Finalmente, insistió en que, de no existir acuerdo, entonces correspondería esperar la presentación de un nuevo proyecto de ley, siendo la comisión la que está llamada a decidir cómo actuar.
La diputada Jiles (presidenta), planteó invitar para la próxima sesión, al Ministro de Justicia y Derechos Humanos y al Ministro Secretario General de la Presidencia, con el objeto de continuar analizando el proyecto de ley sobre reforma integral al sistema de adopción en Chile.

 - Así se acordó. 

En complemento, señaló que resulta esencial reactivar una nueva campaña nacional de adopción, cuestión que requiere el apoyo del Ejecutivo. Así también, solicitó al Gobierno reflexionar sobre la actuación del Presidente de la República, en la visita que hizo a un hogar de menores en el primer día en que asumió el cargo, ya que los niños fueron exhibidos durante esa actividad, vulnerando sus derechos, cuestión que está expresamente prohibida, siendo responsabilidad tanto de los medios como del Ejecutivo.
La diputada Cariola aclaró que sí está dispuesta a dar su acuerdo para la reapertura del debate, sin perjuicio de insistir en la necesidad de conocer la opinión del Ejecutivo de manera más clara.
La diputada Jiles (presidenta), propuso acordar reabrir el debate sobre el proyecto de ley sobre reforma integral al sistema de adopción en Chile, boletín N° 9119-18, incluyendo aquellas disposiciones ya aprobadas durante su respectiva tramitación. 

- Así se acordó por unanimidad.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos agradeció a la comisión, ofreciendo la plena voluntad del Ejecutivo para convocar a los parlamentarios y/o sus asesores, en pos de trabajar en la elaboración de un acuerdo general relacionado con el proyecto de ley sobre adopción, pues con esto se daría una importante señal a nivel nacional.
La diputada Cariola precisó que el acuerdo es para reabrir el debate, mientras que el proceder posterior, dependerá del texto que se envíe a la comisión.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos se comprometió a enviar a la Secretaría de la Comisión, el texto del anteproyecto sobre reforma integral al sistema de adopción en Chile, para su posterior distribución a los integrantes de la comisión. 

********************
El presidente del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual, señor Rolando Jiménez Pérez, expuso conforme a una presentación escrita.
 Comenzó refiriéndose a que la necesidad de contar con una nueva ley de adopción genera consenso a nivel nacional, considerando que la aplicación de la normativa vigente constituye una vulneración de los derechos de los niños. Argumentó que la reforma de tal sistema debería girar en torno a los siguientes ejes principales:

- Siempre debe estar por sobre cualquier otra consideración el interés superior del niño, no debiendo haber discriminación en aquella ley que debe garantizar los derechos de la infancia más desvalida.

- Es necesario involucrar a los convivientes civiles como adoptantes legales, principio básico coherente con los pasos jurídicos que Chile ha ido dando los últimos años. 

- Los artículos que consagren la palabra matrimonio y cónyuge, deben contemplar también a los convivientes civiles. 

- El estado civil no necesariamente debe ser requisito para optar a la adopción, en tanto se acrediten las habilidades parentales necesarias. 

Expresó que todo lo anterior encuentra sustento en los estándares internacionales sobre los derechos humanos, particularmente, la Observación General número 15 del Comité sobre los Derechos del Niño. Agregó que existe una serie de organizaciones de carácter científico que respaldan estas afirmaciones, esto es, que no hay perjuicio en la crianza de niños por parte de familias homoparentales.

Sostuvo que actualmente las familias homoparentales existen y es un deber del Estado reconocerlas. Citó una serie de casos en que los tribunales de justicia, de distinto grado, han validado la tuición de niños por parte de familias homoparentales. Sin embargo, consideró que la legislación actual no permite un reconocimiento efectivo y general de estas familias.

Finalmente, concluyó que el Estado de Chile asumió un compromiso con la adopción homoparental, existiendo un acuerdo de solución amistosa que es vinculante para el país. 
La directora de la Fundación de la Niñez UMICH, Unidad de Ministerios Infantiles de Chile, señora Carolina Ester Espinaza Aschieri, expuso mediante una presentación digital.
 Al respecto, señaló que la organización que representa ha trabajado desde el año 2011 con niños de todos los estratos sociales a lo largo del país, desde Arica a Temuco, 24 horas, 7 días a la semana, por medio de voluntariado y mesas de trabajo organizadas y direccionadas por coordinadores regionales. Aseguró que son independientes de partidos políticos y que jamás han recibido subvención económica del Estado, empresariado, políticos, ni organizaciones internacionales, de modo que sólo se deben a la búsqueda del interés superior del niño.
Luego, entregó una serie de aspectos relevantes que deberían ser considerados al momento de estudiar las modificaciones a la ley de adopción, entre las cuales destacan especialmente las siguientes:

- Es Subsidiaria: la adopción siempre deberá velar y apoyar al niño con una familia que le permita recuperar o suplir de alguna forma esa familia de origen, con padre y madre, que le falló por diversas razones, sin generar ese espacio vital de contención, seguridad, amor y cuidado necesarios. No se puede olvidar este rol de apoyo como su primer desafío, obligación y responsabilidad. Así, manifiesta que se debe otorgar al niño el derecho de tener madre y padre, como modelo ideal.

- Interés Superior del niño: precisamente por este rol subsidiario, se debe enfatizar como prioridad el interés y bienestar superior del niño, y no el del adoptante. Esto deja fuera muchos interesados que tal vez tengan la mejor de las intenciones y deseos, pero si el real interés es el bienestar del niño y no un acuerdo político, dinero, o lo que sea, lo mejor para ellos es recuperar lo perdido, esto es, una familia con padre y madre.

- Otorgar al niño una Familia: esta tiene que brindar afecto, así como los cuidados que satisfagan las necesidades espirituales y materiales. Agradeció la inclusión de tales conceptos, porque reconocen la integralidad de un niño en cuanto ser humano, entendiendo que lo material (el bienestar económico), no es lo único que se requiere, sino que también su atención ante la necesidad espiritual (ser interior, corazón, psiquis). Por lo tanto, se necesita una ley sin manoseos o turbiedad, en todos los sentidos, cuestión que actualmente le parece que no existe.

Respecto al orden de prelación, estimó vital mantenerlo tal como ya existe, proponiendo eliminar la idea de extender las posibilidades de quienes adoptan, sólo en consideración a los adoptantes. Insistió que si realmente no se buscan acuerdos políticos o conveniencias personales, sino que el interés superior del niño, lo más estable según la experiencia que han recogido en la calle es la familia constituida por un matrimonio, como prioridad, al tratarse de una institución menos soluble en todos los sentidos, pues generalmente los problemas se generan por la falta de una de las dos figuras fundamentales para un niño, es decir, madre o padre.

Sostuvo que el principio de no discriminación inspira a cualquier institución, lo cual se promueve y resulta muy necesario en nuestra sociedad. Sin embargo, en este caso no es adecuado, porque acá no hablamos de los adoptantes, aspirantes a padres, sean quienes sean, sino que el centro son los niños y su interés superior, de forma que si tal premisa es realmente la dirección de la nueva ley, debe primar el derecho a la familia y a la restitución de lo quitado en su vida (madre y padre), como requisito para alcanzar su máximo potencial.

- Propuestas:

-Enfocar la discusión en la necesidad del niño de tener la familia que necesita, completa e integral.

-Debe haber requisitos a los solicitantes a la medida de los niños.

-Manteniendo el orden de la ley actual, prioritario a matrimonios (orden de prelación) 

-Proceso más rápido y expedito.

-El costo lo paga el Estado, no el solicitante.

-Acompañamiento psicológico y espiritual para solicitantes y niño en proceso de adopción.
La diputada Castillo consideró que la expositora concluye ciertas ideas a partir de premisas cuestionables, por ejemplo, al asegurar que “familia con padre y madre es lo que quieren los niños”, ya que bajo tal premisa, las funciones de un padre y una madre aparecen basadas en visiones estereotipadas. Agregó que cuando la expositora se refiere a necesidades espirituales, también resulta cuestionable, porque éstas son por esencia subjetivas y personales. Además, la idea de que “los matrimonios son menos solubles”, es bastante contradictoria con la realidad, ya que actualmente es muy frecuente y fácil acceder a la vía del divorcio. Concluyó planteando que hoy ya existen muchos niños que son criados por homosexuales, a lo que agrega la consulta en torno a cuáles serían las desventajas que enfrentarían estos niños.
La señora Espinaza aseguró que no pretende atribuirse la vocería de los niños, pero su experiencia práctica con miles de ellos la han llevado a la convicción de las afirmaciones que expuso. En base a esto, cree que el modelo ideal de familia es con un padre y una madre. Mencionó estudios que darían cuenta de las diferencias entre una crianza de tales características y una homoparental, destacando que la diferencia de sexo aporta en la crianza. 
La diputada Cariola expresó que si bien es posible plantear diversas afirmaciones a partir de la experiencia, ellas no constituyen la verdad, pues cada uno tendrá la propia, y lo mismo ocurre con los estudios científicos, que entregan fundamento para todas las posiciones. Solicitó profundizar más respecto de las modificaciones de la ley, en relación a la exigencia de recursos que son requeridos para optar a la adopción, porque no puede ser que sólo aquellas familias ricas sean las que puedan hacerlo. Preguntó si se vulnera el interés superior del niño al permitir la adopción homoparental.
La señora Espinaza propuso no restringir la adopción sólo al matrimonio entre hombre y mujer, sino preferir a este vínculo. Defendió el actual orden de prelación sobre la base de que existen suficientes matrimonios en Chile para adoptar niños, ya que el problema está en el sistema, burocracia y dinero.
La diputada Muñoz agradeció la labor de la organización, coincidiendo en que el objetivo debe estar en dotar de la mayor estabilidad a un niño que probablemente viene de un ambiente de sufrimiento. 
La señora Espinaza indicó que durante el trabajo han visto cómo mejoran los niños, junto con sus familias, superando las dificultades. Madres solas, padres solos, abuelitas con sus nietos, etc. Ello sin perjuicio de sostener que el modelo ideal es el de hombre y mujer. 
El diputado Saffirio consultó si cuando se refiere a que la mejor opción es el matrimonio, se refiere a la institución o a una relación heterosexual. Explicó lo anterior, recordando que el Acuerdo de Unión Civil (AUC), siempre fue concebido para personas tanto heterosexuales como homosexuales. En este sentido, preguntó por qué sería conveniente circunscribirse sólo a los cónyuges. 
La señora Espinaza contestó que el AUC puede también concurrir a la adopción en un segundo lugar. Insistió en que las figuras de mamá y papá son necesarios para un niño, siendo el mejor lugar para un hijo.
El diputado Urruticoechea estimó que las dos posturas son muy distintas y ya habrá tiempo para debatirlas. El énfasis debe estar puesto en las dificultades que hoy presenta el proceso de adopción. 
La diputada Marzán reflexionó en torno a que hoy la concepción de familia cambió bastante en comparación a la que imperaba 20 años atrás. Así, lo importante es que los niños vean y reciban amor, en la forma que sea. 

El diputado Durán manifestó que este es un proyecto con muchas aristas que deben ser abordadas. Así, por ejemplo, el Estado debe hacerse cargo de los costos que el proceso puede irrogar a los adoptantes.

El director ejecutivo del Organismo América para la Infancia, señor Esteban Gómez Muzzio, manifestó que ha trabajado en distintas organizaciones preocupadas de la infancia, lo que le ha permitido tener una visión global en materia de adopción, exponiendo conforme a una presentación digital.

Al respecto, destacó que lo esencial es determinar dónde se determina la protección a la infancia, entendiendo que la existencia de una comunidad sensible y bien tratante es fundamental, ya que de ello dependerá que el sistema de protección avance, superando el paradigma del mal trato, cuestión que se aplica tanto para los niños como para los demás involucrados en el sistema que rige a la infancia. 

En este sentido, planteó la duda respecto de qué hace vulnerable a un bebé humano, lo que lleva a la idea de que los vínculos son los que nos determinan, en tanto moldean el cerebro y la salud mental, conforme a lo que se ha logrado comprobar mediante evidencia científica, de la cual se desprende que la vulneración de estos vínculos tiene efectivamente un impacto directo en el desarrollo del cerebro de los niños.

Por ello, es fundamental rechazar todo tipo de maltrato a los niños, lo que también se traduce en el modelo de crianza del que se debe desterrar el mal trato.


Sobre los vínculos de los niños, destacó que estos requieren en primer lugar de la seguridad emocional, que debe ser el centro de cualquier reforma en infancia, en el contexto de un entorno respetuoso de sus derechos, enriquecido y seguro. Sin embargo, lo común es que el entorno no respete estas condiciones.


En consecuencia, la “parentalidad” debe entenderse como un aprendizaje, no como un simple instinto, lo que deriva en la necesidad de cambiar el modelo. 


Entre los problemas más graves de los niños en Chile, citó la obesidad y sobrepeso que tiene directa relación con los vínculos y la crianza, al igual que los problemas de salud mental (especialmente graves), y aquellos relacionados con la educación, elementos todos que conforman un conflicto integral.


Respecto de la protección, destacó los altos niveles de malos tratos, poco diálogo y escasa conversación al interior de las familias, lo que también refuerza la urgencia de reestructurar el modelo y no aumentar o ampliar lo que ya existe.


Por otra parte, resaltó la oportunidad que representa la creación de un “Sistema de Garantía de Derechos de la Niñez”, ya que al incorporar la idea de “sistema” se nutre de todo lo que hemos aprendido en la última década sobre el sistema de protección social y del subsistema de protección integral a la infancia denominado “Chile Crece Contigo”.


Entre las principales ventajas, mencionó el hecho de que permite pensar en la articulación entre lo nacional y lo local, avanzar hacia la instalación de mecanismos de “alerta temprana”, organizar los flujos de información y la oferta programática en los territorios; y diseñar un modelo de apoyo a las familias y de acompañamiento al desarrollo de los niños y niñas. Sin embargo, lamentó el hecho de que nada de esto aparezca suficientemente explicitado en el respectivo proyecto de ley.


Asimismo, resaltó una segunda oportunidad dada por el concepto de “Garantía” de derechos de la niñez, ya que este abre la posibilidad de instalar la discusión sobre la efectivización de los derechos y sus mecanismos de exigibilidad, entre otros. Pero lamentablemente esta promesa implícita en el concepto de “Garantía” queda también a medio camino.


Luego, se refirió al rol central que se pretende dar al Ministerio de Desarrollo Social, planteando dudas en cuanto a la efectividad que dicho sistema tendrá. Esto, pues la propuesta de dictar medidas de protección administrativas requiere tener personal debidamente capacitado en la aplicación de medidas de protección (lo que hoy no existe), además de implementar instancias deliberativas y resolutivas en los territorios previas al tribunal. En dicho sentido, cuestionó si dicho ministerio está preparado para asumir todo lo que el proyecto implica (Subsecretaría de la Niñez, Servicio de Protección Especializada, Medidas de protección administrativas, Coordinación de toda la oferta de infancia en el país).


Sobre la relación entre “Garantía de Derechos” y “prestaciones y oferta programática”, observó problemas adicionales, ya que el proyecto actual no establece un catálogo de garantías explícitas de infancia con protección financiera similar a las Garantías Explícitas de Salud, ni están claros los mecanismos de exigibilidad.

En conclusión, resaltó lo urgente que resulta contar con un sistema integral de protección a la niñez, con fuerte expresión local-territorial que acompañe desde la gestación hasta los 18 años de edad y disponga de un catálogo de prestaciones garantizadas, junto con mejorar las condiciones laborales y las competencias del recurso humano.

Posteriormente, expuso respecto de la oportunidad que existe para avanzar hacia un Sistema Nacional de Adopción. Sobre esto, recordó que la parentalidad adoptiva es, al igual que toda parentalidad, un proceso complejo y multidimensional que requiere apoyos disponibles en la comunidad, pues se genera un doble problema: en primer lugar, determinar si el postulante es o no idóneo; y de serlo, entonces se deberá asumir toda la responsabilidad sin ningún apoyo estatal. Lo anterior, es evidentemente contradictorio e ilógico, especialmente considerando que los niños adoptados presentan una serie de situaciones que enfrentan con posterioridad al proceso mismo de adopción, las que requieren de un apoyo mayor y constante.


En tal sentido, debería pensarse en un sistema integral de garantía de derechos, que esté formado por tres sub sistemas, a saber: 


1) Sistema de Protección Especializada; 


2) Sistema Nacional de Adopción, y


3) Sub-sistema de Protección Integral a la infancia chilena.


De lo anterior, surgen una serie de nudos críticos a resolver, tanto en el proceso de cesión como en el de inhabilidad, en que se debe determinar qué es lo que habrá de ocurrir con el niño durante el respectivo proceso, pero también establecer el apoyo que se entregará a la familia adoptiva antes, durante y después de tal proceso. 


Bajo tal premisa, resaltó que el Sistema Nacional de Adopción (SISNA), permite cambiar no solamente aspectos de la metodología, sino que reformar el paradigma de fondo, con el fin de establecer un sistema diseñado en coherencia con un enfoque de Derechos de la Niñez y de apoyo a la parentalidad.


Dicho sistema se organiza en torno al concepto de “trayectorias”, contando a corto plazo con una plataforma informática integral que articule la información relevante de todos los actores involucrados y permita monitorear todos los pasos del proceso, lo que también facilitaría generar las alertas tempranas pertinentes que aseguren el bienestar del niño o niña, su derecho a vivir en familia y el desarrollo de competencias parentales y buenos tratos en las familias adoptivas.


Por lo tanto, el SISNA exige elevar los estándares técnicos aplicados desde la evaluación, que demandará incorporar o desarrollar instrumentos propios con altos estándares de validez y confiabilidad, hasta la intervención, lo que va a requerir de capacitaciones, aplicaciones piloto y estudios que permitan evaluar el costo-efectividad de lo que el sistema ofrezca a los niños y familias adoptivas.


Finalmente, la coordinación será también fundamental, ya que el SISNA no puede concebirse aislado de otros sistemas relevantes, como el Sistema de Protección Social, el Subsistema Chile Crece Contigo, el nuevo Sistema Nacional de Infancia (en diseño), y el nuevo Sistema Nacional de Protección de los Derechos del Niño (en diseño), como tampoco puede concebirse en desconexión con la nueva institucionalidad de infancia del país, compuesta por la Subsecretaría de la Niñez y el Servicio de Protección Especializada (MDS).


Agregó que todas estas ideas se han logrado discutir con el Sename, reconociendo un esfuerzo por parte de este organismo para avanzar, a pesar de las limitaciones legales y financieras que les afectan. 

La diputada Jiles (presidenta), agradeció la exposición y, antes de ceder la palabra a la siguiente invitada, solicitó que se expliquen mejor algunos conceptos técnicos o más específicos, en consideración a que esta comisión está integrada por parlamentarios nuevos que pueden desconocerlos.

La académica de la Facultad de Sicología de la Universidad Alberto Hurtado, señora Irene Salvo Agoglia, valoró especialmente esta invitación, pues ello refleja la voluntad por conocer una visión amplia en la búsqueda de soluciones idóneas para materias de infancia y adopción, exponiendo conforme a una presentación digital
, y de acuerdo a la siguiente minuta técnica:
  
“PANORAMA Y TENDENCIAS GLOBALES Y LOCALES EN LA ADOPCIÓN.


Como Uds. saben, la adopción es una figura compleja y que se inscribe -al menos- en dos tipos de procesos: es una medida de protección a la infancia y un modo de filiación a través del cual se construye una familia. A lo largo de la historia, la adopción ha sido significada, practicada y legislada de múltiples formas en todas las sociedades occidentales conocidas. Durante un período clásico se buscó responder a intereses patrimoniales y en un período más contemporáneo -mediados del Siglo XIX a fines del Siglo XX- predominó una visión caritativa orientada al “rescate” o la “salvación” de los niños(as) huérfanos de las Guerras Mundiales, o bien, de aquellos considerados o declarados como “abandonados” (Briggs & Marre, 2009; Marre, 2010).


Mediante la entrada en vigencia de instrumentos jurídicos internacionales de Derechos Humanos, como la Convención Internacional de Derechos del Niño (CDN, 1989) y el Convenio de la Haya relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en materia de Adopción Internacional (CH, 1993) se produjo una transformación a nivel internacional de las legislaciones en materia de infancia y una tendencia a la regularización y profesionalización de las prácticas adoptivas. Esto, gracias a la fuerte definición de la CDN a favor del Derecho a la Identidad y al Derecho a vivir en familia, intentándose así trasladar los intereses desde el terreno de los adultos al de la niñez. De esta forma, al menos discursivamente, hoy la entendemos como el derecho del niño a vivir en una familia y no el derecho de los adultos a tener un hijo/a. Sin embargo, estas nuevas concepciones sobre la adopción que fueron efecto de diversos factores resultantes de procesos políticos, sociales e históricos, no reemplazan a los discursos y las prácticas basadas en un enfoque tutelar ni tampoco a la idea de “rescate” de por ej. los “niños institucionalizados”.


El proceso de transformación no ha estado exento de dualidades, ambivalencias y tensiones entre el plano declarativo, las prácticas institucionales y los sistemas necesarios para contar con una política de Estado que haga aplicable estos derechos en el campo de la infancia en general y en el de la adopción, en particular. A ello se suma que la vaga interpretación y dificultad de operacionalización del principio jurídico del Interés Superior del Niño queda sujeta al criterio técnico que, desde una perspectiva adultocéntrica, continúa situando a la niñez como objeto de protección (Marre & San Román, 2012). Por ello, pese a las iniciativas y a los avances en la garantía del Derecho a vivir en familia, en la realidad se presentan serias contradicciones sobre las que es necesario sostener la reflexión, análisis y debate permanente.

 
Junto a lo anterior, el escenario típico en el que jóvenes matrimonios heterosexuales con problemas de infertilidad adoptaban bebés recién nacidos se ha redefinido radicalmente en las últimas décadas (Forbes y Dziegielewski, 2003). Hoy en día, existe un amplio y heterogéneo espectro de configuraciones familiares adoptivas derivadas de las múltiples y complejas transformaciones en (Fernández Moreno & Salvo Agoglia, 2015):


1)
Las características de los niños(as) susceptibles de ser adoptados (edades mayores, diversos lugares de origen, condiciones de salud física y mental, entre otras particularidades).


2)
Los procedimientos o modalidades por las cuales se constituye la adopción (abandono, cesión y/o inhabilidad parental de la familia de origen).


3)
Los nuevos perfiles de las y los solicitantes (matrimoniales, monoparentales, homoparentales, uniones de hecho).


Dicho panorama heterogéneo contribuye a desnaturalizar una serie de principios culturales, jurídicos e institucionales hegemónicos, en atención a una realidad cambiante que abre nuevas interrogantes y desafíos. A modo de ejemplo, un estudio que realicé sobre adopciones monoparentales (Salvo Agoglia, 2018) evidenció la experiencia de trato diferencial y discriminación de estas adoptantes desde el momento de su postulación en adelante, dado que el orden de prelación legal vigente marca de entrada reglas del juego desiguales, y determina a priori la supremacía de los matrimonios por sobre todo otro postulante (monoparental, homoparental y uniones de hecho), no existiendo evidencia científica alguna que señale que la estructura familiar o la orientación sexual aumenten el riesgo de fracaso adoptivo (Ver Salvo Agoglia, 2018).


En el caso de la adopción homoparental, en el ámbito latinoamericano, esta constituye un fenómeno novedoso, dado que solo muy recientemente algunos países han habilitado esta posibilidad a partir de la legalización del matrimonio igualitario, lo cual implica cuestionar el parentesco heteronormativo y entender que ello no pone en ningún caso en riesgo el Interés Superior del Niño ni su bienestar integral (Salvo Agoglia, 2016). En el caso chileno, si bien no existe legalmente la posibilidad de adoptar para parejas del mismo sexo, la legislación vigente tampoco explicita que sea requisito una orientación heterosexual y deja abierto al campo de lo técnico la valoración de su idoneidad. No obstante, al no estar incluida la figura de las uniones de hecho, solo permite que eventualmente uno/a de los padres o madres pueda adoptar, desprotegiendo tanto al niño/a como a su otro padre o madre. Los/las investigadores/as han explorado el ajuste psicosocial de los/as niños en estas familias, en algunos casos comparándolo con familias con padres heterosexuales, concluyendo que ningún factor de riesgo está específicamente conectado con la orientación sexual de los padres/madres (Tasker, 2005). Cuando se presentan dificultades, éstas se relacionan más con los temores de estos/as padres y madres relativos a la integración social de sus hijos/as, debido a la homofobia existente en algunos sectores (Eiguer, 2007).

Panorama general de la adopción en Chile.


En los últimos veinte años, la adopción en nuestro país se ha transformado no solo jurídica, institucional, técnica y numéricamente, sino que también en lo que respecta a su progresivo reconocimiento social. Hasta no hace mucho, predominaba el desconocimiento, la desinformación y la estigmatización que, en muchas ocasiones, derivó en el ocultamiento del origen adoptivo de los(as) hijos(as). Esto ha disminuido, pero continúa presente. Para Baden (2016), todas las personas que participan de los procesos adoptivos han sido de alguna forma estigmatizadas: familias de origen, niños/as adoptados y familias adoptivas. Por ello, hoy en día, seguimos teniendo el desafío de informar y sensibilizar a la población en general sobre la adopción y sus procesos, a los legisladores y legisladoras, a los jueces y juezas y a las/los profesionales, para desmontar creencias erróneas y contribuir a una mayor legitimación de esta forma de construir una familia.


En el plano jurídico, la entrada en vigencia en octubre de 1999 de la Ley Nº 19.620 y de su Reglamento contenido en el Decreto Nº 944 (2000), conformó un nuevo marco jurídico más armonizado con los principios de la CDN que reenmarcó el trabajo que se venía realizando en el área de adopciones desde el retorno de la Democracia. De este modo, se implementaron una serie de reformas respecto a las legislaciones anteriores (que fueron derogadas), subsanando algunas de sus deficiencias. Asimismo, esta nueva normativa agilizó y desburocratizó algunos procesos otorgando una mayor especialización técnica a la institución adoptiva (Vergara, 2011). A partir de este hito, se otorgaron importantes atribuciones al Servicio Nacional de Menores (Sename), constituyéndose como el órgano rector en materia de políticas públicas sobre adopción y como autoridad central para efectos de los procesos de adopción internacional en nuestro país. Desde el punto de vista técnico, gracias a las facultades otorgadas por la Ley vigente, el Sename asumió un proceso de fortalecimiento institucional mediante la creación en todas las Direcciones Regionales de Unidades de Adopción (UADOP), encargadas de la ejecución del Programa General de Adopción (PAG), junto con otros cuatro Organismos Colaboradores Acreditados (OCAS) facultados para ejecutar dicho Programa, tornándose así un campo cada vez más especializado de intervención. El PAG actualmente ejecuta cuatro sub-programas: 1) de apoyo y orientación a la familia de origen del niño(a) en conflicto con su rol parental, 2) de recepción y cuidado del niño(a), para determinar su condición de adoptabilidad, 3) de evaluación técnica a los solicitantes y su preparación como familia adoptiva y 4) de búsqueda de orígenes. Estos sub-programas fueron diseñados para dar respuesta profesionalizada a las necesidades de los diversos integrantes de la triada adoptiva: el niño o niña susceptible ser adoptado/a, su familia de origen y las madres/padres adoptivos. A lo largo del tiempo, los lineamientos técnicos y protocolos han sido permanentemente actualizados para hacer frente a las nuevas demandas, pese a las falencias de la legislación vigente. De esta manera, los entes especializados y sus profesionales han realizado esfuerzos por avanzar en respuesta a los desafíos y necesidades identificadas.


No obstante, a casi 28 de años de la ratificación de la CDN por parte del Estado chileno, nuestro país continúa presentando serias problemáticas asociadas a prácticas derivadas del predominio de un enfoque tutelar, el adultocentrismo y de prácticas discriminatorias de todos los actores vinculados a la adopción. Asimismo, el escenario de crisis crónica de las políticas y de la institucionalidad de infancia durante los últimos años ha adquirido una gran repercusión en la ciudadanía en general y se vuelve un terreno propicio para repensar la adopción desde un paradigma de derechos humanos en virtud de la urgente necesidad de avanzar hacia la construcción de un Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez y hacia una nueva institucionalidad de infancia. Ante ello, el Estado chileno, a través del Sename y el Consejo Nacional de Infancia, han impulsado políticas públicas para promover procesos de desinstitucionalización. De esta forma, se pretende otorgar prioridad a la prevención de las separaciones injustificadas de los niños(as) de sus familias y comunidades de origen; al fortalecimiento de cuidados alternativos como el acogimiento familiar; a la consideración del acogimiento residencial como medida judicial excepcional y provisoria (especialmente en los casos de niños(as) menores de ocho años), y a la preferencia de soluciones estables frente a las temporales, aplicando la subsidiariedad de la adopción cuando esta se considera la medida más idónea.


En términos numéricos, desde la entrada en vigencia de la Ley N°19.620 (1999) y la respectiva aplicación del principio de subsidiariedad de la adopción internacional, durante el período 2000-2016 se produjo una tendencia al alza del número de adopciones realizadas, alcanzando un total de 8.750 adopciones, con un promedio aproximado de 514 adopciones por año (Salvo Agoglia, 2017). Tras el denominado “boom de la adopción internacional” producido en la primera década del Siglo XXI, a partir del año 2005, las cifras de adopción internacional comenzaron a disminuir paulatinamente en todos los países europeos (Selman, 2016). Esta tendencia, también identificada en Chile durante el periodo 2000-2016, se muestra en la inversión de la relación entre adopciones internacionales y nacionales, dado que 7.229 fueron nacionales (82,6%) y 1.521 internacionales (17,4%). Junto a lo anterior, disminuyeron a 20% las causales de “abandono” y “cesión” de niñas(as) y se elevaron a 80% causales de “inhabilitación parental” (SENAME, 2015). Considerando lo antes mencionado sobre las políticas de desinternación impulsadas, resulta relevante destacar desde una perspectiva sistémica e integral, la estrecha relación de la figura de la adopción con el dispositivo de cuidados alternativos. En efecto, tanto en las adopciones nacionales como en las internacionales, es cada vez más probable que antes de ser adoptados, los(as) niños(as) pasen por largos periodos de institucionalización, con el consecuente aumento de adopciones en edades mayores, en el marco de procesos contenciosos y/o donde existió algún tipo de contacto o vínculo con las familias de origen. El mismo Sename informa que entre 2005 y 2015, se incrementaron las adopciones nacionales de niños/as mayores de 4 años en un 100% (Sename, 2016). Frente a este panorama, es clave incidir en políticas públicas que prevengan la separación de sus familias de origen y el ingreso al sistema de cuidados alternativos, fortalezcan el trabajo de revinculación familiar, y disminuyan los tiempos de espera de los(as) niños(as) en condiciones de adoptabilidad, de modo tal de contribuir a aumentar sus probabilidades de adopción y minimizar las experiencias de adversidad en sus historias de vida. Junto con ello, resulta central sensibilizar a los(as) nuevos solicitantes en la necesidad de abrirse a la adopción de niños(as) en edades mayores, proveyéndoles de los respectivos apoyos pre y post-adoptivos. 


Siguiendo esta línea, desde hace ya un tiempo, las instituciones especializadas realizan acciones de orientación con los postulantes, informando claramente los cambios producidos en las últimas décadas, así como las características mayoritarias que presentan los niños(as) en condiciones de ser adoptados y se están rediseñando las políticas y programas en materia de selección de solicitantes y se están sistematizando las intervenciones post-adoptivas. En relación a este punto, la evidencia internacional muestra la necesidad de desarrollar programas que acompañen integralmente la trayectoria adoptiva y, especialmente, ofrecer servicios post-adoptivos especializados aun escasamente desarrollados en Chile. Con este fin, el año 2016 fue licitado por Sename el “Programa de Fortalecimiento de la Parentalidad Adoptiva” (FPA), siendo adjudicado y ejecutado por la Fundación Chilena de la Adopción (FADOP), constituyendo así la primera experiencia piloto de servicios post-adoptivos a la que se requiere brindar una continuidad y estabilidad programática y presupuestaria.


Por otro lado, el reconocimiento jurídico del Derecho a la Identidad -a partir de la Convención Internacional de Derechos del Niño (CIDN, 1989) y el Convenio de la Haya relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en materia de Adopción Internacional (CLH,1993)- ha permitido reformular diversas nociones respecto de los orígenes, la identidad y la adopción, introduciendo una perspectiva crítica a las separaciones arbitrarias de los/as niños/as de su medio familiar y relevando el derecho de las personas adoptadas a conocer y buscar sus orígenes. Si bien, la incorporación del Derecho a la Identidad en la Ley N°19.620/1999, disminuyó el carácter secreto de la adopción e incorporó la figura de la reserva, posibilitando la preservación de antecedentes previos del niño/a para una potencial búsqueda de orígenes, aún se identifican tensiones y contradicciones en la operacionalización de este derecho. A modo de ejemplo, la normativa actual restringe el derecho a la búsqueda a adoptados/as mayores de edad y permite modificar el nombre y la fecha de la partida de nacimiento en atención a la fecha de matrimonio de los adoptantes, entre otros aspectos. Ello evidencia tensiones y contradicciones entre el secretismo y la apertura de la adopción y refleja ambigüedades en la aplicación del Interés Superior del Niño, en la preservación de prerrogativas legales que atienden los derechos e intereses de los adultos (Marre & San Román, 2012).


Si bien Chile cuenta con un Sub Programa de búsqueda de orígenes que ha sido considerado como modelo de buenas prácticas a nivel internacional (Martínez de la Mora, 2009), los procesos de búsquedas de orígenes evidencian diversos aspectos a fortalecer. En primer lugar, muchas personas desconocen la existencia de este subprograma especializado y cuáles son sus derechos a conocer los orígenes. Otro aspecto dice relación con algo ya planteado en el informe GTZ-SENAME (2009), respecto de que la autorización al acceso al expediente de adopción por parte del adoptado mayor de edad o de los adoptantes, requiere autorización judicial, lo que implica reconsiderar esta autorización judicial para iniciar dicho trámite, ya que en otros países este trámite tiende más bien a ser de naturaleza administrativa. Otro de los aspectos claves es considerar la importancia del acompañamiento de todos los actores en esta búsqueda, persona adoptada, padres adoptivos y padres biológicos en todo momento.


En mi actual proyecto de investigación Fondecyt “Adopciones en Chile: la construcción de narrativas sobre los orígenes y la identidad”, he tenido la oportunidad de recoger los testimonios e historias de vida de decenas de personas mayores de edad que fueron adoptadas y realizaron procesos de búsquedas de orígenes y también madres y padres adoptivos que han acompañado estos procesos de sus hijos(as), pudiendo confirmar la relevancia que ha tenido en sus vidas el poder (o no) conocer, contar, relatar su historia de origen y los impactos negativos que tiene la actual forma de normar este tema en sus vidas, por ejemplo, cuando se notifica a los padres/madres adoptivas aun siendo personas mayores de edad que están ejerciendo su derecho a conocer a los orígenes.

 
Tras 19 años de la entrada en vigencia de la legislación adoptiva chilena actual, resultan impostergables una serie de modificaciones para responder a las necesidades y demandas presentes y contar con una legislación que sea capaz de enfrentar las tendencias y desafíos futuros a corto y mediano plazo, al menos. El esfuerzo actual debe centrarse no solo en actualizar, sino que también en construir un instrumento jurídico que se anticipe y tenga utilidad frente a los desafíos que sabemos que vienen en este campo. La reactivación de este debate parlamentario, debe desde mi punto de vista considerar los siguientes puntos que a nivel internacional son considerados “buenas prácticas” y se atendrían a los máximos estándares de derechos humanos a los cuales debemos aspirar:

Principio de no discriminación


•
Eliminar el orden de prelación legal. Existe evidencia científica internacional que muestra que ni la configuración familiar ni la orientación sexual de los padres influye en sus capacidades de cuidado. Por ello, independientemente de la estructura familiar y orientación sexual de los solicitantes, se debe determinar técnicamente su idoneidad para adoptar valorando qué perfiles de niños podrían asumir con mayor éxito. Junto con ello, fortalecer la información y apoyo para desarrollar un enfoque inclusivo y no- discriminatorio de la diversidad en los sistemas de salud, sistemas escolares, población general, etc. Junto con lo anterior, es fundamental que además de resultar discriminatorio, el actual orden de prelación incumple el principio de subsidiariedad de la adopción internacional.

Principio de especialización


•
Regular jurídicamente un subprograma de apoyo profesional y especializado en la fase pos-adoptiva (GTZ-Sename, 2009).


•
Rediseñar intervenciones pre y post-adoptivas orientadas a evaluar, preparar y acompañar a los padres y madres adoptivos, profundizando en una formación especializada cuando se adopten niños/as con perfiles prioritarios.

Derecho a la Identidad.

•
Respecto de las modalidades en que se implementa la adopción, considerando el aumento de adopciones de niños/as en edades mayores, es clave destacar la tendencia a incorporar la opción de contacto con las familias de origen, cuando se evalúa esto como favorable para el niño, niña o adolescente, siendo además una recomendación realizada por la Haya. Por ejemplo, en el código civil argentino se establece una nueva figura que introduce excepciones, ya que ahora en una adopción plena, y dependiendo las circunstancias, se permite que el adoptado pueda mantener relación con algún miembro de su familia de origen. Por otro lado, en la nueva legislación española ya se incorpora la alternativa de la adopción abierta.


•
Fortalecer las intervenciones orientadas a no separar hermanos biológicos, o en su defecto, sostener el contacto entre ellos/as.


•
Rebajar la edad de acceso a información sobre los orígenes siguiendo la tendencia mundial y la evidencia científica que muestra que las personas pueden necesitar conocer y/o contactar a su familia de origen por motivaciones diversas y en edades anteriores a los 18 años, y que ello no dice relación alguna con que su adopción haya fracasado, sino que con necesidades de diversa índole.


•
Eliminar la posibilidad de modificar el nombre de origen y la fecha de la partida de nacimiento en atención a la fecha de matrimonio de los adoptantes, entre otros aspectos.


•
Fortalecer los procesos de comunicación de los orígenes con los padres y madres adoptivas.


•
Fortalecer técnica y presupuestariamente los servicios de acompañamiento de búsquedas de orígenes.

Principio de participación.


Me permito sugerir que esta discusión debe relevar fuertemente el principio de participación en el diseño e implementación de una política pública:


•
El derecho del niño a ser oído en los procesos adoptivos, debiendo estudiarse los mecanismos adecuados para que este derecho sea ejercido y desarrollar los dispositivos adecuados y dotar de los recursos adecuados para ello.


•
La incorporación en la discusión parlamentaria de los organismos públicos y privados acreditados especializados en las temáticas quienes tienen un diagnóstico y panorama completo de las necesidades y desafíos en esta temática, dado que son quienes trabajan a diario en la misma: Dirección Nacional de Adopciones de Sename, Fundación Chilena de la Adopción, Fundación San José para la Adopción y Fundación Mi Casa.


•
Y por último, resulta altamente relevante e indispensable invitar y escuchar la voz de los protagonistas del proceso adoptivo: las personas que han sido adoptadas, agrupaciones de familias adoptivas y si fuera posible también, integrantes de familias de origen.”.


Sobre lo anterior, destacó especialmente aspectos vinculados con la adopción, en base a los testimonios que ha logrado recabar gracias al trabajo desarrollado en sus investigaciones. En general, señaló que las modificaciones internacionales en materia de infancia, han generado la necesidad de efectuar múltiples ajustes a nivel interno, proceso histórico que ha mutado desde la consideración que establecía el derecho de los padres a tener hijos, hacia la determinación del derecho que tienen los niños a tener una familia.


Dicho cambio de criterio ha representado múltiples desafíos, especialmente respecto de la interpretación aplicable, lo que se suma a las distintas realidades de familia, cuyo concepto se amplía permanentemente. 


Asimismo, comentó la diferencia entre la cesión e inhabilitación de niños, siendo este último tipo el que más aumentado, lo que supone que dichos niños tienen un mayor contacto con sus familias de origen.


Tal realidad cambiante presenta diversos retos, pero aseguró que la diversidad en los tipos de familia no genera ninguna diferencia en la crianza de los niños, tal como se ha comprobado en la práctica. Sin embargo, en Chile la posibilidad de la adopción homoparental no existe (en efecto, el único aspecto que genera temor en los padres adoptantes homosexuales, es la homofobia de la sociedad), dejando un vacío fundamental al que se debe dar respuesta. Por tanto, es necesario que los legisladores y jueces se informe mejor, eliminando prejuicios y aclarando la realidad de los hechos.


En lo que se refiere a las últimas modificaciones legales en la materia, las valoró como importantes avances respecto de lo que antes existía, con mejoras técnicas relevantes, sin perjuicio de las falencias evidentes que permanecen en la actual ley.


Por último, sugirió incluir a todos los involucrados en el proceso, con un enfoque especialmente preocupado tanto por los adoptantes como adoptados.

El diputado Saffirio agradeció a los invitados, considerando que esta debió ser la forma en que se debería haber iniciado el estudio de una materia tan relevante como es la adopción. Sobre lo expuesto, consultó por la idea de que exista un entorno de seguridad y estabilidad como requisito fundamental, solicitando un mayor desarrollo en tal punto.

El diputado Rocafull valoró el gran aporte de lo que se ha expuesto, como marco general previo al estudio del proyecto, resaltando también la importancia del programa Chile Crece Contigo, que efectivamente ha significado un importante apoyo. Sin embargo, recordó que este programa hoy se extiende legalmente sólo hasta los 10 años, con dificultades para su implementación incluso hasta dicha edad, por lo que si bien la propuesta de extenderlo hasta los 18 años sería conveniente, es poco probable que ello ocurra en el corto plazo. Además, estimó ilógico aumentar los recursos entregados al Sename, o aplicar criterios restringidos en lo que se refiere al sistema de adopción, siendo fundamental profundizar más la discusión.

El diputado Soto (don Raúl), agradeció ambas exposiciones, pues han contribuido valiosamente a la discusión. Además, consultó por el sistema nacional de adopción y el apoyo post adoptivo, solicitando que se expliquen los principales elementos a considerar. 

La diputada Castillo recordó que en varias ocasiones se ha destacado la tercera etapa de la adopción, en pos de fortalecer el respectivo vínculo y entregar el debido apoyo a las familias adoptivas, esperando que ello sea incorporado por el Ejecutivo en su respectiva indicación sustitutiva.

La diputada Marzán destacó lo conmovedor que es escuchar a los invitados, especialmente en lo que respecta a la descentralización, teniendo presente la amplia diversidad de nuestro país. Por ello, valoró que se haya expuesto con crudeza para causar el impacto deseado, en beneficio de los menores y la familia.

La diputada Muñoz consultó por ideas enfocadas en la educación de los padres. Además, destacó la importancia del apoyo post adopción y rescate del origen.

La diputada Jiles (presidenta), estimó difícil contar con más exposiciones de este tipo, pues los invitados son probablemente quienes más saben del tema. Sin embargo, propuso mantener un contacto frecuente con ellos, especialmente durante la tramitación de la indicación sustitutiva que enviará el Ejecutivo, además de incluirlos como expositores en la Jornada Temática del próximo 29 de mayo.


Consultó también sobre los plazos que rigen desde la inserción del niño en el sistema hasta la susceptibilidad del mismo, y el plazo que va desde la susceptibilidad hasta la adopción plena. 


Luego, solicitó la opinión respecto de aquellas fundaciones externas al Sename que también están encargadas de entregar menores en adopción (y que en su opinión “venden” niños), situación que estima gravísima.

El Director Ejecutivo del organismo América para la Infancia valoró el interés demostrado durante esta sesión, pues ello refleja la intención de poner a los niños en el centro de la discusión, entendiendo que es fundamental ejercer la política con emoción.


En lo concreto, resaltó que todo tipo de estructura familiar puede ofrecer seguridad a los niños, ya que lo importante es la sensibilidad parental, vía que permite simplificar el enfoque, al establecer que lo importante es entender lo que el niño necesita, cualquiera sea el desafío. Así, esta sensibilidad parental se puede desarrollar, independientemente del tipo de familia de la que se trate, e incluso tratándose de combinaciones de tipos de adopción, pues hoy existen las herramientas para tales efectos.


Sobre el programa Chile Crece Contigo, destacó nuevamente su importancia, pero reconoció que existen problemas en su implementación, lo que es reflejo de un desafío mayor asociado a la educación y salud, entre otros, lo que requiere de un esfuerzo que debe planificarse a largo plazo, desde ahora hacia el año 2050.


Por último, reiteró la necesidad de apoyar al adoptante brindándole un buen trato, pues ello permite fortalecer aún más el vínculo, lo que igualmente supone conflictos de financiamiento.

La académica de la Facultad de Sicología de la Universidad Alberto Hurtado, señora Irene Salvo Agoglia, destacó que la adopción requiere considerar también la etapa previa, bajo una mirada integral. 


En cuanto a las discrepancias de enfoque, observó una especie de enfrentamiento entre la postura que aboga por privilegiar a la familia de origen y la que promueve la rapidez del proceso de adopción. Sin embargo, señaló que existen otras alternativas que son intermedias y que se podrían sopesar mejor.


Pero en cualquier caso, la adopción sigue siendo una solución clara y efectiva para la mayor parte de los niños, por lo que incluso podría no ser establecida como última opción, tal como se le piensa hoy.


En cuanto a los plazos, efectivamente falta avanzar en la determinación de éstos para que los tiempos sean agilizados, en beneficio de los niños, pues entre más tiempo pasa, es más difícil su vinculación y mayores son los traumas que van acumulando. 


Respecto de las fundaciones anexas al Sename, valoró la función del órgano rector de infancia (departamento de adopción), pero también el de los entes privados o fundaciones, sin perjuicio de la posibilidad de aclarar cuáles son los roles que a cada cual corresponden para evitar potenciales conflictos de interés. Pero en términos generales, manifestó que no siempre actúan en base a intereses económicos, siendo pertinente evaluar mejor la situación de éstas, tratándose de cada caso particular.

La diputada Jiles (presidenta), reiteró los agradecimientos, solicitando a ambos invitados que participen como expositores durante la Jornada Temática del próximo martes 29 de mayo.

El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Hernán Larraín Fernández, manifestó lamentar no haber podido cumplir con el plazo comprometido para presentar la indicación sustitutiva del proyecto antes del 15 de mayo, pero explicó que ello se debió a la complejidad propia de esta materia, además de que se han reunido con gran parte de las comunidades que abordan asuntos vinculados con la adopción, lo que ha generado retrasos, pero al mismo tiempo, un trabajo completo y serio que busca abordar los aspectos más amplios posibles, en favor de que la adopción sea una oportunidad real de cambio.

Por lo anterior, en razón de las discusiones propias generadas por las diferentes opiniones involucradas, no se alcanzó a cumplir con la fecha expresada, pero aseguró que ya existe un borrador definido, comprometiéndose a presentar dicha indicación con toda certeza antes del próximo 30 de mayo.
La diputada Jiles (presidenta), estimó tal situación como lamentable, pues la Comisión ha visto paralizado su trabajo a la espera de esta indicación, cuestión particularmente grave si consideramos que cada día que pasa, significa perder la opción de salvar la vida de niños. En otras palabras, si bien agradeció la presencia del ministro, consideró necesario expresar la molestia, sin perjuicio de la disponibilidad para continuar trabajando en beneficio de las niñas y los niños de nuestro país.
El diputado Sanhueza valoró que el ministro haya concurrido a entregar sus excusas directamente, pero también agradeció a la Presidenta de esta Comisión por no haber caído en la mezquindad política de aprovecharse de este tropiezo para atacar al Gobierno, lo que refleja un compromiso real por avanzar en el trabajo de crear un mejor sistema de adopción en Chile.
La diputada Cariola criticó el incumplimiento del plazo, esperando que esta sea la última excusa que se presente. Reconoció que el Gobierno les ha consultado la opinión en materia de adopción, pero lo urgente es no seguir retrasando la discusión de este proyecto, así como otros vinculados con la infancia, entre los cuales citó el que establece el sistema de garantías de los derechos de la niñez. 

Señaló que esperaba que este retraso no se deba al hecho de que exista la intención de no presentar proyectos sobre infancia hasta que terminen las comisiones extra parlamentarias que ha convocado el Gobierno, pues aun cuando la presentación de la urgencia le lleva a concluir que esto no es así, la duda claramente se instala ante la situación generada, solicitando que ello se descarte expresamente por el ministro. 

Además, propuso que durante la próxima sesión ordinaria se continúe con la tramitación del proyecto sobre adopción, sea que se presente o no la respectiva indicación sustitutiva.
La diputada Castillo le sugirió al ministro no complicarse mayormente, pues está claro que muchos temas valóricos no podrán resolverse de antemano, lo que puede tratarse perfectamente en la discusión legislativa de la indicación.
El diputado Soto (don Raúl), compartió la crítica por el incumplimiento del plazo, pues si bien es entendible lo complejo del tema y la importancia de su tratamiento, lo cierto es que un día de retraso es demasiado, ya que los niños no pueden seguir esperando.
La diputada Jiles (presidenta), consultó al ministro si el 30 de mayo asistirá a la sesión con la indicación sustitutiva ingresada, pues de no ocurrir así, se consideraría como una “declaración de guerra”, que pondría las cosas en términos muy diferentes, entendiendo que existe el ánimo por avanzar en un trabajo conjunto.
La diputada Muñoz lamentó la situación, pero destacó el compromiso del Gobierno, lo que se debe resaltar, entendiendo que lo pretendido es tener un proyecto que sea lo más afinado posible. En este sentido, llamó a tomar la mejor decisión en beneficio de los niños de Chile.
El diputado Rocafull recordó que el compromiso fue presentar la indicación antes del 15 de mayo, según lo que dijo el Subsecretario de Justicia. Por lo demás, advirtió que la indicación debe ingresar antes del 30 de mayo, para que se remita a la comisión.
El diputado Durán valoró la presencia del ministro, especialmente teniendo en cuenta la disposición de brindar las excusas del caso, esperando que ello redunde en un mejor resultado.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos aseguró estar siempre dispuesto a trabajar, lamentando nuevamente esta situación, pero agregó que ello se debe a la idea de trabajar de la mejor manera posible, con la mirada del Gobierno tras haber oído a todos los interesados, pues lo más simple habría sido presentar una indicación en los términos ya dados o presentar un nuevo proyecto, pero se ha optado por el camino más complejo, razón por la cual pidió mayor comprensión. 

Además, recordó que el proyecto de ley original se presentó hace más de 5 años sin que fuera despachado oportunamente, no siendo prudente atribuir al nuevo Gobierno toda la responsabilidad de que haya estado vegetando durante tanto tiempo. Por tanto, llamó a guardar las proporciones, ya que si bien han existido errores, la intención y esfuerzo del Ejecutivo está enfocado en hacer las cosas de la mejor forma posible.

Además, aseguró que este retraso no está relacionado con la comisión de trabajo extra parlamentario que está desarrollando el Gobierno, la que ha seguido en distintos frentes y respecto de distintos proyectos de ley que también se encontraban rezagados, en las más diversas áreas.

Finalmente, reiteró sus disculpas, pero requirió no dramatizar en exceso la situación, pues con la misma dureza se podría juzgar a quienes han tardado más de cinco años en legislar.
La diputada Jiles (presidenta), aclaró que todos los presentes tienen la responsabilidad de resolver el tema actualmente, más allá de las responsabilidades que puedan caber a quienes formaron parte de la tramitación en su momento. Por ello, estimó que no se trata de una dramatización, aunque está claro que sólo resta esperar a que ingrese la indicación sustitutiva para continuar trabajando, reiterando el compromiso de colaboración.

Asimismo, señaló que la Comisión está integrada en su totalidad por diputados que no formaron parte de ella en los períodos anteriores.
El diputado Rocafull recordó que el proyecto de ley estaba siendo discutido, pero fue el propio Ejecutivo el que pidió un tiempo para presentar la indicación sustitutiva.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos aclaró que su comentario no es personal sino que se refiere a la situación en general, y agradeció la recepción que se ha tenido en esta Comisión, pero estimó necesario poner las cosas en su lugar, ya que el tema de la niñez es fundamental para el nuevo gobierno.

Expresó que la información que recibe diariamente sobre el Sename y otras instituciones relacionadas con la infancia son abrumadoras, estando comprometido a trabajar con la mayor precisión posible. 

Por ello, reiteró su compromiso para ingresar la indicación a la brevedad, pero, además, velando porque este proyecto se apruebe oportunamente, en beneficio de los niños de nuestro país.

**************************

El Presidente de la República retiró las indicaciones formuladas en mensaje de 12 de junio de 2015 y las formuladas el 31 de julio del 2015 y presentó la siguiente indicación sustitutiva.

DISCUSIÓN Y VOTACION EN PARTICULAR DE LA INDICACIÓN 

SUSTITUTIVA DEL PROYECTO


“Artículo 1°: Sustitúyase la Ley N° 19.620, que dicta normas sobre adopción de menores, de 5 de agosto de 1999, por la siguiente:

Ley de Adopción

Título I

Disposiciones generales

Párrafo 1°

De la adopción en general

Artículo 1°.- Adopción. La adopción tiene por objeto velar por el interés superior del niño, niña o adolescente adoptado, amparando su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen. La adopción es siempre subsidiaria.


La adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo respecto del o de los adoptantes en los casos y con los requisitos que la ley establece.”.


Indicación Nº 1. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y por los diputados Keitel, Rocafull y Raúl Soto, para incorporar en el artículo 1°, en su inciso primero, entre las expresiones “en el seno de una familia” y “que le brinde afecto”, la frase “cualquiera sea su composición”.


La diputada Jiles (presidenta), puso en discusión el artículo con la indicación, ofreciendo la palabra. Ante el silencio de los demás integrantes, propuso aprobar dicha disposición.

El diputado Rocafull consultó si las indicaciones que se presentarán después no podrán modificar este artículo, ya que contempla el concepto de familia.

El Secretario de la Comisión aclaró que para ello sería necesario reabrir el debate, lo que requiere de unanimidad.

El diputado Rocafull, en virtud de lo anterior, propuso señalar expresamente que las indicaciones que se presentarán, serán respecto de aquellos artículos que no hayan sido discutidos previamente.


La diputada Jiles (presidenta), insistió en consultar si existía acuerdo para aprobar el texto del artículo antes leído.

El diputado Sanhueza estimó que lo mejor sería que la votación se verifique después de presentar todas las indicaciones, para evitar confusiones, pues lograr que se reabra el debata posteriormente puede resultar mañoso e inoficioso. 

La diputada Jiles (presidenta), manifestó que en este trámite legislativo se trata justamente de avanzar, más aun teniendo en cuanta que ha recibido distintas peticiones de gestionar prontamente la tramitación de esta indicación sustitutiva. Así, entendiendo que la mayor parte de los integrantes de esta comisión son nuevos, recordó que todos han tenido conocimiento de la indicación sustitutiva presentada por el Gobierno la semana pasada, para efectos de elaborar sus indicaciones (de hecho, ella misma ya presentó indicaciones), de forma tal que no se puede detener la tramitación del proyecto porque algunos no lo hayan revisado. Por ende, señaló que lo que corresponde es que cada uno elabore sus indicaciones, sin interrumpir el avance.

La diputada Castillo precisó que las indicaciones se presentan cuando se inicia la tramitación del proyecto y, en la medida que se va votando cada artículo, se va definiendo el texto, sin perjuicio de que pueda acordar reabrir el debate sobre estos. Además, recordó que hace dos semanas atrás se acordó que se iba a iniciar la tramitación, de modo que no partir con el artículo primero le parecía inexcusable.

La diputada Jiles (presidenta), recordó que incluso el acuerdo consistió en partir la tramitación del proyecto anterior (previo a la última indicación sustitutiva del Ejecutivo), cuyo artículo 1° es prácticamente idéntico.

La diputada Cariola manifestó entender las preocupaciones formuladas, pero advirtió que esta no es una tramitación normal, en que antes de la votación general se tienen las audiencias previas, fijando luego un plazo para presentar las indicaciones y, posteriormente, iniciando la votación particular. Sin embargo, no es culpa de esta Comisión el retraso que ha sufrido este proyecto.


En segundo lugar, recordó que de buena voluntad se ha fijado un plazo para agregar las indicaciones con posterioridad a la Jornada Temática, en beneficio de la mayoría, entendiendo que perfectamente se podría haber fijado un plazo inferior.


De esta forma, si se aprueba esta indicación y luego se torna insostenible para otros artículos, conforme al pensamiento que puedan tener otros integrantes de la Comisión plasmado en nuevas indicaciones, implicará que simplemente no procedan o se caigan, es decir, las nuevas indicaciones no pueden ser incompatibles con las ya aprobadas, pues estas últimas son el resultado de la voluntad de quienes tienen conciencia de lo que están votando.


Lo anterior, sumado a que efectivamente la indicación sustitutiva estaba disponible para todos los miembros de esta comisión, quienes tuvieron la facultad de elaborar las indicaciones que estimen pertinentes.


En definitiva, señaló que se pueden presentar todas las indicaciones que se desee, pero estas dependerán de si se ajustan o no a lo que se haya aprobado por votación de mayoría.


Por último, si existe un caso puntual en el que todos estén de acuerdo que requiere ser modificado, lo más probable es que se alcance la unanimidad para tales efectos, mientras que en aquellos aspectos con diferencias políticas profundas, es evidente que la única alternativa de solución será la votación. 

El diputado Durán señaló que precisamente por esto consultó antes la fecha de la Jornada Temática, pues avanzar en el proyecto sin esperar los resultados de dicha jornada, transformaría esta instancia en inoficiosa o un simple “saludo a la bandera”. 


Por lo anterior, y atendido el buen ambiente que se ha tenido en esta Comisión, apeló a la buena voluntad para no iniciar la votación el día de hoy, sino que al menos fijar la próxima semana, para presentar indicaciones, tal vez al menos de los primeros 15 artículos.

La diputada Jiles (presidenta), recordó que ya existe un acuerdo para iniciar la tramitación del proyecto en esta sesión ordinaria, cuestión que sostuvo es irretrotraíble. En consecuencia, la propuesta del diputado Durán para suspender dicha tramitación y reanudarla la próxima semana, implicaría tener que cambiar el acuerdo antes señalado.

El diputado Rocafull sugirió que el plazo del 13 de julio sea para ingresar indicaciones sobre lo que no se haya votado hasta dicho momento.
 
La diputada Jiles (presidenta), precisó que la tramitación significa tramitar sin esperar a que se presenten las indicaciones, de forma tal que dichas indicaciones se tendrán que presentar en el momento que corresponde, sin retroceder en los artículos ya aprobados, salvo que exista unanimidad para ello.

El diputado Sanhueza reiteró que sería inoficioso recibir indicaciones hasta el 13 de julio e iniciar ahora la tramitación, lo que vulneraría el acuerdo de tal plazo.


La diputada Jiles (presidenta), señaló que ello no es efectivo, pues se pueden recibir indicaciones hasta el último día de la tramitación, y aclaró que el acuerdo adoptado fue para recibir indicaciones hasta el próximo 13 de julio, pero esto no implica suspender la tramitación, lo que en ningún caso ha sido parte del citado acuerdo.


Luego, sometió la propuesta del diputado Durán al acuerdo, que requiere de la unanimidad de esta Comisión. Acto seguido, manifestó no estar a favor de dicha propuesta, razón por la cual no existe la unanimidad requerida.


Por lo tanto, llamó a continuar con la votación de la indicación presentada para el artículo 1°, por las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Keitel, Rocafull y Soto (don Raúl), en los términos antes descritos.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados señores Keitel, Rocafull y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada señora Muñoz, y los diputados señores Durán (don Eduardo) y Sanhueza. No existieron abstenciones. (7-3-0).


La diputada Muñoz argumentó su voto en contra, señalando el poco tiempo que se ha tenido para la discusión, además de las complicaciones que se pueden generar más adelante con la presentación de nuevas indicaciones.

*********************

Indicación N° 2. Del Diputado Romero, para reemplazar el artículo 1° por el siguiente: 

La adopción tiene por objeto velar por el interés superior del niño adoptado/ amparando su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia, formada por un padre y una madre, que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer su necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen. La adopción es siempre subsidiaria. La adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo respecto de los adoptantes en los casos y con los requisitos que la ley establece.

**********************

Indicación N° 3. De la diputada Muñoz, para sustituir el inciso primero del artículo 1°, por el siguiente:

“Artículo 1°.- Adopción. La adopción tiene por objeto restituir el derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en el seno de una familia constituida por un padre y una madre que le brinde afecto y los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen. Excepcionalmente y velando por el interés superior del menor, podrán adoptar personas solteras, viudas o divorciadas. Con todo, nunca primará el interés de los adoptantes. La adopción es siempre subsidiaria.”.

*************************
Indicación N° 4. Del diputado Pardo, para intercalar en el artículo 1°, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero, el siguiente:

“Se entenderá como interés superior del niño o adolescente, el conjunto de bienes necesarios para el desarrollo integral y la protección de la persona del menor de edad y, en general de sus derechos, que buscan su mayor bienestar.”.


La diputada Jiles (presidenta) no sometió a votación las indicaciones 2, 3 y 4, por ser incompatibles con la idea aprobada, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero del Reglamento de la Cámara de Diputados


Puesto en votación el artículo 1°, en lo no modificado, fue aprobado por mayoría. Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados señores Keitel, Rocafull y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada señora Muñoz, y los diputados señores Durán (don Eduardo) y Sanhueza. No existieron abstenciones. (7-3-0).

*****************

Artículo 2°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

a)
Niño o niña: Toda persona menor de 14 años de edad. 

b)
Adolescente: Toda persona que tenga 14 años o más y que sea menor de 18 años de edad.

c)
Servicio: Servicio Nacional de Menores.

d)
Registro Civil: Servicio de Registro Civil e Identificación.”.

Indicación Nº 5. De las diputadas Cariola, Castillo y Marzán, y de los diputados Saffirio y Soto (don Raúl):

A) Para reemplazar la letra a) por la siguiente:

“a) Niño, niña o adolescente: toda persona menor de 18 años.”.

B) Para eliminar la letra b), pasando la actual letra c) a ser b).

La diputada Cariola explicó que tal indicación tiene por objeto acomodar los referidos conceptos a la definición dada por la Convención sobre los derechos del niño.
El diputado Durán expresó entender la idea de fondo, pero recordó que ya existen otras normas chilenas que sí distinguen entre niños y adolescentes, en razón de la edad.
El diputado Saffirio recordó que la definición será para los efectos de la Ley de Adopción, lo que no obsta a lo que ocurra con otras leyes nacionales.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, recordó que la Convención sobre los derechos del niño entrega el referido concepto sólo para los efectos de la misma, sin que se trate de una definición general. Asimismo, la definición propuesta en la indicación sustitutiva recoge lo ya contenido en el Mensaje original, lo que a su vez es concordante con otras normas legales que contemplan tal distinción (por ejemplo, la Ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia; o la Ley N° 21.057, que regula las entrevistas grabadas en video y, otras medidas de resguardo a menores de edad, víctimas de delitos sexuales). Por tanto, sería recomendable conservar tal redacción original.
La diputada Muñoz coincidió con lo explicado por el Ejecutivo, estando a favor de mantener dicha distinción, ya que además resultaría útil para otros casos, como el de las familias de acogida.
El diputado Rocafull entendió las explicaciones del Ejecutivo, pero estimó que la indicación analizada permite homologar la legislación a los convenios internacionales.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos reiteró que la propuesta original es plenamente armónica con la Convención, pero más importante aún, advirtió que al cambiar tal redacción, se generarían complicaciones en la extensión general del proyecto, respecto de otras normativas de la legislación nacional. 
La diputada Cariola señaló que el entendimiento de la adolescencia está vinculado con la autonomía progresiva y no solamente depende de números. Así, la indicación estaría en concordancia con la Convención, pero también con el proyecto de ley de Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez. 

Y en un aspecto formal, propuso una moción de orden para limitar las intervenciones de cada diputada y diputado a una vez, renovable por otra, de ser necesario.
El diputado Rocafull preguntó si la Convención debería superponerse a la legislación interna.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, reiteró que la Convención no mandata a incluir este concepto en la legislación interna, sino que establece una definición para sus propios efectos. En cuanto a la distinción del proyecto, es un límite objetivo que tendrían los tribunales, por ejemplo, para determinar cómo proceder en caso de oposición (sin perjuicio de que ello sea opinable). Por lo demás, el artículo 2° limita el concepto sólo para la propia ley de adopción, incluyendo un rango de edad que tampoco es extraño a la normativa chilena, pues ya forma parte de otros cuerpos legales.
El diputado Saffirio recordó que los Convenios se suscriben para cumplirlos, pero lo más relevante es que, al incluir en la nueva Ley de Adopción el concepto dado por la referida Convención, se estaría sentando un valioso precedente. 
La diputada Jiles (Presidenta), manifestó que el afán por conservar esta distinción etaria entre niños y adolescentes, pareciera estar más bien vinculada con una futura nueva ley de responsabilidad penal adolescente y, por lo mismo, estimó importante aprobar la indicación.
La diputada Muñoz reiteró la importancia de conservar la distinción entre niños y adolescentes, para el caso de las familias de acogida, cuya especialización por rango etario puede ser muy conveniente.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Troncoso, y los diputados Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Sanhueza y Urruticoechea. Se abstuvo el diputado Keitel. (8-4-1).

*********************

Indicación Nº 6. De las diputadas Castillo, Cariola, Jiles, Marzán y Sabat, y de los diputados Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl), para incorporar el siguiente literal c) nuevo, pasando el actual a ser d):

“c) Familia: Conjunto de personas, unidas por un vínculo de afecto, legal, o de consanguinidad, que conviven y poseen un proyecto de vida en común.”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, explicó que el Ejecutivo optó por no proponer una definición de familia, pues se trata de un concepto material más que jurídico, y porque además no existe actualmente en nuestra legislación. Asimismo, recordó que ya se aprobó una indicación para el artículo 1° de este proyecto que establece un concepto de familia más amplio, de modo que la definición no puede ser restrictiva.
La diputada Jiles (presidenta), destacó que la definición de familia es un asunto medular, pues efectivamente hoy no existe, cuestión que se debe corregir.
El diputado Sanhueza expresó que la legislación de este proyecto es para permitir que los niños tengan la opción de vivir mejor y recuperar lo perdido. Por ello, la definición de familia no puede ser lo medular, estimando innecesario caer en una discusión ideológica sobre un tema que es complejo y que no es el principal.
La diputada Castillo observó que la indicación, aun cuando puede tener un fin positivo, es incompatible con el artículo 1° ya aprobado, que establece a la familia en sentido amplio, “cualquiera sea su composición”. En consecuencia, le retiró su patrocinio.

El diputado Soto (don Raúl), entendiendo los argumentos vertidos, coincidió en que tal vez este no sea el contexto más adecuado para incluir dicho concepto de familia. Así, compartiendo el fondo de la indicación, retiró su patrocinio
.

La diputada Cariola señaló que podría ser conveniente definir el concepto de familia e incluir la idea de que existen distintos tipos. Sin embargo, el texto de la indicación no parece ser el más adecuado, retirando su patrocinio de la indicación.
La diputada Marzán apoyó la necesidad de tener un concepto amplio de familia, retirando su patrocinio.
La diputada Jiles (presidenta), retiró también su patrocinio.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos coincidió en la pertinencia de rechazar la indicación, para evitar limitar el concepto de familia, especialmente considerando que el objetivo perseguido ya se logró con la aprobación del artículo 1°.

El Abogado Secretario de la Comisión advirtió que la indicación quedaría entonces sólo con el patrocinio de la diputada señora Marcela Sabat y del diputado René Saffirio. 

Puesta en votación la indicación N° 6, fue rechazada por unanimidad. No existieron votos a favor. Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Urruticoechea. No existieron abstenciones. (0-13-0).

***********************

Indicación Nº 7. Del diputado Keitel, para incorporar el siguiente literal c) nuevo, pasando el actual a ser d):

“c) Familia: Conjunto de personas, unidas por un vínculo de afecto, legal, o de consanguinidad, que conviven y poseen un proyecto de vida en común.”.

El diputado Keitel retiró su indicación.

*******************

Indicación Nº 8. Del diputado Romero, para agregar una nueva letra d), pasando la actual letra d) a ser e).

“d) Familia: Aquella comunidad que, iniciada o basada en la asociación permanente de un hombre y una mujer destinada a la realización de los actos humanos propios de la generación, está integrada por personas entre las que median relaciones de matrimonio o parentesco.

El parentesco comprenderá hasta el tercer grado en la línea recta y hasta sexto grado inclusive en la línea colateral.

Lo señalado en el inciso anterior se regirá según lo establecido en el artículo 27 y siguientes del Código Civil Chileno en todo lo que no sea contrario a este artículo.”.

*********************

Indicación Nº 9. De la diputada Hoffmann y del diputado Urruticoechea, para agregar una nueva letra final: 

“e) Familia: Grupo de personas vinculadas entre sí, cualquiera sea su composición, por matrimonio o parentesco.”.

El diputado Saffirio propuso rechazar ambas indicaciones por la misma votación.
La diputada Cariola recordó que no corresponde votar indicaciones contradictorias o incompatibles con lo ya aprobado, lo que se daría en estos casos, respecto del artículo 1°.
La diputada Jiles (presidenta), consultó al Abogado Secretario de la Comisión cuál sería la mejor alterativa, es decir, rechazar tales indicaciones de plano o previa votación.
El Abogado Secretario de la Comisión manifestó que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero, no corresponde ponerlas en votación.

Puesta en votación, la indicación del diputado Romero fue rechazada por mayoría. Votaron a favor la diputada Muñoz y el diputado Urruticoechea. Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (2-11-0).

Puesta en votación, la indicación de la diputada Hoffmann y del diputado Urruticoechea fue rechazada por mayoría. Votaron a favor la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo) y Urruticoechea. Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Troncoso, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (3-10-0).

********************

Indicación Nº 10. Del diputado Rocafull, para modificar el artículo 2º en la siguiente forma:

A) Para agregar en el artículo 2° los siguientes literales e) y f) nuevos:

“e) Convención: Convención sobre los derechos del niño.”.

“f) Convenio: Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional.”.

B) Para agregar en el artículo 2° el siguiente inciso segundo: “Para los efectos de esta ley se entenderá que tratándose de niños, niñas y adolescentes indígenas el proceso de adopción deberá promover y proteger el derecho de éstos a vivir de acuerdo con su propia cultura, su propia religión y su propio idioma.”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos expresó no advertir inconveniente en la aprobación de la letra A), pero tratándose de lo propuesto en la letra B), advirtió la posibilidad de que se generaran ciertos inconvenientes que requieren ser mejor analizados.
El diputado Rocafull destacó la importancia de establecer dichos cambios, salvo que el Ejecutivo se comprometiese a incluir dicha propuesta.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos señaló que lo relevante sería promover la propuesta de la letra B) en otro proyecto diferente, para que los niños de origen indígena sean respetados en su identidad cultural, es decir, la discusión debería darse en otra instancia y no dentro de la ley de adopción.
El diputado Rocafull insistió en que se debe tener especial cuidado en las definiciones que tendrá esta ley, lo que le parece vital dentro de la figura de la adopción, para preservar las costumbres y tradición de los niños de origen indígena.
La diputada Castillo apoyó la propuesta del diputado Rocafull, aunque sugirió votar la letra A), dejando pendiente la letra B), a la espera de una posterior reubicación dentro del mismo proyecto de adopción.
El diputado Durán consideró que todos los niños tienen una historia que se debe respetar, estimando que no es adecuado incluir esta obligación sólo para los niños de origen mapuche, pues configuraría una discriminación injustificada.
El diputado Saffirio expresó que ni la ley ni el Estado pueden imponer a los adoptantes una obligación en tal sentido, pero sí es valiosa como declaración de principios.
La diputada Jiles (presidenta), comentó su experiencia personal durante el proceso que le permitió adoptar, pues durante las entrevistas se le preguntó si estaría dispuesta a adoptar niños con rasgos indígenas. Por ende, la indicación del diputado Rocafull sería un salto importante para avanzar hacia el país que queremos, evitando que ese tipo de preguntas se realicen. 
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Larraín, coincidió en la importancia de analizar el tema de fondo, que es mucho más profundo, en pos de evitar las aberraciones que hoy puedan darse en los procesos de adopción. Sin embargo, también advirtió que tal indicación podría tener un sentido y alcance perjudicial que lleve a limitar la adopción de los niños de origen indígena. En tal sentido, sugirió dejar pendiente la votación de letra B), determinando luego la parte más conveniente en que dicha propuesta debería ir.
El diputado Durán señaló entender las explicaciones dadas, estando a favor de postergar la discusión para más adelante.
La diputada Cariola manifestó apoyar la idea de incluir este importante precedente en la ley. Sin embargo, atendiendo a la propuesta del ministro para plantear la redacción y ubicación de mejor forma, propuso votar la letra A) y dejar pendiente la letra B) para la próxima sesión, a la espera de una propuesta del Ejecutivo, en base a la cual se votaría y, de no presentarse dicha alternativa, proceder igualmente a votar.

Puesta en votación, la indicación contenida en la letra A), fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Urruticoechea. No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, conforme a lo señalado en la sesión anterior, destacó que el artículo 2º se refiere a las definiciones, de modo que la propuesta del diputado Rocafull no debería ubicarse en tal lugar, resultando más conveniente incluir dicha propuesta en el artículo 28, inciso tercero, que se refiere al cuidado personal posterior a la sentencia que declara la adoptabilidad, o mejor aún, en el artículo 46, sobre audiencia de juicio y convicción del tribunal, en el que podría incluirse como nuevo inciso final.
El diputado Saffirio expresó su opinión favorable para incluir tal indicación en el artículo 28 del proyecto de ley, pero en pos de evitar que más adelante se olvide analizar la propuesta, estimó que se debería votar ahora la indicación, incorporándola posteriormente en el citado artículo 28.
El diputado Rocafull estimó que las personas adoptantes deberían comprometerse a ciertas cuestiones fundamentales, entre las cuales se deberían incluir las de su indicación. Por esto, apoyó la idea del diputado Saffirio, para votar ahora, pero incluyéndola en el artículo 28.

El diputado Sanhueza, sin estar en contra de la indicación, consideró que ello podría colocar una traba adicional al proceso de adopción. Por ende, le pareció un buen concepto, pero que no debería incluirse en las definiciones.
La diputada Castillo estuvo a favor de la propuesta de los diputados Rocafull y Saffirio.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Hernán Larraín Fernández, estimó relevante analizar los potenciales efectos de la indicación, precisando bien qué es lo que se está haciendo y cuáles son las obligaciones que se impondrán a la familia adoptante, para que no se preste a equívoco, especialmente, por ejemplo, en el caso de un recién nacido. Lo anterior, pues las normas deben ser generales, siendo relevante precisar el alcance que tendrá.
El diputado Saffirio expresó que con la indicación se estaría incorporando un principio, ya que legalmente no se puede imponer a los padres una forma de actuar determinada. Así, es más bien una declaración de intenciones, pero esto no le resta relevancia.
El diputado Schalper apoyó el trasfondo de la indicación, pero expresó su preocupación por el hecho de fijar esta obligación en el proceso de adopción, pues podría significar que se privilegie a los padres que garanticen tal idea, lo que podría redundar en una excesiva complicación del proceso mismo.
La diputada Jiles (presidenta), destacó la relevancia de esta norma, ya que va en la línea del respeto al origen y cultura de los niños, incluso antes de que puedan comunicarse, lo que se logra justamente con la indicación planteada. Aún más, preferiría que se incorporara en el artículo 2 de la indicación sustitutiva.
El diputado Romero consideró que la indicación es discriminatoria y va en perjuicio del niño, pues atentaría contra el derecho de los padres a educar a sus hijos.
El diputado Rocafull enfatizó que no se trata de discriminación alguna, sino que de poner en el centro al niño o niña, respetando su origen y cultura, en conformidad a lo que señala la Convención Internacional de los Derechos del Niño. Aclaró que lo pretendido es comunicar los orígenes del menor, y que sea un compromiso para los adoptantes.
La diputada Castillo expresó estar a favor de la indicación, ya que el mandato es promover y proteger, lo que es bastante amplio, no siendo incompatible con la crianza. Pero no le parece bien incluir la idea en el artículo 39, ya que ahí sí podría generar conflictos, siendo mejor alternativa el artículo 28.
La diputada Marzán estimó que los niños desde el nacimiento tienen una cultura que forma parte de ellos, lo que en algún momento aflora, incluso si no es lo querido, cuestión que debería resguardarse.
El diputado Sanhueza consideró que en la indicación se estaría prejuzgando la decisión del niño, quien debería ser libre para elegir qué cultura o tradiciones va a seguir. Aun así sería muy difícil fiscalizar este mandato, el que además podría generar inconvenientes.
El diputado Labra recordó que cuando una persona es adoptado o adoptada se encuentra en una situación distinta, por lo que la indicación es valorable, al permitir preservar los orígenes del adoptado.
El Abogado Secretario recordó que el artículo 28 tiene 17 indicaciones, lo que sugirió tener en consideración al momento de efectuar la votación.
La diputada Jiles (presidenta), propuso votar la indicación del diputado Rocafull y, de ser aprobada, incluirla en el artículo 28 del proyecto de ley.

Puesta en votación, la indicación signada con la letra B), fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Ascencio (en reemplazo del diputado Raúl Soto), Labra (en reemplazo de la diputada Cariola), Rocafull y Saffirio. Votaron en contra las diputadas Muñoz y Troncoso, y los diputados Keitel, Romero (en reemplazo del diputado Eduardo Durán), Sanhueza y Schalper (en reemplazo del diputado Urruticoechea). No existieron abstenciones. (7-6-0).

********************

El diputado Saffirio aclaró que primero se deben votar las indicaciones y luego, se votan en conjunto con el artículo propuesto por el Ejecutivo, pues si dicho artículo es rechazado, sólo quedarían vigentes las indicaciones ya aprobadas.
El diputado Romero expresó, frente a una consulta que se le hizo, que no tiene obligación de votar a favor del Ejecutivo.
El diputado Schalper apoyó la misma idea.

El Ministro de Justicia y Derechos Humanos expresó su sorpresa por el procedimiento antes planteado, pues le pareció contradictorio, ya que se podría prestar para que en algún momento se rechace lo que ya fue votado.
La diputada Jiles (presidenta), solicitó que la Secretaría de la Comisión explicase el procedimiento aplicable, aunque estimó que se debería votar indicación por indicación y no el texto posterior modificado.
El Abogado Secretario de la Comisión recordó que primero se votan las indicaciones, y posteriormente, el texto del proyecto de ley que no haya sido modificado previamente.
El diputado Rocafull propuso votar el artículo 2º, teniendo en cuenta la anterior aclaración. 

Puesto en votación el artículo 2°, en lo no modificado, fue aprobado por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Ascencio (en reemplazo del diputado Raúl Soto), Keitel, Labra (en reemplazo de la diputada Cariola), Rocafull, Saffirio, Sanhueza, y Schalper (en reemplazo del diputado Urruticoechea). Votó en contra el diputado Romero (en reemplazo del diputado Eduardo Durán). No existieron abstenciones. (12-1-0). 
********************

“Artículo 3°.- Características y legislación aplicable. La adopción es una institución de orden público, pura y simple e irrevocable.

En su constitución y efectos se tendrán en consideración las normas de esta ley, los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Política de la República y leyes nacionales, la Convención Sobre los Derechos del Niño, el Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional y demás tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. 

En lo relativo a la ley procesal aplicable, además se estará a lo dispuesto en los Títulos II, III, IV y V de esta ley. En subsidio de las normas referidas, serán aplicables las disposiciones contenidas en los Títulos I y III de la ley N° 19.968, que Crea los Tribunales de Familia.”.

Indicaciones
Indicación Nº 11. De la diputada Hoffmann, y de los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para sustituir el artículo 3º por el siguiente: 
“Artículo 3°.- Características y legislación aplicable. La adopción es una institución de orden público, pura y simple e irrevocable. Los niños, niñas o adolescentes son titulares del derecho a ser adoptados por una familia, preferentemente matrimonial. 

En su constitución y efectos se tendrán en consideración las normas de esta ley, los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Política de la República y leyes nacionales, la Convención Sobre los Derechos del Niño, el Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional y demás tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

En lo relativo a la ley procesal aplicable, además se estará a lo dispuesto en los Títulos II, III, IV y V de esta ley. En subsidio de las normas referidas, serán aplicables las disposiciones contenidas en los Títulos I y III de la ley N° 19.968, que Crea los Tribunales de Familia.”.

La diputada Muñoz señaló que esta indicación apunta a los titulares de derechos que son justamente los niños, niñas y adolescentes, quienes deberían ser el centro de la discusión. En este sentido, estimó que la familia matrimonial es donde se encontraría la esencia de lo que el niño o niña perdió, esto es, un padre y una madre, agregando que no se trata de una discriminación, sino que de una prelación en base a las características naturales de una familia. Por ello, expresó estar a favor de la indicación.
El diputado Saffirio manifestó su rechazo a la propuesta, pues el énfasis se estaría poniendo en el adoptante. Además, recordó que el artículo 1° ya fue aprobado con el concepto de familia, entendida cualquiera sea su condición.
El diputado Schalper aclaró que la preferencia no implica discriminación, recordando que el vínculo matrimonial es el más estable en favor de los niños, estando por esto mismo fuertemente regulado en nuestra legislación. Por otra parte, no sería contradictorio con el artículo primero, al tratarse sólo de una preferencia.
La diputada Jiles (presidenta), manifestó su rechazo, no solo por ser una propuesta anacrónica y discriminatoria, sino que también por su propia experiencia personal, ya que en tal circunstancia, ella no habría podido adoptar a los que hoy son sus hijos.

Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Muñoz y Troncoso, y los diputados Romero (en reemplazo del diputado Eduardo Durán), Sanhueza y Schalper (en reemplazo del diputado Urruticoechea). Votaron en contra las diputadas Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Ascencio (en reemplazo del diputado Raúl Soto), Keitel, Labra (en reemplazo de la diputada Cariola), Rocafull y Saffirio. No existieron abstenciones. (5-8-0).
********************

Indicación N° 12. Del diputado Keitel, para incorporar entre las expresiones “La adopción es” y “una institución”, la siguiente frase: “un acto jurídico, que constituye”.

La indicación fue retirada por su autor.

*************************

Indicación Nº 13. Del diputado Schalper, para agregar en el inciso segundo del artículo 3°, entre las frases “leyes nacionales” y “la Convención”, la expresión “, y, en subsidio”.

El diputado Saffirio recordó que se deben respetar los procesos de adopción, dentro de lo cual también debe entenderse incluido el respeto de la Convención sobre los Derechos del Niño, y que no puede aplicarse en subsidio.
El diputado Schalper expresó que el artículo 5° de nuestra Constitución establece que los tratados internacionales tienen obligatoriedad, pero su jerarquía no está definida, existiendo distintas vertientes doctrinales al respecto, siendo su opinión personal que estos deberían operar sólo en subsidio.
La diputada Castillo estuvo en contra de la indicación, no sólo por lo antes dicho, sino que por un problema material asociado, ya que al suscribir Chile la referida Convención, se comprometió a ajustar su regulación interna, de modo que no puede operar supletoriamente, sino que al mismo nivel.
El diputado Saffirio recordó que el artículo 5°, inciso segundo de la Constitución Política de la República, es muy claro en cuanto a señalar la necesidad de respetar los tratados internacionales, al señalar que el “ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana”, y que es “deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.
El diputado Schalper, estando de acuerdo con la explicación antes entregada, retiró su indicación.
*********************

Indicación Nº 14. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl), para agregar en el inciso segundo del artículo 3°, luego del punto que prosigue a la expresión “vigentes”, la siguiente oración:

“Asimismo, serán aplicables las recomendaciones, estándares, y protocolos asociados a los instrumentos internacionales mencionados con miras al interés superior del niño.”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, advirtió que la indicación debería ser analizada con más calma, por las ramificaciones que podría tener, al tratarse de una norma bastante innovadora, cuyo principal problema estaría dado respecto de los recursos judiciales posteriores, ya que abriría un aspecto difuso al control judicial en tribunales. Además, como tales instrumentos no están incorporados en nuestra legislación, sería complejo determinar cuáles son sus efectos y consecuencias en la certeza jurídica. 

Por otra parte, la Constitución en su artículo 5°, se refiere a los tratados internacionales ratificados por Chile, de modo que esta propuesta iría aún más allá, con el riesgo de incerteza en el procedimiento judicial de adopción, redundando en una ralentización del proceso mismo.
Los diputados Keitel y Saffirio, en consideración a la explicación anterior, retiraron su firma de la indicación.
La diputada Castillo igualmente retiró su firma de la indicación. Sin embargo, en complemento, sugirió reemplazar en el inciso segundo del artículo 3°, la frase “se tendrán en consideración”, por “serán aplicables”. 
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Larraín, señaló que no podría incluirse la indicación propuesta, ya que esto implicaría, incluso, ceder soberanía nacional, estando por el rechazo de la misma. Respecto de la redacción de la indicación sustitutiva del Ejecutivo, estuvo de acuerdo en que se ajuste a la propuesta de la diputada Castillo.
La diputada Marzán, en razón de lo expuesto, también retiró su firma de la indicación. 
La diputada Jiles presidenta), señaló que también retiró su firma, de forma tal que la referida indicación quedaría sólo con el patrocinio de la diputada Karol Cariola y del diputado Raúl Soto.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por unanimidad. Votaron en contra las diputadas Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Ascencio (en reemplazo del diputado Raúl Soto), Keitel, Labra (en reemplazo de la diputada Cariola), Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Eduardo Durán), Saffirio, Sanhueza y Schalper (en reemplazo del diputado Urruticoechea). No existieron votos a favor ni abstenciones. (0-13-0). 

********************

Indicación N° 15. Del diputado Keitel, para incorporar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:

“El Estado incluirá los estándares y salvaguardas provistos en dichos instrumentos en los acuerdos o Convenios bilaterales relativos a la adopción y protección internacional de menores.”.
El diputado Keitel retiró su indicación. 

La diputada Castillo insistió en la sugerencia de reemplazar en el inciso segundo la frase “se tendrán en consideración”, por “serán aplicables”. 
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos estuvo a favor de cambiar la redacción en la forma antes planteada.
El abogado Secretario de la Comisión estimó que debería incluirse tal modificación por escrito.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos precisó que, al no tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República y solo corresponder a una adecuación formal, no habría mayor problema de efectuar el cambio sin necesidad de una presentación escrita desde el Ejecutivo.
La diputada Jiles (presidenta), propuso aceptar el cambio por acuerdo de la Comisión. 

- Así se acordó por unanimidad.

Puesto en votación, el artículo 3° fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Ascencio (en reemplazo del diputado Raúl Soto), Keitel, Labra (en reemplazo de la diputada Cariola), Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Eduardo Durán), Saffirio, Sanhueza y Schalper (en reemplazo del diputado Urruticoechea). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).
*********************

“Artículo 4°.- Adopción nacional e internacional. La adopción puede ser nacional o internacional. 

La adopción es nacional si el niño, niña o adolescente a ser adoptado y el o los solicitantes de la adopción tienen su residencia en Chile al momento de presentar la solicitud. La adopción nacional siempre se constituirá en Chile. 

La adopción es internacional si el niño, niña o adolescente a ser adoptado tiene su residencia en un Estado, denominado Estado de origen, y el o los solicitantes de la adopción tienen su residencia en otro Estado, denominado Estado de recepción, al cual va a ser trasladado el niño, niña o adolescente. De esta clase de adopción se trata en el Título IV de esta ley.

Para los efectos de lo dispuesto en el Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, la autoridad central en materia de adopción internacional es el Servicio.

Respecto a adoptantes extranjeros que residan en territorio nacional, para los efectos de esta ley, se entenderá que el requisito de residencia, se refiere a la “Permanencia definitiva”, establecida en el Párrafo 5° del Título I del Decreto Ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, que establece normas sobre extranjeros en Chile. 

Ni en la adopción nacional ni en la internacional procederán pagos o contraprestaciones de ninguna especie, con excepción de aquellas a las que se refiere el inciso final del artículo 72 de la presente ley.”.

La diputada Castillo advirtió que en el inciso segundo existiría una eventual contradicción con el artículo 72, en el que propondrá una modificación.

Puesto en votación, el artículo 4° fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl) y Urruticoechea. No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

******************

“Artículo 5°.- Programa de adopción. El programa de adopción será diseñado por el Servicio y lo ejecutarán éste y los organismos acreditados ante él.

Dicho programa comprende el conjunto de actividades destinadas a resguardar el derecho del niño, niña o adolescente a vivir en una familia. El programa incluirá acciones destinadas a la formación, preparación y acompañamiento de los solicitantes de adopción, así como aquellas relativas a intervenciones necesarias para los niños, niñas o adolescentes durante la tramitación de los procedimientos regulados por esta ley, o con posterioridad a éstos y todas aquellas destinadas al apoyo de las familias una vez que se ha constituido la adopción, incluyendo el proceso de búsqueda de orígenes. Para tales efectos, se desarrollarán los subprogramas que sean necesarios para dar cumplimiento total y efectivo a los objetivos de la presente ley. Los subprogramas de adopción serán regulados en el Reglamento de la presente ley.

El financiamiento de las actividades del programa y de los subprogramas de adopción se regirá por las disposiciones que a su respecto refiera la ley N° 20.032, que establece sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del SENAME y su régimen de subvención, y su Reglamento respecto de los colaboradores acreditados. En el caso de las actividades del programa y subprogramas del Servicio, éstos se financiarán con cargo a su presupuesto.”.

El diputado Soto (don Raúl), manifestó su intención de incorporar una nueva indicación respecto de este artículo, ya que según su entender, la Comisión puede fijar un plazo para presentarlas, pero esto no sería obligatorio.
El diputado Durán (don Eduardo) preguntó cómo funcionaría entonces la presentación de las indicaciones, ya que se suponía que sólo se discutirían las presentadas dentro del plazo acordado.
El Abogado Secretario de la Comisión señaló que el plazo para presentar indicaciones no es obligatorio, pues los parlamentarios conservarían siempre la facultad para presentar indicaciones, durante toda la tramitación del respectivo proyecto.
El diputado Saffirio estimó que se debería respetar el acuerdo sobre el plazo, pues de lo contrario se estaría reabriendo permanentemente la discusión.
La diputada Cariola señaló que si se fijó un plazo especial de cierre se debería respetar, ya que eso sí que entorpecería la tramitación indefinidamente. Por ende, estaría dispuesta a aceptar la presentación de la indicación del diputado Soto (don Raúl), pero sólo excepcionalmente.
El diputado Soto (don Raúl), estimó que se debería priorizar el interés superior del niño, solicitando ampliar el plazo para presentar indicaciones, ya que en lo personal tiene más de 80 que desearía presentar.
El diputado Saffirio reiteró que para revertir el acuerdo se requiere la unanimidad, no estando a favor de darla para tales efectos.

Indicaciones
Indicación Nº 16. De la diputada Muñoz, para sustituir en el inciso segundo del artículo 5° la expresión “resguardar” por “restituir”.

**********************

Indicación N° 17. Del diputado Schalper, para reemplazar en el inciso segundo del artículo 5º la palabra “resguardar” por “restituir”.

*********************

La diputada Muñoz explicó que el término “restituir” sería más adecuado, ya que se debería llevar al niño a una situación lo más cercana posible a la que ha perdido.
La diputada Cariola estimó que tal concepto estaría más bien asociado a algo perdido, lo que sería impreciso y poco adecuado.
El diputado Rocafull, en la misma línea, señaló que no se puede restituir algo que nunca se ha perdido, lo que ocurre en muchos casos.

El diputado Saffirio estimó que podría darse el caso de una persona que nunca ha tenido una familia, aun cuando podría acomodarse la redacción y hablar de “resguardar o restituir”.
El diputado Durán (don Eduardo), señaló que no se trataría de restituir la condición previa, sino que un derecho del menor. 

Puestas en votación ambas indicaciones fueron rechazadas, por no alcanzar el quórum de aprobación, Votaron a favor las diputadas Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Sanhueza, Soto (don Raúl) y Urruticoechea. Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Rocafull y Saffirio. Se abstuvo el diputado Keitel. (6-6-1).

*********************

Indicación N° 18. Del diputado Sanhueza, para reemplazar en el inciso segundo del artículo 5º la letra “o” por la “y”.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos señaló que dicho cambio propuesto debería aplicar para todo el texto del proyecto, ya que se repite a lo largo del mismo, lo que podría ser discutible.
El diputado Sanhueza atendido lo expuesto, retiró la indicación.
La diputada Cariola entendió que la propuesta sería más conveniente en otra parte del inciso segundo.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos estimó que podría ser mejor hablar de “niños, niñas y adolescentes”, estando a favor de conservar la indicación.
El diputado Sanhueza, considerando lo anterior, estuvo por reincorporar la indicación. 
El diputado Saffirio consideró que no corresponde, por el mismo criterio aplicado para el caso del diputado Soto (don Raúl).
El Abogado Secretario de la Comisión recordó que este tipo de situaciones se van a presentar muchas veces durante la tramitación de los proyectos, lo que debería ser resuelto por la Comisión, salvo que se declare cerrada la discusión.

La diputada Jiles (Presidenta), consultó si el diputado Sanhueza puede restituir o no la indicación.
La diputada Castillo señaló que a su juicio, se trata de una cuestión de redacción, que puede ser resuelta fácilmente por la Secretaría. 
La diputada Jiles (Presidenta), propuso que la Secretaría sea la que determinará la mejor redacción, conforme a lo dispuesto en el artículo 15 del Reglamento.

Así se acordó.

***********************

Indicación Nº 19. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl), para intercalar en el inciso segundo del artículo 5°, luego de la frase “el derecho del niño, niña o adolescente a vivir en una familia”, lo siguiente: “cualquiera sea su composición”.
Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra las diputadas Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea) y Sanhueza. No existieron abstenciones. (8-5-0)

********************

Indicación Nº 20. De la diputada Hoffmann y del diputado Urruticoechea, para agregar en el inciso segundo del artículo 5°, "una coma (,) al final de la palabra "familia", y la siguiente oración: “entendida ésta como aquel grupo de personas vinculadas entre sí, cualquiera sea su composición, por matrimonio o parentesco.”.

La diputada Castillo, respecto de esta indicación, recordó que ya se aprobó una indicación similar en el artículo 1°.
La diputada Cariola coincidió en ello, pues ya se aprobó la referencia a la familia “cualquiera sea su composición”.
El abogado del Departamento de Reinserción Social Juvenil, señor Pedro Pacheco, estimó que esta indicación podría resultar innecesaria y llevar a equívocos, pues el artículo 1° ya estableció la referencia antes aludida, con carácter general.
La diputada Jiles (presidenta), no sometió a votación a votación la indicación N° 20, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero del Reglamento de la Cámara de Diputados.
********************

Indicación Nº 21. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl), para reemplazar en el inciso segundo del artículo 5°, la expresión “los solicitantes de adopción” por la siguiente: “quien o quienes soliciten la adopción”. 

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra las diputadas Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea) y Sanhueza. No existieron abstenciones. (8-5-0)

*******************

Indicación Nº 22. Del diputado Sanhueza, para sustituir en el artículo 5º, la frase “, así como aquellas relativas a intervenciones necesarias para los”, por la oración “y de los niños, niñas y adolescentes”.

La Abogada Secretaria de la Comisión (s) advirtió que se debería adecuar la redacción de la indicación, pues estaría mal planteada.

El diputado Sanhueza explicó que el sentido de esta indicación, se refiere a incluir no solamente a los acompañantes, sino que también a los niños, niñas y adolescentes.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Sanhueza y Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea). Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Se abstuvo el diputado Keitel. (5-7-1)

*********************

Indicación Nº 23. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl), para intercalar en el inciso segundo del artículo 5°, entre el vocablo “adopción,” y el verbo “incluyendo”, la siguiente oración: “velando por la integración del niño, niña o adolescente en el seno de su nueva familia, e”.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones (13-0-0).

*******************

Indicación Nº 24. Del diputado Sanhueza, para intercalar en el inciso segundo del artículo 5º, entre las palabras “proceso de” y “búsqueda”, la frase “fortalecimiento de lazos y parentalidad responsable y”.

La diputada Cariola preguntó si con ello se refiere a la corresponsabilidad, ya que la actual redacción de la indicación pareciera ser redundante.
El diputado Sanhueza señaló que efectivamente esa es la intención, teniendo por objeto que la búsqueda de los orígenes esté unida al fortalecimiento de los lazos parentales.
El diputado Rocafull estimó que la intención es buena, pero al involucrar nuevos programas, ello implicaría recursos y, por ende, sería inadmisible.
La diputada Jiles (presidenta), destacó que más allá de los problemas de redacción, esta materia ya se encuentra regulada en el inciso segundo.
El abogado del Departamento de Reinserción Social Juvenil manifestó que el artículo contempla todas las etapas, siendo bastante completo en su redacción.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por no alcanzar el quórum de aprobación. Votaron a favor las diputadas Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio y Sanhueza. Votaron en contra las diputadas Jiles y Marzán. Se abstuvieron las diputadas Cariola y Castillo, y los diputados Keitel, Rocafull y Soto (don Raúl). (6-2-5).

*****************

Puesto en votación, el artículo 5° en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (Eduardo), Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

********************

“Artículo 6°.- Organismos acreditados nacionales. Son organismos acreditados nacionales las corporaciones o asociaciones, y las fundaciones que, cumpliendo los requisitos dispuestos por la ley y cuyo propósito es ejecutar un programa de adopción, son reconocidas en esta calidad por resolución fundada del Director Nacional del Servicio.

Dicha acreditación se otorgará únicamente a las personas jurídicas, sin fines de lucro, señaladas en el inciso anterior las que, además, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Tener entre su objeto la asistencia, cuidado o protección de niños, niñas o adolescentes.

b) Demostrar competencia técnica y profesional para ejecutar programas de adopción. 

c) Ser dirigidas y administradas por personas cualificadas por su formación o experiencia para actuar en el ámbito de la adopción nacional. 

El Director Nacional del Servicio dejará sin efecto, por resolución fundada, las acreditaciones a las personas jurídicas de que trata este artículo, en caso de que hayan dejado de reunir uno o más de los requisitos señalados en el inciso anterior. Del mismo modo, podrá dejar sin efecto la respectiva acreditación en caso de incumplimiento grave de las normativas técnicas impartidas por el Servicio.”.

Indicaciones

Indicación Nº 25. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Keitel y Soto (don Raúl), para reemplazar el artículo 6° por el siguiente:

“Artículo 6°.- Organismos acreditados nacionales. Para efectos de lo dispuesto en esta ley, son organismos acreditados nacionales las corporaciones o asociaciones, y las fundaciones que, cumpliendo los requisitos dispuestos por la ley y cuyo propósito es ejecutar un programa de adopción, son reconocidas en esta calidad por resolución fundada del Director Nacional del Servicio.

Dicha acreditación se otorgará únicamente a las personas jurídicas, sin fines de lucro, señaladas en el inciso anterior, por un plazo máximo de 3 años, renovable por igual periodo de forma consecutiva, siempre que se mantenga el cumplimiento de los requisitos señalados en los siguientes incisos.

Las corporaciones o asociaciones, y las fundaciones que deseen someterse a los procesos de acreditación deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Tener como único objeto la asistencia, cuidado o protección de niños, niñas o adolescentes.

b) Demostrar competencia técnica y profesional para ejecutar programas de adopción. Será requisito indispensable poseer un equipo de técnicos y profesionales con formación especializada “en protección especializada en materia de adopción de niños, niñas o adolescentes”, para ejecutar estos programas y trabajar en labores de asistencia, cuidado, o protección de niños, niñas o adolescentes.

c) Ser dirigidas y administradas por personas cualificadas por su formación, experiencia, y capacidad profesional para actuar en el ámbito de la adopción nacional.

El Reglamento de esta ley establecerá las definiciones relativas a las capacidades técnicas y cualificaciones profesionales de los directores y funcionarios.

El Director Nacional del Servicio dejará sin efecto, por resolución fundada, las acreditaciones a las personas jurídicas de que trata este artículo, en caso de que hayan dejado de reunir uno o más de los requisitos señalados en los incisos precedentes. Del mismo modo, podrá dejar sin efecto la respectiva acreditación en caso de incumplimiento grave de las normativas técnicas impartidas por el Servicio. Para efectos de determinar el cumplimiento de estos requisitos se deberá estar a lo dispuesto en el Reglamento de esta ley.”.

*******************

Indicación Nº 26. Del diputado Rocafull, para eliminar en el inciso final del artículo 6°, la palabra “grave”.

********************

Indicación Nº 27. Del diputado Durán (don Eduardo), para agregar al final del artículo 6°, el siguiente párrafo: “Los organismos nacionales acreditados que intervienen en procesos de adopción internacional, deberán comprobar experiencia en ese ámbito, además de los requisitos enumerados en el presente artículo.”.

La diputada Castillo propuso discutir la indicación sustitutiva del Ejecutivo, inciso por inciso, para no llevar a confusión.
El diputado Saffirio expresó entender la intención de la propuesta de la diputada Castillo, pero por economía y seguridad, se debería votar dicha indicación en su totalidad. Sobre la misma, destacó especialmente la incorporación del plazo de 3 años, ya que este es uno de los puntos vitales a discutir, pues con dicho cambio se estaría invirtiendo el peso de la prueba, de modo que la institución será la que deba demostrar el cumplimiento. Así, esta indicación resolvería gran parte de los problemas actuales.
La diputada Cariola estimó que las tres indicaciones presentadas al artículo no son contradictorias, sino que más bien complementarias. A su juicio, comprenden una serie de elementos destacables que podrían facilitar la legislación vigente.
La diputada Castillo coincidió en que lo pretendido es invertir la carga de la prueba. Por otra parte, señaló que esta norma también podría incluirse entre los requisitos y estándares de las instituciones que van a recibir las subvenciones.
La diputada Marzán, sobre el plazo de 3 años, comentó que lo pretendido es también considerar la perspectiva del tiempo en relación con los niños. 
La diputada Muñoz valoró la primera indicación, pero la del diputado Rocafull no le pareció adecuada, ya que eliminar la palabra “grave” sería inconveniente. 
La diputada Jiles (Presidenta), aclaró que al eliminar dicha palabra, se permitiría aumentar el estándar al no exigirlo como requisito.
El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, sugirió elevar aún más el estándar de la propuesta contenida en la indicación N° 25, reemplazando en la letra b) la palabra “especializada” por la frase “en protección especializada en materia de adopción de niños, niñas o adolescentes”.

La diputada Cariola reiteró la sugerencia de votar las tres indicaciones de forma conjunta, pues serían complementarias. 
La diputada Jiles (presidenta), sugirió incluir también la sugerencia del Ejecutivo.
La diputada Castillo pidió al diputado Rocafull más detalles de su indicación para entender el objetivo que persigue.
El diputado Rocafull señaló que al tratarse de la vida de niños, niñas y adolescentes, no basta con hablar de “grave”, ya que esto podría limitar demasiado el tipo de infracciones. Así entonces, eliminando dicha palabra, se aumentaría el estándar de exigencias.
La diputada Castillo expresó entender el fondo de la indicación, ya que justamente algunas entidades han excusado su responsabilidad en que la infracción no sería grave.
El diputado Romero estuvo de acuerdo con la propuesta de las diputadas Cariola y Jiles.
La diputada Jiles (presidenta), reiteró entonces la propuesta de votar conjuntamente las 3 indicaciones citadas, más el aporte del Ejecutivo. 
- Así se acordó.

Puestas en votación, las tres indicaciones, más la sugerencia del Ejecutivo, fueron aprobadas por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

*****************************

Indicación N° 28. Del diputado Keitel, para incorporar un artículo 6° Bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 6° Bis.- Intervención del Servicio y Organismos Acreditados. En materia de adopción internacional corresponde al Servicio y Organismos Acreditados: 


a) Organizar y facilitar la información sobre legislación, requisitos y trámites necesarios en Chile y en los países de destino de los niños, niñas o adolescentes, velando para que esa información sea lo más completa, veraz y actualizada posible y de libre acceso para las familias interesadas y por los organismos acreditados.

b) Facilitar a las familias la formación necesaria a lo largo de todo el proceso que les permita comprender y afrontar las implicancias de la adopción internacional, preparándolas para el adecuado y responsable ejercicio de sus deberes parentales una vez constituida aquélla. Podrán delegar esta función en organismos acreditados o en instituciones o entidades debidamente autorizadas.


c) Recibir los ofrecimientos para la adopción en todo caso, y su tramitación, ya sea directamente o a través de organismos acreditados.


d) Expedir, en todo caso, los certificados de idoneidad, previa elaboración, bien directamente o a través de instituciones o entidades debidamente autorizadas, del informe psicosocial de las personas que se ofrecen para la adopción y, efectuar un completo seguimiento del niño, niña o adolescente a ser adoptado por al menos un años desde su partida del territorio nacional.


e) Enviar la información del menor de parte de las autoridades competentes chilenas al país de destino en la que figure información sobre su identidad, su adoptabilidad, su medio social y familiar, su historia médica y necesidades particulares; así como la información relativa al otorgamiento de los consentimientos de personas, instituciones y autoridades requeridas por la legislación del país de destino.


f) Ofrecer a lo largo del proceso de adopción internacional apoyo técnico dirigido a los menores y a las personas que se ofrecen para la adopción, prestándose particular atención a las personas que vayan a adoptar o hayan adoptado menores con características o necesidades especiales. Durante la estancia de los adoptantes en Chile podrán contar, además, con la colaboración del Ministerio de Relaciones Exteriores.


g) Establecer recursos cualificados de apoyo postadoptivo y de mediación para la búsqueda de orígenes, para la adecuada atención de adoptados y adoptantes, que podrán encomendarse a organismos acreditados o a entidades autorizadas.


h) En sus actuaciones en materia de adopción internacional, las Entidades Públicas y Organismo Acreditados promoverán medidas para lograr la máxima coordinación y colaboración entre ellas. En particular, procurarán la homogeneización de procedimientos y plazos.


i) Las Entidades Públicas y Organismos Acreditados facilitarán a la Administración del Estado información estadística sobre la tramitación de expedientes de adopción internacional.”.

La indicación fue retirada por su autor.

**************************

Artículo 7°. Organismos autorizados extranjeros. Son organismos autorizados extranjeros aquellos que, con el objeto de actuar como intermediarios en materia de adopción internacional de niños, niñas o adolescentes residentes en Chile, han sido autorizados por el organismo competente del Estado al que pertenecen y por el Servicio. 

El Servicio otorgará dicha autorización solo a instituciones sin fines de lucro por un plazo máximo de dos años, renovable por igual período de forma consecutiva, siempre que se mantenga el cumplimiento de los requisitos señalados en los siguientes incisos.
Además, en atención a las condiciones y límites fijados por las autoridades competentes del Estado que ha acreditado al o los organismos extranjeros, éstos deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Ser dirigidos y administrados por personas cualificadas por su formación o experiencia para actuar en el ámbito de la adopción internacional.

 b) Estar sometidos al control de las autoridades competentes del Estado que los haya acreditado, en cuanto a su composición, funcionamiento y situación financiera.

El Director Nacional del Servicio dejará sin efecto, por resolución fundada, las autorizaciones concedidas a organismos extranjeros en caso de que hayan dejado de reunir uno o más de los requisitos señalados en este artículo. Del mismo modo, podrá dejar sin efecto la respectiva autorización en caso de incumplimiento grave de las normativas técnicas impartidas por el Servicio.”.

*********************

Indicación N° 29. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Keitel y Soto (don Raúl), para reemplazar el artículo 7°, por el siguiente: 

“Artículo 7°.- Organismos autorizados extranjeros. Son organismos autorizados extranjeros aquellos que, con el objeto de actuar como intermediarios en materia de adopción internacional de niños, niñas o adolescentes residentes en Chile, han sido autorizados por el organismo competente del Estado al que pertenecen y por el Servicio.

El Servicio otorgará dicha autorización solo a instituciones sin fines de lucro por un plazo máximo de 2 años, renovable por igual periodo de forma consecutiva, siempre que se mantenga el cumplimiento de los requisitos señalados en los siguientes incisos.

Además, en atención a las condiciones y límites fijados por las autoridades competentes del Estado que ha acreditado al o los organismos extranjeros, éstos deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Ser dirigidos, administrados, y ejecutados por personas cualificadas por su formación, experiencia, y capacidad profesional para actuar en el ámbito de la adopción internacional. El Reglamento de esta ley establecerá las definiciones relativas a las capacidades técnicas y cualificaciones profesionales de estas personas.

b) Estar sometidos al control de las autoridades competentes del Estado que los haya acreditado, en cuanto a su composición, funcionamiento y situación financiera.

El Director Nacional del Servicio dejará sin efecto, por resolución fundada, las autorizaciones concedidas a organismos extranjeros en caso de que hayan dejado de reunir uno o más de los requisitos señalados en este artículo. Del mismo modo, dejará sin efecto la respectiva autorización en caso de incumplimiento grave de las normativas técnicas impartidas por el Servicio. Para efectos de determinar el cumplimiento de estos requisitos y el incumplimiento grave de la normativa técnica se deberá estar a lo dispuesto en el Reglamento de esta ley.”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, comentó que, en general, la indicación es una buena alternativa. Sobre el plazo, tal vez sería mejor fijarlo en 3 años, que generalmente se establece en este sentido. Y tratándose de la letra a), advirtió que el término “ejecutados” podría ser confuso, por lo que debería corregirse. 
La diputada Castillo manifestó que el plazo se podría revisar, estando a favor de cambiar la referencia “ejecutados” por otra más adecuada.
El diputado Soto (don Raúl), consideró que los organismos extranjeros también deberían ser objeto de “acreditación”. Así, propuso agregar el concepto en el artículo. 
El Jefe de la División Jurídica explicó que ello no sería necesario, pues los organismos extranjeros deben estar acreditados en el país de origen, como requisito previo a la autorización que se les brinde para que actúen en Chile. 
La diputada Cariola (presidenta accidental), estimó que el plazo debería ser de 2 años, para establecer un mayor control. 

El Abogado Secretario de la Comisión (accidental), señaló que la referida indicación N° 1, al establecer una obligación para el servicio, estaría transgrediendo una limitación constitucional, respecto de la cual no se tiene iniciativa parlamentaria.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos coincidió en que la indicación sería inadmisible, ya que le está dando atribuciones a un servicio. Sin embargo, resaltó que el fondo de la propuesta se refiere a modificar sólo algunos puntos específicos, como por ejemplo, el plazo (2 ó 3 años). Por tanto, para salvar la indicación, propuso dejar el plazo de 3 años, eliminar la expresión “ejecutados”, y establecer la regulación por medio de un reglamento.
La diputada Cariola (presidenta accidental), conforme a lo anterior, propuso acoger la propuesta del Ejecutivo y declarar admisible la indicación, lo que se traduce en cambiar el plazo de 2 a 3 años, eliminar la palabra “ejecutados” de la letra a), y conservar la frase “Para efectos de determinar el cumplimiento de estos requisitos y el incumplimiento grave de la normativa técnica se deberá estar a lo dispuesto en el Reglamento de esta ley.”. 
- Así se acordó.

Puesta en votación, la indicación N° 29 fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Castillo, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados señores Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Sanhueza, Soto (don Raúl), Urruticoechea y Vidal (en reemplazo de la diputada Jiles). No existieron votos en contra ni abstenciones. (12-0-0).

*********************

Indicación Nº 30. Del diputado Romero, para sustituir en la letra b) del artículo 7º, el punto (.) que está a continuación de la palabra “financiera” por una coma (,) y agregar a continuación la frase “lo cual deberá ser monitoreado periódicamente por el Servicio, a lo menos una vez al año.”.

********************

Indicación Nº 31. Del diputado Urruticoechea, para sustituir en la letra b) del artículo 7º, el punto (.) que está a continuación de la palabra “financiera” por una coma (,) y agregar a continuación la frase “lo cual deberá ser monitoreado periódicamente por el Servicio, a lo menos una vez al año.”.

La diputada Cariola (presidenta accidental), en virtud de que las indicaciones 30 y 31 son idénticas, recordó el acuerdo adoptado con anterioridad, conforme el cual estas deben entenderse unidas y someterse a una sola votación.
En base a los argumentos ya esgrimidos, las declaró admisibles. 

Puestas en votación, las indicaciones N° 30 y 31, fueron aprobadas por unanimidad. Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Castillo, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados señores Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Sanhueza, Soto (don Raúl), Urruticoechea y Vidal (en reemplazo de la diputada Jiles). No existieron votos en contra ni abstenciones. (12-0-0).

*******************

Indicación Nº 32. Del diputado Rocafull, para eliminar en el inciso final del artículo 7°, la palabra “grave”.

La diputada Castillo recordó que en la indicación recientemente aprobada, la palabra “grave” aparece dos veces, de forma tal que se debería eliminar en ambas ocasiones.
La diputada Cariola (presidenta accidental), coincidiendo con tal prevención, estuvo por aprobar la indicación del diputado Rocafull, pero entendiendo que la palabra “grave” se eliminará en las dos ocasiones.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, advirtió que, por la forma en que quedará redactado el artículo, es necesario establecer el carácter que deberá tener el incumplimiento, ya que si se elimina la calificación de “grave”, la autorización debería dejarse sin efecto en cualquier circunstancia. 
La diputada Cariola (presidenta accidental), en tal sentido, consultó qué tipo de incumplimiento se entendería como “grave”, ya que al no estar definido, se prestaría para confusiones.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos destacó que la indicación permite establecer en el reglamento los requisitos específicos, de forma tal que es en este donde se tendrían que definir los parámetros, estableciendo cuáles serán los incumplimientos “graves”.

El diputado Sanhueza coincidió en que es el reglamento el que debe definir el concepto “grave”. Esto aún más, tras haber eliminado la facultad de decidir, siendo ahora una cuestión obligatoria.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Larraín, señaló que el inciso final establece que la autorización debe dejarse sin efecto cuando el organismo deje de cumplir con los requisitos esenciales. Por tanto, al haberse cambiado a una determinación obligatoria, eliminar la palabra grave sería contraproducente. De esta forma, se debería cambiar por la frase “podrá dejar sin efecto”, adecuando la redacción, ya que de lo contrario no surtiría los efectos deseados, especialmente considerando la importancia de que participen los organismos internacionales. 
La diputada Marzán expresó su apoyo a la indicación del diputado Rocafull, para evitar que se sigan cometiendo errores con los niños, siendo necesario actuar con mayor énfasis.
La diputada Castillo recordó que la indicación ya aprobada establece que se trata del incumplimiento de la normativa técnica, que siempre será una cuestión grave, no aplicándose a otros casos menores. Sin embargo, estimó que se debería cambiar la palabra “dejará” por “podrá dejar”.
La diputada Cariola (presidenta accidental), coincidió en lo señalado por la diputada Castillo, proponiendo eliminar la palabra “grave”, pero reemplazando la frase “dejará sin efecto”, por “podrá dejar sin efecto”. 
El diputado Rocafull expresó entender la intención de fondo y, aunque insistió en que el incumplimiento de la normativa técnica es de por sí grave, estuvo a favor de la propuesta, cambiando la redacción de su indicación en los términos referidos.
La diputada Cariola (presidenta accidental), en atención a lo previamente analizado, propuso adaptar la redacción de la indicación N° 1 que reemplaza el artículo 7° y que ya ha sido aprobada, reemplazando la frase “dejará sin efecto la respectiva autorización en caso de incumplimiento grave de las normativas técnicas impartidas por el Servicio”, por la oración “podrá dejar sin efecto la respectiva autorización en caso de incumplimiento grave de las normativas técnicas impartidas por el Servicio”. 

- Así se acordó.

La diputada Cariola (presidenta accidental), propuso entonces votar la indicación del diputado Rocafull, con la adaptación antes señalada.
Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Castillo, Marzán y Troncoso, y los diputados señores Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Soto (don Raúl), Urruticoechea y Vidal (en reemplazo de la diputada Jiles). Votaron en contra la diputada Muñoz y el diputado Sanhueza. No existieron abstenciones. (10-2-0).

Puesta en votación el artículo 7º, fue aprobado por mayoría. Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Castillo, Marzán y Troncoso, y los diputados señores Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Soto (don Raúl), Urruticoechea y Vidal (en reemplazo de la diputada Jiles). Votaron en contra la diputada Muñoz y el diputado Sanhueza. No existieron abstenciones. (10-2-0).

********************

“Artículo 8°.- Facultad de hacerse parte. El Servicio y los organismos acreditados nacionales podrán hacerse parte en todos los procedimientos judiciales de conformidad a esta ley, en defensa de los derechos del niño, niña o adolescente. Esta facultad podrá ejercerse hasta que produzca efectos la adopción y, con posterioridad, sólo para intervenir en el juicio de nulidad de la misma.”.

Indicación Nº 33. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl), para reemplazar el artículo 8°, por el siguiente;

“Artículo 8°. Facultad de hacerse parte. El Servicio podrá hacerse parte en todos los procedimientos judiciales de conformidad a esta ley, en defensa de los derechos del niño, niña o adolescente. En el caso de estar involucrado un organismo colaborador acreditado, este estará obligado a hacerse parte en el procedimiento. Estas actuaciones podrán llevarse a cabo hasta que produzca efectos la adopción y, con posterioridad, sólo para intervenir en el juicio de nulidad de la misma.”.

El diputado Saffirio (presidente accidental), destacó que la indicación contempla una facultad y una obligación, a diferencia de lo que propone el Ejecutivo. Además, preguntó a qué se refiere la oración “estar involucrado”.
La diputada Cariola explicó que la intención es establecer una responsabilidad efectiva, consagrando la obligatoriedad para los servicios colaboradores. 

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, señaló que la propuesta no permite apreciar con claridad cuál sería la utilidad de la misma, sino que, por el contrario, ello podría incluso atentar contra la eficiencia del proceso mismo. En este sentido, sugirió mantener la redacción del Ejecutivo.

La diputada Cariola, sobre el concepto “estar involucrado”, aclaró que se refiere a la relación con el menor. Y en cuanto al objeto de la indicación, señaló que lo pretendido es que la responsabilidad no recaiga solamente en el plano público.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Castillo, Marzán, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles), Muñoz y Troncoso, y los diputados señores Durán (don Eduardo), Longton (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Molina (en reemplazo del diputado Keitel), Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (12-0-0).

********************

Indicación Nº 34. Del diputado Durán (don Eduardo), para agregar al final del artículo 8°, el siguiente párrafo:

“En el caso de la adopción internacional, el Servicio podrá solicitar informes que le permitan conocer la situación postadopción del niño, niña o adolescente en el extranjero.”.

El diputado Durán (don Eduardo), explicó que el objeto de la indicación es que, antes de declarar fallida la adopción, se puedan tomar medidas a tiempo.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, advirtió que, desde el punto de vista formal, la propuesta correspondería más al párrafo 2° del proyecto, sobre adopción de niños, niñas o adolescentes residentes en Chile por personas residentes en el extranjero, lugar donde tendría mayor eficacia.
La diputada Castillo discrepó con la propuesta del señor Valenzuela, aunque estimó que se debería facultar a la Secretaría de la Comisión para que adecúe la redacción, según sea necesario.

El diputado Saffirio (presidente accidental), preguntó por la conciliación de la norma con la reserva en los procesos de adopción.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, señaló que no existiría conflicto, pues la información referida no es de carácter público. Sin embargo, insistió en que la ubicación planteada no sería la más mejor.
El diputado Rocafull recordó que presentó una indicación en un sentido similar, para el artículo 56 del proyecto.
El diputado Saffirio (presidente accidental), precisó que la indicación del diputado Rocafull para el artículo 56, está formulada para adopciones nacionales, mientras que la indicación del diputado Eduardo Durán apunta a las adopciones en el extranjero.
El diputado Longton coincidió en la pertinencia de analizar la indicación del diputado Eduardo Durán, dentro del contexto correspondiente, para una mejor técnica legislativa.
El diputado Saffirio (presidente accidental), propuso dejar pendiente la votación de la indicación N° 34, presentada por el diputado señor Eduardo Durán para el artículo 8°, hasta el momento en que se discuta y vote el artículo 56 del referido proyecto de ley. 

- Así se acordó.

**********************

Indicación N° 35. Del diputado Rocafull, para agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“Lo anterior sin perjuicio de la facultad de la Defensoría de Derechos de la Niñez, de actuar como amicus curiae ante los tribunales de justicia, descrita en la letra j) del artículo 4° de la ley N° 21.067.”.

La indicación fue retirada por su autor.

*********************

Artículo 9°.- Registros. El Servicio deberá mantener, a lo menos, los siguientes registros: 

a) Registro de personas declaradas adoptables.

b) Registro de personas que poseen certificación de contar con condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, distinguiendo entre aquellas que tengan residencia en Chile y las que residan en el extranjero.

c) Registro de adopciones otorgadas.

d) Registro de organismos acreditados nacionales y de organismos autorizados extranjeros.

Los registros deberán ser actualizados permanentemente.”.


Indicaciones

Indicación N° 36. De la diputada Hoffmann, y de los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para sustituir el artículo 9° por el siguiente: 

“Artículo 9.- Registros. El Servicio deberá mantener a lo menos, los siguientes registros:

a) Registro de personas declaradas adoptables.

b) Registro de personas que poseen certificación de contar con condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, distinguiendo entre aquellos que tengan residencia en Chile y las que residan en el extranjero.

c) Registro de personas a quienes se les haya rechazado previamente una solicitud de adopción, por no contar con condiciones generales para la adopción de un niño o adolecente.

d) Registro de adopciones otorgadas.

e) Registro de organismos acreditados nacionales y de organismos autorizados extranjeros.

Los Registros deberán ser actualizados permanentemente.”.

La asesora legislativa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señora Paula Recabarren, manifestó que tal indicación no sería conveniente, ya que establecer un registro de aquellas personas a quienes se les haya rechazado previamente una solicitud de adopción podría implicar que éstas, en caso de postular nuevamente como padres adoptivos, no sean considerados, aun cuando hayan cambiado las condiciones que les afectaban.
La diputada Cariola coincidió en lo señalado por el Ejecutivo, ya que tendería a generar una estigmatización de los solicitantes de adopción.
La diputada Mix coincidió en lo anterior, pues las condiciones pueden cambiar tanto en los adoptantes como adoptados.
El diputado Saffirio (presidente accidental), propuso rechazar la indicación por acuerdo unánime. Ante la falta de dicha unanimidad, llamó a votar.
Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Muñoz y Troncoso. Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo, Marzán y Mix (en reemplazo de la diputada Jiles), y los diputados señores Longton (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Molina (en reemplazo del diputado Keitel), Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Se abstuvo el diputado Durán (don Eduardo). (2-9-1).

*******************

Indicación Nº 37. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl), para reemplazar la letra d) del artículo 9°, y agregar las nuevas letras e), f), y g), siguientes:

“d) Registro de adopciones nacionales e internacionales fallidas.

e) Registro informático con datos relativos a niños, niñas y adolescentes que hubieren ingresado al sistema de protección.

f) Registro de organismos acreditados nacionales y de organismos autorizados extranjeros, incluyendo el detalle con las sanciones que hubieren eventualmente recibido.

g) Registro de profesionales y técnicos idóneos para ejercer la dirección, administración y/o ejecución de organismos y programas en materia de adopción.”.

La diputada Cariola explicó que este tipo de registros aportarían información importante para evitar problemas como los que hoy existen, permitiendo además adoptar mejores decisiones.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, señaló que esta es una materia muy relevante, pero cada registro debería analizarse por separado. Tratándose del registro de adopciones nacionales e internacionales fallidas, sería algo favorable, pero el registro con datos informáticos corresponde a un tema más bien vinculado con el proyecto de ley que crea el Servicio de Protección de la Niñez y no con el de Adopción. 

Por su parte, el registro propuesto en la letra f), también generaría un conflicto similar. Y en lo que respecta al registro de la letra g), advirtió conflictos con el artículo 6° ya aprobado, que exige la acreditación, mientras que en la propuesta se estaría exigiendo también la evaluación de los profesionales y técnicos. En consecuencia, sugirió aprobar solamente la letra d).

El diputado Molina coincidió en que la propuesta de la letra g) no es pertinente.
El diputado Longton cuestionó la admisibilidad de la indicación, ya que implicaría recursos.
El Abogado Secretario de la Comisión (accidental), señaló que la iniciativa parlamentaria está delimitada por la generación de gastos, siendo el Ejecutivo el que debería aclararlo.
La diputada Cariola recordó que el registro ya está creado, de modo que la indicación sería admisible. En cuanto al fondo de la propuesta, coincidió con lo señalado por el Ejecutivo respecto de las letras e) y g), sugiriendo conservar la propuesta de incorporar sólo las letras d) y f), y votar cada letra por separado.
La diputada Mix estimó que la letra g) se podría adecuar, delimitándola sólo a que se conserve dicho registro sobre los funcionarios y técnicos, eliminando la última frase.

La diputada Castillo señaló que el registro de profesionales ya está cubierto, de forma tal que no sería necesario. 
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, consideró que la letra g) sí presenta un problema de admisibilidad, ya que propone crear una nueva función que no está contemplada en el proyecto de ley, al hablar de “profesionales idóneos”.
El diputado Soto (don Raúl), propuso que el Ejecutivo patrocine las letras d) y f).

El diputado Durán (don Eduardo), destacó que la siguiente indicación de su autoría complementaría la actualmente en discusión, sugiriendo considerarla antes de votar.
El diputado Saffirio (presidente accidental), declaró admisible la indicación y propuso votar por separado cada letra, facultando a la Secretaría de la Comisión para que se efectúen las adecuaciones de redacción que resulten necesarias en el artículo 9° bajo discusión particular. 

- Así se acordó.

Puestas en votación, las letras d) y f) de la indicación N° 37, fueron aprobadas por unanimidad. Votaron a favor las diputadas señoras Cariola, Castillo, Marzán, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles), Muñoz y Troncoso, y los diputados señores Durán (don Eduardo), Longton (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Molina (en reemplazo del diputado Keitel), Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (12-0-0).

Puestas en votación, las letras e) y g) de la indicación, fueron rechazadas por unanimidad. Votaron en contra las diputadas señoras Cariola, Castillo, Marzán, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles), Muñoz y Troncoso, y los diputados señores Durán (don Eduardo), Longton (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Molina (en reemplazo del diputado Keitel), Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). No existieron votos a favor ni abstenciones. (12-0-0).

********************************

Indicación Nº 34. Del diputado Durán (don Eduardo), para agregar a continuación del literal d) agregar el siguiente literal e):

“e) Registro de adopciones fallidas y un expediente del procedimiento con sus conclusiones”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, señaló que el concepto de registro de adopciones nacionales e internacionales fallidas ya quedó aprobado en una votación anterior, y en lo que tiene que ver con el expediente y sus conclusiones es problemático, pues no existe un expediente propiamente tal de adopciones fallidas. Hay una serie de comunicaciones y resguardos, pero no un expediente.

Además, al hablar de registros, estos por naturaleza son públicos, y la publicidad en esta materia es de suyo complejo, y al final, terminarían siendo registros donde, en virtud de la protección a los datos personales, el documento tendría tarjado casi todo su contenido informativo.
El diputado Eduardo Durán señaló que el objetivo de la indicación es solucionar los problemas de información que se conocieron a propósito de la adopción de una niña chilena, por parte de una familia italiana. En cuentas, tener centralmente la información relativa a adopciones internacionales.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron a favor las diputadas Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Sanhueza, Troncoso y Urruticoechea. Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo y Marzán, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (6-7-0).

Puesto en votación, el artículo 9° fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Urruticoechea. No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

*******************

“Artículo 10.- Reserva. Todas las tramitaciones, tanto judiciales como administrativas, así como los documentos y registros a que den lugar los procedimientos que regula esta ley, serán reservados y sólo tendrán acceso a éstos las partes y sus apoderados judiciales. Las autoridades administrativas y judiciales deberán adoptar todas las medidas de resguardo necesarias para el estricto cumplimiento de este fin.

No obstante lo señalado en el inciso anterior, el representante del niño, niña y adolescente, o las partes de los procedimientos reglados en esta ley, podrán solicitar las certificaciones o copias necesarias para impetrar los derechos que les correspondan.  Asimismo, los representantes podrán solicitar las certificaciones o copias que resulten necesarias para realizar actuaciones en beneficio del niño, niña o adolescente que tengan bajo su cuidado personal.”.

La diputada Castillo señaló que aun sin haber ingresado indicaciones, estimó que la palabra “representante” ganaría precisión si se agregara el vocablo “legal”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, señaló que en el inciso segundo se alude al representante judicial, pues en estos procedimientos puede, además, ser parte el representante legal. Por ello, el representante no es el legal, necesariamente.

Puesto en votación, el artículo 10 fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Urruticoechea. No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

***********************

“Párrafo 2°

Derechos y garantías

“Artículo 11.- Derecho del niño, niña y adolescente a ser oído. Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a que sus opiniones sean oídas y debidamente consideradas, de acuerdo a su edad y grado de madurez, en cualquier etapa de los procedimientos establecidos en la presente ley.

Durante el procedimiento de adoptabilidad serán oídos los niños, niñas o adolescentes, en conformidad y con los efectos que dispone el artículo 21. 

Asimismo, durante el procedimiento de adopción, el niño, niña o adolescente podrá expresar su conformidad o disconformidad con la solicitud presentada por el o los interesados. 

El juez deberá asegurarse de que el niño, niña o adolescente que hubiese manifestado su voluntad según lo expresado en los incisos anteriores, lo haya hecho de forma libre y voluntaria, procurando establecer las medidas necesarias para proteger su integridad física y psíquica, así como su privacidad.”.

Indicaciones:

Indicación N° 39. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl), para reemplazar en el inciso primero del artículo 11, la expresión “grado de madurez” por “autonomía progresiva”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, señaló que la propuesta del Ejecutivo reitera lo contenido en la Convención sobre los Derechos del Niño. Además, es concordante con el texto que fue aprobado en la Ley N° 21.057, sobre entrevista video grabada a menores de edad, víctimas de delitos sexuales. En tal sentido, era preferible que hubiese concordancia entre las diversas reglas nacionales e internacionales en el tema, a fin de evitar confusiones o interpretaciones dispares sobre el contenido del derecho a ser oído.
La diputada Cariola, si bien valoró la propuesta del Ejecutivo, hizo presente que la noción de grado de madurez ha sido reemplazada por el concepto de autonomía progresiva, que dice relación con la independencia del menor en su grado de conocimiento, lo que resulta más adecuado a su desarrollo como personas. Además, aludir a la madurez no dejaba de ser un acto algo arbitrario al momento de definir si esta ocurre o no en una persona.

La diputada Castillo señaló que podría salvarse ambas posiciones, si la redacción incluyera una frase del tipo “de acuerdo a su autonomía progresiva”, pues incluye la edad y el grado de madurez del sujeto, que no siempre son los mismos para todos los niños.

Esta indicación fue retirada por sus autores y se presentó la siguiente indicación, nueva:

Indicación N° 40.- De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl), para reemplazar el inciso primero del artículo 11, por el siguiente:

“Autonomía progresiva y derecho del niño niña y adolescente a ser oído. Todo niño niña y adolescente está dotado de autonomía progresiva, por lo que en cualquier etapa de los procedimientos establecidos en la presente ley tendrán derecho a que sus opiniones sean oídas y debidamente consideradas atendiendo a su edad y grado de madurez.”.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Urruticoechea. No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).
**********************

Indicación N° 41. Del diputado Sanhueza, para agregar en la parte final del inciso primero del artículo 11, a continuación de la palabra “ley”, la siguiente oración “, la que deberá prestarse siempre frente al Consejero Técnico, el que deberá emitir un informe en la etapa que corresponda, con la presencia del curador ad lítem, frente al juez”.

El diputado Saffirio (presidente accidental) declaró inadmisible la indicación, por disponer sobre una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

*******************

Indicación N° 42.- De la diputada Muñoz, para agregar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el juez deberá consignar en el procedimiento si el menor manifestó su preferencia respecto de quienes desea como adoptantes. Dicha manifestación será especialmente considerada al momento de otorgar en adopción al menor.”
Sobre esta indicación, la diputada Muñoz señaló que su objetivo es que quede manifiesta la voluntad del menor y que sea considerada.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, señaló que acá se está regulando una cuestión general, como es que el niño sea oído, aplicable a cualquier proceso. En tal sentido, la indicación alude al procedimiento de fondo de adopción, una cuestión bastante más avanzada en las etapas de esta ley, por lo que sería pertinente tener esta discusión en el momento de discutir el procedimiento.
La diputada Cariola señaló que se ha planteado que el procedimiento de adopción debiese ser ciego para ambas partes de la relación. En tal sentido, esa noción podría colisionar con esta indicación, por lo que cabía revisar su concordancia con el interés superior del niño.
El diputado Sanhueza señaló que el objetivo de la indicación es que desde las primeras etapas del proceso quede claro qué es lo que desea el adoptado, lo que puede acortar los tiempos del proceso.
La diputada Jiles señaló que, a pesar que existen fundaciones que entregan una suerte de gama de alternativas para elegir al menor a adoptar, ya sea por color de piel, ojos, pelo, situación que consideró aberrante, era igualmente aberrante que un niño pudiese elegir de un muestrario de padres. En tal sentido, concordó en que el procedimiento debe ser ciego para ambas partes, pues se debía crear la nueva relación entre adoptantes y adoptados, tal como si comenzara a través de un parto.
El diputado Soto (don Raúl) estimó que la indicación en realidad impone una carga al juez de consignar la voluntad del menor, y quizás un cierto grado de vinculación de tal manifestación hacia el juez.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, señaló que esta materia era regulada con más propiedad en el artículo 44 letra b), donde se especifica la forma de participación.

Puesta en votación, la indicación N° 42, fue rechazada por no alcanzar el quórum de aprobación. Votaron a favor las diputadas Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Saffirio, Sanhueza y Urruticoechea. Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Keitel y Rocafull. Se abstuvo el diputado Soto (don Raúl). (6-6-1).

*******************

Indicación N° 43.- Del diputado Sanhueza, para insertar en el inciso tercero del artículo 11, entre la palabra “expresar” y la frase “su conformidad”, la siguiente frase “su voluntad de ser adoptado por un padre y una madre, y”.

*******************

Indicación N° 44.- Del diputado Durán (don Eduardo), para agregar al final del inciso tercero del artículo 11, la expresión: “Siendo su opinión vinculante con la decisión final del juez.”.

********************

Indicación Nº 45. De la diputada Hoffmann y de los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para agregar en el artículo 11 el siguiente inciso final:

“Si el niño, niña o adolescente manifiesta su voluntad de tener un padre y una madre, el juez deberá considerarlo en forma preferente.”.

El diputado Saffirio (Presidente Accidental) no sometió a votación las indicaciones N° 43, 44 y 45, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero, del Reglamento de la Cámara de Diputados, al ser incompatibles con lo aprobado en el artículo primero del proyecto de ley.

********************

Indicación N° 46. Del diputado Sanhueza, para agregar en el artículo 11, el siguiente inciso final:

“En caso de que el niño, niña o adolescente no pueda expresarse o darse a entender claramente, ya sea por razones físicas o psicológicas, su derecho a ser oído debe ser salvaguardado por el tribunal, proporcionándole un curador ad litem especializado en materia de vulneración de derechos y adopción, el cual debe permanecer con el niño, niña o adolescente hasta el término del procedimiento de adopción, salvo impedimento grave, el cual debe ser puesto en conocimiento a la brevedad ante el tribunal que este conociendo de la causa.”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, señaló que compartiendo la inquietud planteada, la situación descrita está salvaguardada, pues el curador ad litem debe estar presente en todas las audiencias.
El diputado Sanhueza señaló que el problema es que los curadores rotan mucho, por lo que se pierde un conocimiento acabado del caso. Así, el objetivo de la indicación es que sea el mismo durante todo el proceso, salvo impedimento grave.

Puesta en votación, la indicación N° 46 fue rechazada por mayoría. Votaron a favor la diputada Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Sanhueza y Urruticoechea. Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (4-8-0).

***********************

Indicación N° 47. De la diputada Hoffmann, y de los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para agregar el siguiente artículo 11 Bis, nuevo: 

“Artículo 11 Bis. Derecho preferente del niño, niña o adolescente a tener un padre y una madre. Si el niño, niña o adolescente manifiesta su voluntad de tener un padre y una madre, ' el juez deberá considerarlo en forma preferente, dejando expresa constancia de ello, y asegurándose en todo momento por proteger su interés superior.”.

*********************

Indicación N° 48. Del diputado Schalper, para agregar nuevo artículo 11, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 11. Derecho del niño, niña y adolescente a tener un padre y una madre. El bien superior de niños, niñas y adolescentes incluye que puedan ejercer su derecho a tener un padre y una madre. Así, los procedimientos establecidos en la presente ley deben favorecer primariamente y en la medida de lo posible un ambiente familiar que permita el ejercicio de este derecho.

El hecho de que durante el procedimiento de adoptabilidad se considere este criterio como determinante no constituirá un acto de discriminación arbitraria, sino una distinción razonable que permitirá al juez velar por el interés superior del niño, con el objeto de que se cumpla del mejor modo posible la finalidad de la adopción que consagra esta ley en su artículo 35.”. 

El diputado Saffirio (Presidente Accidental), no sometió a votación las indicaciones números 47 y 48, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero, del Reglamento de la Cámara de Diputados al ser incompatibles con lo aprobado en el artículo primero del proyecto de ley.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos hizo presente que la indicación sólo formula una preferencia, por lo que no contradecía el concepto de familia aprobado en el artículo 1.
La diputada Cariola señaló que la indicación formula una preferencia por un solo tipo de familia, lo cual no era concordante con lo aprobado en el artículo 1º.
La diputada Jiles observó que acá se prefiere un único modelo de familia, cuestión que se rechazó en el artículo 1. En tal sentido, al disponer una preferencia que debe ser considerada por el juez, la distancia era mínima a decir que esa preferencia resultaba vinculante para tomar la decisión judicial.

Por ello, señaló que declarar la incompatibilidad de la indicación era lo correcto.

Puesto en votación, el artículo 11 en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Urruticoechea. No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

*******************

“Artículo 12.- Derecho a conocer el origen de la filiación. Cualquier persona mayor de 14 años, podrá solicitar al Registro Civil que le informe si su filiación es resultado de una adopción, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 65 de la presente ley.”

Puesto en votación, el artículo 12 fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Troncoso, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Urruticoechea. No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

****************************

Título II

Procedimientos de adoptabilidad

Párrafo 1°

Causales de adoptabilidad

Artículo 13.- Causales. Podrá iniciarse el procedimiento de adoptabilidad respecto de niños, niñas o adolescentes, que se encontraren en alguna de las siguientes situaciones:

a) Imposibilidad de ambos padres y demás miembros de la familia de origen hasta el tercer grado de consanguinidad, de ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente, respecto de quien se ha decretado la medida de protección de separación de su familia.

Para determinar la referida imposibilidad, se considerarán y ponderarán especialmente los siguientes criterios y circunstancias:

i) Cuando habiéndose vulnerado los derechos del niño, niña o adolescente por parte de ambos padres o de algún miembro de la familia de origen, según corresponda, no concurrieran al programa destinado a fortalecer sus habilidades parentales y de crianza, sin causa justificada, manifestando desinterés en superar la situación de vulneración que motivó la dictación de la medida, o cuando habiéndose realizado la intervención por dicho programa, se mantuviere la imposibilidad para ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente.

ii) Cuando, habiéndose decretado la derivación de los padres o de algún miembro de la familia de origen a un programa distinto al señalado en el literal anterior, destinado a superar la imposibilidad de aquellos para el ejercicio del cuidado del niño, niña o adolescente, estos no concurrieran, o cuando habiéndose realizado la intervención por dicho programa, se mantuviere la imposibilidad para ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente.

b) En el caso de niños y niñas, cuando la madre, padre o ambos manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción. 

c) Cuando no tengan filiación determinada respecto de ambos padres. 

d) En el caso de orfandad de padre, madre o ambos y que el niño, niña o adolescente no tenga familia de origen hasta el tercer grado de consanguinidad, que pueda ejercer su cuidado.

e) Cuando el niño, niña o adolescente hubiere sido abandonado por uno de sus padres y su cuidado personal lo ejerce el otro, quien, junto a su cónyuge, desean integrarlo como hijo. Para estos efectos, se entenderá por abandono la falta de contacto personal y continuo por al menos 2 años con el niño, niña o adolescente, mientras se encuentra a cargo del otro padre o madre.

No constituirá causal para la declaración judicial de adoptabilidad la falta de recursos económicos para el ejercicio del cuidado personal del niño, niña o adolescente, ni tampoco podrá fundarse dicha declaración en motivos que constituyan discriminación arbitraria.”

A este artículo se ingresaron las siguientes indicaciones:

Indicación N° 49.- De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para reemplazar el artículo 13, por el siguiente:

“Artículo 13.- Causales. Podrá iniciarse el procedimiento de adoptabilidad respecto de niños, niñas o adolescentes, que se encontraren en alguna de las siguientes situaciones:

a) Imposibilidad de ambos padres y demás miembros de la familia de origen hasta el tercer grado de consanguinidad, de ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente, respecto de quien se ha decretado la medida de protección de separación de su familia.

Para determinar la referida imposibilidad, se considerarán y ponderarán especialmente los siguientes criterios y circunstancias:

i) Cuando habiéndose vulnerado los derechos del niño, niña o adolescente, por parte de ambos padres, o de algún miembro de la familia de origen, según corresponda, no concurrieran al programa destinado a fortalecer sus habilidades parentales y de crianza, sin causa justificada en, a lo menos, 3 ocasiones, manifestando desinterés en superar la situación de vulneración que motivó la dictación de la medida, o cuando habiéndose realizado la intervención por dicho programa, se mantuviere la imposibilidad para ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente.

ii) Cuando, habiéndose decretado la derivación de los padres o de algún miembro de la familia de origen a un programa distinto al señalado en el literal anterior, destinado a superar la imposibilidad de aquellos para el ejercicio del cuidado del niño, niña o adolescente, estos no concurrieran en, a lo menos, 3 ocasiones, o cuando habiéndose realizado la intervención por dicho programa, se mantuviere la imposibilidad para ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente.

b) En el caso de niños y niñas, cuando la madre o padre que tuviere el cuidado personal o ambos, en caso de que esta sea compartida, manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción. 

c) Cuando no tengan filiación determinada respecto de ambos padres.

d) En el caso de orfandad y que el niño, niña o adolescente no tenga familia de origen hasta el tercer grado de consanguinidad, que pueda ejercer su cuidado.

e) Cuando el niño, niña o adolescente hubiere sido abandonado por uno de sus padres y su cuidado personal lo ejerce el otro, quien, junto a su cónyuge, conviviente civil o con quien tenga una relación de convivencia, desean integrarlo como hijo. Para estos efectos, se entenderá por abandono la falta de contacto personal y continuo por al menos 2 años consecutivos con el niño, niña o adolescente, mientras se encuentra a cargo del otro padre o madre.

No constituirá causal para la declaración judicial de adoptabilidad la falta de recursos económicos para el ejercicio del cuidado personal del niño, niña o adolescente, ni tampoco podrá fundarse dicha declaración en motivos que constituyan discriminación arbitraria.”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, junto con exponer las causales de adoptabilidad, hizo presente que la indicación N° 38, al disponer en el literal a) “en 3 ocasiones” vuelve rígida una situación que necesita cierta flexibilidad según los antecedentes concretos de cada caso. En tal sentido, la judicatura gozaría de mayor margen de acción si se utilizase la voz “reiterada”, que tiene una larga tradición jurisprudencial, sobre todo en materia penal y penitenciaria.

Asimismo, consultó si acaso en el literal b) se quiere aludir efectivamente a la patria potestad, que es una cuestión patrimonial, o al cuidado personal, que parece ser la institución pertinente para la situación que se regula.

Finalmente, observó que la propuesta en el literal e), relativa a la adopción por integración, donde adoptante y adoptado se conocen desde el inicio del procedimiento, la indicación agrega a la propuesta del Ejecutivo la posibilidad de adoptar por parte de personas que han suscrito un acuerdo de unión civil o tienen relaciones de hecho. Al respecto, la propuesta del Ejecutivo se acota a aquellas situaciones donde el vínculo de quien adopta por integración era más permanente en el tiempo, o requiere más requisitos para su disolución.
La diputada Cariola observó que la discusión sobre la estabilidad del matrimonio para justificar sólo una posibilidad de adopción por integración, era similar a la que se tuvo durante la discusión de la ley de divorcio. En tal sentido, el hecho del matrimonio no asegura más perdurabilidad que la existente en un acuerdo de unión civil, o una relación de convivencia.

Además, esta propuesta permite, de una vez, que parejas homoparentales puedan adoptar.
La diputada Jiles no estuvo de acuerdo con reemplazar la frase “3 ocasiones”’ por el vocablo “reiterado”’, toda vez que la cifra daba una cantidad cierta de ocasiones y no dejaba dudas al momento de interpretar.
El diputado Rocafull observó que en el literal d), bastaría aludir a la orfandad, y no describir cada uno de sus supuestos, pues de lo contrario, se daría a entender que alguien huérfano de un progenitor, pero no del otro, igualmente podría ser susceptible de adopción por ese literal, lo que es absurdo.
El diputado Sanhueza estimó que en el literal e) al disponer el plazo de 2 años podía resultar muy breve para ciertas situaciones, tales como el caso de quienes trabajan en ciudades alejadas de donde se encuentra el menor.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Hernán Larraín, señaló que el plazo de 2 años permite comenzar la discusión, y parece un plazo razonable para esperar su inicio para los casos de adopción por integración, donde el adoptado y adoptante se conocen desde el momento en que comienza el procedimiento.
La diputada Castillo (presidenta) señaló que la redacción propuesta al literal e), se agregan al conviviente civil y a las parejas de hecho, y esto es medular en la discusión. Ello, pues la legislación nacional ya reconoce y protege a los convivientes civiles, pero al no regular la pertinencia para los casos de adopción, los convivientes civiles quedan en peor posición que una persona soltera, quien sí puede adoptar.

A su vez, el posibilitar la adopción para los casos de convivencias de hecho asume una realidad, que es que las familias actualmente se conforman de múltiples maneras y no únicamente bajo el modelo tradicional e institucional, siendo lo medular en tales casos la existencia de un proyecto familiar.
La diputada Muñoz señaló que en el literal e) se debía dar estabilidad a la relación del adoptante con el adoptado, por lo que era preferible la propuesta del Ejecutivo.
El diputado Keitel solicitó votar por separado el literal e), a fin de lograr acuerdos más expeditos en la aprobación de las causales.

Por unanimidad, se aprobó modificar la indicación N° 38 en el siguiente sentido: En el literal a), reemplazar las dos veces que aparece la frase “‘en 3 ocasiones” por “en, a lo menos, 3 ocasiones”’; en el literal b) reemplazar “la patria potestad” por ‘el cuidado personal’; y en el literal d) eliminar la frase “de padre, madre o ambos”.

Puesta en votación la indicación N° 49, con las modificaciones propuestas y a excepción del literal e), fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán, Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Urruticoechea. No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

Durante la votación del literal e), la diputada Cariola señaló que lo que se persigue es reconocer las diversas formas que tienen las familias de constituirse, no acotadas a la versión tradicional de la familia matrimonial. En el país ya existe una regulación sobre acuerdos de unión civil, y eso debe reconocerse. Además, esta es una legislación que promueve la adopción desde la perspectiva del adoptado, y ningún vínculo entre las personas que adoptan puede asegurar el resguardo, la estabilidad o el amor que una familia puede entregar a un niño o niña en relación a un estado de filiación.
El diputado Saffirio señaló que este tipo de normas son las que permiten sostener que lo que se estaba haciendo era dictar una ley donde el énfasis está puesto en el adoptado y no en el adoptante.
El diputado Sanhueza señaló que este tipo de normas están enfocadas en las personas de los adoptantes y no en los adoptados.

Puesto en votación el literal e), fue aprobado por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra las diputadas Muñoz y Troncoso, y los diputados Durán (don Eduardo), Sanhueza y Urruticoechea. No existieron abstenciones. (8-5-0).

************************


Indicación Nº 50. Del diputado Schalper, para reemplazar la letra a) del artículo 13, por la siguiente:


“a) Imposibilidad de ambos padres y demás miembros de la familia de origen hasta el cuarto grado de consanguinidad, de ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente, respecto de quien se ha decretado la medida de protección de separación de su familia.”.

************************


Indicación Nº 51. Del diputado Sanhueza, para agregar en la letra a) del artículo 13, a continuación de la palabra “consanguineidad”, la frase “en línea colateral”.

**********************

Indicación Nº 52.- Del diputado Mellado (don Miguel), para reemplazar la actual letra i) de artículo 13 por lo siguiente: 


“i) Cuando habiéndose vulnerado los derechos del niño, niña o adolescente por parte de ambos padres o de algún miembro de la familia de origen, según corresponda y habiéndose realizado la intervención por el programa destinado a fortalecer sus habilidades parentales y de crianza, se mantuviere la imposibilidad para ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente.”.

**********************


Indicación Nº 53. Del diputado Romero, para modificar el artículo 13, de la siguiente forma:

A) Sustituir la letra i) del artículo 13, por el siguiente: 

“i) Cuando habiéndose vulnerado los derechos del niño, niña o adolescente por parte del padre, madre o de algún miembro de la familia de origen, según corresponda y habiéndose realizado la intervención por el programa destinado a fortalecer sus habilidades parentales y de crianza, se mantuviere para ejercer el cuidado del niño.”.

B) Reemplácese, en la letra i), la expresión “sus habilidades parentales y de crianza” por la de: “su paternidad y maternidad”.

*******************


Indicación Nº 54.- Del diputado Mellado (don Miguel), para reemplazar la letra ii) del artículo 13 por la siguiente:


“ii) Cuando, habiéndose decretado la derivación de los padres o de algún miembro de la familia de origen a un programa distinto al señalado en el literal anterior, destinado a superar la imposibilidad de aquellos para el ejercicio del cuidado del niño, niña o adolescente, habiéndose realizado la intervención por dicho programa, se mantuviere la imposibilidad para ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente.”.

********************


Indicación Nº 55.- Del diputado Romero, para sustituir la letra ii), por la siguiente:


“ii) Cuando, habiéndose decretado la derivación de los padres o de algún miembro de la familia de origen a un programa distinto al señalado en el literal anterior, destinado a superar la imposibilidad de aquellos para el ejercicio del cuidado del niño o adolescente, habiéndose realizado la intervención por dicho programa, se mantuviere la imposibilidad para ejercer el cuidado del menor.”.

********************


Indicación Nº 56. De la diputada Muñoz, para agregar en el numeral ii), de la letra a), del inciso primero, a continuación de la expresión “concurrieran” la frase “de forma reiterada”.

*********************


Indicación Nº 57. Del diputado Schalper, para agregar en el número ii), de la letra a), del artículo 13, la expresión “en forma reiterada”, después de la palabra “concurrieran”.

******************


Indicación Nº 58. Del diputado Schalper, para reemplazar la letra b) del artículo 13 por la siguiente: 


“b) En el caso de niños y niñas, cuando ambos padres manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción. Bastará con la manifestación de intención de uno. Sólo de los padres en los siguientes cuatro casos: que el otro progenitor se encuentre fallecido; que haya hecho abandono del hijo en los términos de la letra e) del artículo 13; que sea sujeto de algunas de las inhabilidades para ser adoptante señaladas en el artículo 17; o que el padre del niño haya estado inubicable por la madre de éste durante el período de gestación, y esta última manifieste, en algún momento dentro de los primeros seis meses siguientes al parto, su intención de entregar a su hijo en adopción.”.

******************


Indicación Nº 59. Del diputado Durán (don Eduardo), para agregar al final del literal b) del artículo 13, después del punto (.) aparte, la siguiente oración: “Lo anterior deberá certificarse con una declaración jurada notarial conjunta de ambos padres.”.


La indicación fue retirada por su autor.

******************


Indicación Nº 60. Del diputado Schalper, para reemplazar la letra d) del artículo 13 por la siguiente: 


“d) En el caso de orfandad de ambos padres y de que el niño, niña o adolescente no tenga familia de origen hasta el cuarto grado de consanguinidad, que pueda ejercer su cuidado.”.

********************


Indicación Nº 61. De la diputada Muñoz, para sustituir en la letra e) la frase “quien, junto a su cónyuge, desean integrarlo como hijo” por la siguiente: “este solo podrá integrarlo como hijo a su nueva familia si se encuentra ligado por vínculo matrimonial”.

*******************


Indicación Nº 62. De los diputados Díaz y Rocafull, para agregar, en la letra e), a continuación de la frase “junto a su cónyuge”, la expresión “o conviviente civil”.

*******************


Indicación Nº 63. Del diputado Durán (don Eduardo), para agregar en el literal e), luego de la palabra “cónyuge”, la siguiente oración: “o su conviviente civil de distinto sexo biológico”.

******************


Indicación Nº 64. De la diputada Jiles y del diputado Auth, para eliminar en la letra e), la coma (,) que sigue a la palabra “cónyuge”, y agregar la frase “o conviviente civil,”.

******************


Indicación Nº 65.- Del diputado Keitel, para agregar en el literal e), a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o conviviente civil”, antes de la coma.

*********************


Indicación Nº 66.- Del diputado Rocafull, para agregar en el literal e), luego de la palabra “cónyuge” lo siguiente: “, su conviviente civil o conviviente”.

********************


Indicación Nº 67.- Del diputado Sanhueza, para modificar la letra e) del inciso 1º del artículo 13, en la forma siguiente:


A) Sustituir el número “2” por la frase “dos”.


B) Para agregar a continuación de la frase “, se entenderá por abandono la falta de contacto personal y continuo por al menos 2 años”, la frase “imputable o sin causa justificada, ya sea por motivos de trabajo en otra región, o similar.”.


C) Para agregar una nueva letra e), pasando la letra e) actual a ser letra f): 


“e) Cuando el niño, niña o adolescente hubiere sido abandonado por su madre y/o padre, o por quien tuviere a su cargo su cuidado personal, no habiéndole proporcionado atención personal durante el plazo de dos meses, y si el menor tuviere una edad inferior a un año, este plazo será de 30 días.”.

********************



Indicación Nº 68. Del diputado Durán (don Eduardo), para eliminar el último inciso de la letra e).

********************



Indicación Nº 69. Del diputado Romero, para eliminar en el inciso final de la letra e), la frase: “ni tampoco podrá fundarse dicha declaración en motivos que constituyan discriminación”.

******************

El Abogado Secretario de la Comisión, recordó que en la sesión anterior se aprobó la indicación N° 38, en virtud de lo cual, la mayoría de las indicaciones siguientes, deberían entenderse por rechazadas, por ser incompatibles con lo ya aprobado, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero del Reglamento de la Cámara de Diputados.

La diputada Castillo (presidenta), coincidió en que las demás indicaciones serían incompatibles con lo ya aprobado, de modo que caerían.

La diputada Castillo (presidenta), declaró que las indicaciones números 50, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68 y 69 formuladas al artículo 13, no se someterán  a votación por ser incompatibles con la idea aprobada, en consideración con lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero, del Reglamento de la Cámara de Diputados.

El diputado Eduardo Durán expresó su desacuerdo con tal determinación, pues estimó que la indicación N° 59 no sería incompatible.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela Agüero, reconoció la facultad de la presidenta para rechazar las indicaciones que se estimen incompatibles, pero recordó que la indicación número 1 replicaba la propuesta del Ejecutivo, incorporando sólo algunas modificaciones. Por ende, varias de las indicaciones que se encuentran pendientes, se referían justamente a otros aspectos no tratados en la propuesta ya aprobada. En consecuencia, el problema estaría en que más allá de la formalidad, se excluya del debate otros aspectos relevantes.

La diputada Jiles criticó el hecho de que el Ejecutivo contraríe la decisión ya tomada por la presidenta de la Comisión.

La diputada Castillo (presidenta), coincidió en la observación, reiterando la decisión sobre el punto.

La diputada Muñoz criticó el orden en que se han discutido las indicaciones, lo que manifestó haber observado desde un principio, pero que ahora está generando graves consecuencias, solicitando explicaciones a la Secretaría.

El Ministro de Justicia y Derechos Humanos señaló que el Ejecutivo siempre tiene el derecho a manifestar su opinión, cuestionando la observación dada por la diputada Jiles. Asimismo, insistió en que no correspondería cercenar derechos constitucionales de los diputados para discutir todas las indicaciones presentadas.

El Abogado Secretario de la Comisión explicó que las indicaciones no se ordenan por la fecha en que son presentadas, sino que estas siguen un orden lógico, poniendo en primer lugar aquellas propuestas que sustituyen el artículo propuesto, por los efectos que generan. Asimismo, recordó haber formulado en su momento la prevención sobre los efectos que tendría aprobar la indicación N° 38. 

La diputada Muñoz criticó que se sólo se discuta la primera indicación.

La diputada Cariola precisó que la técnica legislativa no puede llevar a cercenar la discusión parlamentaria, pero al mismo tiempo, se debe evitar que ello implique hacer doble trabajo, ya que votar un artículo y luego seguir discutiendo sobre lo mismo, sería absurdo. En tal sentido, destacó la necesidad de ser precisos, distinguiendo entre lo que es incompatible con aquello que no lo es, asegurando que no se ha actuado de forma arbitraria, sino que en favor de la mayor eficiencia posible.

La diputada Castillo (presidenta), expresó que tras revisar las indicaciones presentadas al artículo 13, ha llegado a la conclusión de que solo se pondrán en votación las indicaciones N° 51 presentada por el diputado Sanhueza), y la indicación N° 48 presentada por el diputado Durán (don Eduardo).


Indicación Nº 51. Del diputado Sanhueza, para agregar en la letra a) del artículo 13, a continuación de la palabra “consanguineidad”, la frase “en línea colateral”.

El diputado Sanhueza explicó que el objeto es no alargar indefinidamente la discusión, acotando la búsqueda y no consultar a más parientes de los necesarios.

La diputada Castillo (presidenta), estimó que tal propuesta generaría conflictos innecesarios.

La diputada Cariola solicitó la opinión del Ejecutivo.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y derechos Humanos, señor Valenzuela señaló que el tema es complejo, pero la discusión está referida al objeto del artículo 13, que trata la imposibilidad de la familia para hacerse cargo de un menor de edad en el proceso de adoptabilidad. Por tanto, la propuesta del Ejecutivo supone la imposibilidad hasta tercer grado de consanguinidad, sin distinguir entre la línea directa y colateral, de modo que no sería pertinente la limitación sólo en la línea directa, pues la discusión estaría mejor enfocada en los grados, dejando al tribunal la determinación correspondiente.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría. Votaron a favor los diputados señores Durán (don Eduardo) y Sanhueza. Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y los diputados Celis (don Ricardo, en reemplazo de la diputada Marzán), Keitel, Rocafull y Soto (don Raúl). Se abstuvieron la diputada Muñoz, y los diputados Carter y Urruticoechea. (2-7-3).

**********************


Indicación Nº 59. Indicación del diputado Durán (don Eduardo), para agregar la siguiente expresión al final del literal b): “Lo anterior deberá certificarse con una declaración jurada notarial conjunta de ambos padres.”


El diputado Durán (don Eduardo), explicó que el objeto de esta indicación, dice relación con establecer una formalidad que acredite tratarse de un acto reflexivo, evitando cuestionamientos posteriores.

La diputada Castillo (presidenta), estimó innecesaria tal prevención, ya que esto se determinará realmente en un proceso judicial, donde la declaración notarial no tendría fuerza alguna.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos expresó compartir la preocupación detrás de la indicación, pero advirtió que ello está tratado en un párrafo especial que regula el procedimiento (por ejemplo, el artículo 32 del proyecto), siendo entonces innecesaria.

La diputada Jiles consideró importante facilitar la adopción y no entorpecerla, para lo cual estimó que la indicación sería más bien contraria a dicho objetivo, mientras que la propuesta del Ejecutivo iría en la línea correcta. 

El diputado Durán (don Eduardo), conforme a lo expuesto por el Ejecutivo, retiró la indicación.

**********************

“Párrafo 2°

Procedimiento ordinario”

“Artículo 14.- Finalidad del procedimiento y supletoriedad. El procedimiento de adoptabilidad tiene por finalidad declarar que un niño, niña o adolescente se encuentra en condiciones de ser adoptado, previa acreditación de alguna de las causales establecidas en el artículo 13 anterior.

Las disposiciones contenidas en este Párrafo serán aplicables a los otros procedimientos de adoptabilidad y adopción contenidos en esta Ley, a menos que resulten incompatibles con la regulación de estos. Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final del artículo 3°.”.

Indicación Nº 70. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para agregar en el inciso primero, luego del guarismo “13”, lo siguiente: “de esta ley”.

A continuación, las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y el diputado Soto (don Raúl), retiraron su indicación al artículo 14.


Puesto en votación, el artículo 14 fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Celis (don Ricardo, en reemplazo de la disputada Marzán), Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Urruticoechea. No existieron votos en contra ni abstenciones. (12-0-0).

*********************


“Artículo 15.- Competencia. Conocerá de los procedimientos de adoptabilidad el juez con competencia en materia de familia del lugar de residencia del niño, niña o adolescente.”.


Puesto en votación el artículo 15, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Celis (don Ricardo, en reemplazo de la diputada Marzán), Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Urruticoechea. No existieron votos en contra ni abstenciones. (12-0-0).

***********************


“Artículo 16.- Legitimación activa. El procedimiento de adoptabilidad de un niño, niña o adolescente podrá iniciarse:


a) De oficio por el tribunal con competencia en materia de familia.

b) A solicitud del Servicio o de un organismo acreditado nacional.

c) A solicitud de las personas naturales o jurídicas que lo tengan a su cargo.

En las causas iniciadas o patrocinadas por organismos acreditados nacionales para desarrollar programas de adopción no será necesario que el Servicio se haga parte.”.


Indicación Nº 71. Del diputado Mellado (don Miguel), para agregar en la letra a), después de la palabra “familia”, la siguiente oración: “mediante resolución debidamente fundada en la conveniencia del niño, niña u adolescente”. 


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por unanimidad. No existieron votos a favor. Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Celis (don Ricardo, en reemplazo de la diputada Marzán), Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Urruticoechea. No existieron abstenciones. (0-12-0).


Puesto en votación, el artículo 16 fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Celis (don Ricardo, en reemplazo de la diputada Marzán), Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Urruticoechea. No existieron votos en contra ni abstenciones. (12-0-0).

*******************


“Artículo 17.- Inhabilidades. No podrán ser solicitantes ni actuar como terceros las personas que hubiesen sido condenadas en virtud de sentencia firme y ejecutoriada, como autores, cómplices o encubridores, por delitos que merecieren pena aflictiva y aquellos contemplados en los artículos 403 bis y 403 ter del Código Penal y en el artículo 14 de la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar.”.


Indicación Nº 72. Del diputado Sanhueza, para agregar en la parte final del artículo 17, a continuación de la frase “violencia intrafamiliar”, la siguiente frase: “y aquellas personas condenadas por aplicación de la ley Nº 21.013.”.


El diputado Sanhueza explicó que la indicación se refiere al maltrato de personas vulnerables.

La diputada Jiles destacó el aporte de tal indicación, pues iría en el espíritu de la propuesta del Ejecutivo, como de la discusión que se ha dado en esta Comisión.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, advirtió que la indicación podría ser innecesaria, puesto que en el Código Penal ya están incorporadas las figuras mencionadas en la ley N° 21.013, es decir, bastaría con incluir la norma penal vigente.

La diputada Jiles expresó entender el punto, pero consideró que no sería perjudicial explicitarlo aún más.


La diputada Cariola recordó que la Ley N° 21.013 contempla distintas figuras, por lo que tal vez sería mejor fijar que la inhabilidad opere sólo respecto de las personas condenadas en el ámbito de los delitos graves y no para todos los casos, ya que no está del todo claro el efecto de proporcionalidad, y sin que ello implique intentar justificar agresiones.

La diputada Castillo (presidenta), aclaró que la inhabilidad es para los condenados por dicha ley, de forma tal que se requiere la mayor rigurosidad en la protección, especialmente por las circunstancias de los niños en proceso de adopción.

El diputado Rocafull apuntó al corazón de la discusión, respecto de lo cual esta propuesta sí sería un aporte.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, explicó que la Ley N° 21.013 no establece ningún delito, sino que los incluye en el Código Penal, cuestión ya incluida en el proyecto.

La diputada Castillo (presidenta), insistió en que lo que abunda no daña y para los efectos pedagógicos de la ley, sería un aporte efectuar dicha referencia expresa.


El diputado Celis (don Ricardo), estimó que esta misma discusión es la que permite validar la importancia de la indicación.

El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Hernán Larraín, advirtió que hablar de los artículos del Código Penal y mencionar la ley, implicaría repetir lo mismo, lo que supone efectuar una redundancia innecesaria.

El diputado Sanhueza, en atención a los argumentos antes esgrimidos, retiró su indicación.
********************

Indicación Nº 73. Del diputado Durán (don Eduardo), para agregar a continuación del punto (.) final, el siguiente párrafo: 


“Tampoco podrán ser solicitantes ni actuar como terceros las personas que hubiesen sido condenadas en virtud de sentencia firme y ejecutoriada, como autores, cómplices o encubridores, o que se encuentren denunciadas e investigadas por los delitos contemplados en los artículos 361, 362, 372 bis, 433 N°1, 141 inciso final, 142 inciso final, 363, 365, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quarter, 366 quinquies, 374 bis inciso 1°, 374 bis inciso 2°, 367, 367 ter y 411 quarter, todos del Código Penal.”.


El diputado Durán (don Eduardo), retiró la indicación anterior, y presentó una nueva indicación.

**********************


Indicación Nº 74. De los diputados señores Durán (don Eduardo), Muñoz, Urruticoechea, Sanhueza y Carter, para modificar el artículo 17, de la siguiente forma:


a) Reemplázase la conjunción “y” existente entre los guarismos 403 bis y 403 ter, por una coma (,).


b) Incorpórese luego del guarismo 403 ter, la siguiente expresión: “, 365, 366 quéter, 374 bis inciso segundo, y 411 quáter.”.


La diputada Cariola cuestionó la inclusión del artículo 365, que se refiere a la sodomía, ya que esto implicaría estar excluyendo a los homosexuales, idea que no comparte. 

El Subsecretario de Justicia, señor Juan José Ossa, consideró que la modificación propuesta sería demasiado restrictiva y podría afectar la presunción de inocencia, con el riesgo de configurar un incentivo perverso.
La diputada Castillo (presidenta), recordó que el artículo 365 se refiere al delito de sodomía, que ha sido ampliamente cuestionado, por lo que no corresponderían incluirlo.
La diputada Muñoz precisó que lo pretendido es proteger la indemnidad sexual de los niños.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, estimó que podría ser redundante incluir dichos artículos, pues ya estarían considerados en la denominación de pena aflictiva.

Puesta en votación, la indicación N° 74 fue rechazada por mayoría. Votó a favor la diputada Muñoz. Votaron en contra las diputadas Castillo y Mix (en reemplazo de la diputada Jiles), y los diputados Carter, Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (1-6-0)

*******************


Indicación Nº 75. Del diputado Mellado (don Miguel), para agregar el siguiente inciso final al artículo 17:


“Tampoco podrán ser solicitantes, ni actuar como terceros las personas que tengan la calidad de autores, cómplices o encubridores, que se encuentren denunciadas, investigadas o querelladas por los siguientes delitos, como, producción de pornografía, secuestro con violación, sustracción de menores, violación impropia, violación propia, estupro, abuso sexual, abuso sexual agravado, abuso sexual impropio, promoción o facilitación de la prostitución de menores de edad agravada, violación con homicidio, robo con violación, obtención de servicios sexuales de menores de edad, comercialización y almacenamiento de material pornográfico infantil, grooming de niños y el acoso de niños por internet.”.


El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, señaló que dicha indicación podría ser mal utilizada, recordando que los delitos previstos en esta son menores a los ya incluidos en la norma propuesta por el Ejecutivo.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por unanimidad. No existieron votos a favor. Votaron en contra las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (0-7-0).


Puesto en votación, el artículo 17 fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (7-0-0).

**********************


“Artículo 18.- Inicio del procedimiento. Para iniciar el procedimiento de adoptabilidad deberá acompañarse el certificado de nacimiento del niño, niña o adolescente.


Si los hubiere, se deberá individualizar a sus padres, a las personas a las que se les hubiere confiado su cuidado personal, a sus demás ascendientes y a los otros consanguíneos en línea colateral hasta el tercer grado inclusive, si se conocieren. Asimismo, se deberá señalar el domicilio o residencia de dichas personas si fueren conocidos.


Para los efectos de este artículo, tratándose de causas que sean patrocinadas por el Servicio o un organismo acreditado nacional, éstos estarán facultados para acceder previamente al conocimiento de la o las causas de familia relacionadas que existan.”.


Indicación Nº 76. Del diputado Mellado (don Miguel), para reemplazar el actual inciso primero del artículo 18, por el siguiente: 


“Para iniciar el procedimiento de adoptabilidad deberán acompañarse los siguientes documentos: 


a) De nacimiento del niño, niña o adolescente.


b) Informe psicológico del niño, niña u adolescente.”.


El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, consideró que tal informe podría ser perjudicial al incluir un elemento discriminatorio que estaría imponiendo una barrera innecesaria, además de no definir quién realizaría dicho informe.

La diputada Castillo (presidenta), estimó que tal requisito sería un impedimento para iniciar el proceso.


Puesta en votación la indicación, fue rechazada por unanimidad. No existieron votos a favor. Votaron en contra las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (0-7-0).

*********************


Indicación Nº 77. Del diputado Sanhueza, para agregar en el inciso tercero del artículo 18, a continuación de la palabra “existan”, la oración “, bastando solicitarlo por escrito al juez que está conociendo de la causa”.


El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, sugirió que la indicación se limite hasta la palabra “juez”, para evitar confusiones.

El diputado Sanhueza acogió la sugerencia, reformulando su indicación en la forma siguiente:


- Para agregar en el inciso tercero del artículo 18 a continuación de la palabra “existan” las palabras “, bastando solicitarlo por escrito al juez”.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (7-0-0).


Puesto en votación, el artículo 18 en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Keitel y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (6-0-0).

***********************


“Artículo 19.- Primera resolución. Sea que el procedimiento se inicie a petición de parte o de oficio, el tribunal dictará una resolución fijando día y hora para la celebración de la audiencia preparatoria en conformidad al artículo 59 de la ley N° 19.968; además, en la misma resolución deberá fijar otro día y hora de celebración de la audiencia preparatoria, para el evento en que esta no se pudiere llevar a efecto por cualquier causa en la primera fecha. Asimismo, deberá designar un curador ad litem para el niño, niña o adolescente de que se trate.


A dicha audiencia el tribunal citará al solicitante, cuando corresponda, al curador ad litem, a los padres, a las personas a las que se les hubiere confiado su cuidado personal, y demás ascendientes y a otros parientes, hasta el tercer grado por consanguinidad en la línea colateral inclusive, de los que tenga conocimiento. Tratándose de la causal dispuesta en el literal c) del artículo 13 de esta ley, no procederá esta citación.


Asimismo, deberá citar a dicha audiencia al Servicio cuando la causa no haya sido iniciada o patrocinada por éste o por un organismo acreditado nacional.


Sólo a falta de la información acerca de las personas mencionadas en el inciso segundo, el tribunal podrá obtener del Registro Civil o del Servicio la identidad de las mismas. De igual forma procederá el tribunal, para verificar la identidad de las personas cuyos datos consten en el proceso y que deban ser citadas a la audiencia preparatoria. Estos organismos, en caso de ser requeridos, estarán obligados a responder en un plazo máximo de cinco días hábiles. 


En caso de verificarse la existencia e identidad de personas a las que se refiere el inciso 2° no contempladas en la solicitud, el tribunal de oficio ordenará su notificación.


Lo dispuesto en los dos incisos anteriores no suspenderá la práctica de las gestiones necesarias para la notificación de las personas individualizadas en el inciso 2° respecto de las cuales se conozca su domicilio o residencia.”.


Indicación Nº 78. De la diputada Muñoz, para modificar el artículo 19, en la forma siguiente:


“A) Reemplazar en el inciso primero, el punto y coma (;) por una coma (,) y a agregar a continuación la frase: “la cual, además, gozará de preferencia en la agenda del tribunal respectivo.”


B) Para eliminar en el inciso primero la frase: “además, en la misma resolución deberá fijar otro día y hora de celebración de la audiencia preparatoria,”.


C) Para eliminar en el inciso primero la frase “en la primera fecha” y para agregar a continuación de la expresión “causa”, la siguiente frase: “, el tribunal de oficio fijará un nuevo día y hora para la celebración de la audiencia preparatoria.”.


La diputada Muñoz explicó que la letra A) busca que el proceso sea más fluido; la letra B), eliminar un obstáculo; y la C), para que en el caso de que no se realice la audiencia preparatoria, se fije nueva fecha de juicio. 

La diputada Castillo (presidenta), destacó el aporte de la letra A) y B), pero respecto de la propuesta de la letra C), sería complejo citar a otra audiencia en forma más rápida, por razones de agenda de los tribunales. Además, se presentó una indicación similar que se verá más adelante, pero acotando los plazos a una diferencia de 15 días. Por lo anterior, votaría a favor de las dos primeras, mientras que rechazaría la última.

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, expresó preocupación por el hecho de darle prioridad a este tipo de juicios en los tribunales, en comparación a otros juicios de los que conozcan. En cuanto a la letra B) y C), es mejor la propuesta del Ejecutivo, pues generalmente en los tribunales es difícil prever cuándo existirá segunda audiencia, de modo que establecer plazo sería aún más complejo, con el riesgo de derivar en que las audiencias fracasen, a diferencia de lo propuesto en el Mensaje, que da al juez la posibilidad de determinar las audiencias en base a su criterio.

La diputada Castillo (presidenta), sobre las salas especiales que en Santiago ven ciertas causas, preguntó si en las regiones ocurriría algo similar, siendo tal vez una buena iniciativa dar preferencia a tales casos.

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, en base a lo anterior, manifestó que el problema podría generarse en Santiago donde ya existe el sistema de medidas cautelares para determinar la preferencia. Sin embargo, no aprecia mayor problema en la aprobación de la indicación.


Puesta en votación, la letra A) fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Keitel y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (6-0-0).


La diputada Mix consideró que la letra B) sería sólo una declaración de buenas intenciones.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, recordó que el Ejecutivo ya propone que se cite desde el principio a una segunda audiencia, evitando así tener que repetir las notificaciones, lo que no sería compatible en caso de tener que esperar a una segunda audiencia. Por ello, sería mejor la fórmula original del Ejecutivo.

El Subsecretario de Justicia coincidió en que cada tribunal debería fijar las audiencias al principio, conforme a su criterio.

La diputada Muñoz, en virtud de los argumentos expuesto, retiró la indicación a las letras B) y C).
*************************

Indicación Nº 79. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para agregar en el inciso primero del artículo 19, luego de la palabra “fecha”, la siguiente oración: “no pudiendo, en caso alguno, distar entre la primera y segunda citación a audiencia preparatoria, un lapso de más de 15 días”.


El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, destacó que el plazo podría ser peligroso, sugiriendo repensar la propuesta.

El diputado Soto (don Raúl), estimó razonable fijar un plazo, sin perjuicio de lo que ocurra en la práctica.

La diputada Castillo (presidenta), precisó que no habría mayor complejidad en las notificaciones. Sin embargo, el que los tribunales no puedan realizar la audiencia en 15 días podría generar problemas, consultando la opinión del Ejecutivo.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, observó que plantear 15 días entre la primera y segunda notificación para la audiencia preparatoria, sería innecesario, ya que en la primera audiencia se fijan dos fechas. Por ende, sugirió borrar la frase “citación a”, cambiándola por “fecha de”.


Puesta en votación con la modificación propuesta por el Ejecutivo, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (8-0-0).

********************


Indicación Nº 80. Del diputado Sanhueza, para agregar en el inciso primero del artículo 19, a continuación de la palabra “litem” la frase: “con la debida cualificación profesional”.


El diputado Sanhueza explicó que el objetivo de la indicación es que se nombre como curador ad litem a un experto en el tema.

La diputada Castillo (Presidenta), preguntó quién realizaría tal calificación.

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, expresó compartir el fondo, pero el problema práctico estaría en determinar quién calificaría, además de que podría significar un retraso en el proceso. En tal sentido, sería pertinente tener un mecanismo para reemplazar a quien no realiza un buen trabajo, pero no sería prudente que ello ocurra en la primera audiencia, lo que se podría afinar más adelante.


El diputado Sanhueza retiró su indicación. 

********************


Indicación Nº 81. De la diputada Muñoz, para modificar el artículo 19, en la siguiente forma:


A) Para agregar en el inciso primero a continuación de la expresión “trate” y antes del punto aparte, la siguiente frase “, quien deberá contar con la debida cualificación profesional para el desempeño de dicha función”.


B) Para agregar en el inciso cuarto a continuación de la expresión “acerca” y antes de la expresión “de”, la frase “de la identidad”.


C) Para reemplazar en el inciso cuarto la frase “podrá obtener del Registro Civil o del Servicio la identidad de las mismas” por la frase: “obtendrá dicha información mediante sistema interconectado con el Registro Civil o del Servicio cuando corresponda”.


La diputada Muñoz retiró la indicación de la letra A). 


El Subsecretario de Justicia no expresó inconvenientes en la letra B), pero la letra C) sería más compleja, ya que no se puede comprometer la inter operatividad, siendo por ello inadmisible; además, al hablar de “obtendrá”, se estaría exigiendo una obligación de resultado.

La diputada Castillo (presidenta), consultó si existe un sistema interconectado como el mencionado, pues si se debe crear, la indicación sería claramente inadmisible.

La diputada Muñoz explicó que ya muchos servicios actúan en línea, de modo que la indicación pretende que todos lo hagan.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, precisó que existe un sistema de interconsulta, pero no en los términos planteados por la indicación. Además, el inciso segundo del artículo 20 habla de convenios, que permitirían cubrir este mismo objetivo, sin la imperatividad que tendría la indicación bajo análisis.

La asesora señora Paula Recabarren señaló que además de la inexistencia de este sistema interconectado, hoy ya existen problemas para el envío de las sentencias de adopción.

La diputada Castillo (presidenta), declaró inadmisible la letra C).

La diputada Muñoz retiró la indicación.

***********************


Indicación Nº 82. Del diputado Sanhueza, para reemplazar en el inciso cuarto del artículo 19, la palabra “podrá” por la palabra “deberá”.


El diputado Sanhueza retiró la indicación. 

********************


Indicación Nº 83. Del diputado Rocafull, para agregar en el inciso cuarto, a continuación del punto final la siguiente frase: “El funcionario del Registro Civil que no diere respuesta dentro del plazo indicado en el inciso anterior, será responsable por el delito contemplado en el Artículo 257 del Código Penal.”.


El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, manifestó no estar a favor de la indicación, por ser inapropiada.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, complementó lo anterior señalando que la responsabilidad administrativa ya está contemplada en la ley, sin perjuicio de aplicar el artículo 257 del Código Penal, según corresponda.
 


Puesta en votación, la indicación N° 83 fue rechazada por unanimidad. No existieron votos a favor. Votaron en contra las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (0-8-0).

**************************


Indicación N° 84. De la diputada Castillo, para sustituir el punto aparte (.) del artículo 19, inciso final, por una coma (,), y agregar la siguiente frase: debiendo velar porque aquel cumpla con los requisitos señalados en el inciso segundo del artículo 19 de la ley N° 19.968, que crea los tribunales de familia.


Puesta en votación, la indicación N° 84 fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Muñoz y Rojas (en reemplazo de la diputada Jiles), y los diputados Bobadilla (en reemplazo del diputado Sanhueza), Carter, Keitel y Saffirio. No existieron votos en contra ni abstenciones (7-0-0).


Puesto en votación, el artículo 19 en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Muñoz y Rojas (en reemplazo de la diputada Jiles), y los diputados Bobadilla (en reemplazo del diputado Sanhueza), Carter, Keitel y Saffirio. No existieron votos en contra ni abstenciones. (7-0-0).

**********************


“Artículo 20.- Notificación de la primera resolución. Cuando corresponda, la primera resolución se notificará personalmente a los padres del niño, niña o adolescente y, en su caso, a las personas a las que se les hubiere confiado su cuidado personal; a las demás se les notificará por carta certificada en los lugares que se proporcionen en la solicitud o en el domicilio que el tribunal obtenga del Poder Judicial, del Servicio, del Registro Civil o del Servicio Electoral, a través de cualquier medio idóneo; o, si correspondiere, podrá obtener también dichos datos a través de la autoridad señalada en el artículo 10 del Decreto Ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, que establece normas sobre extranjeros en Chile. Estos organismos, en caso de ser requeridos, estarán obligados a responder en un plazo máximo de cinco días hábiles. 


Para los efectos de este artículo y de lo señalado en el artículo anterior, el Poder Judicial podrá celebrar los convenios que estime conveniente con los organismos señalados en el inciso anterior. 


En la resolución se hará constar que la audiencia preparatoria se celebrará con las personas que asistan, afectándoles a las que no concurran todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. Con todo, la audiencia no podrá celebrarse sin la presencia del curador ad litem. 


De no establecerse el domicilio o residencia de alguna de las personas ya señaladas, o de no ser habida en aquel que hubiere sido informado, el tribunal ordenará de inmediato que la notificación se efectúe por medio de un aviso que se publicará en algún diario del lugar donde se sigue la causa, o en un diario de circulación nacional y, además, en el Diario Oficial, el día 1° o 15 de un mes o el día hábil siguiente si aquél fuese feriado. El aviso deberá citar a la respectiva audiencia a la persona notificada bajo el apercibimiento señalado en el inciso anterior, indicando únicamente los datos necesarios para la adecuada inteligencia de la causa. La notificación se entenderá practicada tres días después de la publicación del aviso en el Diario Oficial. 


En caso de imposibilidad de concurrencia del curador ad litem a la audiencia, el tribunal, de oficio, deberá designar a otra persona en tal calidad, ordenando de inmediato su notificación. 


La notificación de las personas que deben ser citadas conforme a las normas precedentes se realizará con la antelación establecida en el artículo 59 de la Ley N° 19.968.”.


Indicaciones

Indicación N° 85.- Del Diputado Rocafull, para agregar en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase:


“El funcionario público que no diere respuesta dentro del plazo indicado en el inciso anterior, será responsable por el delito contemplado en el artículo 257 del Código Penal.”.


La diputada Castillo (presidenta), estimó que se generaría también un problema de inadmisibilidad, porque establece el delito funcionario.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por unanimidad. No existieron votos a favor. Votaron en contra las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (0-8-0).

*******************


Indicación Nº 86. De la diputada Muñoz, para agregar en el inciso tercero, a continuación del punto aparte la siguiente frase: 


“La ausencia injustificada del curador ad litem, tanto a la audiencia preparatoria como de juicio, será sancionada con la suspensión del ejercicio de la profesión, hasta por dos meses. Si por imprevisto o fuerza mayor le fuere imposible justificar su inasistencia antes de la audiencia respectiva, tendrá que acompañar los antecedentes que acrediten dicha circunstancia dentro del tercero día de realizada la audiencia.”.


La diputada Muñoz explicó que la intención de esta indicación es que el proceso no se retrase por la ausencia injustificada del curador ad litem.

La diputada Castillo (presidenta), recordó que ya existe la posibilidad de que los jueces sancionen las ausencias injustificadas ante el tribunal.

El asesor del Ministerio de Justicia, señor Mario Bustos, observó que la indicación podría ser refractaria en otras causas de familia, generando un perjuicio para los demás patrocinados. Además, la falta de curador debería implicar inmediatamente el nombramiento de otro. En tal sentido, el artículo 20 ya habla del caso en que el curador falte, precisando que la notificación del reemplazo deberá hacerse con al menos 15 días de antelación.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría. Votaron a favor la diputada Muñoz y el diputado Durán (don Eduardo). Votaron en contra las diputadas Castillo y Mix (en reemplazo de la diputada Jiles), y los diputados Carter, Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (2-6-0).

**********************


Indicación Nº 87. Del diputado Sanhueza, para agregar en el inciso tercero, a continuación de la frase “curador ad lítem.”, la siguiente frase: “El tribunal podrá, si lo estima conveniente, citar al Servicio con el fin de oír su opinión al respecto.”.

*********************


Indicación Nº 88. Del diputado Soto (don Raúl), para agregar en el inciso quinto, a continuación del punto aparte, el que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En todo caso, será requisito indispensable la presencia del curador ad litem en cualquier audiencia del procedimiento, debiendo el juez asegurar tal circunstancia, para ello podrá reprogramar la audiencia en caso de incomparecencia del curador para dentro de tercero día”.


El señor Valenzuela, Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, se pronunció respecto de las indicaciones de los diputados Soto y Sanhueza que tienen que ver con la figura del curador ad-litem, en el sentido de que será requisito indispensable la presencia de este profesional en cualquier audiencia del procedimiento, y que tenga la debida cualificación profesional


Sobre la indicación del diputado Soto, señaló que la figura del curador ad litem ya se encuentra salvaguardada en el procedimiento de adoptabilidad, que está establecido en el artículo 35 del proyecto, que en su inciso final dispone que en lo no previsto se estará a lo señalado en el Párrafo 2° del Título II.


Además, la figura del curador ad litem ya se encuentra salvaguardada por la Ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, particularmente en el artículo 19, que trata la representación, cuyo tenor es el siguiente: 


“Representación. En todos los asuntos de competencia de los juzgados de familia en que aparezcan involucrados intereses de niños, niñas, adolescentes, o incapaces, el juez deberá velar porque éstos se encuentren debidamente representados. El juez designará a un abogado perteneciente a la respectiva Corporación de Asistencia Judicial o a cualquier institución pública o privada que se dedique a la defensa, promoción o protección de sus derechos, en los casos en que carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados, el juez estime que sus intereses son independientes o contradictorios con los de aquél a quien corresponda legalmente su representación.”.


De esta manera ya se encuentra protegido en la ley donde ordena al Juez recurrir a estos mecanismos, no obstante, lo que proponen es reforzar el artículo 19 de la Ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, agregando una frase al final del inciso segundo, debiendo ser imperativo el desvío a la citada norma para la designación del curador ad litem.


Agregó, además, que existe una regulación general en los artículos 20, 21, letra b); 23, y en el 35, inciso segundo.


Puesta en votación la indicación del diputado Sanhueza, fue rechazada por unanimidad. Votaron en contra las diputadas Muñoz, Castillo y Rojas (en reemplazo de la diputada Jiles), y los diputados Bobadilla (en reemplazo del diputado Sanhueza), Carter, Keitel y Saffirio (0-7-0).

El diputado Soto (don Raúl), por su parte, retiró la indicación.
****************


Indicación N° 89. De S.E. el Presidente la República, para modificar el artículo 20, en el siguiente sentido: 

a) Eliminar en el inciso tercero la frase “Con todo, la audiencia no podrá celebrarse sin la presencia del curador ad litem.”.

b) Agregar en el inciso quinto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido la siguiente frase: 

“En todo caso, será requisito indispensable la presencia del curador ad litem en todas las audiencias del procedimiento, debiendo el juez asegurar tal circunstancia.”.

Puesta en votación, la indicación del Ejecutivo fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

Puesto en votación, el artículo 20 en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

*******************


Artículo 21.- Audiencia preparatoria. La audiencia preparatoria se llevará a cabo con las partes que asistan. Esta tendrá por objeto:


a) Informar a los comparecientes en forma clara y precisa respecto a los alcances y consecuencias de la declaración de adoptabilidad.


b) Oír al niño, niña o adolescente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley. El adolescente deberá asentir expresamente ante el juez en relación con la posibilidad de ser declarado adoptable; en caso de negativa, terminará el procedimiento. 


En caso que el niño o niña manifieste su negativa en relación con la posibilidad de ser declarado adoptable, o cuando el adolescente no manifieste su voluntad, el juez podrá, por resolución fundada, ordenar que continúe el procedimiento, dejando constancia de los motivos invocados por la niña, niño o adolescente, si los hubiere, debiendo haber oído al curador ad litem.

c) Recibir, cuando corresponda, oposición de las partes a la declaración de adoptabilidad.


En el caso a que se refiere este literal, se entenderá por oposición aquella que proponga una vía de egreso, adecuada, concreta y próxima del niño, niña o adolescente que permanezca en un programa de acogimiento familiar o residencial, cuando corresponda restituyendo su derecho a vivir en familia, asegurándole su bienestar integral.


Si no se deduce oposición y se contare con los antecedentes de prueba suficientes para formarse convicción, y habiéndose oído al niño, niña o adolescente en audiencia confidencial y al curador ad litem, el tribunal podrá dictar sentencia en la audiencia preparatoria.


d) Fijar, cuando corresponda, los hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos.


e) Que las partes ofrezcan pruebas al tenor de los hechos a acreditar y que el juez disponga la práctica de otras que estime necesarias. 


f) Fijar la fecha de la audiencia de juicio, la que deberá llevarse a efecto en un plazo no superior a quince días de realizada la audiencia preparatoria.


Las partes comparecientes se entenderán notificadas del día y hora de la audiencia de juicio por el solo ministerio de la ley. A las partes que no concurran a la audiencia preparatoria les afectarán igualmente todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. No obstante lo anterior, se les notificará por carta certificada de la fecha y hora de la audiencia de juicio.”.


Indicaciones


Indicación Nº 90. Del diputado Sanhueza, para modificar el artículo 21, en la siguiente forma:

A) Agregar en la letra a) del inciso primero, a continuación del punto (.) final, la frase: “En el caso de que los padres del niño, niña o adolescente, a quienes se les hubiera confiado su cuidado personal, no concurran a la audiencia preparatoria, se presumirá su consentimiento favorable a la declaración de susceptibilidad del menor.”. 


B) Para eliminar en la letra b) la siguiente frase: “El adolescente deberá asentir expresamente ante el juez en relación con la posibilidad de ser declarado adoptable; en caso de negativa terminará el procedimiento”.


C) Para agregar en el inciso segundo de la letra b), a continuación de la palabra “niña” las palabras “o adolescente”.


D) Para eliminar en el inciso segundo de la letra b), la siguiente frase: “o cuando el adolescente no manifieste su voluntad”.


E) Para agregar a la letra b) un inciso final, nuevo, del siguiente tenor: 


“En caso que el niño, niña o adolescente manifieste su voluntad de ser adoptado por un padre y una madre, el juez deberá considerarlo en forma preferente, dejando expresa constancia de ello.”.


La diputada Castillo (presidenta), propuso analizar cada letra por separado. Sobre la letra A), consultó cuál es el objetivo de transformar tal situación en una presunción.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, coincidió en que esta indicación alteraría las reglas generales, lo que en este caso sería aún más extremo.


El diputado Sanhueza retiró la letra A) de su indicación.

La asesora legislativa señora Paula Recabarren, respecto de la indicación contenida en la letra B), estimó que iría contra la autonomía progresiva de los adolescentes, que, por lo mismo, pueden decidir si quieren o no ser adoptados.

El diputado Sanhueza aclaró que el propio artículo 21 se remite al artículo 11, que contiene una norma similar a su propuesta, al hablar sobre el derecho del niño, niña o adolescente a ser oído.

La diputada Castillo (presidenta), cuestionó la posibilidad de que la adopción sea exitosa si un adolescente no está de acuerdo.

El diputado Sanhueza precisó que lo que se pretende es que el adolescente sea oído.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, destacó que en la letra b) del Mensaje ya se contempla la regulación de tres hipótesis: manifestación de voluntad a favor, manifestación de voluntad contraria, o no manifestación. El artículo 11 sólo establece la opción de ser oídos. Pero recordó que en el artículo 2° el Ejecutivo proponía la diferenciación entre niño y niña, y adolescentes entre 14 a 17 años, lo que no fue aceptado, generando consecuencias en otras partes del proyecto, como es el caso de este artículo 21. Por tanto, habría que redefinir esta última norma.

La diputada Castillo (presidenta), sugirió agregar la referencia a la edad, mediante una nueva indicación.

El diputado Sanhueza explicó que su propuesta se planteó en caso de que el adolescente no quiera manifestarse.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, opinó que respecto de los problemas en la redacción podría mejorarse cambiando la palabra “deberá”, por “podrá”. 

La diputada Castillo (presidenta), expresó observar un problema en lo que se refiere a la valoración del principio de autonomía, considerando lo aprobado en el artículo 2º que no establece diferencia. Ello torna aún más relevante la valoración de los efectos que tiene el principio de autonomía. Por ende, sugirió dejar el artículo 21 pendiente, junto con las demás indicaciones que restan, para elaborar una redacción de consenso.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos acogió la propuesta, para efectos generar una nueva alternativa de redacción.

*****************


Indicación N° 91. De los diputados Jürgensen y Urruticoechea, para agregar al artículo 21, letra b), el siguiente nuevo inciso final: 


“Si el niño, niña o adolescente manifiesta su voluntad de tener un padre y una madre, el juez deberá dejar expresa constancia de ello.”.

******************


Indicación N° 92. Del diputado Rocafull, para agregar un nuevo inciso final a la letra b) del artículo 21: 


“Con todo, si durante el procedimiento el niño o niña manifiesta nuevamente su negativa a ser declarado adoptable, el juez deberá poner término al proceso, dejando constancia de los motivos invocados por el niño o niña, si los hubiere”.

****************


Indicación N° 93. Del diputado Sanhueza, para reemplazar en la letra c) del artículo 21, la frase “el tribunal podrá dictar sentencia en la audiencia preparatoria” por la frase “el tribunal deberá dictar sentencia en la audiencia preparatoria”.

****************


Indicación N° 94. Del diputado Soto (don Raúl), para sustituir en la letra f), inciso primero del artículo 21, el guarismo “quince” por “treinta”.

****************


La diputada Castillo (presidenta), expresó que en cuanto el artículo 21, también había generado un problema, que establece el poder vinculante del niño en el proceso de adopción, puesto que se incorporó el criterio de la “autonomía progresiva” en el artículo segundo del proyecto de ley. 

El Ejecutivo, a través del señor Valenzuela, Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, incorporó una propuesta para modificar el artículo 21, en los términos siguientes:


Artículo 21, letra b), nueva: 


“b) Oír al niño o niña, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley:


En caso que el niño o niña manifieste su negativa en relación con la posibilidad de ser declarado adoptable, el juez, en casos calificados, y en atención a la autonomía progresiva del niño o niña, podrá, por resolución fundada, ordenar que continúe el procedimiento, dejando constancia de los motivos invocados por aquel o aquella, si los hubiere, debiendo haber oído al curador ad litem”.


Explicó que en la redacción de esta propuesta tomaron en consideración la indicación del diputado Sanhueza en las letras B), C) y D), y que la propuesta es no realizar distinción y como regla general si el niño, niña o adolescente, manifiesta su negativa en torno a la posibilidad de ser declarado adoptable, el juez en casos calificados atendido a la autonomía progresiva, de lo cual dejará constancia en el proceso, escuchando la opinión del curador ad litem, pero eliminando la distinción entre persona menor y mayor de 14 años. Se debería agregar en los tres casos, la palabra “adolescente”, ya que obedece al concepto omnicomprensivo para los menores de 18 años en la ley.

La diputada Castillo (presidenta), señaló que la obligación primaria es oír al niño, niña y adolescente. Después existe la posibilidad de que manifieste su negativa; de esta manera la regla general será cuando el niño manifieste aquélla, y el proceso terminaría. Indicó que le preocupa que pueda darse la posibilidad de que la negación no se mantenga en el tiempo, por lo que dejar en el niño, niña u adolescente toda la carga de la manifestación de voluntad, es de alta responsabilidad. 


Indicó, además, que no la convence plenamente la propuesta del Ejecutivo, por lo cual sugirió estudiar este tema con mayor detención, ya que con la actual redacción queda toda la carga en el niño, niña o adolescente, y dejar pendiente la votación del artículo 21.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, expresó que ese tema fue estudiado con una ex jueza de familia, en el sentido de dejar el peso del destino del proceso en el niño, es decir de “usted depende si continúa o no en el proceso”, lo cual es atentatorio contra los derechos del niño, ya que efectivamente los tribunales a la hora de decidir deben consultarle al niño, niña o adolescentes. Ahora bien, respecto de los efectos, será el juez quien deberá evaluar el caso particular, de acuerdo al criterio de autonomía progresiva en conjunto con la opinión del curador ad litem. 

El diputado René Saffirio, consultó si existen recursos para impugnar la decisión del juez.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, señaló que la materia referida a los recursos está normada en el artículo 26 del proyecto, pero además, están los recursos de apelación y de casación.

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, señaló que se buscará una mejor redacción para este artículo, porque puede ocurrir que un menor de edad se niegue a ser adoptado al estar sometido a influencias. Por lo mismo es un tema sensible y será el juez quien deberá calificar fundadamente dichos casos.

En definitiva, la Comisión acordó dejar pendiente la discusión y votación de este artículo en todas sus letras. 

**********************

En virtud de lo acordado previamente, el Ejecutivo presentó una nueva indicación para el artículo 21.


Indicación N° 95. De S.E. el Presidente de la República, para modificar el artículo 21 en el siguiente sentido: 


a) Remplázase el literal b) por el siguiente:


“b) Oír al niño, niña o adolescente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley.


En caso que el niño, niña o adolescente manifestare su negativa en relación con la posibilidad de ser declarado adoptable, el juez podrá, tomando en consideración todos los antecedentes que consten en autos y la opinión del curador ad litem, terminar el procedimiento, o bien, ordenar su prosecución en conformidad a las reglas generales. En todo caso, la decisión del juez deberá constar en resolución fundada y, además, tendrá que dejar constancia de los motivos invocados por el niño, niña o adolescente, si los hubiere. 


Con todo, si existiere oposición, en conformidad al literal c) de este artículo, el juez deberá recibir dicha oposición antes de adoptar la decisión a que se refiere el párrafo anterior.”.


b) Sustitúyase el literal c) por el siguiente:


“c) Recibir, cuando corresponda, oposición de las partes a la declaración de adoptabilidad.


En el caso a que se refiere este literal, se entenderá por oposición aquella que proponga una vía de egreso, adecuada, concreta y próxima del niño, niña o adolescente que permanezca en un programa de acogimiento familiar o residencial, cuando corresponda restituyendo su derecho a vivir en familia, asegurándole su bienestar integral.”.


c) Remplázase el literal e) por el siguiente:


“e) Que las partes ofrezcan pruebas al tenor de los hechos a acreditar y que el juez disponga la práctica de otras que estime necesarias.


Si no se deduce oposición y se contare con los antecedentes de prueba suficientes para formarse convicción, y habiéndose oído al niño, niña o adolescente en audiencia confidencial y al curador ad litem, el tribunal podrá dictar sentencia en esta audiencia, teniendo en especial consideración lo dispuesto en el literal b) del presente artículo.”.

La diputada Castillo (presidenta), respecto de la letra b) que se propone como reemplazo, consultó el sentido que tendría la frase “si los hubiere”.
El Subsecretario de Justicia (S), señor Sebastián Valenzuela, explicó que esa frase se refiere a los motivos invocados por el niño, niña o adolescente para negarse a ser declarado adoptable.

Puesta en votación, la indicación N° 95 fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación las indicaciones anteriores (90 a 94), en virtud de lo dispuesto en el artículo 296 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

******************
Puesto en votación, el artículo 21 en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

********************


“Artículo 22.- Negativa y ausencia injustificada a practicarse exámenes y pericias. Se presumirá legalmente la efectividad de la causal de adoptabilidad si uno o ambos padres, o quienes ejerzan el cuidado personal del niño, niña o adolescente, se negaren injustificadamente a la realización de los exámenes o pericias decretadas por el tribunal en la audiencia preparatoria para acreditar la causal de adoptabilidad. 


Asimismo, si los ascendientes y otros parientes, hasta el tercer grado por consanguinidad en la línea colateral, que se hubieren opuesto oportunamente a la declaración de adoptabilidad, se negaren injustificadamente a la práctica de los exámenes o pericias decretados en la audiencia preparatoria, se tendrá por rechazada su oposición.


Se entenderá, entre otros casos, que existe negativa injustificada si, citada la parte dos veces, no concurre a la realización del o los exámenes o pericias. Para estos efectos, las citaciones deberán efectuarse bajo el apercibimiento de aplicarse las sanciones procesales señaladas en los incisos anteriores.”.


Puesto en votación, el artículo 22 fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (8-0-0).

**********************


“Artículo 23.- Audiencia de juicio. La audiencia se realizará con las partes que asistan, incluido el curador ad litem, y en ella se rendirá la prueba determinada por el tribunal en la audiencia preparatoria.


Podrá el tribunal llevar a efecto la audiencia de juicio, no obstante no haberse recibido los informes u otras pruebas decretadas, si estima suficiente los demás antecedentes aportados al proceso para formar su convicción, por resolución fundada.


En caso que se proponga una vía de egreso, en los términos señalados en la letra c) del artículo 21, el tribunal ordenará el egreso del niño, niña o adolescente del programa de acogimiento familiar o residencial en el que se encuentre, si corresponde, y suspenderá el procedimiento de acuerdo a lo prescrito en el artículo siguiente. En caso contrario, dictará sentencia definitiva.”.


Puesto en votación, el artículo 23 fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (8-0-0).

*********************


“Artículo 24.- Suspensión del procedimiento. De acuerdo a lo prescrito en el artículo anterior, habiéndose ofrecido alternativas idóneas planteadas para el ejercicio del cuidado personal del niño, niña o adolescente, el tribunal suspenderá el procedimiento estableciendo un período de seguimiento no superior a seis meses, con el objetivo de verificar el restablecimiento del derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, debiendo efectuar el seguimiento el programa correspondiente, emitiendo periódicamente un informe al tribunal. Mientras dure la suspensión del procedimiento, el tribunal decretará de oficio la prohibición de salida del país del niño, niña o adolescente de que se trate.


Una vez transcurrido el plazo fijado para el seguimiento, y habiéndose cumplido satisfactoriamente los objetivos mencionados en el inciso anterior, el tribunal dictará sentencia definitiva, rechazando la adoptabilidad del niño, niña o adolescente y entregando su cuidado personal definitivo a la o las personas que se encuentren ejerciéndolo. En caso contrario, citará a una nueva audiencia de juicio a quienes dedujeron oposición, notificándoles el día y hora de la misma personalmente o, en subsidio, por carta certificada.”.


Indicación Nº 96. Del diputado Sanhueza, para reemplazar en el artículo 24 la frase “estableciendo un período de seguimiento no superior a seis meses”, por la frase “estableciendo un período de seguimiento de hasta doce meses.”.


El diputado Sanhueza consideró que un seguimiento de 6 meses sería insuficiente, ya que el acompañamiento debería ser de a lo menos 12 meses.

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, expresó que comprendía el fondo de la indicación, pero con ella se correría también un mayor riesgo, lo que debe ser sopesado. Como alternativa, propuso que sea un plazo de seis meses prorrogables por una vez.

El diputado Sanhueza aclaró que al hablar de “hasta 12 meses”, ya se incluiría el elemento de flexibilidad.

La diputada Castillo (Presidenta), estimó que sería innecesario dilatar más el proceso, entendiendo que los jueces siempre pueden tomar medidas de protección, según corresponda, usando las herramientas ya disponibles en la ley. Por ende, no sería necesario fijar este nuevo plazo como regla general.

El diputado Sanhueza retiró la indicación.


Puesto en votación, el artículo 24 fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (8-0-0).

*********************


“Artículo 25.- Inicio de un nuevo procedimiento de adoptabilidad. Si transcurrido un plazo de tres meses, contado desde que la sentencia que denegó la adoptabilidad hubiere quedado firme, no se verificare el restablecimiento del derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, el tribunal, de oficio o a solicitud del Servicio o del organismo acreditado que patrocinó el procedimiento de adoptabilidad, podrá iniciar un nuevo procedimiento de adoptabilidad.


Igualmente se iniciará un nuevo procedimiento de adoptabilidad, cuando corresponda, si el niño, niña o adolescente reingresa a la residencia o programa de acogimiento familiar, dentro del plazo de seis meses contados desde su egreso, cualquiera sea el tiempo de permanencia en él.


Para los efectos de los incisos anteriores, se citará personalmente o, en subsidio, por carta certificada, a la o las personas que hubiesen deducido oposición, a una nueva audiencia preparatoria destinada a constatar la situación actual del niño, niña o adolescente y la concurrencia de las causales de adoptabilidad que se invoquen, dándose tramitación en conformidad a las reglas de este Párrafo.”.

*********************


Indicación Nº 97. De las diputadas Cariola, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para sustituir el inciso primero del artículo 25, por el siguiente:


“Si en un plazo de tres meses, contado desde que la sentencia que denegó la adoptabilidad hubiere quedado firme, no se verificare el restablecimiento del derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, el tribunal, de oficio o a solicitud del Servicio o del organismo acreditado que patrocinó el procedimiento de adoptabilidad, deberá iniciar un nuevo procedimiento de adoptabilidad.”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, recordó que los mecanismos de suspensión y la renovación, corresponden a una innovación destacada en la ley. Por ello, sería mejor hablar de “transcurrido”. En cuanto a la obligatoriedad, sería menos conveniente para el éxito de ciertos procesos en curso, razón por la cual el Ejecutivo preferiría el término “podrá”.


El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, complementó la explicación anterior señalando que el inciso segundo si contempla un elemento perentorio.

La diputada Castillo (presidenta), apoyó lo planteado por el Ejecutivo, ya que es el juez el que debe ponderar. Por ello, le quitó el patrocinio a la indicación.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría. Votó a favor el diputado Soto (don Raúl). Votaron en contra las diputadas Castillo y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel y Sanhueza. Se abstuvo la diputada Mix (en reemplazo de la diputada Jiles). (1-6-1).


Puesto en votación, el artículo 25 fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Mix (en reemplazo de la diputada Jiles) y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (8-0-0).

*******************


“Artículo 26.- Recursos. Las resoluciones judiciales dictadas en este procedimiento podrán ser impugnadas en conformidad al régimen de recursos aplicable a los asuntos contenciosos en materia de familia. 


La sentencia definitiva que declare al niño, niña o adolescente adoptable así como aquella que niegue lugar a dicha declaración, serán apelables en ambos efectos.


Las causas de adoptabilidad gozarán de preferencia para su vista y fallo.”.

*******************


Indicación Nº 98. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl):


- Agréguese, en el inciso final del artículo 26, luego de la palabra “fallo”, lo siguiente: “, y procederá su suspensión por una única vez, solo en caso de que el tribunal estimare la petición como muy calificada.”.


El Subsecretario de Justicia, señor Juan José Ossa, expresó compartir la idea de que las causas sean vistas rápidamente, pero establecer nuevas causales de suspensión no sería lo más adecuado. Por ende, sugirió que sólo se pueda suspender la vista de la causa por común acuerdo de las partes, además de no admitir la recusación sin expresar causa.


Argumentó que la propuesta del Ejecutivo, que discrepa de la indicación formulada a su texto, es que el régimen de recursos sea expedito tanto en su vista y fallo; particularmente que la suspensión solo proceda de común acuerdo, y no pudiendo las partes recusar sin expresión de causa, lo que hace que la vista pueda suspenderse en un solo caso excepcionalísimo.

***************

Indicación N° 99. De las diputadas Muñoz, Castillo y Rojas, y de los diputados Bobadilla, Carter, Keitel, Saffirio y Soto, don Raúl, para agregar el siguiente inciso final nuevo al artículo 26:


“Sólo se podrá suspender la vista de la causa de común acuerdo y no se admitirá la recusación sin expresión de causa.”.

Puesta en votación la indicación N° 99, fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Muñoz y Rojas (en reemplazo de la diputada Jiles), y los diputados Bobadilla (en reemplazo del diputado Sanhueza). Carter, Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (8-0-0).


Puesta en votación, la indicación N° 98 fue rechazada por ser incompatible con lo anteriormente aprobado.

Puesto en votación, el artículo 26 en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Muñoz y Rojas (en reemplazo de la diputada Jiles), y los diputados Bobadilla (en reemplazo del diputado Sanhueza), Carter, Keitel, Saffirio y Soto, don Raúl. No hubo votos en contra ni abstenciones (8-0-0).

************************


Artículo 27.- Efectos de la sentencia definitiva que declara la adoptabilidad. La sentencia definitiva firme que declare que un niño, niña o adolescente es adoptable pondrá término al cuidado personal y relación directa y regular a que legalmente se encuentre sujeto, respecto de sus padres, familia extensa y quienes pudieron haber tenido el cuidado personal. Además, privará de todos los demás derechos y beneficios a tales personas respecto del niño, niña o adolescente, para lo cual oficiará a las instituciones que correspondan. El tribunal, en la misma sentencia, determinará quién o quiénes ejercerán el cuidado personal del niño, niña o adolescente. 

Asimismo, la sentencia definitiva ordenará que se oficie a la Dirección Nacional del Registro Civil, disponiendo que se subinscriba la misma al margen de la inscripción de nacimiento del niño, niña o adolescente, sin que se altere por ello su filiación. Dicha subinscripción sólo podrá ser cancelada por orden judicial.

Una vez ejecutoriada la sentencia definitiva, de oficio, será puesta en conocimiento del Servicio, para que el niño, niña o adolescente sea incorporado al registro a que se refiere el artículo 9° de esta ley. 

No producirá efectos el reconocimiento de maternidad o paternidad que se otorgue con posterioridad a la fecha en que la sentencia se encuentre firme y ejecutoriada.

************************

Indicación Nº 100. De la diputada Muñoz, para agregar en el inciso primero, a continuación de la expresión “firme” la expresión “y ejecutoriada”.


La diputada Muñoz, indicó que su indicación tiene por objeto que quede de manera explícita que la sentencia debe estar firme y ejecutoriada.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Muñoz y Rojas (en reemplazo de la diputada Jiles), y los diputados Bobadilla (en reemplazo del diputado Sanhueza), Carter, Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones (8-0-0).


Puesto en votación el artículo 27 en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Muñoz y Rojas (en reemplazo de la diputada Jiles), y los diputados Bobadilla (en reemplazo del diputado Sanhueza), Carter, Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (8-0-0).

******************

Párrafo 3°

Gestiones posteriores a la declaración de adoptabilidad


Artículo 28.- Cuidado personal posterior a la sentencia que declara la adoptabilidad. Una vez ejecutoriada la sentencia de adoptabilidad, el o los solicitantes que cumplan con los requisitos legales y que hayan sido seleccionados por el Servicio o por los organismos acreditados, según corresponda, como alternativa de familia adoptiva para el niño, niña o adolescente, podrán requerir su cuidado personal. En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente.


Junto con la solicitud a que se refiere el inciso anterior, los solicitantes deberán acompañar un informe evacuado por el Servicio o el organismo acreditado, según corresponda, que contenga los antecedentes que permitan justificar la selección del o los solicitantes como alternativa de familia adoptiva, teniendo especialmente en consideración respecto del niño, niña o adolescente y del o los solicitantes los criterios señalados en los artículos 46 inciso segundo, y 39 inciso segundo, todos de la presente ley. 


Dicho informe deberá además señalar con claridad, tratándose de dos solicitantes vinculados entre sí, las consideraciones referidas a la estabilidad y antigüedad de su relación, y su actuar de consuno, que permita asegurar cumplir con los fines de la adopción previstos en esta ley.


Para los efectos de la selección a que se refiere el inciso primero y el informe a que se refiere el inciso segundo, se considerará especialmente la existencia de un ambiente familiar donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre, resguardando siempre el interés superior del niño, niña o adolescente.


Presentada la solicitud, el tribunal podrá acogerla de plano, o rechazarla de plano, si no se acompañaren los antecedentes señalados en los incisos anteriores. Estas resoluciones serán reponibles dentro de tercero día. 


En los demás casos, el tribunal deberá citar a una audiencia en donde se ofrecerá y rendirá la prueba dentro de quinto día contado desde que proveyó la solicitud.


Sólo se acogerá la solicitud de cuidado personal en caso de que el tribunal tenga por acreditado el cumplimiento de lo establecido en el inciso segundo y tercero de este artículo.


El tribunal podrá poner término a dicho cuidado personal cuando así lo estime necesario en atención al interés superior del niño, niña o adolescente, en conformidad al inciso quinto. En todo caso, cesará de pleno derecho si el tribunal respectivo denegare la solicitud de adopción, de lo que se dejará constancia en la misma sentencia, la cual dispondrá, además, la entrega del niño, niña o adolescente a quien se confíe su cuidado personal en lo sucesivo notificando al tribunal que hubiera dispuesto dicho cuidado en forma previa.


Con excepción de lo establecido en el inciso cuarto, las resoluciones dictadas en conformidad a este artículo, estarán sujetas a lo dispuesto en el artículo 26 de la presente ley. 


Los niños, niñas y adolescentes cuyo cuidado personal se confíe a quienes hayan manifestado al tribunal su voluntad de adoptarlos serán causantes de asignación familiar y, en esa calidad, podrán acceder a los beneficios previstos en las Leyes Nºs. 18.469, 18.933 y 20.545, según sea el caso, y los otros que puedan corresponderles. Una vez otorgada la adopción por sentencia firme y ejecutoriada, no podrán utilizarse los antecedentes de fecha anterior a su otorgamiento para privar, restringir o limitar los beneficios que en su calidad de causantes de asignación familiar, le correspondieren a la persona adoptada en conformidad a las leyes señaladas en este artículo.


Indicaciones


Indicación Nº 101. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para eliminar en el inciso primero del artículo 28, la siguiente oración: “En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente.”.

**************************


Indicación Nº 102.- De la diputada Jiles y del diputado Auth, para eliminar en el inciso primero la frase que sigue a continuación del punto seguido (.), que indica “En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente.”. 


La diputada Castillo (presidenta), expresó que las indicaciones 85 y 86 proponen suprimir la frase “en ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente” y ambas redacciones son iguales. En consecuencia se pueden fusionar para ser discutidas y votadas de manera conjunta.

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, manifestó su discrepancia con la eliminación de dicha regla, ya que la posibilidad a que pueda abrirse a una adopción “pluripersonal”, le parece que no va en la línea del proyecto de adopción. Solo conoce un caso en Argentina, donde existe la figura del vínculo tripartito en los casos de fertilización in vitro, porque efectivamente hay tres actores, pero de aprobarse esta indicación atentaría contra la propuesta del Ejecutivo.

La diputada Castillo (presidenta), manifestó que es autora de esta indicación, y estima que es perfectamente coherente, ya que está pensada en aquellos casos en que no todas las familias se componen de padre y madre, sino que hay excepciones que pueden ser consideradas como familias compuestas por la abuela, tías, primos, etcétera. Por ejemplo, puede ser la abuela con la madre y con un hijo mayor de edad e incorporar a un cuarto al núcleo familiar, por lo cual defiende su indicación, ya que limitarse a “ningún caso” sería cerrarle cualquier otra posibilidad al niño, niña o adolescente.

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, agregó que la adopción dice relación con un vínculo de filiación y asumir una responsabilidad directa sobre un niño, niña o adolescente. No cree que será necesario que todo el núcleo familiar posea un vínculo de filiación con quien será adoptado, ya que de lo contrario se diluiría la responsabilidad.

El diputado Carter, manifestó que tiene dudas sobre las indicaciones por lo cual solicitó la aclaración por el Ejecutivo.

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, respondió que la propuesta del Ejecutivo es que en el proceso de adopción no sean más de dos personas, ya que de lo contrario se diluye o atomiza la responsabilidad.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, precisó que después del pronunciamiento sobre la adoptabilidad y antes de declarar la adopción, debe producirse el enlace con quienes realicen la solicitud, en tanto hayan cumplido con el requisito de la idoneidad, para dar lugar al cuidado personal. Ahora bien, si tres o cuatro personas pudiesen adoptar, lo que en definitiva se hace es romper con el estado filiativo chileno, y habrá un hijo que tendrá, tres, cuatro o cinco progenitores, y además lo anterior tiene una serie de complejidades desde el punto de vista sucesorio.


La diputada Castillo (presidenta), argumentó que los hijos de padres separados, algunas veces tienen dos papás o dos más, por lo cual no le parece complejo que puedan tener un vínculo filiativo con dos o tres personas. También lo anterior iría de la mano con la cosmovisión del pueblo mapuche, en donde se pueden tener dos madres y dos padres, por ello la norma sería inclusiva para los pueblos originarios. Solicitó al Ejecutivo, en el evento de rechazarse la indicación, eliminar la frase “en ningún caso”.

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, agregó que además existirían problemas sucesorios, porque los padres y madres son legitimarios de sus hijos, y la regla de los legitimarios posee reglas matemáticas. 


Puestas en votación, las indicaciones N° 101 y 102 fueron rechazadas por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo y Rojas (en reemplazo de la diputada Jiles). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Bobadilla (en reemplazo del diputado Sanhueza), Carter, Keitel y Saffirio. Se abstuvo el diputado Soto (don Raúl). (2-6-1).

********************


Indicación Nº 103.- Del diputado Sanhueza, para sustituir en la parte final del inciso primero del artículo 28 la oración “En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente”, por la siguiente “la solicitud deberá hacerse por la o las personas que se someterán a la evaluaciones a que se refieren el inciso segundo del artículo 39 e inciso segundo del artículo 46”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, señaló que en la indicación del diputado Sanhueza hay un error en cuanto al procedimiento de adopción, ya que no puede llegar cualquier persona a realizar la solicitud de adopción, sino que son personas que ya han sido declaradas idóneas como “adoptantes” y deben acompañar el informe que conste con dicha evaluación.


Puesta en votación la indicación, fue rechazada por unanimidad. No existieron votos a favor. Votaron en contra las diputadas Castillo, Muñoz y Rojas (en reemplazo de la diputada Jiles), y los disputados Bobadilla (en reemplazo del diputado Sanhueza), Carter, Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (0-8-0).

*********************


Indicación Nº 104.- De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para intercalar en el inciso segundo del artículo 28, entre las palabras “adoptiva” y “teniendo”, la siguiente oración: “cualquiera sea su composición,”. 


El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, realizó una aclaración de forma y como sugerencia de técnica legislativa, en el sentido de que se trata de un concepto que ya fue incorporado en este proyecto. 

La diputada Castillo (presidenta) se expresó en los mismos términos, por cuanto existe un acuerdo al respecto. No obstante, la sometió a votación.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo y Rojas (en reemplazo de la diputada Jiles), y los diputados Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Bobadilla (en reemplazo del diputado Sanhueza), y Carter. No existieron abstenciones. (5-3-0).

*********************


Indicación Nº 105. Del diputado Keitel, para suprimir en el inciso segundo la expresión “y antigüedad”.


La indicación fue retirada por su autor.
******************


Indicación Nº 106.- De la diputada Muñoz, para modificar el inciso segundo en la siguiente forma:

a) Agregar en el inciso segundo a continuación del punto seguido y antes del vocablo “Dicho”, la frase: “Tratándose de dos solicitantes vinculados entre sí, estos deben estar ligados por vínculo matrimonial, y” 

b) Suprimir la frase: “, tratándose de dos solicitantes vinculados entre sí,”.

La diputada Muñoz, señaló que cuando sean dos las personas que soliciten la adopción, es preciso que tengan un vínculo matrimonial, ya que le da mayor estabilidad al niño y le entrega mayor seguridad a su vida.
La diputada Castillo (presidenta), argumentó que esta situación está en contra del sentido que posee el proyecto de ley, porque restringe excesivamente cuando sean dos personas los solicitantes. No hay que olvidar que existen otras figuras jurídicas en el ordenamiento jurídico como el acuerdo de unión civil; además, hoy en día no existe justificación jurídica para excluirlos del proceso de adopción, porque el vínculo matrimonial no asegura la estabilidad de una familia.


Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría. Votaron a favor la diputada Muñoz y el diputado Bobadilla (en reemplazo del diputado Sanhueza). Votaron en contra las diputadas Castillo y Rojas (en reemplazo de la diputada Jiles), y los diputados Carter, Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (2-6-0).

********************


Indicación Nº 107.- Del diputado Keitel, para suprimir el inciso tercero del artículo 28.


La indicación fue retirada por su autor.
*******************


Indicación Nº 108.- Del diputado Rocafull, para eliminar el inciso tercero.


Fue retirada por su autor. 
*******************

Indicación Nº 109.- Del diputado Durán (don Eduardo), para reemplazar el inciso tercero por el siguiente: 

“Para los efectos de la selección a que se refiere el inciso primero y el informe a que se refiere el inciso segundo, se considerará especialmente la existencia de un ambiente familiar donde exista la figura presencial de una madre (mujer nacida como tal) y un padre (hombre nacido como tal), resguardando el interés superior del niño, niña o adolescente.”.

La diputada Jiles criticó la indicación, en tanto perpetuaría una visión anticuada de la familia.

La diputada Castillo (presidenta), estimó que la indicación podría tener un vicio de constitucionalidad, además de contrariar recientemente aprobada ley sobre identidad de género, con una técnica legislativa compleja y poco clara. 
La diputada Muñoz reiteró la importancia de focalizar la atención en los niños y no en los adoptantes, más allá de los errores en la técnica legislativa empleada por la indicación, asegurando que la humanidad viene de un padre y una madre. 
El Jefe de la División de Reinserción Social del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Alejandro Fernández, estimó que la técnica legislativa no es la más adecuada, pero en cuanto a la constitucionalidad, no habría conflicto, ya que sólo se trataría de una contraposición de normas legales de igual rango.
La diputada Castillo (presidenta), aclaró que los rasgos de inconstitucionalidad estarían dados porque atentaría contra el principio de igualdad ante la ley. 
El diputado Saffirio agregó que sería igualmente incompatible con lo ya aprobado en este proyecto de ley, sobre el concepto de familia.
La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación la indicación, por ser incompatible con lo ya aprobado, conforme al artículo 296 del Reglamento. 



**********************


Indicación Nº 110. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para reemplazar el inciso tercero del artículo 28, por el siguiente:


“Para realizar la selección a que se refiere el inciso primero y el informe a que se refiere el inciso segundo, se considerará especialmente la existencia de un ambiente familiar donde se vea protegido el intereses superior del niño, niña o adolescente y en ningún caso se podrá discriminar arbitrariamente basado en consideraciones fundadas en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación y la apariencia personal.”.

**************************


Indicación Nº 111. De la diputada Jiles y del diputado Auth, para sustituir el inciso tercero por el siguiente:


“Para realizar la selección a que se refiere el inciso primero y el informe a que se refiere el inciso segundo, se considerará especialmente la existencia de un ambiente familiar donde se vea protegido el interés superior del niño, niña o adolescente y en ningún caso se podrá discriminar arbitrariamente basado en consideraciones de origen social, religiosas, raciales, o fundadas en el sexo o la identidad sexual de los solicitantes.”.

La diputada Jiles propuso refundir ambas indicaciones.
La diputada Castillo (presidenta), valoró ambas propuestas, ya que centrarían el foco en los niños, siendo un aporte para el fortalecimiento del proyecto en discusión.
El diputado Saffirio solicitó corregir la redacción al momento de refundirlas.
El Jefe de la División de Reinserción Social del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos expresó estar a favor de las indicaciones, aunque no sería necesario explicitar el contenido de éstas, pues ya se encuentran consagradas legalmente.
La diputada Castillo (Presidenta), estimó que sí es necesario, pues en la práctica ocurren discriminaciones arbitrarias. 

Puestas en votación, las indicaciones 110 y 111 fueron aprobadas por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Mellado (don Miguel, en reemplazo del diputado Eduardo Durán), Sanhueza y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron abstenciones. (7-4-0).

*******************


Indicación Nº 112.- De los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para reemplazar el inciso tercero del artículo 28 por el siguiente:


“Para realizar la selección a que se refiere el inciso primero y el informe a que se refiere el inciso segundo, se considerará especialmente la existencia de un ambiente familiar, preferentemente matrimonial, donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre, resguardando siempre el interés superior del niño, niña o adolescente.”.

*********************


Indicación Nº 113. Del diputado Schalper, para reemplazar inciso tercero del artículo 28 por el siguiente: 


“Para los efectos de la selección a que se refiere el inciso primero y el informe a que se refiere el inciso segundo, se considerará como criterio determinante el bien superior del niño, que incluye su derecho a tener un padre y una madre.”.

*********************


Indicación Nº 114. Del diputado Díaz, para modificar el inciso tercero del artículo 28 de la siguiente forma:


- Eliminar la frase “donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre”, incorporando la expresión “adecuado, que resguarde”, luego de la expresión “ambiente familiar” y previo a la frase “siempre el interés superior del niño, niña o adolescente.” Eliminando la palabra “resguardando”. 
***********************


Indicación Nº 115. De la diputada Muñoz, para remplazar en el inciso tercero del artículo 28 la frase: “pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre”, por la frase: “ampare el derecho del menor a tener un padre y una madre”.
*********************


Indicación Nº 116. Del diputado Sanhueza, para suprimir en el inciso tercero del artículo 28, la palabra "adecuadamente”.

********************


Indicación Nº 117. Del diputado Schalper, para agregar el siguiente nuevo inciso cuarto en el artículo 28: 


“Lo anterior no constituirá un acto de discriminación arbitraria, sino una distinción razonable que permitirá al juez velar por el interés superior del niño, con el objeto de que se cumpla del mejor modo posible la finalidad de la adopción que consagra esta ley en su artículo 35.”.


La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación las indicaciones número 112 a 117, por ser incompatibles con lo ya aprobado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero del Reglamento de la Cámara de Diputados. 

La diputada Muñoz estimó que su indicación sí sería compatible, cuestionando que no se vote por haber aprobado otra cosa.

La diputada Castillo (presidenta), reiteró que el inciso ya fue modificado, de manera que es incompatible lo que sea contradictorio.

El diputado Saffirio aclaró que el niño siempre tendrán derecho a un padre y madre, pero no limitándose sólo a eso, al existir la posibilidad de que sean adoptados por una familia, cualquiera sea su composición. Así, llamó a no confundir las cosas, pues no se está cerrando la norma general, sino que se están incluyendo otras alternativas, siendo esto lo que realmente beneficia más a los niños.

Puesto en votación, el artículo 28 en lo no modificado, fue aprobado por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Keitel, Mellado (don Miguel), en reemplazo del diputado Eduardo Durán), Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). Votó en contra el diputado Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). Se abstuvo la diputada Muñoz. (9-1-1).

*********************

“Artículo 29.- Oportunidad para el inicio del procedimiento de adopción. Encontrándose firme y ejecutoriada la sentencia que declara la adoptabilidad del niño, niña o adolescente, el Servicio o los organismos acreditados nacionales, deberán presentar la solicitud para iniciar los procedimientos de adopción de que trata esta ley en un plazo máximo de 3 meses contados desde la fecha de aquélla, prorrogables por otros 3 por resolución judicial en base a un informe que deberá emitir el Servicio o el respectivo organismo acreditado nacional. 

En caso que no se presente dicha solicitud dentro de la oportunidad señalada en el inciso anterior, el tribunal certificará inmediatamente ese hecho y de oficio ordenará al Servicio o al organismo nacional acreditado que hubiera sido parte en el procedimiento de adoptabilidad, que presente la solicitud a que se refiere el artículo 42 de esta ley, bajo apercibimiento de archivo de la causa de adoptabilidad.

En el caso de lo dispuesto en el inciso anterior, el tribunal dispondrá de oficio la remisión de la resolución que ordena el archivo de la causa al Director Nacional del Servicio para los fines correspondientes, en conformidad a la ley.”.

Indicaciones


Indicación Nº 118. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para sustituir el artículo 29 por el siguiente:

“Artículo 29.- Oportunidad para el inicio del procedimiento de adopción. Encontrándose firme la sentencia que declara la adoptabilidad del niño, niña o adolescente, el Servicio o los organismos acreditados nacionales, deberán presentar la solicitud para iniciar los procedimientos de adopción de que trata esta ley en un plazo máximo de 3 meses.

En caso que no se presente dicha solicitud dentro de la oportunidad señalada en el inciso anterior, el tribunal certificará inmediatamente ese hecho y de oficio ordenará al Servicio o al organismo nacional acreditado que hubiera sido parte en el procedimiento de adoptabilidad, que presente la solicitud a que se refiere el artículo 42 de esta ley, bajo apercibimiento de archivo de la causa de adoptabilidad.

En el caso de lo dispuesto en el inciso anterior, el tribunal dispondrá de oficio la remisión de la resolución que ordena el archivo de la causa al Director Nacional del Servicio para los fines correspondientes, en conformidad a la ley.”.

El diputado Saffirio destacó que en la última sesión de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, durante la tramitación del proyecto de ley que crea el Servicio de Protección a la Niñez y modifica normas legales que indica, boletín N° 12.027-07, se discutió un artículo vinculado con la adopción, respecto del cual se aprobó que correspondería al servicio de protección especializada de la niñez la tramitación de las adopciones, separando la participación de los organismos colaboradores del Sename, para evitar los conflictos de interés. En tal sentido, estimó que ello sería de gran relevancia en este proyecto de ley que reforma el Sistema Integral de Adopción, para combatir el tráfico de niños, fenómeno que se ha dado y sigue dando en nuestro país (recordó el caso del tribunal de menores de Temuco). Por ende, se debería actuar coherentemente, proponiendo eliminar del artículo 29, inciso primero, la frase “o los organismos acreditados nacionales”.
La diputada Castillo (presidenta), sugirió que los autores de la indicación supriman dicha frase, en ambos incisos. 
La Jefa del Departamento de Reinserción Social Juvenil, señora Danae Fuentes, estimó que suprimir esta frase podría generar problemas, ya que tales organismos acreditados actualmente sí existen, más allá de la posibilidad o conveniencia de que estos sean eliminados en el futuro.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Keitel, Mellado (don Miguel, en reemplazo del diputado Eduardo Durán), Sanhueza y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron abstenciones. (6-5-0).

*****************


Indicación Nº 119. De la diputada Muñoz, para modificar el inciso tercero en la siguiente forma:

A) Intercalar entre la expresiones “prorrogables” y “por”, el vocablo “hasta”.

B) Reemplazar el punto aparte (.) por una coma (,) y agregar la frase: “que justifique la necesidad de la prórroga.”.

La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación la indicación, en virtud del artículo 296 del Reglamento.
********************

“Párrafo 4°

Procedimiento de adoptabilidad por entrega voluntaria con fines de adopción

Artículo 30.- Entrega voluntaria. Tratándose del niño o niña cuya madre, padre o ambos manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción, el procedimiento sólo podrá iniciarse después del nacimiento del niño o niña, con la declaración realizada ante el tribunal, en la que se manifieste su voluntad libre y espontánea en tal sentido. La madre, el padre o ambos deberán comparecer ante el tribunal, debidamente patrocinados por el Servicio o por un organismo acreditado nacional, quienes además, les brindarán la asesoría, orientación y apoyo profesional.

Sea que la madre o el padre hayan sido asesorados por un programa de adopción, con anterioridad a su declaración de voluntad, o que sean derivados luego de ella, el Servicio o el organismo acreditado nacional que otorgó la orientación y apoyo profesional, deberá hacerse parte en la respectiva causa. Para estos efectos, el Servicio o el organismo acreditado nacional respectivo, deberá confeccionar el informe al que se refiere el inciso 1° del artículo 33, y ofrecerlo en la audiencia de ratificación.”.

Indicaciones

Indicación Nº 120. Del diputado Schalper, para reemplazar el artículo 30, por el siguiente: 


“Artículo 30.- Entrega voluntaria. Tratándose del niño o niña cuyos padres manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción, el procedimiento sólo podrá iniciarse después del nacimiento del niño o niña, con la declaración realizada ante el tribunal, en la que se manifiesten libre y espontáneamente las voluntades de ambos padres en tal sentido. Los padres deberán comparecer ante el tribunal, debidamente patrocinados por el Servicio o por un organismo acreditado nacional, quienes además les brindarán la asesoría, orientación y apoyo profesional. Bastará con la manifestación de intención de uno sólo de los padres en los siguientes cuatro casos: que el otro progenitor se encuentre fallecido; que haya hecho abandono del hijo en los términos de la letra e) del artículo 13; que sea sujeto de algunas de las inhabilidades para ser adoptante señaladas en el artículo 17; o que el padre del niño haya estado inubicable por la madre de éste durante el período de gestación, y esta última manifieste, en algún momento dentro de los primeros seis meses siguientes al parto, su intención de entregar a su hijo en adopción.”.

El diputado Saffirio recordó que en el proyecto se establece que la comparecencia puede ser del padre, madre o de ambos, configurando tres opciones, mientras que la indicación lo restringiría a una sola (ambos padres), lo que consideró como un serio obstáculo al proceso de adopción. Asimismo, en el artículo 29 ya se eliminó la expresión “organismo acreditado nacional”, restringiendo la posibilidad de intervención en los procesos sólo al Servicio Nacional de Menores (Sename), de forma tal que dicha indicación sería incompatible con lo ya aprobado.
El Subsecretario de Justicia, señor Juan José Ossa, coincidió en que la indicación restringiría demasiado el proceso de adopción en general, siendo mejor el texto original del proyecto, además de que resguarda mejor el caso de mujeres que están en conflicto con su maternidad.
La diputada Jiles coincidió en que la indicación sería incompatible con lo ya aprobado.
La diputada Castillo (presidenta), agregó que la siguiente indicación también se formuló de manera similar, por lo que sería igualmente incompatible. Por ello, propuso eliminar en todos los artículos que resten por votar la frase “organismo acreditado nacional”, sin perjuicio de que se podría salvar el problema en una norma transitoria.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, expresó dudas en cuanto a restringir sólo al Sename la participación en el proceso de adopción, recordando que también se han aprobado artículos en los cuales se permite la participación de organismos acreditados (por ejemplo, en los artículos 5 y 6, siendo necesario aclarar tal discrepancia.
La diputada Castillo (presidenta), explicó que esto se debe a la reciente tramitación del proyecto de ley que crea el Servicio de Protección a la Niñez y modifica normas legales que indica (boletín N° 12.027-07), en donde surgió el debate sobre la pertinencia de eliminar los organismos acreditados, hecho que ocurrió después de la aprobación de los artículos 5 y 6.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, aclaró que en la última sesión ordinaria de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en que se está tramitando dicho proyecto, finalmente se aprobó el artículo 24 incluyendo tanto al Sename como a organismos colaboradores.
El diputado Saffirio complementó señalando que tal artículo 24 fue objeto de reapertura del debate en la Comisión de Constitución, lo que derivó en una confusión, para finalmente aprobarse en los términos descritos por el Señor Valenzuela, a diferencia de lo ocurrido en la sesión de la semana anterior.
El diputado Sanhueza estimó que no se puede legislar en base a lo que ocurra en otra Comisión, justamente por los cambios que se pueden dar, debiendo velar por la coherencia de este proyecto de ley sobre reforma al sistema de adopción.
El diputado Rocafull coincidió en lo anterior, estimando que se debería tomar en cuenta lo que ocurre actualmente en la ley para efectos de certeza, más allá de los cambios futuros que se deban implementar.
El diputado Saffirio compartió lo expuesto por el diputado Rocafull, aunque precisó que las discrepancias parecieran estar originadas en el Ejecutivo, ya que ambos boletines son abordados por distintos ministerios, a saber, el Ministerio de Desarrollo Social y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, que han demostrado falta de coordinación. 

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, aclaró que la postura del Ejecutivo es una sola, y se ha aclarado tanto en la Comisión de Constitución como en esta en cuanto a que está en contra de limitar solamente al Sename, dada la capacidad que tiene, de participar en los programas de adopción y esa postura la ha mantenido tanto el Ministerio de Desarrollo Social como el Ministerio de Justicia. Sin embargo, lo que se debería definir es la forma de actuar de aquí hacia adelante, considerando la legislación vigente, así como la coherencia interna que debe existir en este boletín N° 9.119-18.
El diputado Sanhueza sugirió reabrir el debate del artículo 29 anteriormente aprobado.
La diputada Castillo (presidenta), estimó que otra alternativa sería seguir tramitando en base a la convicción de esta Comisión, debiendo efectuarse posteriormente las adecuaciones que resulten necesarias. Por lo demás, tampoco observa una gran contradicción con lo ya aprobado.
El diputado Saffirio se opuso a la reapertura de la discusión del artículo 29 ya votado, lo que requeriría de los dos tercios de los diputados presentes, pues es la lógica de dicho artículo la que se debería seguir aplicando en los artículos restantes, resolviendo luego las adecuaciones de lo que resulte incompatible en este punto específico.
El Subsecretario de Justicia consideró que no se trata de arreglos meramente formales, sino que son temas de fondo.
El diputado Saffirio advirtió que las cuestiones reglamentarias deben ser resueltas por los diputados y no por el Ejecutivo.
El diputado Rocafull destacó la importancia de fortalecer el rol del Sename y no de los privados, siendo un debate ya cerrado, oponiéndose a la reapertura del debate del referido artículo 29.
El Subsecretario de Justicia precisó que el Ejecutivo sólo busca colaborar, sin ánimo de polemizar.
El diputado Sanhueza insistió en que existe un articulado que ya incluye a los organismos colaboradores, de modo que excluirlas hacia lo futuro, no sería coherente. Por ende, calificó como un error la aprobación del artículo 29, en los términos mencionados.

El diputado Saffirio aclaró que ello no es un error, sino que se trató de una propuesta formulada en la sesión anterior, aprobada por la Comisión, a fin de definir el rol del Estado en materia de adopción, no estando dispuesto para que esto se modifique.
La diputada Jiles adhirió plenamente a la propuesta de la diputada Castillo, sugiriendo que la Secretaría efectúe posteriormente los cambios de redacción que sean pertinentes.
El diputado Rocafull estimó que los cambios en discusión requieren la aprobación expresa de la Comisión, no bastando las meras adecuaciones formales.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría. No existieron votos a favor. Votaron en contra las diputadas Castillo y Jiles, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). Se abstuvo la diputada Muñoz. (0-7-1).

*******************


Indicación Nº 121. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para sustituir el inciso primero del artículo 30, por el siguiente:


“Artículo 30.- Entrega voluntaria. Tratándose del niño o niña cuya madre o padre que tuviere la patria potestad, o ambos, en caso de que esta sea compartida, manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción, el procedimiento sólo podrá iniciarse después del nacimiento del niño o niña, con la declaración realizada ante el tribunal, en la que se manifieste su voluntad libre y espontánea en tal sentido. La madre, el padre o ambos deberán comparecer ante el tribunal, debidamente patrocinados por el Servicio o por un organismo acreditado nacional, quienes además, les brindarán la asesoría, orientación y apoyo profesional.”.


La diputada Castillo (presidenta), sugirió cambiar la frase “patria potestad”, por “cuidado personal”.

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, señaló que podría darse también el caso de que los padres no tengan el cuidado personal del menor de edad, lo que generaría una complejidad.
La diputada Castillo (presidenta), precisó que siempre existe el cuidado personal radicado en alguien, de modo que no observa conflicto.

El Subsecretario de Justicia explicó que el problema se generaría en caso que los padres no tengan el cuidado personal, siendo mejor la redacción del Ejecutivo.
El diputado Saffirio propuso la frase “cuya madre, padre o un tercero que tuviere el cuidado personal”.
El diputado Rocafull consideró que incluir a un tercero podría ser peligroso.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, explicó que esta norma se refiere a un caso muy excepcional, esto es, tratándose de quienes tienen un vínculo filiativo y deciden entregarlo. Por ello, sería mejor la redacción del Ejecutivo, que mantiene el derecho de ambos padres, a diferencia de la indicación que limitaría la facultad a quien tenga el cuidado personal.

El diputado Saffirio compartió la explicación, sugiriendo votar el artículo propuesto por el Ejecutivo, pero eliminando la expresión “o el organismo acreditado nacional”, además de las frases “que tuviere la patria potestad,” y “en caso de que esta sea compartida”.


El diputado Soto (don Raúl), apoyó tal propuesta.

La asesora legislativa del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señora Paula Recabarren, destacó que el padre, madre o ambos, deben estar patrocinados por el Servicio.
 
El diputado Rocafull estimó que no se deberían establecer trabas como las de tener que recurrir al Servicio para requerir el patrocinio, ya que se dificultaría más el proceso.


La diputada Castillo (presidenta), estuvo a favor de incluir la participación del Servicio, por lo complejo del proceso.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, explicó que lo importante es que el procedimiento no se active por un simple arrebato, sino que por una decisión conscientemente tomada. Además, reiteró la crítica por la exclusión de los organismos colaboradores.
La diputada Jiles aclaró que en la realidad de los hechos, las entregas voluntarias con muy escasas, y más bien, deberían ser promovidas. Actualmente, éstas ocurren principalmente en las Ocas, generando una especie de “mercantilización” de niños y niñas, lo que es altamente cuestionable y debería ser eliminado. Por tanto, es al amparo del Sename donde deberían generarse tales situaciones. 


La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación la indicación, en virtud del artículo 296 del Reglamento.

******************


Indicación Nº 122. De la diputada Castillo, para sustituir el inciso primero del artículo 30, por el siguiente: 


“Artículo 30.- Entrega voluntaria. Tratándose del niño o niña, cuya madre, padre o ambos, manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción, el procedimiento sólo podrá iniciarse después del nacimiento del niño o niña, con la declaración realizada ante el tribunal, en que se manifieste la voluntad libre y espontánea en tal sentido. La madre, el padre o ambos, deberán comparecer ante el tribunal, debidamente patrocinados por el Servicio, el que además les brindará la asesoría, orientación y apoyo profesional.”.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo y Jiles, y los diputados Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Keitel y Sanhueza. No existieron abstenciones. (5-3-0).

********************


Indicación Nº 123. Del diputado Sanhueza, para agregar en el artículo 30, un inciso final, nuevo:


A) “En el caso de la mujer que no mantiene contacto con el padre de su hijo o hija, que el padre desconozca del embarazo, y aun cuando teniendo conocimiento de éste no ha reconocido su paternidad expresamente, dando cuenta la solicitante de los hechos y sus fundamentos en la declaración de voluntad, el juez podrá, por motivos calificados, tomar las medidas necesarias tendientes a proteger los derechos de la mujer y del menor nacido o que está por nacer y de resguardar la debida confidencialidad y reserva del proceso, excluyendo al padre de la decisión tomada por la madre. Si el juez califica que no proceden los motivos dados por la madre para mantener en reserva el proceso, el padre será citado de igual manera a la audiencia de ratificación pudiendo presentar oposición.”. 


B) Para agregar como, como alternativa de la anterior, un nuevo inciso final.


“El juez podrá prescindir de la comparecencia del padre, cuando el niño o niña, no tenga filiación reconocida por aquél.”.

El diputado Sanhueza retiró la indicación.
***********************


Indicación Nº 124. De la diputada Castillo, para eliminar en el inciso segundo, del artículo 30, la frase “o al organismo acreditado nacional respectivo”.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo y Jiles, y los diputados Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Keitel y Sanhueza. No existieron abstenciones. (5-3-0).


Puesto en votación, el artículo 30 en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (8-0-0).

********************

“Artículo 31.- Audiencia Preliminar. Recibida la solicitud de entrega voluntaria, el tribunal a más tardar el día hábil siguiente a su recepción, efectuará una audiencia preliminar la que tendrá por objeto:

1.- Que el o los solicitantes expresen su voluntad de entregar al niño o niña en adopción.

2.- Que el tribunal informe al o los comparecientes que pueden retractarse de su manifestación de voluntad hasta la realización de la audiencia de ratificación, la que se fijará para un plazo no inferior a 30 ni superior a 35 días hábiles, contados desde la audiencia preliminar, a la que quedarán citados personalmente en audiencia, advirtiéndoles que su no concurrencia facultará al tribunal para presumir que existe ratificación tácita de su voluntad de entregar al niño o niña en adopción, de todo lo cual deberá dejar constancia por resolución fundada.

Si por cualquier causa, distinta a la rebeldía de los comparecientes, no pudiere celebrarse la audiencia de ratificación en el día y hora decretados por el tribunal, el plazo de retractación señalado en el inciso anterior se prorrogará hasta la fecha de la celebración de la audiencia de ratificación. El tribunal deberá procurar que esta audiencia se celebre en el más breve plazo posible.”.


Indicación Nº 125. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para sustituir el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- Audiencia Preliminar. Recibida la solicitud de entrega voluntaria, el tribunal a más tardar el día hábil siguiente a su recepción, efectuará una audiencia preliminar la que tendrá por objeto:


1.- Que el o los solicitantes expresen su voluntad de entregar al niño o niña en adopción.


2.- Que el tribunal informe al o los comparecientes que pueden retractarse de su manifestación de voluntad hasta la realización de la audiencia de ratificación, la que se fijará para un plazo no inferior a 30 ni superior a 35 días hábiles, contados desde la audiencia preliminar, a la que quedarán citados personalmente en audiencia.


Si por cualquier causa, distinta a la rebeldía de los comparecientes, no pudiere celebrarse la audiencia de ratificación en el día y hora decretados por el tribunal, el plazo de retractación señalado en el inciso anterior se prorrogará hasta la fecha de la celebración de la audiencia de ratificación. El tribunal deberá procurar que esta audiencia se celebre en el plazo más breve posible.”.

La diputada Castillo (presidenta), precisó que la indicación realmente sólo cambia el número 2 del artículo propuesto por el Ejecutivo.
El diputado Saffirio estimó que tal presunción implicaría el riesgo de paralizar el procedimiento.
Las diputadas Castillo y Jiles, y el diputado Soto (don Raúl), retiraron el patrocinio a la indicación.
El Subsecretario de Justicia observó que en el artículo del proyecto se establece que la rebeldía haría presumir un efecto demasiado fuerte, sugiriendo presentar una indicación más intermedia, por ejemplo, fijando tal efecto en el caso de una segunda rebeldía. 
La diputada Castillo (presidenta), estuvo conforme con la redacción original del Ejecutivo, ya que favorecería un procedimiento más expedito.
El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, insistió en que primero debería haber una insistencia, previo a la aplicación de sanción. En complemento, destacó el efecto demasiado dramático que se estaría fijando en el inciso segundo, esto es, la ratificación tácita como consecuencia de la rebeldía, ofreciendo que el Ejecutivo presente una nueva propuesta de redacción.

El diputado Soto (don Raúl), coincidió en lo anterior, proponiendo agregar un inciso final que adecué la norma, estableciendo un plazo razonable.
El diputado Saffirio estimó que sólo se debería cambiar la frase del inciso final “distinta a la rebeldía de los comparecientes”.
La diputada Jiles reiteró la necesidad de situarse en el contexto de lo que ocurre realmente, es decir, que tratándose de la cesión voluntaria de un niño o niña, lo más probable es que el padre o madre no vuelva al tribunal. Por ende, este proyecto debería facilitar la adopción, siendo conveniente presumir dicho efecto aludido, en pos de facilitar el proceso de adopción, estando por aprobar la redacción original del proyecto.
El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, aclaró que sólo ha hecho el punto, para advertir que el resultado podría ser demasiado dramático por el sólo hecho de no poder comparecer a la audiencia, aunque es algo que corresponde a la Comisión decidir. 

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por unanimidad. No existieron votos a favor. Votaron en contra las diputadas Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (0-8-0).

*****************


Indicación Nº 126. De las diputadas Castillo, Jiles y Muñoz, y de los diputados Keitel, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl), para agregar en el inciso final, después de la palabra “posible.” la siguiente oración:


“Dicha audiencia se celebrará dentro del plazo de 15 días, contados desde la fecha en que debió celebrarse la primera audiencia.”.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (8-0-0).

Puesto en votación, el artículo 31 en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (8-0-0).

*****************

“Artículo 32.- Manifestación previa al nacimiento. La manifestación a que se refiere el inciso primero del artículo 30 podrá ser efectuada ante el tribunal que corresponda antes del nacimiento del niño o niña. 

Recibida la manifestación de entrega voluntaria, el tribunal ordenará la realización de la audiencia preliminar a la que se refiere el artículo anterior. Luego de efectuarse dicha audiencia, se dispondrá la suspensión del procedimiento hasta después del nacimiento del niño o niña.

En estos casos, necesariamente uno de los manifestantes deberá ser la madre. En caso contrario, el tribunal no admitirá a tramitación solicitud alguna.

Una vez ocurrido el nacimiento, y en un plazo no superior a diez días hábiles, el o los solicitantes deberán acompañar al tribunal un certificado de nacimiento en original del niño o niña. Acompañado dicho documento, el tribunal citará al o los solicitantes, y al padre no solicitante, si lo hubiere, a la audiencia de ratificación de que trata el artículo siguiente, en conformidad a lo dispuesto en el numeral 2) del artículo 31.”.


Indicación Nº 127. De la diputada Cariola, para eliminar el nuevo artículo 32, pasando el artículo 33 nuevo a ser 32 y así sucesivamente.

El Subsecretario de Justicia consideró que la indicación debería ser rechazada, ya que atentaría contra la celeridad del proceso de adopción.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, destacó que además hoy ya existe una figura similar en la ley de adopción, referida a la cesión en vientre, de modo que si se aprobara la indicación, se estaría limitando un derecho que la mujer actualmente posee.
El diputado Saffirio observó un problema de fondo, respecto de la decisión en la que el padre, madre o ambos deciden dar un niño o niña en adopción, lo que no puede prestarse a duda alguna, siendo fundamental que exista libertad en la toma de tal decisión. Al respecto, cuestionó el grado de libertad que puede tener una madre que da en adopción al hijo o hija no nacido mientras aún se encuentra en el vientre, siendo muy común que existan retractaciones luego del parto. En tal sentido, se debe conciliar la celeridad del proceso, con la libertad de los padres, lo que requeriría al menos conocer el hijo o hija que será entregado en adopción. Por ello, expresó incomodidad en la idea de que el sistema promueva la toma de una decisión previa al nacimiento.
El diputado Sanhueza expresó su total desacuerdo con el diputado Saffirio, pues la libertad de iniciar el proceso antes del nacimiento del hijo sería en realidad una ayuda en la toma de la decisión final, entendiendo que se deberá ratificar posteriormente. De esta forma, permitir la posibilidad de expresar la voluntad durante la gestación favorecería el proceso de adopción, siendo necesario dar las facilidades en todos los casos posibles, sumado a que con ello se permitiría entregar el debido apoyo del Estado. Así, estimó esencial que este artículo se incluya en el proyecto, pues de lo contrario se restringiría la libertad de la mujer en la toma de su decisión.
La diputada Muñoz coincidió con el diputado Sanhueza, pues la elección de la mujer no sólo debe aplicarse en un sentido, como por ejemplo tratándose de la discusión sobre aborto, sino que también en lo que se refiere a la adopción.
El Subsecretario de Justicia, señor Juan José Ossa, destacó la importancia de velar por la libertad de la mujer, entendiendo que este artículo no limita su decisión, puesto que requerirá necesariamente de una ratificación posterior, sumado al hecho de que entre menor es el niño o niña, será más fácil que se produzca la adopción, de forma tal que dicho artículo conciliaría la libertad de la mujer y la celeridad del proceso. Sin perjuicio de esto, es necesario también fortalecer la instancia de ratificación, por el alto grado de arrepentimiento, para lo cual sugirió ampliar el plazo de 10 días hábiles originalmente propuesto.
La diputada Jiles advirtió que la mujer en esta situación no tiene ningún grado de libertad, ya que en los hechos se trata de casos en que no puede conservar al hijo o hija. En tal sentido, el legislador debe tener sentido práctico, pero también debe velar porque las Ocas no intervengan en el proceso de adopción, ya que así se evitarían gran parte de los problemas hoy generados, permitiendo efectivamente una mayor libertad, al dar la opción de que la mujer opte por no abortar, en virtud de tener esta alternativa. Por ende, se manifestó a favor de la indicación.
El diputado Rocafull apreció algunas contradicciones en este artículo 32, solicitando al Ejecutivo una mayor explicación al respecto, pues, por ejemplo, el artículo 30 habla de la comparecencia del padre, de la madre, o de ambos, mientras que el artículo 32 contemplaría la presencia del padre o madre no solicitante. 
La diputada Castillo (presidenta), coincidió en la necesidad de definir quién es el padre no solicitante. Asimismo, preguntó la razón por la cual en este caso no se incluiría el acompañamiento o apoyo del Sename.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, explicó que el artículo 32 sería excepcional respecto de los artículos 31 y 33. En cuanto al inciso final que se refiere al padre no solicitante, señaló que esto responde a que puede existir un padre que no haya participado en la decisión expresada por la madre, entendiéndolo en el contexto de la ratificación necesaria. Por su parte, el artículo 32 se refiere a un procedimiento que se inicia durante el embarazo, pero que depende de la ratificación en audiencia. Y en cuanto al acompañamiento del Servicio, lo pretendido fue evitar establecer restricciones innecesarias, más allá de que en la audiencia preliminar dicho Servicio pueda participar. 
El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, agregó que el acompañamiento del Servicio podría generar el riesgo de influir en la toma de la decisión, además del problema constitucional que implicaría incluir esta nueva atribución del Sename, lo que requiere patrocinio del Ejecutivo.
El diputado Saffirio criticó el artículo 32, pues implicaría dejar a la madre sola, en una circunstancia más difícil aún que la del caso en que se entrega en adopción a un hijo ya nacido, cuestionando también las observaciones planteadas por el Ejecutivo.
La diputada Castillo (presidenta), coincidió en ello, pues es ilógico dejar a la mujer desprovista de apoyo en esta situación especialmente compleja, sugiriendo que el Ejecutivo reevalúe el artículo propuesto.
El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, invitó a que las dudas expresadas por el Ejecutivo sean recibidas aceptadas por la Comisión con buena fe, sin tener una percepción crítica previa, ya que se trata de generar un debate legítimo y constructivo.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, señaló que el actual artículo 10 de la Ley de Adopción establece que el procedimiento requiere de la participación del Servicio, pero también se permite que esto ocurra sin su patrocinio sino con el de un organismo acreditado ante él y de no contar con patrocinio, el tribunal remitirá los antecedentes al Servicio Nacional de Menores, suspendiendo la tramitación de la solicitud.

La diputada Jiles, en base a lo antes discutido, consideró que debería acogerse la indicación de la diputada Cariola, para que se elimine el artículo 32, pasando el actual 33 a ser 32, ya que este cuenta con una indicación que sí incluye al Sename, resolviendo las dudas antes formuladas, además de desdibujar la presencia del padre, favoreciendo la coherencia con el resto del proyecto. 
El diputado Sanhueza destacó que el artículo 33 incluye expresamente la referencia a una audiencia de ratificación para el caso del artículo 32, de modo que si este se elimina sería contradictorio. Por tanto, propuso agregar en el actual 32 el apoyo del Servicio, para no dejar a la mujer sin respaldo del Estado.
El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, señaló que esto requiere de mayor análisis por parte del Ejecutivo, antes de determinar si procede o no incluir dicho apoyo del Sename.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, destacó la ventaja del artículo 32 en cuanto a iniciar el procedimiento durante el embarazo, lo que permitiría que, una vez ocurrido el parto, simplemente se acompañe el certificado respectivo para gatillar la audiencia de ratificación (que siempre deberá ocurrir), tal como ocurre en los casos de la entrega voluntaria del hijo ya nacido, favoreciendo la mayor celeridad de y eficiencia de la adopción. Por lo demás, dicho artículo 33 requiere informe del Servicio, así como su presencia en la audiencia.
El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, expresó entender la relevancia de que se cuente con el apoyo del Sename, pero es posible que la madre no quiera disponer de este, por lo que no sería recomendable establecer ello como un requisito. Asimismo, insistió en que el Ejecutivo debe reflexionar mayormente respecto de la factibilidad de lo discutido. 
La diputada Castillo (presidenta), aclaró que obviamente el acompañamiento debería ser un ofrecimiento, dependiendo de la voluntad de la mujer acogerlo o no, más aún si tal apoyo ya está contemplado en el proyecto de ley para otros casos.
El diputado Saffirio consultó cuántas adopciones de niños no nacidos se han generado en el último año.
El Subsecretario de Justicia respondió que han sido sólo cinco casos, pero el problema no es financiero, sino que respecto de la competencia para establecer esta nueva facultad. 
La diputada Jiles estimó que no debería ser algo opcional, ya que el Sename pasaría a ser el único servicio involucrado en la adopción, no debiendo estar ajeno en caso alguno.
La diputada Castillo (presidenta), aclaró que la opción estaría sólo en el caso de la mujer que toma la decisión durante el embarazo.
La diputada Jiles insistió en que la participación del Sename debe estar desde el inicio del procedimiento.
El diputado Saffirio criticó la aseveración del Subsecretario de Justicia, ya que el Ejecutivo debería tener claro si el Sename puede o no prestar apoyo, en una norma que se ha originado en su propia redacción.
El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, precisó que si el acompañamiento es facultativo, no se debería usar el mismo lenguaje, de forma tal que lo necesario es determinar previamente si tendrá o no dicho carácter, por tratarse de dos situaciones distintas. En este punto, se comprometió a presentar una indicación para el artículo 32 durante la próxima sesión ordinaria.

La diputada Castillo (presidenta), recordó que en la última sesión quedó pendiente la discusión del artículo 32, existiendo el compromiso del Ejecutivo para presentar una propuesta de indicación. 
El Subsecretario de Justicia, señor Juan José Ossa, se refirió a la propuesta de indicación que ha redactado el Ejecutivo para el artículo 32, con el objeto de ser analizada en la presente sesión, que recoge las principales inquietudes planteadas.


- Propuesta del Ejecutivo:


“Articulo 32.- Manifestación previa al nacimiento. La manifestación a que se refiere el inciso primero del artículo 30 podrá ser efectuada ante el tribunal que corresponda antes del nacimiento del niño o niña.


Recibida la manifestación de entrega voluntaria el tribunal ordenará la realización de la audiencia preliminar a la que se refiere el artículo anterior. Luego de efectuarse dicha audiencia, se dispondrá la suspensión del procedimiento hasta después del nacimiento del niño o niña.


En estos casos, necesariamente uno de los manifestantes deberá ser la madre. En caso contrario, el tribunal no admitirá a tramitación solicitud alguna.


El tribunal, en la resolución que disponga la realización de la audiencia de ratificación, ordenará que sea notificada al Servicio o al organismo acreditado nacional que corresponda, para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 30.


Una vez ocurrido el nacimiento, y en un plazo no superior a diez días hábiles, el o los solicitantes deberán acompañar al tribunal un certificado de nacimiento en original del niño o niña. Acompañado dicho documento, el tribunal citará al o los solicitantes y al padre no solicitante, si lo hubiere, a la audiencia de ratificación de que trata el articulo siguiente en conformidad a lo dispuesto en el numeral 2) del artículo 31.”.

La diputada Cariola estimó que la propuesta no cambia en lo esencial el artículo propuesto en el proyecto, pues mantiene la idea de iniciar un proceso de adopción mientras el feto sigue en el vientre materno, lo que le parecía inadecuado por diversas razones, entre las cuales destacó la debilidad institucional que se prestaría fácilmente para la corrupción, existiendo ya muchos casos de “venta” de menores. Recordó que, más allá de los debates ideológicos, sería conveniente eliminar dicho artículo 32, por la falta de una institucionalidad adecuada que permita evitar que esta norma facilite el tráfico de niñas y niños. 
La diputada Jiles coincidió en lo anterior, proponiendo simplemente votar.
La diputada Castillo (presidenta), expresó las dudas que ha tenido en este punto, consultando al Ejecutivo cuál es la legislación del Derecho Comparado que se tuvo como modelo para la redacción de la norma en estudio, ya que incluso en países como Holanda se ha restringido tal figura, e incluso en muchos otros países ni siquiera existe.
El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, mencionó algunos instrumentos del Derecho Internacional que se tuvieron en consideración (por ejemplo, la Convención de la Haya), reiterando que la adopción nunca se materializará durante el embarazo, sino que la norma sólo contempla la posibilidad de iniciar el proceso, el que deberá ser siempre ratificado por la madre con posterioridad al nacimiento. Descartó que ello favorezca el “tráfico” de niños, pues la madre no conoce a los futuros padres, únicamente inicia el proceso, y solo vez tras la ratificación de su voluntad se procederá con los procedimientos respectivos (adoptabilidad y posteriormente, adopción). Destacó que la nueva propuesta ha incorporado el acompañamiento del Sename en esta situación, conforme a lo solicitado en la sesión anterior. Asimismo, resaltó el hecho de que la adopción internacional quedaría ahora establecida como última opción, invirtiendo la situación vigente, por tanto no existiría el incentivo para que durante el embarazo se “venda” un niño al extranjero, eso sencillamente ni procesal ni sustantivamente es posible. Finalmente, insistió en que esta norma se enfoca en el derecho de la mujer para optar entre tener el hijo, abortar en alguna de las tres causales o iniciar el proceso para una futura adopción, de forma tal que esta última es solamente una alternativa, que es poco recurrente.
El diputado Soto (don Raúl), estimó que el Subsecretario no ha respondido la pregunta de la Presidenta, en cuanto a los antecedentes concretos del Derecho Comparado que se emplearon para la incorporación de la figura analizada, más allá de las opiniones personales que se tengan al respecto (por el contrario, señaló que la legislación comparada tendería más bien hacia la dirección contraria), siendo prudente explicar cuál es el ejemplo que se pretende seguir en este punto, especialmente considerando los peligros evidentes de favorecer la captación de madres que se encuentren en situaciones críticas, generando una serie de conductas o actuaciones vinculadas con la corrupción, que no pueden ser tolerables. Así, no basta con la falta de incentivos directos, sino que habría sido necesario establecer desincentivos concretos y específicos.
La diputada Muñoz aclaró que el artículo 32 sólo se refiere a una manifestación previa de la mujer, vinculada con la posibilidad de salvar la vida del bebé, estimando conveniente que en esta se le brinde el apoyo correspondiente, por su especial vulnerabilidad en tales casos, reiterando que siempre deberá ratificar la voluntad expresada. Además, son muy pocos los casos que calzan en esta figura.
El diputado Saffirio cuestionó el hecho de que el Ejecutivo insista en incluir la frase “organismo acreditado nacional”, pues esta Comisión ya ha acordado limitar la participación en el proceso de adopción únicamente al Sename.
El diputado Sanhueza recordó que lamentablemente, con o sin este artículo, la corrupción seguirá existiendo, de modo que la norma sólo regula algo que ya se contempla en nuestra legislación, aunque de mejor manera, estableciendo una opción que resulta armónica con la libertad de la mujer, no compartiendo la idea de eliminar este derecho, especialmente porque ahora se agregaría el apoyo del Servicio, además de que incluso sin esta norma, la mujer igualmente podría estar expuesta a la presión indebida antes comentada, sin alternativas de protección. En cuanto a la frase “organismo colaborador acreditado”, coincidió en que se debería eliminar.
El diputado Romero expresó su sorpresa por los dichos de la diputada Cariola en cuanto a evitar la venta de niños, pero manifestó que aun no estando a favor de ello, sería preferible esa solución antes que recurrir a la opción de matar al niño mediante el aborto.
El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, aclaró que el negocio de niños se evitaría justamente con esta norma, ya que establece un procedimiento judicial reglamentado. En cuanto a la frase aludida, explicó que ello responde a la propuesta de redacción original del proyecto.
La diputada Castillo (presidenta), ante la falta de acuerdo para suscribir la propuesta del Ejecutivo, llamó a votar la indicación de la diputada Cariola.

Puesta en votación, la indicación N° 127 fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Carter, Keitel, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), y Sanhueza. No existieron abstenciones. (7-5-0).

*******************

Artículo 33 (32).- Audiencia de ratificación. En esta audiencia, la madre, el padre o ambos, según corresponda, podrán ratificar su voluntad de entregar al niño o niña en adopción y el tribunal resolverá con el mérito de esta declaración y del informe que haya emitido y presente en la audiencia el Servicio o el organismo acreditado nacional que sea parte de la solicitud, y que dé cuenta del proceso de orientación y apoyo brindado a la madre, padre o ambos, a fin de garantizar que su decisión ha sido tomada en forma libre, informada y responsable. 

En caso de no asistir a la audiencia de ratificación la madre, padre o ambos, y constando que han sido debidamente emplazados, se les considerará rebeldes por el solo ministerio de la ley.

Excepcionalmente, si la madre o el padre que no hubiere manifestado su voluntad en la solicitud que dio inicio a este procedimiento hubiere fallecido o estuviere imposibilitado de manifestar su voluntad, el tribunal podrá citar a la audiencia de ratificación a sus ascendientes hasta el segundo grado de consanguinidad, quienes podrán deducir oposición. Si no se deduce oposición, el tribunal resolverá en la audiencia de ratificación, en tanto cuente con el informe o los informes a que se refiere el inciso primero.

En caso de oposición del otro padre o madre o de los ascendientes hasta el segundo grado de consanguinidad en el caso previsto en el inciso anterior, se aplicará el procedimiento contemplado en el párrafo 2° de este Título.”.


Indicación N° 128. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para sustituir el inciso primero del artículo 33, por el siguiente:


“Artículo 33.- Audiencia de ratificación. En esta audiencia, la madre o el padre que tuviere la patria potestad, o ambos, en caso de que fuera compartida, podrán ratificar su voluntad de entregar al niño o niña en adopción y el tribunal resolverá con el mérito de esta declaración y del informe que haya emitido y presente en la audiencia el Servicio o el organismo acreditado nacional que sea parte de la solicitud, y que dé cuenta del proceso de orientación y apoyo brindado a la madre, padre o ambos, a fin de garantizar que su decisión ha sido tomada en forma libre, informada y responsable.”.


La indicación fue retirada por sus autores.

Al respecto, se presentó una nueva indicación.

******************


Indicación N° 129. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Rocafull y Soto (don Raúl), para sustituir el inciso primero del artículo 33, por el siguiente:

“Audiencia de ratificación. En esta audiencia, la madre, el padre, o ambos, podrán ratificar su voluntad de entregar al niño o niña en adopción, y el tribunal resolverá con el mérito de esta declaración y del informe que haya emitido el Servicio, que de cuenta del proceso de orientación y apoyo brindado a la madre, padre o ambos, a fin de garantizar que su decisión ha sido tomada en forma libre, informada y responsable.”.
Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Carter, Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra. Se abstuvo la diputada Muñoz. (11-0-1).

****************


Indicación N° 130. Del diputado Sanhueza, para sustituir en el inciso tercero del artículo 33 la frase “hasta el segundo grado de consanguinidad” por la siguiente: “tercer grado de consanguinidad”.

El diputado Sanhueza retiró la indicación.

********************

Puesto en votación el artículo 33 (32), en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (12-0-0).

******************

“Artículo 34 (33).- Retractación. Si en la audiencia de ratificación, la madre, el padre o ambos se retractan de su decisión inicial, el tribunal resolverá respecto a dicha retractación, sobre la base de los fundamentos y seriedad de la misma y del informe a que se refiere el artículo anterior. Si el tribunal estima necesario ampliar dicho informe o decretar otros medios de prueba citará a audiencia de juicio, la que se llevará a cabo dentro de los quince días siguientes a la audiencia de ratificación. La retractación es un derecho irrenunciable.

En caso que el niño o niña se encuentre en una residencia o programa de acogimiento familiar, el solo hecho de la retractación no implicará necesariamente su egreso inmediato, salvo que el tribunal así lo resuelva mediante resolución fundada. 

Decretado el egreso, el tribunal deberá ordenar el seguimiento del caso por un plazo no inferior a tres meses, a través de un programa del Servicio, el cual deberá informar mensualmente al tribunal acerca del estado y situación del niño o niña.”.

Indicaciones


Indicación N° 131. De la diputada Jiles y del diputado Sanhueza, para sustituir en el inciso tercero del artículo 34 la frase “por un plazo no inferior a tres meses”, por la frase “por un plazo no inferior a doce meses”.

El diputado Saffirio destacó que tal propuesta estaría en concordancia con la actual discusión sobre el proyecto de ley que crea el Servicio de Protección a la Niñez y modifica normas legales que indica, boletín N° 12.027-07.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

Puesto en votación el artículo 34 (33), en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

*******************

“Título III

Procedimiento de adopción nacional

Párrafo 1°

Finalidad del procedimiento, adoptantes y requisitos

Artículo 35 (34).- Finalidad del procedimiento de adopción y supletoriedad. El procedimiento de adopción tiene por finalidad amparar el derecho a vivir en familia del niño, niña o adolescente que ha sido declarado adoptable por sentencia firme y ejecutoriada en los términos previstos en el Título II anterior. 

Durante el desarrollo del procedimiento de adopción se deberá velar siempre por el interés superior del niño.

Este procedimiento tendrá un carácter no contencioso, por lo que no será admisible oposición. 

En caso que dos o más hermanos hayan sido declarados adoptables, se procurará que sean adoptados por el o los mismos requirentes. Si ello no fuere posible, el juez deberá velar por la continuidad del vínculo fraterno entre ellos.

En lo no previsto en este Párrafo, se estará a lo señalado en el Párrafo 2° del Título II, siempre que no sea contrario a las disposiciones que a continuación se señalan.”.

Indicaciones


Indicación N° 132. De la diputada Hoffmann, y de los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para reemplazar en el inciso primero del artículo 35 la palabra “amparar” por la palabra “restituir”.

****************


Indicación N° 133. Del diputado Schalper, para reemplazar en el artículo 35, inciso primero, la palabra “resguardar” por “restituir”.

La diputada Castillo (presidenta), consideró que ambas indicaciones son similares, por lo que deberían votarse conjuntamente.
El diputado Saffirio estimó que el término “amparar” es poco certero, ya que podría confundirse con el ejercicio del recurso de amparo, siendo necesario cambiarlo por otro más adecuado.
La diputada Jiles señaló que la palabra “restituir” tampoco es correcta en este caso, sugiriendo emplear el concepto “velar” o “resguardar”.
El diputado Durán (don Eduardo), recordó que “amparar” ya aparece en el propio artículo primero aprobado, de modo que no sería conveniente cambiarlo ahora.
El diputado Saffirio aclaró que no hay un cuestionamiento de fondo sobre dicho concepto, sino que respecto de la potencial interpretación errada que pueda realizarse en los tribunales.
La diputada Castillo (Presidenta), manifestó entender el punto, pero expresó que ello es poco probable que ocurra.
El Subsecretario de Justicia no estuvo a favor de cambiar el término “amparar”, por “restituir”, pues no se ajustaría al caso en discusión, recordando además que “amparar” no sólo se aplica para el recurso de amparo, en su sentido estricto.
La diputada Cariola manifestó no compartir ninguno de aquellos conceptos, estimando como suficiente el hecho de que se haya garantizado el derecho a vivir en familia, cualquiera sea su composición. 

La diputada Castillo (Presidenta), en tal sentido, recordó ya se aprobó agregar la frase “cualquiera sea su composición”, lo que deberá ser ajustado a lo largo del proyecto, cada vez que se hable de “familia”. 
La diputada Jiles propuso cambiar la palabra “amparar” por “garantizar”, por considerar que se ajusta mejor al objetivo. 
El diputado Soto (don Raúl), consideró que se trata de una discusión estéril, pues lo relevante es fijar la norma, sin que se preste a equívocos, entendiendo además que cada recurso legal tiene su propia regulación.

Puestas en votación, ambas indicaciones fueron rechazadas por mayoría. Votó a favor la diputada Muñoz. Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (1-12-0).

***************


Indicación N° 134. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para reemplazar en el inciso primero del artículo 35, la expresión “en familia” por la siguiente: “en una familia, cualquiera sea su composición,”.


La diputada Castillo (presidenta), recordó que esta indicación debe entenderse aprobada, en virtud de que la misma referencia se aprobó en el artículo 1° del proyecto de ley, de forma tal que correspondería simplemente a una adecuación del texto.

La diputada Muñoz se opuso, exigiendo que se vote.

El diputado Durán (don Eduardo), estimó que se debería votar, más allá de lo que se haya acordado o votado en otras normas.

La diputada Jiles consideró que se trataría sólo de una adecuación formal en la redacción, siendo innecesario efectuar la votación de cada propuesta que apunte en el mismo sentido.

La diputada Castillo (presidenta), coincidió en tal observación.

El diputado Durán (don Eduardo), requirió la opinión de la Secretaría.

El Abogado Secretario de la Comisión recordó que la Presidenta tiene la facultad de efectuar las adecuaciones formales correspondientes, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15 del Reglamento de la Corporación, y en el caso concreto, habiéndose aprobado ya la definición aludida, correspondería adecuar el texto para que resulte armónico con aquella.

La diputada Castillo (presidenta), ratificó lo expuesto, ya que se trata de una mera adecuación formal.

Puesta en votación la indicación fue aprobada por una unanimidad, Votaron a favor las diputadas Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (12-0-0).



*******************


Indicación N° 135. De la diputada Muñoz, para reemplazar en el en el inciso tercero del artículo 35.el punto aparte por una coma (,) y a continuación agregar la frase: “a menos que se invoque la concurrencia de alguna de las prohibiciones señaladas en el artículo 68 de esta ley.”.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (12-0-0).




*******************


Indicación N° 136. De las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y de los diputados Carter, Celis (don Ricardo), Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl), para remplazar el inciso cuarto del artículo 35 por el siguiente:


“En caso que dos o más hermanos hayan sido declarados adoptables, deberán ser adoptados por el o los mismos requirentes. Si ello no fuere posible, el juez deberá asegurar en forma eficaz y permanente, la continuidad del vínculo fraterno entre ellos.”.


La diputada Jiles destacó la importancia de la indicación antes leída, considerando su propia experiencia personal en el proceso mediante el cual adoptó a dos hermanos, quienes tras diversas dificultades lograron permanecer juntos. Por lo anterior, sería de la mayor relevancia lograr que los niños conserven su derecho a permanecer en contacto con sus familias de origen, especialmente cuando se trata de hermanos que se encuentran en adopción.

El diputado Sanhueza expresó compartir el fondo de la propuesta, pero estimó que podría ser complejo fijar ello como una obligación para los tribunales, entendiendo que hay muchos casos en que esto no será posible, sin perjuicio de que sería el escenario ideal. Asimismo, observo la eventual inadmisibilidad de la indicación.

La diputada Castillo (presidenta), estimó que la indicación es admisible, pues no fija una función nueva.

El diputado Soto (don Raúl), estando a favor del fondo de la indicación, planteó algunas dudas respecto al verbo “deberán”, pues se generarían conflictos en caso de que no sea posible cumplir con dicha obligación, estimando mejor priorizar la adopción conjunta por el o los mismos requirentes, ya que así se daría lugar a las excepciones.

El diputado Rocafull consideró que el tema de fondo es lo más relevante, es decir, preservar el lazo del menor con sus hermanos, lo que es de la mayor trascendencia cuando se trata de niños y niñas que ya no cuentan con sus padres, siendo deber del Estado procurar que ello ocurra, sin perjuicio de los esfuerzos que se requieran, estando completamente a favor de que se apruebe la indicación antes propuesta.

El diputado Saffirio aclaró que en la misma indicación se establece la posibilidad de asegurar la continuidad del vínculo fraterno entre los hermanos, en subsidio a la obligación principal.

La diputada Cariola coincidió en lo anterior, pues se establecen dos alternativas para el juez, entendiendo que si existe la obligación de velar que ello ocurra, se deben buscar otras alternativas en caso de no ser posible la adopción conjunta. En complemento, valoró especialmente la experiencia de la diputada Jiles, agradeciéndole que la compartiera en esta Comisión, ya que permite ilustrar convenientemente lo que sucede en la práctica. Por último, manifestó estar dispuesta a realizar eventuales cambios en la redacción de la indicación, pero preservando el espíritu de la misma.

El diputado Soto (don Raúl), insistió en que existe una contradicción en la redacción, pues en la primera parte se establece el deber de garantizar la adopción de los hermanos por el o los mismos requirentes, de donde se desprende que si ello no resulta posible, se generaría un vacío que podría derivar en un resultado no deseado, esto es, que los niños o niñas no sean adoptados. Lo anterior, se podría corregir cambiando la palabra “deberá” por “priorizará”.

El diputado Durán (don Eduardo), expresó comprender ambas posturas, valorando el fondo de la indicación, pero estimó necesario hacer algunos ajustes.

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, valoró la indicación, pues se ajusta al espíritu del proyecto de ley. En cuanto a la interpretación, estimó que quedaría despejada con la historia de la ley. Además, recordó que no es el juez quien deberá velar por la adopción conjunta, sino que el Sename.

La diputada Jiles aclaró las dudas planteadas, señalando que la indicación busca determinar de mejor manera el principio de inseparabilidad que ya está garantizado legalmente y que también se incluye en la redacción del Ejecutivo, pero reemplazando el verbo “procurará” por “deberá”. Asimismo, es evidente que el Ejecutivo debe velar porque ello ocurra, en la medida que sea posible. Incluso, recordó que en su propio caso el juez le informó de la existencia de un hermano de quien pretendía adoptar, lo que calza en la figura “procurar”, pero reiteró que debería establecerse como un deber. 

El diputado Soto (don Raúl), reiteró que si lo pretendido es que se agoten todos los medios, debería incluirse expresamente en la redacción.

La diputada Jiles consideró que la redacción es clara, pero podría cambiarse el punto seguido, por una coma.

La diputada Castillo (presidenta), estimó que es mejor conservar la redacción original, ya que es evidente que se está refiriendo a la adopción conjunta.

El Abogado Secretario de la Comisión procedió a leer la nueva redacción de la indicación de la diputada Jiles:

La indicación fue retirada por sus autores.

******************


Indicación N° 137. De las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y de los diputados Carter, Celis (don Ricardo), Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl), para remplazar el inciso cuarto del artículo 35 por el siguiente:


“En caso que dos o más hermanos hayan sido declarados adoptables, deberán ser adoptados por el o los mismos requirentes. Sin perjuicio de lo anterior, si ello no fuere posible, el juez deberá asegurar en forma eficaz y permanente, la continuidad del vínculo fraterno entre ellos.”.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).


Puesto en votación, el artículo 35 (34), en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

*****************

“Artículo 36 (35).- Adoptantes. Podrán ser adoptantes todas las personas capaces mayores de edad que cumplan con los requisitos establecidos por la ley.”.


Indicación N° 138. De la diputada Muñoz, para sustituir la frase “todas las personas capaces mayores de edad que cumplan con los requisitos establecidos por la ley”, por la siguiente: “los cónyuges chilenos o extranjeros, las personas viudas, divorciadas o solteras y que cumplan con los requisitos establecidos por la ley.”.

*****************************

Indicación N° 139. Del diputado Mellado (don Miguel), para agregar a continuación de la palabra “ley”, la siguiente frase: “y que cuenten con una evaluación previa. Dicha evaluación deberá, al menos, dar cuenta de la situación legal, física, sicológica, médica y social de los solicitantes”.

****************


Indicación N° 140. De la diputada Hoffmann, y de los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“Los matrimonios que cumplan con los requisitos exigidos por la ley tendrán preferencia para ser adoptantes.”.


La diputada Castillo (presidenta), recordó que en el artículo 28 ya se aprobó una indicación que impide la discriminación en los adoptantes, mientras que estas nuevas indicaciones son contrarias a su texto. 

Por ende, no sometió a votación las indicaciones anteriores, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296 del Reglamento.


El diputado Saffirio, respecto del artículo propuesto por el Ejecutivo, advirtió que al hablar de “capacidad”, se estaría haciendo referencia a las normas del Código Civil, cuestionando que con ello se esté limitando la adopción sólo para quienes sean capaces en tales términos, sugiriendo establecer que los adoptantes sean todas las personas mayores de edad que cumplan los requisitos del artículo 38 (que pasaría a ser nuevo artículo 37), del propio proyecto de ley. 

La diputada Castillo (presidenta), manifestó entender el fondo de las dudas expresadas por el diputado Saffirio, pero aclaró que la incapacidad estará por defecto determinada conforme al Código Civil.

La Jefa del Departamento de Reinserción Social Juvenil, señora Danae Fuentes, explicó que la capacidad legal que establece el Código Civil sólo excluye los casos de incapacidades absolutas (por ejemplo, interdictos, menores de edad, entre otros). 

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, recordó que los incapaces relativos sí pueden adoptar. 


La diputada Castillo (presidenta) señaló que el artículo 1447 del Código Civil, que define las incapacidades absolutas, dispone:

“Artículo 1447. Son absolutamente incapaces los dementes, los impúberes y los sordos o sordomudos que no pueden darse a entender claramente. Sus actos no producen ni aun obligaciones naturales, y no admiten caución.


Son también incapaces los menores adultos y los disipadores que se hallen bajo interdicción de administrar lo suyo. Pero la incapacidad de las personas a que se refiere este inciso no es absoluta, y sus actos pueden tener valor en ciertas circunstancias y bajo ciertos respectos, determinados por las leyes.


Además de estas incapacidades hay otras particulares que consisten en la prohibición que la ley ha impuesto a ciertas personas para ejecutar ciertos actos.”.

La diputada Cariola manifestó entender la observación, pues efectivamente la definición de incapacidad dada por el Código Civil es bastante arcaica (por ejemplo, incluye a los sordomudos que no pueden darse a entender claramente), en virtud de lo cual estimó que sería más conveniente remitirse a los requisitos del artículo 38 (que sería el nuevo artículo 37).

La diputada Castillo (presidenta), recordó que incluso eliminando esta palabra de la norma propuesta, el juez igual deberá evaluar la capacidad en los términos del Código Civil; asimismo, aclaró que una persona que se expresa mediante lenguaje de señas sí se da a entender claramente, aun cuando se requiera de un intérprete.

El diputado Saffirio, por el mismo razonamiento, insistió en eliminar la palabra “capaces”, sin perjuicio de lo que se aplique en la práctica.

El Subsecretario de Justicia reiteró que la incapacidad aludida es para los casos de incapacidad absoluta. Además, eliminar la palabra no implica evitar que se apliquen las normas del Código Civil.

El diputado Saffirio coincidió en que las normas del Código Civil se aplicarán por su carácter general, más allá de las opiniones personales que se tengan al respecto, lo que no cambia por el hecho de sacar la palabra “capaces”.


Indicación N° 141. De las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y del diputado Saffirio, para eliminar la palabra “capaces”.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y los diputados Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra las diputadas Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea) y Sanhueza. No existieron abstenciones. (7-6-0).


Puesto en votación el artículo 36 (35), fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Romero (en reemplazo del diputado Urruticoechea), Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0)

******************

El diputado Durán (don Eduardo), pidió votar la indicación número 140 presentada por la diputada Hoffmann y los diputados Jürguensen y Urruticoechea.
La diputada Castillo (presidenta), reiteró que tal indicación debe darse por rechazada, porque ya se aprobó la imposibilidad de discriminar.
El diputado Saffirio advirtió que podría existir un problema al eliminar la palabra “capaces”, estimando incluso que el artículo no aportaría nada nuevo, de modo que propuso eliminarlo y aplicar únicamente el artículo 38, que establece los requisitos.
El diputado Sanhueza discrepó de lo anterior, resaltando lo importante que es definir el concepto de adoptante, en forma separada a los requisitos.
El diputado Rocafull propuso continuar con la discusión del artículo 37, efectuando los cambios al artículo 38 en el momento que corresponda.

******************

“Artículo 37 (36).- Guardadores que soliciten adopción. Dentro de las personas a que se refiere el artículo anterior, excepcionalmente deberá considerarse al guardador o guardadores de un programa de acogimiento familiar cuando solicite la adopción de un niño, niña o adolescente sujeto a su cuidado, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que el niño, niña o adolescente que se pretende adoptar no fuere el primero respecto de los cuales el o los guardadores solicitantes ejerciesen su guarda.

b) Que el guardador o los guardadores solicitantes hubieren tenido al niño, niña o adolescente bajo su guarda por un plazo ininterrumpido de, a lo menos, 18 meses. 

c) Que se efectúe, por el Servicio o un organismo acreditado nacional, una evaluación de la familia de acogida. Dicha evaluación deberá, al menos, dar cuenta de la situación legal, física, sicológica, médica y social del niño, niña o adolescente y el desempeño de la guarda por el o los guardadores solicitantes.

d) Que se efectúe la certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente a que se refiere el artículo 39.

Por motivos calificados, el juez podrá prescindir del requisito contemplado en la letra a) del inciso anterior, cuando así lo exigiere el interés superior del niño, niña o adolescente, de lo cual deberá dejar constancia expresa y fundada en la sentencia.”.


Indicación N° 142. Del diputado Soto (don Raúl), para modificar el artículo 37, de la siguiente forma:


A) Eliminar en el inciso primero entre las palabras “anterior” y “deberá”, la palabra “excepcionalmente”.


B) Eliminar la letra a) del inciso primero.

La diputada Cariola, en relación al artículo propuesto por el Ejecutivo, advirtió una contradicción por el hecho de que las familias guardadoras puedan llegar a adoptar en forma distinta a la generalmente establecida para el resto de adoptantes, cuya característica principal es que no conozcan al niño o niña. En tal sentido, pidió al Ejecutivo que detallara los argumentos conforme a los cuales se ha optado por favorecer a los guardadores en dicha manera.
El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, señaló que lo pretendido fue establecer un balance entre la calidad transitoria de las familias guardadoras y el incentivo a la adopción. Por tanto, aclaró que seguirán teniendo un carácter transitorio, pero también es necesario reconocer los casos de familias que han tenido por tres o cuatro años a un mismo niño o niña, con el que han generado fuertes lazos, los que deberían ser reconocidos, aun cuando se trate de cuestiones excepcionales y en tanto se cumplan los requisitos correspondientes.
La Jefa del Departamento de Reinserción Social Juvenil agregó que el plazo de 18 meses se ha establecido justamente en tal sentido, para evitar que los niños sean elegidos por la familia de acogida. Además, esta es una solicitud que se ha planteado pensando en el interés superior del niño o niña. Por último, la familia de acogida igualmente deberá cumplir con los requisitos que fija la ley, como el resto de los postulantes a una adopción.
La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación la indicación del diputado Raúl Soto, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero del Reglamento de la Cámara de Diputados.
En sentido general, manifestó estar a favor de la adopción a ciegas, pero también estimó necesario considerar los casos excepcionales como el de menores que han estado por años con una misma familia guardadora. Como sugerencia, planteó la posibilidad de establecer un plazo mayor a 18 meses, agregando como requisito que se trate de casos calificados.
La diputada Jiles expresó estar en contra de las familias guardadoras como institución, ya que se prestan para situaciones poco claras y cuestionables, transformándose con facilidad en un pequeño negocio o en una fórmula tangencial para adoptar. Asimismo, estimó que esta propuesta del Ejecutivo no es la mejor alternativa de solución, ya que estaría facilitando la adopción de las familias guardadoras, lo que estimó peligroso.
El diputado Sanhueza observó una contradicción en el artículo, pues efectivamente existen casos excepcionales en que un niño ha generado lazos con la familia guardadora, pero también es evidente el potencial riesgo de que ello se transforme en un camino paralelo que permita vulnerar el sistema de adopción ciega. En consecuencia, ambas situaciones se deben sopesar y equilibrar.
La diputada Castillo (presidenta), recordó las aprehensiones sobre el artículo 37, que pasaría a ser nuevo artículo 36, para el cual presentaron una nueva indicación.

*********************


Indicación N° 143. De la diputada Jiles y del diputado Saffirio, para eliminar el artículo 37.

Puesta en votación, la indicación de la diputada Jiles y del diputado Saffirio fue rechazada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola y Jiles, y el diputado Saffirio. Votaron en contra las diputadas Castillo y Muñoz, y los diputados Sebastián Álvarez (en reemplazo del diputado Keitel), Carter, Durán (don Eduardo), Rocafull, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (3-8-0).

******************


Indicación N° 144. De las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, para modificar el artículo 37, de la forma siguiente:


A) En el inciso primero:


i. Agréguese, luego de la palabra “excepcionalmente”, la expresión “y por motivos calificados”. 


ii. Reemplácese la palabra “deberá” por “podrá”.


iii. Reemplácese el literal a), por uno del siguiente tenor: 


“a) El o los guardadores solicitantes solo podrán pedir la adopción del primer niño, niña o adolescente sobre el cual ejerciesen su guarda.”.


iv. En el literal b), reemplácese el guarismo “18”, por “24”.


v. En el literal c), elimínese la frase “o un organismo acreditado nacional”.


B) Suprímase el inciso final.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Sebastián Valenzuela, en términos generales, destacó que estas indicaciones reflejan las distintas opiniones en la materia, recordando como ejemplo el caso del carabinero que actuó como guardador de una menor por largo tiempo y que se negó a entregarla, por el lazo afectivo generado. Al respecto, señaló que las personas que actúan como familias de acogida cumplen requisitos distintos a los de quienes postulan como adoptantes. Sin embargo, hay casos excepcionales en que se generan lazos que, por el interés superior del niño, podrían ser considerados en forma especial, con el cumplimiento de los requisitos que sean pertinentes para evitar que esta figura se desvirtúe. Explicó que el plazo de 18 meses, se ha fijado en base a que este es el tiempo máximo que debería durar la guarda. Estimó curioso que se limite la aplicación de esta excepción sólo para el primer menor que esté siendo guardado. Y en cuanto a la posibilidad de rebajar el plazo para los adolescentes, recordó que en general es complejo que sean adoptados, ya que la mayoría prefiere niños pequeños, de forma tal que podría ser conveniente dar más flexibilidad en tales circunstancias.

El diputado Saffirio manifestó recordar el caso del carabinero antes aludido, lo que en su opinión constituyó el secuestro de un menor, tras lo cual se recurrió a los medios de comunicación para victimizarse, sin que se haya tomado en consideración el interés superior del niño, entendiendo que la capacidad de manipulación la tienen los adultos, cuestión que precisamente se debería evitar. Así, podrían darse las más variadas situaciones, pero a fin de evitar este reenfoque en el adulto y no en el niño, debería eliminarse dicha norma. Por ende, insistió en pedir que se vote la indicación para eliminar el artículo 37 (nuevo 36).

La diputada Castillo (presidenta), recordó que actualmente las familias de acogida están reguladas mediante un reglamento y no por ley, cuestión que debería modificarse. Pero en la práctica, efectivamente son los jueces los que determinan qué es lo que ocurrirá, razón por la cual sería mejor establecer requisitos determinados y específicos, justamente con el objeto de evitar distorsiones. En tal contexto, una mejor alternativa sería establecer trabas y no eliminar el artículo, fijando la excepcionalidad y calificación del caso como requisitos copulativos, además de reemplazar el término “podrá” por “deberá”, restringiendo la posibilidad sólo para el primer menor que se encuentre en tales circunstancias, por un plazo de 24 meses, con el objeto de impedir que se genere una especie de catálogo o casting de potenciales adoptados. Finalmente, propuso eliminar la frase “organismo colaborador habilitado”, suprimiendo también el inciso final, por razones de coherencia.

La diputada Cariola destacó que analizando bien lo que estas situaciones implican, lo cierto es que las familias de acogida deben ser objeto de un debate más profundo, ya que hoy responden sólo a un programa que no está siquiera regulado por ley, lo que demuestra que el real problema de fondo es la existencia misma de esta figura. Por otra parte, consideró poco ético que una familia de acogida pueda elegir al niño o niña que adoptará. Asimismo, de no eliminarse el artículo, debería por lo menos restringirse. En consecuencia, al Ejecutivo, le pidió reevaluar la permanencia de esta modalidad.

La diputada Jiles consultó sobre el número de familias guardadoras. En otro sentido, destacó que en realidad los jueces son renuentes a entregar niños en adopción a las familias de acogida, estimando como un grave error que se abra la puerta a esta especie de camino corto para la adopción, ya que no existe un real beneficio para el niño o niña, entendiendo además que las familias guardadoras pueden ser parte de un proceso de adopción, pero no deberían serlo del menor guardado. Por ende, propuso votar primero la indicación que elimina el artículo y, en subsidio, la siguiente.

El diputado Sanhueza propuso dejar pendiente la votación de este artículo a la espera de mayores antecedentes que pueda aportar el Ejecutivo sobre el funcionamiento del programa de las Familias de Acogida, que involucra diversos matices, sin perjuicio de la primacía del interés superior del niño.

El diputado Rocafull coincidió en que el caso del carabinero fue bastante polémico. Señaló que han existido pocos casos de niños en familias de acogida que han sido objeto de adopción, conforme al anuario del Sename. Por ende, se debería postergar la discusión, no estando a favor de eliminar el artículo, ya que se debería buscar la mejor forma de regularlo, sin limitar la realidad de los hechos.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Valenzuela, aclaró que el programa está regulado por la Ley N° 20.032, específicamente en el artículo 4° denominado “Programa de Familias de Acogida”, aun cuando los detalles están determinados mediante reglamento, que establece tres modalidades diferentes: Programa de familias de acogida simple, Programa de familias de acogida especializada, que depende del tipo de vulneración de derechos del niño, niña o adolescente y Programa familias de acogida para niños, niñas y adolescentes con discapacidad, y cada uno de estos programas tienen distintas bandas de subvención dada la complejidad, lo que va acompañado de la normativa técnica del Sename. A propósito de las estadísticas, señaló que existe solo un caso en el último tiempo de acuerdo al anuario estadístico de Sename, de adopción de un menor por parte de una familia de acogida, lo cual no es extraño ya que se trata de un mecanismo que no está destinado para eso y que actualmente no está regulado. En el caso específico del carabinero, recordó que ello fue objeto de múltiples críticas, pues si bien existió un secuestro y rebeldía de su parte, también permitió un debate que se debería considerar. Por último, estimó que procedería simplemente votar, más allá de los antecedentes que se puedan requerir.

Puesta en votación la indicación de las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Sebastián Álvarez (en reemplazo del diputado Keitel), Durán (don Eduardo), Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra los diputados Carter y Sanhueza. No existieron abstenciones. (9-2-0).

******************


Indicación N°145. Del diputado Durán (don Eduardo), para modificar el artículo 37, en la siguiente forma:
1) Eliminar el literal a).

2) Sustituir el literal b) por el siguiente: “b) Que el guardador o los guardadores solicitantes hubieren tenido al niño, niña o adolescente bajo su guarda por un plazo ininterrumpido de, a lo menos, 6 meses.”.

La indicación fue retirada por su autor.
******************


Indicación N° 146. Del diputado Rocafull, para modificar el artículo 37 en la forma que sigue:
1) Elimínese la letra a), pasando a ser las letras b), c) y d) a ser a), b) y c) respectivamente.

2) Sustitúyase en la letra b) el número 18 por 12.

3) Elimínese el inciso final.


La indicación fue retirada por su autor

*******************


Indicación N° 147. Del diputado Sanhueza, para sustituir en la letra b) del artículo 37, la frase. “de, a lo menos, 18 meses”, por la frase “de, a lo menos, seis meses”.

La indicación fue retirada por su autor
*******************


Indicación N° 148. De la diputada Muñoz, para agregar en la letra b) del artículo 37,a continuación del punto a parte, la frase: “Con todo, tratándose de un adolecente, el juez podrá rebajar el plazo prudencialmente.”.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Sebastián Álvarez (en reemplazo del diputado Keitel), Carter, Durán (don Eduardo), Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).
*******************


Indicación N° 149. Del diputado Soto (don Raúl), para modificar el artículo 37, en la forma siguiente:

A) Eliminar en el inciso primero entre los vocablos “anterior” y “deberá”, la palabra “excepcionalmente”.

B) Eliminar la letra a) del inciso primero.

C) Para eliminar el inciso segundo.

La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación la indicación, letra A) y B), en virtud de lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero del Reglamento de la Cámara de Diputados.

El diputado Soto (don Raúl), retiró la letra C) de la indicación.
*****************


Indicación N° 150. De los diputados Cruz-Coke y Keitel, para modificar el artículo 37 en la siguiente forma:


a)
Eliminar en su inciso primero la palabra "excepcionalmente".


b)
Eliminar en su literal c) la frase "o un organismo acreditado nacional,".


c)
Reemplazar su inciso final por el siguiente:


“Por motivos calificados, el juez podrá prescindir de cualquiera de los requisitos contemplados en las letras a) y b) del inciso anterior, cuando así lo exigiere el interés superior del niño, niña o adolescente, de lo cual deberá dejar constancia expresa y fundada en la sentencia.”.

La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación la indicación de los diputados Cruz-Coke y Keitel, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Puesto en votación, el artículo 37 (36), en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Sebastián Álvarez (en reemplazo del diputado Keitel), Carter, Durán (don Eduardo), Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

********************

 “Artículo 38 (37).- Requisitos. Las personas que deseen adoptar deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Ser mayores de 25 años de edad y menores de 60.

b) Tener una diferencia mínima de 20 años y máxima de 45 años de edad con el adoptado.

c) Haber recibido certificación de contar con las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, de conformidad a lo establecido por el artículo 39 siguiente. 

Por motivos calificados, el juez podrá rebajar o aumentar el requisito de la edad de los adoptantes y de diferencia de edad con el adoptado hasta en 5 años, cuando el interés superior del niño, niña o adolescente lo requiera, de lo cual deberá dejarse constancia expresa y fundada en la sentencia.”.

Indicaciones


Indicación N° 151. Del diputado Coloma, para reemplazar el artículo 38 por el siguiente:


“Artículo 38.- Requisitos. Las personas que deseen adoptar deberán cumplir con los siguientes requisitos:


Ser mayores de 25 años de edad y menores de 60.


Tener una diferencia mínima de 20 años y máxima de 45 años de edad con el adoptado.


Haber recibido certificación de contar con las condiciones generales para la adopción de un niño o adolescente, de conformidad a lo establecido por el artículo 39 siguiente.


Por motivos calificados, el juez podrá rebajar o aumentar el requisito de la edad de los adoptantes y de diferencia de edad con el adoptado hasta en 5 años, cuando el interés superior del niño o adolescente lo requiera, de lo cual deberá dejarse constancia expresa y fundada en la sentencia.


Sin perjuicio de los requisitos anteriores, la adopción se otorgará preferentemente a los cónyuges chilenos o extranjeros con residencia permanente en el país, que tengan dos o más años de matrimonio.


En caso de que no existan cónyuges interesados en adoptar a un menor que cumplan con todos los requisitos legales o que sólo les falte el de residencia permanente en Chile, podrán optar como adoptantes una pareja de convivientes civiles chilenos, siempre y cuando se encuentre compuesta por un hombre y una mujer y ambos cumplan con los requisitos establecidos en el inciso anterior para los cónyuges. 


En ausencia de las personas indicadas en los incisos anteriores, podrá optar como adoptante una persona soltera/ divorciada o viuda, chilena o extranjera con residencia permanente en el país, respecto de quienes se haya realizado la misma evaluación y que cumpla con los mismos rangos de edad y de diferencia de edad con el menor que se pretende adoptar, dándose preferencia al solicitante chileno por sobre el extranjero, salvo que el interés superior del niño o adolescente indique lo contrario, de lo cual deberá dejarse constancia expresa y fundada en la sentencia.”.

La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación la indicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296 del Reglamento.

********************


Indicación N° 152. De la diputada Muñoz, para agregar en el artículo 38, la siguiente letra a), nueva: 


“a) Debe tratarse de personas casadas, solteras, viudas o divorciadas.”.

La diputada Castillo (Presidenta), no sometió a votación la indicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296 del Reglamento.

******************


Indicación N° 153. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para modificar el artículo 38 en la siguiente forma:


A) Reemplácese, en la letra a), el guarismo “60” por “70”.


B) Reemplácese, en la letra b), el guarismo “45” por “52”.

El diputado Sanhueza consultó al Ejecutivo cómo se aplicaría el artículo en discusión en el caso de una pareja que desea adoptar y en que uno de ellos no cumpla con los requisitos.
La diputada Cariola coincidió en la inquietud, pues no correspondería limitar la adopción de una pareja por el hecho de que uno de los integrantes no cumpla los requisitos aludidos.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos señaló que la limitación aplicaría para la pareja en su conjunto, sin perjuicio de que esto podría ser modificado en la forma que se estime conveniente (en la práctica, los jueces incluso tienen la opción de aplicar con flexibilidad esta norma). 
La diputada Castillo (presidenta), propuso incluir estos casos dentro de las excepciones en que el juez prudencialmente pueda acceder a la adopción, bastando con que uno de los adoptantes cumpla los requisitos.
La diputada Jiles destacó el sentido de esta norma, que ha tenido en cuenta el aumento en la expectativa de vida, equilibrado con la necesidad de evitar una re victimización del menor. Por ende, modificar la edad a los 70 permitiría que más personas puedan adoptar, pero con la posibilidad de que el niño o niña tenga una familia por el mayor tiempo posible. En el mismo sentido, recordó que actualmente, cuando se trata de una pareja adoptante en que uno de ellos tiene más edad que la establecida como límite, generalmente el juez lo considera como un caso de excepción, además de que existe la opción de adoptar individualmente. 
La diputada Cariola estimó que en tal situación se afectarían los derechos de filiación, por lo que sería más conveniente especificar que tales límites de edad no se aplicarán, en tanto uno de los miembros de la pareja cumpla el requisito de edad. 
La diputada Jiles comprendió la observación, pero recordó que este proyecto de ley cambia el escenario actual, que permite el reconocimiento posterior del menor adoptado por una persona soltera, siendo en este punto donde se podrían realizar correcciones. 
La diputada Castillo (Presidenta), estimó que este mecanismo permite que la otra persona se salte el procedimiento de adopción, pero no el de edad, de forma tal que es mejor la propuesta de la diputada Cariola.
El diputado Sanhueza coincidió en que se debería tener presente la realidad de los hechos, en que existen parejas con amplia diferencia de edad, siendo suficiente que uno cumpla los requisitos, apoyando la propuesta de la diputada Cariola.
La abogada de la División Jurídica, señora Paula Recabarren, sugirió hablar de “dos personas relacionadas entre sí”.

***********************


Indicación N° 154. De las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y de los diputados Carter, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl), para agregar después de la letra c), el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En el caso de las adopciones solicitadas por dos personas relacionadas entre sí, bastará que uno de los adoptantes cumpla con los requisitos de las letras a) y b).”.

Puestas en votación, las indicaciones 153 y 154, fueron aprobadas por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y los diputados Sebastián Álvarez (en reemplazo del diputado Keitel), Carter, Durán (don Eduardo), Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). Votó en contra la diputada Muñoz. No existieron abstenciones. (10-1-0).

*****************


Indicación N° 155. Del diputado Durán (don Eduardo), para agregar la siguiente letra d):


“d) No presentar las inhabilidades descritas en el artículo 17.”.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Sebastián Álvarez (en reemplazo del diputado Keitel), Carter, Durán (don Eduardo), Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0). 

******************


Indicación N° 156. Del diputado Pardo, para eliminar el inciso final del artículo 38. 

Puesta en votación la indicación, fue rechazada por unanimidad. No existieron votos a favor. Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Sebastián Álvarez (en reemplazo del diputado Keitel), Carter, Durán (don Eduardo), Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (0-11-0).

Puesto en votación el artículo 38 (37), en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Sebastián Álvarez (en reemplazo del diputado Keitel), Carter, Durán (don Eduardo), Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

********************

“Artículo 39 (38).- Certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente. El procedimiento de postulación para obtener la certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, se inicia con la solicitud del o los interesados en adoptar, ante el Servicio o ante un organismo acreditado nacional. En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente.

Dicha certificación será efectuada por el Servicio o el organismo acreditado nacional respectivo y requerirá de la evaluación técnica y jurídica que se realice a quienes postulen a adoptar a un niño, niña o adolescente, considerando en ella sus condiciones generales para desempeñar la parentalidad adoptiva, debiendo resguardar siempre el interés superior del niño, niña o adolescente. Esta evaluación deberá ser realizada por profesionales expertos en el área de adopción y velará por el derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en un ambiente familiar que le brinde afecto y protección y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales. La evaluación deberá tener en consideración al menos, los siguientes criterios:

a) Condiciones de vida para el ejercicio de la parentalidad adoptiva, tales como aquellas referidas a su vida laboral, habitacional, socio-económica, previsional.

b) Vínculos que mantiene con su red sociofamiliar y redes de apoyo.

c) Consideraciones respecto de su salud física y mental, capacidades socioafectivas e historia vincular de apego.

d) Potencial para la parentalidad adoptiva, entendiéndose por tal el conjunto de capacidades para asumir el cuidado, protección y crianza de un niño, niña o adolescente adoptivo.

e) Proyecto adoptivo, incluyendo los factores determinantes de la búsqueda de un niño, niña o adolescente a través de la adopción, junto con la evolución demostrada durante las etapas previas del proceso preadoptivo.

f) Tratándose de dos postulantes relacionados entre sí, se deberá considerar la estabilidad y antigüedad de su relación, su actuar de consuno, y, especialmente, la existencia de un ambiente familiar donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre.

En caso alguno se podrá denegar la certificación por causales que constituyan discriminación arbitraria conforme a lo establecido en la ley. 

Para los fines de la letra d) del inciso segundo del artículo 37, el Servicio evaluará al o los guardadores de un programa de acogimiento familiar interesados en adoptar al niño, niña o adolescente a su cargo. Respecto a la reclamación de dichas evaluaciones, se estará a lo dispuesto en el inciso final de este artículo.

En caso de disconformidad con los resultados de su evaluación, los interesados podrán recurrir ante el Director del Servicio, conforme al procedimiento regulado en el reglamento de esta ley, si la evaluación hubiere sido realizada por un organismo acreditado. Si la evaluación hubiere sido realizada por el Servicio, la reclamación se realizará de conformidad a la Ley N°19.880, que Establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.

Indicaciones


Indicación N° 157. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para reemplazar el artículo 39, por el siguiente:


“Artículo 39.- Certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente. El procedimiento de postulación para obtener la certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, se inicia con la solicitud del o los interesados en adoptar, ante el Servicio o ante un organismo acreditado nacional.


Dicha certificación será efectuada por el Servicio o el organismo acreditado nacional respectivo y requerirá de la evaluación técnica y jurídica que se realice a quienes postulen a adoptar a un niño, niña o adolescente, considerando en ella sus condiciones generales para desempeñar la parentalidad adoptiva, debiendo resguardar siempre el interés superior del niño, niña o adolescente. Esta evaluación deberá ser realizada por profesionales expertos en el área de adopción y velará por el derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en un ambiente familiar que le brinde afecto y protección y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales. La evaluación deberá tener en consideración al menos, los siguientes criterios:


a) Condiciones de vida para el ejercicio de la parentalidad adoptiva, tales como aquellas referidas a su vida laboral, habitacional, o previsional.


b) Vínculos que mantiene con su red sociofamiliar y redes de apoyo.


c) Consideraciones respecto de su salud física y mental, capacidades socioafectivas e historia vincular de apego.


d) Contar con el conjunto de capacidades para asumir el cuidado, protección y crianza de un niño, niña o adolescente adoptivo.


e) Proyecto adoptivo, incluyendo los factores determinantes de la búsqueda de un niño, niña o adolescente a través de la adopción, junto con la evolución demostrada durante las etapas previas del proceso preadoptivo.


f) Tratándose de dos postulantes relacionados entre sí, se deberá considerar la estabilidad y antigüedad de su relación, su actuar de consuno.


En caso alguno se podrá denegar la certificación por causales que constituyan discriminación arbitraria conforme a lo establecido en la ley, teniendo en especial consideración motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación y la apariencia personal.


Para los fines de la letra d) del inciso segundo del artículo 37, el Servicio evaluará al o los guardadores de un programa de acogimiento familiar interesados en adoptar al niño, niña o adolescente a su cargo. Respecto a la reclamación de dichas evaluaciones, se estará a lo dispuesto en el inciso final de este artículo.


En caso de disconformidad con los resultados de su evaluación, los interesados podrán recurrir ante el Director del Servicio, conforme al procedimiento regulado en el reglamento de esta ley, si la evaluación hubiere sido realizada por un organismo acreditado. Si la evaluación hubiere sido realizada por el Servicio, la reclamación se realizará de conformidad a la Ley N°19.880, que Establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.

El Subsecretario de Justicia destacó que si bien el Ejecutivo apoya la adopción por familias en todas las combinaciones posibles, es importante establecer que la pareja no se integre por más de dos personas. Por lo tanto, sería conveniente mantener en el inciso primero, la frase: “En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente.”.
La diputada Castillo (presidenta), coincidió en que efectivamente no se debería eliminar dicha frase, pues se trata de algo que ya fue aprobado antes en iguales términos. De esta forma, sugirió y presentar una nueva redacción y retiró el patrocinio de la indicación.
Las diputadas Cariola y Jiles, y el diputado Soto (don Raúl), también retiraron el patrocinio de la indicación. 

La diputada Castillo (Presidenta), no sometió a votación la indicación, que sólo contaba con el patrocinio de la diputada Marzán, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296 del Reglamento.

. 

******************


Indicación N° 158. De las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, para reemplazar el artículo 39, por el siguiente:


“Artículo 39.- Certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente. El procedimiento de postulación para obtener la certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, se inicia con la solicitud del o los interesados en adoptar ante el Servicio. En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de 2 personas conjuntamente.


Dicha certificación será efectuada por el Servicio y requerirá de la evaluación técnica y jurídica que se realice a quienes postulen a adoptar a un niño, niña o adolescente, considerando en ella sus condiciones generales para desempeñar la parentalidad adoptiva, debiendo resguardar siempre el interés superior del niño, niña o adolescente. Esta evaluación deberá ser realizada por profesionales expertos en el área de adopción y velará por el derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en un ambiente familiar que le brinde afecto y protección y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales. La evaluación deberá tener en consideración al menos, los siguientes criterios:


a)
Condiciones de vida para el ejercicio de la parentalidad adoptiva, tales como aquellas referidas a su vida laboral, habitacional o previsional.


b)
Vínculos que mantiene con su red sociofamiliar y redes de apoyo.


c)
Consideraciones respecto de su salud física y mental, capacidades socioafectivas e historia vincular de apego,


d)
Contar con el conjunto de capacidades para asumir el cuidado, protección y crianza de un niño, niña o adolescente adoptivo.


e)
Proyecto adoptivo, incluyendo los factores determinantes de la búsqueda de un niño, niña o adolescente a través de la adopción, junto con la evolución demostrada durante las etapas previas del proceso preadoptivo.


f)
Tratándose de dos postulantes relacionados entre sí, se deberá considerar la estabilidad y antigüedad de su relación y su actuar de consuno.


En caso alguno se podrá denegar la certificación por causales que constituyan discriminación arbitraria conforme a lo establecido en la ley, teniendo en especial consideración motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación y la apariencia personal.


En caso de disconformidad con los resultados de su evaluación, los interesados podrán recurrir ante el Director del Servicio, de conformidad a la Ley N°19.880, que Establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.


La diputada Jiles preguntó al Ejecutivo la opinión sobre esta nueva redacción, para efectos de darla aprobada por unanimidad.

El Subsecretario de Justicia, señor Ossa, expresó que conservándose la frase original mencionada, sería una indicación conveniente.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y los diputados Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Sebastián Álvarez (en reemplazo del diputado Keitel), Carter, Durán (don Eduardo), y Sanhueza. No existieron abstenciones. (6-5-0).

*******************


Indicación 159. De la diputada Jiles y del diputado Auth, para eliminar en el inciso primero del artículo 39, la frase “En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente.”. 

******************


Indicación N° 160. Del diputado Keitel, para modificar el artículo 39, en la forma siguiente:


A) Suprímase el literal e), pasando el actual literal f) a ser literal e).


B) Suprímase en la letra f), que ha pasado a ser e), la expresión “y antigüedad” y la frase “su actuar de consuno, y, especialmente, la existencia de un ambiente familiar donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre”, incluyendo la coma que le antecede.

*****************


Indicación N° 161. De los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para reemplazar la letra f) del artículo 39 por lo siguiente: 


“f) Tratándose de dos postulantes relacionados entre sí, se deberá considerar la estabilidad y antigüedad de su relación, su actuar de consuno, y, especialmente, la existencia de un ambiente familiar, preferentemente matrimonial, donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre.”.

*****************


Indicación N° 162. Del diputado Schalper, para reemplazar la letra f) del inciso primero del artículo 39 letra, por la siguiente: 


“f) Tratándose de dos postulantes relacionados entre sí, se deberá considerar la estabilidad y antigüedad de su relación, su actuar de consuno, y, especialmente, la existencia de un ambiente familiar donde el niño, niña o adolescente pueda ejercer adecuadamente su derecho a tener un padre y una madre.”. 

******************


Indicación N° 163. Del diputado Mellado (don Miguel), para agregar en la letra f) del artículo 39, a continuación de la frase “entre sí”, la frase “quienes deberán ser siempre un hombre y una mujer,”.

*****************


Indicación N° 164. De la diputada Muñoz, para incorporar en el inciso segundo de la letra f) a continuación de la coma (,) y antes de la expresión “se”, la siguiente frase: “estos deben estar ligados por vínculo matrimonial, que podrá haber sido celebrado en Chile o en el extranjero, siempre y cuando esté constituido por un hombre y una mujer nacidos como tal.”.

***************


Indicación N° 165. De la diputada Jiles y del diputado Auth, para reemplazar en la letra f) la coma (,) a continuación de la palabra “relación”, por la letra “y”, y eliminar “y, especialmente, la existencia de un ambiente familiar donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre.”.

***************

Indicación N° 166. Del diputado Rocafull, para eliminar en el literal f) del artículo 39, la frase “y, especialmente, la existencia de un ambiente familiar donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre”, remplazando la coma (,) que sigue a la palabra “consuno” por un punto final.

****************


Indicación N° 167. Del diputado Díaz, para reemplazar, en el inciso segundo del artículo 39, en su letra f) (primera parte) la frase “ejercer adecuadamente el rol de padre y madre” por la siguiente “se resguarde adecuadamente el interés superior del niño, niña y adolescente”.

***************


Indicación N° 168. Del diputado Sanhueza, para suprimir en la letra f) del artículo 39 letra f), la palabra “adecuadamente”.

****************


Indicación N° 169. Del diputado Durán (don Eduardo), para agregar en el artículo 39, el siguiente literal g):


“g) En la búsqueda del interés superior del niño, niña o adolescente, se procurará que sea adoptado por personas que tiene un lazo de familiaridad o afectividad previa de por lo menos dos años con anterioridad a la solicitud de adopción, certificado bajo declaración jurada. De no ser posible lo anterior, se dará preferencia a matrimonios constituidos por mujer y hombre en Chile o en el extranjero. De no ser posible los casos anteriores, el niño, niña o adolescente podrá ser adoptado por personas viudas, solteras o divorciadas que cumplan los requisitos exigidos por la ley.”.

*******************


Indicación N° 170. De la diputada Muñoz, para eliminar el inciso tercero del artículo 39.

******************


Indicación N° 171. De la diputada Jiles y del diputado Auth, para reemplazar el punto final (.) del inciso segundo de la letra f) por la siguiente frase: “tales como la religión, el origen social, la raza o color, el sexo y la orientación sexual de los solicitantes.”.

****************


Indicación 172. Del diputado Romero, para modificar el artículo 39, de la manera siguiente:

A) Agréguese en el inciso tercero, a continuación del punto, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, para efectos de esta ley no se considerará discriminación arbitraria la denegación de la certificación por la orientación sexual y/o la identidad de género de el o los solicitantes.”.


B) Intercálese en el inciso final, después de la coma (,), a continuación de la palabra “evaluación”, la frase “salvo las excepciones previstas en el inciso tercero de este artículo”.

La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación las indicaciones, números 159 a 172, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero del Reglamento de la Cámara de Diputados.

*****************
Artículo 40 (41).- Fallecimiento de uno de los cónyuges, separación judicial, divorcio. Siempre que concurran los demás requisitos legales, podrá otorgarse la adopción al viudo o viuda, si en vida de ambos cónyuges se hubiere iniciado la tramitación correspondiente, circunstancia que se probará mediante un instrumento emitido por el organismo evaluador que certificó que aquéllos poseían las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente. 

Tratándose de la separación judicial, no podrá concederse la adopción a los cónyuges respecto de los cuales ésta se haya declarado y mientras ella subsista. Del mismo modo, tampoco podrá concederse la adopción en caso de divorcio. 

Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de la adopción por integración a que se refiere el Título V de esta ley, los cónyuges que hubieren iniciado la tramitación de una adopción podrán solicitar que ésta se conceda aún después de declarada su separación judicial o su divorcio, si ello se justifica en función del interés superior del adoptado.

En los casos a que se refieren los incisos 1° y 3° del presente artículo, la adopción se entenderá otorgada a ambos solicitantes.”


Indicaciones


Indicación N° 173. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para reemplazar el artículo 40, por el siguiente:


“Artículo 40.- Fallecimiento de uno de los cónyuges, conviviente civil, persona con quien se mantiene una relación de convivencia, separación judicial, divorcio, y término de acuerdo de unión civil. Siempre que concurran los demás requisitos legales, podrá otorgarse la adopción al viudo o viuda, conviviente civil sobreviviente, o a la persona sobreviviente con quien se hubiere mantenido una relación de convivencia, si en vida de ambos cónyuges, convivientes civiles, o personas que mantuvieran una relación de convivencia, se hubiere iniciado la tramitación correspondiente, circunstancia que se probará mediante un instrumento emitido por el organismo evaluador que certificó que aquéllos poseían las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente.


Tratándose de la separación judicial, no podrá concederse la adopción a los cónyuges respecto de los cuales ésta se haya declarado y mientras ella subsista. Del mismo modo, tampoco podrá concederse la adopción en caso de divorcio o término del acuerdo de unión civil.


Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de la adopción por integración a que se refiere el Título V de esta ley, los cónyuges o convivientes civiles que hubieren iniciado la tramitación de una adopción podrán solicitar que ésta se conceda aún después de declarada su separación judicial, divorcio, o término del acuerdo de unión civil, si ello se justifica en función del interés superior del niño, niña o adolescente adoptado.


En los casos a que se refieren los incisos 1° y 3° del presente artículo, la adopción se entenderá otorgada a ambos solicitantes.”.

**************************


Indicación N° 174. Del diputado Keitel, para modificar el artículo 40, en la siguiente forma: 


a) Agréguese, en el inciso primero, a continuación de la palabra “cónyuges” la expresión “o convivientes civiles”, las dos veces que aparece; 


b) Agregase luego de la palabra “divorcio” la frase “o término del acuerdo de unión civil”; y 


c) Agregase a continuación de la palabra viuda” la expresión “o conviviente civil sobreviviente”.

*****************


Indicación N° 175. Del diputado Rocafull, para modificar el artículo 40 en la forma que se expresa: 

a) Agrégase a continuación de la palabra “cónyuges” la expresión “convivientes civiles o conviviente” las dos oportunidades en la que aparece; 

b) Agrégase luego de la palabra “divorcio” la frase “o término del acuerdo de unión civil”; y 

c) Agrégase a continuación de la palabra “viuda” la expresión “o conviviendo civil sobreviviente”.

*****************


Indicación N° 176. Del diputado Keitel, para agregar en el inciso segundo del artículo 40, a continuación de la palabra “divorcio” la frase “o término de la unión civil”.

***************


Indicación N° 177. Del diputado Rocafull, para agregar en el inciso segundo del artículo 40, a continuación de la palabra “divorcio” la frase “o término de la unión civil”.

***************


Indicación N° 178. Del diputado Keitel, para modificar el inciso tercero del artículo 40, en la siguiente forma: 

a) Agréguese, en el inciso tercero, a continuación de la palabra “cónyuges” la expresión “o convivientes civiles”; 

b) Reemplázase el conectivo “o” por una coma (,); 

c) agrégase luego de la palabra “divorcio” la frase “o el término de la unión civil”; y 

d) agrégase antes de la palabra “adoptado” la frase “niño, niña o adolescente”.

*******************


Indicación N° 179. Del diputado Rocafull, para modificar el inciso tercero del artículo 40, en la forma que sigue: 

a) Agrégase a continuación de la palabra “cónyuges” la expresión “o convivientes civiles”; 

b) Reemplázase el conectivo “o” por una coma; 

c) Agregase luego de la palabra “divorcio” la frase “o el término de la unión civil”; y

d)  Agregase antes de la palabra “adoptado”, la frase “niño, niña o adolescente”.

La Comisión acordó que al ser indicaciones complementarias, serán refundidas y votadas conjuntamente.

Puestas en votación, las indicaciones fueron aprobadas por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y los diputados Sebastián Álvarez (en reemplazo del diputado Keitel), Carter, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), y Sanhueza. No existieron abstenciones. (8-3-0).

*****************

:

“Párrafo 2°

Reglas procesales”


“Artículo 41 (40).- Competencia. Conocerá del procedimiento de adopción el tribunal con competencia en materia de familia que haya conocido del procedimiento de declaración de adoptabilidad. 


Sin perjuicio de lo anterior, el procedimiento de adopción se podrá tramitar ante el tribunal con competencia en materia de familia del lugar de residencia del niño, niña o adolescente cuando este sea dependiente de una Corte de Apelaciones distinta de la que depende el tribunal que pronunció, en primera instancia, la sentencia definitiva en el procedimiento de adoptabilidad. Para estos efectos se considerará que los tribunales con competencia en materia de familia de los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de San Miguel y de Santiago, dependen de una misma Corte.


En el caso señalado en el inciso anterior, cuando el tribunal con competencia en materia de familia deba proveer la solicitud de que trata el artículo siguiente deberá, de oficio, requerir todos los autos y piezas de la causa de adoptabilidad al tribunal que la hubiere sustanciado. El tribunal requerido no podrá denegar la solicitud y deberá remitir los antecedentes solicitados a la brevedad y por la vía más expedita posible.


“Artículo 42 (41).- Requisitos de la solicitud de adopción. El procedimiento se iniciará a solicitud del o los adoptantes, o del Servicio o de un organismo acreditado nacional.


La solicitud debe contener la individualización completa de los solicitantes y un domicilio idóneo para efectos de notificación.


Asimismo, deberán acompañarse los siguientes antecedentes:


a) Copia auténtica de la inscripción de nacimiento del niño, niña o adolescente que se pretende adoptar.


b) Copia autorizada de la resolución judicial ejecutoriada que declara adoptable al niño, niña o adolescente.


c) Certificado que dé cuenta de que el o los solicitantes poseen las condiciones necesarias para la adopción del niño, niña o adolescente de que se trate, emitido por un organismo acreditado o por el Servicio, de conformidad a lo establecido en el artículo 39.


Si los solicitantes no tienen el cuidado del niño, niña o adolescente, podrán requerirlo conjuntamente con la solicitud de adopción. Dicha solicitud será resuelta por el tribunal en la audiencia preparatoria o en la audiencia de juicio.”.

Puestos en votación, ambos artículos fueron aprobados por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Sebastián Álvarez (en reemplazo del diputado Keitel), Carter, Durán (don Eduardo), Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

******************

Artículo 43 (42).- Primeras actuaciones. Una vez verificado el cumplimiento de los requisitos legales y habiéndose declarado admisible la solicitud, el tribunal deberá:

a) Agregar los antecedentes del procedimiento de adoptabilidad.

b) Designar un curador ad litem al niño, niña o adolescente de que se trate. 

No será obstáculo para la declaración de admisibilidad de la solicitud respectiva, el que la persona cuya adopción se solicita haya cumplido la mayoría de edad en el transcurso del procedimiento de adoptabilidad o previo a la presentación de la solicitud de adopción.

c) Citar a los solicitantes, al curador ad litem, y al niño, niña o adolescente a una audiencia preparatoria, la que se llevará a cabo dentro de los 10 días hábiles siguientes, contados desde la fecha de la resolución que declaró admisible la solicitud de adopción. 

Dicha notificación se efectuará personalmente a los solicitantes y al curador ad litem en conformidad a los antecedentes que consten en la solicitud de adopción.”.

Indicaciones


Indicación N° 180. Del diputado Sanhueza, para agregar en la letra b) del artículo 43, a continuación de la palabra “ad litem”, la frase “, cualificado para el cargo”.


La indicación fue retirada por su autor.

******************


Indicación N° 181. De la diputada Muñoz, para reemplazar en la letra b) del inciso primero, del artículo 43, el punto aparte, por una coma (,) y a continuación agregar la siguiente frase: “y que tenga la cualificación profesional adecuada para ejercer dicha función.”.


La indicación fue retirada por su autora.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Sebastián Álvarez (en reemplazo del diputado Keitel), Carter, Durán (don Eduardo), Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

******************

Artículo 44 (43).- Audiencia preparatoria. La audiencia preparatoria tendrá por objeto:

a) Informar a los comparecientes en forma clara y precisa respecto a los alcances y consecuencias de la adopción.

b) Consultar al niño, niña o adolescente que se pretende adoptar, en presencia de su curador, su conformidad o disconformidad respecto a la solicitud adopción, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 11 de esta ley. El adolescente deberá asentir expresamente ante el juez en relación con la posibilidad de ser adoptado; en caso de negativa, terminará el procedimiento.

En caso que el niño o niña manifieste su negativa en relación con la posibilidad de ser adoptado, o cuando el adolescente no manifieste su voluntad, el juez podrá, por resolución fundada, ordenar que continúe el procedimiento, dejando constancia de los motivos invocados por la niña, niño o adolescente, si los hubiere, debiendo haber oído previamente al curador ad litem.

c) Ofrecer, cuando corresponda, los antecedentes que acrediten las ventajas y beneficios que le reportaría al niño, niña o adolescente la adopción por el o los solicitantes.

d) Determinar la realización de diligencias adicionales para mejor resolver, respecto del o los solicitantes o del niño, niña o adolescente de que se trate, en aquellos casos en que el tribunal las estime necesarias para procurar que su decisión se oriente a la mayor realización material y espiritual del niño, niña o adolescente. De dichas diligencias deberá darse cuenta en la audiencia de juicio. 

e) Pronunciarse sobre la solicitud de cuidado personal, si procediere.

Si con los antecedentes expuestos de conformidad a lo señalado en la letra c) del presente artículo, se acreditaren las ventajas y beneficios que la adopción le reporta al niño, niña o adolescente, el tribunal podrá resolver en la misma audiencia preparatoria. En caso contrario, la audiencia de juicio se desarrollará dentro de los 10 días siguientes, quedando los comparecientes citados personalmente por el solo ministerio de la ley.”.

Indicaciones


Indicación N° 182. Del diputado Rocafull, para agregar un nuevo inciso final a la letra b) del artículo 44: 


“Con todo, si durante el procedimiento el niño o niña manifiesta nuevamente su negativa a la posibilidad de ser adoptado, el juez deberá poner término al proceso, dejando constancia de los motivos invocados por el niño o niña, si los hubiere.”. 


El diputado Rocafull explicó que la indicación se establece para el caso de que el niño, niña o adolescente manifieste por segunda vez su oposición a la adopción, lo que implica reconocer el derecho a ser oído, entendiendo que se trata de sujetos y no objetos.


El Subsecretario de Justicia, señor Juan José Ossa, recordó que existen diferentes etapas de discernimiento, según la edad del potencial adoptado, de modo que aun siendo relevante escuchar a los menores, también se debe tener presente que no puede aplicarse el mismo criterio para niños y niñas, que para adolescentes. En este sentido, el Ejecutivo propone una alternativa que da cabida a esta distinción, en forma equilibrada.

El diputado Rocafull advirtió que en la norma propuesta en este proyecto, no se ha considerado el hecho de que las circunstancias del caso deben tenerse en cuenta, ya que no es igual el caso de un niño de 7 años que ha vivido con una familia, que la de aquel que teniendo la misma edad, ha crecido en una institución. Así, la indicación busca escuchar a los niños y no dejar entregado el destino de éstos sólo a la decisión del juez. 

El Subsecretario de Justicia aclaró que no existe evidencia para asegurar que los niños institucionalizados tienen mayor madurez (e incluso, se da la situación inversa).

La diputada Jiles estimó que la indicación resalta el derecho de los niños a ser escuchados, sumado a que la propuesta del diputado Rocafull aduce a una segunda oportunidad en que el menor manifieste su voluntad contra los adoptantes específicos de los que se trate (y no respecto del hecho mismo de la adopción). Esto sería de especial relevancia, en tanto permitiría que el niño, niña o adolescente sea escuchado directamente por el juez, sin presiones, cuestión sumamente necesaria en el contexto actual, en que las Ocas prefieren evitar la adopción para así continuar recibiendo los aportes económicos respectivos. Sin perjuicio de lo anterior, sugirió eliminar la frase “si los hubiere”. 

La diputada Castillo (presidenta), expresó dudas en relación a la frase “el juez deberá”, considerando que sería mejor establecer esta norma como facultativa, cambiando la palabra “deberá” por “podrá”, junto con eliminar la frase “si los hubiere”.

La diputada Marzán señaló estar de acuerdo con la indicación, pues es muy importante identificar los conflictos internos que enfrentan los niños o niñas susceptibles de una adopción, lo que requiere la participación de expertos en la materia.

La diputada Jiles solicitó agregar su patrocinio a la indicación.

El diputado Rocafull destacó la necesidad de no vulnerar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, entre los cuales el derecho a ser oído también debe incluirse, accediendo al patrocinio de la diputada Jiles, además de acoger la propuesta de cambiar la palabra “deberá” por “podrá”, junto con eliminar la frase “si los hubiere”.

En virtud de lo antes expuesto, el diputado Rocafull retiró la indicación, presentándose una nueva, del siguiente tenor:

**************************


Indicación 183. De la diputada Jiles y del diputado Rocafull, para agregar en la letra b) del artículo 44, el siguiente inciso final, nuevo: 


“Con todo, si durante el procedimiento el niño o niña manifiesta nuevamente su negativa a la posibilidad de ser adoptado, el juez podrá poner término al proceso, dejando constancia de los motivos invocados por el niño o niña.”. 


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Celis (don Andrés, en reemplazo del diputado Urruticoechea), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

*****************


Indicación N° 184. De la diputada Muñoz, para suprimir en la letra c) del inciso primero, del artículo 44, la frase: “, cuando corresponda,”.

*********************


Indicación N° 185. Del diputado Sanhueza, para eliminar en la letra c) del artículo 44 la frase “cuando correspondan”.


Puesta en votación, ambas indicaciones fueron aprobadas por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Celis (don Andrés, en reemplazo del diputado Urruticoechea), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (12-0-0).

*****************


Indicación 186 de la diputada Muñoz, para sustituir en el inciso segundo del artículo 44, la frase “podrá resolver” por la expresión “resolverá”.


La diputada Jiles estimó curiosa esta propuesta que implicaría eliminar la etapa de audiencia de juicio, pues resulta sumamente importante para que el tribunal se forme la convicción en base a los antecedentes del caso, estando por ello en contra de la indicación.

La diputada Cariola expresó igualmente preocupación, ya que es mejor dejar la palabra “podrá”.

La diputada Castillo (presidenta), coincidió en que no se deben fijar deberes tan cerrados para los tribunales, estando por rechazar la indicación.

La diputada Muñoz aclaró que esta indicación sólo buscaba favorecer la mayor fluidez del proceso.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría. Votaron a favor la diputada Muñoz, y el diputado Durán (don Eduardo). Votaron en contra las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Carter, Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Se abstuvieron los diputados Celis (don Andrés, en reemplazo del diputado Urruticoechea), y Sanhueza. (2-9-2).

****************


Indicación 187 del diputado Sanhueza, para sustituir en la letra e) del artículo 44 la frase “el tribunal podrá resolver en la misma audiencia preparatoria”, por la frase “el tribunal deberá resolver en la misma audiencia preparatoria”.


El diputado Sanhueza retiró la indicación.

*****************


Puesto en votación, el artículo 44 (43), en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Celis (don Andrés, en reemplazo del diputado Urruticoechea), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).
****************

“Artículo 45 (44).- Potestad relativa al cuidado. El tribunal, en cualquier etapa del procedimiento, podrá poner término al cuidado ejercido sobre el niño, niña o adolescente, por los solicitantes, cuando así lo estime necesario para resguardar el interés superior de aquél. En todo caso, dicho cuidado cesará de pleno derecho si el tribunal denegare la solicitud de adopción, de lo que se dejará constancia en la misma sentencia, la cual dispondrá además la entrega del niño, niña o adolescente a quien el tribunal confíe su cuidado en lo sucesivo.”.


Puesto en votación, el artículo 45 (44), fue aprobado, sin discusión, por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Celis (don Andrés, en reemplazo del diputado Urruticoechea), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

*****************

“Artículo 46 (45).- Audiencia de juicio y convicción del tribunal. La audiencia de juicio se desarrollará en conformidad a lo dispuesto en los artículos 63, 63 bis y 64 de la Ley N° 19.968.

Para conceder la adopción, el tribunal deberá formar su convicción en atención únicamente a los antecedentes que consten en los autos, especialmente en la certificación de que el o los adoptantes poseen las condiciones generales para desempeñar la parentalidad adoptiva y que se ha cumplido con los estándares señalados en los artículos 28 y 39 de la presente ley. Para resolver, velará por el derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en un ambiente familiar que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, debiendo resguardar siempre el interés superior del niño, niña o adolescente.”.


Indicación 188. De los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para intercalar en el artículo 46 entre las frases “ambiente familiar” y “que le brinde afecto”, lo siguiente: “(,) preferentemente matrimonial (,)”.

La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación la indicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296 del Reglamento de la Cámara de Diputados.


Puesto en votación, el artículo 46 (45), fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Celis (don Andrés, en reemplazo del diputado Urruticoechea), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

***************

Artículo 47 (46).- Sentencia de adopción. La sentencia que acoja la adopción ordenará: 

1. Que se remitan los antecedentes a la Oficina del Registro Civil del domicilio de los adoptantes, a fin de que se practique una nueva inscripción de nacimiento del adoptado como hijo de los adoptantes. Esta inscripción deberá efectuarse a requerimiento de uno o ambos adoptantes o por un tercero a su nombre. 

La nueva inscripción de nacimiento del adoptado contendrá las indicaciones que señala el artículo 31 del artículo 3° del D.F.L. N° 1, del año 2000, del Ministerio de Justicia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Registro Civil. 

2. Que se cancele la antigua inscripción de nacimiento del adoptado, tomándose las medidas administrativas conducentes a mantener en reserva su anterior identidad.

3. Que se oficie al Servicio, a fin que proceda a eliminar al adoptado y los adoptantes de los registros a que se refiere el artículo 9° letras a) y b), y proceda a inscribirlos en el registro del artículo 9° letra c).

4. Que el Registro Civil oficie al Ministerio de Educación, una vez practicada la nueva inscripción de nacimiento, a fin de que se eliminen del registro curricular los antecedentes relativos a la filiación de origen del niño, niña o adolescente adoptado y se incorpore en su reemplazo su nueva identidad, sin que puedan vincularse ambas, atendida la reserva de la adopción.

5. Que el Registro Civil oficie al Ministerio de Salud, una vez practicada la nueva inscripción de nacimiento, para que los antecedentes de la ficha clínica y Registro de vacunación del niño, niña o adolescente adoptado, relativos a su filiación de origen, sean remitidos a dicha Secretaría de Estado y reemplazados por aquellos correspondientes a su nueva identidad, conservando la información médica.

6. Que se oficie, a solicitud del o los peticionarios, a cualquier organismo público o privado en el cual pueda encontrarse registrado el adoptado, con su identidad de origen, a fin que se elimine el registro y se remitan todos los antecedentes en que conste dicha identidad, a la Dirección Nacional del Registro Civil. El oficio u oficios referidos serán diligenciados por el o los peticionarios, previa obtención de un certificado que deberá emitir el organismo acreditado nacional, el Servicio o la Dirección Nacional del Registro Civil, señalando que el niño, niña o adolescente ha sido adoptado, por lo que se ha cancelado su inscripción de nacimiento original, sin hacer referencia a su nueva identidad. 

En la sentencia que acoja la adopción deberá constar la opinión manifestada por el niño, niña o adolescente, así como los motivos que el tribunal ha tenido a la vista para decidir conforme a esa opinión o en contra de ella.”.

El Subsecretario de Justicia destacó que esta norma permitiría radicar la carga en el Servicio del Registro Civil, favoreciendo así el desarrollo más expedito del proceso de adopción.


Puesto en votación, el artículo 47 (46), fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Celis (don Andrés, en reemplazo del diputado Urruticoechea), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

*****************

“Artículo 48 (que pasaría a ser 47).- Efectos de la sentencia de adopción. La adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo de los adoptantes, con todos los derechos y deberes recíprocos establecidos en la ley, y extingue sus vínculos de filiación de origen, para todos los efectos civiles, salvo los impedimentos para contraer matrimonio establecidos en el artículo 6º de la ley N° 19.947, que establece nueva ley de matrimonio civil, y los impedimentos para celebrar el contrato de acuerdo de unión civil establecidos en el artículo 9° de la ley N° 20.830, que crea el acuerdo de unión civil, los que subsistirán. Para estos efectos, cualquier persona podrá hacer presente el respectivo impedimento ante el Registro Civil hasta antes de su celebración, lo que dicho Servicio deberá verificar consultando el expediente de adopción, sin perjuicio de la acción de nulidad de matrimonio o del acuerdo de unión civil que pueda ser procedente con posterioridad. 

La adopción producirá sus efectos legales desde la fecha en que quede ejecutoriada la sentencia que la constituye, luego de lo cual deberá inscribirse la adopción.

La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación recibirá los antecedentes del oficial del Registro Civil que haya practicado la inscripción de la adopción.

Cumplida dicha diligencia, la Dirección los enviará al Jefe del Archivo General del Servicio de Registro Civil e Identificación, quien los mantendrá bajo su custodia en sección separada.”.


Indicación N° 189. Del diputado Mellado (don Miguel), para sustituir en el inciso primero del artículo 48 el texto a continuación de la expresión “Para estos efectos,” por el siguiente: “el Registro civil deberá, de oficio, o a petición de cualquier persona, hasta antes de su celebración, verificar, consultando el expediente de adopción, que no existan los impedimentos mencionados con anterioridad, sin perjuicio de la acción de nulidad de matrimonio o del acuerdo de unión civil que pueda ser procedente con posterioridad.”.

La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación la indicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296, inciso tercero del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Puesto en votación, el artículo 48 (47), fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Celis (don Andrés, en reemplazo del diputado Urruticoechea), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (13-0-0).

*****************


Indicación N° 190. De S.E. el Presidente de la República, para incorporar el siguiente artículo 48, nuevo:


“Artículo 48.- Procedimiento excepcional posterior a la sentencia definitiva firme de adopción. Sin perjuicio de haberse constituido la adopción por sentencia firme en conformidad a las reglas anteriores, podrá iniciarse, respecto de un niño, niña o adolescente adoptado, el procedimiento de adoptabilidad en caso de que concurriese cualquiera de las causales establecidas en el artículo 13 de la presente ley, a excepción de la señalada en el literal c), con las siguientes modificaciones a dicho procedimiento:


a)
En su primera resolución, el tribunal procederá en conformidad al artículo 19, pero citará únicamente al solicitante, cuando corresponda, al curador ad litem y a él o a los padres.


b)
El plazo a que se refiere el artículo 25, inciso primero, será de un mes.


c)
La sentencia definitiva será apelable en el solo efecto devolutivo.


d)
El tribunal podrá resolver sobre el cuidado personal del niño, niña o adolescente, en conformidad al artículo 28, desde que la sentencia definitiva hubiere sido notificada a cualquiera de las partes.”.


La diputada Castillo (presidenta), consultó la razón por la cual la sentencia sería apelable en el solo efecto devolutivo.

El Subsecretario de Justicia (S), recordó que lo pretendido en tal caso es que se produzca una nueva adopción, pero sin que sea necesario iniciar todo el proceso desde cero, motivo por el cual sería conveniente aplicar la sentencia en el solo efecto devolutivo.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

**************
Indicación N° 191. De la diputada Jiles, para incorporar el siguiente artículo 49, nuevo:

“Artículo 49. Adopción por personas mayores de edad. Excepcionalmente podrá iniciarse el procedimiento de adopción tratándose de personas mayores de dieciocho y menores de veinticuatro años de edad si a la fecha de presentación de la respectiva solicitud quien o quienes desean adoptar, hubieren permanecido al cuidado de aquella persona durante un tiempo mínimo de cinco años continuos.

Este procedimiento deberá iniciarse de manera conjunta entre quien o quienes pretendan adoptar y la persona mayor de edad que desea ser adoptada.

En estos casos se iniciará inmediatamente el proceso de adopción sin necesidad de efectuar el procedimiento de adoptabilidad consagrado en esta Ley.

Para estos casos no serán aplicables las normas establecidas para determinar la diferencia de edad entre adoptante y adoptado señaladas en el artículo 38, tampoco se requerirá la certificación que exige el artículo 39 ni la designación de curador ad-litem señalada en el artículo 43.”.

El diputado Saffirio destacó que esta propuesta implicaría un cambio sustantivo para la ley de adopción, que hasta el momento ha evitado la posibilidad de una adopción para mayores de edad, buscando proteger el patrimonio del adoptado, lo que sin embargo ya no implica un riesgo, pues ello se puede cumplir igualmente a través de diferentes otros mecanismos. Por tanto, sería una favorable innovación incluir en este proyecto la posibilidad excepcional de la adopción tratándose de mayores de edad, como reconocimiento a los casos en que una persona ha convivido largo tiempo con una familia, sin lograr materializar la adopción antes de cumplirse la mayoría de edad. 

La diputada Muñoz consultó cuál ha sido la regulación de estos casos en otros países. Finalmente, preguntó sobre la excepción del proceso mismo.

El diputado Sanhueza apoyó la propuesta de la diputada Jiles, pues se trata de personas mayores de 18 años, lo que ya da certeza de protección. Por lo mismo, pidió patrocinar también la indicación.

La diputada Jiles expresó agrado por la positiva recepción que ha tenido la indicación, sugiriendo incluso eliminar el límite de edad, junto con aceptar el patrocinio de todos los que así lo deseen. Recordó que en el año 2013 el Ejecutivo reconocía este derecho en el artículo 15 del proyecto de ley, cuestión que extrañamente luego cambió, de modo que sería atingente incluirlo ahora.

La diputada Cariola manifestó su apoyo a la indicación, sumando su patrocinio, y planteando quitar el límite de 24 años. 
El diputado Soto (don Raúl), también valoró la indicación, pero advirtió algunos problemas que podrían darse al eliminar la diferencia de edad, cuestión que estimó debería incorporarse expresamente.
El Subsecretario de Justicia señaló compartir el espíritu de la indicación, pero manifestó igualmente preocupación por lo que ocurriría con los vínculos filiativos que existan en el momento de la adopción para el adoptado. Asimismo, sugirió limitar la edad a los 28, para evitar los efectos planteados por el diputado Raúl Soto, además de que así se permitiría armonizar la norma con la aplicable para la obligación de alimentos.
La diputada Marzán sumó su patrocinio a la indicación.
El diputado Saffirio explicó que los vínculos filiativos serán los mismos que rigen para el caso de menores de edad.
La abogada de la División Jurídica, señora Paula Recabarren, explicó que en este caso, el adulto en muchos casos ya tendrá una filiación determinada, de modo que saltarse el procedimiento de adoptabilidad genera dudas respecto a lo que ocurrirá con la filiación existente.
La diputada Jiles propuso cambiar la edad de 24 a 28 y votar la indicación unánimemente, junto con agregar el patrocinio de todos los presentes. 
La diputada Muñoz manifestó dudas por la falta de diferencia de edad entre adoptante y adoptado, razón por la cual no patrocinó la indicación.

La indicación fue retirada por su autora.

**********************


Indicación N° 192. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Carter, Celis (don Andrés), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl), para agregar el siguiente artículo 49, nuevo:


“Artículo 49. Adopción de personas mayores de edad. Excepcionalmente podrá iniciarse el procedimiento de adopción tratándose de personas mayores de dieciocho y menores de veintiocho años de edad, si a la fecha de presentación de la respectiva solicitud quien o quienes desean adoptar, hubieren permanecido al cuidado de aquella persona durante un tiempo mínimo de cinco años continuos.


Este procedimiento deberá iniciarse de manera conjunta entre quien o quienes pretendan adoptar y la persona mayor de edad que desea ser adoptada.


En estos casos, se iniciará inmediatamente el proceso de adopción, sin necesidad de efectuar el procedimiento de adoptabilidad consagrado en esta Ley.


Para estos casos, no serán aplicables las normas establecidas para determinar la diferencia de edad entre adoptante y adoptado señaladas en el artículo 38, tampoco se requerirá la certificación que exige el artículo 39 ni la designación de curador ad-litem señalada en el artículo 43.”.

Puesta en votación, la indicación que incorpora un nuevo artículo, fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y los diputados Carter, Celis (don Andrés, en reemplazo del diputado Urruticoechea), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra. Se abstuvo la diputada Muñoz. (12-0-1).

**************


Indicación N° 193. Del diputado Rocafull, para sustituir el artículo 49 por los siguientes artículos 49, 49 bis, 49 ter y 49 quáter:

“REVISIÓN DE LAS SENTENCIAS FIRMES


Art. 49.- Causales de revisión. Se podrá solicitar ante la Corte Suprema, la revisión extraordinaria de una sentencia definitiva firme de adopción sólo en los casos siguientes: 


1. Si alguna de las pruebas que constituyeren fundamento decisivo de la resolución impugnada hubiere sido declarada falsa por otra sentencia firme.


2. Si la adopción fue obtenida por medios ilícitos o fraudulentos.


3. En caso de que el adoptado fuere abandonado por el adoptante, cualquiera sea la clase de adopción objeto de la sentencia.


Art. 49 bis.- Legitimación y oportunidad. Podrá solicitar la revisión el adoptado, por sí o por curador ad litem. Tratándose de la causal prevista en los numerales 2 y 3 del artículo anterior, podrá también deducir la revisión cualquier persona capaz de parecer en juicio domiciliada en la provincia.


La solicitud se dirigirá en contra de aquellos que hubieren sido partes en el juicio.


Art. 49 ter.- Oportunidad y tramitación. La revisión sólo podrá solicitarse dentro del plazo de cuatro años contado desde la fecha en que el adoptado, cumplida la mayoría de edad, haya tomado conocimiento del vicio que afecta a la adopción.


La interposición de la solicitud se presentará ante la secretaría de la Corte Suprema la que deberá expresar con precisión su fundamento legal y acompañar copia fiel de la sentencia cuya anulación se solicitare y los documentos que comprobaren los hechos en que se sustenta. Presentada la demanda de revisión, el tribunal conferirá traslado a las otras partes a quienes afecte dicha sentencia por el término común de quince días para que comparezcan a hacer valer su derecho


La solicitud de revisión no suspenderá el cumplimiento de la sentencia que se intentare anular. Podrá el tribunal que conoce del recurso, sin embargo, en vista de las circunstancias y a petición del actor, ordenar que se suspenda la ejecución de la sentencia, siempre que concurran motivos plausibles.


Art. 49 quáter.- Efectos de la Sentencia. La sentencia que dé lugar a la revisión declarará la nulidad de la sentencia objeto de revisión y determinará el estado en que queda el proceso, si correspondiere.”.


El diputado Saffirio recordó que toda la estructura del proyecto bajo discusión ha sido pensada para establecer un procedimiento de adopción que sea lo más expedito posible, para lo cual resultaría mejor la alternativa presentada por el Ejecutivo, ya que si bien la propuesta del diputado Rocafull tiene un objetivo entendible, en la práctica sólo se traduciría en una mayor dilación y encarecimiento del proceso. 

El diputado Rocafull consideró relevante proteger el proceso mismo de la nulidad, respecto de lo cual sería un gran aporte incluir la participación de la Corte Suprema.

El diputado Soto (don Raúl), expresó compartir lo señalado por el diputado Saffirio, pero sí rescató la propuesta del diputado Rocafull en cuanto al punto 3 del artículo 49, referido al caso en que el adoptado es abandonado por el adoptante, consultando la opinión del Ejecutivo en este punto.

El Subsecretario de Justicia llamó a rechazar la indicación, pues lo que se plantea en la indicación ya está protegido en las normas generales, siendo innecesario incluir esta referencia dentro de esta nueva ley sobre adopción. Y en cuanto al caso comentado por el diputado Soto (don Raúl), expresó que correspondería más bien aplicar una medida de protección, lo que hace también innecesaria la propuesta.

La diputada Jiles coincidió con los argumentos del diputado Saffirio, agregando que la Corte Suprema tiene sede en Santiago, lo que dificultaría el acceso a la acción para quienes se encuentran en regiones. Pero en relación a lo manifestado por el diputado Soto (don Raúl), sobre el abandono del adoptado por parte del adoptante, sí estimó beneficioso establecer esta nueva herramienta, ya que permitiría intervenir en aquellas situaciones que, hasta hoy, no tienen solución adecuada, citando como ejemplo el caso de la niña adoptada por un matrimonio extranjero y que fue abandonada en Italia. Así, solicitó al Ejecutivo reconsiderar este aspecto específico.

El diputado Saffirio sugirió incluir en el inciso primero del artículo 49 la frase referida al abandono.

La diputada Castillo (presidenta), apoyó la idea del diputado Saffirio.

El Subsecretario de Justicia solicitó más tiempo para analizar dicha propuesta.


El diputado Soto (don Raúl), advirtió que no correspondería incluir dicha frase en la acción de nulidad, ya que el abandono es posterior, siendo tal vez más adecuado un recurso de revisión.

El Subsecretario de Justicia precisó que ello no correspondería ni con la acción de nulidad ni con la de revisión. Por tanto, habría que analizar otra alternativa, sugiriendo que el tanto el artículo 49 (48), como la indicación del diputado Rocafull, queden pendientes de votación, comprometiéndose a traer una nueva redacción que se someta a la Comisión.


El diputado Rocafull retiró la indicación.

Puesto en votación, el artículo 49 (50) fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

******************


La diputada Castillo pidió el acuerdo para reabrir la discusión del artículo 5°, ya aprobado. 


- Así se acordó. 

Indicación N° 194 (nueva). De las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y de los diputados Rocafull y Saffirio, para reemplazar el inciso primero del artículo 5°, por el siguiente:

“El programa de adopción será diseñado y ejecutado por el Servicio.”.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por falta de quórum de aprobación. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y los diputados Rocafull y Saffirio. Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Moreira (en reemplazo del diputado Carter), y Sanhueza. No hubo abstenciones. (5-5-0).

**********************


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por no alcanzar el quórum de aprobación. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y los diputados Rocafull y Saffirio. Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Moreira (en reemplazo del diputado Carter), y Sanhueza. No existieron abstenciones. (5-5-0).

***************

“Título IV

Procedimientos de adopción internacional

Párrafo 1°

Disposición general”

“Artículo 50 (51).- Procedencia. La adopción internacional sólo procederá con Estados que sean Parte del Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, en adelante el “Convenio”, o con aquéllos con los cuales Chile haya suscrito un tratado sobre adopción, ratificado por ambos y que se encuentre vigente. 

Cuando, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 4° de la presente ley, Chile sea Estado de origen, el niño, niña o adolescente sólo será trasladado al Estado de recepción después de constituirse la adopción en Chile.”.

“Párrafo 2°

Adopción de niños, niñas o adolescentes residentes en Chile por personas residentes en el extranjero”

“Artículo 51 (52).- Legislación aplicable. La adopción de un niño, niña o adolescente residente en Chile, por personas residentes en el extranjero, cualquiera sea su nacionalidad, se constituye en Chile, de acuerdo al procedimiento establecido en el presente Párrafo y se sujetará, además, a las convenciones internacionales que hayan sido ratificadas por Chile y que se encuentren vigentes, en especial, a lo previsto por el Convenio.”

“Artículo 52 (53).- Subsidiaridad de la adopción internacional. La adopción de un niño, niña o adolescente residente en Chile, por personas residentes en el extranjero, sólo procederá a falta de personas interesadas en adoptarlo en conformidad a las reglas de la adopción nacional.

Corresponderá al Servicio certificar lo anterior, sobre la base de los registros contemplados en el artículo 9°, así como de los antecedentes que se acompañen a la solicitud en su caso.”.

La diputada Castillo (presidenta), destacó el carácter esencial de estas tres normas, por lo cual propuso aprobarlas por unanimidad.
El diputado Saffirio precisó que la frase “cualquiera sea su nacionalidad”, contenida en el artículo 51, también debe incluye a los chilenos radicados en el extranjero.

Puestos en votación, los artículos 50, 51 Y 52 (51, 52 y 53) fueron aprobados por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Moreira (en reemplazo del diputado Carter), Rocafull, Saffirio y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (9-0-0).

*****************

“Artículo 53 (54).- Requisitos de los postulantes. Sólo podrá otorgarse la adopción de que trata este Párrafo a las personas no residentes en Chile, sean nacionales o extranjeras, que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 38 de esta ley.

La certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, deberá ser efectuada tanto por la autoridad competente del Estado de recepción, como por el Servicio u organismo acreditado nacional. Se entenderá por autoridad competente del Estado de recepción, a la autoridad central del mismo o al organismo autorizado extranjero, según lo disponga la legislación de dicho Estado.”.


Indicación N° 195. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para reemplazar el artículo 53, por el siguiente:


“Artículo 53 (54).- Requisitos de los postulantes. Sólo podrá otorgarse la adopción de que trata este Párrafo a las personas no residentes en Chile, sean nacionales o extranjeras, que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 38 de esta ley.


La certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, deberá ser efectuada tanto por la autoridad competente del Estado de recepción, como por el Servicio. Se entenderá por autoridad competente del Estado de recepción, a la autoridad central del mismo o al organismo autorizado extranjero, según lo disponga la legislación de dicho Estado.”.


La abogada de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señora Paula Recabarren, estimó que la indicación sería inadmisible, por radicar la certificación en el Servicio y excluir a los organismos acreditados nacionales, cuestión que significaría afectación de recursos, siendo por tanto de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

El diputado Saffirio discrepó de tal observación, pues el Servicio ya tiene la facultad de acreditar, de modo que la indicación solamente inhibiría su delegación en los organismos privados. Además, recordó que ya se han aprobado muchas normas similares.

La diputada Castillo (presidenta), coincidió con lo antes señalado.

El diputado Sanhueza propuso votar la admisibilidad de la indicación.

La diputada Castillo (presidenta), aclaró que le corresponde a la presidenta de la Comisión declarar la admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación.

El diputado Rocafull llamó a ser más consistentes con lo ya aprobado, eliminando a los organismos colaboradores.

La señora Recabarren recordó que la indicación presentada en similar sentido para el artículo 5 fue rechazada, de modo que la actual redacción del proyecto sí sería consistente.

La diputada Castillo (presidenta), aclaró que tal indicación puede ser repuesta en la Sala.

El diputado Saffirio reiteró la importancia de continuar con el criterio acordado por esta Comisión, en cuanto a radicar en el Sename la competencia sobre adopción. En complemento, destacó la reciente aprobación en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de una reforma destinada a incorporar dentro de las garantías del artículo 19 de la Carta Fundamental, los derechos de los niños, niñas y adolescentes, lo que significaría un cambio radical en el tratamiento de la niñez. Por ende, llamó a continuar en esta misma línea de trabajo.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y los diputados Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Moreira (en reemplazo del diputado Carter), y Sanhueza. No existieron abstenciones. (6-5-0).
****************

“Artículo 54 (55).- De la postulación a adopción. La postulación a adopción deberá ser patrocinada por la autoridad competente del Estado de recepción.

La postulación en Chile será presentada ante el Servicio o un organismo acreditado nacional, acompañada de los antecedentes que a continuación se señalan, debidamente apostillados, autenticados, autorizados o legalizados, según corresponda y traducidos al español, en su caso:

a) Certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente emitido por la autoridad competente del Estado de recepción, de conformidad al Convenio y los demás tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. 

b) Certificado de la autoridad de inmigración del Estado de recepción, en que consten los requisitos que el niño, niña o adolescente adoptado debe cumplir para ingresar al mismo.

c) Certificado en que conste la legislación vigente respecto de la forma de adquirir la nacionalidad de los adoptantes, por parte del niño, niña o adolescente, o del actual Estado de residencia de éstos, si es que residen en un país distinto al de su origen.

d) Copia de los documentos de identificación de los postulantes, obtenidos en su país de origen o residencia.

e) Certificados de nacimiento de los postulantes.

f) Informe social emitido por la autoridad competente del Estado de residencia de los postulantes.

g) Informe psicológico otorgado por la autoridad competente del Estado de residencia de los postulantes, conforme a los lineamientos técnicos emanados del Servicio. 

h) Certificados que comprueben la salud física de los postulantes, descartando la presencia de patologías que sean incompatibles o dificulten la crianza de un niño, niña o adolescente. 

i) Certificado emanado de la autoridad competente del Estado de recepción, en que conste la participación de los postulantes en cursos, talleres o instancias similares de asesoramiento y preparación para ejercer la paternidad adoptiva de niños, niñas o adolescentes residentes en Chile. Asimismo, se requerirá un certificado en que conste que el postulante, o al menos uno, en caso de postulaciones conjuntas, hubieren aprobado un curso de español, o una declaración jurada, prestada ante algún Ministro de Fe, que acredite dominio básico del idioma.

j) Certificados de antecedentes penales, con una vigencia no superior a 90 días hábiles contados desde su expedición. 

k) Cualquier otro documento que se requiera para acreditar el cumplimiento de exigencias o condiciones establecidas por la legislación del Estado de residencia de los solicitantes. 

Los documentos consignados en las letras f), g) y h) no podrán tener una antigüedad superior a un año, al cabo de los cuales deberán ser renovados o actualizados, según corresponda.

Una vez recibida la postulación, el Servicio o el organismo nacional acreditado, en un plazo no mayor a treinta días hábiles emitirá un informe técnico-jurídico sobre el cumplimiento de las exigencias contenidas en la presente ley y los convenios internacionales aplicables y, en su caso, procederá a certificar que los postulantes cuentan con las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente residente en Chile, ingresando éstos al respectivo registro, lo cual será comunicado a la autoridad u organismo patrocinante.

La resolución que declare que los postulantes no cuentan con las condiciones generales para la adopción, o que rechazare la postulación por no cumplir los requisitos legales o por resultar los antecedentes presentados insuficientes, deberá ser fundada y en su contra procederán los mecanismos de impugnación previstos en el inciso final del artículo 39.”

Indicaciones


Indicación N° 196. De la diputada Castillo, para incorporar en el artículo 54, letra j), luego de la expresión “antecedentes penales”, la frase “o su equivalente”.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Moreira (en reemplazo del diputado Carter), Rocafull, Saffirio y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (10-0-0).

*****************


El diputado Durán (don Eduardo), para el caso de adopción de extranjeros en Chile, estimó que sería necesario exigir que los documentos sean presentados con traducciones oficiales, en favor de una mayor certeza.

La señora Recabarren señaló que el artículo 54 ya exige presentar los documentos traducidos.

La diputada Jiles coincidió en la observación del diputado Durán sugiriendo redactar una nueva indicación.

El Abogado Secretario de la Comisión procedió a leer una nueva indicación:

***********************


Indicación N° 197. De las diputadas Castillo, Jiles y Muñoz, y de los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Moreira, Rocafull y Sanhueza, para intercalar en el artículo 54, inciso segundo, la frase “con traducciones oficiales”, entre la coma (,) y la expresión “en su caso”.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Moreira (en reemplazo del diputado Carter), Rocafull, Saffirio y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (10-0-0). 

*****************


Indicación N° 198. De las diputadas Cariola y Jiles, y del diputado Saffirio, para eliminar en el artículo 54, inciso segundo, la frase “o un organismo acreditado nacional”.


La diputada Jiles recordó que en el artículo 29 se aprobó eliminar la frase “o el organismo acreditado nacional”, habiéndose acordado además que dicha frase sería eliminada de todos los artículos siguientes que aún no hubieran sido votados, facultando a la Secretaría de la Comisión para tales efectos, sin necesidad de efectuar nuevas indicaciones.

El Abogado Secretario de la Comisión señaló que sería recomendable establecer dicho acuerdo expresamente para la totalidad del proyecto de ley.


El diputado Saffirio sugirió presentar una nueva indicación.

La diputada Castillo (presidenta), señaló que esta indicación permitiría corregir la redacción en los artículos anteriores al 30.

La indicación fue retirada por sus autores.

*****************


Indicación N° 199. De las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y del diputado Saffirio, para eliminar la frase “o el organismo nacional acreditado”, “organismos colaboradores”, u otra equivalente, en todos los artículos en que se utilice.
.


El diputado Saffirio, tras reconsiderar lo anterior, estimó que no sería necesaria una nueva indicación en este momento, sino que procedería votar el artículo 54 y, una vez concluida la votación de las normas que faltan, presentar la referida indicación que adecuaría el texto general. 


En consecuencia, la indicación fue retirada por sus autores.

Puesto en votación, el artículo 54 (55), en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Moreira (en reemplazo del diputado Carter), Rocafull, Saffirio y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (10-0-0).

****************

“Artículo 55 (56).- Tramitación de la adopción. Una vez efectuada la asignación del niño, niña o adolescente declarado adoptable a los postulantes residentes en el extranjero que posean las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente de acuerdo a la certificación efectuada por el Servicio o por un organismo acreditado nacional, la adopción será tramitada ante el tribunal con competencia en materia de familia del domicilio del niño, niña o adolescente, de acuerdo al procedimiento regulado en el Título III de esta ley, con las modificaciones que a continuación se indican:

a) En el caso de los postulantes, deberá tenerse a la vista la documentación exigida por el artículo 54 anterior.

b) La identidad de los postulantes podrá acreditarse mediante un certificado otorgado por el Consulado de Chile en el país respectivo, sujeto, en todo caso, a ratificación ante el tribunal, una vez que éstos comparezcan personalmente a la audiencia preparatoria.

c) La solicitud de adopción deberá ser patrocinada por el Servicio o un organismo acreditado nacional.

d) El tribunal podrá autorizar que el niño, niña o adolescente que se pretende adoptar quede al cuidado personal de los solicitantes, de conformidad al artículo 28, sin que pueda salir del territorio nacional, salvo autorización judicial. 

e) En caso que dos o más niños, niñas o adolescentes que se encuentren en situación de ser adoptados sean hermanos, se procurará que los adopten las mismas personas. Si ello no fuere posible, el juez intentará establecer un régimen comunicacional que permita mantener el vínculo entre ellos.”.

Indicaciones


Indicación N° 200. De la diputada Jiles, para reemplazar la letra e) del artículo 55, por la siguiente:


“e) En caso de que dos o más niños, niñas o adolescentes que se encuentran en situación de ser adoptados sean hermanos, deberán ser adoptados por las mismas personas. Sin perjuicio de lo anterior, si ello no fuere posible, el juez deberá establecer un régimen comunicacional eficaz y permanente que permita mantener el vínculo fraterno entre ellos.”.

La diputada Jiles explicó que esta indicación busca armonizar el texto con la ya aprobada anteriormente respecto de preservar la inseparabilidad de los hermanos, aplicado ahora en el caso de las adopciones internacionales.

La señora Recabarren manifestó el apoyo del Ejecutivo a esta indicación, por la importancia de la inseparabilidad de los hermanos, como elemento esencial en el desarrollo de los niños.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Moreira (en reemplazo del diputado Carter), Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

Puesto en votación, el artículo 55, en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Moreira (en reemplazo del diputado Carter), Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

*************************

La diputada Castillo (presidenta), propuso iniciar la votación concentrada de todos los artículos sin indicaciones, a saber, artículos 58, 59, 60, 61, 65, 66, 70, 71, 1° transitorio, 2° transitorio, 4° transitorio y ARTÍCULO SEGUNDO.

La diputada Jiles consultó si se requiere la lectura de todos los artículos mencionados.
La diputada Castillo (presidenta), estimó que no es necesario, salvo que exista una solicitud expresa de lectura. Ante la falta de tal petición, llamó a continuar con la votación.

“Párrafo 3°

Adopción de niños, niñas o adolescentes residentes en el extranjero por personas residentes en Chile”

“Artículo 58 (59).- Solicitud de adopción de niños, niñas o adolescentes residentes en el extranjero. Las personas con residencia en Chile que deseen adoptar a un niño, niña o adolescente con residencia en el exterior, deberán presentar su solicitud ante el Servicio, o ante un organismo acreditado nacional que haya obtenido autorización para operar en el Estado de origen, con el objeto que se evalúen sus condiciones generales para la adopción y se les proporcione orientación y apoyo de acuerdo a la legislación de dicho Estado, cumpliendo las demás disposiciones del Convenio.

Si la solicitud se realiza ante un organismo acreditado nacional, la propuesta de asignación que este haga, deberá ser previamente autorizada por la autoridad central chilena.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (9-0-0).

********************

“Artículo 59 (60).- Autorización para el traslado del niño, niña o adolescente e inscripción de la adopción. Con el mérito del certificado previsto en el artículo 23 del Convenio, emitido por la autoridad competente del Estado de origen que acredita la conformidad del procedimiento de adopción con las disposiciones del referido instrumento, el Servicio autorizará el traslado a Chile del niño, niña o adolescente de quien se trate. Una vez llegado el adoptado, con el mérito de dicho certificado, así como de la sentencia firme y ejecutoriada que haya otorgado la adopción en el Estado de origen, el Servicio solicitará al Registro Civil que practique la inscripción de nacimiento del niño, niña o adolescente como hijo del o los adoptantes.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (9-0-0).

********************

“Artículo 60 (61).- Efectos de la adopción de niños, niñas o adolescentes residentes en el exterior. Se aplicará al respecto en lo pertinente, lo previsto en los artículos 47, 48 y 49 de la presente ley.

El niño, niña o adolescente podrá adquirir la nacionalidad chilena, si se dan los supuestos previstos en el Capítulo II de la Constitución Política de la República. 

En caso de tratarse de solicitantes extranjeros con residencia en Chile, el Servicio tendrá que verificar, previamente al acuerdo mencionado en el artículo 17 del Convenio, que el niño, niña o adolescente podrá adquirir la nacionalidad de al menos uno de los adoptantes.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (9-0-0).

**********************

“Artículo 61 (62).- Trámites postadoptivos. El o los adoptantes deberán cumplir con los trámites postadoptivos previstos por la legislación del Estado de origen. Serán asesorados para ello por el Servicio o el organismo acreditado patrocinante.

Asimismo, deberán facilitar la información, documentación, entrevistas y visitas domiciliarias que se requieran para la emisión de los informes de seguimiento postadoptivo exigidos por el Estado de origen, antecedentes que deberán ponerse en conocimiento del Servicio.”.

“Título VI

Conservación de información y búsqueda de orígenes
“Artículo 65 (66).- Información sobre la adopción. Cualquier persona mayor de 14 años, actuando por sí o representada por el Servicio o un organismo nacional acreditado, podrá solicitar al Registro Civil que le informe si su filiación es resultado de una adopción. En tal caso, se le deberá indicar la individualización del proceso judicial respectivo.

Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, el Estado, a través del Registro Civil, garantizará la conservación de la información relativa a la identidad de la familia de origen y demás antecedentes vinculados a la adopción.”.

*********************
“Artículo 66 (67).- Información sobre el proceso de adopción y acceso a copias. Aquellas personas cuya filiación es adoptiva de acuerdo a lo informado por el Registro Civil, tendrán derecho a acceder al expediente de su adopción y obtener copias del mismo, de acuerdo a lo prescrito en las siguientes reglas:

a) Respecto de los adoptados que a la fecha de solicitud sean mayores de edad, lo podrán solicitar, directamente o debidamente representados, al Registro Civil.

b) Respecto de los adoptados que a la fecha de solicitud sean mayores de 14 años y no hayan alcanzado la mayoría de edad, lo podrán solicitar debidamente representados por el Servicio o un organismo acreditado nacional.

Excepcionalmente, en casos que exista un interés legítimo, podrán otorgarse copias del expediente de adopción a otros ascendientes del adoptado o sus descendientes, por resolución judicial dictada en un procedimiento no contencioso ante el tribunal con competencia en materia de familia del domicilio del interesado. En este caso, se requerirá la citación del adoptado mayor de edad, a menos que por motivos calificados se establezca lo contrario.”.
*************************

“Párrafo 2°

De los delitos”

“Artículo 70 (71).- Revelación de antecedentes. El funcionario público que revelare antecedentes de que tenga conocimiento en razón de su cargo y que de acuerdo a esta ley son reservados, o permita que otro los revele, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales.

El que, sin tener la calidad de funcionario público, revelare los mismos antecedentes teniendo conocimiento de su carácter de reservados, será castigado con pena de prisión en cualquiera de sus grados y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales.”.

**********************


“Artículo 71 (72).- Obtención fraudulenta de la entrega de un niño, niña o adolescente. El que con abuso de confianza, ardid, simulación, atribución de identidad o estado civil u otra condición semejante, obtuviere la entrega de un niño, niña o adolescente para sí, para un tercero o para sacarlo del Estado con fines de adopción, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales.”.

***********************

“DISPOSICIONES TRANSITORIAS”

“Artículo 1° transitorio.- Entrada en vigencia. El reglamento a que se refiere el artículo 73, deberá ser dictado por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos dentro del plazo de 6 meses contado desde la publicación de la presente ley.

La ley entrará en vigencia transcurridos 3 meses desde la publicación en el Diario Oficial del reglamento a que se refiere el inciso anterior. 

Lo anterior se entiende sin perjuicio de aquellas medidas que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y el Servicio Nacional de Menores deban adoptar previamente para la adecuada ejecución de esta ley y su reglamento.”.

**********************

“Artículo 2º transitorio.- Adopción establecida según las leyes N°s 7.613 y 18.703. Los que tengan la calidad de adoptante y adoptado de conformidad a la ley Nº 7.613 o al régimen de adopción simple de la ley Nº 18.703, continuarán sujetos a los efectos de la adopción previstos en estas leyes.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, esos adoptantes y adoptados, cualquiera sea su edad, podrán acordar que se les apliquen los efectos que establece el inciso primero del artículo 48 de esta ley, de conformidad al siguiente procedimiento: 

a) El pacto deberá constar en escritura pública, que suscribirán el o los adoptantes y el adoptado, por sí mismo o por curador especial, según el caso. Si la adopción se otorgó conforme a la ley Nº 7.613, además deberán prestar su consentimiento las otras personas que señala su artículo 2º, y, en el caso de la adopción simple establecida en la ley Nº 18.703, las personas casadas no divorciadas requerirán el consentimiento de su respectivo cónyuge;

b) El pacto se someterá a la aprobación del juez competente, la que se otorgará luego de que se realicen las diligencias que el tribunal estime necesarias para acreditar las ventajas para el adoptado. Tales diligencias, en el caso de la adopción regulada por la ley Nº 7.613, contemplarán necesariamente la audiencia de los parientes a que se refiere el inciso primero de su artículo 12, si los hay; y, tratándose de la adopción simple que norma la ley Nº18.703, la audiencia de los padres del adoptado siempre que ello sea posible, y 

c) La escritura pública y la resolución judicial que apruebe el pacto deberán remitirse a la oficina correspondiente del Servicio de Registro Civil e Identificación, a fin de que se practique una nueva inscripción de nacimiento del adoptado como hijo del o de los adoptantes, y sólo desde esa fecha producirán efecto respecto de las partes y de terceros.

La adopción constitutiva de estado civil así obtenida será irrevocable. Con todo, el adoptado, por sí o por curador especial y las personas que tengan actual interés en ella, podrán pedir la nulidad de la adopción obtenida por medios ilícitos o fraudulentos.

La acción de nulidad prescribirá en el plazo de cuatro años contado desde la fecha en que el adoptado, alcanzada su mayoría de edad, haya tomado conocimiento del vicio que afecta a la adopción.

Conocerá de la acción de nulidad el juez con competencia en materias de familia del domicilio o residencia del adoptado, en conformidad al procedimiento ordinario previsto en la ley N° 19.968, que crea los juzgados de familia.”.

**********************

“Artículo 4º transitorio.- Procedimientos pendientes. Los procedimientos de susceptibilidad de adopción y de adopción, iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente ley, continuarán tramitándose hasta que su resolución final quede firme o ejecutoriada, conforme a las causales, el orden de prelación y las disposiciones procedimentales de la Ley N°19.620, que dicta norma sobre adopción de menores.

Lo anterior no obstará a que en dichos procedimientos tengan aplicación inmediata los artículos 25, 27, 28, 47, 48, 49 y 56.”.
*************************

“ARTÍCULO SEGUNDO: Introdúzcanse las siguientes modificaciones al Código del Trabajo: 

1) En el inciso segundo del artículo 195, sustitúyase la frase “los artículos 19 y 24 de la ley N° 19.620.” por la siguiente “los artículos 28 y 42 inciso final de la Ley de Adopción.”.

2) En el artículo 199 inciso 2º, intercálase a continuación de la expresión “como medida de protección” la siguiente frase: “o en virtud de lo previsto en los artículos 28 o 42 inciso final de la Ley de Adopción”.

3) Modifíquese el artículo 200 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyense los incisos primero y segundo, por los siguientes, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“La trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad, por habérsele otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal como medida de protección, tendrá derecho al permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis. Además, cuando el menor tuviere menos de seis meses, previamente tendrá derecho a un permiso y subsidio por doce semanas.

En caso que la trabajadora o el trabajador tenga a su cuidado un menor de edad, por habérsele otorgado judicialmente aquél en virtud de lo previsto en los artículos 28 o 42 inciso final de la Ley de Adopción, tendrá derecho al permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis. Además, en estos casos, tendrá derecho a un permiso y subsidio por doce semanas, cualquiera sea la edad de dicho menor de edad.”.

b) Reemplázase el inciso segundo que pasa a ser tercero, por el siguiente:

“A la correspondiente solicitud de permiso, el trabajador o la trabajadora, según corresponda, deberá acompañar necesariamente la resolución judicial o el acta de la audiencia en que se les haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor de edad como medida de protección o en virtud de lo previsto en los artículos 28 o 42 inciso final de la Ley de Adopción.”.

4) En el inciso segundo del artículo 201, incorpóranse las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase la frase “ley N° 19.620” por “Ley de Adopción”.

b) Sustitúyese la frase “al artículo 19 de la ley N° 19.620 o bien le otorgue la tuición en los términos del inciso tercero del artículo 24 de la misma ley” por “al artículo 28 de la Ley de Adopción o bien le otorgue el cuidado de acuerdo al artículo 42 de la misma ley”.

5) En el inciso final del artículo 206, reemplázase la frase “la ley N° 19.620” por “la Ley de Adopción”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (9-0-0).

****************

“Artículo 56 (57).- Trámites posteriores a la sentencia de adopción. Una vez ejecutoriada la sentencia que constituye la adopción, se remitirá el expediente a la oficina del Registro Civil de la comuna de Santiago, para efectos de lo dispuesto en los artículos 47 y 48.

Practicada la nueva inscripción de nacimiento, el Servicio certificará que la adopción internacional constituida en nuestro país, se realizó de conformidad al ordenamiento jurídico nacional.

La autoridad competente del Estado de recepción que patrocinó a los adoptantes será responsable del acompañamiento del proceso de adaptación del niño, niña o adolescente y, en su caso, del reconocimiento o legalización de la adopción en el Estado de residencia de los adoptantes.”.


Indicación N° 201. Del diputado Rocafull, para agregar en el artículo 56, un inciso final, nuevo:


“Con todo, el Estado de Chile, a través del Servicio, será responsable de constatar, de forma periódica, las condiciones y calidad de vida del adoptado, pudiendo para tales efectos destinar funcionarios encargados de realizar visitas a la residencia del niño, niña o adolescente adoptado, de las cuales se levantará acta y se informará al Director Nacional del Servicio, quien deberá adoptar todas las acciones y medidas conducentes en caso de constatar vulneración de derechos.”. 


B) Al artículo 56, para agregar un nuevo inciso final: 


“El Estado de Chile será siempre responsable de velar por el respeto y protección de los derechos del niño, niña o adolescente adoptado conforme a las reglas previstas en el Título IV de la presente ley, debiendo para ello solicitar la remoción de informes periódicos a las autoridades competentes del Estado receptor que patrocinó a los adoptantes que den cuenta de la calidad de vida y condiciones físicas y psicológicas del niño, niña o adolescente. Esta responsabilidad se extenderá hasta que el adoptado o adoptada alcance la mayoría de edad en el Estado receptor.”.

La diputada Castillo (presidenta), declaró inadmisible la indicación.

Puesto en votación, el artículo 56 (57) fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Cariola, Castillo, Jiles, Marzán y Muñoz, y los diputados Carter, Durán (don Eduardo), Keitel y Sanhueza. No existieron votos en contra ni abstenciones. (9-0-0).

****************

“Artículo 57 (58).- De los efectos de la adopción y su nulidad. Los efectos de la adopción y su nulidad serán regulados de conformidad a lo establecido en los artículos 48 y 49.”.


Indicación N° 202. Del diputado Rocafull, para sustituir en el artículo 57 la expresión “nulidad” por “revisión”, y agregar los siguientes guarismos a continuación del número “49”: “49 bis, 49 ter y 49 quáter”.


La diputada Castillo (presidenta), propuso dejar pendiente la votación del artículo y la indicación para después de que se vote la indicación del Ejecutivo correspondiente al artículo 49.

*****************

 “Título V

Adopción por integración”

“Artículo 62 (63).- Adopción por integración. Cuando el niño, niña o adolescente hubiere sido abandonado por uno de sus padres en los términos señalados en el literal e) del artículo 13 de esta ley y su cuidado lo ejerciere el otro junto a su cónyuge, éstos podrán solicitar su integración como hijo.

En caso de que el niño, niña o adolescente tenga filiación determinada sólo respecto al padre o madre que solicita la adopción por integración junto a su cónyuge, se aplicará directamente el procedimiento de adopción previsto en el Título III de la presente ley.”.

Indicaciones


Indicación N° 203. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para reemplazar el artículo 62, por el siguiente:


“Artículo 62 (63).- Adopción por integración. Cuando el cuidado personal de un niño, niña o adolescente fuera ejercido solo por uno de sus padres, podrá solicitarse su integración como hijo por parte de su cónyuge, conviviente civil o con quien tenga una relación de convivencia. Para estos efectos se podrá considerar la eventual situación de abandono del niño, niña o adolescente por parte del padre que no ejerciera su cuidado personal, de acuerdo con lo establecido en el literal e) del artículo 13 de esta ley. Asimismo, durante la tramitación del procedimiento se deberá citar a este último.


En caso de que el niño, niña o adolescente tenga filiación determinada sólo respecto al padre o madre que solicita la adopción por integración, se aplicará directamente el procedimiento de adopción previsto en el Título III de la presente ley.”.

*************************


Indicación N° 204. Del diputado Keitel, para modificar el artículo 62, de la siguiente forma:


A) Agregar en el inciso primero, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o conviviente civil”.


B) Agregar en el inciso segundo, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o conviviente civil”.

************************


Indicación N° 205. Del diputado Rocafull, para agregar en el artículo 62, luego de la palabra “cónyuge” la siguiente frase: “, su conviviente civil o conviviente”.


La diputada Cariola resaltó la importancia de la primera indicación, pues cuando el cuidado de un menor queda en manos de una persona, no debería excluirse ni al conviviente civil ni al conviviente de hecho, siendo por ello más completa que las otras dos indicaciones, aunque estimó que podrían ser fusionadas, pues apuntan hacia la misma dirección. 

El Ministro de Justicia y Derechos Humanos (S), señor Juan José Ossa, expresó entender la intención, estando a favor de incluir a los convivientes civiles, pero no a los convivientes de hecho, pues esto último es más difuso de determinar.


El Subsecretario de Justicia (S), señor Sebastián Valenzuela, complementó lo anterior, destacando que la adopción por integración es un mecanismo acelerado de adopción con características especiales, respecto de lo cual ya se ha aprobado la incorporación del conviviente civil, pero sin extenderlo al conviviente de hecho. En complemento, advirtió que la frase “se podrá considerar” no sería adecuada, pues la norma justamente se refiere a la situación de abandono de un niño, niña o adolescente.

La diputada Muñoz criticó el enfoque de estas indicaciones, que sólo estarían enfocándose en los adoptantes y no en los niños, pues lo que estos han perdido es a un padre y una madre. Por lo demás, cuestionó la estabilidad del vínculo que existe en el caso de los convivientes, a diferencia de la institución milenaria que es el matrimonio.

El diputado Sanhueza consideró que uno de los elementos esenciales al considerar la adopción es la estabilidad que ofrezca la pareja adoptante, aun cuando reconoció que no existe una fórmula única para tales efectos, ya que un matrimonio puede durar menos que una pareja de convivientes civiles. Sin embargo, con el objeto de evitar incertidumbre, se debería privilegiar aquellas alternativas que den más seguridad de estabilidad en el tiempo, coincidiendo con lo expuesto por el Ejecutivo, es decir, considerar sólo a los matrimonios y a los convivientes civiles.

La diputada Castillo (presidenta), señaló que efectivamente la estabilidad no depende del matrimonio, sino que de la relación que exista entre la pareja. Por ende, mediante esta norma se fija un procedimiento concentrado, pero que igual dependerá del veredicto de un tribunal, de modo que no sería necesario excluir las alternativas de convivencia de hecho, ya que esto será debidamente sopesado por el juez de la causa. En consecuencia, sugirió acoger la indicación, pero sustituir la oración “. Para estos efectos se podrá considerar la eventual situación de abandono del niño, niña o adolescente por parte del padre que no ejerciera su cuidado personal, de acuerdo con lo establecido en el literal e) del artículo 13 de esta ley”, por la frase “, en los términos del literal e) del artículo 13”. Por tanto, procedió a leer la nueva redacción de la indicación:
 
La diputada Jiles recordó que ella misma tuvo la posibilidad de adoptar a dos niños con quien es su pololo o pareja desde hace más de 20 años, lo que da muestras de tranquilidad para quienes cuestionan opciones distintas al matrimonio, pues muchas veces dichas fórmulas alternativas al sistema tradicional tienen igual o mayor éxito en la paternidad.


El diputado Sanhueza consultó a la diputada Jiles la edad que tenía ella y su pareja cuando adoptaron a los dos menores.

La diputada Jiles respondió que tenían bastante edad, pero que eso no es lo relevante.

La diputada Muñoz insistió en que habría que enfocarse en los niños y no en los adoptantes, asegurando que si el matrimonio no da estabilidad, mucho menos lo hará el pololeo o la convivencia de hecho. 

La diputada Cariola llamó a no tergiversar la discusión y desarrollarla con seriedad, pues esta Comisión ha buscado poner en el centro a los niños, estimando desleal los dichos expresados por la diputada Muñoz, ya que se alejan completamente de la realidad, recordando que el proyecto de ley ha sido objeto de una larga discusión, en favor de obtener el mejor resultado posible. Cosa distinta es que se tengan diferencias de opinión sobre los tipos de familia posibles, lo que en ningún caso debe servir para intentar llevar a malas interpretaciones. Así, reiteró la necesidad de orientar el debate en lo realmente importante, recordando que la gran mayoría de las familias en nuestro país corresponden a relaciones de convivencia de hecho, formando ella misma parte de esta estadística. Por lo demás, existirá un proceso judicial debidamente reglado, de modo que no se entienden las objeciones planteadas. En consecuencia, lo que se busca es reconocer todos los distintos tipos de familia, precisamente en beneficio de los niños y niñas, llamando al Ejecutivo a reflexionar sobre este punto.

La diputada Marzán cuestionó el ensalzamiento que se realiza del matrimonio, pues al hablar de parejas en convivencia, el foco se pone en los niños, ya que se abren más posibilidades de que sean adoptados.

El diputado Durán (don Eduardo), estimó que se debe realizar una discusión responsable, pues no el que habla más fuerte es el que tiene la razón. En lo personal, manifestó estar representando a un sector de la población que se debe considerar con igual validez, asegurando que el matrimonio es el sistema que da mayores garantías a los niños susceptibles de ser adoptados. Por ende, felicitó a la diputada Jiles, pero recordó que no todos los casos serán iguales, razón por la cual incluir al matrimonio e incluso a la convivencia civil, pero no a la convivencia de hecho.

Puesta en votación la indicación N° 203 fue rechazada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo y Marzán, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Rocafull y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Saffirio, Sanhueza y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron abstenciones. (5-6-0).

******************

Puesta en votación la indicación N° 204 fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo y Marzán, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Saffirio y Sanhueza. Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Rocafull y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). Se abstuvo el diputado Soto (don Raúl). (7-3-1).

*****************


Respecto de la indicación 205, del diputado Rocafull, el diputado Sanhueza estimó que la indicación sería incompatible.

La diputada Castillo (presidenta), señaló que la indicación es complementaria.

El diputado Durán (don Eduardo), recordó el acuerdo previo para rechazar indicaciones similares a otras aprobadas.

La diputada Castillo (presidenta), aclaró que no procede en caso de que sean complementarias.

Puesta en votación, la indicación 205 fue rechazada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo y Marzán, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Rocafull y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Saffirio, Sanhueza y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron abstenciones. (5-6-0).

Puesto en votación, el artículo 62 (63) en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

****************


Indicación N° 206. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Saffirio, para eliminar la frase “organismo colaborador”, “organismo acreditado nacional” u otra expresión equivalente en los artículos 1 a 28 del proyecto.

El Ministro de Justicia y Derechos Humanos (S), señor Juan José Ossa, manifestó dudas respecto a la indicación, pues recordó que una indicación en el mismo sentido presentada para el artículo 5°, ya fue votada y rechazada.
El diputado Saffirio aclaró que no se está reabriendo la discusión de artículos ya aprobados, sino que se trata de una nueva indicación.
El diputado Sanhueza estimó que no procede, pues en tal caso se podría reabrir la discusión y votación de todo el proyecto.
El Abogado Secretario de la Comisión explicó que de conformidad a lo establecido en el artículo 266 del Reglamento de la Corporación es posible “reabrir el debate de una disposición sobre la cual ya se haya cerrado, siempre que del estudio de otra disposición o de la idea del proyecto, aparezca como necesaria esa reapertura, que para ser aprobadas necesitarán, los votos de los dos tercios de los diputados presentes.

La diputada Castillo (Presidenta), en virtud de lo anterior, estimó que sí procede votar la indicación, la que deberá cumplir el quórum exigido de dos tercios.
El Ministro de Justicia y Derechos Humanos (S), insistió en que no se debe confundir la adecuación de normas con la modificación de artículos ya aprobados, pues recordó que en el citado artículo 5° se presentó una indicación similar que fue rechazada, de modo que este nuevo intento iría en contra de la voluntad ya manifestada. 

Puesta en votación, la indicación fue rechazada, por no alcanzar el quórum de dos tercios (9 votos). Votaron a favor las diputadas Castillo y Marzán, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Rocafull y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Saffirio, Sanhueza y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron abstenciones. (6-5-0).

**************

“Artículo 63 (64).- Normas especiales. La adopción por integración se sujetará a las reglas de los procedimientos de adoptabilidad contempladas en el Título II y a las reglas del procedimiento de adopción, contempladas en el Título III. 

Sin perjuicio de lo anterior, se aplicarán las siguientes normas especiales:

a) La solicitud de adoptabilidad deberá ser presentada conjuntamente por los cónyuges que desean integrar al niño, niña o adolescente como hijo.

b) Deberá citarse al padre o madre y, en su caso, a las personas que ejercen el cuidado personal, respecto de quién o quiénes se alegue el abandono del niño, niña o adolescente.

c) Podrá citarse sólo a los ascendientes y colaterales del niño, niña o adolescente hasta el tercer grado inclusive, con el único objeto de formarse convicción acerca del abandono. No será admisible, en caso alguno, oposición de las personas ya mencionadas. 

d) Para dar inicio al proceso de certificación de condiciones generales para la adopción de los postulantes, el niño, niña o adolescente deberá tener un mínimo de 5 años de edad. Asimismo, éste deberá haber vivido con el cónyuge del padre o madre solicitante por un tiempo mínimo de 5 años continuos. Con todo, por motivos calificados fundados en el interés superior del niño, niña o adolescente, el juez podrá rebajar estos plazos.

e) Por motivos calificados, fundados en el interés superior del niño, el juez podrá eximir de los requisitos de edad de los adoptantes y de diferencia de edad con el adoptado señalados en las letras a) y b) del artículo 38 de esta ley.”.

Indicaciones


Indicación N° 207. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para reemplácese el artículo 63, por el siguiente:


“Artículo 63 (64).- Normas especiales. La adopción por integración se sujetará a las reglas de los procedimientos de adoptabilidad contempladas en el Título II y a las reglas del procedimiento de adopción, contempladas en el Título III.


Sin perjuicio de lo anterior, se aplicarán las siguientes normas especiales:


a) La solicitud de adoptabilidad deberá ser presentada conjuntamente por las personas que desean integrar al niño, niña o adolescente como hijo o hija.


b) Deberá citarse al padre o madre y, en su caso, a las personas que ejercen el cuidado personal, así como eventualmente a quién o quiénes se alegue el abandono del niño, niña o adolescente.


c) Podrá citarse sólo a los ascendientes y colaterales del niño, niña o adolescente hasta el tercer grado inclusive, con el único objeto de formarse convicción acerca del abandono. No será admisible, en caso alguno, oposición de las personas ya mencionadas.


d) Para dar inicio al proceso de certificación de condiciones generales para la adopción de los postulantes, el niño, niña o adolescente deberá tener un mínimo de 3 años de edad. Asimismo, éste deberá haber vivido con el cónyuge, conviviente civil o conviviente del padre o madre solicitante por un tiempo mínimo de 3 años continuos. Con todo, por motivos calificados fundados en el interés superior del niño, niña o adolescente, el juez podrá rebajar estos plazos.


e) Por motivos calificados, fundados en el interés superior del niño, el juez podrá eximir de los requisitos de edad de los adoptantes y de diferencia de edad con el adoptado señalados en las letras a) y b) del artículo 38 de esta ley.”.


El diputado Saffirio propuso analizar cada letra de la indicación por separado, estimando que se debería ser más precisos en el lenguaje empleado.

La diputada Castillo (presidenta), apoyó la idea de votar cada letra separadamente, aunque advirtió que los cambios propuestos son únicamente para la letra a) y d) del artículo 63, proponiendo votar primero la letra a) de la anterior indicación, y posteriormente una nueva indicación que reemplace la letra d) referida.

El Subsecretario de Justicia (S) explicó que la integración supone un vínculo filiativo existente, distinto a lo que es la adopción propiamente tal.

Puesta en votación, la letra a) de la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo y Marzán, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Rocafull y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Saffirio, Sanhueza y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron abstenciones. (6-5-0). 

La diputada Castillo (Presidenta), no sometió a votación las letras b), c), d) y e) de la indicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296 del Reglamento.
***************


Indicación N° 208. De las diputadas Castillo y Marzán, y de los diputados Alarcón, Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl), para agregar en la letra d) del artículo 63, después de la expresión “cónyuge”, la frase “o conviviente civil”, antecedida de una coma, y cada vez que se encuentre establecida la misma expresión, desde el artículo 64 hasta el final del proyecto.


El diputado Rocafull preguntó cuál fue el criterio del Ejecutivo para fijar el plazo en 5 años.

La abogada de la División Jurídica, señora Paula Recabarren, explicó que se fijó en base a las reglas relativas a la posesión notoria del estado civil, además de considerar los criterios aplicados por las Cortes de Apelaciones.

Puesta en votación, la indicación para la letra d) del artículo 63, fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo y Marzán, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Sanhueza y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron abstenciones. (7-4-0).
*****************


Indicación N° 209. Del diputado Keitel, para modificar el artículo 63 en la siguiente forma: agregar en la letra a) del inciso segundo, a continuación de la palabra “cónyuges” la expresión “o convivientes civiles”; y luego de la palabra “hijo” agregar la expresión “o hija”.


El diputado Keitel retiró la indicación.

********************


Indicación N° 210. Del diputado Rocafull, para agregar en literal a), del artículo 63, luego de la palabra “cónyuges”, la frase “convivientes civiles o convivientes”.


El diputado Rocafull retiró la indicación.
*******************


Indicación N° 211. Del diputado Keitel, para sustituir en el literal d), inciso segundo, del artículo 63, el guarismo “5” por “2”, las dos veces que aparece; y agregase a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o conviviente civil o conviviente”.


El diputado Keitel retiró la indicación.

*****************


Indicación N° 212. Del diputado Rocafull, para sustituir en el literal d), inciso segundo, del artículo 63, el guarismo “5” por “2”, las dos veces que aparece; y agregase a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o conviviente civil o conviviente”.


El diputado Rocafull retiró la indicación.

*********************

Puesto en votación, el artículo 63 en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

******************

“Artículo 64 (65).- Certificación de contar con condiciones generales para la adopción por parte del cónyuge del padre o madre solicitante. El cónyuge del padre o madre que solicita la adopción por integración del niño, niña o adolescente, deberá contar con el respectivo certificado, de conformidad al artículo 39 de esta ley, debiendo acompañarse en la solicitud de adopción como documento fundante.”.


Indicaciones

Indicación N° 213. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para reemplazar el artículo 64, por el siguiente: 


“Artículo 64 (65).- Certificación de contar con condiciones generales para la adopción por parte del cónyuge del padre o madre solicitante. El cónyuge, conviviente civil, o persona con quien mantenga una relación de convivencia, del padre o madre que solicita la adopción por integración del niño, niña o adolescente, deberá contar con el respectivo certificado, de conformidad al artículo 39 de esta ley, debiendo acompañarse en la solicitud de adopción como documento fundante.”.


La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación la indicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296 del Reglamento. 

******************


Indicación N° 214. Del diputado Keitel, para agregar en el artículo 64, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o conviviente civil”, las dos veces que aparece.


El diputado Keitel retiró la indicación.

****************


Indicación N° 215. Del diputado Rocafull, para agregar en el subtítulo del artículo 64, luego de las dos veces en que aparece la palabra “cónyuge” la frase: “conviviente civil o conviviente”.


El diputado Rocafull retiró la indicación.

******************

Puesto en votación, el artículo 64 (65) fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

*******************

“Artículo 67 (68).- Búsqueda de orígenes. Las personas mayores de 14 años de edad interesadas en iniciar un proceso de vinculación con su familia de origen, deberán ser asesoradas por el organismo acreditado que intervino en la adopción, el Servicio u otro en subsidio. 

En caso de tratarse de adopciones internacionales, también podrá intervenir la autoridad competente del Estado de recepción que actuó como intermediario.”.


Indicación N° 216. Del diputado Sanhueza, para sustituir en el artículo 67, la frase “Las personas mayores de 14 años de edad”, por la frase “Las personas mayores de edad”.

El diputado Sanhueza retiró la indicación.

******************

Puesto en votación, el artículo 67 (68) fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

******************

“Título VII

Prohibiciones y delitos

Párrafo 1°

De las Prohibiciones”

“Artículo 68 (69).- Prohibiciones. Se prohíbe: 

a) La obtención indebida de beneficios económicos, materiales o de otra índole, por parte de las personas, instituciones y autoridades involucradas en el proceso de adopción.

b) A los padres del niño, niña o adolescente, disponer expresamente quién adoptará a su hijo o entregar su cuidado con fines de adopción a terceros, mediando o no un avenimiento o transacción al respecto, salvo que se trate del cónyuge, y se cumplan los demás requisitos que la presente ley establece.

c) Tramitar solicitudes de adopción internacional de niños, niñas o adolescentes residentes en otro Estado, en alguna de las siguientes circunstancias:

i) Cuando el Estado del cual sea nacional o residente el niño, niña o adolescente se encuentre en conflicto bélico o afectado por un desastre natural que impida un correcto funcionamiento de las autoridades encargadas de controlar y garantizar la adopción.

ii) Si por motivos diversos a los contemplados en el literal anterior, no existe en el Estado de origen una autoridad específica que controle y garantice la adopción. 

iii) Cuando en el Estado de origen no se den las garantías adecuadas para la adopción y las prácticas y trámites de la adopción en el mismo no respeten el interés superior del niño, niña o adolescente, o no cumplan los principios jurídicos internacionales. 

d) Promover o facilitar el ingreso a Chile de un niño, niña o adolescente con fines de adopción de forma contraria a lo establecido en la ley. 

e) Reconocimiento de un niño, niña o adolescente por quien no es el padre o la madre biológico, con el objeto de facilitar su posterior adopción por su cónyuge.

Indicaciones


Indicación N°217. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl):


A) Modifíquese el encabezado del Título VII, por uno del siguiente tenor: “Título VII, Prohibiciones, sanciones, y delitos”.


B) Agréguese, en el Párrafo 1° del Título VII, luego de la palabra Prohibiciones, lo siguiente: “y sanciones”.


C) Agréguese, en la letra b) del artículo 68, luego de la palabra cónyuge, lo siguiente: “, o conviviente civil o la persona con la cual mantiene una relación de convivencia,”.


La diputada Castillo (presidenta), declaró inadmisibles las letras A) y B) y no la sometió a votación la letra C) en virtud de lo dispuesto en el artículo 296 del Reglamento.

**********************


Indicación N° 218. De las diputadas Castillo y Marzán, y de los diputados Alarcón, Keitel, Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl), para agregar en el artículo 68 (69), letra b), después de la frase “salvo que se trate”, la frase “de la adopción por integración”. 

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo y Marzán, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo) y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron abstenciones. (8-3-0).

***********************


Indicación N°219. Del diputado Keitel, para modificar el artículo 68, en la siguiente forma:


A) Agregar en la letra b), a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o conviviente civil”.


B) Agregar en la letra e), a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “o conviviente civil”.


La diputada Castillo (presidenta), no sometió a votación la indicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296 del Reglamento.

**************************


Indicación N° 220. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para agregar un nuevo artículo 68 bis, del siguiente tenor: 


“Artículo 68 bis. Sanciones. El Reglamento de esta ley establecerá los procedimientos y sanciones administrativas que se aplicarán en contra de las personas naturales o jurídicas que infrinjan las prohibiciones enumeradas en el artículo anterior.”.


El diputado Rocafull estimó que el nuevo artículo 68 bis propuesto sería inadmisible, ya que fija sanciones sólo para los funcionarios públicos.

El Subsecretario de Justicia (S), sugirió no incluir este nuevo artículo 68 bis, pues el objetivo perseguido ya está cubierto con lo dispuesto en el Estatuto Administrativo, además de referirse a los “organismos acreditados”, que fueron eliminados en gran parte del proyecto de ley. 


La presidenta de la Comisión declaró inadmisible la indicación.

Puesto en votación, el artículo 68 (69) en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0). 

*****************


“Artículo 69 (70).- Vulneración de las prohibiciones. No se dará curso a solicitudes de declaración de adoptabilidad o de adopción, en las que se acredite la concurrencia de alguna de las prohibiciones descritas en el artículo anterior, o se pondrá término a aquellos procedimientos que ya hubieren sido iniciados.


Si el hecho además fuere constitutivo de delito, el tribunal, de oficio, deberá realizar la respectiva denuncia a los organismos competentes.”.


Indicación N° 221. De las diputadas Cariola y Jiles, para agregar en el inciso final del artículo 69, luego del punto seguido que sucede a la palabra competentes, lo siguiente: “Sin perjuicio de esto, toda contraprestación se basará en aranceles públicos en atención a las competencias de cada profesional involucrado.”.


Las diputadas Castillo (presidenta) y Marzán, y el diputado Soto (don Raúl), retiraron su patrocinio a la indicación.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por unanimidad. No existieron votos a favor. Votaron en contra las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron abstenciones. (11-0-0).

Puesto en votación, el artículo 69 (70) fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

******************

“Artículo 72 (73).- Pago o contraprestación. El que solicitare o aceptare recibir para sí o un tercero cualquier clase de pago o contraprestación, por facilitar la entrega de un niño, niña o adolescente, a efectos de alterar la filiación que le corresponde aún antes de su nacimiento, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio y multa de diez a quince unidades tributarias mensuales. En la misma pena incurrirá quien diere, ofreciere o consintiere en dar dicho pago o contraprestación.

De materializarse la entrega en las condiciones descritas en el inciso anterior, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y, si correspondiere, la inhabilidad para ejercer el cuidado personal, la patria potestad y la guarda del niño, niña o adolescente.

Lo dispuesto en el inciso primero, no será aplicable a aquellas personas que legítimamente solicitaren o aceptaren recibir una contraprestación por servicios profesionales que se presten durante el curso de los procedimientos regulados en esta ley, sean éstos de carácter legal, social, psicológico, psiquiátrico, u otros semejantes.”.


Indicación N° 222. Del diputado Pardo, don Miguel,  para eliminar en el artículo 72, inciso tercero, la expresión “u otros semejantes”.

El diputado Saffirio destacó la importancia de este artículo, pues se refiere a una acción destinada a evitar el lucro con los niños, niñas y adolescentes. Considerando esto, apoyó la indicación, ya que las asesorías están asociadas a profesiones específicas, de modo que corresponde eliminar la frase “u otros semejantes”. Pero además, estimó que la multa debería ser mayor, para servir realmente como desincentivo, sugiriendo aumentarla a 150 UTM, sobre lo cual consultó la opinión del Ejecutivo.
El Subsecretario de Justicia (S), coincidió en lo señalado respecto a la indicación del diputado Pardo. En cuanto al aumento de las multas, advirtió que ello podría generar algunos problemas en relación con las multas aplicables para otros delitos similares, sumado a que la pena principal será la privativa de libertad.

La diputada Castillo (presidenta), recordó que la pena corporal tiene posibilidades de no cumplirse, en caso de que operen las reglas de las penas sustitutivas, por lo que el desincentivo económico es más concreto.

La diputada Marzán preguntó qué ocurriría con los casos de salud física, que podrían requerir de otros profesionales no contemplados en la norma.


El diputado Rocafull estimó que la persona interesada en adoptar no debería tener interés en estos exámenes, cuestionando que se pueda recibir contraprestación.

El diputado Durán (don Eduardo), coincidió en lo anterior.

El Subsecretario de Justicia (S), explicó que durante el proceso de adopción se desarrollan distintos servicios requeridos, que suponen la participación de profesionales. Así, la norma sólo busca evitar irregularidades en tal actividad, como por ejemplo, que se pague por informes alterados. Pero es evidente que los profesionales que cumplan correctamente sus labores, deban ser remunerados, siendo en este sentido que se establece expresamente en el inciso final. En cuanto a la observación de la diputada Marzán, sugirió reemplazar los términos “sicológico” y “siquiátrico”, por la frase “referidos a la salud”.

El diputado Saffirio destacó que la norma ya es restrictiva, sugiriendo aprobar la idea de la diputada Marzán.

El diputado Soto (don Raúl), estimó que se debería eliminar el inciso final, pues la persona que presta servicios profesionales legítimamente no incurre en falta, de modo que la frase estaría demás. Asimismo, consideró que la multa es una pena accesoria, siendo importante equilibrarla para que no se transforme en la principal.


La diputada Castillo (presidenta), expresó compartir el criterio del diputado Soto (don Raúl), consultando cuál es el motivo para establecer este tipo de excepción, ya que la norma se aplica para los casos que están fuera de la norma.

El Subsecretario de Justicia (S), aclaró que el inciso final establece que los honorarios legítimamente obtenidos son la excepción, pues de lo contrario, cualquier pago incurriría en la falta del inciso primero. 

El diputado Saffirio expresó entender tal razonamiento, pues no se puede prohibir la contratación de servicios legítimos, ya que de hacerlo se incurriría en una inconstitucionalidad.

Puesta en votación, la indicación del diputado Pardo fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). Votaron en contra la diputada Marzán y el diputado Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (9-2-0).

*****************


Indicación N° 223. Del diputado Saffirio, para reemplazar en el inciso primero del artículo 72, la expresión “de diez a quince unidades tributarias mensuales”, por la frase “de ciento cincuenta unidades tributarias mensuales”.

Puesta en votación la indicación, fue aprobada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). Votó en contra el diputado Soto (don Raúl). Se abstuvo la diputada Castillo. (9-1-1).

******************


Indicación N° 224. De la diputada Marzán, para reemplazar en el artículo 72, la expresión “psicológico, psiquiátrico”, por la frase “o del ámbito de la salud”.

Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0). 

Puesto en votación, el artículo 72 (73) en lo no modificado, fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).
***************

“Título VIII

Potestad reglamentaria”

“Artículo 73 (74).- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos establecerá:

a) La regulación de los subprogramas de adopción en conformidad a lo establecido en el artículo 5° inciso segundo de la presente ley. 

b) El procedimiento para la concesión, denegación, suspensión, revocación, y renovación de la acreditación o autorización de los organismos acreditados nacionales y de los organismos autorizados extranjeros. 

Sin perjuicio de lo anterior, los actos de concesión, denegación, suspensión, revocación, o renovación señalados precedentemente, se dispondrán por resolución fundada del Director o Directora Nacional del Servicio.

c) Las características y funcionamiento de los Registros actualizados que debe mantener el Servicio en conformidad al artículo 9° de esta ley.

d) El procedimiento de certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente a que se refiere el artículo 39, así como la reclamación en caso de disconformidad con los resultados de la evaluación efectuada en el mismo. 

Además, deberá regular la forma de emisión y la vigencia de los certificados otorgados en el procedimiento precedentemente señalado.

e) Las actividades que considera el proceso de búsqueda de orígenes en conformidad al artículo 67.

f) Cualquier otro aspecto necesario para la correcta aplicación de la presente ley.”.


Indicación N° 225. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para modificar el artículo 73, en la siguiente forma:

A) Intercálese, en la letra a) del artículo 73, entre la palabra “regulación” y el adverbio “de”, lo siguiente: “y fiscalización”.

B) Intercálese, en la letra b) del artículo 73, entre la coma (,) que antecede a la palabra revocación, y esta última, lo siguiente: “fiscalización,”.

C) Incorpórese, en el artículo 73, una nueva letra f), pasando la actual a ser letra i) del siguiente tenor: 

“f) Los procedimientos y sanciones administrativas a las que se refiere el artículo 68 bis.”.

D) Incorpórese, en el artículo 73, una nueva letra g) del siguiente tenor: 

“g) La regulación de los aranceles públicos a los que se refiere el artículo 72.”.

E) Incorpórese, en el artículo 73, una nueva letra h) del siguiente tenor: 

“h) Cualquier otro aspecto necesario para la correcta aplicación de esta ley.”.


La diputada Castillo (Presidenta), propuso votar sólo las letras A) y B) de la indicación, junto con el artículo 73 del proyecto. Por ende, no sometió a votación las letras C), D) y E) de la indicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 296 del Reglamento.

Puestas en votación, las letras A) y B) de la indicación, junto con el artículo 73 en lo no modificado, fueron aprobados por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0).

*****************

 “Artículo 3º transitorio.- Organismos acreditados nacionales y autorizados extranjeros. Se entenderá concedida la acreditación o autorización indicadas en los artículos 6° y 7° de esta ley, a los organismos nacionales o extranjeros que a la fecha de su entrada en vigencia, ejecuten programas de adopción o actúen como intermediarios en materia de adopción internacional de niñas, niños y adolescentes, en su caso.”.


Indicación N° 226. De las diputadas Cariola y Jiles, para sustituir el artículo 3° transitorio, por el siguiente:


“Artículo 3º transitorio. Organismos acreditados nacionales y autorizados extranjeros. Se entenderá concedida la acreditación o autorización indicadas en los artículos 6° y 7° de esta ley, a los organismos nacionales o extranjeros que a la fecha de su entrada en vigencia, ejecuten programas de adopción o actúen como intermediarios en materia de adopción internacional de niñas, niños y adolescentes, por el plazo de un año, debiendo posteriormente someterse a las reglas generales de esta ley en materia de autorización o acreditación.”. 


El señor Valenzuela solicitó precisar la indicación, pues estaría demás, considerando que ya se eliminó organismos acreditados.”.


Las diputadas Castillo (presidenta) y Marzán, y el diputado Soto (don Raúl), retiraron su patrocinio. 

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría. Votaron a favor la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Sanhueza y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). Votaron en contra las diputadas Castillo y Marzán, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Rocafull, Saffirio y Soto (don Raúl). No existieron abstenciones. (5-6-0).

Puesto en votación, el artículo 3° transitorio fue aprobado por mayoría. Votaron a favor la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). Votaron en contra las diputadas Castillo y Marzán, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Rocafull y Saffirio. No existieron abstenciones. (6-5-0).

***********************

“ARTÍCULO TERCERO: El mayor gasto fiscal que represente esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente.”.


Indicación N° 227. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl):

- Modifíquese el ARTÍCULO TERCERO, pasando el actual ARTÍCULO TERCERO a ser ARTÍCULO CUARTO, por uno del siguiente tenor: 

“ARTÍCULO TERCERO: Introdúzcase la siguiente modificación al Código Civil: Agréguese en el artículo 33 del Código Civil, luego de la frase “todos los hijos”, lo siguiente: “y estos tienen derecho al reconocimiento legal de sus vínculos familiares, cualquiera sea la composición de su familia.”.


La diputada Castillo (presidenta), explicó que la indicación sería complementaria respecto de todo lo ya aprobado, entendiendo que el principal foco son los niños, niñas y adolescentes. 

El diputado Saffirio estimó que ello no sería necesario, pues la redacción del artículo 179 del Código Civil ya permite aplicar la ley de adopción.

El Subsecretario de Justicia (S), expresó dudas en cuanto a la forma de la indicación, ya que se estaría modificando una regla general contenida en el Código Civil, no referida solamente a la adopción, coincidiendo también con lo expresado por el diputado Saffirio, ya que incluso la indicación estaría alejada de las ideas matrices del proyecto de ley.

La diputada Castillo (presidenta), insistió en la conveniencia de establecer este reconocimiento explícito, aun cuando podría ser mejor establecer el cambio de la frase “vínculos familiares”, por “vínculos filiativos”. En tal sentido, consultó al Ejecutivo sobre la calidad del vínculo filiativo de los hijos adoptados.

La señora Recabarren, asesora del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señaló que el artículo 1° del proyecto en discusión, señalando expresamente que “la adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo respecto del o de los adoptantes en los casos y con los requisitos que la ley establece”, debiendo considerarse además, lo dispuesto en el artículo 179 del Código Civil citado por el diputado Saffirio.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría. Votaron a favor las diputadas Castillo y Marzán, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), y Soto (don Raúl). Votaron en contra la diputada Muñoz, y los diputados Durán (don Eduardo), Keitel, Saffirio, Sanhueza y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). Se abstuvo el diputado Rocafull. (4-6-1).

Puesto en votación, el ARTÍCULO 3° fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor las diputadas Castillo, Marzán y Muñoz, y los diputados Alarcón (en reemplazo de la diputada Jiles), Durán (don Eduardo), Keitel, Rocafull, Saffirio, Sanhueza, Soto (don Raúl), y Van Rysselberghe (en reemplazo del diputado Carter). No existieron votos en contra ni abstenciones. (11-0-0)

*****************

El Ministro de Justicia y Derechos Humanos (S), extendió sus agradecimientos a la Comisión por el arduo trabajo desarrollado y que ha permitido despachar este proyecto de ley tan necesario para nuestro país, más allá de las diferencias que han surgido durante la discusión, expresadas en un contexto de respeto y en favor de obtener la mejor regulación posible. Asimismo, agradeció a los asesores de las diputadas y diputados, así como a la Secretaría de la Comisión, destacando especialmente el rol del Subsecretario de Justicia (S), señor Sebastián Valenzuela, quien ha participado desde el inicio de la tramitación.
El Subsecretario de Justicia (S), recordó el largo tiempo que ha tomado la concretización de este proyecto de ley, agradeciendo igualmente la colaboración de los asesores y de la Secretaría de la Comisión.
La diputada Castillo (Presidenta), destacó los fundamentales avances que incorpora este proyecto de ley, facilitando el proceso de adopción en general, al ampliar las posibilidades de los niños, niñas y adolescentes para ser adoptados.

****************


VII. ARTICULOS E INDICACIONES RECHAZADAS
ARTÍCULOS RECHAZADOS
“Artículo 32.- Manifestación previa al nacimiento. La manifestación a que se refiere el inciso primero del artículo 30 podrá ser efectuada ante el tribunal que corresponda antes del nacimiento del niño o niña. 

Recibida la manifestación de entrega voluntaria, el tribunal ordenará la realización de la audiencia preliminar a la que se refiere el artículo anterior. Luego de efectuarse dicha audiencia, se dispondrá la suspensión del procedimiento hasta después del nacimiento del niño o niña.

En estos casos, necesariamente uno de los manifestantes deberá ser la madre. En caso contrario, el tribunal no admitirá a tramitación solicitud alguna.

Una vez ocurrido el nacimiento, y en un plazo no superior a diez días hábiles, el o los solicitantes deberán acompañar al tribunal un certificado de nacimiento en original del niño o niña. Acompañado dicho documento, el tribunal citará al o los solicitantes, y al padre no solicitante, si lo hubiere, a la audiencia de ratificación de que trata el artículo siguiente, en conformidad a lo dispuesto en el numeral 2) del artículo 31.”.

INDICACIONES RECHAZADAS 

Indicación N° 2.- Del Diputado Romero, para reemplazar el artículo 1° por el siguiente: 

La adopción tiene por objeto velar por el interés superior del niño adoptado/ amparando su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia, formada por un padre y una madre, que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer su necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen. La adopción es siempre subsidiaria. La adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo respecto de los adoptantes en los casos y con los requisitos que la ley establece.
**************************


Indicación N° 3. De la diputada Muñoz, para sustituir el inciso primero del artículo 1°, por el siguiente:

“Artículo 1°.- Adopción. La adopción tiene por objeto restituir el derecho del niño, niña o adolecente a vivir y desarrollarse en el seno de una familia constituida por un padre y una madre que le brinde afecto y los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen. Excepcionalmente y velando por el interés superior del menor, podrán adoptar personas solteras, viudas o divorciadas. Con todo, nunca primará el interés de los adoptantes. La adopción es siempre subsidiaria.”.

Indicación N° 4. Del diputado Pardo, para intercalar en el artículo 1°, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero, el siguiente:

“Se entenderá como interés superior del niño o adolescente, el conjunto de bienes necesarios para el desarrollo integral y la protección de la persona del menor de edad y, en general de sus derechos, que buscan su mayor bienestar.”.
**************************

Indicación Nº 6.- De la diputada Sabat y del diputado Saffirio, para incorporar el siguiente literal c) nuevo, pasando el actual a ser d):

“c) Familia: Conjunto de personas, unidas por un vínculo de afecto, legal, o de consanguinidad, que conviven y poseen un proyecto de vida en común.”.

**************************

Indicación Nº 8.- Del diputado Romero, para agregar una nueva letra d), pasando la actual letra d) a ser e).

“d) Familia: Aquella comunidad que, iniciada o basada en la asociación permanente de un hombre y una mujer destinada a la realización de los actos humanos propios de la generación, está integrada por personas entre las que median relaciones de matrimonio o parentesco.

El parentesco comprenderá hasta el tercer grado en la línea recta y hasta sexto grado inclusive en la línea colateral.

Lo señalado en el inciso anterior se regirá según lo establecido en el artículo 27 y siguientes del Código Civil Chileno en todo lo que no sea contrario a este artículo.”

*****************************

Indicación Nº 9.- De la diputada Hoffmann y del diputado Urruticoechea, para agregar una nueva letra final: 

“e) Familia: Grupo de personas vinculadas entre sí, cualquiera sea su composición, por matrimonio o parentesco.”.

***************************

Nº 11.- De la diputada Hoffmann, y de los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para sustituir el artículo 3º por el siguiente: 
“Artículo 3°.- Características y legislación aplicable. La adopción es una institución de orden público, pura y simple e irrevocable. Los niños, niñas o adolescentes son titulares del derecho a ser adoptados por una familia, preferentemente matrimonial. 

En su constitución y efectos se tendrán en consideración las normas de esta ley, los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Política de la República y leyes nacionales, la Convención Sobre los Derechos del Niño, el Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional y demás tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

En lo relativo a la ley procesal aplicable, además se estará a lo dispuesto en los Títulos II, III, IV y V de esta ley. En subsidio de las normas referidas, serán aplicables las disposiciones contenidas en los Títulos I y III de la ley N° 19.968, que Crea los Tribunales de Familia.”.
**********************
Indicación Nº 14.- De la diputada Cariola, y del diputado Soto (don Raúl), para agregar en el inciso segundo del artículo 3°, luego del punto que prosigue a la expresión “vigentes”, la siguiente oración:

“Asimismo, deberán tenerse en consideración las recomendaciones, estándares, y protocolos asociados a los instrumentos internacionales mencionados con miras al interés superior del niño.”.

*************************

Indicación Nº 16.- De la diputada Muñoz, para sustituir en el inciso segundo del artículo 5° la expresión “resguardar” por “restituir”.

*************************

Indicación Nª 17.- Del diputado Schalper, para reemplazar en el inciso segundo del artículo 5º la palabra “resguardar” por “restituir”.

**************************

Indicación N° 20.- De la diputada Hoffmann y del diputado Urruticoechea, para agregar en el inciso segundo del artículo 5°, "una coma (,) al final de la palabra "familia", y la siguiente oración: “entendida ésta como aquel grupo de personas vinculadas entre sí, cualquiera sea su composición, por matrimonio o parentesco.”.

**************************

Indicación Nº 22. Del diputado Sanhueza, para sustituir en el artículo 5º, la frase “, así como aquellas relativas a intervenciones necesarias para los”, por la oración “y de los niños, niñas y adolescentes”.

*************************

Indicación Nº 24, del diputado Sanhueza, para intercalar en el inciso segundo del artículo 5º, entre las palabras “proceso de” y “búsqueda”, la frase “fortalecimiento de lazos y parentalidad responsable y”.

*************************

Indicación Nº 34 Del diputado Eduardo Durán, para agregar a continuación del literal d) agregar el siguiente literal e):

“e) Registro de adopciones fallidas y un expediente del procedimiento con sus conclusiones”.

***********************

Indicación N° 36. De la diputada Hoffmann, y de los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para sustituir el artículo 9° por el siguiente: 

“Artículo 9.- Registros.  El Servicio deberá mantener a lo menos, los siguientes registros:

a) Registro de personas declaradas adoptables.

b) Registro de personas que poseen certificación de contar con condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, distinguiendo entre aquellos que tengan residencia en Chile y las que residan en el extranjero.

c) Registro de personas a quienes se les haya rechazado previamente una solicitud de adopción, por no contar con condiciones generales para la adopción de un niño o adolecente.

d) Registro de adopciones otorgadas.

e) Registro de organismos acreditados nacionales y de organismos autorizados extranjeros.

Los Registros deberán ser actualizados permanentemente.”.

**********************

Indicación Nº 37. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y de los diputados Keitel, Saffirio y Soto (don Raúl), para reemplazar la letra d) del artículo 9°, y agregar las nuevas letras e), f), y g), siguientes:

e) Registro informático con datos relativos a niños, niñas y adolescentes que hubieren ingresado al sistema de protección.

g) Registro de profesionales y técnicos idóneos para ejercer la dirección, administración y/o ejecución de organismos y programas en materia de adopción.”.

*************************

Indicación N° 42.- De la diputada Muñoz, para agregar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el juez deberá consignar en el procedimiento si el menor manifestó su preferencia respecto de quienes desea como adoptantes. Dicha manifestación será especialmente considerada al momento de otorgar en adopción al menor.”.

****************************

Indicación N° 43.- Del diputado Sanhueza, para insertar en el inciso tercero del artículo 11, entre la palabra “expresar” y la frase “su conformidad”, la siguiente frase “su voluntad de ser adoptado por un padre y una madre, y”.

*******************

Indicación N° 44.- Del diputado Durán (don Eduardo), para agregar al final del inciso tercero del artículo 11, la expresión: “Siendo su opinión vinculante con la decisión final del juez.”.

**************************

Indicación Nº 45 De la diputada Hoffmann y de los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para agregar en el artículo 11 el siguiente inciso final:

“Si el niño, niña o adolescente manifiesta su voluntad de tener un padre y una madre, el juez deberá considerarlo en forma preferente.”.

***********************

Indicación N° 46. Del diputado Sanhueza, para agregar en el artículo 11, el siguiente inciso final:

“En caso de que el niño, niña o adolescente no pueda expresarse o darse a entender claramente, ya sea por razones físicas o psicológicas, su derecho a ser oído debe ser salvaguardado por el tribunal, proporcionándole un curador ad litem especializado en materia de vulneración de derechos y adopción, el cual debe permanecer con el niño, niña o adolescente hasta el término del procedimiento de adopción, salvo impedimento grave, el cual debe ser puesto en conocimiento a la brevedad ante el tribunal que este conociendo de la causa.”.

**********************

Indicación N° 47. De la diputada Hoffmann, y de los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para agregar el siguiente artículo 11 Bis, nuevo: 

“Artículo 11 Bis. Derecho preferente del niño, niña o adolescente a tener un padre y una madre. Si el niño, niña o adolescente manifiesta su voluntad de tener un padre y una madre, ' el juez deberá considerarlo en forma preferente, dejando expresa constancia de ello, y asegurándose en todo momento por proteger su interés superior.”.

*************************

Indicación N° 48. Del diputado Schalper, para agregar nuevo artículo 11, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 11. Derecho del niño, niña y adolescente a tener un padre y una madre. El bien superior de niños, niñas y adolescentes incluye que puedan ejercer su derecho a tener un padre y una madre. Así, los procedimientos establecidos en la presente ley deben favorecer primariamente y en la medida de lo posible un ambiente familiar que permita el ejercicio de este derecho.

El hecho de que durante el procedimiento de adoptabilidad se considere este criterio como determinante no constituirá un acto de discriminación arbitraria, sino una distinción razonable que permitirá al juez velar por el interés superior del niño, con el objeto de que se cumpla del mejor modo posible la finalidad de la adopción que consagra esta ley en su artículo 35.”. 

**********************


Indicación Nº 50. Del diputado Schalper, para reemplazar la letra a) del artículo 13, por la siguiente:


“a) Imposibilidad de ambos padres y demás miembros de la familia de origen hasta el cuarto grado de consanguinidad, de ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente, respecto de quien se ha decretado la medida de protección de separación de su familia.”.

**************************


Indicación Nº 51. Del diputado Sanhueza, para agregar en la letra a) del artículo 13, a continuación de la palabra “consanguineidad”, la frase “en línea colateral”.

***************************


Indicación Nº 52.- Del diputado Mellado (don Miguel), para reemplazar la actual letra i) de artículo 13 por lo siguiente: 


“i) Cuando habiéndose vulnerado los derechos del niño, niña o adolescente por parte de ambos padres o de algún miembro de la familia de origen, según corresponda y habiéndose realizado la intervención por el programa destinado a fortalecer sus habilidades parentales y de crianza, se mantuviere la imposibilidad para ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente.”.

Indicación Nº 53. Del diputado Romero, para modificar el artículo 13, de la siguiente forma:

C) Sustituir la letra i) del artículo 13, por el siguiente: 

“i) Cuando habiéndose vulnerado los derechos del niño, niña o adolescente por parte del padre, madre o de algún miembro de la familia de origen, según corresponda y habiéndose realizado la intervención por el programa destinado a fortalecer sus habilidades parentales y de crianza, se mantuviere para ejercer el cuidado del niño.”.

D) Reemplácese, en la letra i), la expresión “sus habilidades parentales y de crianza” por la de: “su paternidad y maternidad”.

*************************


Indicación Nº 54.- Del diputado Mellado (don Miguel), para reemplazar la letra ii) del artículo 13 por la siguiente:


“ii) Cuando, habiéndose decretado la derivación de los padres o de algún miembro de la familia de origen a un programa distinto al señalado en el literal anterior, destinado a superar la imposibilidad de aquellos para el ejercicio del cuidado del niño, niña o adolescente, habiéndose realizado la intervención por dicho programa, se mantuviere la imposibilidad para ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente.”.
*************************


Indicación Nº 55.- Del diputado Romero, para sustituir la letra ii), por la siguiente:


“ii) Cuando, habiéndose decretado la derivación de los padres o de algún miembro de la familia de origen a un programa distinto al señalado en el literal anterior, destinado a superar la imposibilidad de aquellos para el ejercicio del cuidado del niño o adolescente, habiéndose realizado la intervención por dicho programa, se mantuviere la imposibilidad para ejercer el cuidado del menor.”.
***************************


Indicación Nº 56. De la diputada Muñoz, para agregar en el numeral ii), de la letra a), del inciso primero, a continuación de la expresión “concurrieran” la frase “de forma reiterada”.

*************************


Indicación Nº 57 Del diputado Schalper, para agregar en el número ii), de la letra a), del artículo 13, la expresión “en forma reiterada”, después de la palabra “concurrieran”.

**************************


Indicación Nº 58 Del diputado Schalper, para reemplazar la letra b) del artículo 13 por la siguiente: 


“b) En el caso de niños y niñas, cuando ambos padres manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción. Bastará con la manifestación de intención de uno. Sólo de los padres en los siguientes cuatro casos: que el otro progenitor se encuentre fallecido; que haya hecho abandono del hijo en los términos de la letra e) del artículo 13; que sea sujeto de algunas de las inhabilidades para ser adoptante señaladas en el artículo 17; o que el padre del niño haya estado inubicable por la madre de éste durante el período de gestación, y esta última manifieste, en algún momento dentro de los primeros seis meses siguientes al parto, su intención de entregar a su hijo en adopción.”.
*************************

Indicación Nº 60. Del diputado Schalper, para reemplazar la letra d) del artículo 13 por la siguiente: 


“d) En el caso de orfandad de ambos padres y de que el niño, niña o adolescente no tenga familia de origen hasta el cuarto grado de consanguinidad, que pueda ejercer su cuidado.”.
¨***********************


Indicación Nº 61. De la diputada Muñoz, para sustituir en la letra e) la frase “quien, junto a su cónyuge, desean integrarlo como hijo” por la siguiente: “este solo podrá integrarlo como hijo a su nueva familia si se encuentra ligado por vínculo matrimonial”.

***********************


Indicación Nº 62. De los diputados Díaz y Rocafull, para agregar, en la letra e), a continuación de la frase “junto a su cónyuge”, la expresión “o conviviente civil”.
*********************


Indicación Nº 63. Del diputado Durán (don Eduardo), para agregar en el literal e), luego de la palabra “cónyuge”, la siguiente oración: “o su conviviente civil de distinto sexo biológico”.
**********************

Indicación Nº 64 De la diputada Jiles y del diputado Auth, para eliminar en la letra e), la coma (,) que sigue a la palabra “cónyuge”, y agregar la frase “o conviviente civil,”.
**********************


Indicación Nº 65.- Del diputado Keitel, para agregar en el literal e), a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o conviviente civil”, antes de la coma.
**************************


Indicación Nº 66.- Del diputado Rocafull, para agregar en el literal e) luego de la palabra “cónyuge” lo siguiente: “, su conviviente civil o conviviente”.
*********************************


Indicación Nº 67.- Del diputado Sanhueza, para modificar la letra e) del inciso 1º del artículo 13, en la forma siguiente:


A) Sustituir el número “2” por la frase “dos”.


B) Para agregar  a continuación de la frase “, se entenderá por abandono la falta de contacto personal y continuo por al menos 2 años”, la frase “imputable o sin causa justificada, ya sea por motivos de trabajo en otra región, o similar.”.


C) Para agregar una nueva letra e), pasando la letra e) actual a ser letra f): 


“e) Cuando el niño, niña o adolescente hubiere sido abandonado por su madre y/o padre, o por quien tuviere a su cargo su cuidado personal, no habiéndole proporcionado atención personal durante el plazo de dos meses, y si el menor tuviere una edad inferior a un año, este plazo será de 30 días.”.
*************************


Indicación Nº 68.- Del diputado Durán (don Eduardo), para eliminar el último inciso de la letra e).
**********************


Indicación Nº 69.- Del diputado Romero, para eliminar en el inciso final de la letra e), la frase: “ni tampoco podrá fundarse dicha declaración en motivos que constituyan discriminación”.

***********************


Indicación Nº 71. Del diputado Mellado (don Miguel), para agregar en la letra a), después de la palabra “familia”, la siguiente oración: “mediante resolución debidamente fundada en la conveniencia del niño, niña u adolescente”. 

***********************


Indicación Nº 74.- De los diputados señores Durán (don Eduardo), Muñoz, Urruticoechea, Sanhueza y Carter, para modificar el artículo 17, de la siguiente forma:


a) Reemplázase la conjunción “y” existente entre los guarismos 403 bis y 403 ter, por una coma (,).


b) Incorpórese luego del guarismo 403 ter, la siguiente expresión: “, 365, 366 quéter, 374 bis inciso segundo, y 411 quáter.”.

***********************

Indicación Nº 75. Del diputado Mellado (don Miguel), para agregar el siguiente inciso final al artículo 17:


“Tampoco podrán ser solicitantes, ni actuar como terceros las personas que tengan la calidad de autores, cómplices o encubridores,  que se encuentren denunciadas,  investigadas o querelladas por los siguientes delitos, como,  producción de pornografía, secuestro con violación, sustracción de menores, violación impropia, violación propia, estupro, abuso sexual, abuso sexual agravado, abuso sexual impropio, promoción o facilitación de la prostitución de menores de edad agravada, violación con homicidio, robo con violación, obtención de servicios sexuales de menores de edad, comercialización y almacenamiento de material pornográfico infantil, grooming de niños y el acoso de niños por internet.”.

*************************


Indicación Nº 76. Del diputado Mellado (don Miguel), para reemplazar el actual inciso primero del artículo 18, por el siguiente: 


“Para iniciar el procedimiento de adoptabilidad deberán acompañarse los siguientes documentos: 


a) De nacimiento del niño, niña o adolescente.


b) Informe psicológico del niño, niña u adolescente.”.

************************


Indicación Nº 83. Del diputado Rocafull, para agregar en el inciso cuarto, a continuación del punto final la siguiente frase: “El funcionario del Registro Civil que no diere respuesta dentro del plazo indicado en el inciso anterior, será responsable por el delito contemplado en el Artículo 257 del Código Penal.”.

***********************


Indicación Nº 85. Del diputado Rocafull, para agregar en el inciso primero, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: 


“El funcionario público que no diere respuesta dentro del plazo indicado en el inciso anterior, será responsable por el delito contemplado en el artículo 257 del Código Penal.”.

************************


Indicación Nº 86. De la diputada Muñoz, para agregar en el inciso tercero, a continuación del punto aparte la siguiente frase: 


“La ausencia injustificada del curador ad litem, tanto a la audiencia preparatoria como de juicio, será sancionada con la suspensión del ejercicio de la profesión, hasta por dos meses. Si por imprevisto o fuerza mayor le fuere imposible justificar su inasistencia antes de la audiencia respectiva, tendrá que acompañar los antecedentes que acrediten dicha circunstancia dentro del tercero día de realizada la audiencia.”.

***********************


Indicación Nº 87. De las diputadas Cariola, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para sustituir el inciso primero del artículo 25, por el siguiente:


“Si en un plazo de tres meses, contado desde que la sentencia que denegó la adoptabilidad hubiere quedado firme, no se verificare el restablecimiento del derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, el tribunal, de oficio o a solicitud del Servicio o del organismo acreditado que patrocinó el procedimiento de adoptabilidad, deberá iniciar un nuevo procedimiento de adoptabilidad.”.

************************


Indicación N° 90. Del diputado Sanhueza, para modificar el artículo 21, de la siguiente forma:


A) Para agregar en el inciso primero, letra a) del artículo 21, a continuación del punto final, la frase: 


“En el caso de que los padres del niño, niña o adolescente, a quienes se les hubiera confiado su cuidado personal, no concurran a la audiencia preparatoria, se presumirá su consentimiento favorable a la declaración de susceptibilidad del menor.”. 


B) Para eliminar del artículo 21 letra b) la siguiente frase: “El adolescente deberá asentir expresamente ante el juez en relación con la posibilidad de ser declarado adoptable; en caso de negativa terminará el procedimiento”.


C) Para agregar en el inciso segundo de la letra b) del artículo 21 a continuación de la palabra “niña” las palabras “o adolescente”.


D) Para eliminar en el inciso segundo de la letra b) del artículo 21, la siguiente frase: “o cuando el adolescente no manifieste su voluntad”.


E) Para agregar a la letra b) del artículo 21 un nuevo inciso final del siguiente tenor:


“En caso que el niño, niña o adolescente manifieste su voluntad de ser adoptado por un padre y una madre, el juez deberá considerarlo en forma preferente, dejando expresa constancia de ello.”.

*********************


Indicación N° 91. De los diputados Jürgensen y Urruticoechea, para agregar al artículo 21, letra b), el siguiente nuevo inciso final: 


“Si el niño, niña o adolescente manifiesta su voluntad de tener un padre y una madre, el juez deberá dejar expresa constancia de ello.”.

******************


Indicación N° 92. Del diputado Rocafull, para agregar un nuevo inciso final a la letra b) del artículo 21: 


“Con todo, si durante el procedimiento el niño o niña manifiesta nuevamente su negativa a ser declarado adoptable, el juez deberá poner término al proceso, dejando constancia de los motivos invocados por el niño o niña, si los hubiere”.

****************


Indicación N° 93. Del diputado Sanhueza, para reemplazar en la letra c) del artículo 21, la frase “el tribunal podrá dictar sentencia en la audiencia preparatoria” por la frase “el tribunal deberá dictar sentencia en la audiencia preparatoria”.

****************


Indicación N° 94. Del diputado Soto (don Raúl), para sustituir en la letra f), inciso primero del artículo 21, el guarismo “quince” por “treinta”.

**********************


Indicación Nº 97. De las diputadas Cariola, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para sustituir el inciso primero del artículo 25, por el siguiente:


“Si en un plazo de tres meses, contado desde que la sentencia que denegó la adoptabilidad hubiere quedado firme, no se verificare el restablecimiento del derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, el tribunal, de oficio o a solicitud del Servicio o del organismo acreditado que patrocinó el procedimiento de adoptabilidad, deberá iniciar un nuevo procedimiento de adoptabilidad.”.

**************************


Indicación Nº 98. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl):


- Agréguese, en el inciso final del artículo 26, luego de la palabra “fallo”, lo siguiente: “, y procederá su suspensión por una única vez, solo en caso de que el tribunal estimare la petición como muy calificada.”.

************************


Indicación Nº 101. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para eliminar en el inciso primero del artículo 28, la siguiente oración: “En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente.”.

**********************


Indicación Nº 102.- De la diputada Jiles y del diputado Auth, para eliminar en el inciso primero la frase que sigue a continuación del punto seguido (.), que indica “En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente.”. 

********************


Indicación Nº 103.- Del diputado Sanhueza, para sustituir en la parte final del inciso primero del artículo 28 la oración “En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente”, por la siguiente “la solicitud deberá hacerse por la o las personas que se someterán a la evaluaciones a que se refieren el inciso segundo del artículo 39 e inciso segundo del artículo 46”.

******************


Indicación Nº 106.- De la diputada Muñoz, para modificar el inciso segundo en la siguiente forma:

c) Agregar en el inciso segundo a continuación del punto seguido y antes del vocablo “Dicho”, la frase: “Tratándose de dos solicitantes vinculados entre sí, estos deben estar ligados por vínculo matrimonial, y” 

d) Suprimir la frase: “, tratándose de dos solicitantes vinculados entre sí,”.

*********************


Indicación Nº 109.- Del diputado Durán (don Eduardo), para reemplazar el inciso tercero por el siguiente: 

“Para los efectos de la selección a que se refiere el inciso primero y el informe a que se refiere el inciso segundo, se considerará especialmente la existencia de un ambiente familiar donde exista la figura presencial de una madre (mujer nacida como tal) y un padre (hombre nacido como tal), resguardando el interés superior del niño, niña o adolescente.”.

************************


Indicación Nº 112.- De los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para reemplazar el inciso tercero del artículo 28 por el siguiente:


“Para realizar la selección a que se refiere el inciso primero y el informe a que se refiere el inciso segundo, se considerará especialmente la existencia de un ambiente familiar, preferentemente matrimonial, donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre, resguardando siempre el interés superior del niño, niña o adolescente.”.

*********************


Indicación Nº 113. Del diputado Schalper, para reemplazar inciso tercero del artículo 28 por el siguiente: 


“Para los efectos de la selección a que se refiere el inciso primero y el informe a que se refiere el inciso segundo, se considerará como criterio determinante el bien superior del niño, que incluye su derecho a tener un padre y una madre.”.

*********************


Indicación Nº 114. Del diputado Díaz, para modificar el inciso tercero del artículo 28 de la siguiente forma:


Eliminar la frase “donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre”, incorporando la expresión “adecuado, que resguarde”, luego de la expresión “ambiente familiar” y previo a la frase “siempre el interés superior del niño, niña o adolescente.” Eliminando la palabra “resguardando”. 
***********************


Indicación Nº 115. De la diputada Muñoz, para remplazar en el inciso tercero del artículo 28 la frase: “pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre”, por la frase: “ampare el derecho del menor a tener un padre y una madre”.

*********************


Indicación Nº 116. Del diputado Sanhueza, para suprimir en el inciso tercero del artículo 28, la palabra "adecuadamente”.

********************


Indicación Nº 117. Del diputado Schalper, para agregar el siguiente nuevo inciso cuarto en el artículo 28: 


“Lo anterior no constituirá un acto de discriminación arbitraria, sino una distinción razonable que permitirá al juez velar por el interés superior del niño, con el objeto de que se cumpla del mejor modo posible la finalidad de la adopción que consagra esta ley en su artículo 35.”.

************************


Indicación Nº 119. De la diputada Muñoz, para modificar el inciso tercero en la siguiente forma:

A) Intercalar entre la expresiones “prorrogables” y “por”, el vocablo “hasta”.

B) Reemplazar el punto aparte (.) por una coma (,) y agregar la frase: “que justifique la necesidad de la prórroga.”.

********************

Indicación Nº 120. Del diputado Schalper, para reemplazar el artículo 30, por el siguiente: 


“Artículo 30.- Entrega voluntaria. Tratándose del niño o niña cuyos padres manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción, el procedimiento sólo podrá iniciarse después del nacimiento del niño o niña, con la declaración realizada ante el tribunal, en la que se manifiesten libre y espontáneamente las voluntades de ambos padres en tal sentido. Los padres deberán comparecer ante el tribunal, debidamente patrocinados por el Servicio o por un organismo acreditado nacional, quienes además les brindarán la asesoría, orientación y apoyo profesional. Bastará con la manifestación de intención de uno sólo de los padres en los siguientes cuatro casos: que el otro progenitor se encuentre fallecido; que haya hecho abandono del hijo en los términos de la letra e) del artículo 13; que sea sujeto de algunas de las inhabilidades para ser adoptante señaladas en el artículo 17; o que el padre del niño haya estado inubicable por la madre de éste durante el período de gestación, y esta última manifieste, en algún momento dentro de los primeros seis meses siguientes al parto, su intención de entregar a su hijo en adopción.”.

*******************


Indicación Nº 121. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para sustituir el inciso primero del artículo 30, por el siguiente:


“Artículo 30.- Entrega voluntaria. Tratándose del niño o niña cuya madre o padre que tuviere la patria potestad, o ambos, en caso de que esta sea compartida, manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción, el procedimiento sólo podrá iniciarse después del nacimiento del niño o niña, con la declaración realizada ante el tribunal, en la que se manifieste su voluntad libre y espontánea en tal sentido. La madre, el padre o ambos deberán comparecer ante el tribunal, debidamente patrocinados por el Servicio o por un organismo acreditado nacional, quiénes además, les brindarán la asesoría, orientación y apoyo profesional.”.

***************************


Indicación Nº 125. De las diputadas Cariola y Marzán, para sustituir el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- Audiencia Preliminar. Recibida la solicitud de entrega voluntaria, el tribunal a más tardar el día hábil siguiente a su recepción efectuará una audiencia preliminar la que tendrá por objeto:


1.- Que el o los solicitantes expresen su voluntad de entregar al niño o niña en adopción.


2.- Que el tribunal informe al o los comparecientes que pueden retractarse de su manifestación de voluntad hasta la realización de la audiencia de ratificación, la que se fijará para un plazo no inferior a 30 ni superior a 35 días hábiles, contados desde la audiencia preliminar, a la que quedarán citados personalmente en audiencia.


Si por cualquier causa, distinta a la rebeldía de los comparecientes, no pudiere celebrarse la audiencia de ratificación en el día y hora decretados por el tribunal, el plazo de retractación señalado en el inciso anterior se prorrogará hasta la fecha de la celebración de la audiencia de ratificación. El tribunal deberá procurar que esta audiencia se celebre en el plazo más breve posible.”.

***********************


Indicación N° 132. De la diputada Hoffmann, y de los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para reemplazar en el inciso primero del artículo 35 la palabra “amparar” por la palabra “restituir”.

****************


Indicación N° 133.- Del diputado Schalper, para reemplazar en el artículo 35, inciso primero, la palabra “resguardar” por “restituir”.

*********************


Indicación N° 138. De la diputada Muñoz, para sustituir la frase “todas las personas capaces mayores de edad que cumplan con los requisitos establecidos por la ley”, por la siguiente: “los cónyuges chilenos o extranjeros, las personas viudas, divorciadas o solteras y que cumplan con los requisitos establecidos por la ley.”.

*******************


Indicación N° 139. Del diputado Mellado (don Miguel), para agregar a continuación de la palabra “ley”, la siguiente frase: “y que cuenten con una evaluación previa. Dicha evaluación deberá, al menos, dar cuenta de la situación legal, física, sicológica, médica y social de los solicitantes”.

****************


Indicación N° 140. De la diputada Hoffmann, y de los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“Los matrimonios que cumplan con los requisitos exigidos por la ley tendrán preferencia para ser adoptantes.”.

************************


Indicación N° 142. Del diputado Soto (don Raúl), para modificar el artículo 37, de la siguiente forma:


A) Eliminar en el inciso primero entre las palabras “anterior” y “deberá”, la palabra “excepcionalmente”.


B) Eliminar la letra a) del inciso primero.

***********************


Indicación N° 143. De la diputada Jiles y del diputado Saffirio, para eliminar el artículo 37.

************************


Indicación N° 149. Del diputado Soto (don Raúl), para modificar el artículo 37, en la forma siguiente:

A) Eliminar en el inciso primero entre los vocablos “anterior” y “deberá”, la palabra “excepcionalmente”.

B) Eliminar la letra a) del inciso primero.

C) Para eliminar el inciso segundo.

*************************


Indicación N° 150. De los diputados Cruz-Coke y Keitel, para modificar el artículo 37 en la siguiente forma:


a)
Eliminar en su inciso primero la palabra "excepcionalmente".


b)
Eliminar en su literal c) la frase "o un organismo acreditado nacional,".


c)
Reemplazar su inciso final por el siguiente:


“Por motivos calificados, el juez podrá prescindir de cualquiera de los requisitos contemplados en las letras a) y b) del inciso anterior, cuando así lo exigiere el interés superior del niño, niña o adolescente, de lo cual deberá dejar constancia expresa y fundada en la sentencia.”.

*********************


Indicación N° 151. Del diputado Coloma, para reemplazar el artículo 38 por el siguiente:


“Artículo 38.- Requisitos. Las personas que deseen adoptar deberán cumplir con los siguientes requisitos:


Ser mayores de 25 años de edad y menores de 60.


Tener una diferencia mínima de 20 años y máxima de 45 años de edad con el adoptado.


Haber recibido certificación de contar con las condiciones generales para la adopción de un niño o adolescente, de conformidad a lo establecido por el artículo 39 siguiente.


Por motivos calificados, el juez podrá rebajar o aumentar el requisito de la edad de los adoptantes y de diferencia de edad con el adoptado hasta en 5 años, cuando el interés superior del niño o adolescente lo requiera, de lo cual deberá dejarse constancia expresa y fundada en la sentencia.


Sin perjuicio de los requisitos anteriores, la adopción se otorgará preferentemente a los cónyuges chilenos o extranjeros con residencia permanente en el país, que tengan dos o más años de matrimonio.


En caso de que no existan cónyuges interesados en adoptar a un menor que cumplan con todos los requisitos legales o que sólo les falte el de residencia permanente en Chile, podrán optar como adoptantes una pareja de convivientes civiles chilenos, siempre y cuando se encuentre compuesta por un hombre y una mujer y ambos cumplan con los requisitos establecidos en el inciso anterior para los cónyuges. 


En ausencia de las personas indicadas en los incisos anteriores, podrá optar como adoptante una persona soltera/ divorciada o viuda, chilena o extranjera con residencia permanente en el país, respecto de quienes se haya realizado la misma evaluación y que cumpla con los mismos rangos de edad y de diferencia de edad con el menor que se pretende adoptar, dándose preferencia al solicitante chileno por sobre el extranjero, salvo que el interés superior del niño o adolescente indique lo contrario, de lo cual deberá dejarse constancia expresa y fundada en la sentencia.”.

********************


Indicación N° 152. De la diputada Muñoz, para agregar en el artículo 38, la siguiente letra a), nueva: 


“a) Debe tratarse de personas casadas, solteras, viudas o divorciadas.”.

******************


Indicación N° 156. Del diputado Pardo, para eliminar el inciso final del artículo 38. 

************************


Indicación N° 157. De la diputada Marzán, para reemplazar el artículo 39, por el siguiente:


“Artículo 39.- Certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente. El procedimiento de postulación para obtener la certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, se inicia con la solicitud del o los interesados en adoptar, ante el Servicio o ante un organismo acreditado nacional.


Dicha certificación será efectuada por el Servicio o el organismo acreditado nacional respectivo y requerirá de la evaluación técnica y jurídica que se realice a quienes postulen a adoptar a un niño, niña o adolescente, considerando en ella sus condiciones generales para desempeñar la parentalidad adoptiva, debiendo resguardar siempre el interés superior del niño, niña o adolescente. Esta evaluación deberá ser realizada por profesionales expertos en el área de adopción y velará por el derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en un ambiente familiar que le brinde afecto y protección y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales. La evaluación deberá tener en consideración al menos, los siguientes criterios:


a) Condiciones de vida para el ejercicio de la parentalidad adoptiva, tales como aquellas referidas a su vida laboral, habitacional, o previsional.


b) Vínculos que mantiene con su red sociofamiliar y redes de apoyo.


c) Consideraciones respecto de su salud física y mental, capacidades socioafectivas e historia vincular de apego.


d) Contar con el conjunto de capacidades para asumir el cuidado, protección y crianza de un niño, niña o adolescente adoptivo.


e) Proyecto adoptivo, incluyendo los factores determinantes de la búsqueda de un niño, niña o adolescente a través de la adopción, junto con la evolución demostrada durante las etapas previas del proceso preadoptivo.


f) Tratándose de dos postulantes relacionados entre sí, se deberá considerar la estabilidad y antigüedad de su relación, su actuar de consuno.


En caso alguno se podrá denegar la certificación por causales que constituyan discriminación arbitraria conforme a lo establecido en la ley, teniendo en especial consideración motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación y la apariencia personal.


Para los fines de la letra d) del inciso segundo del artículo 37, el Servicio evaluará al o los guardadores de un programa de acogimiento familiar interesados en adoptar al niño, niña o adolescente a su cargo. Respecto a la reclamación de dichas evaluaciones, se estará a lo dispuesto en el inciso final de este artículo.


En caso de disconformidad con los resultados de su evaluación, los interesados podrán recurrir ante el Director del Servicio, conforme al procedimiento regulado en el reglamento de esta ley, si la evaluación hubiere sido realizada por un organismo acreditado. Si la evaluación hubiere sido realizada por el Servicio, la reclamación se realizará de conformidad a la Ley N°19.880, que Establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.

***********************


Indicación 159. De la diputada Jiles y del diputado Auth, para eliminar en el inciso primero del artículo 39, la frase “En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente.”. 

******************


Indicación N° 160. Del diputado Keitel, para modificar el artículo 39, en la forma siguiente:


A) Suprímase el literal e), pasando el actual literal f) a ser literal e).


B) Suprímase en la letra f), que ha pasado a ser e), la expresión “y antigüedad” y la frase “su actuar de consuno, y, especialmente, la existencia de un ambiente familiar donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre”, incluyendo la coma que le antecede.

*****************


Indicación N° 161. De los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para reemplazar la letra f) del artículo 39 por lo siguiente: 


“f) Tratándose de dos postulantes relacionados entre sí, se deberá considerar la estabilidad y antigüedad de su relación, su actuar de consuno, y, especialmente, la existencia de un ambiente familiar, preferentemente matrimonial, donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre.”.

*****************


Indicación N° 162. Del diputado Schalper, para reemplazar la letra f) del inciso primero del artículo 39 letra, por la siguiente:  

“f) Tratándose de dos postulantes relacionados entre sí, se deberá considerar la estabilidad y antigüedad de su relación, su actuar de consuno, y, especialmente, la existencia de un ambiente familiar donde el niño, niña o adolescente pueda ejercer adecuadamente su derecho a tener un padre y una madre.”. 

******************


Indicación N° 163. Del diputado Mellado (don Miguel), para agregar en la letra f) del artículo 39, a continuación de la frase “entre sí”, la frase “quienes deberán ser siempre un hombre y una mujer,”.

*****************


Indicación N° 164. De la diputada Muñoz, para incorporar en el inciso segundo de la letra f) a continuación de la coma (,) y antes de la expresión “se”, la siguiente frase: “estos deben estar ligados por vínculo matrimonial, que podrá haber sido celebrado en Chile o en el extranjero, siempre y cuando esté constituido por un hombre y una mujer nacidos como tal.”.

***************


Indicación N° 165. De la diputada Jiles y del diputado Auth, para reemplazar en la letra f) la coma (,) a continuación de la palabra “relación”, por la letra “y”, y eliminar “y, especialmente, la existencia de un ambiente familiar donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre.”.

***************


Indicación N° 166. Del diputado Rocafull, para eliminar en el literal f) del artículo 39, la frase “y, especialmente, la existencia de un ambiente familiar donde se pueda ejercer adecuadamente el rol de padre y madre”, remplazando la coma (,) que sigue a la palabra “consuno” por un punto final.

****************


Indicación N° 167. Del diputado Díaz, para reemplazar, en el inciso segundo del artículo 39, en su letra f) (primera parte) la frase “ejercer adecuadamente el rol de padre y madre” por la siguiente “se resguarde adecuadamente el interés superior del niño, niña y adolescente”.

***************


Indicación N° 168. Del diputado Sanhueza, para suprimir en la letra f) del artículo 39 letra f), la palabra “adecuadamente”.

****************


Indicación N° 169. Del diputado Durán (don Eduardo), para agregar en el artículo 39, el siguiente literal g):


“g) En la búsqueda del interés superior del niño, niña o adolescente, se procurará que sea adoptado por personas que tiene un lazo de familiaridad o afectividad previa de por lo menos dos años con anterioridad a la solicitud de adopción, certificado bajo declaración jurada. De no ser posible lo anterior, se dará preferencia a matrimonios constituidos por mujer y hombre en Chile o en el extranjero. De no ser posible los casos anteriores, el niño, niña o adolescente podrá ser adoptado por personas viudas, solteras o divorciadas que cumplan los requisitos exigidos por la ley.”.

*******************


Indicación N° 170. De la diputada Muñoz, para eliminar el inciso tercero del artículo 39.

******************


Indicación N° 171. De la diputada Jiles y del diputado Auth, para reemplazar el punto final (.) del inciso segundo de la letra f) por la siguiente frase: “tales como la religión, el origen social, la raza o color, el sexo y la orientación sexual de los solicitantes.”.

****************


Indicación 172. Del diputado Romero, para modificar el artículo 39, de la manera siguiente:

A) Agréguese en el inciso tercero, a continuación del punto, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, para efectos de esta ley no se considerará discriminación arbitraria la denegación de la certificación por la orientación sexual y/o la identidad de género de el o los solicitantes.”.


B) Intercálese en el inciso final, después de la coma (,), a continuación de la palabra “evaluación”, la frase “salvo las excepciones previstas en el inciso tercero de este artículo”.

***********************


Indicación 186 de la diputada Muñoz, para sustituir en el inciso segundo del artículo 44, la frase “podrá resolver” por la expresión “resolverá”.

***************************


Indicación 188. De los diputados Jürguensen y Urruticoechea, para intercalar en el artículo 46 entre las frases “ambiente familiar” y “que le brinde afecto”, lo siguiente: “(,) preferentemente matrimonial (,)”.

**************************


Indicación N° 189. Del diputado Mellado (don Miguel), para sustituir en el inciso primero del artículo 48 el texto a continuación de la expresión “Para estos efectos,” por el siguiente: “el Registro civil deberá, de oficio, o a petición de cualquier persona, hasta antes de su celebración, verificar, consultando el expediente de adopción, que no existan los impedimentos mencionados con anterioridad, sin perjuicio de la acción de nulidad de matrimonio o del acuerdo de unión civil que pueda ser procedente con posterioridad.”.

*****************************


Indicación N° 194.- De las diputadas Cariola, Castillo y Jiles, y de los diputados Rocafull y Saffirio, para reemplazar el inciso primero del artículo 5°, por el siguiente:


“El programa de adopción será diseñado y ejecutado por el servicio.

****************************


Indicación N° 203. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para reemplazar el artículo 62, por el siguiente:


“Artículo 62 (63).- Adopción por integración. Cuando el cuidado personal de un niño, niña o adolescente fuera ejercido solo por uno de sus padres, podrá solicitarse su integración como hijo por parte de su cónyuge, conviviente civil o con quien tenga una relación de convivencia. Para estos efectos se podrá considerar la eventual situación de abandono del niño, niña o adolescente por parte del padre que no ejerciera su cuidado personal, de acuerdo con lo establecido en el literal e) del artículo 13 de esta ley. Asimismo, durante la tramitación del procedimiento se deberá citar a este último.


En caso de que el niño, niña o adolescente tenga filiación determinada sólo respecto al padre o madre que solicita la adopción por integración, se aplicará directamente el procedimiento de adopción previsto en el Título III de la presente ley.”.

*************************


Indicación N° 205. Del diputado Rocafull, para agregar en el artículo 62, luego de la palabra “cónyuge” la siguiente frase: “, su conviviente civil o conviviente”.

*************************


Indicación N° 206. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Saffirio, para eliminar la frase “organismo colaborador”, “organismo acreditado nacional” u otra expresión equivalente en los artículos 1 a 28 del proyecto.

***********************


Indicación N° 207. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para reemplácese el artículo 63, por el siguiente:


“Artículo 63 (64).- Normas especiales. La adopción por integración se sujetará a las reglas de los procedimientos de adoptabilidad contempladas en el Título II y a las reglas del procedimiento de adopción, contempladas en el Título III.


Sin perjuicio de lo anterior, se aplicarán las siguientes normas especiales:


b) Deberá citarse al padre o madre y, en su caso, a las personas que ejercen el cuidado personal, así como eventualmente a quién o quiénes se alegue el abandono del niño, niña o adolescente.


c) Podrá citarse sólo a los ascendientes y colaterales del niño, niña o adolescente hasta el tercer grado inclusive, con el único objeto de formarse convicción acerca del abandono. No será admisible, en caso alguno, oposición de las personas ya mencionadas.


d) Para dar inicio al proceso de certificación de condiciones generales para la adopción de los postulantes, el niño, niña o adolescente deberá tener un mínimo de 3 años de edad. Asimismo, éste deberá haber vivido con el cónyuge, conviviente civil o conviviente del padre o madre solicitante por un tiempo mínimo de 3 años continuos. Con todo, por motivos calificados fundados en el interés superior del niño, niña o adolescente, el juez podrá rebajar estos plazos.


e) Por motivos calificados, fundados en el interés superior del niño, el juez podrá eximir de los requisitos de edad de los adoptantes y de diferencia de edad con el adoptado señalados en las letras a) y b) del artículo 38 de esta ley.”.

**************************


Indicación N° 213. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para reemplazar el artículo 64, por el siguiente: 


“Artículo 64 (65).- Certificación de contar con condiciones generales para la adopción por parte del cónyuge del padre o madre solicitante. El cónyuge, conviviente civil, o persona con quien mantenga una relación de convivencia, del padre o madre que solicita la adopción por integración del niño, niña o adolescente, deberá contar con el respectivo certificado, de conformidad al artículo 39 de esta ley, debiendo acompañarse en la solicitud de adopción como documento fundante.”.

************************


Indicación N° 217. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl):


C) Agréguese, en la letra b) del artículo 68, luego de la palabra cónyuge, lo siguiente: “, o conviviente civil o la persona con la cual mantiene una relación de convivencia,”.

***********************


Indicación N° 219. Del diputado Keitel, para modificar el artículo 68, en la siguiente forma:


A) Agregar en la letra b), a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o conviviente civil”.


B) Agregar en la letra e), a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “o conviviente civil”.

************************


Indicación N° 221. De las diputadas Cariola y Jiles, para agregar en el inciso final del artículo 69, luego del punto seguido que sucede a la palabra competentes, lo siguiente: “Sin perjuicio de esto, toda contraprestación se basará en aranceles públicos en atención a las competencias de cada profesional involucrado.”.

*************************


Indicación N° 225. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl), para modificar el artículo 73, en la siguiente forma:

C) Incorpórese, en el artículo 73, una nueva letra f), pasando la actual a ser letra i)  del siguiente tenor: 

“f) Los procedimientos y sanciones administrativas a las que se refiere el artículo 68 bis.”.

D) Incorpórese, en el artículo 73, una nueva letra g) del siguiente tenor: 

“g) La regulación de los aranceles públicos a los que se refiere el artículo 72.”.

E) Incorpórese, en el artículo 73, una nueva letra h) del siguiente tenor: 

“h) Cualquier otro aspecto necesario para la correcta aplicación de esta ley.”.

****************************


Indicación N° 226. De las diputadas Cariola y Jiles, para sustituir el artículo 3° transitorio, por el siguiente:


“Artículo 3º transitorio. Organismos acreditados nacionales y autorizados extranjeros. Se entenderá concedida la acreditación o autorización indicadas en los artículos 6° y 7° de esta ley, a los organismos nacionales o extranjeros que a la fecha de su entrada en vigencia, ejecuten programas de adopción o actúen como intermediarios en materia de adopción internacional de niñas, niños y adolescentes, por el plazo de un año, debiendo posteriormente someterse a las reglas generales de esta ley en materia de autorización o acreditación.”.
************************


Indicación N° 227. De las diputadas Cariola, Castillo, Jiles y Marzán, y del diputado Soto (don Raúl):

- Modifíquese el artículo tercero, pasando el actual artículo tercero a ser artículo cuarto, por uno del siguiente tenor: 

“ARTÍCULO TERCERO: Introdúzcase la siguiente modificación al Código Civil: Agréguese en el artículo 33 del Código Civil, luego de la frase “todos los hijos”, lo siguiente: “y estos tienen derecho al reconocimiento legal de sus vínculos familiares, cualquiera sea la composición de su familia.”.

*****************

VIII. TEXTO DEL PROYECTO. Por las razones expuestas y las que en su oportunidad dará a conocer la señora diputada Informante, esta Comisión recomienda  aprobar el proyecto, al cual, además, en virtud del artículo 15 del Reglamento de la Corporación, se le han introducido modificaciones de forma, que no se detallan, y que se incluyen en el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo primero: Sustitúyase la Ley N° 19.620, que dicta normas sobre adopción de menores, de 5 de agosto de 1999, por la siguiente:

Ley de Adopción

Título I

Disposiciones generales

Párrafo 1°

De la adopción en general

Artículo 1°.- Adopción. La adopción tiene por objeto velar por el interés superior del niño, niña o adolescente adoptado, amparando su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia, cualquiera sea su composición, que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen. La adopción es siempre subsidiaria.

La adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo respecto del o de los adoptantes en los casos y con los requisitos que la ley establece.

Artículo 2°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

a) Niño, niña o adolescente: toda persona menor de 18 años.

b)
Servicio: Servicio Nacional de Menores.

c)
Registro Civil: Servicio de Registro Civil e Identificación.

d) Convención: Convención sobre los Derechos del Niño.

e) Convenio: Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional.

Artículo 3°.- Características y legislación aplicable. La adopción es una institución de orden público, pura y simple e irrevocable.

En su constitución y efectos serán aplicables las normas de esta ley, los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Política de la República y leyes nacionales, la Convención Sobre los Derechos del Niño, el Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional y demás tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. 

En lo relativo a la ley procesal aplicable, además se estará a lo dispuesto en los Títulos II, III, IV y V de esta ley. En subsidio de las normas referidas, serán aplicables las disposiciones contenidas en los Títulos I y III de la ley N° 19.968, que Crea los Tribunales de Familia.

Artículo 4°.- Adopción nacional e internacional. La adopción puede ser nacional o internacional. 

La adopción es nacional si el niño, niña o adolescente a ser adoptado y el o los solicitantes de la adopción tienen su residencia en Chile al momento de presentar la solicitud. La adopción nacional siempre se constituirá en Chile. 

La adopción es internacional si el niño, niña o adolescente a ser adoptado tiene su residencia en un Estado, denominado Estado de origen, y el o los solicitantes de la adopción tienen su residencia en otro Estado, denominado Estado de recepción, al cual va a ser trasladado el niño, niña o adolescente. De esta clase de adopción se trata en el Título IV de esta ley.

Para los efectos de lo dispuesto en el Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, la autoridad central en materia de adopción internacional es el Servicio.

Respecto a adoptantes extranjeros que residan en territorio nacional, para los efectos de esta ley, se entenderá que el requisito de residencia, se refiere a la “Permanencia definitiva”, establecida en el Párrafo 5° del Título I del Decreto Ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, que establece normas sobre extranjeros en Chile. 

Ni en la adopción nacional ni en la internacional procederán pagos o contraprestaciones de ninguna especie, con excepción de aquellas a las que se refiere el inciso final del artículo 73 de la presente ley.
Artículo 5°.- Programa de adopción. El programa de adopción será diseñado por el Servicio y lo ejecutarán éste y los organismos acreditados ante él.

Dicho programa comprende el conjunto de actividades destinadas a resguardar el derecho del niño, niña o adolescente a vivir en una familia, cualquiera sea su composición. El programa incluirá acciones destinadas a la formación, preparación y acompañamiento de quien o quienes soliciten la adopción, así como aquellas relativas a intervenciones necesarias para los niños, niñas o adolescentes durante la tramitación de los procedimientos regulados por esta ley, o con posterioridad a éstos y todas aquellas destinadas al apoyo de las familias una vez que se ha constituido la adopción, velando por la integración del niño, niña o adolescente en el seno de su nueva familia, e incluyendo el proceso de búsqueda de orígenes. Para tales efectos, se desarrollarán los subprogramas que sean necesarios para dar cumplimiento total y efectivo a los objetivos de la presente ley. Los subprogramas de adopción serán regulados en el Reglamento de la presente ley.

El financiamiento de las actividades del programa y de los subprogramas de adopción se regirá por las disposiciones que a su respecto refiera la ley N° 20.032, que establece sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del SENAME y su régimen de subvención, y su Reglamento respecto de los colaboradores acreditados. En el caso de las actividades del programa y subprogramas del Servicio, éstos se financiarán con cargo a su presupuesto.
Artículo 6°.- Organismos acreditados nacionales. Para efectos de lo dispuesto en esta ley, son organismos acreditados nacionales las corporaciones o asociaciones, y las fundaciones que, cumpliendo los requisitos dispuestos por la ley y cuyo propósito es ejecutar un programa de adopción, son reconocidas en esta calidad por resolución fundada del Director Nacional del Servicio.

Dicha acreditación se otorgará únicamente a las personas jurídicas, sin fines de lucro, señaladas en el inciso anterior, por un plazo máximo de 3 años, renovable por igual período de forma consecutiva, siempre que se mantenga el cumplimiento de los requisitos señalados en los siguientes incisos.

Las corporaciones o asociaciones, y las fundaciones que deseen someterse a los procesos de acreditación deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) Tener como único objeto la asistencia, cuidado o protección de niños, niñas o adolescentes.

b) Demostrar competencia técnica y profesional para ejecutar programas de adopción. Será requisito indispensable poseer un equipo de técnicos y profesionales con formación en protección especializada en materia de adopción de niños, niñas o adolescentes, para ejecutar estos programas y trabajar en labores de asistencia, cuidado o protección de niños, niñas o adolescentes.

c) Ser dirigidas y administradas por personas cualificadas por su formación, experiencia, y capacidad profesional para actuar en el ámbito de la adopción nacional.

El Reglamento de esta ley establecerá las definiciones relativas a las capacidades técnicas y cualificaciones profesionales de los directores y funcionarios.

El Director Nacional del Servicio dejará sin efecto, por resolución fundada, las acreditaciones a las personas jurídicas de que trata este artículo, en caso de que hayan dejado de reunir uno o más de los requisitos señalados en los incisos precedentes. Del mismo modo, podrá dejar sin efecto la respectiva acreditación en caso de incumplimiento de las normativas técnicas impartidas por el Servicio. Para efectos de determinar el cumplimiento de estos requisitos se deberá estar a lo dispuesto en el Reglamento de esta ley. Los organismos nacionales acreditados que intervienen en procesos de adopción internacional, deberán comprobar experiencia en ese ámbito, además de los requisitos enumerados en el presente artículo.
Artículo 7°.- Organismos autorizados extranjeros. Son organismos autorizados extranjeros aquellos que, con el objeto de actuar como intermediarios en materia de adopción internacional de niños, niñas o adolescentes residentes en Chile, han sido autorizados por el organismo competente del Estado al que pertenecen y por el Servicio.

El Servicio otorgará dicha autorización solo a instituciones sin fines de lucro por un plazo máximo de 3 años, renovable por igual período de forma consecutiva, siempre que se mantenga el cumplimiento de los requisitos señalados en los siguientes incisos.

Además, en atención a las condiciones y límites fijados por las autoridades competentes del Estado que ha acreditado al o los organismos extranjeros, éstos deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Ser dirigidos y administrados por personas cualificadas por su formación, experiencia, y capacidad profesional para actuar en el ámbito de la adopción internacional. El Reglamento de esta ley establecerá las definiciones relativas a las capacidades técnicas y cualificaciones profesionales de estas personas.

b) Estar sometidos al control de las autoridades competentes del Estado que los haya acreditado, en cuanto a su composición, funcionamiento y situación financiera, lo cual deberá ser monitoreado periódicamente por el Servicio, a lo menos una vez al año.
El Director Nacional del Servicio dejará sin efecto, por resolución fundada, las autorizaciones concedidas a organismos extranjeros en caso de que hayan dejado de reunir uno o más de los requisitos señalados en este artículo. Del mismo modo, podrá dejar sin efecto la respectiva autorización en caso de incumplimiento de las normativas técnicas impartidas por el Servicio. Para efectos de determinar el cumplimiento de estos requisitos y el incumplimiento de la normativa técnica se deberá estar a lo dispuesto en el Reglamento de esta ley.
Artículo 8°. Facultad de hacerse parte. El Servicio podrá hacerse parte en todos los procedimientos judiciales de conformidad a esta ley, en defensa de los derechos del niño, niña o adolescente. En el caso de estar involucrado un organismo colaborador acreditado, este  estará obligado a hacerse parte en el procedimiento. Estas actuaciones podrán llevarse a cabo hasta que produzca efectos la adopción y, con posterioridad, sólo para intervenir en el juicio de nulidad de la misma.
Artículo 9°.- Registros. El Servicio deberá mantener, a lo menos, los siguientes registros: 

a)
Registro de personas declaradas adoptables.

b)
Registro de personas que poseen certificación de contar con condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, distinguiendo entre aquellas que tengan residencia en Chile y las que residan en el extranjero.

c)
Registro de adopciones otorgadas.

d) Registro de adopciones nacionales e internacionales fallidas.

e) Registro de organismos acreditados nacionales y de organismos autorizados extranjeros, incluyendo el detalle con las sanciones que hubieren eventualmente recibido.

Los registros deberán ser actualizados permanentemente.
Artículo 10.- Reserva. Todas las tramitaciones, tanto judiciales como administrativas, así como los documentos y registros a que den lugar los procedimientos que regula esta ley, serán reservados y sólo tendrán acceso a éstos las partes y sus apoderados judiciales. Las autoridades administrativas y judiciales deberán adoptar todas las medidas de resguardo necesarias para el estricto cumplimiento de este fin.

No obstante lo señalado en el inciso anterior, el representante del niño, niña o adolescente, o las partes de los procedimientos reglados en esta ley, podrán solicitar las certificaciones o copias necesarias para impetrar los derechos que les correspondan. Asimismo, los representantes podrán solicitar las certificaciones o copias que resulten necesarias para realizar actuaciones en beneficio del niño, niña o adolescente que tengan bajo su cuidado personal.

Párrafo 2°

Derechos y garantías

Artículo 11.- Autonomía progresiva y derecho del niño, niña o adolescente a ser oído. Todo niño, niña o adolescente está dotado de autonomía progresiva, por lo que en cualquier etapa de los procedimientos establecidos en la presente ley, tendrán derecho a que sus opiniones sean oídas y debidamente consideradas, atendiendo a su edad y grado de madurez.

Durante el procedimiento de adoptabilidad serán oídos los niños, niñas o adolescentes, en conformidad y con los efectos que dispone el artículo 21. 

Asimismo, durante el procedimiento de adopción, el niño, niña o adolescente podrá expresar su conformidad o disconformidad con la solicitud presentada por el o los interesados. 

El juez deberá asegurarse de que el niño, niña o adolescente que hubiese manifestado su voluntad según lo expresado en los incisos anteriores, lo haya hecho de forma libre y voluntaria, procurando establecer las medidas necesarias para proteger su integridad física y psíquica, así como su privacidad.
Artículo 12.- Derecho a conocer el origen de la filiación. Cualquier persona mayor de 14 años, podrá solicitar al Registro Civil que le informe si su filiación es resultado de una adopción, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 de la presente ley.  

Título II

Procedimientos de adoptabilidad

Párrafo 1°

Causales de adoptabilidad

Artículo 13.- Causales. Podrá iniciarse el procedimiento de adoptabilidad respecto de niños, niñas o adolescentes, que se encontraren en alguna de las siguientes situaciones:

a) Imposibilidad de ambos padres y demás miembros de la familia de origen hasta el tercer grado de consanguinidad, de ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente, respecto de quien se ha decretado la medida de protección de separación de su familia.

Para determinar la referida imposibilidad, se considerarán y ponderarán especialmente los siguientes criterios y circunstancias:

i) Cuando habiéndose vulnerado los derechos del niño, niña o adolescente, por parte de ambos padres, o de algún miembro de la familia de origen, según corresponda, no concurrieran al programa destinado a fortalecer sus habilidades parentales y de crianza, sin causa justificada en, a lo menos, 3 ocasiones, manifestando desinterés en superar la situación de vulneración que motivó la dictación de la medida, o cuando habiéndose realizado la intervención por dicho programa, se mantuviere la imposibilidad para ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente.

ii) Cuando, habiéndose decretado la derivación de los padres o de algún miembro de la familia de origen a un programa distinto al señalado en el literal anterior, destinado a superar la imposibilidad de aquellos para el ejercicio del cuidado del niño, niña o adolescente, estos no concurrieran en, a lo menos, 3 ocasiones, o cuando habiéndose realizado la intervención por dicho programa, se mantuviere la imposibilidad para ejercer el cuidado del niño, niña o adolescente.

b) En el caso de niños y niñas, cuando la madre o padre que tuviere el cuidado personal o ambos, en caso de que esta sea compartida, manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción. 

c) Cuando no tengan filiación determinada respecto de ambos padres.

d) En el caso de orfandad y que el niño, niña o adolescente no tenga familia de origen hasta el tercer grado de consanguinidad, que pueda ejercer su cuidado.

e) Cuando el niño, niña o adolescente hubiere sido abandonado por uno de sus padres y su cuidado personal lo ejerce el otro, quien, junto a su cónyuge, conviviente civil o con quien tenga una relación de convivencia, desean integrarlo como hijo. Para estos efectos, se entenderá por abandono la falta de contacto personal y continuo por al menos 2 años consecutivos con el niño, niña o adolescente, mientras se encuentra a cargo del otro padre o madre.

No constituirá causal para la declaración judicial de adoptabilidad la falta de recursos económicos para el ejercicio del cuidado personal del niño, niña o adolescente, ni tampoco podrá fundarse dicha declaración en motivos que constituyan discriminación arbitraria.

Párrafo 2°

Procedimiento ordinario

Artículo 14.- Finalidad del procedimiento y supletoriedad. El procedimiento de adoptabilidad tiene por finalidad declarar que un niño, niña o adolescente se encuentra en condiciones de ser adoptado, previa acreditación de alguna de las causales establecidas en el artículo 13 anterior.

Las disposiciones contenidas en este Párrafo serán aplicables a los otros procedimientos de adoptabilidad y adopción contenidos en esta Ley, a menos que resulten incompatibles con la regulación de estos. Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final del artículo 3°.

Artículo 15.- Competencia. Conocerá de los procedimientos de adoptabilidad el juez con competencia en materia de familia del lugar de residencia del niño, niña o adolescente.

Artículo 16.- Legitimación activa. El procedimiento de adoptabilidad de un niño, niña o adolescente podrá iniciarse:

a)
De oficio por el tribunal con competencia en materia de familia.

b)
A solicitud del Servicio o de un organismo acreditado nacional.

c)
A solicitud de las personas naturales o jurídicas que lo tengan a su cargo.

En las causas iniciadas o patrocinadas por organismos acreditados nacionales, para desarrollar programas de adopción no será necesario que el Servicio se haga parte.

Artículo 17.- Inhabilidades. No podrán ser solicitantes ni actuar como terceros las personas que hubiesen sido condenadas en virtud de sentencia firme y ejecutoriada, como autores, cómplices o encubridores, por delitos que merecieren pena aflictiva y aquellos contemplados en los artículos 403 bis y 403 ter del Código Penal y en el artículo 14 de la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar. 

Artículo 18.- Inicio del procedimiento. Para iniciar el procedimiento de adoptabilidad deberá acompañarse el certificado de nacimiento del niño, niña o adolescente.

Si los hubiere, se deberá individualizar a sus padres, a las personas a las que se les hubiere confiado su cuidado personal, a sus demás ascendientes y a los otros consanguíneos en línea colateral hasta el tercer grado inclusive, si se conocieren. Asimismo, se deberá señalar el domicilio o residencia de dichas personas si fueren conocidos.

Para los efectos de este artículo, tratándose de causas que sean patrocinadas por el Servicio o un organismo acreditado nacional, éstos estarán facultados para acceder previamente al conocimiento de la o las causas de familia relacionadas que existan, bastando solicitarlo por escrito al juez.

Artículo 19.- Primera resolución. Sea que el procedimiento se inicie a petición de parte o de oficio, el tribunal dictará una resolución fijando día y hora para la celebración de la audiencia preparatoria en conformidad al artículo 59 de la ley N° 19.968, la cual, además, gozará de preferencia en la agenda del tribunal respectivo. Además, en la misma resolución deberá fijar otro día y hora de celebración de la audiencia preparatoria, para el evento en que esta no se pudiere llevar a efecto por cualquier causa en la primera fecha, no pudiendo, en caso alguno, distar entre la primera y la segunda fecha de audiencia preparatoria, un lapso de más de 15 días. Asimismo, deberá designar un curador ad litem para el niño, niña o adolescente de que se trate, debiendo velar porque aquel cumpla con los requisitos señalados en el inciso segundo del artículo 19 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia. 

A dicha audiencia el tribunal citará al solicitante, cuando corresponda, al curador ad litem, a los padres, a las personas a las que se les hubiere confiado su cuidado personal, demás ascendientes y a otros parientes, hasta el tercer grado por consanguinidad en la línea colateral inclusive, de los que tenga conocimiento. Tratándose de la causal dispuesta en el literal c) del artículo 13 de esta ley, no procederá esta citación.

Asimismo, deberá citar a dicha audiencia al Servicio cuando la causa no haya sido iniciada o patrocinada por éste o por un organismo acreditado nacional.

Sólo a falta de la información acerca de las personas mencionadas en el inciso segundo, el tribunal podrá obtener del Registro Civil o del Servicio la identidad de las mismas. De igual forma procederá el tribunal, para verificar la identidad de las personas cuyos datos consten en el proceso y que deban ser citadas a la audiencia preparatoria. Estos organismos, en caso de ser requeridos, estarán obligados a responder en un plazo máximo de cinco días hábiles.

En caso de verificarse la existencia e identidad de personas a las que se refiere el inciso segundo no contempladas en la solicitud, el tribunal de oficio ordenará su notificación.

Lo dispuesto en los dos incisos anteriores no suspenderá la práctica de las gestiones necesarias para la notificación de las personas individualizadas en el inciso segundo respecto de las cuales se conozca su domicilio o residencia.
Artículo 20.- Notificación de la primera resolución. Cuando corresponda, la primera resolución se notificará personalmente a los padres del niño, niña o adolescente y, en su caso, a las personas a las que se les hubiere confiado su cuidado personal; a las demás se les notificará por carta certificada en los lugares que se proporcionen en la solicitud o en el domicilio que el tribunal obtenga del Poder Judicial, del Servicio, del Registro Civil o del Servicio Electoral, a través de cualquier medio idóneo; o, si correspondiere, podrá obtener también dichos datos a través de la autoridad señalada en el artículo 10 del Decreto Ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, que establece normas sobre extranjeros en Chile. Estos organismos, en caso de ser requeridos, estarán obligados a responder en un plazo máximo de cinco días hábiles. 

Para los efectos de este artículo y de lo señalado en el artículo anterior, el Poder Judicial podrá celebrar los convenios que estime conveniente con los organismos señalados en el inciso anterior. 

En la resolución se hará constar que la audiencia preparatoria se celebrará con las personas que asistan, afectándoles a las que no concurran todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. 

De no establecerse el domicilio o residencia de alguna de las personas ya señaladas, o de no ser habida en aquel que hubiere sido informado, el tribunal ordenará de inmediato que la notificación se efectúe por medio de un aviso que se publicará en algún diario del lugar donde se sigue la causa, o en un diario de circulación nacional y, además, en el Diario Oficial, el día 1° o 15 de un mes o el día hábil siguiente si aquél fuese feriado. El aviso deberá citar a la respectiva audiencia a la persona notificada bajo el apercibimiento señalado en el inciso anterior, indicando únicamente los datos necesarios para la adecuada inteligencia de la  causa. La notificación se entenderá practicada tres días después de la publicación del aviso en el Diario Oficial. 

En caso de imposibilidad de concurrencia del curador ad litem a la audiencia, el tribunal, de oficio, deberá designar a otra persona en tal calidad, ordenando de inmediato su notificación. En todo caso, será requisito indispensable la presencia del curador ad litem en todas las audiencias del procedimiento, debiendo el juez asegurar tal circunstancia.

La notificación de las personas que deben ser citadas conforme a las normas precedentes se realizará con la antelación establecida en el artículo 59 de la Ley N° 19.968.
Artículo 21.- Audiencia preparatoria. La audiencia preparatoria se llevará a cabo con las partes que asistan. Esta tendrá por objeto:

a)
Informar a los comparecientes, en forma clara y precisa, respecto a los alcances y consecuencias de la declaración de adoptabilidad.

b) Oír al niño, niña o adolescente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley.

En caso que el niño, niña o adolescente manifestare su negativa en relación con la posibilidad de ser declarado adoptable, el juez podrá, tomando en consideración todos los antecedentes que consten en autos y la opinión del curador ad litem, terminar el procedimiento, o bien, ordenar su prosecución en conformidad a las reglas generales. En todo caso, la decisión del juez deberá constar en resolución fundada y, además, tendrá que dejar constancia de los motivos invocados por el niño, niña o adolescente, si los hubiere. 

Con todo, si existiere oposición, en conformidad al literal c) de este artículo, el juez deberá recibir dicha oposición antes de adoptar la decisión a que se refiere el párrafo anterior

c) Recibir, cuando corresponda, oposición de las partes a la declaración de adoptabilidad.
En el caso a que se refiere este literal, se entenderá por oposición aquella que proponga una vía de egreso, adecuada, concreta y próxima del niño, niña o adolescente que permanezca en un programa de acogimiento familiar o residencial, cuando corresponda, restituyendo su derecho a vivir en familia, asegurándole su bienestar integral.

d)
Fijar, cuando corresponda, los hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos.
e) Que las partes ofrezcan pruebas al tenor de los hechos a acreditar y que el juez disponga la práctica de otras que estime necesarias.
Si no se deduce oposición y se contare con los antecedentes de prueba suficientes para formarse convicción, y habiéndose oído al niño, niña o adolescente en audiencia confidencial y al curador ad litem, el tribunal podrá dictar sentencia en esta audiencia, teniendo en especial consideración lo dispuesto en el literal b) del presente artículo.
f)
Fijar la fecha de la audiencia de juicio, la que deberá llevarse a efecto en un plazo no superior a quince días de realizada la audiencia preparatoria.
Las partes comparecientes se entenderán notificadas del día y hora de la audiencia de juicio por el solo ministerio de la ley. A las partes que no concurran a la audiencia preparatoria les afectarán igualmente todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. No obstante lo anterior, se les notificará por carta certificada de la fecha y hora de la audiencia de juicio.

Artículo 22.- Negativa y ausencia injustificada a practicarse exámenes y pericias. Se presumirá legalmente la efectividad de la causal de adoptabilidad si uno o ambos padres, o quienes ejerzan el cuidado personal del niño, niña o adolescente, se negaren injustificadamente a la realización de los exámenes o pericias decretadas por el tribunal en la audiencia preparatoria para acreditar la causal de adoptabilidad. 

Asimismo, si los ascendientes y otros parientes, hasta el tercer grado por consanguinidad en la línea colateral, que se hubieren opuesto oportunamente a la declaración de adoptabilidad, se negaren injustificadamente a la práctica de los exámenes o pericias decretados en la audiencia preparatoria, se tendrá por rechazada su oposición.

Se entenderá, entre otros casos, que existe negativa injustificada si, citada la parte dos veces, no concurre a la realización del o los exámenes o pericias. Para estos efectos, las citaciones deberán efectuarse bajo el apercibimiento de aplicarse las sanciones procesales señaladas en los incisos anteriores.

Artículo 23.- Audiencia de juicio. La audiencia se realizará con las partes que asistan, incluido el curador ad litem, y en ella se rendirá la prueba determinada por el tribunal en la audiencia preparatoria.

Podrá el tribunal llevar a efecto la audiencia de juicio, no obstante no haberse recibido los informes u otras pruebas decretadas, si estima suficiente los demás antecedentes aportados al proceso para formar su convicción, por resolución fundada.

En caso que se proponga una vía de egreso, en los términos señalados en la letra c) del artículo 21, el tribunal ordenará el egreso del niño, niña o adolescente del programa de acogimiento familiar o residencial en el que se encuentre, si corresponde, y suspenderá el procedimiento de acuerdo a lo prescrito en el artículo siguiente. En caso contrario, dictará sentencia definitiva.

Artículo 24.- Suspensión del procedimiento. De acuerdo a lo prescrito en el artículo anterior, habiéndose ofrecido alternativas idóneas planteadas para el ejercicio del cuidado personal del niño, niña o adolescente, el tribunal suspenderá el procedimiento estableciendo un período de seguimiento no superior a seis meses, con el objetivo de verificar el restablecimiento del derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en el seno de una familia, cualquiera sea su composición, que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, debiendo efectuar el seguimiento el programa correspondiente, emitiendo periódicamente un informe al tribunal. Mientras dure la suspensión del procedimiento, el tribunal decretará de oficio la prohibición de salida del país del niño, niña o adolescente de que se trate.

Una vez transcurrido el plazo fijado para el seguimiento, y habiéndose cumplido satisfactoriamente los objetivos mencionados en el inciso anterior, el tribunal dictará sentencia definitiva, rechazando la adoptabilidad del niño, niña o adolescente y entregando su cuidado personal definitivo a la o las personas que se encuentren ejerciéndolo. En caso contrario, citará a una nueva audiencia de juicio a quienes dedujeron oposición, notificándoles el día y hora de la misma personalmente o, en subsidio, por carta certificada.

Artículo 25.- Inicio de un nuevo procedimiento de adoptabilidad. Si transcurrido un plazo de tres meses, contado desde que la sentencia que denegó la adoptabilidad hubiere quedado firme, no se verificare el restablecimiento del derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en el seno de una familia, cualquiera sea su composición, que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, el tribunal, de oficio o a solicitud del Servicio o del organismo acreditado que patrocinó el procedimiento de adoptabilidad, podrá iniciar un nuevo procedimiento de adoptabilidad.

Igualmente se iniciará un nuevo procedimiento de adoptabilidad, cuando corresponda, si el niño, niña o adolescente reingresa a la residencia o programa de acogimiento familiar, dentro del plazo de seis meses contados desde su egreso, cualquiera sea el tiempo de permanencia en él.

Para los efectos de los incisos anteriores, se citará personalmente o, en subsidio, por carta certificada, a la o las personas que hubiesen deducido oposición, a una nueva audiencia preparatoria destinada a constatar la situación actual del niño, niña o adolescente y la concurrencia de las causales de adoptabilidad que se invoquen, dándose tramitación en conformidad a las reglas de este Párrafo.

Artículo 26.- Recursos. Las resoluciones judiciales dictadas en este procedimiento podrán ser impugnadas, en conformidad al régimen de recursos aplicable a los asuntos contenciosos en materia de familia. 

La sentencia definitiva que declare al niño, niña o adolescente adoptable, así como aquella que niegue lugar a dicha declaración, serán apelables en ambos efectos.

Las causas de adoptabilidad gozarán de preferencia para su vista y fallo.

Sólo se podrá suspender la vista de la causa de común acuerdo y no se admitirá la recusación sin expresión de causa.
Artículo 27.- Efectos de la sentencia definitiva que declara la adoptabilidad. La sentencia definitiva firme y ejecutoriada que declare que un niño, niña o adolescente es adoptable, pondrá término al cuidado personal y relación directa y regular a que legalmente se encuentre sujeto, respecto de sus padres, familia extensa y quienes pudieron haber tenido el cuidado personal. Además, privará de todos los demás derechos y beneficios a tales personas respecto del niño, niña o adolescente, para lo cual oficiará a las instituciones que correspondan. El tribunal, en la misma sentencia, determinará quién o quiénes ejercerán el cuidado personal del niño, niña o adolescente. 

Asimismo, la sentencia definitiva ordenará que se oficie a la Dirección Nacional del Registro Civil, disponiendo que se subinscriba la misma al margen de la inscripción de nacimiento del niño, niña o adolescente, sin que se altere por ello su filiación. Dicha subinscripción sólo podrá ser cancelada por orden judicial.

Una vez ejecutoriada la sentencia definitiva, de oficio, será puesta en conocimiento del Servicio, para que el niño, niña o adolescente sea incorporado al registro a que se refiere el artículo 9° de esta ley. 

No producirá efectos el reconocimiento de maternidad o paternidad que se otorgue con posterioridad a la fecha en que la sentencia se encuentre firme y ejecutoriada.
Párrafo 3°

Gestiones posteriores a la declaración de adoptabilidad

Artículo 28.- Cuidado personal posterior a la sentencia que declara la adoptabilidad. Una vez ejecutoriada la sentencia de adoptabilidad, el o los solicitantes que cumplan con los requisitos legales y que hayan sido seleccionados por el Servicio o por los organismos acreditados, según corresponda, como alternativa de familia adoptiva para el niño, niña o adolescente, podrán requerir su cuidado personal.  En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de dos personas conjuntamente.


Junto con la solicitud a que se refiere el inciso anterior, los solicitantes deberán acompañar un informe evacuado por el Servicio o el organismo acreditado, según corresponda, que contenga los antecedentes que permitan justificar la selección del o los solicitantes como alternativa de familia adoptiva cualquiera sea su composición, teniendo especialmente en consideración respecto del niño, niña o adolescente y del o los solicitantes los criterios señalados en los artículos 45 inciso segundo, y 38 inciso segundo, todos de la presente ley. Dicho informe deberá además señalar con claridad, tratándose de dos solicitantes vinculados entre sí, las consideraciones referidas a la estabilidad y antigüedad de su relación, y su actuar de consuno, que permita asegurar cumplir con los fines de la adopción previstos en esta ley.

Para realizar la selección a que se refiere el inciso primero y el informe a que se refiere el inciso segundo, se considerará especialmente la existencia de un ambiente familiar donde se vea protegido el interés superior del niño, niña o adolescente y, en ningún caso, se podrá discriminar arbitrariamente a los solicitantes por consideraciones fundadas en motivos tales como etnia, nacionalidad, situación socioeconómica, idioma, ideología u opinión política, religión o creencia, sexo, orientación sexual, identidad de género, estado civil, edad, filiación y/o apariencia personal.
Para los efectos de esta ley se entenderá que tratándose de niños, niñas y adolescentes indígenas el proceso de adopción deberá promover y proteger el derecho de éstos a vivir de acuerdo con su propia cultura, religión e idioma.
Artículo 29.- Oportunidad para el inicio del procedimiento de adopción. Encontrándose firme la sentencia que declara la adoptabilidad del niño, niña o adolescente, el Servicio deberá presentar la solicitud para iniciar los procedimientos de adopción de que trata esta ley en un plazo máximo de 3 meses.

En caso que no se presente dicha solicitud dentro de la oportunidad señalada en el inciso anterior, el tribunal certificará inmediatamente ese hecho y de oficio ordenará al Servicio que hubiera sido parte en el procedimiento de adoptabilidad, que presente la solicitud a que se refiere el artículo 41 de esta ley, bajo apercibimiento de archivo de la causa de adoptabilidad.

En el caso de lo dispuesto en el inciso anterior, el tribunal dispondrá de oficio la remisión de la resolución que ordena el archivo de la causa al Director Nacional del Servicio para los fines correspondientes, en conformidad a la ley.

Párrafo 4°

Procedimiento de adoptabilidad por entrega voluntaria con fines de adopción

Artículo 30.- Entrega voluntaria. Tratándose del niño o niña, cuya madre, padre o ambos, manifiesten voluntariamente su intención de entregarlo con fines de adopción, el procedimiento sólo podrá iniciarse después del nacimiento del niño o niña, con la declaración realizada ante el tribunal, en que se manifieste la voluntad libre y espontánea en tal sentido. La madre, el padre o ambos, deberán comparecer ante el tribunal, debidamente patrocinados por el Servicio, el que además les brindará la asesoría, orientación y apoyo profesional.

Sea que la madre o el padre hayan sido asesorados por un programa de adopción, con anterioridad a su declaración de voluntad, o que sean derivados luego de ella, el Servicio que otorgó la orientación y apoyo profesional, deberá hacerse parte en la respectiva causa. Para estos efectos, el Servicio deberá confeccionar el informe al que se refiere el inciso primero del artículo 32, y ofrecerlo en la audiencia de ratificación.
Artículo 31.- Audiencia Preliminar. Recibida la solicitud de entrega voluntaria, el tribunal a más tardar el día hábil siguiente a su recepción, efectuará una audiencia preliminar la que tendrá por objeto:
1.- Que el o los solicitantes expresen su voluntad de entregar al niño o niña en adopción.

2.- Que el tribunal informe al o los comparecientes que pueden retractarse de su manifestación de voluntad hasta la realización de la audiencia de ratificación, la que se fijará para un plazo no inferior a 30 ni superior a 35 días hábiles, contados desde la audiencia preliminar, a la que quedarán citados personalmente en audiencia, advirtiéndoles que su no concurrencia facultará al tribunal para presumir que existe ratificación tácita de su voluntad de entregar al niño o niña en adopción, de todo lo cual deberá dejar constancia por resolución fundada.

Si por cualquier causa, distinta a la rebeldía de los comparecientes, no pudiere celebrarse la audiencia de ratificación en el día y hora decretados por el tribunal, el plazo de retractación señalado en el inciso anterior se prorrogará hasta la fecha de la celebración de la audiencia de ratificación. El tribunal deberá procurar que esta audiencia se celebre en el más breve plazo posible. Dicha audiencia se celebrará dentro del plazo de 15 días, contados desde la fecha en que debió celebrarse la primera audiencia.
Artículo 32.- Audiencia de ratificación. En esta audiencia, la madre, el padre o ambos, según corresponda, podrán ratificar su voluntad de entregar al niño o niña en adopción y el tribunal resolverá con el mérito de esta declaración y del informe que haya emitido y presente en la audiencia el Servicio que sea parte de la solicitud, y que dé cuenta del proceso de orientación y apoyo brindado a la madre, padre o ambos, a fin de garantizar que su decisión ha sido tomada en forma libre, informada y responsable.  

En caso de no asistir a la audiencia de ratificación la madre, padre o ambos, y constando que han sido debidamente emplazados, se les considerará rebeldes por el solo ministerio de la ley.

Excepcionalmente, si la madre o el padre que no hubiere manifestado su voluntad en la solicitud que dio inicio a este procedimiento hubiere fallecido o estuviere imposibilitado de manifestar su voluntad, el tribunal podrá citar a la audiencia de ratificación a sus ascendientes hasta el segundo grado de consanguinidad, quienes podrán deducir oposición. Si no se deduce oposición, el tribunal resolverá en la audiencia de ratificación, en tanto cuente con el informe o los informes a que se refiere el inciso primero.
En caso de oposición del otro padre o madre o de los ascendientes hasta el segundo grado de consanguinidad en el caso previsto en el inciso anterior, se aplicará el procedimiento contemplado en el párrafo 2° de este Título.
Artículo 33.- Retractación. Si en la audiencia de ratificación, la madre, el padre o ambos se retractan de su decisión inicial, el tribunal resolverá respecto a dicha retractación, sobre la base de los fundamentos y seriedad de la misma y del informe a que se refiere el artículo anterior. Si el tribunal estima necesario ampliar dicho informe o decretar otros medios de prueba citará a audiencia de juicio, la que se llevará a cabo dentro de los quince días siguientes a la audiencia de ratificación. La retractación es un derecho irrenunciable.  
En caso que el niño o niña se encuentre en una residencia o programa de acogimiento familiar, el solo hecho de la retractación no implicará necesariamente su egreso inmediato, salvo que el tribunal así lo resuelva mediante resolución fundada. 

Decretado el egreso, el tribunal deberá ordenar el seguimiento del caso por un plazo no inferior a doce meses, a través de un programa del Servicio, el cual deberá informar mensualmente al tribunal acerca del estado y situación del niño o niña.

Título III

Procedimiento de adopción nacional

Párrafo 1°

Finalidad del procedimiento, adoptantes y requisitos

Artículo 34.- Finalidad del procedimiento de adopción y supletoriedad. El procedimiento de adopción tiene por finalidad amparar el derecho a vivir en familia, cualquiera sea su composición, del niño, niña o adolescente que ha sido declarado adoptable por sentencia firme y ejecutoriada, en los términos previstos en el Título II anterior. 

Durante el desarrollo del procedimiento de adopción se deberá velar siempre por el interés superior del niño.

Este procedimiento tendrá un carácter no contencioso, por lo que no será admisible oposición, a menos que se invoque la concurrencia de alguna de las prohibiciones señaladas en el artículo 69 de esta ley.

En caso que dos o más hermanos hayan sido declarados adoptables, deberán ser adoptados por el o los mismos requirentes. Sin perjuicio de lo anterior, si ello no fuere posible, el juez deberá asegurar en forma eficaz y permanente, la continuidad del vínculo fraterno entre ellos. 
En lo no previsto en este Párrafo, se estará a lo señalado en el Párrafo 2° del Título II, siempre que no sea contrario a las disposiciones que a continuación se señalan.
Artículo 35.- Adoptantes. Podrán ser adoptantes todas las personas mayores de edad que cumplan con los requisitos establecidos por la ley.
Artículo 36.- Guardadores que soliciten adopción. Dentro de las personas a que se refiere el artículo anterior, excepcionalmente y por motivos calificados, podrá considerarse al guardador o guardadores de un programa de acogimiento familiar cuando solicite la adopción de un niño, niña o adolescente sujeto a su cuidado, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos:

a) El o los guardadores solicitantes solo podrán pedir la adopción del primer niño, niña o adolescente sobre el cual ejerciesen su guarda.
b)
Que el guardador o los guardadores solicitantes hubieren tenido al niño, niña o adolescente bajo su guarda por un plazo ininterrumpido de, a lo menos, 24 meses. Con todo, tratándose de un adolescente, el juez podrá rebajar el plazo prudencialmente.
c)
Que se efectúe, por el Servicio, una evaluación de la familia de acogida. Dicha evaluación deberá, al menos, dar cuenta de la situación legal, física, sicológica, médica y social del niño, niña o adolescente y el desempeño de la guarda por el o los guardadores solicitantes.
d)
Que se efectúe la certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente a que se refiere el artículo 38.
Artículo 37.- Requisitos. Las personas que deseen adoptar deberán cumplir con los siguientes requisitos:
a)
Ser mayores de 25 años de edad y menores de 70.
b)
Tener una diferencia mínima de 20 años y máxima de 52 años de edad con el adoptado.
c)
Haber recibido certificación de contar con las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, de conformidad a lo establecido por el artículo 38 siguiente.  
d) No presentar las inhabilidades descritas en el artículo 17.

En el caso de las adopciones solicitadas por dos personas relacionadas entre sí, bastará que uno de los adoptantes cumpla con los requisitos de las letras a) y b).

Por motivos calificados, el juez podrá rebajar o aumentar el requisito de la edad de los adoptantes y de diferencia de edad con el adoptado hasta en 5 años, cuando el interés superior del niño, niña o adolescente lo requiera, de lo cual deberá dejarse constancia expresa y fundada en la sentencia.
Artículo 38.- Certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente. El procedimiento de postulación para obtener la certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, se inicia con la solicitud del o los interesados en adoptar ante el Servicio. En ningún caso la solicitud podrá hacerse por más de  dos personas conjuntamente.

Dicha certificación será efectuada por el Servicio y requerirá de la evaluación técnica y jurídica que se realice a quienes postulen a adoptar a un niño, niña o adolescente, considerando en ella sus condiciones generales para desempeñar la parentalidad adoptiva, debiendo resguardar siempre el interés superior del niño, niña o adolescente. Esta evaluación deberá ser realizada por profesionales expertos en el área de adopción y velará por el derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en un ambiente familiar que le brinde afecto y protección y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales. La evaluación deberá tener en consideración, al menos, los siguientes criterios:

a)
Condiciones de vida para el ejercicio de la parentalidad adoptiva, tales como aquellas referidas a su vida laboral, habitacional o previsional.

b)
Vínculos que mantiene con su red sociofamiliar y redes de apoyo.

c)
Consideraciones respecto de su salud física y mental, capacidades socioafectivas e historia vincular de apego.
d)
Contar con el conjunto de capacidades para asumir el cuidado, protección y crianza de un niño, niña o adolescente adoptivo.

e)
Proyecto adoptivo, incluyendo los factores determinantes de la búsqueda de un niño, niña o adolescente a través de la adopción, junto con la evolución demostrada durante las etapas previas del proceso preadoptivo.

f)
Tratándose de dos postulantes relacionados entre sí, se deberá considerar la estabilidad y antigüedad de su relación y su actuar de consuno.

En caso alguno se podrá denegar la certificación por causales que constituyan discriminación  arbitraria  conforme  a lo establecido en  la ley,  teniendo en  especial consideración motivos tales como la etnia, nacionalidad, idioma, ideología u opinión política, religión o creencia, sexo, orientación sexual, identidad de género, estado civil, edad, filiación y/o apariencia personal.

En caso de disconformidad con los resultados de su evaluación, los interesados podrán recurrir ante el Director del Servicio, de conformidad a la Ley N°19.880, que Establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.
Artículo 39.- Fallecimiento de uno de los cónyuges, conviviente civil, persona con quien se mantiene una relación de convivencia, separación judicial, divorcio y término de acuerdo de unión civil. Siempre que concurran los demás requisitos legales, podrá otorgarse la adopción al viudo o viuda, conviviente civil sobreviviente, o a la persona sobreviviente con quien se hubiere mantenido una relación de convivencia, si en vida de ambos cónyuges, convivientes civiles, o personas que mantuvieran una relación de convivencia, se hubiere iniciado la tramitación correspondiente, circunstancia que se probará mediante un instrumento emitido por el organismo evaluador que certificó que aquéllos poseían las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente.

Tratándose de la separación judicial, no podrá concederse la adopción a los cónyuges respecto de los cuales ésta se haya declarado y mientras ella subsista. Del mismo modo, tampoco podrá concederse la adopción en caso de divorcio o término del acuerdo de unión civil.

Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de la adopción por integración a que se refiere el Título V de esta ley, los cónyuges o convivientes civiles que hubieren iniciado la tramitación de una adopción podrán solicitar que ésta se conceda aún después de declarada su separación judicial, divorcio o término del acuerdo de unión civil, si ello se justifica en función del interés superior del niño, niña o adolescente adoptado.

En los casos a que se refieren los incisos primero y tercero del presente artículo, la adopción se entenderá otorgada a ambos solicitantes.
Párrafo 2°

Reglas procesales

Artículo 40.- Competencia. Conocerá del procedimiento de adopción el tribunal con competencia en materia de familia que haya conocido del procedimiento de declaración de adoptabilidad. 

Sin perjuicio de lo anterior, el procedimiento de adopción se podrá tramitar ante el tribunal con competencia en materia de familia del lugar de residencia del niño, niña o adolescente, cuando este sea dependiente de una Corte de Apelaciones distinta de la que depende el tribunal que pronunció, en primera instancia, la sentencia definitiva en el procedimiento de adoptabilidad. Para estos efectos, se considerará que los tribunales con competencia en materia de familia de los territorios jurisdiccionales de las Cortes de Apelaciones de San Miguel y de Santiago, dependen de una misma Corte.

En el caso señalado en el inciso anterior, cuando el tribunal con competencia en materia de familia deba proveer la solicitud de que trata el artículo siguiente deberá, de oficio, requerir todos los autos y piezas de la causa de adoptabilidad al tribunal que la hubiere sustanciado. El tribunal requerido no podrá denegar la solicitud y deberá remitir los antecedentes solicitados a la brevedad y por la vía más expedita posible.
Artículo 41.- Requisitos de la solicitud de adopción. El procedimiento se iniciará a solicitud del o los adoptantes, o del Servicio.

La solicitud debe contener la individualización completa de los solicitantes y un domicilio idóneo para efectos de notificación.

Asimismo, deberán acompañarse los siguientes antecedentes:

a)
Copia auténtica de la inscripción de nacimiento del niño, niña o adolescente que se pretende adoptar.

b)
Copia autorizada de la resolución judicial ejecutoriada que declara adoptable al niño, niña o adolescente.

c)
Certificado que dé cuenta de que el o los solicitantes poseen las condiciones necesarias para la adopción del niño, niña o adolescente de que se trate, emitido por el Servicio, de conformidad a lo establecido en el artículo 38.

Si los solicitantes no tienen el cuidado del niño, niña o adolescente, podrán requerirlo conjuntamente con la solicitud de adopción. Dicha solicitud será resuelta por el tribunal en la audiencia preparatoria o en la audiencia de juicio.
Artículo 42.- Primeras actuaciones. Una vez verificado el cumplimiento de los requisitos legales y habiéndose declarado admisible la solicitud, el tribunal deberá:

a)
Agregar los antecedentes del procedimiento de adoptabilidad.

b)
Designar un curador ad litem al niño, niña o adolescente de que se trate.

No será obstáculo para la declaración de admisibilidad de la solicitud respectiva, el que la persona cuya adopción se solicita haya cumplido la mayoría de edad en el transcurso del procedimiento de adoptabilidad o previo a la presentación de la solicitud de adopción.

c)
Citar a los solicitantes, al curador ad litem y al niño, niña o adolescente a una audiencia preparatoria, la que se llevará a cabo dentro de los 10 días hábiles siguientes, contados desde la fecha de la resolución que declaró admisible la solicitud de adopción. 

Dicha notificación se efectuará personalmente a los solicitantes y al curador ad litem, en conformidad a los antecedentes que consten en la solicitud de adopción.
Artículo 43.- Audiencia preparatoria. La audiencia preparatoria tendrá por objeto:

a)
Informar a los comparecientes en forma clara y precisa respecto a los alcances y consecuencias de la adopción.

b)
Consultar al niño, niña o adolescente que se pretende adoptar, en presencia de su curador, su conformidad o disconformidad respecto a la solicitud de adopción, en virtud de lo dispuesto en el artículo 11 de esta ley. El adolescente deberá asentir expresamente ante el juez en relación con la posibilidad de ser adoptado; en caso de negativa, terminará el procedimiento.

En caso que el niño o niña manifieste su negativa en relación con la posibilidad de ser adoptado, o cuando el adolescente no manifieste su voluntad, el juez podrá, por resolución fundada, ordenar que continúe el procedimiento, dejando constancia de los motivos invocados por el niño, niña o adolescente, si los hubiere, debiendo haber oído previamente al curador ad litem.

Con todo, si durante el procedimiento el niño o niña manifiesta nuevamente su negativa a la posibilidad de ser adoptado, el juez podrá poner término al proceso, dejando constancia de los motivos invocados por el niño o niña.

c)
Ofrecer los antecedentes que acrediten las ventajas y beneficios que le reportaría al niño, niña o adolescente la adopción por el o los solicitantes.

d)
Determinar la realización de diligencias adicionales para mejor resolver, respecto del o los solicitantes o del niño, niña o adolescente de que se trate, en aquellos casos en que el tribunal las estime necesarias para procurar que su decisión se oriente a la mayor realización material y espiritual del niño, niña o adolescente. De dichas diligencias deberá darse cuenta en la audiencia de juicio. 

e)
Pronunciarse sobre la solicitud de cuidado personal, si procediere.

Si con los antecedentes expuestos de conformidad a lo señalado en la letra c) del presente artículo, se acreditaren las ventajas y beneficios que la adopción le reporta al niño, niña o adolescente, el tribunal podrá resolver en la misma audiencia preparatoria. En caso contrario, la audiencia de juicio se desarrollará dentro de los 10 días siguientes, quedando los comparecientes citados personalmente por el solo ministerio de la ley.
Artículo 44.- Potestad relativa al cuidado. El tribunal, en cualquier etapa del procedimiento, podrá poner término al cuidado ejercido sobre el niño, niña o adolescente, por los solicitantes, cuando así lo estime necesario para resguardar el interés superior de aquél. En todo caso, dicho cuidado cesará de pleno derecho si el tribunal denegare la solicitud de adopción, de lo que se dejará constancia en la misma sentencia, la cual dispondrá además la entrega del niño, niña o adolescente a quien el tribunal confíe su cuidado en lo sucesivo.
Artículo 45.- Audiencia de juicio y convicción del tribunal. La audiencia de juicio se desarrollará en conformidad a lo dispuesto en los artículos 63, 63 bis y 64 de la Ley N° 19.968.

Para conceder la adopción, el tribunal deberá formar su convicción en atención únicamente a los antecedentes que consten en los autos, especialmente en la certificación de que el o los adoptantes poseen las condiciones generales para desempeñar la parentalidad adoptiva y que se ha cumplido con los estándares señalados en los artículos 28 y 38 de la presente ley. Para resolver, velará por el derecho del niño, niña o adolescente a vivir y desarrollarse en un ambiente familiar que le brinde afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, debiendo resguardar siempre el interés superior del niño, niña o adolescente.

Artículo 46.- Sentencia de adopción. La sentencia que acoja la adopción ordenará: 

1.
Que se remitan los antecedentes a la Oficina del Registro Civil del domicilio de los adoptantes, a fin de que se practique una nueva inscripción de nacimiento del adoptado como hijo de los adoptantes. Esta inscripción deberá efectuarse a requerimiento de uno o ambos adoptantes o por un tercero a su nombre. 

La nueva inscripción de nacimiento del adoptado contendrá las indicaciones que señala el artículo 31 del artículo 3° del D.F.L. N° 1, del año 2000, del Ministerio de Justicia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Registro Civil. 

2.
Que se cancele la antigua inscripción de nacimiento del adoptado, tomándose las medidas administrativas conducentes a mantener en reserva su anterior identidad.

3.
Que se oficie al Servicio, a fin que proceda a eliminar al adoptado y los adoptantes de los registros a que se refiere el artículo 9° letras a) y b), y proceda a inscribirlos en el registro del artículo 9° letra c).

4.
Que el Registro Civil oficie al Ministerio de Educación, una vez practicada la nueva inscripción de nacimiento, a fin de que se eliminen del registro curricular los antecedentes relativos a la filiación de origen del niño, niña o adolescente adoptado y se incorpore en su reemplazo su nueva identidad, sin que puedan vincularse ambas, atendida la reserva de la adopción.

5.
Que el Registro Civil oficie al Ministerio de Salud, una vez practicada la nueva inscripción de nacimiento, para que los antecedentes de la ficha clínica y registro de vacunación del niño, niña o adolescente adoptado, relativos a su filiación de origen, sean remitidos a dicha Secretaría de Estado y reemplazados por aquellos correspondientes a su nueva identidad, conservando la información médica.

6.
Que se oficie, a solicitud del o los peticionarios, a cualquier organismo público o privado en el cual pueda encontrarse registrado el adoptado, con su identidad de origen, a fin de que se elimine el registro y se remitan todos los antecedentes en que conste dicha identidad, a la Dirección Nacional del Registro Civil. El oficio u oficios referidos serán diligenciados por el o los peticionarios, previa obtención de un certificado que deberá emitir el Servicio o la Dirección Nacional del Registro Civil, señalando que el niño, niña o adolescente ha sido adoptado, por lo que se ha cancelado su inscripción de nacimiento original, sin hacer referencia a su nueva identidad. 

En la sentencia que acoja la adopción deberá constar la opinión manifestada por el niño, niña o adolescente, así como los motivos que el tribunal ha tenido a la vista para decidir conforme a esa opinión o en contra de ella.

Artículo 47.- Efectos de la sentencia de adopción. La adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo de los adoptantes, con todos los derechos y deberes recíprocos establecidos en la ley, y extingue sus vínculos de filiación de origen, para todos los efectos civiles, salvo los impedimentos para contraer matrimonio establecidos en el artículo 6º de la ley N° 19.947, que establece nueva Ley de Matrimonio Civil, y los impedimentos para celebrar el contrato de acuerdo de unión civil establecidos en el artículo 9° de la ley N° 20.830, que crea el Acuerdo de Unión Civil, los que subsistirán. Para estos efectos, cualquier persona podrá hacer presente el respectivo impedimento ante el Registro Civil hasta antes de su celebración, lo que dicho Servicio deberá verificar consultando el expediente de adopción, sin perjuicio de la acción de nulidad de matrimonio o del acuerdo de unión civil que pueda ser procedente con posterioridad. 

La adopción producirá sus efectos legales desde la fecha en que quede ejecutoriada la sentencia que la constituye, luego de lo cual deberá inscribirse la adopción.

La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación recibirá los antecedentes del oficial del Registro Civil que haya practicado la inscripción de la adopción.

Cumplida dicha diligencia, la Dirección los enviará al Jefe del Archivo General del Servicio de Registro Civil e Identificación, quien los mantendrá bajo su custodia en sección separada.
Artículo 48.-  Procedimiento excepcional posterior a la sentencia definitiva firme de adopción. Sin perjuicio de haberse constituido la adopción por sentencia firme en conformidad a las reglas anteriores, podrá iniciarse, respecto de un niño, niña o adolescente adoptado, el procedimiento de adoptabilidad en caso de que concurriese cualquiera de las causales establecidas en el artículo 13 de la presente ley, a excepción de la señalada en el literal c), con las siguientes modificaciones a dicho procedimiento:

a)
En su primera resolución, el tribunal procederá en conformidad al artículo 19, pero citará únicamente al solicitante, cuando corresponda, al curador ad litem y a el o a los padres.

b)
El plazo a que se refiere el artículo 25, inciso primero, será de un mes.

c)
La sentencia definitiva será apelable en el solo efecto devolutivo.

d)
El tribunal podrá resolver sobre el cuidado personal del niño, niña o adolescente, en conformidad al artículo 28, desde que la sentencia definitiva hubiere sido notificada a cualquiera de las partes.
Artículo 49.- Nulidad. El adoptado, por sí o por curador ad litem, podrá pedir la nulidad de la adopción obtenida por medios ilícitos o fraudulentos.

La acción de nulidad prescribirá en el plazo de cuatro años contado desde la fecha en que el adoptado, cumplida la mayoría de edad, haya tomado conocimiento del vicio que afecta a la adopción.

Conocerá de la acción de nulidad el tribunal con competencia en materia de familia del domicilio o residencia del adoptado, en conformidad al procedimiento ordinario previsto en la ley N° 19.968.
Artículo 50. Adopción de mayores de edad. Excepcionalmente podrá iniciarse el procedimiento de adopción tratándose de personas mayores de dieciocho y menores de veintiocho años de edad, si a la fecha de presentación de la respectiva solicitud quien o quienes desean adoptar, hubieren permanecido al cuidado de aquella persona durante un tiempo mínimo de cinco años continuos.

Este procedimiento deberá iniciarse de manera conjunta entre quien o quienes pretendan adoptar y la persona mayor de edad que desea ser adoptada.

En estos casos, se iniciará inmediatamente el proceso de adopción, sin necesidad de efectuar el procedimiento de adoptabilidad consagrado en esta Ley.

Para estos casos, no serán aplicables las normas establecidas para determinar la diferencia de edad entre adoptante y adoptado señaladas en el artículo 37. Tampoco se requerirá la certificación que exige el artículo 38, ni la designación de curador ad litem señalada en el artículo 42.
Título IV

Procedimientos de adopción internacional

Párrafo 1°

Disposición general

Artículo 51.- Procedencia. La adopción internacional sólo procederá con Estados que sean Parte del Convenio de la Haya, de 1993, relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, en adelante el “Convenio”, o con aquéllos con los cuales Chile haya suscrito un tratado sobre adopción, ratificado por ambos y que se encuentre vigente. 
Cuando, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 4° de la presente ley, Chile sea Estado de origen, el niño, niña o adolescente sólo será trasladado al Estado de recepción después de constituirse la adopción en Chile.

Párrafo 2°

Adopción de niños, niñas o adolescentes residentes en Chile por personas residentes en el extranjero.
Artículo 52.- Legislación aplicable. La adopción de un niño, niña o adolescente residente en Chile, por personas residentes en el extranjero, cualquiera sea su nacionalidad, se constituye en Chile, de acuerdo al procedimiento establecido en el presente Párrafo y se sujetará, además, a las convenciones internacionales que hayan sido ratificadas por Chile y que se encuentren vigentes, en especial, a lo previsto por el Convenio.

Artículo 53.- Subsidiaridad de la adopción internacional. La adopción de un niño, niña o adolescente residente en Chile, por personas residentes en el extranjero, sólo procederá a falta de personas interesadas en adoptarlo en conformidad a las reglas de la adopción nacional.

Corresponderá al Servicio certificar lo anterior, sobre la base de los registros contemplados en el artículo 9°, así como de los antecedentes que se acompañen a la solicitud en su caso.
Artículo 54.- Requisitos de los postulantes. Sólo podrá otorgarse la adopción de que trata este Párrafo a las personas no residentes en Chile, sean nacionales o extranjeras, que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 37 de esta ley.

La certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, deberá ser efectuada tanto por la autoridad competente del Estado de recepción, como por el Servicio. Se entenderá por autoridad competente del Estado de recepción, a la autoridad central del mismo o al organismo autorizado extranjero, según lo disponga la legislación de dicho Estado.

Artículo 55.- De la postulación a adopción. La postulación a adopción deberá ser patrocinada por la autoridad competente del Estado de recepción.

La postulación en Chile será presentada ante el Servicio, acompañada de los antecedentes que a continuación se señalan, debidamente apostillados, autenticados, autorizados o legalizados, según corresponda y traducidos al español, con traducciones oficiales, en su caso:

a)
Certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente emitido por la autoridad competente del Estado de recepción, de conformidad al Convenio y los demás tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. 

b)
Certificado de la autoridad de inmigración del Estado de recepción, en que consten los requisitos que el niño, niña o adolescente adoptado debe cumplir para ingresar al mismo.

c)
Certificado en que conste la legislación vigente respecto de la forma de adquirir la nacionalidad de los adoptantes, por parte del niño, niña o adolescente, o del actual Estado de residencia de éstos, si es que residen en un país distinto al de su origen.

d)
Copia de los documentos de identificación de los postulantes, obtenidos en su país de origen o residencia.

e)
Certificados de nacimiento de los postulantes.

f)
Informe social emitido por la autoridad competente del Estado de residencia de los postulantes.

g)
Informe psicológico otorgado por la autoridad competente del Estado de residencia de los postulantes, conforme a los lineamientos técnicos emanados del Servicio. 

h)
Certificados que comprueben la salud física de los postulantes, descartando la presencia de patologías que sean incompatibles o dificulten la crianza de un niño, niña o adolescente. 

i)
Certificado emanado de la autoridad competente del Estado de recepción, en que conste la participación de los postulantes en cursos, talleres o instancias similares de asesoramiento y preparación para ejercer la paternidad adoptiva de niños, niñas o adolescentes residentes en Chile. Asimismo, se requerirá un certificado en que conste que el postulante, o al menos uno, en caso de postulaciones conjuntas, hubieren aprobado un curso de español, o una declaración jurada, prestada ante algún ministro de fe, que acredite dominio básico del idioma.

j)
Certificados de antecedentes penales o su equivalente, con una vigencia no superior a 90 días hábiles contados desde su expedición. 

k)
Cualquier otro documento que se requiera para acreditar el cumplimiento de exigencias o condiciones establecidas por la legislación del Estado de residencia de los solicitantes. 

Los documentos consignados en las letras f), g) y h) no podrán tener una antigüedad superior a un año, al cabo de los cuales deberán ser renovados o actualizados, según corresponda.

Una vez recibida la postulación, el Servicio, en un plazo no mayor a treinta días hábiles, emitirá un informe técnico-jurídico sobre el cumplimiento de las exigencias contenidas en la presente ley y los convenios internacionales aplicables y, en su caso, procederá a certificar que los postulantes cuentan con las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente residente en Chile, ingresando éstos al respectivo registro, lo cual será comunicado a la autoridad patrocinante.

La resolución que declare que los postulantes no cuentan con las condiciones generales para la adopción, o que rechazare la postulación por no cumplir los requisitos legales o por resultar los antecedentes presentados insuficientes, deberá ser fundada y en su contra procederán los mecanismos de impugnación previstos en el inciso final del artículo 38.
Artículo 56.- Tramitación de la adopción. Una vez efectuada la asignación del niño, niña o adolescente declarado adoptable a los postulantes residentes en el extranjero que posean las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente, de acuerdo a la certificación efectuada por el Servicio, la adopción será tramitada ante el tribunal con competencia en materia de familia del domicilio del niño, niña o adolescente, de acuerdo al procedimiento regulado en el Título III de esta ley, con las modificaciones que a continuación se indican:

a)
En el caso de los postulantes, deberá tenerse a la vista la documentación exigida por el artículo 55 anterior.

b)
La identidad de los postulantes podrá acreditarse mediante un certificado otorgado por el Consulado de Chile en el país respectivo, sujeto, en todo caso, a ratificación ante el tribunal, una vez que éstos comparezcan personalmente a la audiencia preparatoria.

c)
La solicitud de adopción deberá ser patrocinada por el Servicio.

d)
El tribunal podrá autorizar que el niño, niña o adolescente que se pretende adoptar quede al cuidado personal de los solicitantes, de conformidad al artículo 28, sin que pueda salir del territorio nacional, salvo autorización judicial. 

e) En caso de que dos o más niños, niñas o adolescentes que se encuentran en situación de ser adoptados sean hermanos, deberán ser adoptados por las mismas personas. Sin perjuicio de lo anterior, si ello no fuere posible, el juez deberá establecer un régimen comunicacional eficaz y permanente que permita mantener el vínculo fraterno entre ellos.
Artículo 57.- Trámites posteriores a la sentencia de adopción. Una vez ejecutoriada la sentencia que constituye la adopción, se remitirá el expediente a la oficina del Registro Civil de la comuna de Santiago, para efectos de lo dispuesto en los artículos 46 y 47.

Practicada la nueva inscripción de nacimiento, el Servicio certificará que la adopción internacional constituida en nuestro país, se realizó de conformidad al ordenamiento jurídico nacional.

La autoridad competente del Estado de recepción que patrocinó a los adoptantes será responsable del acompañamiento del proceso de adaptación del niño, niña o adolescente y, en su caso, del reconocimiento o legalización de la adopción en el Estado de residencia de los adoptantes.

Artículo 58.- De los efectos de la adopción y su nulidad. Los efectos de la adopción y su nulidad serán regulados de conformidad a lo establecido en los artículos 47 y 48.
Párrafo 3°

Adopción de niños, niñas o adolescentes residentes en el extranjero por personas residentes en Chile

Artículo 59.- Solicitud de adopción de niños, niñas o adolescentes residentes en el extranjero. Las personas con residencia en Chile que deseen adoptar a un niño, niña o adolescente con residencia en el exterior, deberán presentar su solicitud ante el Servicio, o ante que haya obtenido autorización para operar en el Estado de origen, con el objeto que se evalúen sus condiciones generales para la adopción y se les proporcione orientación y apoyo de acuerdo a la legislación de dicho Estado, cumpliendo las demás disposiciones del Convenio.

Si la solicitud se realiza ante un, la propuesta de asignación que este haga, deberá ser previamente autorizada por la autoridad central chilena.

Artículo 60.- Autorización para el traslado del niño, niña o adolescente e inscripción de la adopción. Con el mérito del certificado previsto en el artículo 23 del Convenio, emitido por la autoridad competente del Estado de origen que acredita la conformidad del procedimiento de adopción con las disposiciones del referido instrumento, el Servicio autorizará el traslado a Chile del niño, niña o adolescente de quien se trate. Una vez llegado el adoptado, con el mérito de dicho certificado, así como de la sentencia firme y ejecutoriada que haya otorgado la adopción en el Estado de origen, el Servicio solicitará al Registro Civil que practique la inscripción de nacimiento del niño, niña o adolescente como hijo del o los adoptantes.
Artículo 61.- Efectos de la adopción de niños, niñas o adolescentes residentes en el exterior. Se aplicará al respecto en lo pertinente, lo previsto en los artículos 46, 47 y 48  de la presente ley.
El niño, niña o adolescente podrá adquirir la nacionalidad chilena, si se dan los supuestos previstos en el Capítulo II de la Constitución Política de la República. 

En caso de tratarse de solicitantes extranjeros con residencia en Chile, el Servicio tendrá que verificar, previamente al acuerdo mencionado en el artículo 17 del Convenio, que el niño, niña o adolescente podrá adquirir la nacionalidad de al menos uno de los adoptantes.
Artículo 62.- Trámites postadoptivos. El o los adoptantes deberán cumplir con los trámites postadoptivos previstos por la legislación del Estado de origen. Serán asesorados para ello por el Servicio patrocinante.

Asimismo, deberán facilitar la información, documentación, entrevistas y visitas domiciliarias que se requieran para la emisión de los informes de seguimiento postadoptivo exigidos por el Estado de origen, antecedentes que deberán ponerse en conocimiento del Servicio.

Título V

Adopción por integración

Artículo 63.- Adopción por integración. Cuando el niño, niña o adolescente hubiere sido abandonado por uno de sus padres en los términos señalados en el literal e) del artículo 13 de esta ley y su cuidado lo ejerciere el otro junto a su cónyuge o conviviente civil, éstos podrán solicitar su integración como hijo.

En caso de que el niño, niña o adolescente tenga filiación determinada sólo respecto al padre o madre que solicita la adopción por integración, junto a su cónyuge o conviviente civil, se aplicará directamente el procedimiento de adopción previsto en el Título III de la presente ley.
Artículo 64.- Normas especiales. La adopción por integración se sujetará a las reglas de los procedimientos de adoptabilidad contempladas en el Título II y a las reglas del procedimiento de adopción, contempladas en el Título III. 

Sin perjuicio de lo anterior, se aplicarán las siguientes normas especiales:

a)
La solicitud de adoptabilidad deberá ser presentada conjuntamente por las personas que desean integrar al niño, niña o adolescente como hijo.

b)
Deberá citarse al padre o madre y, en su caso, a las personas que ejercen el cuidado personal, respecto de quién o quiénes se alegue el abandono del niño, niña o adolescente.

c)
Podrá citarse sólo a los ascendientes y colaterales del niño, niña o adolescente hasta el tercer grado inclusive, con el único objeto de formarse convicción acerca del abandono. No será admisible, en caso alguno, oposición de las personas ya mencionadas. 

d)
Para dar inicio al proceso de certificación de condiciones generales para la adopción de los postulantes, el niño, niña o adolescente deberá tener un mínimo de 5 años de edad. Asimismo, éste deberá haber vivido con el cónyuge o conviviente civil del padre o madre solicitante por un tiempo mínimo de 5 años continuos. Con todo, por motivos calificados fundados en el interés superior del niño, niña o adolescente, el juez podrá rebajar estos plazos.

e)
Por motivos calificados, fundados en el interés superior del niño, el juez podrá eximir de los requisitos de edad de los adoptantes y de diferencia de edad con el adoptado señalados en las letras a) y b) del artículo 37 de esta ley.
Artículo 65.- Certificación de contar con condiciones generales para la adopción por parte del cónyuge o conviviente civil  del padre o madre solicitante. El cónyuge o conviviente civil  del padre o madre que solicita la adopción por integración del niño, niña o adolescente, deberá contar con el respectivo certificado, de conformidad al artículo 39 de esta ley, debiendo acompañarse en la solicitud de adopción como documento fundante.
Título VI

Conservación de información y búsqueda de orígenes

Artículo 66.- Información sobre la adopción. Cualquier persona mayor de 14 años, actuando por sí o representada por el Servicio, podrá solicitar al Registro Civil que le informe si su filiación es resultado de una adopción. En tal caso, se le deberá indicar la individualización del proceso judicial respectivo.

Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, el Estado, a través del Registro Civil, garantizará la conservación de la información relativa a la identidad de la familia de origen y demás antecedentes vinculados a la adopción.

Artículo 67.- Información sobre el proceso de adopción y acceso a copias. Aquellas personas cuya filiación es adoptiva de acuerdo a lo informado por el Registro Civil, tendrán derecho a acceder al expediente de su adopción y obtener copias del mismo, de acuerdo a lo prescrito en las siguientes reglas:

a)
Respecto de los adoptados que a la fecha de solicitud sean mayores de edad, lo podrán solicitar directamente o debidamente representados al Registro Civil.

b)
Respecto de los adoptados que a la fecha de solicitud sean mayores de 14 años y no hayan alcanzado la mayoría de edad, lo podrán solicitar debidamente representados por el Servicio.

Excepcionalmente, en casos que exista un interés legítimo, podrán otorgarse copias del expediente de adopción a otros ascendientes del adoptado o sus descendientes, por resolución judicial dictada en un procedimiento no contencioso ante el tribunal con competencia en materia de familia del domicilio del interesado. En este caso, se requerirá la citación del adoptado mayor de edad, a menos que por motivos calificados se establezca lo contrario.

Artículo 68.- Búsqueda de orígenes. Las personas mayores de 14 años de edad interesadas en iniciar un proceso de vinculación con su familia de origen, deberán ser asesoradas por el Servicio u otro en subsidio. 

En caso de tratarse de adopciones internacionales, también podrá intervenir la autoridad competente del Estado de recepción que actuó como intermediario. 

Título VII

Prohibiciones y delitos

Párrafo 1°

De las Prohibiciones

Artículo 69.- Prohibiciones. Se prohíbe: 
a)
La obtención indebida de beneficios económicos, materiales o de otra índole, por parte de las personas, instituciones y autoridades involucradas en el proceso de adopción.

b)
A los padres del niño, niña o adolescente, disponer expresamente quién adoptará a su hijo o entregar su cuidado con fines de adopción a terceros, mediando o no un avenimiento o transacción al respecto, salvo que se trate de la adopción por integración del cónyuge o conviviente civil, y se cumplan los demás requisitos que la presente ley establece.

c)
Tramitar solicitudes de adopción internacional de niños, niñas o adolescentes residentes en otro Estado, en alguna de las siguientes circunstancias:

i)
Cuando el Estado del cual sea nacional o residente el niño, niña o adolescente se encuentre en conflicto bélico o afectado por un desastre natural que impida un correcto funcionamiento de las autoridades encargadas de controlar y garantizar la adopción.

ii)
Si por motivos diversos a los contemplados en el literal anterior, no existe en el Estado de origen una autoridad específica que controle y garantice la adopción. 

iii)
Cuando en el Estado de origen no se den las garantías adecuadas para la adopción y las prácticas y trámites de la adopción en el mismo no respeten el interés superior del niño, niña o adolescente, o no cumplan los principios jurídicos internacionales. 

d)
Promover o facilitar el ingreso a Chile de un niño, niña o adolescente con fines de adopción de forma contraria a lo establecido en la ley. 

e)
Reconocimiento de un niño, niña o adolescente por quien no es el padre biológico o la madre biológica, con el objeto de facilitar su posterior adopción por su cónyuge o conviviente civil.
Artículo 70.- Vulneración de las prohibiciones. No se dará curso a solicitudes de declaración de adoptabilidad o de adopción, en las que se acredite la concurrencia de alguna de las prohibiciones descritas en el artículo anterior, o se pondrá término a aquellos procedimientos que ya hubieren sido iniciados.

Si el hecho además fuere constitutivo de delito, el tribunal, de oficio, deberá realizar la respectiva denuncia a los organismos competentes. 

Párrafo 2°

De los delitos

Artículo 71.- Revelación de antecedentes. El funcionario público que revelare antecedentes de que tenga conocimiento en razón de su cargo y que de acuerdo a esta ley son reservados, o permita que otro los revele, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales.

El que, sin tener la calidad de funcionario público, revelare los mismos antecedentes teniendo conocimiento de su carácter de reservados, será castigado con pena de prisión en cualquiera de sus grados y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales.

Artículo 72.- Obtención fraudulenta de la entrega de un niño, niña o adolescente. El que con abuso de confianza, ardid, simulación, atribución de identidad o estado civil u otra condición semejante, obtuviere la entrega de un niño, niña o adolescente para sí, para un tercero o para sacarlo del Estado con fines de adopción, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales.
Artículo 73.- Pago o contraprestación. El que solicitare o aceptare recibir para sí o un tercero cualquier clase de pago o contraprestación, por facilitar la entrega de un niño, niña o adolescente, a efectos de alterar la filiación que le corresponde aún antes de su nacimiento, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio y multa de ciento cincuenta unidades tributarias mensuales. En la misma pena incurrirá quien diere, ofreciere o consintiere en dar dicho pago o contraprestación.

De materializarse la entrega en las condiciones descritas en el inciso anterior, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y, si correspondiere, la inhabilidad para ejercer el cuidado personal, la patria potestad y la guarda del niño, niña o adolescente.

Lo dispuesto en el inciso primero, no será aplicable a aquellas personas que legítimamente solicitaren o aceptaren recibir una contraprestación por servicios profesionales que se presten durante el curso de los procedimientos regulados en esta ley, sean éstos de carácter legal, social o del ámbito de la salud.
Título VIII

Potestad reglamentaria

Artículo 74.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos establecerá:

a)
La regulación y fiscalización de los subprogramas de adopción, en conformidad a lo establecido en el artículo 5° inciso segundo de la presente ley. 

b)
El procedimiento para la concesión, denegación, suspensión, fiscalización, revocación y renovación de la acreditación o autorización de los organismos autorizados extranjeros. 

Sin perjuicio de lo anterior, los actos de concesión, denegación, suspensión, revocación o renovación señalados precedentemente, se dispondrán por resolución fundada del Director o Directora Nacional del Servicio.

c)
Las características y funcionamiento de los Registros actualizados que debe mantener el Servicio, en conformidad al artículo 9° de esta ley.

d)
El procedimiento de certificación de poseer las condiciones generales para la adopción de un niño, niña o adolescente a que se refiere el artículo 38, así como la reclamación en caso de disconformidad con los resultados de la evaluación efectuada en el mismo. 

Además, deberá regular la forma de emisión y la vigencia de los certificados otorgados en el procedimiento precedentemente señalado.

e)
Las actividades que considera el proceso de búsqueda de orígenes en conformidad al artículo 68.

f)
Cualquier otro aspecto necesario para la correcta aplicación de la presente ley.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° transitorio.- Entrada en vigencia. El reglamento a que se refiere el artículo 73, deberá ser dictado por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos dentro del plazo de 6 meses contado desde la publicación de la presente ley.

La ley entrará en vigencia transcurridos 3 meses desde la publicación en el Diario Oficial del reglamento a que se refiere el inciso anterior.  

Lo anterior se entiende sin perjuicio de aquellas medidas que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y el Servicio Nacional de Menores deban adoptar previamente para la adecuada ejecución de esta ley y su reglamento.

Artículo 2º transitorio.- Adopción establecida según las leyes N°s 7.613 y 18.703. Los que tengan la calidad de adoptante y adoptado de conformidad a la ley Nº 7.613 o al régimen de adopción simple de la ley Nº 18.703, continuarán sujetos a los efectos de la adopción previstos en estas leyes.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, esos adoptantes y adoptados, cualquiera sea su edad, podrán acordar que se les apliquen los efectos que establece el inciso primero del artículo 48 de esta ley, de conformidad al siguiente procedimiento: 

a)
El pacto deberá constar en escritura pública, que suscribirán el o los adoptantes y el adoptado, por sí mismo o por curador especial, según el caso. Si la adopción se otorgó conforme a la ley Nº 7.613, además deberán prestar su consentimiento las otras personas que señala su artículo 2º y, en el caso de la adopción simple establecida en la ley Nº 18.703, las personas casadas no divorciadas requerirán el consentimiento de su respectivo cónyuge;

b)
El pacto se someterá a la aprobación del juez competente, la que se otorgará luego de que se realicen las diligencias que el tribunal estime necesarias para acreditar las ventajas para el adoptado. Tales diligencias, en el caso de la adopción regulada por la ley Nº 7.613, contemplarán necesariamente la audiencia de los parientes a que se refiere el inciso primero de su artículo 12, si los hay; y, tratándose de la adopción simple que norma la ley Nº 18.703, la audiencia de los padres del adoptado, siempre que ello sea posible; y 

c)
La escritura pública y la resolución judicial que apruebe el pacto deberán remitirse a la oficina correspondiente del Servicio de Registro Civil e Identificación, a fin de que se practique una nueva inscripción de nacimiento del adoptado como hijo del o de los adoptantes, y sólo desde esa fecha producirán efecto respecto de las partes y de terceros.

La adopción constitutiva de estado civil así obtenida será irrevocable. Con todo, el adoptado, por sí o por curador especial y las personas que tengan actual interés en ella, podrán pedir la nulidad de la adopción obtenida por medios ilícitos o fraudulentos.

La acción de nulidad prescribirá en el plazo de cuatro años contado desde la fecha en que el adoptado, alcanzada su mayoría de edad, haya tomado conocimiento del vicio que afecta a la adopción.

Conocerá de la acción de nulidad el juez con competencia en materias de familia del domicilio o residencia del adoptado, en conformidad al procedimiento ordinario previsto en la ley N° 19.968, que crea los Juzgados de Familia.

Artículo 3º transitorio.- Organismos autorizados extranjeros. Se entenderá concedida la acreditación o autorización indicadas en los artículos 6° y 7° de esta ley, a los organismos extranjeros que a la fecha de su entrada en vigencia, ejecuten programas de adopción o actúen como intermediarios en materia de adopción internacional de niñas, niños o adolescentes, en su caso. 
Artículo 4º transitorio. Procedimientos pendientes. Los procedimientos de susceptibilidad de adopción y de adopción, iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente ley, continuarán tramitándose hasta que su resolución final quede firme o ejecutoriada, conforme a las causales, el orden de prelación y las disposiciones procedimentales de la Ley N°19.620, que dicta norma sobre adopción de menores.

Lo anterior no obstará a que en dichos procedimientos tengan aplicación inmediata los artículos 25, 27, 28, 46, 47, 48 y 57 de esta ley.

Artículo segundo: Introdúzcanse las siguientes modificaciones al Código del Trabajo: 

1)
En el inciso segundo del artículo 195, sustitúyase la frase “los artículos 19 y 24 de la ley N° 19.620.” por la siguiente “los artículos 28 y 42 inciso final de la Ley de Adopción.”.

2)
En el artículo 199 inciso 2º, intercálase a continuación de la expresión “como medida de protección” la siguiente frase: “o en virtud de lo previsto en los artículos 28 o 41 inciso final de la Ley de Adopción”.

3)
Modifíquese el artículo 200 en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyense los incisos primero y segundo, por los siguientes, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“La trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad, por habérsele otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal como medida de protección, tendrá derecho al permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis. Además, cuando el menor tuviere menos de seis meses, previamente tendrá derecho a un permiso y subsidio por doce semanas.

En caso que la trabajadora o el trabajador tenga a su cuidado un menor de edad, por habérsele otorgado judicialmente aquél en virtud de lo previsto en los artículos 28 o 41 inciso final de la Ley de Adopción , tendrá derecho al permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis. Además, en estos casos, tendrá derecho a un permiso y subsidio por doce semanas, cualquiera sea la edad de dicho menor de edad.”.

b)
Reemplázase el inciso segundo que pasa a ser tercero, por el siguiente “A la correspondiente solicitud de permiso, el trabajador o la trabajadora, según corresponda, deberá acompañar necesariamente la resolución judicial o el acta de la audiencia en que se les haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor de edad como medida de protección o en virtud de lo previsto en los artículos 28 o 41 inciso final de la Ley de Adopción.”.

4)
En el inciso segundo del artículo 201, incorpóranse las siguientes modificaciones:

a)
Reemplázase la frase “ley N° 19.620” por “Ley de Adopción”.

b)
Sustitúyese la frase “al artículo 19 de la ley N° 19.620 o bien le otorgue la tuición en los términos del inciso tercero del artículo 24 de la misma ley”, por “al artículo 28 de la Ley de Adopción o bien le otorgue el cuidado de acuerdo al artículo 41 de la misma ley”.

5)
En el inciso final del artículo 206, reemplázase la frase “la ley N° 19.620” por “la Ley de Adopción”.
Artículo tercero: El mayor gasto fiscal que represente esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente.”.

“
*******************

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones que se indican: 4 y 18 de diciembre, de 2013; y 8, 15 y 22 de enero, 4 de junio, 9 de julio, 5 y 12 de noviembre de 2014, 6 y 20 de diciembre de 2017; 9 y 17 de enero de 2018; con la asistencia de los siguientes señores diputados y señoras diputadas, integrantes entonces de la Comisión de Familia: Ramón Barros Montero; Eugenio Bauer Jouanne; María Angélica Cristi Marfil (Presidenta); Carolina Goic Boroevic; Carlos Abel Jarpa Wevar; Issa Kort Garriga; .Adriana Muñoz D’Albora; Karla Rubilar Barahona; María Antonieta Saa Díaz; Jorge Sabag Villalobos; Marcela Sabat Fernández; Marcelo Schilling Rodríguez, y Mónica Zalaquett Said.


Asimismo, en las sesiones de la legislatura anterior legislatura se contó con la asistencia de las diputadas y diputados: Daniella Cicardini Milla; Marcos Espinosa Monardes; Ramón Farías Ponce; Juan Enrique Morano Cornejo; Claudia Nogueira Fernández; Sergio Ojeda Uribe (Presidente); José Miguel Ortiz Novoa; Denise Pascal Allende; Karla Rubilar Barahona; Marcela Sabat Fernández; David Sandoval Plaza; Marisol Turres Figueroa y Germán Verdugo Soto. 
En reemplazo también asistieron la diputada Jenny Alvarez y la ex diputada Yasna Provoste, y los ex diputados Guillermo Ceroni, Claudio Arriagada, y Osvaldo Andrade, y el diputado Carlos Abel Jarpa, 

Asistieron, además, la ex diputada y actual senadora Adriana Muñoz; las ex diputada Clemira Pacheco Rivas, la diputada Marcela Hernando, y el ex diputado Marco Espinosa Monardes.


En la legislatura actual se discutió y votó la indicación sustitutiva en las sesiones siguientes: 14 y 21 de marzo; 11 y 18 de abril; 9, 16 y 30 de mayo; 6, 13 y 20 de junio; 4 y 18 de julio; 1, 8 y 22 de agosto; 5, 12 y 26 de septiembre; 10 y 24 de octubre; 21 y 28 de noviembre; 12 y 19 de diciembre; 2, 9, 15, 16 y 23 de enero de 2019, con la asistencia de las diputadas Pamela Jiles Moreno, Karol Cariola Oliva, Loreto Carvajal Ambiado, Natalia Castillo Muñoz, Carolina Marzán Pinto Francesca Muñoz González y Virginia Troncoso Hellman, y de los diputados señores Álvaro Carter Fernández, Eduardo Durán Salinas, Sebastián Keitel Bianchi, y  de los diputados señores Luis Rocafull López, René Saffirio Espinoza, Gustavo Sanhueza Núñez, Raúl Soto Mardones y Cristóbal Urruticoechea Ríos.


Por la vía de reemplazo también asistieron: Florcita Alarcón Rojas, Gabriel Asencio Mansilla José Miguel Castro Bascuñán, Sergio Bobadilla Muñoz, Andrés Celis Montt, Luciano Cruz Coke Carvallo, Francisco Eguiguren Correa, Renato Garín González, Amaro Labra Sepúlveda, Andrés Longton Herrera, Miguel Mellado Suazo, Claudia Mix Jiménez, Andrés Molina Magofke, Cristhian Moreira Barros, Catalina Rojas Valderrama, Leonidas Romero Sáez, Diego Schalper Sepúlveda y Enrique Van Rysselberghe Herrera.
***************************

Sala de la Comisión, a 3 de abril de 2019. 
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HERNAN ALMENDRAS CARRASCO

Abogado Secretario de la Comisión
� Sobre el particular, esta Secretaría adjunta como anexo a este informe, el documento elaborado por la Abogada Paola Truffello, analista de la Biblioteca del Congreso Nacional denominado "Iniciativas de regulación de la Adopción de Niños en Chile: Comparación del Mensaje Presidencial y Mociones Parlamentarias", noviembre de 2013.


� La adopción de menores de edad se encuentra regulada en la ley N° 19.620, por expresa remisión de la ley N° 19.585 que introdujo un nuevo estatuto filiativo, basado en el interés superior del niño, el trato igualitario para todos los hijos y el derecho a la identidad. La ley N° 19.620, inspirada en el trato igualitario para todos los hijos biológicos, estableció un modelo de adopción único de carácter filiativo. 


� En doctrina, la formulación del principio “el interés superior del niño” que inspira a la normativa, permite desprender las siguientes características: es una garantía, ya que toda decisión que concierna al niño debe considerar primordialmente sus derechos; es de una gran amplitud ya que no solo obliga al legislador sino también a todas las autoridades e instituciones públicas y privadas y a los padres; también es una norma de interpretación y de resolución de conflictos jurídicos; finalmente es una orientación o directriz política para la formulación de políticas públicas para la infancia, permitiendo orientar las actuaciones públicas hacia el desarrollo armónico de los derechos de todas las personas, niños y adultos.


� Trabajo elaborado por la Abogada Paola Truffello, Asesoría Técnica Parlamentaria, Biblioteca del Congreso Nacional, mayo de 2012.


� Artículo 3 N° 1, Convención sobre los Derechos del Niño que dispone: “1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”.


� Artículo 16.- Interés superior del niño, niña o adolescente y derecho a ser oído. Esta ley tiene por objetivo garantizar a todos los niños, niñas y adolescentes que se encuentren en el territorio nacional, el ejercicio y goce pleno y efectivo de sus derechos y garantías.


  El interés superior del niño, niña o adolescente, y su derecho a ser oído, son principios rectores que el juez de familia debe tener siempre como consideración principal en la resolución del asunto sometido a su conocimiento.


  Para los efectos de esta ley, se considera niño o niña a todo ser humano que no ha cumplido los catorce años y, adolescente, desde los catorce años hasta que cumpla los dieciocho años de edad.


� Artículo 3, 15, 24 y 30 de la Ley N° 19.620.


� Campillay Fernández, Jordán, Ob. Cit. N° 8.


� Corte de Apelaciones de Rancagua, causa Rol N° 21.515, “Centro de Protección de Menores de Quinta Tilcoco contra Mirta del Carmen del Valle Arce”, 23 de junio de 2004. En Campillay Fernández, Jordán, Ob. Cit. N° 8, pág. 92.


� Corte de Apelaciones de Antofagasta, causa Rol N°7-2006, 16 de marzo de 2006. En PuntoLEX, “Familia, Legislación y Jurisprudencia” Texto coordinado y editado por el Departamento de Estudios Jurídicos PuntoLEX. Edición 2008.


� Artículo 7, Convención sobre los Derechos del Niño.


� Artículo 1 N° 24 Ley N° 19.585, actual artículo 198 del Código Civil.


� Gómez de la Torre Vargas, Maricruz, “El Sistema Filiativo Chileno”, Santiago de Chile: Editorial Jurídica de Chile, 2007, pág. 49.


� Corral Talciani, Hernán. Ob. cit. N° 3, p. 68.


� Corral Talciani, Hernán. Ob. cit. N° 3, p. 216.


� Se sigue la nomenclatura adoptada por Corral Talciani, Hernán. Ob. cit. N° 3, p. 180 y sgts.


� Artículo 8 letra a) en relación con artículo 9, Ley N° 19.620.


� López Díaz, Carlos,  “Reformas de las Leyes de Filiación y Adopción” Santiago de Chile: Editorial Jurídica La Ley Ltda., 2001, pág. 80.


� Gómez de la Torre Vargas, Maricruz, Ob. cit. N°17, pág. 245.


� Corral Talciani, Hernán. Ob. cit. N° 3.


� Artículo 9, Ley N° 19.620.


� Articulo 9, Ley N° 19.620.


� Corral Talciani, Hernán. Ob. cit. N° 4.


� Artículo 8 letra b) Ley N° 19.620 en relación al artículo 11 de la Ley N° 19.620.


� Artículo 9, Ley N° 19.620


� Artículo 8 letra c) Ley N° 19.620 en relación al artículo 12 de la Ley N° 19.620.


� Artículo 226 Código Civil dispone: “Podrá el juez, en el caso de inhabilidad física o moral de ambos padres, confiar el cuidado personal de los hijos a otra persona o personas competentes. En la elección de estas personas se preferirá a los consanguíneos más próximos, y sobre todo, a los ascendientes”.


� Artículo 12 Ley N° 19.620.


� Artículo 14 Ley N° 19.620.


� El plazo de los 2 años no será exigible  si uno o ambos cónyuges es infértil.


� Rodríguez Quiroz, Ambrosio. “Nuevo Régimen de Adopción”. Universidad del Desarrollo, Facultad de Derecho, Cursos de actualización en Derecho Civil, septiembre 1999, pág. 5. Citado en Gómez de la Torre Vargas, Maricruz, Ob. Cit. N°17, pág. 501.


� En España, existe también la posibilidad de la adopción homoparental, en conformidad a la modificación introducida al Código Civil por la Ley 13/2005, que igualó los derechos del matrimonio homosexual con el matrimonio de distinto sexo. Disponible en: � HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Privado/l13-2005.html" ��http://noticias.juridicas.com/base_datos/Privado/l13-2005.html� (abril, 2013).


� La kafala es definida como aquella “institución propia del mundo islámico por la cual el kafil (titular de la kafala) adquiere el compromiso de hacerse cargo voluntariamente del cuidado, de la educación y de la protección del menor (makful) de la misma manera que un padre lo haría para con su hijo”. 


� Programas de Familia Acogida Simple (FAS) y Familia de Acogida Especializada (FAE) 


� Artículo 68, Ley N° 19.968 que señala: “Procedimiento de aplicación de medidas de protección. En los casos en que la ley exige o autoriza la intervención judicial para adoptar las medidas de protección jurisdiccionales establecidas en la ley, tendientes a la protección de los derechos de los niños, niñas o adolescentes cuando éstos se encontraren amenazados o vulnerados, se aplicará el procedimiento contenido en el presente Párrafo. En lo no previsto por éste, se aplicarán las normas del Título III.


La intervención judicial será siempre necesaria cuando se trate de la adopción de medidas que importen separar al niño, niña o adolescente de uno o ambos padres o de quienes lo tengan legalmente bajo su cuidado”.


� Sólo se consideran las regiones mencionadas porque la Fundación únicamente tiene sede en Santiago y respecto del resto de las regiones sería difícil acompañar a los matrimonios postulantes. En estos casos, los trámites deben realizarse directamente en las oficinas regionales del SENAME.


� Siete estados piden como requisito de postulación que sean parejas casadas legalmente.


� Estas familias están habilitadas tanto para ser familia de acogida como para ser padres adoptantes. Esto implica que han pasado ambos procedimientos de selección y calificación, y cuentan por tanto con la autorización estatal para desarrollar cualquiera de estos roles.


� O’Donovan, Katherine, L'adoption dans le droit du Royaume-Uni, Revista Internacional de Derecho Comparado, 4 (2003), p. 848. 


� Disponible en: � HYPERLINK "http://dif.sip.gob.mx/" ��http://dif.sip.gob.mx/� (abril, 2013).


� Artículo 1º.- La adopción tiene por objeto velar por el interés superior del adoptado, y amparar su derecho a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde el afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen.


 La adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo respecto del o los adoptantes en los casos y con los requisitos que la presente ley establece. 


� Señora Paulina Vodanovic, Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Felipe Rayo Cortés, abogado de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y señor Pedro Pacheco, abogado del Departamento de Reinserción Social Juvenil del Ministerio de Justicia.


� Opinión de la Corte Suprema conociendo el proyecto de ley de conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional: “En cuanto al programa de adopción, el artículo 5° del proyecto de ley no especifica el conjunto de actividades que comprende dicho programa, sólo menciona que serán diseñados y ejecutados por el Sename y por los organismos acreditados ante éste. Asimismo, crea la figura de los "subprogramas de adopción", sin detallar el rol específico que desempeñarán dentro de la institucionalidad. De acuerdo con dicho precepto, estos subprogramas deben dar cumplimiento a los objetivos de la presente ley.


Por otro lado, en cuanto al financiamiento de los programas y subprogramas de adopción, si bien se estima un acierto incorporar esta norma, resulta poco eficiente que el financiamiento quede subordinado a la aprobación de proyectos previos con el fin de obtener la subvención de parte del Sename, esto en atención a la remisión que hace el proyecto a la Ley N° 20.032, que establece el sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del Sename y su régimen de subvención.


En efecto, la ley previamente mencionada establece en su artículo 3° que el Sename podrá subvencionar, conforme a las disposiciones de la presente ley, las actividades desarrolladas por los colaboradores acreditados relativas a las siguientes líneas de acción. Dentro de las líneas de acción subvencionables la ley en comento menciona los "Programas", esto es, el conjunto de actividades susceptibles de ser agrupados según criterios técnicos. Sin embargo, dentro de los distintos programas que enumera la Ley N° 20.032 no se encuentra el "programa de adopción" a que hace alusión el nuevo artículo 5o de la iniciativa legal que se analiza. Sí menciona, en cambio, el programa de familias de acogida.


De acuerdo con el Sename, el programa de familias de acogida cuenta con profesionales que otorgan apoyo psicosocial y material a la familia acogedora del niño/a que se encuentra en acogimiento familiar, mientras la familia de origen o los adultos responsables logran reasumir el cuidado de sus niños/as. Al mismo tiempo, y de considerarse inviable el retorno a la familia de origen, dicho programa realiza la búsqueda de una familia permanente donde el niño/a pueda residir de manera estable y egresar del programa.


En consecuencia, las familias de acogida del Sename forman parte del compromiso del Estado de brindar asistencia y protección a niños, niñas y adolescentes privados de cuidados parentales que, producto de vulneración de derechos, se ha considerado judicialmente apropiado separarlos transitoriamente de su grupo familiar de origen e integrarlos a un grupo familiar alternativo mientras se realizan las acciones para restablecer su derecho a vivir con éste.


Así las cosas, y al no encontrarse la figura de "programas de adopción" dentro de las líneas de acción subvencionares que menciona la Ley N°20.032, resulta forzoso concluir que el financiamiento a que se refiere el proyecto que se analiza no tendría fundamento legal”.





�Opinión de la Corte Suprema conociendo el proyecto de ley de conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional “Cabe hacer presente que es primera vez que el legislador entrega un concepto de "interés superior del niño", cuestión que ni siquiera hace la Convención de los Derechos del Niño. Si bien la falta de definición que existe actualmente podría considerarse un riesgo en cuanto a que podría generar una errónea aplicación del principio, la definición propuesta puede significar el mismo riesgo y la necesidad de dotar de contenido a la propia definición, toda vez que no queda claro lo que se busca al utilizar la frase "satisfacción integral y simultánea de los derechos".


� Artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño.


1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño.


2. Con tal fin, se dará en particular al niño la oportunidad de ser escuchado en todo procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional.�
�



� Art. 226. Podrá el juez, en el caso de inhabilidad física o moral de ambos padres, confiar el cuidado personal de los hijos a otra persona o personas competentes.


� Artículo 40.- El que, sin hallarse comprendido en el artículo anterior, revelare los mismos antecedentes teniendo conocimiento de su carácter de reservados, será castigado con pena de multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales.





� NOTA: Disponible en � HYPERLINK "https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=126824&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION" �https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=126824&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION� 


� NOTA: Disponible en � HYPERLINK "https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=129271&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION" �https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=129271&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION� 


� NOTA: Disponible en � HYPERLINK "https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=129272&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION" �https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=129272&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION� 


� NOTA: Disponible en � HYPERLINK "https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=131799&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION" �https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=131799&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION� 


� NOTA: Disponible en � HYPERLINK "https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=131800&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION" �https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=131800&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION� 


� NOTA: Disponible en � HYPERLINK "https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=131801&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION" �https://www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=131801&prmTIPO=DOCUMENTOCOMISION� <


� La votación de esta indicación quedó pendiente de la sesión anterior.


� En la sesión 34ª, celebrada el 12 de diciembre de 2018, la Comisión aprobó eliminar la frase “o el organismo acreditado nacional”, desde el artículo 29 en adelante, facultando a la Secretaría de la Comisión para efectuar las adecuaciones pertinentes, sin necesidad de aprobar nuevas indicaciones en tal sentido.


Sin embargo, al dar cumplimiento a este acuerdo respecto del artículo 59 -que no fue objeto de discusión- la redacción del mismo resulta ininteligible. La Comisión analizó esta situación y no existió acuerdo para salvarla aplicando el artículo 15 del Reglamento de la Corporación, por lo cual decidió, en definitiva, dejarla entregada a la decisión de la Sala.








